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PALABRAS PRELIMINARES 


Llevo varios años escribiendo y rescribiendo este libro. Lo empecé con 
el objetivo de dar cuenta de la crisis del Estado social a finales de los 
años setenta de la pasada centuria desde el supuesto de que sin grandes 
cambios difícilmente permanecerían el capitalismo, como el modo de 
producción, y la democracia representativa, como la forma de organi- 
zación política. Los veinte últimos años han puesto de manifiesto que 
lo que está cambiando no es simplemente el Estado social, sino la pla- 
taforma sobre la que se levanta, conjetura que según se fortalecía, iba 
modificando estructura y contenido del libro. Mientras no alcancemos 
alguna claridad sobre el mundo que se nos viene encima —sólo sabemos 
que tendrá muy poco que ver con el de hoy— no tiene mucho sentido 
discutir los distintos modelos de Estado social que sustituirán al esta- 
blecido. 

Encallado en este embrollo, la alternativa era adentrarme en la des- 
cripción de las nuevas coordenadas que definen el mundo que viene, o 
bien, desembocar en la constatación, bastante simplona, de que mien- 
tras gocemos de una cierta democracia, por muy amenazada que esté 
—y ciertamente lo está por muchos de sus costados— pervivirá alguna 
forma de Estado social, aunque muy distinto del actual. Tratar de des- 
entrañar las nuevas coordenadas sociales y económicas del mundo que 
está surgiendo es una tarea que no estoy seguro de que sea realizable, 
pero sí de que por mis propias fuerzas no podría llevarla a cabo en un 
espacio y en un tiempo prudenciales. 

Una vez que se ha desplomado la opción de continuar tratando al 
Estado social, como si no se hubiera trastocado el escenario de fondo, 
sólo me quedaba dejar constancia de que en un mundo globalizado 
caben muy distintas formas residuales de democracia, así como los co- 
rrespondientes modelos de Estado social, dependiendo, tanto de la pro- 
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ductividad que se alcance, como de la presión que los distintos grupos 
y sectores sociales sean capaces de ejercer. Desde el horizonte en el que 
aún estamos inmersos no cabe prever quiénes terminarán por prevale- 
cer, ni siquiera si el Estado social sobrevivirá, aunque es la hipótesis que 
manejo como la más probable. 

Si la primera parte del dilema —establecer las nuevas coordenadas 
que definen el mundo que viene— no parece factible, la segunda —que 
mientras dure una cierta democracia pervivirá de alguna forma el Es- 
tado social — resulta poco atractiva, mientras no estemos en condicio- 
nes de diseñar un modelo, que no sea una mera especulación teórica, 
sin la menor base real, es decir, sin un mejor conocimiento de la nueva 
plataforma socioeconómica de las sociedades nacionales en un mundo 
globalizado. Limitarse a describir los modelos que se están poniendo en 
marcha en algunos países, sirve para recaudar una información que, si 
no es exhaustiva, resulta bastante inútil. En esta coyuntura, al final me 
he decidido por seguir el camino de en medio, tratando de entender el 
alcance de los cambios que estamos viviendo sobre los posibles perfiles 
del Estado social. Con ello se consigue, en primer lugar, sacar al Estado 
social del aislamiento en que suele estudiarse, poniéndolo, por un lado, 
en relación con las demás instituciones de las que depende, así como, por 
otro, cuestionándolo hoy a partir de una larga perspectiva histórica que 
nos permita seguir su desarrollo desde su origen hasta la última crisis, 
de modo que destaquen los muchos cambios acaecidos, pero también las 
largas continuidades que han permanecido a veces más en la penumbra. 

Una visión de esta amplitud implica traer a colación cuestiones 
que incumben a las distintas ciencias sociales, desde la economía a 
la sociología, desde la historia a la filosofía, que rompen el marco de la 
«política social», como ciencia particular. Delimitar el ámbito propio 
de una disciplina, definiendo de antemano lo que le pertenece y lo que 
debe serle ajeno, es la forma más segura de eliminar las cuestiones de 
mayor interés. Me atrevería a llamarlo el «crimen de la asignatura» que 
consiste en repartir el conocimiento por temas, en vez de tratarlos por 
los problemas que susciten. En este libro se pretende tan sólo relacionar 
algunos pocos datos fundamentales de tal forma que proporcionen una 
comprensión de lo que ha ocurrido, para prepararnos a entender lo que 
está pasando, aunque no sea más que por el contraste entre lo que fue 
y lo que ha llegado a ser. 

Con lo dicho, no hará falta insistir en que este libro es, y sólo pre- 
tende ser, un ensayo, en el que, como tal, lo que importa es hacerse las 
preguntas pertinentes para entender algo tan inquietante como es el 
declive del Estado social, con todo lo que lo ha provocado y todo lo que 
arrastra consigo. El ensayo es siempre un ejercicio de comprensión, con 
una amplia dimensión subjetiva, que trata de engarzar la discrepancia de 
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opiniones de manera que den sentido. Cierto que buscar el sentido rom- 
pe el marco de un saber que se quiere objetivo. De ahí que el ensayo sea 
un género literario que indigna al sociólogo empeñado en hacer ciencia 
social en sentido estricto, pretensión que, por otro lado, cada vez resulta 
más cuestionable, pero esto ya es harina de otro costal. 

Cae por su peso que en un ensayo haya reducido a un mínimo las 
notas a pie de página. Por la amplitud de los temas tratados hasta la 
bibliografía más escueta ocuparía muchas páginas, que, por otro lado, 
la persona interesada puede fácilmente hacerse con ella. Aprendí en 
Max Weber que lo que importa es la claridad conceptual, así como la 
conexión sugestiva de las ideas, sin necesidad de mostrar erudición 
bibliográfica que él ya había suprimido por completo. En el prólogo a 
su traducción de El arte poética de Aristóteles, José Goya y Muniaín, 
director que fue de la Biblioteca Real, escribe en 1798: 


Se han puesto también notas, pero no más que las precisas, procurando 
aligerarlas de erudición que no sea escogida, pues como quiera que sería 
cosa muy fácil amontonarlas y cargarlas de noticias obvias y comunes, 
todavía, teniendo por cierto que la abundancia de las cosas, aunque sean 
buenas, hace que no se estimen, y la carestía, aun de las malas, se estima 
en algo, he cercenado a las veces notas enteras; que por eso se podrá 
extrañar el que no las haya donde quizás fueran menester. 


Palabras que si ya resultan oportunas en el siglo XVII, cuánto más 
en los tiempos de internet. 

Dedico este libro a la memoria del profesor Gerhard Weisser (1898- 
1989), catedrático que fue de política social en la Universidad de Co- 
lonia entre 1954 y 1970, presidente de la Fundación Ebert y miembro 
de la comisión que redactó el Programa de Bad Godesberg (1959). 
En 1961 el profesor Weisser acogió con todo cariño y dedicación al 
joven exiliado de la España de Franco, introduciéndole en la política 
social y en el socialismo democrático. Mi primera publicación, Polémi- 
ca sobre el neonormativismo, aparecida en 1963 en el núnero 28 del 
Boletín Informativo del Seminario de Derecho Político que publicaba 
el profesor Tierno Galván en Salamanca, está dedicada a exponer crí- 
ticamente el pensamiento de Weisser. Por muchos esfuerzos que hizo 
en convencerme, dando prueba de una gran vocación pedagógica, no 
logró retenerme en el estudio de la política social ni en el kantianismo 
que fundamentaba un socialismo que pretendía superar al marxismo. Le 
dolió que abandonara las ciencias sociales por la filosofía, así como que 
me dejase fascinar por Hegel y su dialéctica. Pienso que le habría gusta- 
do saber que a la vejez he vuelto a mi primera dedicación en Alemania, 
la política social, aunque seguiría reprochándome no haberme librado 
por completo del maleficio de Hegel. 
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_ EL ESTADO: 
SOBERANIA, LIBERTAD, DERECHO 


ESTADO Y SOCIEDAD 


Por razones que habrá que exponer con detalle, el Estado social, una de 
las creaciones de la que más se enorgullece Europa, desde finales de los 
años setenta del siglo pasado está pasando por una honda crisis. En un 
mundo globalizado, con un Estado nacional cada vez más débil, justa- 
mente el soporte de la democracia representativa, su futuro se presenta 
harto incierto. ¿Acaso el Estado social podría existir sin un Estado na- 
cional que haya culminado en uno democrático de derecho? ¿Cómo ha 
surgido esta conexión y qué podría implicar su ruptura? Poco se podría 
decir de la crisis del Estado social sin tener bien claro los contenidos 
pasados y presentes de los tres conceptos claves, Estado, Estado nacio- 
nal, Estado democrático de derecho. 


ESTADO Y MODERNIDAD 


Conviene empezar por advertir que Estado no debe entenderse en su 
significado más amplio, como la organización política que con carácter 
permanente diferencia a los que mandan de los que obedecen, es decir, 
como una estructura genérica de dominación (dominium)! de unos 
sobre otros, con el fin de ordenar y potenciar la vida común de socie- 
dades sedentarias, que se remonta por lo menos a casi cinco milenios?, 
Tampoco debe identificarse con la polis, la forma política que surge en 
la Antigüedad a partir de la organización social y política de la gens, 


1. El concepto corresponde al de Herrschaft, con la misma raíz en alemán, Herr, 
que en latín dominus. 

2. R. Herzog, Staaten der Frühzeit. Ursprünge und Herrschaftsformen, München, 
1988. 
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pese a provenir de la experiencia griega la primera reflexión filosófica 
sobre la naturaleza del Estado. El nacimiento del Estado coincidiría 
con la aparición de la propiedad privada y la diferenciación social en 
clases’, y en este sentido, cabe muy bien hablar de «Estado griego» 
o «Estado islámico». No basta, sin embargo, con una comprensión 
amplia de Estado. Es preciso diferenciar las diferentes formas de Es- 
tado que encontramos en distintas culturas y épocas de aquella que con 
la Modernidad surge en Europa, indispensable para entender, no sólo 
la especificidad de este concepto, sino también los supuestos teóricos 
sobre los que se levanta. 

En este libro la referencia al Estado se hace siempre en un sentido 
restringido, entendiendo por tal la forma particular de organización 
política que surge en Europa con la Modernidad. Por consiguiente, 
los términos Estado, Estado moderno y Estado europeo son equiva- 
lentes. Así entendido, el Estado no tendría una antigüedad superior a 
tres siglos, a la vez que se revela un elemento definitorio de la cultura 
europea. El concepto de Estado que manejamos queda acotado, tanto 
en el tiempo —se refiere a una realidad existente en los últimos siglos— 
como por la cultura en la que surge y se desarrolla, la europea. 

Según una concepción que se inicia a finales del XIX en Alemania, y 
cuyo más eximio representante fue Max Weber, el Estado se habría de- 
sarrollado a la vez que la Modernidad capitalista. La idea de Estado que 
surge en la Italia de finales del siglo XV coincidiría en el tiempo con la 
que configura el «espíritu del capitalismo» y con los primeros escarceos 
de lo que luego va a constituir la gran revolución de la Modernidad, 
la ciencia físico-natural. La ciencia moderna, con su correspondiente 
desarrollo tecnológico, el capitalismo, desde el mercantil al industrial, 
y el Estado, desde la Monarquía absoluta al Estado democrático, forman 
el trípode sobre el que se asienta la Modernidad europea. 

El concepto de Estado, de Estado moderno, si se pone albarda sobre 
albarda, reposa sobre el tan traído y llevado concepto de Modernidad, 
sin el cual no resulta inteligible. Pero este último es un término que se 
utiliza con los significados más variados, de modo que es menester de- 
tenerse un instante en precisar qué entendemos por Modernidad. Una 
primera aproximación exige recordar algo tan lejano que ya está casi 
por completo olvidado, a saber, que el adjetivo modernus, que se deriva 
de modus, como hodiernus de hodie, y que no conoce el latín clásico 
—lo encontramos a partir del siglo 1v de nuestra era—, hace referencia 


3. El libro más conocido es el de Friedrich Engels, Origen de la familia, la propiedad 
privada y el Estado [1884], que reelabora desde el materialismo histórico, el de L. H. Mor- 
gan, Ancient Society, or Researches in the Lines of Human Progress from Savagery through 
Barbarism to Civilization, London, 1877. 
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a lo actual, a lo propio de los días que vivimos, que se supone diferente 
de lo que ayer fue y de lo que será mañana. Jorge Luis Borges, con el 
prurito de distanciarse de la Modernidad, la ha definido con toda pre- 
cisión y contundencia en este su sentido originario: «Me creo libre de 
toda superstición de modernidad, de cualquier ilusión de que ayer difiera 
íntimamente de hoy o diferirá de mañana»*. El concepto de Modernidad 
implica que el ayer difiere radicalmente del hoy, así como el mañana no 
será igual al hoy. La historia se concibe como una continua marcha desde 
un origen a un fin que se suponen conocidos. El moderno sabe de dónde 
viene y a dónde va, conocimiento que justamente define a la Moderni- 
dad. El que el futuro se muestre inescrutable tal vez sea otro indicio de 
que hemos salido de la Modernidad, de que nos encontramos en otra 
etapa que llamamos, a falta de mejor denominación, posmodernidad. 

El término «moderno» surge cuando se considera indispensable 
marcar diferencias sustantivas entre el ayer y el hoy. Que sea necesario 
nombrar el presente con un vocablo nuevo supone que se percibe como 
algo radicalmente distinto de lo anterior, que toma con ello el cariz de 
lo ya superado. La aparición de este neologismo implica la conciencia 
de una ruptura en la continuidad de los tiempos: lo que fue ya no es; 
se viven «tiempos nuevos». Una experiencia tan profunda de disconti- 
nuidad, incluso de ruptura, está ligada a la expansión del cristianismo. 
Su irrupción en el Imperio Romano termina por imponer a partir del 
siglo IV la distinción entre los antiguos, veteres, que se adscriben al mundo 
pagano, y, moderni, los modernos, al nuevo mundo cristiano. 

Hay que dejar constancia de la identidad originaria de moderno 
y cristiano, algo casi olvidado, por patente y fundamental que haya 
sido en un lejano pasado. La primera Modernidad, médula de todas las 
ulteriores, la inicia el cristianismo. De alguna forma, las modernidades 
posteriores: la carolingia; la que en el siglo x11 impulsa la entonces recién 
fundada universidad con la recepción de la filosofía aristotélica y del 
derecho romano; la Modernidad renacentista de los siglos XV y XVI, que 
entre sus logros inspira la aparición del Estado; en fin, la Modernidad 
ilustrada del siglo xvm, ya plenamente secularizada, de la que nace la 
Europa propiamente moderna, hasta la crisis contemporánea de la Mo- 
dernidad, vinculada a las distintas formas de secularización que subyacen 
en cada uno de los cristianismos, el oriental ortodoxo; el catolicismo 
romano y el protestantismo. 

Ahora bien, dada la conexión originaria entre cristianismo y Mo- 
dernidad, de ser cierto el pronóstico ilustrado de que el cristianismo se 
hallaría en fase terminal, ello supondría el fin definitivo de la Moderni- 


4. J. L. Borges, Prólogo a la novela de Adolfo Bioy Casares, La invención de Morel, 
Seix Barral, Barcelona, 1985, p. 11. 
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dad, que quedaría transformada en un mito que, como ocurre con los 
mitos, hunde sus raíces en un pasado con el que se han roto las amarras. 
En una época en que la Modernidad va perdiendo consistencia real, el 
Estado, uno de los productos más característicos de la Modernidad, 
poco a poco adquiere el carácter de mito. No en vano, el fascismo de 
los años treinta llevó la mitificación del Estado a un punto extremo?. 

Si bien la Modernidad surge con la ruptura cristiana del mundo 
antiguo, el Estado es un producto mucho más tardío que engarza con 
la cuarta Modernidad, la renacentista. Entre la Antigüedad grecolatina 
y la Modernidad europea, hay un ciclo histórico intermedio, con carac- 
teres propios, que los humanistas renacentistas llamaron medium ae- 
vum, Edad Media, pero que los coetáneos denominaron christianitas, 
la cristiandad. A la Modernidad renacentista precede la cristiandad y en 
ella se forjan los componentes fundamentales que la definen, incluidos 
aquellos que posibilitan el nacimiento del Estado. Precisamente, por 
esta función incubadora de lo nuevo, a la Edad Media habría que lla- 
marla «edad de los orígenes», ya que de ella emanan las corrientes que 
desembocan en la última Modernidad. 


ANTECEDENTES DEL ESTADO EN LA CRISTIANDAD 


Ya en el siglo IX, encontramos el concepto de cristiandad en el sentido 
de marcar límites y diferencias con el mundo islámico (Defensio Chris- 
tianitatis). A finales del siglo XIV, el cristianismo se ha extendido por 
todo el continente europeo, conquistado el último reducto pagano, con 
la conversión en 1386 de Lituania, que había estado cercada por largo 
tiempo entre el cristianismo latino de Alemania y Polonia y el orto- 
doxo de Rusia. A partir del siglo XIII y sobre todo del XIV, el término 
griego «Europa» empieza a reemplazar en su significación histórico- 
cultural, y no meramente geográfica, al de cristiandad. Aunque este 
término pueda rastrearse hasta el siglo XVIL, cabe, sin embargo, fijar los 
límites cronológicos de la cristiandad desde la desmembración del Im- 
perio carolingio en el siglo IX hasta el XIv, en el que Europa aparece ya 
estructurada en reinos que han consolidado la independencia política. 
Dentro de este ciclo histórico, que precede al propiamente europeo, se 
configuran los factores que, a finales del xv, primera mitad del XVI, van 
a dar nacimiento al Estado moderno. 

El desmoronamiento del Imperio romano a partir del siglo v, más 
por descomposición interna que por la presión de los pueblos germáni- 
cos, culmina en el vi con la expansión islámica que, al ocupar amplias 


5. E. Cassirer, Der Mythus des Staates, Zürich/München, 1949. 
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áreas que pertenecieron al Imperio, es el factor que desplaza el centro 
de gravedad del Mediterráneo al Atlántico. En este nuevo espacio que 
llamamos carolingio se desarrollan formas pre-estatales en un orden 
social basado en dependencias y vínculos personales que se establecen 
entre los que ofrecen y los que necesitan protección. La dispersión y 
disparidad de las relaciones personales que caracteriza a la sociedad 
feudal configura el transfondo social desde el que se van organizando 
nuevas estructuras políticas que tratan de contrarrestar la enorme pul- 
verización del poder a la que se había llegado. 

Para explicar el surgimiento del Estado moderno es preciso tener en 
cuenta, tanto la dinámica social y política que cuestionan las relaciones 
feudales, como el fracaso de las construcciones con ambición universal 
que representan el Papado y el Imperio. Ambos, interdependientes, ac- 
túan sobre una sociedad que, después de las grandes migraciones que 
anteceden y suceden a la caída del Imperio romano, ha conseguido 
estabilizarse, tanto territorial, como socialmente. Para la aparición del 
Estado, de cualquier Estado, y no sólo del moderno, es preciso que se 
vayan conjuntando los que se reconocen como los tres elementos bá- 
sicos —población, territorio y un poder político propio—, es decir, la 
fijación de la población en un territorio sobre el que puedan asentarse 
instituciones duraderas que superen el ámbito privado-familiar y vayan 
esbozando uno público. 

El ordo christianus se levanta sobre la distinción de dos «sociedades 
perfectas», una espiritual, la Iglesia, a la cabeza de la cual se halla el 
Papa, y otra temporal, el Imperio. La primera se apoya en la revelación 
evangélica y la segunda, en la tradición, todavía no extinta, del Imperio 
romano, que sigue considerándose modelo definitivo de cualquier for- 
ma de organización política. Ambas tienen su centro en Roma y ambas 
ponen énfasis en su universalidad. La distinción del poder espiritual, 
Papado, del poder temporal, Imperio, la diarquía de ecclesia/imperium, 
constituye uno de los elementos distintivos de la cultura europea —el 
mundo islámico la desconoce— que ha permitido su peculiar evolu- 
ción. Por lo pronto, la distinción entre el poder espiritual y el poder 
temporal posibilita el proceso de secularización que va a caracterizar a 
la Europa de la última Modernidad. 

Pues bien, de los primeros estadios de este proceso de seculariza- 
ción surge el Estado. El poder imperial no pudo afianzarse frente al 
papal y declina ante la consolidación de la monarquía, cada vez más 
fuerte y autónoma en su territorio; el poder papal, también muy de- 
bilitado desde el cisma de Avignon, recibe el golpe definitivo con la 
reforma luterana. Del litigio entre el poder papal y el imperial, salió al 
final beneficiado el tercero en discordia, la institución monárquica, que 
es, justamente, la que pone en marcha el Estado moderno. Desde el si- 
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glo XI la institución real va creando paulatinamente un ámbito propio 
de autonomía entre la sociedad feudal y los poderes con vocación uni- 
versal, la Iglesia y el Imperio. La función específica del rey es mantener 
la paz por la acción de la justicia. El embrión monárquico de lo que 
luego será el Estado consiste en un sistema de deberes y derechos que se 
vinculan a la persona del rey; en virtud de los cuales se relaciona con el 
conjunto de sus vasallos, sean cuales fueren la posición y el estatus que 
ocupen en la sociedad. De un lado, el Rey, y de otro, todos los súbditos 
—«del Rey abajo, ninguno»—; duplicación que justamente posibilita 
que, ante el monarca, la sociedad pueda percibirse como un todo. En 
una pesquisa sobre el origen del Estado social habrá que recalcar que 
desde su origen, y como uno de sus rasgos esenciales, el Estado lleva 
en su seno el principio de igualación social: todos son iguales ante el 
Estado, sean cuales fueren posición y rango en la sociedad. 

Entre las transformaciones económicas y sociales que desde media- 
dos del XII, y de manera creciente en el xni, preparan la Modernidad 
renacentista, en Francia, en el norte de Italia, en los Países Bajos, en 
Alemania, hay que dejar constancia de una expansión significativa de 
las tierras cultivables a costa de los bosques, a la vez que se mejoran las 
técnicas de cultivo, que lleva consigo un incremento significativo de la 
población, factor decisivo en el renacer de la vida urbana. Aparecen 
nuevas aglomeraciones y algunas de las viejas ciudades recuperan su 
importancia con el resurgir del comercio y las manufacturas artesa- 
nales. En el norte de Italia, en la Toscana, en la costa mediterránea 
francesa y catalana, en la ribera del Sena, en Flandes y Brabante, en 
las orillas del Rin, algunas ciudades crecen espectacularmente debido 
a que están conectadas en las rutas comerciales. En la primera mitad 
del siglo XIv, se calcula que París había alcanzado 80.000 habitantes, 
Gante cerca de los 50.000, Brujas, unos 35.000, los que aproximada- 
mente debía tener Londres; en Italia, Venecia y Milán debían acercarse 
a los 100.000 habitantes, Florencia, 55.000. En la Europa del XIV, una 
ciudad con 20.000 habitantes ya era una ciudad importante, cuando lo 
normal era no pasar de los 10.0006. 


UNIVERSIDAD Y PARLAMENTO 
Las raíces del Estado moderno aparecen de manera clara desde la mo- 


dernización del siglo xm. Dos instituciones propiamente europeas, des- 
conocidas en el mundo antiguo, la Universidad y el Parlamento, ca- 


6. F. L. Ganshof, «Das Hochmittelalter», en G. Mann y A. Heuss (eds.), Propyláen 
Welt Geschichte V/2, Frankfurt a.M., 1963/1976, pp. 405-406. 
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racterizan a esta modernización. La Universidad, creación eclesiástica, 
tiene un objetivo principal, mantener la unidad del dogma en una cris- 
tiandad cada vez más difusa y diferenciada. El acontecimiento decisivo 
fue vincular la verdad revelada a la filosofía aristotélica, lo que implica 
un proceso de racionalización que lleva en su seno la primera ciencia 
moderna, la teología, de la que luego van a desprenderse primero la filo- 
sofía nueva y luego de ella, en los siglos xvi y xvm, la moderna ciencia 
de la naturaleza, y ya en el siglo XIX, las filologías y las ciencias históricas. 
En la Universidad, por un lado, emerge la teología, como el embrión de 
la ciencia nueva y, por otro, la recepción del derecho romano supone 
un factor de racionalización de las relaciones sociales que desempeña 
un papel esencial en el proceso de secularización que va posibilitar la 
aparición del Estado. 

La segunda institución medieval, que se desarrolla también a par- 
tir del siglo Xm, decisiva para que surgiera el Estado, es el Parlamento, 
que introduce el concepto de representación, desconocido en el mundo 
antiguo, pero esencial en el Estado moderno”. En Francia, donde la uni- 
versidad de París se había colocado a la cabeza de la teología, nacen el 
Parlamento —término que viene del francés, parlement, en latín, parlia- 
mentum— y la curia regis, como órganos que ayudan al Rey en su función 
principal de hacer justicia. Aunque la justicia fuese la actividad principal 
del Parlamento, ya desde el siglo XIII se ocupó de otros asuntos del reino, 
reduciendo las funciones judiciales a las de una cámara de apelación de 
los baillis, funcionarios que ejercían la justicia en nombre del Rey. 

Desde su origen en Francia cabe seguir el desarrollo del Parlamento 
en el nuevo contenido que adquiere en Inglaterra, como cámara de re- 
presentación, aunque este uso no fuese exclusivo de las Islas Británicas. 
Puede fijarse el reinado de Eduardo I de Inglaterra (1272-1307) como el 
momento en el que nace el Parlamento inglés, al fundir dos instituciones, 
el «Consejo magno», magnum concilium, que reunía, junto con el Rey, 
a los grandes magnates civiles y eclesiásticos para discutir los problemas 
del reino, en especial, los tributos que demandaba la Corona para poder 
cumplir sus tareas, y la curia regis, un cuerpo mucho más reducido, de 


7. La representación por estamentos a partir del siglo X1 es la primera forma en 
que se encarna el principio de representación. «Tanto la representación parlamentaria 
genuina con un funcionamiento voluntarista de intereses, como la que de ella se deriva, 
la organización plebiscitaria de partido con todas sus consecuencias, así como el pensa- 
miento moderno de una representación racional de los representantes de los intereses, son 
propios del Occidente y sólo explicables por el desarrollo allí ocurrido de los estamentos 
y clases, que ya, en la Edad Media, aquí y sólo aquí creó sus precedentes. “Ciudades” y 
“estamentos”, “ciudadanos/burgueses” (Bürger) y ‘proletarios’ sólo los hubo aquí» (M. We- 
ber, Wirtschaft und Gesellschaft 1, Tübingen, 1956, p. 176; trad. española, Economía y 
sociedad, 3 vols., FCE, México, ?1964). 
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consejeros reales, elegidos por el Rey, en virtud de su saber y experiencia, 
que se ocupaban sobre todo de cuestiones judiciales. El Rey convoca am- 
bos cuerpos —el conjunto forma el Parlamento— obligados a permane- 
cer reunidos hasta que ultimasen sus tareas. Excepcionalmente, además 
de los grandes magnates, el Rey cita a la nobleza de los condados y a los 
patricios de las ciudades, configurando poco a poco lo que llegará a ser 
la institución más importante del Reino Unido?. 


ESTADO, SOCIEDAD, INDIVIDUO 


El concepto de Estado, en italiano, ¿l stato, se deriva de status que en 
un principio significó el poder que proviene del estatus de la perso- 
na, en este sentido, poder personal. El concepto de polis del mundo 
clásico, o de comunidad, tal como pervive en la Edad Media, incluía 
tanto al conjunto de los ciudadanos, como a las instituciones. Pobla- 
ción y organización política formaban una unidad indivisible, ya que 
los ciudadanos sin las instituciones, así como las instituciones sin los ciu- 
dadanos, no serían más que abstracciones fantasmales. En cambio, la 
Modernidad va a diferenciar el Estado de la sociedad; la llamada civic 
society, en la Inglaterra del siglo xvu, la bürgerliche Gesellschaft en la 
Alemania del xvni. Aunque Estado y sociedad se distingan como con- 
ceptos, forman un doblete en el que cada término necesita del otro para 
su comprensión. 

El Estado constituye el soporte neto del poder, y llega a significar la 
fuerza física como ultima ratio, mientras que la sociedad es lo que que- 
da de la comunidad político-social, cuando se ha visto despojada del 
poder. La sociedad civil designa al conjunto de los individuos, que han 
perdido el poder originario que tuvieron en el «estado natural», otra 
categoría fundamental que introdujo la Modernidad. Importa sobre 
todo recalcar que sólo desde la perspectiva del poder cabe diferenciar 
el Estado, en donde se concentra todo el poder, de la sociedad civil, 
formada por el conjunto de individuos a los que se les ha despojado de 
su poder originario. Distinción de la que se desprende la de gobernados 
y gobernantes, básica en el pensamiento político de la Modernidad, 
pero de difícil encaje en la polis. 


8. También de la Curia regia parece que provienen las Cortes peninsulares. La 
Curia se convierte en Cortes cuando entran los representantes de las ciudades —pro- 
curadores— junto con los prelados y nobles que constituían la Curia, es decir, cuando 
concurren los tres estamentos. La función de las Cortes era la de establecer los tributos. 
En Castilla, las primeras Cortes de que se tiene noticia se celebraron en Sevilla en 1250, 
convocadas por Fernando III. 
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El poder permite diferenciar la sociedad civil del Estado, distinción 
que resulta impensable tanto en la Antigüedad clásica como en la Edad 
Media y que proviene de una ruptura de enorme alcance que se produ- 
jo en la Modernidad renacentista, pese a que se concibiese a sí misma 
como una repristinación fiel de la Antigüedad. En el pensamiento grie- 
go el saber político pertenece a la filosofía práctica y el concepto central 
en torno al que gira es la justicia; en el Renacimiento el saber político 
pretende ser una «ciencia» que ha roto con la filosofía y la categoría que 
maneja es la de poder. 

La noción de poder, al no permitir otra diferencia que tenerlo o 
no tenerlo, anula todas las diferencias cualitativas, con lo que cumple 
una función niveladora. La igualdad se incluye en la noción misma de 
sociedad civil. Al definirse de manera negativa por el hecho de verse 
despojada del poder, pasan a un segundo plano las demás diferencias 
sociales, de edad, sexo, estatus, riqueza. En principio todos son igua- 
les por verse igualmente desposeídos del poder que se concentra todo 
en el Estado. Pero es una igualación en abstracto que no elimina las 
diferencias reales de estatus social, de riqueza, de sexo, edad y otras 
características individuales. Queda así programado en la Modernidad 
el conflicto entre una igualación abstracta, es decir, formal y jurídica, y el 
mantenimiento de las desigualdades reales. Proclamada la igualdad en 
la sociedad civil, la cuestión que persiste es hacerla efectiva. 

Este proceso de igualación formal, manteniendo las desigualdades 
reales, conlleva algunas implicaciones sumamente graves desde el en- 
foque de la filosofía práctica. La primera es que la introducción del 
poder, como la categoría central de la convivencia, disuelve las múlti- 
ples y muy variadas relaciones que configuran el entramado social, re- 
duciéndolas a una sola: la relación asimétrica del que manda con el 
que obedece. A la idea de sociedad le ocurre lo mismo que le había 
ocurrido a la idea de naturaleza que impuso la Modernidad, y es que 
ambas pierden cualquier dimensión cualitativa y quedan reducidas a 
una exclusivamente cuantitativa. La consecuencia es que resultase fac- 
tible la introducción del método cuantitativo al estudio de lo humano. 
Así como la noción de justicia rehúye un tratamiento cuantitativo, la de 
poder encaja perfectamente en este tratamiento. El poder es medible, 
más aún, la cantidad es su única cualidad: un poder no se diferencia 
cualitativamente de otro —en la capacidad de imponer la voluntad de 
uno contra la del otro, no cabe establecer diferencias cualitativas entre 
mejores o peores poderes— únicamente se distingue por la cantidad; el 
poder aumenta o disminuye, según mande sobre más o menos gente, o 
sobre más o menos ámbitos de la vida individual. 

Pertenece al Estado toda persona, grupo, organización, legitimada 
para ejercer poder, en cambio, al ámbito de la sociedad los grupos 
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sociales y las instituciones que se han visto despojados del poder: la 
familia y el círculo de vecinos y amigos; la esfera laboral; el ámbito 
de la acción y la comunicación públicas. Junto al espacio propio del 
Estado, el de la sociedad civil consta de tres sectores que no siempre 
se diferencian con la necesaria nitidez: el personal y familiar, el eco- 
nómico-laboral y el público que, pese a que a veces se confunda con el 
estatal, es de la máxima importancia distinguirlo de éste. 

La aparición del Estado ha supuesto la confluencia de dos proce- 
sos, uno de concentración del poder que, erradicado de la sociedad, se 
condensa en el Estado, y otro de secularización, por el que este poder 
estatal se establece al margen de cualquier principio moral o teológico. 
La noción moderna de Estado supone que concentra todo el poder, 
summa potestas —que Bodino llama «soberanía»— que implica un po- 
der absoluto, ab-solutum, es decir, disuelto o desprendido de cualquier 
otro poder, temporal o espiritual. El poder absoluto que define al Esta- 
do no conoce límites que provengan de la sociedad, o del ámbito espi- 
ritual que cultivan la teología o la filosofía. A esta desacralización nos 
referimos cuando instalamos el origen del Estado dentro del proceso de 
secularización. El estudio del Estado, a diferencia de la reflexión sobre 
la polis, no es ya objeto de la «filosofía práctica», cuyo rasgo definitorio 
había sido vincular, a la manera socrática, la ética con la política, sino 
de una «ciencia» que se caracteriza, precisamente, tanto por marcar 
un ámbito propio para la sociedad y otro para el Estado, como por 
analizar las relaciones mutuas entre ambas esferas, una ciencia social 
que, desprendida primero de la filosofía y luego del derecho, terminará 
bifurcándose en sociología y politología. 

Ahora bien, sólo en abstracto cabe considerar por separado Estado 
y sociedad. Estudiarlos en su implantación histórica implica tratarlos 
en su mutua interrelación. Nada se entiende del Estado sin vincularlo 
con un determinado orden social, así como la sociedad tampoco resulta 
comprensible sin conectarla con el Estado. Si la filosofía clásica puso 
en relación la ética con la política, la filosofía social, que surge en la 
Inglaterra del siglo XVII, prepara la distinción entre derecho y ética, que 
constituye uno de los rasgos esenciales del Estado moderno que lo inde- 
pendiza de la filosofía de Grecia. En suma, el Estado se define como un 
poder, arrancado de cada uno de los individuos que forman la sociedad, 
y absoluto, es decir, sin cortapisas que lo limiten, que se manifiesta en 
el poder soberano que se identifica con la persona del Rey, de modo que 
la aparición del Estado moderno coincide con el desarrollo y consoli- 
dación de la monarquía absoluta. 

Desde el enfoque cuantitativo que es propio del poder, la sociedad 
en su variedad concreta se volatiliza y deja tan sólo como poso una 
abstracción, la sociedad como una suma de individuos. El concepto 
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cuantitativo de sociedad que impone la lógica del poder comporta 
una tercera noción, la de individuo, que completa el doblete Estado- 
sociedad. El poder es la noción que permite diferenciar el Estado de 
la sociedad, pero también la que disuelve a la sociedad en una suma 
de individuos. Tres son, por tanto, los conceptos básicos que en la Mo- 
dernidad introduce la perspectiva del poder: el individuo, sedimento 
cuantitativo que queda después de la disolución de la dimensión cualita- 
tiva de la sociedad; la sociedad, entendida cuantitativamente, como mera 
suma de individuos y, en fin, el Estado, como el soporte que aguanta la 
concentración de poder. 

La implicación más grave de la óptica del poder que introdujo la 
Modernidad es que en el proceso general de reducción de todo lo exis- 
tente a una única dimensión cuantitativa, disuelve el concepto tradicional 
de lo humano, al confinarlo en la categoría de individuo, como mera 
unidad física. ¿Qué podrá ser el hombre, si lo entendemos como indivi- 
duo? Porque las definiciones que provienen de la filosofía clásica —<«ani- 
mal político» o «animal racional»— de ningún modo encajan en este 
planteamiento cuantitativo-individualista. Estas dos definiciones de lo 
humano, «animal político», el animal que en la polis alcanza la dimen- 
sión plena de lo humano, y «animal que tiene logos», es decir, que habla 
y se comunica, suponen las dos un enfoque genérico, en el sentido de 
que hay que partir del grupo, anterior a la aparición del individuo. No 
se habla y, por tanto, no se piensa más que en grupo y, desde luego, la 
vida política, la vida en la polis, exige un alto de grado de desarrollo 
social. Pero, partiendo del individuo, ¿qué podrá ser lo humano, enten- 
dido como mera unidad física? La dificultad, yo diría imposibilidad, de 
una definición de lo humano, a partir del individuo, radica en la misma 
noción de individuo, en tanto que producto de la visión cuantitativa 
que impone la lógica del poder. En la comprensión individualista de lo 
humano, el individuo está tanto en el origen (contrato social), como 
al final de un largo proceso de abstracción, en el que la sociedad y el 
Estado se muestran las mediaciones necesarias. 

Conviene tener muy en cuenta que la controversia entre una «cien- 
cia» que gira en torno a la categoría central del poder y la «filosofía 
política» que en su lugar coloca a la justicia, no ha perdido nada de 
actualidad. Seguimos discutiendo si el Estado social tiene que ver, o 
no, con la noción de justicia; si su objetivo principal es la justicia social, 
o si se agota en la protección de los más débiles, aunque pocos sean 
hoy conscientes del origen y de las implicaciones de una polémica que, 
como el Guadiana, se sumerge acusada de ideológica, y vuelve siempre 
a reaparecer. 
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DE LA RAZÓN DE ESTADO A LA RAZÓN UTÓPICA 


El contrapunto Estado-sociedad puede seguirse en los orígenes mismos 
del pensamiento político de la Modernidad en dos pensadores coetá- 
neos, Nicolás Maquiavelo (1469-1527) y Tomás Moro (1477-1535). 
Maquiavelo centra su mirada en el Estado, entendido ya como poder 
desprendido de la sociedad, y se pregunta por las técnicas propias para 
alcanzarlo, y una vez conseguido, cómo conservarlo, ampliándolo. En 
Maquiavelo nos topamos por vez primera con una reflexión que se 
pretende universal sobre el poder, así como con la intención política 
que se adelanta a su tiempo de contribuir al surgimiento de un Estado 
italiano. Una tarea que le parece irrealizable en una Italia partida en 
dos por los Estados pontificios; limitándose a diseñar sus postulados 
teóricos. El canciller inglés, en cambio, fija la atención en la sociedad 
y se pregunta por las condiciones que debe reunir para que reine la 
justicia, planteamiento tradicional que, sin embargo, conlleva un mo- 
mento de máxima originalidad, al crear un concepto y un género, el 
de utopía, que va a constituir el otro eje del pensamiento político de 
la Modernidad. 

El incrédulo Maquiavelo y el creyente Tomás Moro coinciden en 
un mismo punto de partida: en la sociedad que les ha tocado vivir el 
cristianismo brilla por su ausencia. Ahora bien, de esta experiencia, el 
florentino y el inglés sacan conclusiones opuestas. Si la sociedad poco 
tiene de cristiana, argumenta Maquiavelo, al margen de los condiciona- 
mientos religiosos, cabría construir un saber político que se hiciera cargo 
del verdadero comportamiento, tanto de los poderosos como de los 
pueblos sometidos. Más allá de las creencias religiosas de cada época, 
existiría una «naturaleza humana» inmutable a la que habría que atribuir 
comportamientos privados y públicos permanentes en el tiempo. En vez 
de ser la religión el fundamento último de la moral y de la política —su- 
puesto medieval— habría que reinterpretarla como un mero instrumento 
político, imprescindible para mantener la convivencia en paz. Producien- 
do un escándalo morrocotudo que tardó siglos en aplacarse, Maquiavelo 
trastueca el orden de los productos: de supeditar la política a la religión, 
pasa a subordinar la religión a la política. 

Partiendo de la misma premisa, que la sociedad es todo menos cristia- 
na, Tomás Moro saca la conclusión inversa, luego, urge recristianizarla. 
Todos somos hijos de Dios con el deber de amarnos los unos a los otros, 
pero este mandato evangélico es inaplicable en la sociedad en la que vive. 
Para marchar en esta dirección habría que empezar por recordar los ras- 
gos concretos que tendría una sociedad regida por el amor fraterno, es 
decir, una en la que la comunidad de bienes hiciera posible la fraternidad. 
Moro recurre en parte a la teoría platónica del Estado ideal, pero en un 
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tiempo en que la experiencia cuenta más que la especulación, trata de 
aprender de un descubrimiento tan fabuloso como fue el de América. La 
isla de Utopía tiene una fuente precisa, Américo Vespucio, quien había 
descrito en Mundus Novus? pueblos que viven libre y armónicamente en 
comunidad de bienes. Tuvo que ser tan sensacional como emocionante 
enterarse de que los habitantes de las tierras recién descubiertas, pese a 
no haber conocido la palabra de Dios, se acercaban al ideal cristiano de 
fraternidad mucho más que la Europa de su tiempo. Pueblos lejanos se 
habían organizado en la comunidad de bienes, omnia sunt communia, en 
un comunismo consustancial con el mensaje cristiano del amor fraterno, 
que ya el primer cristianismo había intentado establecer. Moro va a con- 
vertir el ideal cristiano de la comunidad de bienes en la dimensión utópica 
de organización de la sociedad moderna. 

Estado y utopía, concentración del poder frente a organización co- 
munista de la sociedad, con las correspondientes «razón de Estado» y 
«razón utópica», se pergeñan como los dos conceptos claves que dise- 
ñan el nuevo orden económico, social y político al que aspira la bur- 
guesía ascendente. En su larga carrera de ascenso social, necesitó tanto 
de la «razón de Estado», como de la «razón utópica», aunque, una vez 
llegada al poder, haya renegado de esta última, dejándola a disposición 
de otras clases dependientes. La novedad de la filosofía política de la 
Modernidad, en relación con la heredada del mundo grecolatino, con- 
siste, justamente, en la introducción de los dos conceptos, el de Estado, 
como poder absoluto, y el de sociedad, como utopía comunista, que 
marcan los dos extremos dentro de los cuales se mueve todo el pensa- 
miento político hasta nuestros días. 

La originalidad del Estado consiste en constituir la primera forma 
de poder, totalmente desacralizada, sin otro fundamento que la necesi- 
dad racional de su existencia para mantener el orden. Justamente, esta 
secularización del poder político, desprendido de la órbita teológica o 
moral, es lo que lo constituye en absoluto. Absoluto no era sino Dios; la 
secularización racionalista atribuye esta cualidad al Estado: nada exis- 
te por encima de él que pueda restringirlo, condicionarlo o ponerle 
cortapisas. El Estado es ese poder absoluto, incuestionable e incuestio- 
nado, capaz de por sí de crear orden. El orden para existir tiene que 
fundamentarse en lo único seguro, común a todos, la razón. Pues bien, 
la razón secularizada fundamenta al Estado como poder absoluto. El 
contrapeso es la utopía de una sociedad que se regula a sí misma en un 
régimen de comunidad de bienes. 


9. Texto parisino de Mundus Novus (tercer viaje), 1.* ed., 1503 o 1504. 
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LA REVOLUCIÓN HOBBESIANA 


¿Qué tipo de razón fundamenta el Estado? La misma en la que se basa 
la nueva ciencia de la naturaleza que proviene de la experiencia y se 
expresa en el lenguaje matemático. Al tiempo que se aplica con éxito la 
«razón matemática» a la realidad física, se pretende fundamentar more 
geometrico una ciencia política (Hobbes) o una ética (Espinosa). Tho- 
mas Hobbes (1588-1679) es el representante conspicuo de un saber 
antropológico y político, estructurado y fundamentado según la nueva 
razón. Cuenta él mismo que la lectura de los Elementos de Euclides 
produjo en él una especie de conversión, al tomar de pronto conciencia 
del tipo de ciencia que habría que elaborar para resolver de una vez por 
todas los problemas de la convivencia humana. En rigor, Hobbes cum- 
ple en las ciencias humanas el papel que luego desempeñaría Newton 
en las naturales. 

Todo lo existente es movimiento, también el hombre que se revela 
como un complicado mecanismo de sensaciones, inclinaciones y deseos 
que culminan en un afán «perpetuo e insaciable de poder tras poder, que 
sólo cesa con la muerte»'”. Hobbes rompe con la antropología clásica 
que había considerado al ser humano un «animal racional». Lo propio 
del ser humano, lo que en última instancia lo define, es el deseo egoísta de 
poder. Su único afán es alcanzar lo que desea, y para ello necesita poder, 
que justamente define como la capacidad de conseguir lo que se desea. 
Maquiavelo había limitado el ámbito en el que se concentra el poder a 
esta nueva realidad que llama Estado. Hobbes va mucho más allá y en 
el poder descubre la categoría central de lo humano que, justamente, 
se define por un ansia infinita de poder que sólo cesa con la muerte. 
Estamos ante una nueva concepción del hombre que nada tiene que ver 
con las que hasta entonces habían prevalecido. De la idea excelsa de ser 
hijo predilecto de Dios, creado «a su imagen y semejanza», el hombre 
se sabe ahora un producto más de la naturaleza, sometido a sus leyes. 
Un conocimiento que puede interpretarse como una caída del infinito 
a la nimiedad, o bien, como un ascenso desde la ilusión engañosa a la 
realidad de lo que somos. 

El hombre es un animal egoísta, sí, pero que habla. El lenguaje le 
distingue del reino animal al que pertenece, pero ahora la palabra no es 
equivalente a la razón, como lo había sido en el logos griego. «Porque 
verdad y falsedad son atributos del lenguaje, no de las cosas. Y donde 
no hay lenguaje, no hay tampoco verdad ni falsedad» (p. 143). Al haber 
superado la dimensión metafísica que identifica lo que es con lo que 


10. Th. Hobbes, Leviatán, ed. de C. Moya y A. Escohotado, Editora Nacional, Ma- 
drid, 1979, p. 199. 
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se piensa, Hobbes es un precursor claro de la filosofía lingüística de 
nuestro tiempo: 


Ningún discurso, sea cual fuere, puede terminar en el absoluto conoci- 
miento del hecho, pasado o venidero. Pues el conocimiento de un hecho 
es originariamente sensación, y después para siempre, memoria. Y en 
cuanto al conocimiento de la consecuencia, del que antes he dicho que 
es llamado ciencia no es absoluto, sino condicional. Ningún hombre 
puede saber por el discurso que esto o aquello es, ha sido o será, es decir, 
saber absolutamente, sino sólo que si esto es, aquello es, que si esto ha 
sido, aquello ha sido, que si esto será, aquello será, lo que es un saber 
condicional, y no la consecuencia de una cosa con respecto a otra, sino 
la de un nombre de una cosa con respecto a otro nombre de la misma 
cosa (p. 169)", 


No sólo somos seres que no aspiran más que a una acumulación 
infinita de poder, sino que además la naturaleza nos ha hecho 


tan iguales en las facultades corporales y mentales que, aunque pueda 
encontrarse a veces un hombre manifiestamente más fuerte de cuerpo, o 
más rápido de mente que otro, aun así, cuando todo se toma en cuenta, 
la diferencia entre hombre y hombre no es lo bastante grande como 
para que uno de ellos pueda reclamar para sí beneficio alguno que no 
pueda el otro pretender tanto como él. Porque en lo que toca a la fuer- 
za corporal, aun el más débil tiene fuerza suficiente para matar al más 
fuerte, ya sea por maquinación secreta o por federación con otros que 
se encuentren en el mismo peligro que él (p. 222). 


El hombre por naturaleza es igualmente ambicioso y además cuenta 
con parecidos recursos, de modo que la igualdad es consustancial con 
los humanos, porque nadie es tan fuerte o precavido que pueda esca- 
par a la muerte violenta. Somos iguales, porque todos podemos matar 
al otro, o ser muertos violentamente por el otro. De esta igualdad en 
capacidades y recursos brota la igualdad en la esperanza de alcanzar 
nuestros objetivos. Y, por lo tanto, 


[...] si dos hombres cualesquiera desean la misma cosa, que, sin embar- 
go, no pueden ambos gozar a la vez, devienen enemigos; y en su camino 


11. «Ciencia es el conocimiento de las consecuencias y de la dependencia de un 
hecho respecto de otro, gracias al cual, además de aquello que podemos hacer actual- 
mente, sabemos cómo hacer algo más cuando queramos, o algo semejante en otro mo- 
mento. Porque cuando vemos cómo se produce cualquier cosa, sobre qué causas y de 
qué manera, al entrar en nuestro poder causas análogas sabemos cómo hacerlas producir 
efectos análogos» (p. 154). 
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hacia su fin (que es principalmente su propia conservación y a veces 
sólo delectación) se esfuerzan mutuamente en destruirse o subyugarse 
(p. 223). 


De esta guerra de todo hombre contra todo hombre, es también conse- 
cuencia de que nada puede ser injusto. Las nociones de bien y de mal, 
justicia e injusticia, no tienen allí lugar. Donde no hay poder común, no 
hay ley. Donde no hay ley, no hay injusticia (p. 226). 


Son cualidades relativas a hombres en sociedad, no en soledad. Es conse- 
cuente también con la misma condición que no haya propiedad, ni domi- 
nio, ni distinción entre lo mío y lo tuyo; sino sólo aquello que todo hom- 
bre pueda tomar; y por tanto tiempo como pueda conservarlo (p. 227). 


Pero en parte conducido por sus propias pasiones, en parte llevado 
por la razón, se puede salir de la penosa situación que caracteriza al «es- 
tado de la naturaleza», si se cae en la cuenta de que resulta mejor llegar 
a un acuerdo que destruirse mutuamente en una lucha a vida o muerte. 
Buscar la paz, que es lo mismo que la seguridad, es un principio de la 
razón que nos lleva a reconocer que, para obtenerla, es preciso renun- 
ciar a la libertad natural, es decir, a hacer lo que a cada uno le plazca, y 
«contentarse con tanta libertad respecto a los demás como consentiría 
que los demás tuvieren respecto a mí mismo», es decir, asumir el prin- 
cipio de que no quieras para los demás, lo que no quieras para ti. 

En esta coyuntura cabe renunciar al derecho a hacer lo que se quiera, 
o bien transferirlo a otro. La transferencia mutua de un derecho es lo 
que llamamos contrato. De ahí se infiere una tercera ley, que los hom- 
bres cumplan los pactos que han celebrado: respetar lo acordado es 
justo, con lo que queda introducido el concepto de justicia, así como 
romperlo, el de lo injusto. Se ha dicho que la justicia es dar a cada uno 
lo suyo «pero allí donde no hay suyo, donde no hay propiedad, no 
hay injusticia, y allí donde no se haya erigido poder coercitivo, esto 
es, donde no haya Estado, no hay propiedad, por tener todo hombre 
derecho a toda cosa» (p. 241). 

Hobbes no ve otra posibilidad de una convivencia pacífica que con- 
centrando en el Estado todo el poder que ha arrebatado a la sociedad, 
que es la civitas, pero ya sin poder. La finalidad del Estado, después de 
atender a su propia conservación, es garantizar un margen de seguridad 
dentro del cual cada uno pueda conseguir una vida un poco menos pe- 
nosa. Y el Estado resulta imprescindible porque la razón no basta para 
cumplir las leyes que se acuerden: «sin la espada los pactos no son más 
que palabras» (p. 263). De ahí que sea necesario un poder que esté por 
encima de todos y cada uno: 
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El único modo de erigir un poder común capaz de defenderlos de la 
invasión extranjera y de las injurias de unos a los otros, asegurando así 
que por su propia industria y por los frutos de la tierra, los hombres 
puedan alimentarse a sí mismos y vivir en el contento, es conferir todo 
su poder y fuerza a un hombre o a una asamblea de hombres, que pue- 
da reducir todas sus voluntades, con su pluralidad de voces, a una sola 
voluntad (pp. 266-267). 


República, civitas, Leviatán, Dios mortal, son las distintas denomi- 
naciones que da Hobbes al Estado como la entidad que concentra todo 
el poder. El Estado constituye la única posibilidad de acabar con las 
guerras y demás contiendas civiles, porque, al centrar en una sola voz 
la toma de decisiones, elimina la base de los litigios. Las opiniones sobre 
lo que es justo o injusto están de tal manera ligadas a los intereses de 
cada cual, que de la discusión nunca saldría una decisión que a todos 
convenza. El fallo que dicte la autoridad estatal, al ser uno, sin réplica 
posible, por arbitrario que desde nuestros intereses o valoraciones sub- 
jetivos nos parezca, tiene la ventaja de que crea orden. La pluralidad 
desemboca en querellas y luchas y, al final, en un caos; la unicidad, en 
cambio, es la condición formal del orden. Sometidos a único poder, 
unas decisiones nos gustarán más que otras, pero al menos, al saber a 
qué atenernos, quedará eliminada la raíz de la discordia. 

En cuanto la razón percibe las consecuencias que implica el derecho 
a hacer cada uno lo que quiera, por el más elemental instinto de sobre- 
vivencia, no puede menos que reconvertirlo en la máxima de «que vale 
más buscar la paz que hacer la guerra», lo que implica llegar al acuerdo 
de renunciar todos a hacer lo que cada cual quisiera sin tomar en consi- 
deración al otro. Seguros sólo estamos cuando hemos traspasado nuestro 
poder a una entidad «artificial», el Estado, que, al absorberlo, tiene la 
facultad de establecer lo mío y lo tuyo, en suma un orden jurídico den- 
tro del cual encontramos seguridad y hasta una cierta libertad delegada. 
Como no cabe fundar el derecho en una idea metafísica de la justicia —la 
Modernidad rompe toda ligazón entre derecho y justicia— no existe un 
orden mejor o peor, sino todo orden, en cuanto constituye un orden, es 
bueno en sí; el único mal, es la falta de orden. Rotos todos los vínculos 
con la idea de justicia, la ciencia no indaga los contenidos de un orden 
justo, sino que delega en el derecho, la gran creación del Estado, lo que 
es justo, como una cuestión, puramente formal de procedimiento”. 


12. Pese al iusnaturalismo entonces imperante, fue lo primero que aprendí en la 
Facultad de derecho. Nunca salí de mi asombro al encontrar ilustres juristas que de verdad 
creían que su actividad tenía que ver con la justicia y no con un procedimiento que crea 
orden, lo que no es poco. 
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La razón universal, la razón abstracta de las nuevas ciencias físico- 
naturales se revela así la lógica propia del poder, una vez que ha descri- 
to a la naturaleza humana también en términos de poder. El Estado se 
muestra así agente y garante de la paz interna, pero, al ser cada Estado 
soberano, sin limitaciones de ninguna clase, las relaciones entre Esta- 
dos reproducen entre sí la «guerra de todos contra todos» que se ha 
eliminado en el interior de sus fronteras. Con la creación del Estado se 
pacifica la sociedad, pero se potencia la guerra entre Estados, resultado 
no querido, pero no menos consecuente de haberlo inventado. Toda la 
capacidad de pacificación que mostraron los Estados hacia el interior 
se convierte en agresividad bélica hacia el exterior. El Estado moderno, 
de origen europeo, ha puesto de manifiesto a lo largo y a lo ancho del 
planeta una enorme expansividad agresiva, que hay que fijar como otro 
de sus caracteres principales. 

Son muchas y de envergadura las consecuencias que implica esta 
nueva comprensión de lo humano, depurada de cualquier connotación 
teológica. Una vez que se define al hombre como mera voluntad de po- 
der, y la política, como el afán de superar la guerra perpetua de todos 
contra todos, que proviene de esta comprensión del individuo como 
voluntad de poder, el derecho es el único instrumento de que dispone- 
mos para lograr una convivencia pacífica. En el lugar que la ética ocu- 
pó en la filosofía práctica, Hobbes coloca el derecho. La Modernidad 
destruye la base metafísica sobre la que se levantaba la ética material 
y, pese a los muchos esfuerzos por reestablecerla, acudiendo a la idea 
platónica del bien, a la teoría aristotélica de las virtudes, a la filosofía de 
los valores, y un largo etcétera, los resultados han sido bastante magros, 
hasta el punto de que no es exagerado afirmar que la Modernidad ha 
significado el fin de la ética material. La consecuencia es un pluralismo 
moral, que lleva el relativismo en su entraña: cada persona y grupo tie- 
nen derecho a defender su propia idea de moral, siempre que no vulneren 
las normas jurídicas del Estado. 

La idea filosófica de justicia que informaba el pensamiento griego 
se sustituye por la técnica-formal de derecho que introdujeron los ro- 
manos. El individuo, como voluntad que llamamos libre, en cuanto en 
principio puede hacer todo lo que quiera, es el sujeto de derecho. La 
ética, incluso tomada en su primer sentido de norma social tradicional, 
supone una comunidad. El individuo, por el aislamiento que implica 
esta noción, se halla al margen de la ética, pero no del derecho. Y ello 
porque el derecho es una categoría que cabe aplicar al individuo, inclu- 
so antes de que se relacione con los demás. El primer derecho natural, 
propio del individuo en el estado de naturaleza «es la libertad que cada 
cual tiene de usar su propio poder como quiera», con su corolario, de 
que entonces «todo pertenece a todos». Obsérvese que para Hobbes la 
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propiedad no es un derecho natural, al contrario, en el estado natural 
todo pertenece a todos. La propiedad existe únicamente por el Estado 
y desde el Estado; es el poder del Estado el que la concede, la protege, 
o la elimina. Se comprende que los propietarios nunca perdonasen a 
Hobbes esta comprensión de la propiedad, como un derecho cedido, 
y prefiriesen la doctrina de Locke que otorga a la propiedad la calidad 
de un derecho natural, anterior a la existencia del Estado, que ha sido 
creado, justamente, para defenderlo. 

De la fascinante coherencia lógica en la argumentación de Hobbes 
se impone concluir que no cabría más que elegir entre dos males, una 
anarquía caótica o la tiranía, y que, para gozar de alguna seguridad, lo 
más razonable sería inclinarse por la segunda. Dilema que corrobora 
una experiencia que Hobbes cree concluyente: la libre discusión de 
ideas llevaría a enfrentamientos que suelen terminar en luchas fratrici- 
das. Las guerras de religión ya habrían puesto de manifiesto los peligros 
que conlleva la libertad de pensamiento, si falta un poder central que 
determine lo justo y lo injusto, lo bueno y lo rechazable. 


DEL ESTADO ABSOLUTO AL PODER COMPARTIDO 


Que la libertad de pensamiento traiga consigo irremediablemente con- 
tiendas civiles no es tan evidente como suponía Hobbes. En tiempos de 
guerras civiles, y más aún si son de religión, había llegado al convenci- 
miento de que donde impera la libertad, la paz no sería posible, prejuicio 
que desde entonces han repetido todos los liberticidas. Por el contrario, 
Locke argumenta que la tolerancia hace la libertad compatible con la paz. 
Si el Estado obligase a las distintas creencias religiosas a no agredirse, la 
tiranía dejaría de ser una opción razonable. Al final de la Epístola sobre la 
tolerancia, Locke escribe directamente contra Hobbes que «la mayor par- 
te de las luchas y de las guerras de religión en el mundo cristiano se han 
producido, no porque no se pueda evitar la diversidad de opiniones, sino 
por no tolerar a los que tienen opiniones distintas». Si suprimir la libertad 
fuese el precio que hay que pagar por la paz social, el remedio sería peor 
que la enfermedad. La diversidad de opiniones no conduce inexorable- 
mente a luchas fratricidas, de modo que al final sólo quepa elegir entre la 
anarquía caótica o la tiranía. No se trata de eliminar la libertad, sino de 
conciliar la autoridad del Estado con la libertad de los cuerpos sociales, 
y la de éstos con la de los individuos. «Tolerar a los que tienen opiniones 
diferentes es tan conforme con el Evangelio y con la razón que parece 
monstruoso que no se pueda ver donde hay tanta claridad». Locke se 
admira de que algo tan obvio como la tolerancia religiosa fuese una meta 
todavía por alcanzar en la Europa de su tiempo; pero lo que no podía ni 
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siquiera imaginar es que habrían de pasar tres siglos para que el mundo 
cristiano reconociera esta evidencia. 

La intención primera de Locke es rechazar el origen divino del 
poder de los reyes, doctrina oficial del partido conservador (tory), cen- 
trando su crítica en el patriarcalismo de Robert Filmer. A este fin dedica 
el primero de los Dos tratados sobre el gobierno civil'* que en su tiem- 
po produjo un gran impacto político y que hoy tiene poco interés. El 
segundo tratado, en cambio, no ha perdido nada de su vigencia, y aquí 
el verdadero antagonista, aunque no lo cite por su nombre, es Hobbes, 
al que admira tanto por su coherencia, como le indigna por sus impli- 
caciones políticas**, 

En buena parte la cronología explica las diferencias entre ambos. 
Mientras Hobbes escribe durante la guerra civil y quiere contribuir con 
una ciencia nueva de la política al fin de la contienda, Locke publica 
sus Dos tratados en 1690, cuando la revolución ya ha triunfado y, más 
que un estudio que se quiere científico sobre origen y superación de la 
guerra civil, elabora las ideas de los vencedores con el afán de legiti- 
mar el nuevo orden establecido de doble poder, Corona-Parlamento. 
El mérito principal es haber anclado el sistema parlamentario en el 
consenso explícito de la sociedad, convirtiéndolo en un modelo capaz 
de universalizarse. 

Hobbes aspira a una ciencia del hombre, limpia de cualquier re- 
miniscencia teológica o metafísica, acorde con la nueva filosofía meca- 
nicista de su tiempo, que implica una idea del hombre que de manera 
radical rompe con el pensamiento anterior. Locke, en cambio, no ambi- 
ciona un saber científico en el sentido estricto de ciencia que predomina 
en su tiempo, sino que ofrece una reflexión política basada a la vez en 
«la razón y la revelación» (II, 52)'*. Frente al mecanicismo hobbesiano 
que no diferencia al hombre del resto de lo existente —opinión que ha 
terminado por prevalecer—, Locke, cristiano confeso, se mantiene en 
la creencia tradicional de que Dios habría creado al hombre a su ima- 


13. Manejo la edición de Everyman's Library, en la reimpresión de 1978. En español, 
véase Ensayo sobre el gobierno civil, Aguilar, Buenos Aires, 1955. 

14. Se ha especulado mucho sobre esta omisión. Lo más probable es que no nombre 
a Hobbes, pese a que se refiere a él a menudo, porque en su tiempo era un autor muy des- 
prestigiado, al que incluso se acusaba de ateo e inmoral, con el que obviamente convenía 
evitar todo contacto. 

15. No en balde el autor que Locke cita con más frecuencia, y siempre para mostrar 
su acuerdo, es el teólogo anglicano Richard Hooker (1554-1600), autor de Of the Laws 
of Ecclesiastical Policy, en ocho libros (1593-1597), los tres últimos publicados después 
de su muerte. A él le debe la idea en que se apoya toda su construcción de que Dios habría 
establecido el derecho natural desde el mismo momento en que creó al hombre como ser 
racional y libre. 
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gen y semejanza, es decir, libre y dotado de razón!*, facultades que le 
distinguen del resto de las criaturas. A diferencia de Hobbes, Locke es 
poco original, pero un magnífico receptor de las ideas que están en el 
ambiente, exponiéndolas de modo convincente. 

Locke rechaza la libertad, entendida como poder, invención re- 
volucionaria de Hobbes que, como hemos visto, conlleva gravísimas 
consecuencias, para volver a definirla a la manera tradicional, como la 
capacidad de discernir el bien del mal y obrar en consecuencia. Dios 
nos ha creado dotados de razón, y somos libres, es decir, podemos ele- 
gir entre el bien y el mal, gracias al discernimiento que aporta nuestra 
naturaleza racional. Hobbes había omitido cualquier referencia a Dios 
—se ha discutido mucho su posible ateísmo que, de existir, la más ele- 
mental prudencia prohibía hacerlo explícito—; en cambio, en Dos tra- 
tados sobre el gobierno civil frecuentemente se recurre a Dios, a veces 
como la única forma de salir del atolladero. 

Hobbes inventa la construcción ficticia del «estado de naturaleza», 
como hipótesis indispensable para explicar el origen contractual del 
Estado. Locke, en cambio, concibe el «estado de naturaleza» como una 
realidad histórica, descrita en el Génesis. En este primer estadio de su 
existencia el género humano vivía ya en comunidad, y no, como elu- 
cubró Hobbes, prisioneros de su egoísmo en un completo aislamiento. 
En «el estado de naturaleza» reina la libertad, y no un libertinaje caóti- 
co, porque la libertad de cada uno está limitada por la ley natural que 
obliga a todos”. Desde un principio rige la ley natural que nos enseña 
que, siendo todos libres e iguales, «nadie debe dañar a otro en su vida, 
salud, libertad o propiedades» (IL, 6). Locke concibe esta primera fase 


16. «Al dotar Dios al hombre de inteligencia para que dirija sus actos, le ha otorgado 
la libertad de decidir y la libertad de obrar, siempre dentro de las obligaciones que le 
impone la ley a que vive sometido» (II, 58). 

17. La noción de ley natural tuvo ya un primer desarrollo con los estoicos al hablar 
de un derecho universal que proviene de la facultad de razonar que tienen todos los huma- 
nos. En el cristianismo este derecho natural se identifica con la voluntad de Dios, concepto 
que la Modernidad (Grocio y Pufendorf) reactualiza en su versión racionalista. «Desde los 
comienzos hasta bien mediado el siglo XIX, la filosofía del derecho era teoría del derecho 
natural. Cierto que la denominación derecho natural engloba fenómenos muy distintos 
entre sí. El derecho natural de la Antigüedad gira en torno al dilema naturaleza y conven- 
ción, el derecho natural de la Edad Media en torno a derecho divino y derecho humano, 
el derecho natural de la Modernidad en torno a coacción jurídica y razón individual. 
A veces el derecho natural sirve para fortalecer el derecho positivo, otras, al contrario, 
favorece la lucha contra el derecho establecido. Pero en todas las formas que adquiere 
en sus diferentes fases, cada una con caracteres propios, el derecho natural ofrece juicios 
de valor. En virtud de su origen —la naturaleza, la revelación, la razón— estos juicios de 
valor son universales e inmutables» (G. Radbruch, Rechtsphilosophie. Gesamtausgabe II, 
ed. de A. Kaufmann, Heidelberg, 1993, p. 14). 
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del «estado de naturaleza» como armoniosa y pacífica en la que los 
individuos gozan de plena libertad para disponer como gusten de ellos 
mismos y de sus propiedades. Y como los unos dependen de los otros, 
en reciprocidad mutua, nadie tiene más poder que otro. 

El «estado de naturaleza» en Locke es así uno de igualdad en li- 
bertad que no degenera irremisiblemente, como pensaba Hobbes, en 
uno de anarquía incontrolada. Y ello, porque tampoco en el «estado de 
naturaleza» está todo permitido, sino que las conductas se rigen por el 
derecho natural que revela la razón: 


La libertad del hombre, la libertad de obrar siguiendo su propia vo- 
luntad, se fundamenta en el hecho de que está dotado de razón, que le 
instruye en la ley por la que ha de gobernarse, haciéndole saber hasta 
dónde puede llegar su propio arbitrio (IL, 63). 


Somos libres porque somos racionales y reconocemos que la liber- 
tad necesita del derecho para mantenerse. 

La libertad así entendida no es hacer lo que cada cual desee, para lo 
cual se necesita el poder de obtener lo que se desee, sino que consiste 
en comportarse según las normas que nos dicte la razón. Y la primera 
es que «cada cual tiene el derecho a salvaguardar su existencia» (II, 24). 
Ahora bien, asegurarse una plácida existencia supone disponer de lo 
necesario para alimentarse y cubrir las demás necesidades. Ahora bien, 
Dios entregó la tierra en común a la humanidad para que le sirviera de 
sustento (el hombre es el rey de la creación y todas las demás criaturas 
están a su servicio, así como él está al servicio de Dios), pero obligados 
todos a mirar por nuestra propia conservación y por la de los demás, 
sin hacernos daño los unos a los otros. 

Algo tiene que ser mío, para poder consumirlo. El punto crucial 
del pensamiento político de Locke reposa en la idea medular de que la 
propiedad, parte integrante de la libertad, es un derecho natural!’ que 
preexiste a la invención del Estado. Cuando mediante el esfuerzo se 
saca una cosa del estado en que lo había colocado la naturaleza, agre- 
gándole un nuevo uso, entonces lo así elaborado queda excluido del de- 
recho común de los demás. El agua es un bien común, pero la recogida 
en un recipiente pertenece al que la haya vertido. Dios ha entregado 
la naturaleza al uso de todos, pero el esfuerzo que el individuo haya 
dedicado a transformar la naturaleza en un bien útil lo convierte en un 
derecho exclusivo. El derecho a la propiedad se legitima por el esfuer- 


18. Este juicio llevó a Simone Weil a preguntarse si la propiedad es un derecho natu- 
ral: ¿por qué se han visto tantos despojados de un derecho que pertenecería a la esencia 
misma de la persona? 
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zo personal que transforma a una parte de la naturaleza en un bien de 
uso. El trabajo crea y sustenta el derecho de propiedad; es mío aquello 
que he confeccionado con mi trabajo, actividad que lleva a pasar de la 
posesión común a la propiedad individual, como un derecho exclusivo 
sobre aquello que uno ha elaborado con su trabajo. Tal vez ésta sea la 
idea más original de Locke, y desde luego la que ha dejado huella más 
profunda. En la legitimación de la propiedad por el esfuerzo-trabajo 
tenemos ya en embrión la teoría del valor-trabajo, que va a desempeñar 
un papel primordial en el despliegue de la economía política, la nueva 
ciencia que crea la burguesía ascendente. Si en el «estado de naturale- 
za» la propiedad existe ya plenamente desarrollada, la economía que 
se fundamenta en la propiedad privada responde a un orden natural 
inmodificable*”, 

Son míos los frutos que obtengo de la tierra por mi trabajo, pero 
ello no justifica que la cerque y la considere mi propiedad para mí y mis 
descendientes para siempre. Locke arguye que en un planeta casi des- 
habitado que ofrecía tierras abundantes a los que quisieran trabajarlas, 
la apropiación individual de la tierra no hacía daño a nadie, siempre y 
cuando la cantidad máxima de tierra que un individuo haga suya sea la 
que pueda trabajar por sí mismo, y lo producido lo pueda consumir con 
toda su familia. Nada ha sido creado por Dios para que luego el hombre 
lo desperdicie o lo destruya. Se falta a la ley natural, si se dejan pudrir 
los frutos por no poder consumirlos, ya que el derecho de apropiación 
no va más allá de cubrir las necesidades (IL, 37). 

Si el «estado de naturaleza» en el que cada cual gozaba de la liber- 
tad que le concedían sus propiedades, hubiese sido tan armonioso y 
pacífico como lo pinta Locke, ¿por qué hubo que inventar el Estado?; 
¿cómo se entiende que la humanidad abandonase la situación Óptima 
de «igualdad en libertad», que gozaba en el «estado de naturaleza» y 
fundase el Estado? Una primera explicación consiste en observar que 
en el «estado de naturaleza» «todo hombre tiene derecho a castigar al 
culpable, haciéndose ejecutor de la ley natural» (IL, 8). Pero es una so- 
lución que no deja de tener sus inconvenientes. Si la víctima, sin duda 
la persona más interesada en que el delito no quede sin sanción, es la 
que castiga al infractor, se corre el riesgo de que sea poco imparcial y 
demasiado vengativa. Para evitar que se desencadene una serie inter- 
minable de castigos y venganzas entre la víctima y el agresor, se precisa 
una autoridad que por encima de las partes dicte el castigo adecuado. 
El Estado es el instrumento idóneo para solventar un problema que 
en el «estado de naturaleza» no tendría solución fácil. Hacer justicia 


19. Locke argumenta que si el octavo mandamiento es no robar, no existiría si todo hu- 
biese sido siempre de todos, con lo que la ley divina reconoce implícitamente la propiedad. 
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es así la primera función de la autoridad estatal que está ligada, como 
ya hemos visto, al nacimiento de la monarquía. La necesidad de una 
fuerza neutral para juzgar al que delinque, explica el nacimiento de 
una de las funciones del Estado, pero no basta para dar cuenta de que 
haya surgido. 

Locke recurre a una explicación mucho más compleja que tiene el 
defecto de corregir la visión idílica que nos había dado del «estado de 
naturaleza». Y es que las cosas se complican cuando, por un lado, aquella 
bonanza que tanto elogia trae consigo un aumento rápido de la pobla- 
ción, reduciendo las tierras disponibles y, por otro, gracias a la invención 
del dinero, se descubre la posibilidad de una acumulación de la riqueza 
sin término ni medida. La mayor parte de los bienes que necesitamos 
para vivir, si no todos, duran poco. Hay, sin embargo, algunos impere- 
cederos, como son los diamantes o los metales preciosos, a los que se les 
atribuye un valor en sí, porque permiten una acumulación ilimitada. En 
cuanto logro producir una cantidad superior a la que puedo consumir, 
empiezo a cambiar lo que me sobra por aquello que me falta, economía 
de trueque. El proceso se simplifica si evito tener que encontrar al que 
le sobra el bien que a mí me falta, es decir, si se hace intervenir como in- 
termediario un bien perdurable al que se le reconoce un valor de cambio 
universal. La invención del dinero modifica sustancialmente el «estado 
de naturaleza» al permitir una acumulación ilimitada, que pronto se tra- 
duce en que unos tengan demasiado y otros casi nada. 

Es muy significativo que fiel a los intereses de la nueva clase ascen- 
dente, Locke rompa con una buena parte de los supuestos en que ha ba- 
sado el «estado de naturaleza» y no critique la desigualdad que ocasiona 
la invención del dinero que, si bien explica la acumulación de riqueza, 
de ningún modo la legitima. Si además el que no tiene suficiente para 
subsistir no encuentra otra salida que convertirse «en criado de otro, 
vendiéndole durante cierto tiempo sus servicios, a cambio de un sala- 
rio» (IL, 85), el proceso iniciado de acumulación se perpetúa a ritmo 
acelerado. Locke tipifica así los dos elementos que constituyen el capi- 
talismo, la propiedad privada de los bienes de producción, en este caso, 
la tierra, y la compra-venta de la fuerza del trabajo. El pensamiento 
ético-político de Locke desemboca en un primer esbozo de la economía 


política que constituye sin duda su mayor gloria”. 


20. Vale la pena seguir su argumentación: «Dios dio la tierra en común a los hom- 
bres, pero también les dio la razón para que se sirvan de ella de la manera más ventajosa 
para la vida y más conveniente para todos» (IL, 25). Ahora bien, perteneciendo todo a 
todos, se consume individualmente aquellos productos que el esfuerzo ha individualizado. 
El trabajo pone un sello en cada uno que los diferencia del común. «El trabajo agregó a 
estos productos algo más de lo que había puesto la naturaleza, madre común de todos, y, 
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Después del derecho natural a conservar la vida, el más importante 
sería él de propiedad que Locke justifica al derivarlo del esfuerzo indi- 
vidual que se precisa para obtener lo que necesitamos para vivir. Ahora 
bien, si la propiedad se legitima por el esfuerzo-trabajo que cada uno 
realiza para cubrir sus necesidades, debe limitarse a tanta como sea in- 
dispensable para el propio sustento. Locke da cuenta de la acumulación 
ilimitada de riqueza que conlleva una desigualdad social creciente por 
la posterior aparición del dinero y del trabajo asalariado. Pero, acumu- 
lación y desigualdad son elementos tan propios del capitalismo que ni 
siquiera se le pasa por la cabeza ponerlos en tela de juicio, antes al con- 
trario, le sirven para, en última instancia, dar cuenta de la invención del 
Estado. La propiedad, un derecho natural constitutivo de lo humano, 
surge en el estado de naturaleza, pero en la sociedad civil cambia por 
completo de índole. La falacia de Locke radica en que utiliza el mismo 
concepto para dos realidades muy distintas, la propiedad limitada que 
se justifica en el esfuerzo personal, propia del «estado de naturaleza», 
y la propiedad que protege el Estado, ya sin límite alguno, de la que se 
ha eliminado, como pone de manifiesto la institución de la herencia, cual- 
quier vínculo directo con el trabajo propio. La desigualdad social sería 
así una consecuencia necesaria del derecho de propiedad entendido en el 
segundo sentido, como derecho positivo que defiende el Estado. 

Locke reprocha a Hobbes que para dar cuenta del nacimiento del 
Estado hubiera descrito el «estado de naturaleza» como uno de guerra 
de todos contra todos, cuando la historia sagrada lo había descrito como 


de ese modo, pasaron a pertenecerle de modo particular» (II, 27). Al tener que esforzarse 
para individualizar los objetos que consume, «Dios impuso al hombre la obligación de 
trabajar; y sus necesidades le compelieron a ello. Era el trabajo el que creaba su derecho 
de propiedad» (II, 34). Empero, «el hombre puede apropiarse las cosas por su trabajo en 
la medida exacta en que le es posible utilizarlas con provecho antes de que se echen a 
perder. Todo aquello que excede a ese límite no le corresponde al individuo, constituye 
la parte de los demás. Dios no creó nada con objeto de que el hombre lo eche a perder o 
lo destruya» (IL, 30). «La medida de la propiedad la señaló bien la naturaleza limitándola 
a lo que alcanzan el trabajo de un hombre y las necesidades de la vida» (IL, 35). Con esta 
limitación se supone que hay tierras para todos. Pero lo que valoriza a la tierra es el tra- 
bajo invertido en ella, que constituye el 99% del valor de la tierra (II, 40). «De todo lo 
anterior resulta evidente que, a pesar de habérsenos dado en común todas las cosas de la 
naturaleza, el hombre (como dueño de sí mismo y propietario de su persona, de sus actos 
o del trabajo de la misma) llevaba dentro de sí la gran base de la propiedad» (IL, 44). Si 
la propiedad básica es la tierra, cada cual podrá poseer tanta como pueda cultivar. Una 
limitación al derecho de apropiación no encaja en la sociedad capitalista y Locke la deja 
caer con la invención del dinero, que posibilita que «por un acuerdo común, los hombres 
encontraron y aprobaron una manera de poseer legítimamente y sin daño para nadie 
mayores extensiones de tierras de las que cada cual puede servirse para sí, mediante el 
arbitrio de recibir oro y plata, metales que pueden permanecer largo tiempo sin que se 
eche a perder el excedente» (IL, 50). 
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uno en el que reinaba el derecho y la concordia, pero, no le queda otro 
remedio que proponer una segunda fase que paradójicamente llama 
también «estado de guerra» (I, 19) para explicar el nacimiento del Es- 
tado. Que el «estado de naturaleza» esté sometido al derecho que dicta 
la razón significa que desde un principio tienen validez las categorías 
de lo justo y lo injusto. Dios ha creado al género humano racional y 
libre, capaz de elegir el bien y rechazar el mal. La ley natural obliga a 
buscar la paz y prohíbe que unos atropellen a los otros. «Si no fuera por 
la corrupción y los vicios de muchos hombres degenerados no habría 
necesidad de otra ley que la natural» (IL, 128), pero el caso es que Caín 
mató a Abel, y desde el principio de los tiempos algunos no cumplen 
con los dictados de la ley natural, sobre todo cuando la acumulación 
de la propiedad en cada vez menos manos hace aumentar los atropellos 
y desafueros. 

Mientras hubo lo suficiente para satisfacer las necesidades con el 
esfuerzo propio, fueron una minoría controlable los que no respetaban 
el derecho. Pero la situación cambia sustancialmente con el crecimiento 
demográfico que la bonanza facilitó, sobre todo con la acumulación de 
la riqueza que impulsó la invención del dinero. Aumentaron las tensio- 
nes entre los propietarios y los que carecían de bienes, entre los que 
tenían recursos suficientes para imponer su voluntad y los que no les 
quedaba más remedio que obedecer. Ahora bien, me coloca en «estado 
de guerra» el que contra derecho quiera despojarme de lo mío, o trate de 
someterme sin mi consentimiento (cabe una sumisión consentida, como 
la del criado al amo), máxime si me amenaza con quitarme la vida. No 
puedo menos que declarar la guerra al que pretenda robarme, esclavi- 
zarme O matarme. 

Para dar cuenta de la aparición del Estado Locke se ve obligado a 
recurrir a una segunda fase del «estado de naturaleza», que se caracteriza 
por las abundantes discordias y la mayor criminalidad que trajeron con- 
sigo el aumento de población, y sobre todo la acumulación de riqueza 
en pocas manos. A una primera fase en la que el hombre habría gozado en 
paz de su libertad y propiedades, seguiría una segunda en la que ya 
no se respeta el derecho natural y reina la violencia por doquier, que 
exige una autoridad que ponga orden. Cuando un número cada vez 
mayor no respeta el derecho natural y atenta contra la libertad de los 
otros, el «estado de naturaleza» se transforma en uno «de guerra», que 
empuja a establecer un «poder civil» que proteja a los individuos y a sus 
propiedades. 

El Estado se hace necesario porque la acumulación de riquezas 
rompe con el «estado de naturaleza», en el que el derecho natural había 
permitido sólo tanta propiedad como fuese necesaria para el propio 
sustento. Es la acumulación de riqueza la que, al crear las condiciones 
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para que «la propiedad de la tierra se repartiese de una manera des- 
proporcionada y desigual» (IL, 50) hizo necesario el Estado. El derecho 
de propiedad sería consustancial con la naturaleza humana y habría 
surgido en la primera fase del estado natural; pero es la acumulación 
indefinida la que habría obligado a construir el Estado. 

Resulta poco verosímil que al «estado de guerra», en el que por la 
maldad humana ya no se respeta el derecho natural, le haya precedido 
uno en el que hubiera imperado la paz y la concordia, pero dividir el 
«estado de naturaleza» en dos fases resulta imprescindible para librarse 
de la peligrosísima doctrina de Hobbes de que libertad y derecho son 
dones graciosos del Estado. No habría otras parcelas de libertad que 
las que permita y proteja el Estado, así como no habría otra propiedad 
que la que otorga el Estado. Locke necesita de una primera fase en la 
que reine el derecho natural para apuntalar su tesis principal, implícita 
en todo su pensamiento, de que la libertad y la propiedad anteceden 
al Estado, que surge con la única misión de protegerlas. El derecho 
natural, lejos de desaparecer con el Estado, constituye el fundamento 
del derecho positivo. El poder absoluto del Estado está limitado por 
el derecho natural que precede a su aparición. De ahí que haya que 
restringir el poder del Estado, supeditándolo de nuevo a la ley de Dios, 
que se expresa en el derecho natural que dicta la razón. 

El «contrato social» en Locke no consiste en una entrega total y 
definitiva del poder de cada uno al Estado, sino que es un pacto que 
obliga a los ciudadanos a respetar la autoridad que ellos han consentido 
—«al ser libre todo hombre por naturaleza, no puede imponérsele que 
se someta a ningún poder terrenal, si no es por su propio consentimien- 
to» (II, 119)— y al Estado a defender los derechos naturales de cada 
uno, mientras cuente con el consentimiento de la mayoría. Porque el 
principio fundamental de este pacto es que «la totalidad del poder de la 
comunidad radica en la mayoría» (II, 132), consentimiento mayoritario 
que la autoridad tiene que revalidar periódicamente. El gobierno será 
juzgado por su capacidad de cumplir con los fines para los que ha sido 
elegido, una vez establecidas leyes promulgadas de común acuerdo, 
de modo que cada cual pueda disfrutar de sus propiedades en paz y 
seguridad. El primer acto del Estado es establecer el poder legislativo 
elegido por el pueblo, que es el poder supremo del que dependen los 
demás poderes, el ejecutivo y el judicial. «La salvaguardia de la comuni- 
dad no puede existir sin un poder supremo único, el legislativo, al que 
todos los demás se encuentran y deben estar subordinados» (II, 149). El 
principio de que el poder supremo, la soberanía nacional, reside en el 
Parlamento, se mantiene, al menos en teoría, hasta nuestros días. 

El meollo de la teoría política de Locke consiste en que si la socie- 
dad civil está ya previamente estructurada en el «estado de naturaleza», 
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el Estado no podrá ya cuestionar este orden natural, su obligación será 
tan sólo protegerlo. El poder de juzgar y de hacer la paz y de declarar 
la guerra debe ser un poder limitado, ya que únicamente se puede 
ejercer en defensa de la propiedad y demás derechos de los ciudada- 
nos. El Estado goza de un poder que está siempre limitado por los 
derechos sagrados que provienen del «estado de naturaleza». La limi- 
tación del poder del Estado, objetivo principal de Locke, se expresa 
en el principio de que corresponde a la mayoría ejercer el poder del 
Estado. «Todos cuantos consienten en formar un cuerpo político bajo 
un gobierno, aceptan ante todos los miembros de esa sociedad la obli- 
gación de someterse a la resolución de la mayoría» (IL 96). El poder 
del Estado es limitado, porque está sometido al derecho natural y ha de 
ser libremente consentido. En suma, el modelo de Estado que postula 
Locke es el liberal: un poder limitado, que implica división de poderes, 
gobierno por consentimiento, principio de la mayoría, cuya primera 
expresión fue la monarquía compartiendo el poder con un gobierno 
parlamentario. 


ESTADO Y ESTADO SOCIAL 


No se capta el significado del Estado social sin su vinculación, por lo 
demás obvia, con el Estado, pero no en la acepción genérica más amplia, 
sino en la específica de la Modernidad. Tener presente desde un princi- 
pio el nexo del Estado social, no con el Estado en general, sino con un 
determinado tipo de Estado que llamamos moderno, resulta fundamen- 
tal para dar cuenta de la especificidad europea de ambos. La estrecha 
relación del Estado social con el Estado moderno, no sólo da cuenta de 
sus caracteres esenciales, sino que su futuro también depende del que 
tenga un tipo de Estado, del que no cabe dudar que se está aproximando 
a su final. 

En este primer capítulo una apretada síntesis sobre los orígenes del 
Estado moderno nos ha permitido detectar las coordenadas dentro 
de las que se sigue discutiendo significado, alcance y futuro del Estado 
social. «Razón de Estado» y «razón utópica», si se quiere, el realismo 
que reduce al Estado social a un mínimo, y el utopismo que lo concibe 
como un derecho propio del ciudadano son las más amplias que inclu- 
yen a las demás. Ambas han podido surgir por la distinción previa de 
sociedad y Estado que a su vez impuso la introducción del poder, como 
la nueva categoría central, que rompe con la noción clásica de justicia 
a la que permanece fiel el Estado social. La problemática que supone el 
enfrentamiento actual de la «justicia social» con la «solidaridad», como 
basamento del Estado social, resulta indescifrable, al menos mientras 
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no se muestren las implicaciones que la eliminación de la noción de 
justicia tuvo en el nacimiento del Estado moderno. 

Razón de Estado y razón utópica, sociedad y Estado, poder y jus- 
ticia, moral y derecho, son las coordenadas del Estado moderno sin 
las que no cabe entender el nacimiento del Estado social. Todos ellas 
culminan en la cuestión de la propiedad, un derecho, que como todos 
los demás derechos, otorga el Estado en las coondiciones que juzgue 
conveniente, o bien, es un derecho natural del individuo, anterior a la 
aparición del Estado, que surge precisamente para protegerlo. Según se 
conciba la propiedad, un derecho que, como todo derecho, es creación 
del Estado, o un derecho natural, anterior al Estado y consustancial 
con la libertad de la persona, así será el tipo de Estado social que se 
propugne. 
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IGUALDAD O LIBERTAD: 
EL DILEMA CENTRAL DEL ESTADO SOCIAL 


En Locke la tolerancia religiosa es la base sobre la que se levanta la con- 
vivencia libre, dando por supuesto que el cristianismo entendido correc- 
tamente es una religión del amor que no admite que nadie sea forzado a 
creer o actuar de otra forma que como le dicte la conciencia. Rousseau 
concluye su Contrato social (1762) con un capítulo sobre la religión ci- 
vil que causó gran escándalo en su tiempo. Jesús separó tajantemente el 
mundo del espíritu del de las preocupaciones terrenales: «Dad a Dios lo 
que es de Dios y al César lo que es del César». Sin esta separación las con- 
secuencias serían nefastas para la convivencia. Hobbes ya había propues- 
to reunir los dos ámbitos, lo que lleva a Rousseau a comentar que «no es 
tanto lo que hay de horrible y falso en su política (la entrega del individuo 
al Estado) como lo que hay de justo y verdadero (no separar la religión 
de la política) lo que le ha hecho odioso»!. La idea de que lo único que 
importa son las relaciones con Dios aparta a los ciudadanos de los des- 
velos terrenales. De ahí la necesidad de una religión civil que refuerce un 
sentimiento de sociabilidad que lleve a que todos se sientan responsables 
de los demás, sin la que no cabría una convivencia en libertad. 

La teoría política de Rousseau, una democracia directa basada en 
la «libertad moral» de todos sus miembros, culmina en proponer una 
religión civil, de la que deriva consecuencias increíbles. El Estado des- 
terrará a aquel que no crea en esta religión, «no por impío, sino por 
insociable», e incluso se le condenará a muerte si, no creyendo, disimu- 
la que cree. Medidas tan desmesuradas las justifica porque allí donde 
persista una religión con sus propios dogmas, el poder soberano deja 


1. Los paréntesis explicativos son míos. Cito a Rousseau por la edición de la Biblio- 
teca de la Pléiade sus Œuvres complètes III. Ecrits politiques, Gallimard, Paris, 1964, p. 468. 
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de serlo, al tener que compartirlo con la religión. Sabe muy bien que ya 
no es posible reestablecer una religión nacional, factor de integración 
política, como la que existió en la Antigüedad; ahora sólo cabría con- 
trolar las religiones, para que se toleren entre sí y sobre todo para que 
sus dogmas no se opongan a las obligaciones que el ciudadano tiene 
con la comunidad a la que pertenece. «Pero el que diga que fuera de la 
Iglesia no hay salvación debe ser expulsado del Estado, a no ser que 
el Estado sea la Iglesia y el príncipe, el pontífice» (p. 469), es decir, se 
trate de un Estado con una religión nacional que, aunque sabe que es 
inalcanzable en su tiempo, sería la solución ideal. El mismo Rousseau, 
que introdujo la libertad como la categoría definitoria de lo humano, 
considera la intolerancia con el que no crea en ella el rasgo constitutivo 
de la «religión civil». No es la menor de las muchas contradicciones 
y paradojas en que desemboca su pensamiento. Suele empezar bien, 
pero demasiado a menudo concluye con una proposición que nos hace 
temblar y que sus críticos se apresuran a denunciar, como expresión del 
«totalitarismo» que llevaría en su entraña. 


EL HOMBRE ES LIBERTAD 


La crítica del Estado, como poder absoluto, y la recuperación de la 
dimensión ética de la política que Rousseau lleva a cabo, provienen de 
una nueva comprensión de lo humano, ya no como razón, ni tampoco 
como voluntad de poder, sino en cuanto libertad. El fallo de Hobbes 
—la huella del gran jurista inglés es claramente perceptible— habría 
consistido en aprehender la libertad como voluntad de poder realizada. 
Se es libre si se puede hacer lo que se quiere. Rousseau está empeñado 
en rescatar la libertad del poder, insistiendo en que no es más libre el 
que más poder tiene. Libertad y poder son categorías distintas, tal vez 
incluso antagónicas. 

Hobbes, al concebir al hombre como un afán infinito de poder, había 
roto con la idea tradicional de lo humano. Rousseau logra desprenderse 
de Hobbes, inaugurando a su vez una nueva antropología que otorga a 
la libertad el rango que antes ocuparon la razón y el poder. El hombre es 
libre, no por ser racional, como afirma la antropología tradicional —la 
razón sería así el fundamento de la libertad—, sino que, porque es libre 
—es decir, ante un estímulo no dispone de una única respuesta—, está 
obligado a ponderar, calcular, sopesar (ratio significa cálculo?) entre di- 


2. Hobbes ya entendía la razón como el instrumento que adecúa los medios dis- 
ponibles a los fines buscados, es decir, «razón instrumental», como luego la llamó Max 
Horkheimer. 
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versas posibilidades. Porque está forzado a decidir, no tiene otro remedio 
que hacerse racional. La libertad que somos nos obliga a procurarnos 
los criterios que nos permitan elegir entre varias opciones, una facultad 
que necesariamente tiene que desarrollar un animal que ha perdido la 
capacidad de adaptarse instintivamente a su entorno. La libertad, y no la 
razón, es el carácter originario que define a lo humano. 

El hombre es libre, no porque se esfuerce en hacer lo que quiera, 
como se había empeñado Hobbes, sino, en rigor, porque no sabe lo que 
quiere, es decir, porque tiene que elegir entre distintas opciones sin saber 
a punto fijo cual es la que más le conviene. El animal, «una máquina in- 
geniosa» (p. 141), se conduce por instinto de manera segura y previsible, 
en cambio, el hombre se muestra muy inestable en su comportamiento. 
En un conocido párrafo, ya muy criticado en su tiempo, incluso lo califi- 
ca de «depravado» (p. 138), por haber perdido la capacidad de reaccio- 
nar instintivamente. El hombre está condenado a ser libre? porque tiene 
que elegir entre diversas posibilidades —incluso no decidirse por ningu- 
na es una forma de elección—, de modo que no le queda otro remedio 
que valorar las opciones posibles según los esfuerzos que requieran y las 
consecuencias que comporten. Porque en último término no sabe lo que 
de verdad quiere está obligado a reflexionar y pensar, es decir, ponderar 
posibilidades y consecuencias, y no a la inversa, porque el hombre es 
racional y puede distinguir entre el bien y el mal, es libre de elegir entre 
ambos, como era la doctrina tradicional. 

Conviene insistir en que la noción de libertad que se supone pro- 
ducto de la razón es muy distinta de aquella otra que se concibe como 
condición previa de la razón. En el primer caso, la libertad se confunde 
con el libre albedrío, entendido como la capacidad de distinguir entre 
un bien y un mal que existen objetivamente, impuestos desde fuera por 
la ley divina o ley natural. Esta concepción de la libertad supone desde 
un punto de vista individual la obediencia a normas externas que co- 
nocemos por la razón; desde un punto de vista social, justifica que se 
nos pueda pedir responsabilidades por nuestros actos, premiándolos o 
castigándolos. La libertad, entendida como libre albedrío, implica tanto 
el deber de obedecer a la ley eterna, como el derecho de castigar a los 
que no la cumplen. 

Pero ¿qué ocurre cuando la razón no es la condición de la libertad, 
sino a la inversa, la libertad el presupuesto de la razón? A la búsqueda 
de criterios propios para elegir, no queda otro remedio que darse a sí 
mismo las normas de comportamiento. No cabe ya concebir libertad 
y razón, como facultades otorgadas, ni tampoco la libertad como el 


3. A Rousseau que ha abierto tantas vías, se le considera también un precursor del 
existencialismo. 
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poder de conseguir lo que se quiere. La libertad se revela autonomía, 
entendida en el sentido etimológico del término, dicto las normas por 
las que me rijo. Seguramente el mayor aporte de Rousseau haya sido 
aprehender la libertad como autonomía: soy libre en tanto que me doy 
a mí mismo las normas a las que me someto. De la misma manera que 
el empirismo británico, a partir de las sensaciones, sin recurrir a las 
«ideas innatas», había dado cuenta de las más complejas, así Rousseau 
pretende dar razón de la conducta humana, y en último término de su 
fundamento, la libertad moral, sin echar mano del bien y del mal, como 
entidades objetivas cuyo conocimiento sería en cierto modo «innato». 
Al igual que las ideas provienen de los sentidos, habría que dar cuenta 
de la libertad moral a partir de la libertad natural que define la dimen- 
sión propia de lo humano. 

La libertad engendra la razón y ésta a su vez nos proporciona otro 
carácter que Rousseau considera exclusivo de lo humano: la facultad 
de perfeccionarse. Porque somos libres, es decir, nuestras respuestas no 
son a piñón fijo, sino que tenemos que elegir entre las más variadas, 
el hombre puede ir mejorando. Esta perfectibilidad la poseen, tanto 
los individuos —sin ella no tendría sentido la educación— como la 
especie. A ella debería el ser humano toda su grandeza, pero también 
un cúmulo de desgracias. De la que cabría llamar la dialéctica de la 
perfectibilidad se desprende una defensa, pero también una crítica del 
progreso. Cualquier mejora tiene su costo, algo que percibimos desde 
no hace tanto tiempo. Rousseau es el primero que pone en tela de juicio 
la idea lineal de progreso a la que la Ilustración se había adherido con 
gran entusiasmo. 

El hombre es libre por naturaleza, o, dicho de otra forma, la liber- 
tad le es consustancial, de modo que, si la perdiera, se quebrantaría el 
meollo de su humanidad. No puede resignarse a perderla sin por ello 
renunciar a su propia humanidad. La cuestión política básica que plan- 
tea la Modernidad es cómo construir una convivencia en la que se haya 
eliminado la guerra y la inseguridad, es decir, se pueda vivir en paz y, sin 
embargo, se mantengan la libertad y la igualdad originarias, en cuanto 
la una dependería de la otra. En el Contrato social Rousseau cree haber 
resuelto esta cuestión básica que plantea la Modernidad. 


EL ORIGEN DE LA DESIGUALDAD SOCIAL 


Lejos de aceptar la desigualdad como una consecuencia necesaria del 
progreso social, como el liberalismo ha hecho hasta el día de hoy, Rous- 
seau se pregunta por su origen —parte de que en el «estado de naturale- 
za» el hombre es libre e igual— y sobre todo por las consecuencias que 
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una desigualdad creciente conlleva. Toda la problemática del Estado 
social está vinculada a corregir la desigualdad, de modo que ocuparse 
de su origen es una tarea indispensable, que, sin embargo, suele evitar- 
se. Y ello porque pertenece a la filosofía política que, aparte de haber 
perdido espacio y prestigio en el mundo actual, exige otra dimensión 
temporal. Las cuestiones filosóficas se mueven lentamente y hacerse 
cargo de ellas exige una mirada retrospectiva de siglos. 

Rousseau distingue entre «desigualdad natural» y la que llama «mo- 
ral» o «política», y que hoy llamaríamos social, distinción fundamental 
que no ha perdido vigencia. En efecto, una cosa es la desigualdad na- 
tural —somos desiguales en edad, sexo, salud, fuerza corporal, inteli- 
gencia, laboriosidad— y otra muy distinta la desigualdad social que se 
expresa en diferencias enormes en riqueza, honores y poder. También 
el varón y la mujer son distintos por naturaleza, pero esta evidente 
desigualdad no justifica la social que introdujo el patriarcado. Pensar 
que en la desigualdad natural está la base de la social, que los más ricos 
y poderosos son a la vez los más inteligentes, fuertes y laboriosos, es 
una mixtificación que Rousseau con su brillante retórica describe como 
«una cuestión buena tan solo para manejar entre los esclavos, cuando 
nos escuchan los amos, pero inadmisible para hombres razonables y 
libres que busquen la verdad» (p. 131). 

Si no hay una relación directa de la riqueza de que se dispone, o de 
la posición que se ocupa en la sociedad, con las cualidades personales, 
si las diferencias naturales no son la causa de la desigualdad social ¿de 
dónde proviene entonces? La cuestión sigue abierta y, aunque ricos y 
poderosos la hayan esquivado, refugiándose en la falacia que denuncia 
Rousseau, una y otra vez los desposeídos la colocan sobre el tapete. Por 
mucho que se afirme que en las condiciones actuales se haya diluido 
la distinción entre derecha e izquierda, se mantiene en la crítica de la 
desigualdad social, propia de la izquierda, y en una valoración positiva 
en la derecha, que insiste en que sin la desigualdad no podría existir la 
libertad. Se comprende el odio que desde siempre la derecha ha sentido 
por Rousseau, hasta el punto de que adquirió conciencia de sí misma en 
el rechazo visceral del ginebrino. 

Si el estado natural hubiese sido «el más propio para la paz y el 
más conveniente para el género humano» (p. 156), al proporcionarle la 
naturaleza todo lo que necesitaba, sin otra preocupación que gozar de 
su «libertad natural», ¿cómo se explica que hubiera abandonado conso- 
nancia tan satisfactoria? Rousseau recurre al argumento que Locke ya 
había utilizado. El aumento de población saca a los humanos del aisla- 
miento y les obliga a convivir más allá del «estado de naturaleza». Una 
mayor densidad demográfica comporta dificultades crecientes, que los 
humanos tratan de vencer con la técnica (viven en las cavernas, utilizan 
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las hachas de piedra) y, obligados a cooperar los unos con los otros, 
perfeccionan el lenguaje. Surge así la familia como una relación perma- 
nente (el primer modelo de sociedades políticas, como había enseñado 
Aristóteles) y con ella la primera división del trabajo entre los sexos que 
abre la vía a que se despliegue en otros ámbitos. Aumento de población, 
división del trabajo y desarrollo técnico dan cuenta de que el hombre 
saliera del estado natural‘, así como de los ulteriores cambios sociales. 

En este proceso de diferenciación social, la desigualdad tiene al 
menos dos orígenes de orden muy distinto, uno social-psicológico y 
otro económico. En cuanto el hombre abandona su soledad primigenia 
y empieza a convivir en grupos, lo primero que nota son las diferencias 
individuales. Cada cual mira al otro y, al considerarse más hermoso, 
más fuerte, más habilidoso, o más elocuente que los demás, quiere que 
le admiren. De ahí que cómo nos perciban los otros sea mucho más 
importante que el que realmente seamos: el parecer importa más que el 
ser. El que haya que aparentar explica el afán de lujo, el engaño y demás 
vicios que forman su cortejo. «A esta ansia de hacer hablar de uno mis- 
mo, a este furor por distinguirse que nos tiene casi siempre fuera de sí, 
debemos lo mejor y lo peor de lo humano» (p. 189). He aquí el primer 
paso hacia la desigualdad, que en el uno engendra vanidad y en el otro 
menosprecio de sí mismo, vergüenza en el uno y envidia en el otro. Sin 
anular la tesis de que las diferencias naturales de ningún modo son la 
base sobre la que se levanta la desigualdad social, sin embargo, implíci- 
tamente reconoce que las distintas cualidades con que nos ha dotado la 
naturaleza constituyen una primera fuente de desigualdad. 

La desigualdad tiene un segundo origen en la división del trabajo, 
con actividades unas más productivas que otras que originan diferente 
reconocimiento social y posiciones sociales muy distintas. Pero el efecto 
mayor de la división del trabajo es que potencia una cantidad creciente 
de nuevas necesidades, cuya satisfacción nos hace depender aún más de 
los otros. Sujeción universal de la que ni siquiera se libran los ricos, an- 
tes al contrario, son los que en mayor medida están necesitados de los 
servicios de los demás. Con todo, para Rousseau el factor determinante 
de la desigualdad social no es el distinto reconocimiento social que tie- 
nen las diferentes cualidades individuales, ni la división del trabajo, con 
las desigualdades que ocasiona, sino la aparición de la propiedad. La 
catástrofe ocurrió cuando se olvidó «que los frutos pertenecen a todos 
y la tierra a nadie». «El primero que, una vez cercado un terreno, dijo 


4. Rousseau pone el énfasis en algo capital que hay que tener muy presente. La des- 
cripción del estado natural y del modo como se supera no es una reconstrucción histórica, 
sino una serie de «razonamientos hipotéticos y condicionales» (p. 133) que sirven única- 
mente para explicarnos el mundo contemporáneo que conocemos. 
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esto es mío y encontró gentes tan simples para creerle, fue el verdadero 
fundador de la sociedad civil» (p. 164). La propiedad asienta definiti- 
vamente la desigualdad, verdadera caja de Pandora que expande todas 
las calamidades que padecemos en la civilización que comienza con la 
aparición del Estado. 

El Estado nace de la necesidad de proteger la propiedad que, en vez 
de garantizar las libertades individuales, como proclamó Locke, trajo 
consigo la fuente de todos los males, la desigualdad social. Para pro- 
teger la propiedad se inventó el Estado con sus distintas magistraturas 
y la consiguiente diferenciación entre el sometido y el que detenta el 
poder, entre gobernados y gobernantes. Una vez consolidadas estas dos 
desigualdades básicas, la de los ricos y los pobres, la de los gobernados y 
los gobernantes, el salto del poder legítimo al arbitrario produjo la ma- 
yor desigualdad social concebible, la que separa al amo del esclavo. El 
resultado es la enorme desigualdad social que caracteriza a los pueblos 
civilizados, «manifiestamente en contra de la ley natural de cualquier 
modo que se defina, que un niño mande a un viejo, que un imbécil di- 
rija a los discretos, que un puñado de personas disfrute de lo superfluo, 
mientras que la mayoría hambrienta carece de lo necesario» (p. 194). 

El hombre nació libre y en la civilización se encuentra, fuera de sí 
mismo, atado a la opinión del otro. El despliegue de la civilización, si 
bien ha evitado que perezca en luchas intestinas, lo ha logrado al precio 
de enajenarse, de extrañarse de sí mismo, es decir, de perder la libertad 
que en principio lo constituye. La civilización consiste en un alejamien- 
to continuo de la comunidad de hombres libres e iguales, propia del 
«estado de naturaleza» y que la filosofía práctica había descrito como 
la polis ideal, en la que el ser humano habría alcanzado su plenitud. La 
libertad decrece en la medida que aumenta la desigualdad’; la civiliza- 
ción hace al hombre cada vez más desigual y, por tanto, menos libre. 
Además de los dos pensamientos centrales de la izquierda decimonóni- 
ca, la propiedad es un robo (Proudhon) y el Estado es el instrumento de 
dominación de la clase dominante (Marx), también proviene de Rous- 
seau el concepto de enajenación, que tanto juego daría en el pensamien- 
to hegeliano y marxista. Vivir enajenado, o lo que es lo mismo, fuera 
de sí en la opinión del otro, es el concepto contrario al de libertad, que 
significa vivir conforme con las normas que se da uno mismo. 


5. «Por igualdad no hay que entender que los grados de poder y de riqueza sean 
absolutamente iguales, pero que en cuanto al poder, esté por encima de cualquier violen- 
cia y no se ejerza sino en virtud del rango y las leyes, y en cuanto la riqueza, que ningún 
ciudadano sea tan rico que pueda comprar a otro, ni tan pobre que tenga que venderse» 
(pp. 191-192). 
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La cuestión política fundamental que plantea la Modernidad es cómo 
construir una convivencia en paz, de la que se hayan eliminado las gue- 
rras intestinas y demás formas de inseguridad, sin perder la libertad y 
la igualdad originarias. Entregar la libertad para garantizar la seguridad 
sería renunciar a la facultad que define lo humano; fortalecer la desigual- 
dad, como condición de la libertad, sería en el fondo caminar contra ella, 
puesto que cuánto más desigualdad, menos libertad. A Hobbes le repro- 
cha que a cambio de seguridad, entregue la libertad de cada uno a un 
Estado omnipotente; a Locke que, al admitir una desigualdad creciente, 
no sólo cercene la libertad, sino que, al establecer el poder soberano en la 
mayoría, fortalezca la opresión de los que no estén conformes, por mucha 
minoría que sean. La cuestión, por tanto, es «encontrar una forma de 
asociación que defienda y proteja con todo vigor la persona y los bienes 
de cada asociado y por la que, uniéndose cada uno a todos, sin embargo, 
se obedezca a sí mismo, permaneciendo tan libre como antes» (p. 360). 

Por lo pronto, el paso del estado natural al civil supone un cambio 
notable en lo humano. La justicia reemplaza a la libertad originaria, pro- 
porcionando a las acciones la moralidad que les faltaba. «Sólo entonces 
la voz del deber sustituye al impulso físico, y el derecho al apetito, y 
el que hasta entonces sólo se había mirado a sí mismo, se ve forzado a 
actuar sobre otros principios y consultar la razón antes de escuchar sus 
inclinaciones» (p. 364). La sociedad civil supone el paso de la «libertad 
natural», propia del «estado de naturaleza» por la que únicamente busco 
mi bien individual sin conocer otro límite que la fuerza de cada uno, a la 
«libertad moral», propia del estado de convivencia civilizada, por la que 
sólo desde una perspectiva que incluya el bien de todos los demás puedo 
descubrir el mío. 

El pacto social convierte la «libertad natural» en «libertad moral», 
de modo que elimina las diferencias naturales (fuerza, habilidad, labo- 
riosidad), haciendo a todos iguales por convención y derecho. La igual- 
dad social es así un producto del ordenamiento jurídico que se sustenta 
sobre la «libertad moral». Si llevásemos a la convivencia la noción de 
«libertad natural» la pervertiríamos en «voluntad particular», o egoísta, 
que, al destruir la libertad de los otros, acaba al final con la propia. La 
«libertad natural», trasladada a la convivencia civil, implica el fin de la 
libertad, dialéctica que confirma el proceso de civilización que se des- 
cubre como la historia de la alienación del ser humano con la pérdida 
continua de libertad. 

Empero, cabe convivir en paz con los otros y a la vez conservar mi 
libertad original, si yo y todos los demás transformamos nuestra «vo- 
luntad particular», una voluntad mezquinamente egoísta, en «voluntad 


51 


EL ESTADO: SOBERANÍA, LIBERTAD, DERECHO 


general», aquella que quiere, no el que considero mi bien individual, sino 
el bien de todos, el bien común. Conceptualmente queda claro en qué se 
distingue la «voluntad general», de la «voluntad de todos». La primera la 
puede expresar incluso una minoría que en su horizonte integra el bien 
de los demás, mientras que la segunda es una simple suma de egoísmos, 
contraria al bien común'. Lo que hace general a la voluntad no es el 
número de votos —Rousseau cuestiona el principio de la mayoría, que 
llama «tiranía de la mayoría»”— sino el interés común. El pacto social no 
transmite la libertad/poder de cada uno —soberanía— a un tercero, o a 
la mayoría, sino que al darse todos a todos, nadie se da a nadie. 


EL REDESCUBRIMIENTO DE LA DEMOCRACIA 


El régimen político propio de hombres libres, y por serlo, morales, es la 
democracia. El que juntos nos demos las leyes por las que nos regimos, 
noción fuerte de democracia, sólo funciona si los ciudadanos que se au- 
togobiernan son realmente libres, es decir, si después de haber vencido 
todos los egoísmos particulares, las voluntades confluyen en una sola 
«voluntad general», que es, justamente, aquella en la que cada uno an- 
tepone el bien del otro al suyo. La democracia rousseauniana, como la 
griega, es directa o no es; ya que no cabría delegar en otro mi libertad y 
seguir siendo libre. Radica en que todos participen en la creación de las 
leyes, con lo que supera la distinción entre gobernantes y gobernados, 
algo sólo practicable cuando la «libertad natural» se haya reconvertido 
en «libertad moral». 

Si las leyes expresan la «voluntad general» de un cuerpo político que 
acoge a todos, de ello se deriva, en primer lugar, que «no pueden ser 
injustas, porque nadie es injusto consigo mismo, con lo que se es libre 
sometido a las leyes» (p. 379). Esta idea de la libertad, como obediencia 
a la voluntad que encarna el todo, pese a sus consecuencias nefastas, 
ha tenido larga vigencia. En el siglo XX ha justificado el sometimiento 
del militante comunista a las directrices del partido, que encarnaría la 
voluntad colectiva del proletariado. 

Si la soberanía radica en el conjunto de los ciudadanos, un segundo 
corolario es que no admite que nadie la represente. Rousseau descalifica 


6. Pero en la vida política real no es fácil mantener esta distinción: todos hablan en 
nombre del bien común y, sin embargo, por lo general cada uno apunta a intereses muy 
particulares. 

7. «El pueblo inglés se cree libre, pero se equivoca, no lo es más que durante la 
elección de los miembros del Parlamento, y una vez elegidos no es nada. En los cortos 
momentos de libertad, el uso que hace de ella merece que la pierda» (p. 430). 
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la idea de representación por su origen medieval —lo que es bien cier- 
to— aunque no lo sea tanto que el feudalismo «haya sido el más inicuo y 
absurdo de los sistemas» (p. 430) como denuncia junto con el resto de la 
Francia prerrevolucionaria. Un tercer corolario es que el cuerpo político 
es indivisible, porque, o bien la voluntad que expresa es la de todo el 
cuerpo político, o sólo de una parte, y entonces es «voluntad particular». 
Si se divide el poder entre el legislativo, el ejecutivo y el judicial, el sobe- 
rano se convierte en un ser fantástico, confeccionado de distintas piezas 
(p. 369). En fin, si el cuerpo político es uno indivisible que no puede 
desgajarse en partes, un cuarto corolario es el rechazo de las asociaciones 
intermedias, porque entonces, en vez de la «voluntad general», surgirían 
tantas opiniones como asociaciones y terminarían imponiéndose las de 
mayor tamaño. Si no cabe otro remedio que aceptarlas como mal menor, 
hay que procurar que se formen el mayor número, evitando sobre todo 
que sean desiguales en fuerza y tamaño. En suma, Rousseau repudia el 
principio de representación, el de la mayoría y el de la división de pode- 
res, así como la existencia de partidos políticos, es decir, los elementos 
básicos de la democracia que terminó por cuajar. 

La recuperación de la ética constituye el requisito indispensable de 
la democracia, lo que la convierte en poco operativa, ya que sólo funcio- 
naría en una sociedad ideal en la que la mayoría se hubiera previamente 
convertido en sujetos morales, que se definen por su identificación con 
la «voluntad general». «Si hubiera un pueblo de dioses, se gobernaría de- 
mocráticamente. Un gobierno tan perfecto no conviene a los hombres» 
(p. 406). Reconoce que la democracia como él la concibe no ha existido 
nunca y nunca existirá. Una cierta aproximación tal vez sea posible en 
una entidad política muy pequeña que se caracterice por la sencillez de 
costumbres y en la que exista la igualdad de rangos y de fortuna. 

¿Qué sentido tiene entonces ocuparse de describir una idea de de- 
mocracia de la que se sabe que es irrealizable? ¿Por qué, al tratar de la 
crisis del Estado social, tenemos que ocuparnos de la democracia en 
Rousseau? Él mismo no se cansa de repetir que el esfuerzo especulativo 
por describir el modelo ideal de una convivencia libre, que es a lo que 
llama democracia, sirve únicamente para enjuiciar las diferentes solu- 
ciones que a lo largo de la historia vayamos dando a esta cuestión. Para 
dar cuenta de esta nueva función crítica de la reflexión política necesi- 
tamos de la categoría de utopía, que, como hemos visto en el capítulo 
anterior, nace también con la Modernidad y sirve de contrapeso a la 
de Estado como dimensión crítica permanente. El objetivo de la utopía 
no es realizarla, todos los intentos han llevado a la catástrofe, sino utili- 
zarla como espejo que nos permita criticar lo existente. La democracia, 
entendida como la dimensión utópica de la organización política, ha de 
emplearse tan sólo para criticar las distintas formas de relacionarse go- 
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bernados y gobernantes que han ido surgiendo a lo largo de la historia. 
Respecto a su interés para el Estado social, lo llamativo es que se hayan 
desplomado, justamente, los elementos que rechazó Rousseau con la 
crisis profunda de la democracia representativa, al haberse hundido 
el Parlamento, como entidad autónoma, por el dominio exclusivo de 
los partidos en un mundo globalizado que ha transformado al Estado 
por completo. Ello no quiere decir que a estas alturas, como quieren 
unos pocos anarquistas ilusos, la democracia identitaria sea una opción 
realista que haya que llevar a la práctica —el mismo Rousseau estaba 
convencido de que es irrealizable— sino que, como espejo utópico, 
sirva para indagar soluciones alternativas. 

Los dos elementos claves que explican el renacer de la democracia 
son la razón utópica, que distingue entre lo que es y lo que podría ser 
(no confundir con la razón ética que señala, no lo que podría, sino lo 
que debe ser) y la nivelación social que resulta de la absorción de todos 
los poderes por el Estado, convirtiendo a todos en iguales, es decir, en 
igualmente despojados del poder. Mientras la razón de Estado pretende 
asumir todos los poderes, como única forma de garantizar la paz social, 
la razón utópica, comprensible reacción a la esclavitud como la única 
opción a la «guerra de todos contra todos», cae en la cuenta de que lo 
que constituye al ser humano no es, como pensaron los griegos, la ra- 
zón, degradada en el mundo moderno a mera racionalidad instrumen- 
tal, sino la libertad, entendida ya, no en el sentido cristiano tradicional 
de capacidad de discernir entre el bien y el mal, imprescindible para 
justificar el castigo a los desobedientes, sino en la nueva acepción de 
«autonomía», que introduce Rousseau, por la que el individuo es libre 
porque establece él mismo las normas por las que se rige. La conducta 
deja de ser heterónoma, las normas no vienen de fuera, de Dios o de 
la sociedad, para convertirse en autónoma; somos nosotros quienes 
establecemos las reglas por las que nos gobernamos, expresión última 
de la libertad que nos define. 

Rousseau retoma las dos grandes utopías que ha creado el pensa- 
miento occidental: concebir al hombre como libertad, que en la convi- 
vencia se revela fundamento de la moralidad; y pensar la democracia 
como el orden político que corresponde a individuos libres y morales, 
con lo que recupera la dimensión moral de la convivencia política que 
se había perdido en la Modernidad. Libertad y democracia constituyen 
así los dos conceptos ideales desde los que juzgar los sistemas sociales y 
políticos establecidos Desde el supuesto de que el hombre es libertad, la 
cuestión clave de la filosofía política del siglo xvm, que formula y contes- 
ta Rousseau con la mayor clarividencia, reza: ¿qué forma de convivencia 
política es compatible con hombres libres que no quieran enajenar su 
libertad constitutiva? 
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En 1784, cumplidos los sesenta años, Kant puede permitirse al fin el 
lujo de comprar una casa en el centro de Königsberg. En la segunda 
planta se halla el gabinete de trabajo, presidido por un retrato de Rous- 
seau. Kant reconoce en sus Prolegómenos a toda metafísica futura que, 
al poner en cuestión el principio de causalidad («de la existencia de una 
cosa no se pueda deducir racionalmente la existencia de otra»), David 
Hume le ayudó a despertar de la «somnolencia dogmática». Si el esco- 
cés le dio el empujón decisivo para elaborar una teoría revolucionaria 
del conocer, sin Rousseau no hubiera podido entender lo que más nos 
importa, la naturaleza humana. Kant llegó a comparar a Rousseau con 
Newton, porque si al inglés le debemos el conocimiento de la realidad 
física, del autodidacto ginebrino aprendió que la libertad constituye y 
define al ser humano. 

En el desarrollo intelectual de Kant se distinguen claramente tres 
etapas. Una primera, precrítica, que va desde 1746 a 1781 en que sale 
de la imprenta la Crítica de la razón pura. Si Kant hubiese muerto a 
los cincuenta y cinco años, apenas habría dejado rastro en la historia 
de la filosofía. Es la etapa más larga en la que predominan los escritos 
físicos-astronómicos y metafísicos tradicionales, aunque con no pocos 
atisbos del Kant posterior. De esta primera etapa de lo que ahora im- 
porta dejar constancia es que en 1762 leyó a Rousseau. En la segunda 
etapa con las tres grandes críticas, la de la razón pura, la de la razón 
práctica y la del juicio, marca un rumbo nuevo a la filosofía. En la ter- 
cera y última que va de la segunda mitad de los años ochenta y cubre 
los noventa, su preocupación principal es político-jurídica, con escritos 
que se han considerado menores —ciertamente algunos lo son por el 
tamaño— pero de cuya relevancia somos cada vez más conscientes. 
En este último Kant, pensador político que, partiendo de Rousseau, lo 
modifica sustancialmente, es preciso detenerse’. 

Kant centra su interés en el hombre: la realidad física se había in- 
dependizado como ciencia particular, y al filósofo ya sólo le correspon- 
de mostrar las condiciones de su posibilidad. Preocupado en primer 
lugar por la posibilidad y límites del conocimiento (epistemología) y 
por el comportamiento ético, la dimensión político-jurídica quedó en 


8. Para estudiar la contribución kantiana al pensamiento político conviene empezar 
con la Antropología (1798), seguida de La controversia de las Facultades (1798) y Funda- 
mentos metafísicos del derecho (1797), primera parte de La metafísica de las costumbres, 
para pasar luego a los opúsculos Comienzo hipotético de la historia de la humanidad 
(1786) e Ideas para una historia general desde una intención cosmopolita (1784) que con- 
tienen su filosofía de la historia, para terminar con La paz perpetua (1795) y Contestación 
a la pregunta: ¿Qué es la Ilustración? (1784). 
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un segundo plano hasta que, como le ocurrió a toda su generación, la 
Revolución francesa la coloca en el centro de su interés”, 

El aporte principal de Rousseau es haber entendido el carácter de- 
finitorio de lo humano, la libertad, como autonomía, concepto sobre 
el que también Kant levanta su filosofía práctica. En última instancia, 
somos libres, más aún, condenados a ser libres, porque no tenemos otro 
remedio que elegir entre distintos fines que hemos de fijar de antema- 
no. La libertad es así una categoría transcendental, propia de la razón 
especulativa, a favor de la cual no cabe aducir dato empírico alguno. Es 
un mero principio regulativo, que pone de manifiesto la existencia de 
una voluntad que sustenta las leyes morales. 

El concepto rousseauniano de «voluntad general», al vincular la moral 
con la política, recupera la unidad de estas dos dimensiones, indisolubles 
en el pensamiento griego. Kant, en cambio, fiel a la ruptura de la Moder- 
nidad, mantiene la diferencia entre moralidad y legalidad. Distingue una 
libertad interna, fundamento de la moral, de otra externa, sobre la que se 
levanta el derecho. A su vez en la libertad moral discierne una negativa, 
que es la capacidad de resistir los impulsos naturales, de otra positiva que, 
dirigida por la razón, determina los fines de nuestras accciones, supedi- 
tando las inclinaciones a los deberes. El derecho sostiene el segundo tipo 
de libertad, la externa, que consiste en librarse de los constreñimientos y 
limitaciones que, en cuanto sujetos iguales, provienen de los otros. Si el 
derecho regula las relaciones con los otros, para que no pierda eficacia, y 
unos pocos impongan sus intereses, es necesario que todos contribuyan a 
dictar las leyes que la comunidad se otorgue. La libertad política consiste 
así, tal como Rousseau la había concebido, en obedecer las leyes que nos 
hemos dado a nosotros mismos. 

Moral y derecho se fundamentan ambos en la libertad, pero sin que 
se confunda la una con el otro. La libertad moral es interna, es decir, 
autónoma, me la doy a mí mismo, mientras que la legal es externa, o 
sea, heterónoma, en la que no importa tanto la motivación, ya que 
siempre cabe recurrir a la coacción. El derecho no recompensa por su 
cumplimiento, sólo castiga al que no lo cumpla. El cumplimiento de la 
norma jurídica no aumenta el bien, pero evita el mal. Si yo declaro que 
algo exterior sea mío, es decir, que todos los demás están obligados a 
abstenerse, esta pretensión está ligada a que yo también me abstenga 
de pretender lo que es de otro, doble abstención que sólo funciona si el 
Estado obliga a obrar de esta manera. En el «estado de naturaleza», sin 


9. También Hobbes había pretendido construir un sistema que se ocupase de la 
realidad física De corpore, la humana De homine y la política De cive, pero, acuciado por 
la revolución, tuvo que empezar por la reflexión política, y en ella permaneció anclado la 
mayor parte de su vida. 
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Estado que imponga sus normas, toda posesión —en rigor no se puede 
hablar de propiedad— es provisional. 

El paso del deber ético, que me doy a mí mismo, a la obligación jurí- 
dica, impuesta desde fuera, supone ciertamente una pérdida de libertad, 
porque se es más libre, cuánto menos se depende de los demás. Ahora 
bien, el que la norma jurídica sea mucho más concreta y sobre todo 
taxativa en la determinación de la acción compensa hasta cierto punto 
el que la norma moral deje un margen amplio para ponderar las circuns- 
tancias, sin fijar el contenido preciso de la acción. Si el ámbito de la ética 
es el de la ambigijedad, el derecho pretende ser lo más concreto posible. 
A la pregunta qué debo hacer, siendo el derecho y la moral igualmente 
formales, el primero contesta con mucha mayor precisión. 

En la larga serie de diferencias entre moral y derecho importa re- 
calcar una fundamental: que la moralidad, al brotar de la «buena vo- 
luntad» (el apriori inexplicado y tal vez inexplicable que sostiene a la 
moral, en este punto Kant no logró salir del asombro) atañe únicamente 
al individuo, haciéndolo responsable ante sí mismo, mientras que el de- 
recho regula la relación de los unos con los otros, de modo que la liber- 
tad de uno coexista con la libertad de todos los demás. La convivencia 
se basa exclusivamente en el derecho que no tolera que se vulnere en 
nombre de la moral: la generosidad que pueda tener con los pobres no 
me libra de la obligación de pagar a mis acreedores. El Estado se sale 
de sus límites y propicia el despotismo si pretende incluir la moral, 
que siempre sera su moral, en el derecho. Es un principio básico de 
la convivencia civil que a la Iglesia católica hasta ahora le ha costado 
mucho reconocer. 

Pero, si ética y derecho son diferentes, el problema peliagudo que 
se plantea es el modo de relacionarse. Kant rechaza, tanto la reducción 
hobbesiana de la ética a derecho, como la rousseauniana del derecho a 
ética. El dualismo que informa todo su pensamiento se mantiene tam- 
bién en la distinción nítida entre ética (ámbito interno de la libertad) y 
derecho (ámbito externo). Insiste tanto en la necesidad de distinguir- 
los, son esferas distintas, como en mantenerlos en conexión: sin un 
fundamento ético, la política y el derecho resultan tan huecos como 
arbitrarios. Está convencido de que tiene que haber una conexión entre 
moral y derecho, pero no consigue librarse de una enorme imprecisión 
a la hora de relacionarlos. El tema sigue abierto, sin que pueda negarse 
alguna forma de conexión, qué devendrían un derecho y una política que 
nada tuvieran que ver con la moral, pero tampoco fundamentarla desde 
el pluralismo de valores y concepciones éticas que caracterizan a una 
sociedad secularizada. 


57 


EL ESTADO: SOBERANÍA, LIBERTAD, DERECHO 


CONJETURAS SOBRE LOS COMIENZOS DE LA HUMANIDAD 


El último Kant se centra en la dimensión social del derecho, con lo que 
el sujeto que tiene en mientes cambia del individuo al género humano, 
o lo que es lo mismo, de la preocupación ética a la de la historia. El 
siglo xvu libra a la historia de su singularidad anecdótica para elevarla 
a un saber filosófico —Vico, Voltaire, Smith, Ferguson, Iselin, Lessing, 
Herder— que en la centuria siguiente va a bifurcarse en dos ciencias 
particulares, la historia y la sociología. En dos breves ensayos!, tenien- 
do muy en cuenta la filosofía de la historia de su tiempo, pero sobre 
todo siguiendo la senda trazada por el Discurso sobre el origen y los 
fundamentos de la desigualdad de su admirado Rousseau, Kant realiza 
una contribución original a la filosofía de la historia, con implicaciones 
que han dejado su huella hasta hoy en la filosofía política. 

Rousseau había insistido en que sobre los orígenes de la humanidad 
sólo cabía una especulación hipotética que, partiendo de lo que cono- 
cemos, el estado actual de nuestra civilización, reconstruya de manera 
especulativa las etapas necesarias para que desde la libertad e igualdad 
del «estado de naturaleza» hubiéramos llegado a la opresión y desigual- 
dad del «estado civil». Kant, en cambio, como hizo Locke, se situa 
en los comienzos que conocemos gracias al Antiguo Testamento, eso sí, 
rellenando con conjeturas los muchos vacíos que deja esta fuente. La 
interpretación que hace de la narración bíblica supuso una corrección 
importante que originó un gran escándalo, que puso de relieve la liber- 
tad que en materia religiosa aún gozaba Prusia con Federico el Grande, 
que desapareció con su sucesor. 

El hombre es feliz en el «estado de naturaleza» en el que, reaccionan- 
do instintivamente a los estímulos exteriores, no se diferencia del animal. 
Kant llama «voz de Dios» a los instintos y «paraíso terrenal» a esta fusión 
perfecta con la naturaleza. Sale de su fase animal por la que llama una 
«pequeñez», nada menos que romper con la respuesta automática de 
los instintos y decidir por sí mismo lo que quiere hacer. En cuanto se 
descubre como libertad tiene que recurrir a la razón para ponderar las 
consecuencias de sus actos. El llamado «pecado original», la desobedien- 
cia a la «voz de Dios», es decir, a la respuesta instintiva, no es para Kant 
el origen del que procederían todos los males, sino, al contrario, el de su 
humanización, que le convierte en un ser libre que necesita de la razón 
para sobrevivir. La desobediencia al instinto, a la «voz de Dios», consti- 
tuye el verdadero acto emancipador con el que comienza la historia de 
la humanidad. 


10. Ideas para una historia general desde una intención cosmopolita (1784) y Co- 
mienzo hipotético de la historia de la humanidad (1786). 
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En una segunda etapa, el hombre aprende que la atracción del otro 
sexo es más fuerte y más duradera cuanto más se aleje de los sentidos. El 
pudor que representa la hoja de parra transmuta la atracción meramente 
instintiva, es decir, instantánea y casual, en una relación emotiva perma- 
nente que permite el desarrollo de la familia, base de la primera socia- 
lización que impulsa el enfrentamiento de las dos formas originarias de 
convivencia, el pastor nómada, Abel, con el agricultor sedentario, Caín. 
Para proteger sus tierras de la invasión de los rebaños, los cultivadores 
sedentarios se reúnen en poblados, de los que luego surgirán las ciudades, 
que impulsan el ulterior desarrollo de la civilización. Este proceso de ur- 
banización comporta pasar de la libertad originaria en el estado natural al 
sometimiento a una autoridad en la civilización, de vivir tranquilamente 
en el regazo de la naturaleza a tener que esforzarse en el trabajo duro de la 
agricultura, de la paz a la discordia social por el afán de acumular bienes, 
con el consiguiente aumento de la desigualdad social, fuente de la que 
brotan las contiendas intestinas y las guerras entre Estados. 

Libre de cualquier forma de automatismo de los instintos y con- 
viviendo en grupos cada vez más extensos, en una tercera etapa el 
hombre elige los fines hacia los que dirigir sus acciones. Vivir para los 
fines que se propone, le obliga, por lo pronto, a imaginar el futuro, que 
se revela la verdadera dimensión temporal de lo humano, al marcar el 
horizonte en el que se incrustan los fines a los que aspira. Ello permite 
que cada cual trace su vida de manera autónoma, que es lo que implica 
la plenitud de lo humano. La libertad consiste en determinar lo que 
se quiere llegar a ser, a partir de lo cual fijamos los fines de nuestras 
acciones que en su concatenación dan sentido a la existencia. Vivir en 
el futuro, la verdadera dimensión temporal de lo humano, lleva con- 
sigo preocupaciones e incertidumbres, con una única certeza, harto 
dolorosa, y es que un día morirá. 

En una cuarta etapa el hombre cae en la cuenta de que ninguna otra 
especie animal puede competir con él, y se empeña en ponerlas todas a 
su servicio. El hombre se descubre el fin último de todo lo existente, el 
rey de la creación, sometiendo todo lo existente a su voluntad, con una 
única excepción, el otro hombre. En cuanto capaz de establecer tam- 
bién sus propios fines —justamente en esto consiste la igualdad consti- 
tutiva de los humanos— cada cual es un fin en sí mismo que nadie está 
autorizado a instrumentalizar en beneficio propio. Si para Rousseau el 
despliegue de la civilización significa la caída desde la libertad e igual- 
dad originarias a la opresión y desigualdad de la sociedad civil, Kant 
asume esta visión de la historia como la de una decadencia, únicamente 
desde la perspectiva del individuo, pero la rechaza desde la del género 
humano, en el que es obvio el progreso hacia sociedades cada vez más 
ricas y florecientes, que incluso están a punto de encaminarse hacia el 
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perfeccionamiento moral. De modo que lo que es bueno para el género 
humano, no lo es necesariamente para el individuo, así como la revo- 
lución que está viviendo Francia puede ser muy negativa para muchos, 
aunque para la humanidad implique un gran paso adelante. 


LA DIALÉCTICA DE LA SOCIABILIDAD 


Al igual que Rousseau, Kant también describe a su tiempo como aquel do- 
minado por egoísmos encontrados que desencadenan conflictos violentos 
entre los individuos y guerras entre los Estados. Habrá que partir de la so- 
ciedad tal como existe, tanto para criticar una situación que desdice de la 
dignidad humana —repugna a la razón pensar que la historia no tenga otra 
finalidad que la perpetuación de semejante caos— como para diseñar los 
cambios que se requieren para conseguir un futuro mejor. Detrás del des- 
barajuste de la sociedad civilizada, Kant percibe una cierta lógica que deja 
traslucir un rayo de esperanza. En la lucha por una sociedad más humana 
el individuo encuentra un sentido a la vida, con lo que se hace acreedor 
de una felicidad a la que no puede acceder en las condiciones que le han 
tocado en suerte. A su vez, por un mismo afán de supervivencia la natura- 
leza encamina al género humano a un estado de mayor orden y paz. Para 
la realización de sus planes la naturaleza se sirve de la que Kant llama una 
«sociabilidad insociable» (ungesellige Geselligkeit). Una «mano invisible» 
convierte en motor del progreso el entramado de egoísmos que forma la 
sociedad. Por un lado, los seres humanos tienden a agruparse, sociabilidad 
que facilita que realicen mejor sus potencialidades, pero, por otro, se incli- 
nan a aislarse, a no querer tener nada que ver el uno con el otro, mostrán- 
dose insociables. Este carácter asocial proviene de que cada cual pretende 
ordenar todo a su antojo, no aguantando que los demás no acepten las co- 
sas tal como uno las quiere. La resistencia que el individuo encuentra a que 
se haga su voluntad tiene la virtud de levantar su ánimo, arrancarle de la 
pereza y, movido por la ambición de conseguir honores o por el afán de 
mandar, o por la codicia de riquezas (Ebrsucht, Herrschsucht, Habsucht), 
hace los mayores esfuerzos para colocarse a la cabeza de sus semejantes, a 
los que no puede aguantar, pero tampoco apartarse de ellos por completo. 
Por esta ansia de superar a los demás el género humano ha saltado de la 
barbarie a la civilización, que, justamente, consiste en que arraigue por fin 
la verdadera dimensión social del hombre: 


De esta manera se desarrollan los talentos, se mejora el gusto, e incluso, 
por medio de una ilustración continua, se ponen los cimientos para ir 
haciendo realidad una forma de pensar, capaz con el tiempo de convertir 
disposiciones naturales muy burdas en la capacidad de distinguir cier- 
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tos principios morales, de modo que la convivencia social, hasta ahora 
mantenida por la fuerza, un día se fundamente en la moral''. 


Partiendo del radicalismo democrático de Rousseau, Kant arriba al 
liberalismo de Adam Smith. 

Los griegos ya vieron en competir el elemento dinamizador de lo 
humano. Desde que superó el estadio de animalidad —que Kant llama 
«la salida del paraíso»—, el progreso es inseparable de una historia tan 
conflictiva como sangrienta. Kant llega incluso a ensalzar los beneficios 
que aporta la guerra: disciplina, valentía, necesidad de superarse para no 
perecer. Desde el punto de vista de la moral que rivalicen los egoísmos 
enfrentados es algo malo en sí; pero desde la perspectiva de la especie 
significa el aguijón que hace avanzar a las sociedades en todos los ám- 
bitos, empezando por el económico. Una «mano invisible» transmuta el 
enfrentamiento de los egoísmos individuales en progreso social. 

La naturaleza, Kant a veces dice la Providencia, se sirve de la compe- 
titividad conflictiva como un instrumento que impulsa tanto el desarrollo 
científico-técnico como el legal. Dos son las columnas sobre las que se 
levanta el progreso de la humanidad, el desarrollo científico-técnico, con 
su consiguiente aplicación económica, y un orden social justo que resulte 
de que los humanos controlen su propia naturaleza. Dominar la naturale- 
za externa, sirviéndose de ella, y dominarse a sí mismo, acabando con las 
diversas formas de explotación, marcan el camino del progreso. 


LA PAZ PERPETUA 


Diez años después de estas reflexiones de filosofía de la historia, en 1795 
Kant publica La paz perpetua que de todas sus obras es la que tuvo más 
éxito en su tiempo y la que más se sigue leyendo en el nuestro”. La 
primera edición se agotó en pocas semanas y hasta su muerte en 1804 
se imprimieron otras catorce. En vida del autor se tradujo al francés, 
inglés, danés y polaco. En el bicentenario de la primera edición han 
aparecido numerosas publicaciones que corroboran la relevancia polí- 
tica que este breve libro conserva en nuestros días. 

¿A qué se debe que haya pasado de enaltecer la guerra, grado máxi- 
mo de rivalidad competitiva, entendida como un factor de progreso, 
a diseñar un orden internacional en el que se ha eliminado por com- 


11. Según reza la cuarta proposición, en Ideas para una historia general desde una 
intención cosmopolita (1784). 

12. La Crítica de la razón pura pasó casi inadvertida los dos primeros años desde su 
publicación: apenas se vendió, ni se escribieron recensiones ni comentarios. 
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pleto? El $ de abril de 1795 la República francesa y el Reino de Prusia 
firman la paz en Basilea. Aunque luego resultase una tregua y no el fin 
de las hostilidades, Kant fue muy consciente de lo que significaba el re- 
conocimiento de la República francesa en la Europa de las monarquías 
absolutas. Participa en el entusiasmo que la Revolución francesa levan- 
taba entre los ilustrados, convencidos de que suponía el arranque de 
un mundo nuevo que, al suprimir la explotación opresora, eliminaría 
la guerra como factor civilizador. Empezaba sin duda una edad nueva 
sobre la que el filósofo prusiano reflexiona, aprovechando el resquicio 
de libertad que dejaba la paz firmada. 

En las primeras páginas del opúsculo, Kant se atreve a proponer la 
desaparición de los ejércitos, nada menos que el basamento sobre el que 
se levantan las monarquías absolutas. Aporta dos razones. La primera, 
que la mera existencia de un ejército representa una amenaza —mayor 
cuánto más potente— para los demás Estados, al ponerlos ante la disyun- 
tiva de obedecer al más poderoso, o ser destruidos por él. El segundo 
argumento insiste en que enrolar gentes a sueldo para matar, con el alto 
riesgo de morir, implica convertirlas en instrumentos del Estado, perso- 
nas a las que, al no ser reconocidas como fin en sí mismo, se les arrebata 
el carácter de humanos. Con su buena dosis de ironía Kant afirma que si 
no se lograse acabar con la guerra, máxime cuando las armas son cada 
vez más destructivas, la paz que al final reinará por doquier será la de los 
cementerios. En un mundo globalizado, lograr un orden internacional 
que garantice la convivencia en paz es una cuestión cada vez más apre- 
miante, máxime si se tiene en cuenta el desarrollo actual de las armas de 
destrucción masiva, que a corto plazo incluso plantea la sobrevivencia 
de la humanidad. Sobre la actualidad del opúsculo de Kant no cabe la 
menor duda, y a nadie extrañará que volvamos a él. 

Dos son las condiciones imprescindibles para lograr la paz perpetua, 
la una concierne al orden internacional, la otra al interno de cada Estado. 
Para el mantenimiento de la paz entre los Estados, la primera condición 
es establecer una federación o sociedad de Estados. El abate Charles 
Castel de Saint-Pierre (1658-1743), convencido de que no basta un equi- 
librio de poderes, como el que surgió de la paz de Westfalia (1648), 
renovado en la paz de Utrecht (1712-13) (a estas últimas negociaciones 
asistió), fue el primero que propuso” una federación de los entonces 
veinticuatro Estados cristianos de Europa. También para Kant la paz 
entre las naciones exige una federación de Estados, o «sociedad de na- 
ciones», en la que cada uno participe libremente y en un plano de igual- 


13. Mémoires pour rendre la paix perpétuelle en Europe, Colonia, 1712; Projet pour 
rendre la paix perpétuelle en Europe, Utrecht, 1715; Abregé du projet de paix perpétuelle, 
Rotterdam, 1759. 
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dad. Rechaza un «Estado universal», porque una construcción semejante, 
lejos de asegurar la paz, prolongaría las guerras hasta que un Estado se 
impusiera sobre todos los demás. Si se llegase a un Estado mundial por la 
fuerza de las armas, el resultado no sería otro que la universalización del 
despotismo. Para librarse de él estallarían revueltas continuas, es decir, 
generaría una situación de guerras civiles que, antes o después, causarían 
el derrumbamiento de este Estado mundial. 

La segunda condición para llegar a la paz perpetua Kant la ha apren- 
dido en su maestro Rousseau que, al insistir en que los Estados despóticos 
nunca podrán confederarse pacíficamente, completa en este punto al 
abate Saint-Pierre!*, Requisito esencial para que funcione una federación 
es que previamente los Estados se hayan convertido en democracias, los 
únicos regímenes que de verdad aspiran a la paz". Kant coincide con 
Rousseau en pensar que los Estados despóticos no podrán confederarse 
pacíficamente, pero disiente en que únicamente pueda lograrlo un siste- 
ma político tan inalcanzable como el democrático. Encuentra la solución 
en diferenciar la constitución que llama «republicana» de la «democráti- 
ca», distinción que, al haber dado un nuevo contenido a la democracia, 
sigue Operativa en nuestros días. 

Los Estados se distinguen, bien por la persona o personas que ejercen 
el poder soberano, bien por la manera de gobernar. De la primera —for- 
ma imperii— sólo caben tres, que la soberanía la detente uno, monarquía 
o, autocracia, varios, aristocracia u oligarquía, y todos, democracia. Kant 
confiesa su preferencia por la monarquía, a la vez que manifiesta el ma- 
yor rechazo por la democracia, el poder en manos de todos. Además de 
la forma imperii es preciso considerar cómo se gobierna, forma regiminis. 
Y aquí sólo caben dos maneras, la republicana y la despótica. La primera 
se caracteriza por la separación nítida de los tres poderes: el poder le- 
gislativo es el soberano; el ejecutivo ha de actuar, y el judicial adjudicar 
a cada uno lo que le corresponde, según las leyes aprobadas por el le- 
gislativo. Propio de la constitución republicana es tanto la separación de 
poderes y preeminencia del poder legislativo, como el que los tres actúen 
conforme a derecho. En un Estado republicano los ciudadanos gozan de 
la libertad legal, es decir, no obedecen más que a las leyes a las que han 
dado su consentimiento por medio de sus representantes, de la igualdad 


14. Rousseau dedica dos escritos al abate Saint-Pierre. En el primero, Extrait du 
projet de paix perpétuelle de monsieur Pabbé de Saint-Pierre (1760), se manifiesta muy 
favorable a las ideas del abate, manteniendo posiciones más críticas en el Jugement sur 
la paix perpétuelle. Es un texto póstumo recogido en la edición de las Obras completas 
publicadas en Ginebra en 1782. 

15. Opinión contraria a la que sostuvo Tucídides a la vista del belicismo de la Atenas 
democrática, que también comparte Kant siguiendo a Hobbes. 
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civil, es decir, no reconocen otra autoridad que la que prescriben las le- 
yes, y la independencia civil que consiste en no depender del arbitrio de 
otro, sino exclusivamente de los derechos que nos otorga el ser miembro 
de la comunidad. Rige el despotismo si falta la separación de poderes y 
el ejecutivo dicta las leyes a su antojo. La democracia, tal como la de- 
fine Rousseau, otorga a todos el poder de darse las leyes, de aplicarlas, 
así como de juzgar a los que no las cumplen, es decir, al eliminar por 
completo la división de poderes, todos son responsables de todo, lo que 
constituye la peor forma de despotismo. 

Lejos de repudiar el principio de representación, como una invención 
feudal, Kant lo considera imprescindible de la constitución republicana, 
en cuanto la separación de poderes sólo resulta factible si se acepta el 
principio de representación. Todos los ciudadanos no pueden formar 
el poder legislativo, como en principio reclama la democracia rousseau- 
niana, sino tan sólo los que hayan sido elegidos como sus representantes 
por el conjunto del pueblo que, como en la antigua Atenas, no lo for- 
man todos los habitantes del Estado, sino únicamente los ciudadanos que 
Kant llama activos, a los que se les reconoce el derecho al voto por gozar 
de independencia económica, mientras que despoja de este derecho a 
las personas dependientes, a los que Kant llama ciudadanos pasivos, así 
«el mozo que trabaja al servicio de un comerciante o un artesano; el sir- 
viente (no al que está al servicio del Estado); el menor de edad; todas las 
mujeres, y en general, cualquiera que no pueda mantener su existencia 
(sustento y protección) por su propia actividad, sino que se ve forzado 
a ponerse a las órdenes de otros»'* No todos pueden ni deben ser los 
legisladores, sino sólo aquellos que hayan sido elegidos por los ciudada- 
nos libres e independientes como sus representantes. Kant propugna el 
voto censatario que predominó en el siglo XIX, altamente progresista en 
el xvm. Se aparta de la idea de democracia, no por estar por encima de 
lo humano, más bien propia de los ángeles, como llegó a decir Rousseau, 
sino porque en su entraña lleva el despotismo. 

El opúsculo La paz perpetua incluye una condición para la paz, que 
todavía hoy estamos lejos de haber realizado, pero de la que poco a poco 
vamos intuyendo su importancia, el derecho del extranjero a no recibir 
un trato hostil, siempre y cuando se comporte pacíficamente y respete 
las leyes. Al fin y al cabo, «nadie tiene mejor derecho que otro a estar en 
determinado lugar del planeta», ya que el planeta pertenece a la humani- 
dad toda. Kant defiende con Hugo Grocio el derecho de todos a navegar 
libremente con fines comerciales y a ser recibidos en todas partes sin 
hostilidad, pero, advierte del peligro de que los comerciantes confundan 


16. I. Kant, La metafísica de las costumbres, trad. de A. Cortina y J. Conill, Tecnos, 
Madrid, 1989, p. 144. 
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el «visitar» países lejanos con «conquistarlos», y eleva la voz contra el 
colonialismo. Kant se refiere explícitamente a las Indias orientales que 
«bajo el pretexto de establecer factorías comerciales, los europeos in- 
trodujeron tropas extranjeras, oprimiendo así a los indígenas». Con esta 
experiencia se comprende que China y Japón pusieran trabas a la entrada 
de extranjeros. Condiciones indispensables de la paz son el derecho de los 
visitantes pacíficos a ser acogidos —derecho a emigrar— y condena del 
colonialismo que, después de la conquista de América, Europa empezaba 
a practicar en gran escala por todo el planeta. 

Dos siglos más tarde, las siguientes palabras de Kant no parecen 
ya brotar de una visión utópica, sino que constituyen una condición 
indispensable de la paz: 


La comunidad —más o menos estrecha— que ha ido estableciéndose 
entre todos los pueblos de la tierra ha llegado ya hasta el punto de que 
una violación del derecho, cometida en un sitio, repercute en todos 
los demás; de ahí se infiere que la idea de un derecho de ciudadanía 
mundial no es una fantasía jurídica, sino un complemento necesario del 
código no escrito del derecho político y de gentes. 


Sin un derecho público de la humanidad que favorezca la comuni- 
cación de los pueblos entre sí, evitando cualquier forma de dominación 
colonial, no cabe una paz duradera, y sin ella, no puede salvarse el 
género humano de su autodestrucción. 

Para el desarrollo de las sociedades no basta con el progreso cientí- 
fico-técnico y el respeto mayoritario de las leyes establecidas. Un impulso 
decisivo proviene de que los humanos se comporten racionalmente no 
por una moralidad interna, sino porque les conviene. Por duro que sue- 
ne, este sería el comportamiento, incluso entre demonios, con tal de que 
estén dotados de razón. ¿Entonces por qué no basta una constitución 
republicana con el correspondiente Estado de derecho? ¿Por qué sería 
imprescindible el salto de la legalidad a la moralidad? Para Kant es una 
pregunta fundamental que en nuestro tiempo, no ya sólo ha desapareci- 
do, sino que cuesta entenderla y, sin embargo, desde la Antigüedad griega 
no ha cesado de plantearse. 


LA ILUSTRACIÓN, EL CAMINO HACIA LA PAZ 


Aquí se inscribe el papel esencial que juega la Ilustración para Kant. El 
salto de la legalidad a la moralidad saca a la historia de las manos de la 
naturaleza para entregarla en las de los humanos. El proceso de emanci- 
pación culmina cuando la historia deja de ser producto de la conjunción 
compensadora de egoísmos enfrentados, para serlo de la acción libre 
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de los humanos en una sociedad basada en los principios morales de 
justicia y de respeto a la libertad de cada persona: 


La Ilustración es la salida del hombre de su culpable minoría de edad. 
Minoría de edad es la incapacidad de servirse del propio entendimiento 
sin la dirección del otro. De esa minoría de edad es culpable cuando la 
causa de ella no está en la incapacidad del propio entendimiento, sino 
en la falta de decisión y de ánimo para servirse de él sin la dirección de 
otro. Sapere aude. Ten el valor de servirte de tu propio entendimiento. 
Ésta es la consigna de la Ilustración”. 


Cuando voluntariamente, y no por falta de entendimiento, se re- 
nuncia a decidir por uno mismo, se vulnera lo más sagrado de la na- 
turaleza humana que es la libertad. Es sin duda el texto más citado de 
Kant que ocupa una posición central en su filosofía política, pese a que 
a veces a primera vista no se perciba esta conexión. 

¿Por qué para la mayor parte de la gente resulta tan difícil pensar 
por sí mismo? Obviamente, por pereza. En vez de esforzarse en encon- 
trar una respuesta propia, trabajo duro donde los haya, es mucho más 
cómodo consumir las que nos ofrecen desde fuera. En un mundo en el 
que se puede comprar todo, ¿por qué no comprar también las respues- 
tas que precise en las distintas esferas y etapas de la vida? Si puedo pa- 
gar, no necesito pensar. Todos tendemos a la pereza, pero los que tienen 
posibles pueden permitírselo más fácilmente, convencidos además de 
que se hallan en el mejor de los mundos posibles, opinión que terminan 
por imponer al resto de la sociedad. 

Una segunda explicación, a primera vista más sorprendente, es tam- 
bién de mayor enjundia. Por pereza sí, pero sobre todo por cobardía 
renunciamos a pensar y nos abandonamos a las directrices de otros. Si 
pensar por sí mismo resulta altamente arriesgado, no ha de extrañar 
que sean pocos los que se decidan a hacerlo, se precisa mucho arrojo 
para pensar por uno mismo. Por doquier nos encontramos con voces 
que piden la limitación, cuando no la supresión de la libertad: 


El militar dice: no razonéis, sino ejecutad las órdenes. El inspector de ha- 
cienda, no razonéis, sino pagad. El clérigo, no razonéis, sino creed. Sólo 
un único Señor en el mundo (Federico el Grande), ha dicho, razonad todo 
cuanto queráis y sobre todo lo que queráis, pero obedeced (p. 55). 


A este proceso de emancipación Kant llama Ilustración, tomando de 
Rousseau la idea de que consiste en pensar por sí mismo. En una sociedad 


17. I. Kant, Respuesta a la pregunta: ¿Qué es Ilustración? (1784), en ¿Qué es la Ilus- 
tración?, Tecnos, Madrid, 1988, p. 9. 
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civilizada, en la que imperan dos formas de escisión, la de la propiedad, 
entre ricos y pobres y la del Estado, entre poderosos y oprimidos, los 
pobres y los oprimidos sólo pueden sobrevivir aceptando sin discusión las 
ideas y normas impuestas por los ricos y los poderosos, es decir, si se aco- 
plan a vivir en «la opinión de otro». Donde reina la desigualdad, pensar 
por sí mismo resulta harto expuesto. A dejar de pensar por sí mismo, para 
hacerlo según la opinión de otro, es decir, al pasar de «ser uno mismo», 
libertad originaria, propia del estado natural, a este «estar fuera de sí» que 
caracteriza a la persona civilizada, Rousseau llama «alienación» o «ena- 
jenación»'*, Ilustrado es el que ha escapado de la dependencia del otro y 
piensa y actúa por sí mismo, exactamente lo contrario de enajenado. 


IGLESIA Y ESTADO, LOS DOS ENEMIGOS DE LA ILUSTRACIÓN 


Kant es muy consciente de que la mayor amenaza a la capacidad de 
pensar por sí mismo proviene de la religión. Las iglesias predican «el 
no razonéis, pues, por ese camino no llegaréis a ninguna parte, sino 
creed la palabra de Dios, tal como os la comunico». El que piensa por 
sí mismo pronto se convierte en hereje al que la comunidad persigue 
encarnizadamente. En La contienda entre las Facultades (1798) Kant 
distingue «la fe eclesiástica de la fe de la religión», «las religiones de la 
conquista del favor divino» de la «religión racional o moral»!”. En las 
primeras, se supone que Dios puede conceder favores a su antojo, sin 
que el peticionario cambie de vida; en la segunda, el hombre sólo con 
una buena vida puede hacerse grato a Dios. A partir de «una religión que 
pretende la conquista del favor divino», es decir, una degradada a mera 
técnica para adquirir favores celestiales, milagros, indulgencias y demás 
privilegios individuales, la reforma luterana significó un gran paso hacia 
una religión moral o racional, basada en la conciencia libre del creyente 
que, sin intermediarios, mantiene una relación amorosa con Dios que a 
su vez se plasma en el amor al prójimo. 

Para Kant el paso de una religión revelada, o histórica, a una racio- 
nal, o moral, constituye el momento decisivo de la Ilustración, ya que la 
religiosa marca el camino para acceder a la moral, que supone el paso 
fundamental de la legalidad a la moralidad. No cabría Ilustración sin 
que, o bien, desapareciesen las religiones, como anunciaron en su día los 
ilustrados más radicales (y parece que por ahí no van los tiros) o bien, la 


18. Se trata de una categoría que va a dar mucho juego en Hegel y en el joven Marx, 
y que en los años sesenta del siglo pasado cumplió un papel relevante en la crítica del 
capitalismo. 

19. I. Kant, La contienda entre las Facultades de filosofía y teología, estudio prelimi- 
nar de J. Gómez Caffarena, trad. de R. Rodríguez Aramayo, Trotta, Madrid, 1999. 
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religión se transforme en una ilustrada. Kant basa su esperanza en que 
considera el cristianismo la única religión en la que cabría esta evolución, 
y ello, porque llevaría en su entraña la posibilidad de pasar de una «fe 
histórica», meramente eclesiástica, a una «racional o moral». Y ello por- 
que a diferencia de las demás religiones, el cristianismo surge en «la boca 
del primer Maestro, como una religión no ordenancista, sino moral» (La 
religión dentro de los límites de la mera razón, B 254). Jesús superó la Ley 
para proclamar el amor, como única categoría moral. 

Mucho más compleja, por necesitarse mutuamente, es la relación del 
Estado con la Ilustración. Sin la libertad de pensar no pueden desarro- 
llarse las ciencias, la industria, el comercio, actividades que, en último 
término, determinan la pujanza de un Estado. El Estado precisa de la 
libertad de sus ciudadanos para prevalecer ante sus potenciales enemigos. 
El que cada vez más ciudadanos piensen por sí mismos favorece el bien- 
estar general, pero también conlleva una crítica creciente del orden social 
establecido. Para fortalecer el Estado, la Ilustración resulta tan indispen- 
sable como, a la larga, peligrosa para las estructuras de poder dadas. 

La Ilustración precisa también del Estado para que la libertad se apo- 
ye en el derecho y no degenere en simple libertinaje caótico. Sin el Esta- 
do, como fundamento del derecho, la libertad se esfuma. Kant se com- 
place en mostrar su conformidad con las palabras de Federico el Grande, 
«razonad sobre lo que queráis y tanto como queráis, pero obedeced». El 
que cada cual piense por sí mismo sólo puede ocurrir allí donde exista 
un orden político y jurídico que apuntale la libertad. Sin el Estado, como 
garantía de la libertad, no habría Ilustración. El Estado necesita de la Ilus- 
tración tanto como la teme, pero sin un Estado fuerte, capaz de imponer 
el derecho, la libertad, y con ella la Ilustración, los tres se desvanecen. 
Aunque el Estado no cese en su empeño de cercenar aquello que consi- 
dere indispensable para proteger el orden establecido, la Ilustración lo 
necesita como artífice del orden. De esta contradicción Kant cree que 
únicamente cabría escapar si se lograse saltar del principio de legalidad 
al de moralidad, antinomia que, como le critica Hegel, no fue capaz de 
resolver y que plantear aquí nos llevaría muy lejos al obligarnos a repa- 
sar los elementos fundamentales de su filosofía de la religión. 


LA DIMENSIÓN POLÍTICA DE LA ILUSTRACIÓN 


Aquí se inscribe la dimensión política de la Ilustración. La ignorancia del 
pueblo es el mejor instrumento de dominación en manos del déspota. 
No sólo los poderosos se oponen a la ilustración del pueblo; también 
éste, por indolencia o cobardía, acepta ser dirigido por otro. «El pueblo 
quiere ser dirigido, es decir, quiere ser engañado». Después del ecle- 
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siástico, el poder político es el que más se opone a la ilustración del 
pueblo. Se suprime la libertad de pensar, dificultando o impidiendo la 
comunicación del pensamiento. Si no me puedo expresar libremente 
en público, no puedo tampoco recibir los pensamientos de los otros, y 
pensar no es una actividad que pueda hacerse en solitario, encerrado en 
la propia cabeza, sino que exige la comunicación oral y escrita con los 
demás. Pensar es una actividad social que requiere un espacio público 
de comunicación. Quien lo limite, atenta contra lo más profundamente 
humano, el afán de conocer la verdad, que sólo puede resultar de la dis- 
cusión pública crítica. La condición sine qua non para que se extienda la 
ilustración, es decir, la capacidad de cada cual de pensar por sí mismo, 
es la libertad. Y la libertad exige, como mínimo, hacer siempre y en todo 
lugar uso público de la propia razón. Por «uso público de la razón» ha 
de entenderse el que hace el hombre de letras, el escritor, el intelectual 
ante el público lector. El «uso privado de la razón», en cambio, es el que 
hace la persona en el desempeño de su cargo, y en este caso tiene que so- 
meterse a las órdenes del que le ha nombrado. El teólogo cuando escribe 
un libro ha de ser libre, uso público de la razón; en cambio, el párroco, 
en su homilía dominical, ha de acoplarse a las normas de la iglesia a la 
que pertenezca, uso privado de la razón. El «uso público» de la razón ha 
de ser siempre libre; pero el «uso privado» puede y hasta debe limitarse, 
sin que ello impida el despliegue de la Ilustración. 

Para Kant, la libertad es el único instrumento que conduce poco a 
poco a una sociedad más justa. Es una idea que tenemos que salvar en la 
profundísima crisis social de nuestro tiempo. Sólo en un Estado fuerte, 
capaz de imponer la legalidad, puede florecer la libertad, condición 
básica de que crezca la ilustración, condición a su vez de que pueda 
arraigar la moralidad entre una minoría creciente. Kant confía al orden 
político la doble tarea, de garantizar las libertades públicas, por un lado, 
y, por otro, impedir todo abuso en el uso privado de las libertades. Exac- 
to lo contrario de un cierto liberalismo que amplia las libertades privadas 
a costa de las públicas. 

Cabría concluir que sería suficiente el modelo legal, es decir, que 
bastaría con la creación de una sociedad justa y pacífica, como resul- 
tado de un acuerdo entre individuos inteligentes que saben que la paz 
es mejor para todos que el que se agredan los unos a los otros. Kant 
insiste en que mientras el principio de legalidad necesite, en última 
instancia, de la fuerza para imponerse, los que dispongan de este poder 
de coacción lo usarán en provecho propio. Por consiguiente, sólo con 
el progreso moral cabe que un día funcione por sí mismo el principio 
de legalidad. Sin esta conversión moral, siempre habrá grupos más po- 
derosos que impongan sus intereses, que nunca coincidirán con los de 
los más débiles, por repetitiva que sea la alusión al bien común. 
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El Estado, en cuanto poder soberano, se diferencia de la sociedad, que 
justamente se define por quedar despojada de todo poder, monopolio 
exclusivo del Estado. El binomio Estado/sociedad rompe con la unidad 
indisoluble de la polis o comunidad política, en la que no cabía diferen- 
ciar, ni siquiera conceptualmente, los ciudadanos de las instituciones 
políticas, religiosas y culturales. La distinción entre sociedad y Estado, 
no sólo constituye el punto de partida del Estado moderno, sino que 
posibilita el ulterior desarrollo del Estado social. Los modelos de segu- 
ridad social se levantan, según prevalezca el Estado o la sociedad, sobre 
los distintos modos de relacionarse el uno con la otra. Hablamos de 
Estado social, porque ha sido el Estado el que ha organizado la seguri- 
dad social a lo largo del siglo XX. En este último tiempo, sin embargo, 
alegando demasiado burocratismo y costos muy altos, va en aumento la 
crítica de la gestión estatal y vuelve a discutirse un modelo liberal que 
pretende que cada cual se organice según sus disponibilidades o previ- 
sión que tenga ante el futuro, dejando en manos de la caridad el que por 
alguna razón no pueda o no quiera asumir sus responsabilidades. Muy 
crítico de la gestión estatal, pero también del individualismo liberal, se 
ha propuesto un modelo alternativo que deja el control, incluso la ges- 
tión de los servicios sociales en manos de los beneficiarios, y al Estado 
correspondería tan sólo garantizar la financiación. 

De la distinción Estado y sociedad surgen las dos cuestiones claves 
que han ocupado desde sus orígenes al Estado social: la de la propiedad 
y la de la desigualdad social. De la propiedad hemos visto dos concepcio- 
nes, una que antepone el derecho de propiedad, entendido como derecho 
natural, a la constitución del Estado, de modo que éste se funda para 
protegerlo; la otra que da por supuesto que en el «estado de naturaleza» 
todo pertenece a todos y la propiedad, como en general el reconocimien- 
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to de los demás derechos individuales, son una creación del Estado. No 
importa cuál sea la posición que se adopte, en ambos casos la propiedad 
se vincula al proceso de desigualdad social. Su origen estaría en la división 
del trabajo y en la invención del dinero, los dos factores que explican que 
la propiedad se acumule en pocas manos, dejando necesitados de apoyo 
y protección a la mayor parte de la gente. 

El Estado social nace para limitar, o al menos compensar, una des- 
igualdad social creciente, ya que su incremento desmesurado pone en 
peligro el orden social establecido. La función específica del Estado 
social consiste en hacer tolerable la desigualdad social, consustancial 
con el capitalismo, que se supone un factor imprescindible de la liber- 
tad individual y del progreso socioeconómico, dos bienes que sólo se 
consiguen si la desigualdad no traspasa ciertos límites. Una desigualdad 
excesiva, aparte de ser foco de conflictos que desembocan en revueltas 
y revoluciones, actúa de manera negativa, como lo ha puesto de relieve 
Latinoamérica, tanto en el mantenimiento de las libertades, como en el 
desarrollo socioeconómico. Sólo en ocasiones muy excepcionales, como 
fue el caso hasta finales de los años setenta de la socialdemocracia nór- 
dica, el Estado social ha tenido como objetivo eliminar la desigualdad 
social, creando un nuevo orden, el del socialismo democrático. 

Al incluir la filosofía política del Estado en la Filosofía del Derecho 
(1821), Hegel refuerza la tradición de la Modernidad que vincula el Esta- 
do al derecho, como si fueran las dos caras de una misma moneda, pero, 
al fusionar de nuevo la política con la ética, recupera la filosofía práctica 
de la Grecia clásica que, al sustituir la justicia por el poder, la primera 
Modernidad había disuelto. Hegel rechaza el poder, como la categoría 
central del saber político, sin retornar por ello a la idea clásica de justi- 
cia, que la primera Modernidad ya había reemplazado por el derecho. 
No obstante, propone una concepción tan peculiar del derecho, que de 
nuevo lo vincula de alguna manera a la idea clásica de justicia. Se afana 
por recuperar la filosofía práctica de la polis, en particular, la filosofía 
ético-política de Aristóteles, pero en las nuevas condiciones que impone 
la Modernidad. Pese a tan descomunal esfuerzo, no ha podido evitar que 
el derecho positivo, como expresión de la voluntad del Estado, poco o 
nada tenga que ver con la justicia!, 


1. El filósofo del derecho de la primera mitad del siglo xx, Gustav Radbruch, con- 
cibe el derecho como un «concepto cultural» que incluye una dimensión valorativa. El 
sentido del derecho es servir a los valores jurídicos, es decir, a la idea de derecho y ésta 
no puede ser otra que la justicia (Est autem ius a iustitia, sicut a matre sua, ergo prius fuit 
iustitia qua ius). Pero la justicia, como lo bueno, lo verdadero y lo bello, es un absoluto 
que no cabe deducir de otros valores ni extraer de la realidad. Subjetivamente la justicia 
es el afán de justicia, se es justo si se pretende serlo, pero en un sentido objetivo, con- 
siste en una determinada relación entre los individuos. Cabe una justicia compensatoria 
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La nueva concepción del Estado y del derecho que aporta Hegel sig- 
nificó un cambio de perspectiva que, por un lado, permitió que la izquier- 
da revolucionaria tomase cuerpo y, por otro, influyó directamente en al- 
gunos aspectos del Estado social. En las dos respuestas, la revolucionaria 
y la reformista del Estado social, a una rapidísima acumulación capitalista 
que llevaba consigo una enorme desigualdad social, el pensamiento de 
Hegel desempeñó un papel de primer orden. La relación de Hegel con el 
marxismo revolucionario es bien conocida, en cambio, se ignora, a veces 
incluso entre los especialistas, que Hegel es el pensador que diseña el 
Estado social en sus rasgos fundamentales, sobre todo insiste en algunos 
aspectos imprescindibles para juzgar la situación crítica por la que pasa el 
Estado social en nuestros días. Me he extendido en Hegel tal vez un poco 
más de lo debido porque su filosofía política, pese a la enorme influencia 
que ha ejercido en el tema de este libro, es hoy bastante desconocida. 


LA IDEA DE DERECHO EN HEGEL 


Como Kant, Hegel también proviene de la estirpe rousseauniana para la 
que la libertad define lo humano. A pesar de que parten de una misma 
fuente, los dos grandes representantes del idealismo alemán han desa- 
rrollado filosofías de la libertad muy diferentes. Si para Rousseau y Kant 
la libertad es subjetiva, soy yo el que se experimenta libre, para Hegel la 
libertad para ser plena tiene que alcanzar una objetividad institucional. 
Soy objetivamente libre, es decir, más allá de la conciencia individual, 
si lo soy en un ámbito social estructurado de tal forma que haga real 
mi libertad, junto con la de todos los demás. La libertad no es sin más 
la conciencia subjetiva de que soy libre, simplemente porque tenga que 
decidir, quiera o no; la libertad para Hegel es una entidad objetiva que se 
realiza en un mundo social concreto. En tanto que experiencia subjetiva, 
la libertad es inaccesible al conocimiento, pertenece al noúmeno, y sólo 
cabe hablar de ella como «postulado de la razón práctica»; en cambio, 
para Hegel la libertad, no sólo es cognoscible y definible, sino que cons- 
tituye el eje en torno al cual gira toda su filosofía que, en último término, 
cabría resumir como una reflexión en torno a la libertad. 

Desde esta objetivización de la libertad hay que aproximarse a la 
idea hegeliana de derecho, que no es simple expresión del poder so- 


(ausgleichende) entre individuos iguales y una distribuidora (austeilende) que presupone 
la anterior en cuanto nos hace iguales. La igualdad es siempre una abstracción a partir 
de las desigualdades dadas. Si se recurre a la categoría de justicia, se hace en un sentido 
meramente formal que se confunde con la de igualdad (G. Radbruch, Rechtsphilosophie. 
Gesamtausgabe Il, ed. de A. Kaufmann, Heidelberg, 1993, pp. 29-35). 
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berano, pura creación del Estado, como propuso Hobbes, cortando de 
golpe el nudo gordiano de su posible relación con la justicia, categoría 
teológica que el filósofo inglés rechaza, ni tampoco, como creía Locke, 
manifestación de la voluntad divina, derecho natural, que antecede a la 
aparición del Estado, haciendo incluso factible que surja. Hegel supera 
ambas posiciones al absorberlas en una nueva concepción del derecho 
natural que si, por un lado, cuestiona la tradición iusnaturalista que 
hasta entonces había prevalecido, por otro, lo restituye al repensarlo 
como Sittlichkeit: no en vano, el subtítulo de la Filosofía del Derecho 
es Derecho natural y teoría del Estado (Naturrecht und Staatswissen- 
schaft). Frente al iusnaturalismo que afirma que una ley no es tal si no 
es justa, Hegel con Hobbes piensa que una ley siempre es justa, ya que 
como decía el gran jurista inglés «no es la sabiduría sino la autoridad 
la que hace la ley»?. No son los sabios juristas los que dictan las leyes, 
sino la persona o la institución que detente el poder legislativo. Hegel 
modifica a Hobbes en el sentido de que si es cierto que la autoridad 
hace la ley, la hace siempre con sabiduría, y no es que la sabiduría pro- 
venga del hecho mismo de que exista la ley. Como Hegel afirma ya en 
el prólogo de su Filosofía del Derecho «lo que es racional es lo real y lo 
real es racional», sentencia que únicamente tiene sentido, si con Hegel 
no se confunde lo existente con lo real, Dasein con Wirklichkeit y, por 
tanto, no se identifica el derecho positivo con el Derecho’. 

En suma, al incluir una noción ampliada de derecho natural en la 
Sittlichkeit*, Hegel suprime el dilema que opone el derecho positivo al 
derecho natural. Con la reelaboración que hace del derecho natural en 
su teoría del Estado, se aparta, tanto de la doctrina que identifica los de- 
rechos humanos fundamentales con un derecho natural anterior a la apa- 
rición del Estado, como de la ilusión de una república universal más allá 
del Estado. El Estado es la realidad última que crea el «Espíritu objetivo», 
en el despliegue de la libertad objetivada, lo que de ningún modo implica, 
como a menudo se ha dicho, su deificación. Más allá del «Espíritu objeti- 
vo» se despliega el «Espíritu absoluto» (arte, religión, filosofía). 

El Hegel que ha vivido en su juventud la Revolución francesa sabe 
que la historia ha superado la fase del Estado absoluto, de lo que daría 


2. Th. Hobbes, Diálogo entre un filósofo y un jurista, ed. de M. Á. Rodilla, Tecnos, 
Madrid, 1992, p. 6. 

3. Hegel maneja el concepto de derecho en un doble sentido, uno genérico que en- 
globa el proceso total de la realización de la libertad, y otro restringido, que llama derecho 
abstracto, hoy diríamos formal, o derecho propiamente dicho, que constituye la primera 
fase del despliegue del Espíritu objetivo. Distinguimos ambos significados, escribiendo en 
lo sucesivo el primero con mayúscula y el segundo con minúscula. 

4. Más adelante daré cuenta del significado de este concepto y de las razones que 
me han llevado a no traducirlo. 
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razón el último desarrollo del Espíritu, que culmina en el «saber absolu- 
to» de la filosofía. Al poner la religión sobre el Estado, Hegel restablece 
la doctrina tradicional que Maquiavelo había trastocado al inicio de la 
Modernidad, pero sólo en cierto modo, ya que coloca la filosofía por 
encima de la religión. Ahora la teología es la ancilla de la filosofía, en 
la que culmina el «saber absoluto», y no al revés. Hegel se distancia de 
la primera Modernidad que, como hemos visto, definió el Estado como 
absoluto, es decir, desprendido de cualquier instancia que lo limite, y 
vuelve a considerar «absoluta» a la religión. Pero lo hace abandonando 
la doctrina premoderna que colocaba a la religión revelada más allá 
de la razón, y devolviendo a esta última al lugar preeminente que le 
había otorgado la Modernidad. Más allá del arte y de la religión, como 
síntesis superadora de ambas, el «Espíritu absoluto» alcanza su última 
expresión en la filosofía. 

El Derecho nace como manifestación primera de «una voluntad 
libre», con lo que su «suelo» (Boden) «es lo espiritual (das Geistige) y 
su lugar más cercano, aquel que le sirve de punto de partida, la vo- 
luntad que, al constituir la libertad su sustancia y finalidad, es libre. 
El Derecho es el reino (Reich) de la libertad realizada” (verwirklichte 
Freiheit)»* (Rph $ 4). En estas pocas líneas Hegel enuncia lo esencial de 
su concepción del Derecho que precisa de un breve comentario para 
su cabal intelección. 

En primer lugar hay que dejar sentado que el Derecho pertenece 
al ámbito del Espíritu. Aquí nos tropezamos ya con una primera difi- 
cultad. «Espíritu» y «espiritual» son términos que malamente traducen 
Geist y das Geistige, pero no encuentro en español mejores equivalen- 
tes, máxime cuando se ha extendido su uso con el título de su obra tal 
vez más importante, La fenomenología del Espíritu. En Historia y Espí- 
ritu, una conferencia pronunciada en 1931, después de advertir que «el 
Espíritu en Hegel es una enormidad en todos los sentidos de la palabra, 
una enorme verdad, un enorme error y una enorme complicación», 
Ortega se atreve a definir espíritu como «conocerse a sí mismo». «Libre 
porque se determina a sí mismo, porque manda sobre sí mismo, porque 
sin condicionamiento externo se revela voluntad»*, Cuando Hegel con- 
trapone naturaleza a Espíritu, retoma el viejo binomio griego de physis 
y logos, de modo que tal vez la mejor traducción de Geist fuera logos. 
Al espíritu, como conciencia de sí, Teilhard de Chardin ha llamado 
«noosfera», la esfera del pensamiento. 


5. Traducir a Hegel no es nada fácil. Más que en la literalidad me he esforzado 
en hacer el texto inteligible en español, pero ello conlleva ya una interpretación, por lo 
demás inevitable, que subyace ya en la selección de las citas. 

6. J. Ortega y Gasset, Obras completas V, Alianza, Madrid, 1983, pp. 420 y 426. 
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Pues bien, en el ámbito del Espíritu la realidad más cercana es la 
«voluntad libre», y es libre, porque piensa. Sólo el que piensa puede 
ser libre, en cuanto pensar es conocerse a sí mismo en su entorno. El 
yo cognoscente está siempre instalado en un mundo natural y social, 
desde el que toma conciencia de sí, una autorreflexión que supone una 
reflexión previa de lo que sucede a su alrededor, y a la inversa, perca- 
tarse de lo que ocurre en el entorno implica ya una cierta conciencia de 
sí. En el concepto de Geist Hegel ha superado la escisión entre sujeto 
y mundo exterior, como si pudieran existir por separado. Llama justa- 
mente Espíritu a la unidad de la conciencia con su realidad circundante, 
que no nos es dada desde un principio, sino que, integrando conciencia 
(logos) y entorno (physis) en un proceso universal de despliegue del 
Espíritu, se alcanza como realización de la libertad. 

En su forma primera la voluntad se manifiesta impulso, deseo, in- 
clinación, tal como Hobbes la había definido, pero corrige Hegel, lo es 
únicamente al comienzo. El choque de la arbitrariedad de uno con la 
arbitrariedad del otro desencadena «la guerra de todos contra todos» que, 
si no se logra superar, acabaría con la especie, iniciándose así la larga mar- 
cha hacia la libertad. «La conciencia de sí, que se capta como realidad en 
el pensar, al desprenderse de lo casual y falso, constituye el principio del 
derecho, la moralidad y la Sittlichkeit» (Rph $ 21). En suma, en su acep- 
ción más amplia «el Derecho es el reino (Reich) de la libertad realizada 
(verwirklichte Freiheit)». El Derecho, así con mayúscula, acoge al derecho 
que Hegel llama abstracto, es decir, el derecho propiamente dicho, como 
el punto de partida hacia la moralidad y la Sittlichkeit. 

«El Derecho es el reino de la libertad realizada». ¿Qué significa esta 
definición en el sentido más amplio del Derecho? La categoría central 
del derecho es la libertad en cuanto son inconcebibles el uno sin la otra, 
teniendo muy cuenta que rechaza cualquier interpretación subjetiva de 
la libertad. No se es libre porque en abstracto podamos elegir entre dis- 
tintas opciones, sino que únicamente lo soy si en un contexto jurídico y 
social determinado son realizables. No tengo libertad de viajar a América 
si no dispongo de los medios de transporte, o de los económicos para 
sufragarlos. La libertad es producto de una sociedad que ha alcanzado 
un determinado grado de desarrollo socio-económico, y además se ha 
estructurado jurídicamente de modo que estén formalizadas las relacio- 
nes entre los individuos. Frente a la libertad formal de todos los ciuda- 
danos en cuanto todos han sido despojados del poder originario y están 
igualmente sometidos a las disposiciones que dicte el poder soberano, 
igualdad ante la ley, Hegel introduce una concepción revolucionaria de 
la libertad, en la que lo decisivo no es el derecho abstracto de alcanzar 
una cosa, sino la posibilidad real de conseguirla. De ser concebido como 
una mera estructura abstracto-formal que regula por igual situaciones y 
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derechos para muchos inasequibles, el Derecho se muestra expresión con- 
creta de una libertad que se realiza en el despliegue objetivo del derecho 
abstracto, la moralidad y la Sittlichkeit, que constituyen el entramado de 
relaciones socioeconómicas, morales y jurídicas que posibilitan realizarse 
en libertad. 

Esta concepción del Derecho supone una ruptura con la que había 
predominado hasta entonces e inaugura una concepción social de la 
libertad, no ya como igualdad formal de derechos, sino como igualdad 
en la realización concreta de estos derechos. Frente a la libertad for- 
mal abstracta, la libertad concreta como realización de un derecho. No 
basta el principio abstracto de que todos tienen derecho a una vivienda 
digna; la libertad concreta exige la realización de este derecho. Dere- 
cho es libertad realizada. Junto al Estado de derecho que desarrolla la 
burguesía, y que en Kant hemos visto sus inicios, la clase obrera organi- 
zada va a diseñar el Estado social, que comienza en Hegel, aunque sólo 
como teoría. Aunque a menudo haya pasado inadvertido, el Estado 
social subyace ya en esta concepción hegeliana del Derecho. 


EL DERECHO ABSTRACTO 


Siguiendo en este punto, como en tantos otros, a Rousseau, Hegel parte 
de la situación vivida, y no de una reconstrucción hipotética de cómo 
en tiempos remotos habrían surgido Derecho y Estado. Desde un pre- 
sente en el que la persona es libre porque dispone de cosas, y por medio 
de ellas se relaciona con los demás, constata que la primera expresión 
del Derecho es el derecho individual de la persona, tal como lo encon- 
tramos en el derecho romano, pero del que la Modernidad nos ha dis- 
tanciado en algunos extremos. De él nos separa el hecho fundamental 
de que el derecho romano no considerase a todo individuo persona sui 
iuris, es decir, con capacidad jurídica (Rechtsfábigkeit), mientras que 
hoy nadie duda que esta cualidad pertenece a todos. «El hombre vale 
en cuanto hombre, no porque sea judío, católico, protestante, alemán, 
italiano, etcétera» (Rph $ 209). El derecho convierte a todos los indivi- 
duos en personas, por lo que su principio básico reza «sé una persona 
y respeta al otro como persona» (Rph $ 36). Para ser persona libre has de 
respetar al otro en su libertad, relación entre personas libres que sólo 
cabe por mediación del derecho. 

La persona demanda «una esfera exterior de libertad» que obtiene 
con la posesión de cosas. El acceso a la propiedad, al facilitarnos el 
ámbito externo de la libertad que estructura el derecho en relación con 
los demás propietarios, nos hace «personas», es decir, individuos que el 
derecho pone en relación los unos con los otros. Poder fijar la voluntad 
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en una cosa es el primer derecho individual, al que se puede llegar por 
apropiación, si la cosa a nadie pertenece, o, si ya fuese propiedad de 
otro, por acuerdo mutuo. Las dos instituciones básicas del derecho abs- 
tracto individual, como lo denomina Hegel, o si se quiere, del derecho 
privado, como diríamos hoy, son la propiedad y el contrato”. 

En el derecho abstracto, primera forma en que se manifiesta el De- 
recho, la institución básica es la propiedad, creación del derecho que a 
su vez no hubiera podido surgir sin ella: propiedad y derecho emergen 
a la par, mutuamente dependientes. Sobre la propiedad se levanta el 
derecho privado, a la vez que desempeña un papel primordial en la apa- 
rición del Estado que nace con la misión de protegerla. De esta posición 
de la propiedad, como institución básica, tanto del derecho privado, 
como del público, se derivan una serie de consecuencias de gran alcance 
que conviene enunciar. La primera y principal, que la relación entre 
personas que posibilita el derecho se da únicamente entre propietarios. 
La segunda, que si es la propiedad la que nos relaciona con los demás, 
como sujetos de derecho, del concepto de «persona» quedan eliminadas 
todas las cualidades que nos distinguen de los demás, pero que no tie- 
nen que ver con nuestra relación con las cosas, en tanto que propietarios. 
Privados de todas las cualidades que nos singularizan, la propiedad que 
posibilita la primera relación que el derecho establece con los demás con- 
lleva el principio de igualdad jurídica: en tanto que propietarios, todos 
iguales ante la ley. 

En este primer momento de despliegue del «Espíritu objetivo», Hegel 
aparta explícitamente la cuestión de qué podemos apropiarnos —¿aca- 
so del aire que respiramos, del agua que bebemos, o de los demás hom- 
bres? — y sobre todo de cuánto. «En la relación con las cosas externas 
es racional (Verninftige) que exista la propiedad... Pero qué y cuánto 
poseo, es una arbitrariedad jurídica (rechtliche Zufálligkeit)» (Rph $ 49), 
que depende de mis objetivos, necesidades, talento, circunstancias, cua- 
lidades que pertenecen a la «subjetividad», concepto, distinto del de 
«persona», que integra ya las cualidades propias de cada uno, y que 
aparece en la moralidad, la siguiente etapa del «Espíritu objetivo». En 
la teoría del derecho abstracto Hegel excluye explícitamente la cues- 
tión tan embarazosa de qué cosas pueden ser objeto de apropiación y 
sobre todo a cuánta propiedad se tiene derecho, cuestiones que ya habían 
tratado Locke y Rousseau con respuestas muy diferentes, como ya hemos 
visto, y que Hegel vuelve a plantear en la Sittlichkeit, dejando honda 
huella en los siglos siguientes. Si la propiedad es constitutiva de nuestra 
libertad y, por tanto, a nadie debe faltar lo que se considere imprescin- 


7. Impulsado por la lógica tripartita de la dialéctica, Hegel añade una tercera, que 
llama Unrecht, lo contrario a derecho, en que se ocupa del fraude, la coerción y el delito. 
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dible para subsistir, la pregunta clave es ¿cuánto se debe poseer como 
mínimo para ser persona libre? Cuestión que en el siglo XX el Estado 
social ha planteado, y en algunos casos incluso ha dado una respuesta. 

La propiedad establece las relaciones jurídicas entre las personas. El 
derecho tiene así su realidad primera en una esfera externa, aquella que 
viene enmarcada por las cosas que poseemos, de modo que la libertad 
se muestra en esta primera fase como una abstracción que se halla en la 
externalidad. La objetivización, mejor digamos con Hegel, la cosificación 
(Versachlichung) de las relaciones entre las personas es la otra cara de la 
propiedad, cosificación que supone la reducción de todas las relaciones 
interpersonales a comprar, vender, adquirir, enajenar, es decir, a las que 
vienen mediatizadas por la propiedad. Fuera quedan todas las relaciones 
interpersonales de las que no cabe apropiarse, ni ser objeto de contrato. 
«Los individuos, en cuanto ciudadanos de este Estado, son personas priva- 
das, cuya única finalidad es el interés propio» (Rph $ 187). La consecuen- 
cia es la enajenación (Verdinglichung) y destrucción de los compromisos 
morales con el único fin egoísta de lograr la propia autorrealización. En 
esta ambivalencia, libertad abstracta y cosificación, consiste el principio 
general de la sociedad burguesa, que no cabría superar, eliminando la 
propiedad privada, como va a pretender el socialismo revolucionario, 
sino, piensa Hegel, integrándola en el ámbito del Estado como Sittlichkeit. 


MORALIDAD 


En la larga marcha hacia «la realización de la libertad», el salto del de- 
recho abstracto, si se quiere derecho propiamente dicho, a la segunda fase 
que Hegel llama de la moralidad, supone convertir la voluntad «en sí» de 
la «persona» en la «para sí» del «sujeto». De la abstracción primera del 
derecho, la libertad pasa a determinarse a sí misma. Autodeterminación 
(Selbstbestimmung) llama Hegel a lo que Rousseau y Kant denominaron 
«autonomía». La «subjetividad», en cuanto voluntad «para sí», es decir, 
capaz de reflexionar sobre sí misma y decidir por sí, constituye el princi- 
pio de la moralidad. La «voluntad subjetiva» o moral, que se manifiesta en 
la acción, que nos proporciona mayor o menor reconocimiento según sea 
su resultado, culmina en las dos categorías centrales de la moralidad, el 
bien y la conciencia moral. Al independizarlos del Derecho, Kant habría 
amarrado la moralidad a una concepción «abstracta, limitada y formal» 
(Rph $ 108). A partir de la crítica del dilema kantiano (legalidad y mo- 
ralidad, que Kant no logra reconciliar) Hegel define la moralidad como 
una remodelación ampliada de la primera forma del derecho abstracto. 
Pero, pese a su crítica de la moral kantiana, no puede prescindir de la 
autonomía, como el principio constitutivo de la Modernidad: 
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El derecho a que se satisfaga la particularidad (Besonderheit) del sujeto, o 
lo que es lo mismo, el derecho de la libertad subjetiva, constituye el pun- 
to de inflexión y el central que diferencia la Antigüedad de los tiempos 
modernos. Y el cristianismo ha expresado este derecho en su infinitud, 
convirtiéndolo en el principio real de un mundo nuevo (Rph $ 124). 


En esta fase del Espíritu objetivo Hegel hace suya la moral kan- 
tiana de la subjetividad, que vincula a la aparición del cristianismo. 
Con ello es el primero que propone una teoría de la Modernidad, 
entendida como la ruptura cristiana con la Antigüedad, a la que me 
he referido en el capítulo primero. Sin perder la dimensión de sub- 
jetividad «infinita» que introdujo el cristianismo, trata de recuperar 
la concepción antigua de una moral que retiene la dimensión polí- 
tico-social de la convivencia. La siguiente y última fase del «Espíritu 
objetivo», despliegue del Derecho como «libertad realizada», consiste 
en identificar la «conciencia pura», es decir, decantada de todos los 
residuos de la vanidad y de lo arbitrario personal, con la «generalidad 
abstracta» (abstrakte Allgemeinheit), es decir, el Bien. «La Sittlichkeit 
es la identidad concreta del Bien y la subjetividad» (Rph $ 141), en la 
que se reconcilia de nuevo la ética con la política, vínculo que había 
diluido la primera Modernidad. 

En la Modernidad, a diferencia del mundo antiguo, la ética se ha in- 
dividualizado y delata este carácter en las distintas formas que adopta, 
desde el utilitarismo anglosajón a la autonomía del sujeto ético en Kant. 
Al criticar cualquier forma de individualismo, incluyendo su forma más 
elaborada en la filosofía práctica de Kant, Hegel representa la excep- 
ción. Critica al individualismo, pero sin abandonar la gran conquista 
que supuso el reconocimiento de la autonomía moral del individuo. 
Antes al contrario, de lo que se trata es de reconciliar la moral indivi- 
dual de la Modernidad, a la que llama «moralidad», con la moralidad 
colectiva que resulta de la integración plena del individuo en la co- 
munidad que es a lo que llama Sittlichkeit. La primera exigencia de la 
razón es que el ser humano sea tratado como sujeto racional, es decir, 
fin y no medio. La segunda, que el Estado se identifique con el Dere- 
cho. Desde la asunción de la autonomía del individuo pretende superar 
el individualismo kantiano, integrando el individuo en la comunidad. 
Con lo que la moral sólo puede adquirir un contenido concreto en una 
política que propugne un proyecto de sociedad que es deber de todos 
llevar adelante. Hegel procura salvar a Kant en la autonomía del sujeto, 
pero recuperando su realización plena en la polis, es decir, reconcilián- 
dolo con Aristóteles. 
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SITTLICHKEIT 


Tal vez la mayor dificultad para comprender a Hegel, como de hecho a 
toda la filosofía que se inspira en el idealismo alemán, es la jerga tan pe- 
culiar que emplea, dificultad que en las lenguas románicas aumenta, al 
no contar con los dobletes que desarrolla el lenguaje filosófico alemán 
que utiliza la palabra de origen germánico, por ejemplo, allgemein, y la 
de origen latino, generell, o besonder y speziell, cada una con un sentido 
distinto. En las lenguas que sólo cuentan con la palabra de raíz latina, 
podemos explicitar estos sentidos, pero no referirlos a términos distin- 
tos. En español tenemos dos palabras, una de origen griego, «ética», 
y otra latino, «moral», y ello nos permite dar un significado distinto a 
cada una. Aunque mores en latín significa lo mismo que Sitten en ale- 
mán, esta lengua dispone de tres vocablos, uno de origen griego Ethik, 
otro latino, Moral, y un tercero de raíz germánica Sittlichkeit. Morali- 
dad y Sittlichkeit, que por lo general significan lo mismo, se toman aquí 
con sentidos esencialmente diferentes. Hegel nos advierte que, «aunque 
por su etimología signifiquen lo mismo, ello no impide que empleemos 
distintas palabras para conceptos distintos» (Rph $ 33). 

Disponer de una sola palabra en latín para traducir dos conceptos 
diferentes que en griego cuentan también con dos términos es una difi- 
cultad que ya conocieron los romanos. La palabra ética, en griego ethiká, 
proviene de ethos, con eta, que significa morada, lugar en que se habita 
y que termina significando algo así como patria. En alemán, wohnen, ha- 
bitar, tambien está relacionado con gewöhnen, acostumbrar, y los usos y 
costumbres, Sitten, tienen que ver con la moral, Sittlichkeit. Aristóteles 
deriva el concepto de ética, con eta, de ethos, con épsilon, que significa, 
hábito, costumbre*. El ethos, entendido como carácter, se adquiere por 
la repetición de unos mismos actos, es decir, por costumbre. El hábito 
hace al carácter. El latín tiene que expresar con una sola palabra los 
contenidos distintos de dos griegas, y así mos, que con el significado 
originario y más frecuente de costumbre, por influencia griega puede 
terminar significando en Cicerón carácter. 

Tampoco cabe traducir en español Moral y Sittlichkeit por moral y 
ética. Tanto la palabra «ética», que suele aludir a una moral que preten- 
de estar fundamentada, por lo tanto, es más bien teoría, como la palabra 
«moral», que suele vincularse a los actos y comportamientos, y conecta 
así con los usos y costumbres, se refieren ambas a actos individuales. El 
concepto de ética y el de moral, aunque en español hayan desarrolla- 


8. «La ética procede de la costumbre, por lo que hasta su nombre se forma mediante 
una pequeña modificación de costumbre», es decir, de ethos, con eta, morada, a ethos, con 
épsilon, que significa costumbre (Etica a Nicómaco, II, 1, 1103 a, 17-18). 


80 


DERECHO Y ESTADO EN HEGEL 


do matices distintos, hacen referencia los dos a acciones individuales, 
coincidiendo con el sentido más extendido en las lenguas modernas, 
incluido en alemán. Aranguren, consciente de estas dificultades, deja el 
término de ética y el de moral para la dimensión individual, que Hegel 
llama moralidad, pero desecha el de «ética social» para Sittlichkeit: 


Por ética social pueden y deben entenderse dos cosas diferentes: bien 
la ética de la relación interpersonal de cada hombre con el alter o alter 
ego, con el otro hombre, persona moral como yo; o bien la relación im- 
personal, que fundamentalmente transcurre en el plano político-social, 
hoy cada vez más técnico-económico, pero que debe estar penetrada de 
sentido ético, de todos los hombres, y yo entre ellos, como un conjunto 
de alii. A lo primero llamaremos ética de la alteridad. A lo segundo, 
ética de la aliedad?. 


Siguiendo a Aranguren, cabría muy bien traducir el concepto hege- 
liano de Sittlichkeit por ética de la aliedad, pero no creo que este neolo- 
gismo resulte más comprensible que si lo dejo en alemán. Cabría tal vez 
recurrir al concepto de «ética pública», si no fuera porque el concepto 
de lo público se confunde a menudo con lo estatal y, sobre todo, por- 
que la oposición público-privado en la Grecia clásica, de donde Hegel 
extrae la noción de Sittlichkeit, no ha desarrollado todavía el sentido 
que va a tener en el derecho romano. 

A sabiendas de la superioridad ético-política de la polis, pero también 
consciente de la imposibilidad de reproducirla en las condiciones de 
la Modernidad, la cuestión que Hegel hereda de Rousseau es cómo 
integrar la autonomía del individuo en la comunidad política. La moral 
kantiana se había instalado más allá de la política, estableciendo límites 
que el individuo ni el Estado deben transgredir. Para Hegel, en cambio, 
la moral, como principio que atañe al individuo, se queda en pura abs- 
tracción, mientras no se concrete en el plano político. La Sittlichkeit es, 
por tanto, la moral que se ha hecho carne en la vida social y política, tal 
como ya ocurrió en la polis. «A la pregunta de un padre, de cuál sería la 
mejor forma de educar sittlich a su hijo, un pitagórico (también se ha 
puesto en boca de otros) contestó: haciéndole ciudadano de un Estado 
con buenas leyes» (Rph $ 154). 

La noción de Sittlichkeit trata de reconciliar en el Estado, como 
realidad moral concreta, las tres categorías de individuo, sociedad y Es- 
tado, que había distinguido la Modernidad. La Sittlichkeit, más allá de 
la moral que prescribe los deberes que tengo conmigo y con los demás, 


9. J.L. L. Aranguren, Ética y política, en Obras completas 3, ed. de F. Blázquez, 
Trotta, Madrid, 1995, p. 88. 
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enmarca los que tengo con la comunidad de la que formo parte. Y como 
estos deberes se basan en normas y usos establecidos (Sitten), el rasgo 
que define a la Sittlichkeit es que ordena lo ya establecido, sea regla 
social, o norma estatal. En la Sittlichkeit, por tanto, no cabe diferenciar 
entre lo que es y lo que debe ser, al contrario de lo que ocurre en la 
moral que, en cuanto atañe al sujeto, como expresión de una voluntad 
racional individual, está obligada a realizar lo que debe ser. 

Hegel critica a Kant por limitarse a la moral sin considerar la di- 
mensión de la Sittlichkeit, y el precio que paga por ello es no poder 
reconciliar la ética con la política. Al mantenerlas separadas, se queda 
en un deber meramente formal, en pura abstracción. La moral kantiana 
se muestra incapaz de superar la lucha permanente entre lo natural y lo 
moral que, al volver a engarzar la moral con la comunidad, es lo que, 
justamente, Hegel cree haber conseguido. Como toda su generación, 
había quedado prendado de una imagen idealizada de la polis en la que, 
aún antes de que la subjetividad se hubiera desplegado, habría alcanza- 
do la Sittlichkeit. La polis habría quebrado cuando el racionalismo indi- 
vidualista de los sofistas expande una moralidad subjetiva, que luego va 
a desarrollar el cristianismo. Ya desde la primera Modernidad cristiana 
se habría perdido la dimensión comunitaria de la Sittlichkeit, pero en 
opinión de Hegel la Revolución francesa habría hecho un gran esfuerzo 
por recuperarla, al menos en las condiciones que impone la sociedad 
moderna. Hegel rompe con el individualismo contractualista y trata de 
recobrar la dimensión ético-comunitaria de la Grecia clásica. 

Una interpretación tan distinta de la moral proviene de una con- 
cepción también muy distinta del conocimiento. Para Kant, sólo cabe el 
juicio sintético, que elabora los datos externos de un saber empírico, y 
el juicio sintético apriori, que reelabora los datos de la experiencia en un 
conocimiento universal. Para Hegel, en cambio, conocer supone acceder 
a la totalidad. En el prólogo de la Fenomenología del Espíritu escribe «la 
verdad es el todo», tal vez la fórmula que de manera más concisa exprese 
el último meollo del pensamiento hegeliano. No es que el hombre 
primero exista y luego conozca, sino que existe, conociendo que lo que 
conoce no le es algo extraño y ajeno, sino que, al conocer la totalidad, 
se conoce a sí mismo. De ahí que todo conocimiento parcial sea falso; la 
verdad radica en la integración de las partes en una totalidad que se desa- 
rrolla en el tiempo. Hegel subraya tanto la unidad sustancial del yo con el 
mundo circundante, como su temporalidad. La verdad está en la totalidad 
que se va haciendo en diferentes momentos y que la razón especulativa 
aprehende en su marcha dialéctica. La verdad, como resultado de este 
proceso, se encuentra siempre al final. Hoy nos cuesta mucho hacernos 
cargo de esta visión global de la realidad como producto final de la Ra- 
zón absoluta, pero, si dejamos a un lado las implicaciones metafísicas del 


82 


DERECHO Y ESTADO EN HEGEL 


sistema, aparte de las muchas incongruencias inevitables en construcción 
tan imponente, asombran los muchos elementos que aporta para conocer 
la sociedad y el Estado modernos. 

El Derecho, en tanto que «libertad realizada», toma cuerpo en la 
Sittlichkeit que consiste en el despliegue de las tres instituciones básicas 
de la familia, la sociedad burguesa y el Estado, las tres categorías capi- 
tales en que culmina la Filosofía del Derecho. El gran logro de Hegel es 
haber captado en su entramado la Modernidad como sustancialmente 
distinta de la sociedad antigua y medieval. Hegel es el primer filósofo 
que reflexiona sobre la Modernidad como categoría histórica; de ahí la 
enorme influencia que ha ejercido, pero, obligado por su concepción 
de la verdad, como totalidad que sólo se conoce al ocaso, tiene que 
pensarla como el final de la historia. La historia es inteligible porque 
al final la conocemos en su totalidad como Modernidad. La dificultad 
con la que Hegel continuamente se debate, y maravilla cómo a menudo 
la doblega, es someter el acontecer histórico a la dialéctica de la razón 
especulativa, con la que tantas veces no encaja. La sucesión lógica que 
establece, familia, sociedad burguesa, Estado, no se corresponde con la 
secuencia temporal de lo acontecido. El desarrollo de la sociedad bur- 
guesa, que es lo que propiamente constituye la Modernidad, antecede 
a los cambios que se producen en la familia y en el Estado en su versión 
moderna. Si además la inteligibilidad de la historia se alcanza sólo al 
final, Hegel queda obligado a suponer la permanencia definitiva de las 
instituciones que ha creado su tiempo. 

Llama la atención que instalados ya plenamente en la Modernidad 
capitalista, conscientes de los enormes cambios que la humanidad ha 
vivido en los dos últimos siglos, y a pesar de que la conciencia de la 
historicidad se haya colado por todas las rendijas, sigamos cobijados 
en la seguridad que proporcionan instituciones y valores que conside- 
ramos imprescriptibles desde la conciencia de haber llegado al fin de 
la historia. Nos sentimos seguros desde la convicción de que el futuro 
no se diferenciará sustancialmente del presente y, pese a que la incerti- 
dumbre crece, seguimos empeñados en que capitalismo y democracia 
nos acompañarán por siempre. La historia resulta inteligible, porque 
creemos conocer el final: la realización plena de las instituciones eco- 
nómicas, sociales y políticas que ya disfrutamos en sus formas embrio- 
narias básicas. Ésta es la expectativa que se ha derrumbado en nuestro 
tiempo, arrastrando consigo el Estado social, la creación de la que nos 
sentíamos más orgullosos, 

La dialéctica que despliega, derecho abstracto, moralidad y Sittlich- 
keit, está pensada desde el presente, sin remontarse a ningún pasado 
remoto. La primera Modernidad rechaza a la familia como embrión 
del Estado e introduce la categoría de «estado natural», como antece- 
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dente lógico y/o real del Estado. La teoría contractualista sustituye a la 
doctrina familiar-patriarcal del origen del Estado. Hegel recusa, tanto 
la vieja doctrina del origen familiar del Estado, como la moderna de 
su origen contractual. No recurre a las ficciones de «estado natural» 
ni de «contrato social», para dar cuenta de la realidad jurídica, moral, 
socioeconómica y política, que en su conjunto denomina Derecho. 


LA FAMILIA 


Los tres momentos de la Sittlichkeit son la familia, la sociedad burguesa 
y el Estado. La familia, en su forma originaria, la gran familia, habría 
constituido las primeras formas de organización política. A partir de la fa- 
milia Aristóteles da cuenta de la polis, como un conjunto de asociaciones 
familiares a la que se han trasladado buena parte de los derechos políticos 
que antes eran propios de la familia. En su forma originaria había sido la 
institución básica de una sociedad agraria; en la que, además de multitud 
de funciones políticas, llevaba a cabo las tareas de producción, reproduc- 
ción y consumo. Hasta bien entrado el siglo xvii (en el pensamiento más 
reaccionario, prácticamente hasta nuestros días) la familia se ha conside- 
rado el antecedente inmediato del Estado, hasta el punto de tomar de ella 
los rasgos esenciales (teoría patriarcal del Estado). 

Instalado ya en la Modernidad, Hegel describe a la familia des- 
prendida del patriarcalismo propio de la gran familia tradicional. La 
moderna familia nuclear ha perdido la función productiva y de satis- 
facción de las necesidades (consumo) que se han trasladado a la «so- 
ciedad burguesa». Gracias a lecturas tempranas de la economía política 
que estaba naciendo (nombra a Adam Smith, Jean-Baptiste Say, David 
Ricardo, Rph $ 189), Hegel percibe muy pronto que lo que caracte- 
riza a la nueva sociedad emergente es que, con el desarrollo de otras 
actividades, comerciales e industriales, la producción y el consumo se 
ubican fuera de la familia. La centralidad que el joven Hegel había 
atribuido a la Revolución francesa, el maduro la atribuye a la «sociedad 
industrial», a la que se refiere sin utilizar esta expresión, que inventa su 
coetáneo, Henri de Saint-Simon (1760-1825). El individuo se escinde 
en miembro de una familia, en la que satisface sus necesidades afectivas, 
y de una sociedad, en la que trabaja/(produce) y de dónde proceden los 
bienes que consume. 

Trasladadas a la sociedad las funciones económicas, políticas y so- 
ciales que la gran familia desempeñó en el pasado, el nuevo tipo de 
familia nuclear se diferencia de la tradicional en que establece el matri- 
monio, como una relación de igualdad, fruto del amor entre los esposos 
que sustituye al poder omnímodo del paterfamilias: con la Modernidad 
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el amor romántico habría penetrado en la familia, espiritualizándola. A 
su vez el patrimonio familiar deja de pertenecer en exclusiva al padre, 
con lo que se pasa de «la arbitrariedad de la propiedad abstracta para 
satisfacer las necesidades del mero individuo y del egoísmo del deseo», 
y se convierte en una preocupación compartida. Al ejercer conjunta- 
mente la administración de los bienes familiares, el patrimonio adquie- 
re también una dimensión espiritual-moral (sittlich)» (S 170). En fin, 
la reproducción alcanza su verdadera dimensión moral, cuando ambos 
cónyuges se ocupan de la educación de los hijos. 

Si la familia tradicional es permanente, se nace y se muere dentro 
de ella, sin que la voluntad libre juegue el menor papel, el carácter más 
llamativo de la familia moderna es que es creación de la libertad y, por 
tanto, perecedera. La familia caduca cuando los hijos, al llegar a la mayo- 
ría de edad, se independizan y forman una nueva familia, o cuando se 
disuelve por la misma decisión libre que un día la fundó (Rph $ 176). 
El divorcio es la consecuencia lógica de la espiritualización de un ma- 
trimonio que se ha realizado en libertad. Del vínculo amoroso entre los 
esposos, libremente aceptado, de compartir el patrimonio común y de 
ocuparse ambos cónyuges de la educación de los hijos proviene la espi- 
ritualidad de la familia moderna (el amor es su componente esencial), 
pero también su carácter provisional. 

Gracias a esta depuración de sus contenidos económicos, políticos 
y sociales, la familia nuclear moderna se instala en la subjetividad, con 
lo que adquiere una dimensión espiritual y moral. Mientras que la mu- 
jer se encarga de las labores domésticas, en particular de la educación 
de los hijos, el marido preside la institución en virtud de que es el que 
gana los recursos necesarios fuera de casa. Lo grave es que Hegel uni- 
versaliza la división de funciones de la familia nuclear burguesa, como 
si fuera expresión última de la razón. Cuando ambos cónyuges trabajan 
fuera de casa y se independizan económicamente, quedan sin funda- 
mento los roles atribuidos a cada uno, con el peligro de que se desmo- 
rone el tipo de familia nuclear surgido con la sociedad burguesa. En la 
sociedad tradicional todos trabajan en casa, en la sociedad moderna, el 
varón fuera y la mujer dentro, en la sociedad posmoderna ambos fuera 
de casa. Mérito de Hegel es haber descrito correctamente la moderna 
familia nuclear, cuando se encontraba dando los primeros balbuceos, 
pero yerra al elevarla a la expresión última de la razón, dando por 
supuesto que no cupiese un ulterior desarrollo. En el contexto de este 
libro importa resaltar tanto el acierto en la descripción, como el fallo en 
el pronóstico por cuanto el Estado social se ha desarrollado vinculado 
a la familia nuclear, y el debilitamiento de este tipo de familia se revela, 
como veremos más adelante, uno de los factores que dan cuenta de su 
actual desplome. 
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En el pensamiento de Hegel, y sobre todo en el que le sigue, el concepto 
de «sociedad burguesa» (bürgerliche Gesellschaft) ocupa una posición 
central. A primera vista pudiera pensarse que traduce el término de civil 
society, incluso se ha citado el libro de Adam Ferguson, Ensayo sobre la 
historia de la sociedad civil (1767), que Hegel leyó, como antecedente 
inmediato. Cierto que cabría retrotraer el concepto de «sociedad civil» 
hasta el de societas civilis, que ya encontramos en Cicerón, pero para 
nuestro empeño basta con remontarse al siglo XVII y contraponer status 
naturalis a status civilis. El primero se refiere a la situación anterior a 
la organización política de la sociedad, y el segundo a la sociedad ya 
políticamente estructurada, con un sentido equivalente al de Estado: 
civitas sive societas civilis sive res publica. 

Entre los intérpretes no existe acuerdo sobre cuál sería la categoría 
básica en que culmina el «Espíritu objetivo», la «sociedad burguesa» o el 
Estado. Por un lado, la «sociedad burguesa» impregna la idea moderna 
de familia, tan distinta de la tradicional, y la del Estado, en tanto que 
superación de la «sociedad burguesa». El hegelianismo de izquierda 
ha puesto énfasis en el papel central de la «sociedad burguesa», que 
considera la categoría clave para entender la Modernidad. La Filosofía 
del Derecho contiene la primera teoría de la «sociedad burguesa» que 
lleva en su seno, tanto el saber económico que ha cuajado poco antes, 
como la sociología que va a emerger poco después. En el hegelianismo 
de derecha, en cambio, el Estado representa la categoría primordial en 
que culminaría una Modernidad que habría superado los elementos 
disgregadores de sus primeras formas. 

Como vimos en los dos capítulos anteriores, la primera Moder- 
nidad había distinguido el Estado, que acumula todo el poder, de la 
sociedad, entendida como el conjunto de individuos despojados del 
poder originario. En este binomio, el concepto de sociedad civil, en 
cuanto resulta de oponerlo al de Estado, es uno meramente negativo 
que no abarca los diferentes contenidos que la sociedad civil va ad- 
quiriendo con el tiempo. Hegel diferencia claramente la sociedad del 
Estado, pero no en el sentido de que se excluyan mutuamente. Al no 
partir de la ficción del «estado natural», anterior a la «sociedad civil», 
ni del no menos mítico de «contrato social», sobre los que la filosofía 
política inglesa había levantado el concepto de sociedad civil, le otorga 
un significado nuevo que conviene subrayar con una denominación 
también nueva, «sociedad burguesa», un sistema nuevo de relaciones 
sociales que impregnan tanto a la familia como al Estado. Para que no 
se confunda bürgerlich con «civil» le añade el término bourgeois. La 
«sociedad burguesa» que describe Hegel no es la sociedad civil, que gira 
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en torno a la propiedad, contrapuesta a un Estado, sin otra misión que 
protegerla, que manejó la filosofía política de los siglos XVI y XVII y 
que el liberalismo ha conservado hasta nuestros días. 


En el derecho abstracto el objeto es la persona; desde el punto de vista 
de la moralidad, el sujeto; en la familia, el miembro familiar; en la 
sociedad burguesa, el ciudadano (Bürger como bourgeois), que desde la 
perspectiva de las necesidades es la representación concreta de lo que 
llamamos ser humano (Mensch) (Rph $ 190). 


Hegel distingue entre el hombre, que satisface en la sociedad sus 
necesidades naturales, y ciudadano, integrado «en un sistema de depen- 
dencias mutuas, en el que subsistencia, bienestar y dimensión jurídica 
del individuo, están enlazados con el sistema establecido de subsisten- 
cia, bienestar y derecho sobre el que se fundamenta la anterior relación. 
Por lo pronto se puede concebir este sistema como un Estado externo, 
un Estado de necesidad o del entendimiento» (Äußeren Staat, Not- und 
Vertandesstaat)» (Rph § 183), las tres denominaciones que da a la «so- 
ciedad burguesa». 

La sociedad burguesa es el ámbito en el que se satisfacen las necesida- 
des naturales, de modo que «el estado de naturaleza» no es una etapa que 
luego supera la «sociedad civil», sino que permanece ínsito en cualquier 
forma de organización social, ya que siempre habrá que satisfacer las ne- 
cesidades naturales. «Estado de la naturaleza» y «sociedad civil», lejos de 
contraponerse, están fusionados en la «sociedad burguesa», en cuanto no 
cabe superar el «estado natural», es decir, dejar de depender de las nece- 
sidades físicas que impone la existencia. En todas las formas concebibles 
de organización social, la cuestión principal radica en la forma de satis- 
facer las necesidades básicas. El egoísmo animal de lo humano es, y será 
siempre, punto de partida de cualquier forma de organización social. De 
ahí que llame «sistema de las necesidades» al principio que fundamenta 
la sociedad burguesa. «Los individuos son, en cuanto ciudadanos de este 
Estado de necesidad, personas privadas, cuya última finalidad son los pro- 
pios intereses» (Rph $ 187). Si en la sociedad burguesa cada uno persigue 
los intereses propios, que es, justamente, lo que caracteriza al «estado 
natural», se comprende que a la manera hobbesiana Hegel describa la 
sociedad burguesa «como el campo de batalla de los intereses privados 
individuales de todos contra todos» (Rph $ 289). 

En suma, los principios básicos que constituyen a la sociedad burgue- 
sa, son, primero, que el egoísmo sea su última finalidad, empeñado cada 
cual en satisfacer las necesidades de uno y de su familia. Segundo, que 
esta búsqueda egoísta del bien particular se lleve a cabo en un sistema de 
dependencias mutuas que trae consigo que, según aumenta mi riqueza, 
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crezca la de los demás. «En tanto que cada uno adquiere y produce para 
el provecho propio, produce y adquiere para el de todos los demás» 
(Rph $ 199). Cuánto más egoístamente busque mi bien particular, mayor 
será la riqueza de la comunidad, máxima que obviamente ha aprendido 
en Adam Smith. Tercero, satisfago mis necesidades si empleo los medios 
adecuados para obtener los bienes que necesito. La relación entre necesi- 
dades y medios es la propia de la razón instrumental (Verstand), que es la 
que prevalece en la sociedad burguesa. Cuarto, el trabajo es el medio es- 
pecífico para satisfacer las necesidades y acumular un patrimonio, de ahí 
que en él resida «un momento de liberación» (Das Moment der Befreiung, 
die in der Arbeit liegt) (Rph $ 194). Quinto, «la posibilidad de participar 
en la riqueza general está supeditada, bien de manera directa por el capi- 
tal de que disponga, bien por la habilidad de cada uno, condicionada a su 
vez por circunstancias contingentes que, en su enorme variedad, dadas las 
muy diferentes disposiciones corporales y espirituales, generan desarro- 
llos personales muy diferentes» (Rph $ 200). Sexto, «el que una gran masa 
de gente descienda por debajo de un determinado nivel de subsistencia, 
como resultado de las actividades y trabajos que hacen, lleva a la pérdi- 
da del sentido del derecho, del obrar bien y de la honorabilidad. Surge 
así una chusma (Póbel), que a su vez ocasiona que con gran facilidad se 
concentren riquezas desproporcionadas en pocas manos» (Rph $ 244). La 
mayor parte de la gente, en virtud de los trabajos mal pagados que reali- 
zan no pueden salir de un nivel intelectual, cultural y emocional tan bajo 
que explica que unos pocos inteligentes, cultos y resueltos acumulen toda 
la riqueza. La sociedad burguesa lleva implícita una desigualdad creciente 
que se hace patente en la constitución de los distintos estamentos (clases). 
Hegel describe a la sociedad burguesa como una sociedad clasista con 
tendencia a partirse entre una mayoría de desharrapados (el proletariado) 
y una minoría pequeñísima de enormemente ricos. 

Hegel enuncia la contradicción fundamental de la sociedad burgue- 
sa, acumulación de la riqueza en una minoría cada vez más exigua, pero 
lo explica en virtud de la degeneración moral que conlleva determina- 
dos trabajos muy mal pagados, que facilita que los mejor dotados y más 
diligentes acaparen inmensas fortunas. Que ocurra así, añade Hegel, 
también se debe a la forma de producir que impone la división del 
trabajo que, al ir simplificándolo, elimina paso a paso las habilidades 
personales. «La abstracción del producir hace a los trabajos cada vez 
más mecánicos y con ello al final cabe expulsar al hombre y colocar en 
su sitio a la máquina» (Rph $ 198). En la sociedad burguesa, tal como la 
describe Hegel, encontramos las categorías claves que desempeñan un 
papel central en el pensamiento de la izquierda revolucionaria: trabajo, 
capital, acumulación de la riqueza en cada vez menos manos, que se 
corresponde con una proletarización creciente del mayor número. 
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Hegel no ha ocultado, ni tampoco ha rehuido las contradicciones 
de la sociedad burguesa, sino que, al contrario, las presenta en toda su 
crudeza, lo que obliga a preguntarse cómo cabe considerar sittlich seme- 
jante sociedad. La sociedad burguesa produce y consume compitiendo 
unos con otros —su competitividad es la fuente de su dinámica, como 
lo fue la del mundo griego, también básicamente competitivo— pero 
únicamente funciona si se respetan las reglas sociales y jurídicas, que 
convierten al burgués en el dechado de honradez (Rechtschaffenbeit), 
que corresponde a cada estamento. Competir sin respetar las normas 
lleva a la destrucción mutua. La sociedad burguesa es «un sistema de 
necesidades», si se quiere, un modo de producción, que se caracteriza 
por enraizar en determinados valores morales y principios jurídicos. 
Desde una teoría exclusivamente económica no cabe entender el desa- 
rrollo de la sociedad burguesa, es preciso completarla con la dimensión 
jurídica-moral que le es propia. A su vez las distintas clases, estamentos 
y profesiones que despliega la división del trabajo, muestran virtudes 
específicas, habilidades y cualidades especiales, que al final se expresan 
en un mismo afán por ser reconocido. 

Al principio es menester satisfacer las necesidades, una vez satisfe- 
chas, lo que importa es acrecentar una fortuna personal que garantice 
la seguridad futura, y una vez en posesión de la que quepa alcanzar, la 
seguridad nunca es total, se trata de mejorar saber y habilidades, lo que 
acelera el proceso de acumulación, a la vez que desemboca en la aspira- 
ción espiritual de obtener el reconocimiento de los demás. El «sistema de 
las necesidades», el reino de las necesidades materiales, desemboca en el 
ansia espiritual de querer ser reconocido. Más que conocer, al final lo que 
importa es ser conocidos. En el reconocimiento de los más competitivos 
la sociedad burguesa alcanza una primera dimensión moral. 

En su primera formulación el derecho abstracto está vinculado a 
la propiedad y la relación jurídica es la existente entre propietarios. En la 
sociedad burguesa el derecho atañe a todos, en cuanto seres humanos 
que se definen por el mismo «sistema de necesidades» (Rph $ 209). En 
su dimensión objetiva, el derecho se impone en los usos y en la volun- 
tad del legislador. En la sociedad burguesa el derecho es «derecho po- 
sitivo» (Rph $ 211), el derecho convertido en ley, que es el que aplican 
los tribunales. La sociedad burguesa pone en marcha un sistema judicial 
para la aplicación del derecho. Para el desarrollo de una sociedad bur- 
guesa es tan decisivo el que hayan sido internalizados los valores, usos 
y normas propios de cada clase y profesión, como un sistema judicial 
operativo que aplique el derecho. 

La tercera y última fase de la sociedad burguesa se refiere a «la previ- 
sión de las contingencias que quedan fuera de cada sistema y al cuidado 
de los intereses particulares, en su dimensión común, a cargo de la policía 
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y la corporación» (Rph $ 188). En «el sistema de necesidades» el bienestar 
que alcance cada uno es una posibilidad, cuya realización está condicio- 
nada, tanto por contingencias naturales, como por el sistema de produc- 
ción. El sistema de aplicación del derecho, el aparato judicial, corrige las 
vulneraciones de los derechos personales y de propiedad. Para los que 
cuentan con fortuna se garantiza la seguridad de la persona y de la propie- 
dad, pero también hay que preocuparse de la subsistencia y bienestar de 
los desposeídos. El Derecho es «libertad realizada», no entendida como 
mera posibilidad abstracta; no basta con que todos tengan la posibilidad 
de alcanzar el bienestar, sino que todos lo han de disfrutar algún día. 

Por policía se entendía en la ciencia cameralística lo que hoy lla- 
maríamos administración estatal. El término proviene del griego, de 
polis, politeia, igual que el de política, y significa la actividad que lleva 
a cabo el Estado, que, además de la seguridad, incluye el bienestar de 
los súbditos. Hegel es el vínculo que conecta las ciencias cameralísticas 
con la economía y sociología que se despegan del liberalismo. Rehúsa 
un liberalismo que rechaza que la felicidad y el bienestar conciernan 
al Estado, más aún lo considera una intromisión inadmisible que cer- 
cenaría la libertad. La Ilustración liberal limita la actividad estatal a 
proteger la seguridad de las personas y de sus propiedades, y deja a los 
ciudadanos el que se ocupen de su bienestar y, si sus sentimientos lo 
inclinan a ello, también el de los demás, pero la beneficencia en ningún 
caso debe estar en manos del Estado, sino exclusivamente en las de 
la sociedad. Hegel entiende lo contrario: el Estado se encarga de la 
seguridad de sus ciudadanos, pero también de su bienestar. El ejemplo 
inglés «de abandonar a los pobres a su destino» no le parece el camino 
que deba seguirse. Hegel apunta a que «la sociedad burguesa por esta 
dialéctica de pobreza y riqueza crecientes, sea lanzada más allá de sí 
misma», a la expansión colonial. La sociedad burguesa tiende a salir de 
su órbita espacial y extenderse por todo el planeta, como un medio más 
de domeñar sus propias contradicciones. 

Pese a la riqueza creciente que logra producir la sociedad burguesa 
nunca será lo suficientemente rica para eliminar la pobreza. Si no cabe 
suprimirla, el problema principal de la sociedad burguesa es cómo reac- 
cionar ante ella, tanto tratando de aliviarla, como corrigiendo sus peores 
consecuencias sociales. Si no se consigue sacar a la «chusma» de la apatía, 
ignorancia y amoralidad, propia de la pobreza extrema, no habrá forma 
de reintegrarlos en la sociedad. La tarea de las corporaciones consiste en 
mantener a los que no sean capaces de hacerlo por sí mismos”. «En la 


10. Por corporación entiende Hegel una institución a medio camino entre el gremio 
y el sindicato. La corporación es una especie de «segunda familia», encargada, tanto del 
mantenimiento físico, como sobre todo del desarrollo cultural de los más desfavorecidos. 
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corporación la ayuda que reciben los pobres pierde tanto lo arbitrario 
como aquello que con toda razón podría considerarse humillante, y la 
riqueza la arrogancia y envidia que podría incitar en los demás» (Rph 
$ 253). Hegel se mantiene fiel al modelo cameralista, y considera impres- 
cindible la intervención de la Administración en la reconciliación de los 
antagonismos que produce la sociedad burguesa en su primera forma de 
«sistema de necesidades». Frente al liberalismo extremo del primer capi- 
talismo industrial, propugna la intervención del Estado para garantizar 
la subsistencia de los más desprotegidos. 

Hasta hoy la opinión pública está dividida entre un liberalismo que 
deja la cuestión del bienestar al arbitrio de la sociedad civil, y el inter- 
vencionismo del Estado, como único medio de superar las contradic- 
ciones de la sociedad burguesa. En Hegel encontramos la reconciliación 
del capitalismo en el Estado, sin suprimir a ninguno de los dos, como 
pretendió en su día el socialismo revolucionario, una vez superada la 
sociedad burguesa clasista en una sociedad armoniosa sin clases, ni tam- 
poco reducción del Estado al mínimo, como quiere el liberalismo. No 
cabe eliminar la sociedad burguesa con todas las contradicciones que 
provienen del «sistema de las necesidades», así como del modo capi- 
talista de producir y consumir, pero pueden reconciliarse en el Estado 
social, última etapa del Espíritu objetivo. 


EL ESTADO 


La moral comunitaria (Sittlichkeit) que se ha desplegado en la familia 
y en la sociedad burguesa «alcanza en el Estado su realidad plena» 
(Rph $ 257), cuando la personalidad autónoma del individuo enlaza 
con lo general, lo en sí racional. La sustancia de lo Sittliches es la liber- 
tad; que, al fusionarse la voluntad individual con lo general-racional, 
llega a su escalón más alto. Soy libre en el momento en que desde la 
autonomía de mi subjetividad quiero y puedo hacer lo que me dicta 
la razón, algo que, más allá de la mera intención, únicamente se logra 
como miembro de un Estado. El Estado es condición indispensable 
para mi realización en libertad, y, en consecuencia, tengo el deber de 
pertenecer a uno. 

Aunque a muchos este tipo de argumentación les resulte bastante 
extraña, no hace más que recoger la doctrina ético-política de la Gre- 
cia clásica, que ya insistía en que el individuo únicamente se realiza en 
plenitud como ciudadano de una polis, y no es lo mismo ser ateniense 
que beocio. La comunidad política a la que pertenecemos circunscri- 
be el ámbito del desarrollo personal. Un pensamiento que todavía se 
mantiene en la fórmula orteguiana de «yo soy yo y mi circunstancia, 
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y si no salvo a ésta, no me salvo yo» que subyace en el sentimiento de 
pertenencia a un Estado-nación, que marca el contorno dentro del que 
únicamente puedo desplegar mi personalidad. 

Marcando distancias del liberalismo contractualista, Hegel insiste 
en que no se debe confundir Estado y sociedad burguesa, confusión 
que se produce cuando se limita la actividad del primero a proteger la 
propiedad y la libertad individual, como si el interés egoísta fuese el 
fin último del Estado. No, el Estado tiene una relación por completo 
distinta con el individuo, por cuanto éste únicamente como miembro 
de un Estado adquiere objetividad, verdad y Sittlichkeit. Enlazar lo par- 
ticular (subjetividad) con lo general (razón) es el verdadero contenido y 
la finalidad del Estado, así como llevar una vida desde la generalidad de 
la razón, la finalidad propia del individuo. En el Estado se manifiesta la 
razón, ínsita en lo humano. De ahí el carácter racional que le atribuye 
y que tanto ha escandalizado. «De lo que se trata es de que la ley se 
penetre de la razón y de libertad particular, y mi finalidad particular 
sea idéntica a lo general, sin lo cual el Estado queda flotando en el aire» 
(Rph adición a $ 265). «En esta identidad de la voluntad general con la 
particular, deber y derecho son uno, y el ser humano en cuanto sittli- 
ches tiene derechos en cuanto tiene deberes y deberes en cuanto tiene 
derechos» (Rph $ 155). 

Esta concepción metafísica del Estado se levanta sobre el concepto 
rousseauniano de volonté générale, con una diferencia básica, y es que 
en Rousseau fundamenta la democracia, y en Hegel, el Estado, lo que 
no evita que las dificultades que se derivan del concepto de voluntad 
general no se reproduzcan también en la idea hegeliana de Estado. 
Hegel reconoce explícitamente que el gran mérito de Rousseau es ha- 
ber establecido la voluntad como el principio constitutivo del Estado, 
que resulta, no del conjunto de voluntades individuales, sino de una 
general, objetiva que, en cuanto concepto, es racional, se reconozca 
o no como tal (Rph $ 258). Hegel declara propio un pensamiento 
que constituye el meollo del de Rousseau, al que atribuye un indivi- 
dualismo del que el ginebrino se mantuvo muy alejado, al distinguir la 
volonté générale de la volonté de tous, distinción fundamental en la 
que Hegel no repara, o no quiere reparar, tal vez para mejor recalcar 
su originalidad. 

No pocos malentendidos provienen de que Hegel haya concebido el 
Estado como expresión última de la razón. Ante ellos es preciso alegar 
que Hegel diferencia la mera existencia (Dasein) de la realidad (Wirk- 
lichkeit) del Estado, que justamente consiste en la unidad de lo general 
con lo particular. Especula sobre la idea de Estado, sin ocuparse de este 
o aquel Estado en concreto, tal como lo conoce una experiencia directa. 
Porque ¿cómo un Estado tiránico podría ser racional? Pretende única- 
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mente captar el concepto! de Estado. Hegel no es, como tan a menudo 
se ha dicho, el reaccionario que hubiese idealizado el Estado prusiano de 
la Restauración. En 1821, la fecha de la última versión de su Filosofía del 
Derecho, Prusia todavía no había mostrado sus facetas más retrógradas 
y, en segundo lugar, porque el modelo de Estado racional que tiene en la 
cabeza cuando en los primeros años del siglo xIX empieza a reflexionar 
sobre el asunto es el que implanta Napoleón, al que admira plenamente. 
No olvidemos que Hegel fue un acérrimo afrancesado en el sentido que 
ha tenido este término en nuestra historia!? y toda su especulación sobre 
el Estado tiene una doble referencia a la Revolución francesa y al Estado 
napoleónico. 

El Estado, como expresión de la razón, «es la realización de la liber- 
tad concreta» (Rph $ 260). ¿Qué ha de entenderse por tal? Es aquella 
libertad en que el individuo y sus intereses particulares participan de 
lo general-racional, de modo que la generalidad no tiene validez sin el 
interés, saber y querer del individuo, pero tampoco sin que éste forme 
parte integrante de lo general-racional. Lo general no sirve sin el reco- 
nocimiento de lo particular, ni lo particular sin elevarse a la dimensión 
de lo general. El Estado lleva a cabo la unidad de lo particular con lo 
general, haciendo patente que lo Sittliches hay que entenderlo como 
libertad realizada. En la sociedad doméstica (la familia) y en la pública 
(sociedad burguesa) no basta el reconocimiento de sus derechos e inte- 
reses particulares, sino que es menester promocionarlos de modo que 
se conviertan en realidad vivida. En cuanto no se limita a reconocer 
derechos en abstracto, sino que pone en un primer plano su realización 
concreta, Hegel es el primero que propugna el Estado social como 
reacción a un liberalismo que se queda en una libertad y unos derechos 
abstractos, sin preocuparse de su realización. 

Pero a su vez, Hegel se distancia de los que conciben correctamente 
el Estado como la unión de la voluntad subjetiva con la general, pero, 
cuando anteponen lo general a la voluntad individual, destruyen la 
subjetividad autónoma. No se alcanza la «libertad realizada», si el des- 
pliegue del bienestar de todos implicase eliminar previamente la subjeti- 
vidad de cada uno. El predominio de lo general a costa de lo particular 


11. El «concepto» en este contexto no tiene la significación de mera forma del pensa- 
miento que enlaza con la cosa, sino la que atribuye al que ha llamado «concepto especulati- 
vo» en «La doctrina del concepto», en Ciencia de la Lógica, parte IL, «La Lógica subjetiva». 

12. «Lo que Napoleón ofreció a los españoles era más racional que lo que tenían 
antes y, sin embargo, lo rechazaron como algo extraño». Comentario adicional a la afir- 
mación en el $ 274 de que «cada pueblo tiene la constitución que le resulta adecuada». El 
fracaso con mayores y más graves consecuencias de la España moderna es que las reformas 
que propició la invasión napoleónica —Cortes de Cádiz— no pudieran consolidarse y 
dieran paso a la primera y más trágica de las restauraciones, la de Fernando VII. 
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conlleva la misma forma de tiranía que el predominio de lo particular 
a costa de lo general. La «libertad realizada» resulta de la síntesis de lo 
particular con lo general-racional, sin que prevalezca lo individual par- 
ticular de la sociedad liberal, ni lo general-colectivo que haya eliminado 
la autonomía de lo subjetivo particular, del comunismo totalitario. 

El Estado define así una última etapa de la historia universal, aque- 
lla que se caracteriza por los que Hegel llama «principios históricos 
universales del Estado». Por «principios del Estado» no entiende los que 
regulan las acciones o los conocimientos, sino los que encarrilan aque- 
llo que ha ocurrido, o va a ocurrir, en el proceso histórico de la realiza- 
ción concreta de la libertad. La Filosofía del Derecho entronca en este 
punto con la Filosofía de la Historia. La noción de perfectibilidad que 
ya manejó Rousseau, en Hegel toma cuerpo en una visión progresista 
de la historia que marcha hacia su realización, impulsada por la razón 
ínsita en lo humano, y que se despliega en la historia. Cada captación 
conceptual del «verdadero Estado» representa un estadio en la «realiza- 
ción de la libertad», como realización última de lo humano. El Estado 
griego es el de la generalidad abstracta, y así lo entendió Platón, pero 
rechaza la dimensión subjetiva, como si fuera el factor corruptor de la 
vida comunitaria. Es el cristianismo, sobre todo en la forma que adquie- 
re con su asimilación en el mundo germánico, que tiene su expresión 
cabal en la reforma luterana, el que introduce la dimensión subjetiva 
propia de la Modernidad. Ahora de lo que se trata es de integrarla de 
nuevo en lo general, sin perder la autonomía de lo subjetivo. 

El Estado de la primera Modernidad subraya únicamente la subje- 
tividad en su radical autonomía, lo que lleva a postular la creación del 
Estado como resultado de la conjunción de las voluntades particulares 
de todos (contrato social). En esta concepción la sociedad precede al 
Estado, error que Hegel considera propio de la democracia que coloca 
al frente del Estado a la mayoría social, a costa de los derechos y el 
bienestar de las minorías, como habría puesto de manifiesto la Revo- 
lución francesa (terror de la mayoría). Hegel pretende resolver el pro- 
blema central de la organización política de la Modernidad, fundiendo 
lo subjetivo de la conciencia autónoma con lo general-racional de la 
comunidad, unión que es justamente lo que constituye al Estado en el 
estadio definitivo en el que realiza la libertad. 
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Tal vez a más de uno haya sorprendido que hubiera que retroceder hasta 
Hegel para toparse con la idea de «libertad realizada», que amplia la 
función del Estado, de la seguridad al bienestar de los ciudadanos, sobre 
la que un siglo más tarde se levanta el Estado social. Tampoco es peque- 
ña la paradoja de que una obra que lleva por título Filosofía del Derecho, 
los juristas apenas la hayan tenido en cuenta, pese a que no sólo el autor 
la considera en línea con las grandes obras de filosofía política, compa- 
rable con la Politeia, el Leviatán o el Espíritu de las leyes. Fueron los 
profesionales del derecho los que escribieron las recensiones más duras 
que aparecieron recién publicada la obrat. Empero, no se comprende 
origen y evolución del Estado social, si no se arranca de una idea del Es- 
tado que haya roto con el modelo liberal, tal como Locke lo difundió en 
su forma primigenia, apoyándose en las dos ficciones que, justamente, 
Hegel repudia, la de «estado de naturaleza», anterior a la sociedad civil, 
y la de «contrato social», como el instrumento que impulsa el surgir del 
Estado, limitando desde su inicio alcance y competencias. 

A estas alturas del discurso, importa poner énfasis en algo que es 
fundamental, a saber, que el Estado social se fundamenta al margen del 
Estado liberal, desde el que nunca hubiera podido emerger. Aunque se 


1. Gustav Hugo (1764-1844), catedrático en Gotinga, fundador de la Escuela históri- 
ca del derecho, ya en 1821 escribió en Góttingische Gelehrte Anzeigen una recensión crítica 
del libro de Hegel. Éstas y otras recensiones contemporáneas se encuentran en M. Riedel 
(ed.), Materialien zu Hegels Rechtsphilosophie 1, Suhrkamp, Frankfurt a.M., 1975. Desde el 
primer día han sido los juristas los más críticos con la Filosofía del Derecho de Hegel, al que 
reprochan no tener la menor idea de lo que en realidad es el derecho y sobre todo descono- 
cer por completo la técnica jurídica. Y, en efecto, la idea que transmite Hegel del derecho 
nada tiene que ver con la que a partir del derecho romano ha prevalecido en Europa. Pero 
tampoco desde la fidelidad estricta a esta tradición hubiera podido surgir el Estado social. 
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opongan en sus principios, al seguir el desarrollo de ambos, tendremos 
que constatar que al final terminan por entrelazarse, formando un hí- 
brido, el Estado social liberal, que es el que hoy se encuentra en rápida 
disolución. El liberalismo rechaza el Estado social, como lo ha hecho 
siempre, pero ahora, si cabe, de manera más contundente, al denunciar 
otros factores, que habrá que estudiar más adelante, que potencian la 
crisis por la que en estos momentos está pasando el Estado social. 

En la primera mitad del siglo XIX la influencia de Hegel resultó de- 
cisiva en la crítica del Estado (la «verdadera democracia» implicaría su 
desaparición) que llevó a cabo la izquierda que alumbra la Revolución 
francesa y que, pese a su aparente derrota tras el Congreso de Viena, 
se mostró cada día más vigorosa hasta alcanzar el cenit en los primeros 
decenios del siglo siguiente. Al poner boca abajo la relación sociedad- 
Estado, el joven Marx es sin duda el que mayor fruto saca de la lectura de 
Hegel. A pesar de que la filosofía oficial soviética convirtiese la herencia 
hegeliana en mera retórica, una vez que el marxismo se desprende del 
estalinismo, a partir de la segunda mitad del siglo XX, el impacto de He- 
gel renace con un vigor renovado, sobrepasando la mera relación con 
el joven Marx que tuvo antes. Más allá del marxismo, Hegel ocupa una 
posición importante en la filosofía política de nuestros días, aunque 
una presencia actualizada de su teoría del Estado está aún por llegar. 

Pero no sólo en la izquierda revolucionaria se percibe la sombra de 
Hegel, entre los conservadores también está presente en la polémica 
decimonónica sobre si la Filosofía del Derecho ensalza o más bien es 
incompatible con el Estado prusiano. Ahora bien, en vez de fijar la aten- 
ción en el concepto de «sociedad burguesa», como hizo la izquierda re- 
volucionaria, la derecha se adhiere a la noción de Estado como «comu- 
nidad moral», concepto que habría superado al de «sociedad civil», y 
que conecta con la nueva idea de «nación» que en los primeros decenios 
del siglo pasado desemboca en un estatalismo totalitario. Tanto la iz- 
quierda revolucionaria como el fascismo (Giovanni Gentile) proceden 
de Hegel. En cambio, la filosofía del nacionalsocialismo, desde Alfred 
Rosenberg a Carl Schmitt, pese a intentos posteriores de denunciar su 
hegelianismo, recalcando, entre otras, la noción de «comunidad del 
pueblo» (Volksgemeinschaft), se mantiene muy crítica de Hegel. Pese 
a todo, no cabe duda de que su influencia resultó decisiva, tanto en el 
pensamiento marxista de la izquierda radical, como en el estatalismo 
nacionalista de la derecha fascista, pero también ha dejado honda hue- 
lla, aunque haya pasado bastante inadvertido, en el Estado social que se 
despliega con fuerza después de la segunda Guerra Mundial. 

Pero antes de ocuparnos del Estado social, propiamente dicho, hay 
que afrontar las dos nociones de «nación» y «democracia» que elabora 
el siglo XIX y que, al fusionarse con la de Estado, dan paso a los con- 
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ceptos de «Estado nacional» y «Estado democrático de derecho» que 
constituyen el basamento desde el que se erige el Estado social. En 
la Constitución de Weimar, ya en el segundo decenio del siglo Xx, al 
Estado democrático se le añade el carácter de social. En la Ley Funda- 
mental de 1949, la República Federal de Alemania se define como «un 
Estado democrático y social» (art. 20). En el artículo primero de nues- 
tra Constitución se dice que «España se constituye en un Estado social 
y democrático de Derecho». Estado de derecho, Estado democrático y 
Estado social, para enumerarlos en el orden temporal en que surgieron, 
son productos de los siglos XIX y XX cuya posible desaparición, al menos 
en las formas en que hoy los conocemos, ya se divisa en el horizonte. 

El Estado de derecho, Rechtsstaat, es una categoría que surge en el 
mundo alemán de finales del siglo xvni, comienzos del XIX, aunque lue- 
go en sus rasgos principales se desarrolle a lo largo de este siglo y primera 
mitad del Xx. Al fijar el concepto en una tradición cultural y sobre todo 
en un tiempo determinados, quedan marcadas las coordenadas dentro 
de las cuales hay que entenderlo. Un tal encuadramiento lleva consigo 
dos postulados: el primero, que nos referimos al Estado en un sentido 
restringido, como el Estado que emerge en la Modernidad europea; el 
segundo, que conviene distinguir el concepto de Estado de derecho de 
otros conceptos, incluso tan próximos como el de rule of law, tal como 
lo puso en circulación la práctica constitucional norteamericana. Si la 
democracia supone que la ley es expresión de la voluntad de la mayoría, 
rule of law únicamente implica la primacía de la ley sobre la voluntad 
de las personas, sea cual fuere su estatus social y político. En este con- 
texto importa subrayar que las distintas versiones de Rechtsstaat y rule 
of law en sus orígenes se distinguían de la democracia, hasta el punto 
de postular un Estado de derecho no democrático, aunque luego todas 
estas categorías hayan terminado por fundirse en el Estado democráti- 
co de derecho, en el que no hay democracia sin Estado de derecho, ni 
Estado de derecho sin democracia. 


ESTADO Y NACIÓN 


Al frente de estas consideraciones deben quedar grabadas dos ideas, la 
primera, que la idea de Estado, y luego su complementaria de nación, 
son invenciones europeas, sin las que no se hubiera desarrollado el Es- 
tado social. La segunda, que el nacionalismo que cuaja a lo largo del si- 
glo XIX es altamente responsable de la destrucción de Europa en el siglo 
siguiente, de modo que nación y nacionalismo han contribuido, tanto 
a la construcción de Europa, hasta el punto de que hubo un tiempo en 
que no fue más que un conjunto de Estados nacionales, como a su des- 
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trucción en dos grandes guerras mundiales. De ahí la ambivalencia que 
comporta el «Estado nacional» cuando se halla al término de su periplo 
histórico, pese a haber sido, junto con la ciencia moderna, una de las 
grandes creaciones europeas. Terminada la segunda Guerra Mundial 
muchas voces se alzaron, anunciando el «fin de la era del nacionalis- 
mo». Confrontados con los crímenes del nacionalsocialismo superar 
el nacionalismo en sus diversas formas pareció la tarea más urgente 
en una Europa, que si bien se enorgullecía de haberlo engendrado, 
era consciente de que había contribuido a desencadenar dos guerras 
mundiales?. El nacionalismo difícilmente podrá librarse del estigma de 
haber estado ligado al nacionalsocialismo, como el socialismo de su vín- 
culo con Stalin, aunque tal vez sea indecoroso identificar nacionalismo 
con fascismo y belicismo, o socialismo con estalinismo. 

Con el origen europeo de nación está ligado el hecho de que haya 
surgido como subproducto del Estado. El concepto de nación, y sobre 
todo su realidad, son relativamente recientes, no se remontan más allá 
del siglo XvIIP, de suerte que sus orígenes no se remontan a tiempos 
remotos, como quiere la mitología que se inventó el nacionalismo de- 
cimonónico. El que Estado y nación terminen por fundirse en el Estado 
nacional lleva consigo el que a veces no queden bien delimitados am- 
bos conceptos. Empeñados en establecer contornos nítidos, lo decisivo, 
sin embargo, es tener muy claro que el concepto moderno de Estado 
antecede al de nación del que no es más que un complemento tardío. 
Primero surgió la idea y la realidad del Estado moderno en los siglos XVI 
al xvii, y luego, en la segunda mitad del xvir* y sobre todo a lo largo 
del XIX, la idea moderna de nación. Sin la existencia previa del Estado, 
no hubiera podido emerger el concepto de nación: la nación surge en 
una sociedad que el Estado ya la ha estructurado previamente. 

Todavía en el siglo XVII se era súbdito de un monarca, sin importar 
donde se hubiera nacido. Lo que ligaba a las personas, además de la 
fidelidad a un monarca, era la pertenencia a una misma religión. Se era 
católico, anglicano, luterano, puritano, y además súbdito de este rey, 


2. Que se iniciara el proceso de integración europea en los años cincuenta fue 
posible gracias a que el nacionalismo pasaba por sus momentos más bajos, sobre todo en 
Francia y Alemania, enemigos enfrentados en tres contiendas, pero que lograron superar 
el nacionalismo agresivo de las primeras fases de la industrialización capitalista. 

3. Hasta la edición de 1884 el Diccionario de la Academia Española no define a 
la nación en sentido moderno. En la edición de 1925 encontramos ya la que hoy figura 
como cuarta acepción de nación: «conjunto de personas de un mismo origen étnico y que 
generalmente hablan un mismo idioma y tienen una tradición común». 

4. Tal vez quepa encontrar antecedentes, tanto del concepto de nación, como de 
una conciencia nacional en la Revolución inglesa del xvi. En todo caso el nacionalismo 
británico ha sido, y sigue siendo, el más antiguo y sólido. 
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príncipe o señor. La Revolución francesa rompe el vínculo con el monar- 
ca y lo sustituye por uno nuevo, la nación. De súbdito de un señor se pasa 
a ciudadano de una nación, pertenencia que a finales del siglo XIX para la 
mayor parte de la población pesa bastante más que la confesión religiosa. 
A partir de la segunda mitad del siglo pasado en los países en los que 
conviven católicos y protestantes se mantiene intacta la conciencia de 
pertenecer a una misma nación, mientras que disminuyen las diferencias 
confesionales, hasta prácticamente evaporarse en nuestros días. 

Confrontados con el hecho de que el nacionalismo haya reempla- 
zado a la religión, así como la nación a la iglesia, como factores de 
aglutinación social y de identificación personal, se ha concluido que el 
nacionalismo es el sucedáneo de la religión, o se ha destacado su carác- 
ter cuasi religioso. Ello explicaría en fin de cuentas el afán de identificar 
la nación con una confesión determinada, tal como se ha dicho que el 
catolicismo constituiría la «esencia última de España», o el islam la de la 
Turquía otomana. En todo caso lo que es preciso retener para nuestro 
objetivo es que la nación ha terminado por sustituir a la religión como el 
factor de identificación que cohesiona a los individuos en una comuni- 
dad. Justamente, a esta función integradora habrá que referirse al emitir 
un juicio sobre el papel que nación y nacionalismo han desempeñado, 
tanto en el nacimiento del Estado social, como en la crisis por la que 
pasa en nuestros días. 


DOS IDEAS DE NACIÓN 


A mitad del siglo XVIII empieza a perfilarse un concepto moderno de na- 
ción que en parte corrige el individualismo en que había desembocado 
la centralidad del poder’. La aparición del Estado supuso la concentra- 
ción de todo el poder en la persona del monarca soberano, con lo que la 
sociedad quedaba degradada a mera suma de individuos. En la noción 
de individuo, pura abstracción, a la que se otorga un rango y preemi- 
nencia que antecede a la sociedad y al Estado, se detectan las mayores 
dificultades del pensamiento político de la Modernidad. La idea de na- 
ción surge, justamente, como reacción a este individualismo abstracto. 
La nación cobija al individuo en un hogar con caracteres propios que 


5. Téngase en cuenta que hablo de los conceptos modernos de Estado y nación, 
pues el primero se emplea también en un sentido muy amplio, como la forma de orga- 
nización política de una sociedad, y el de nación en su sentido tradicional de grupo étnico 
que tenía ya en latín, natio: así en la universidad medieval los estudiantes se organizaban 
por «naciones». En Castilla a las comunidades de comerciantes extranjeros también se 
llamaban naciones. 
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los traslada al individuo. Despojado de todo poder que concentra el so- 
berano, el súbdito queda igualado en una misma dependencia personal; 
en cambio, la pertenencia a una nación transfiere al individuo un perfil 
determinado que lo concreta en identidades definidas —un francés, 
un alemán, un inglés— con rasgos propios («caracteres nacionales») y 
sobre todo derechos específicos. 

Con esta concreción «nacional» del individuo coincide el que el po- 
der supremo se traslade del monarca a una idea de nación que implica el 
concepto rousseauniano de «voluntad general», una noción cabalmente 
ética que pretende nada menos que remozar la democracia ateniense. 
La «voluntad general», al coincidir con la voluntad de la república, lleva 
implícita una idea de nación, entendida ahora como el conjunto de ciuda- 
danos que han dejado de ser súbditos, es decir, individuos sometidos, para 
formar una entidad capaz de expresar una voluntad libre. La voluntad ya 
no es una facultad exclusiva del individuo que tuvo que entregar al so- 
berano para garantizar su seguridad, sino que expresa una «voluntad ge- 
neral» que detenta el conjunto de los ciudadanos. Pues bien, esta entidad 
colectiva, capaz de expresar una voluntad, es la nación, la nueva deposi- 
taria de la soberanía. «El fundador del nacionalismo moderno, tal como 
se despliega en el siglo XIX, fue Rousseau que rechaza la encarnación de la 
nación en la persona del soberano y propone la identificación de nación 
con pueblo»*. La nación, como soberanía del pueblo, es el gran aporte 
de una burguesía ascendente, o «tercer estado» como diría el abate Sieyés 
(1748-1836) en su opúsculo ¿Qué es el tercer estado? (1789), sin duda 
el texto clave para entender la nación en su primera acepción revolucio- 
naria. «¿Qué es una nación? Un cuerpo de asociados que viven bajo una 
ley común y representados por la misma legislatura». Sieyés identifica la 
nación con el «tercer estado», es decir, con toda la población, una vez eli- 
minado «el primer estado», la nobleza, y purificado el segundo, el clero, 
de la jerarquía reclutada entre ella. Porque preguntarse por el lugar que 
en la nación deben ocupar los dos primeros estados, «es preguntar qué 
plaza quiere asignársele en el cuerpo de un enfermo al humor maligno 
que lo mina y lo atormenta». Estado y nación se funden, al constituir esta 
última el soporte social de la soberanía que ejerce el Estado”. 

La nación, entendida como pueblo soberano, es un concepto revo- 
lucionario, Vive la nation!, que se vincula a la libertad de cada uno, en 
cuanto parte de un conjunto orgánico capaz de expresarse libremente. 
Este significado queda también patente en el grito «¡Vivan las cadenas, 


6. E. H. Carr, Nationalism and After, Macmillan, London, 1945, p. 7. 

7. El 17 de junio de 1789, Sieyés propone la conversión de los Estados Generales 
en Asamblea Nacional, lo que significa el salto del «antiguo régimen» al nuevo orden 
democrático. 
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muera la Nación!», con que se saluda en 1814 la restauración del ré- 
gimen absolutista en la persona de Fernando VII. Hay que diferenciar 
los pueblos que pueden decidir libremente su destino de aquellos que 
están bajo la férula de un soberano, ya sea propio o extranjero. El in- 
dividuo puede realizarse en libertad sólo si previamente ha conseguido 
la libertad del conjunto, la libertad de la nación, que implica tanto no 
estar sometida a ningún otro poder extranjero, como haberse deshecho 
del soberano, ejerciendo la soberanía por sí misma. El supuesto básico del 
nacionalismo político es que la libertad individual únicamente se alcan- 
za si previamente se ha logrado la libertad de la nación. Una nación es 
internamente libre si detenta la soberanía una vez recuperada de las 
manos del monarca; externamente, si no está sometida a un poder ex- 
tranjero. Esta doble condición, interna y externa, de la libertad vincula 
Estado y nación, de modo que no puede existir una nación libre si no 
dispone de un Estado propio, que a su vez esté organizado de modo que 
respete la libertad de cada uno, es decir, democráticamente. 

La revolución estalló en Francia, el país a la sazón más rico del con- 
tinente en el que la monarquía absoluta había conseguido un Estado con 
una administración muy centralizada para su tiempo, y cuya lengua y 
cultura prevalecían en toda Europa. Pero ¿qué podía suceder en una 
Alemania, además de atrasada económicamente, fraccionada en mil enti- 
dades políticas? En estas circunstancias resultaba poco adecuado aplicar 
el concepto revolucionario de nación como pueblo soberano. Como 
reacción a la idea abstracta de individuo, se comprende que, al margen de 
cualquier significado político, en Alemania haya surgido una segunda idea 
de nación que otorga a cada una identidad propia. A la nación la definen 
caracteres específicos que provienen de la geografía, la lengua, la religión, 
costumbres y tradiciones culturales, cualidades exclusivas que tienen la 
virtud de ofrecer al individuo abstracto y atomizado un hogar en el que 
cultivar las diferencias cualitativas, realmente existentes, de modo que se 
descubra una persona con rasgos que comparte con los demás miembros 
de la misma nación. Debilitada la adscripción religiosa, el individuo ma- 
nifiesta su identidad como miembro de un pueblo o nación. 

El nuevo nacionalismo alemán reacciona a los eventos revoluciona- 
rios de Francia, como ocurrió en otros países europeos, desplegando un 
espíritu conservador, crítico de la Ilustración. Tal es el caso del teólogo de 
oficio, aunque escritor de vocación, Johann Gottfried von Herder (1744- 
1803), impulsor de esta segunda idea de nación, que vale llamar románti- 
ca, para la que es una comunidad natural —un rasgo que se subraya frente 
a la pretendida artificiosidad del Estado— que en un medio geográfico 
determinado es configurada por una misma lengua, religión, costumbres 
y tradiciones culturales. Cada nación tiene así una identidad propia, que 
se expresa en el «espíritu del pueblo» (Volksgeist). De todos estos variados 
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componentes que forman la nación, se subraya la lengua como aquel que, 
en último término, la constituye. Cada lengua es así propiedad exclusiva 
de un pueblo que expresa lo que cada uno es en realidad. Herder conside- 
ra todas las lenguas igualmente dignas e igualmente destinadas a crear una 
nación. Llama la atención que un teólogo corrija la valoración negativa 
de la multiplicación de lenguas que encontramos en la Biblia. Lejos de ser 
un castigo divino por la soberbia de construir una torre que llegase hasta 
el cielo, sería el mayor don que Dios nos habría concedido. Gozamos de 
una identidad propia, porque poseemos una lengua diferente de la de los 
demás. La identidad de cada uno enlaza con la de cada nación y ésta a su 
vez con la lengua común. Al contrario, el mal consiste en que el racio- 
nalismo ilustrado, a costa de otras lenguas, entre ellas el alemán, además 
de un latín en decadencia, sólo deje vigente el francés? En cambio, la 
variedad de lenguas es el bien que habría que defender a todo trance, ya 
que cada una expresa el «espíritu de un pueblo». 

De ahí que el primer deber consista en esforzarse en mantener la 
lengua propia que, en boca de Herder, condensa «la historia codificada 
de los padecimientos y alegrías de un pueblo», así como no hay cri- 
men mayor que prohibir el uso de una lengua, o dejarla marchitar sin 
preocuparse por ella?. Identificar la lengua con la nación es el aporte 
herderiano que más se ha difundido —está en la base del nacionalismo 
catalán, por ejemplo— pero también el más discutible, en cuanto no 
sirve para las naciones plurilingües (Suiza) o de aquellas que, sin perder 
su especificidad nacional, no poseen una lengua propia, como les ocu- 
rre a las naciones americanas que hablan español, portugués, inglés o 
francés, sin dejar por ello de ser naciones en un sentido pleno. 

La invasión napoleónica impulsa el fortalecimiento del espíritu na- 
cional, tal como lo ensalza Johann Gottlieb Fichte en sus Discursos a 
la nación alemana! que pronuncia en Berlín, de diciembre de 1807 a 
marzo de 1808, ante un escaso auditorio, pero, como insiste el confe- 


8. Para entender los orígenes del nacionalismo alemán, es fundamental referirse a la 
herida humillante que sufren los autores alemanes ante la preferencia de Federico el Grande 
por el francés, lengua en que escribe sus libros, siguiendo a su idolatrado maestro Voltaire. 

9. La vinculación de la lengua a la nación que propagó luego Wilhelm von Hum- 
boldt, llegó a su punto culminante en la obra del demógrafo y estadístico prusiano Richard 
Bóckh, Der Deutschen Volkszahl und Sprachgebiet in den europäischen Staaten (1869) 
que, al asentar la nación en la lengua, exalta una nacionalismo expansivo: pertenecerían a 
la nación alemana todos los territorios en los que se habla alemán, desde el Báltico a Suiza, 
pasando por Austria. Si algún día Cataluña formase un Estado propio, reivindicaría el País 
Valenciano y las Islas Baleares, apelando a una lengua común. 

10. Johann Gottlieb Fichte, Reden an die deutsche Nation, en Werke, vol. 5, WBG, 
Darmstadt, 1962. En lo sucesivo indicaré sólo la página de esta edición. Trad. española 
Discursos a la Nación alemana, Tecnos, Madrid, 1988. 
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renciante, por medio de este pequeño grupo se dirige a toda la nación 
alemana. Lo subrayo porque testimonia, tanto de la valentía de Fichte 
que, al apelar al alzamiento nacional en un Berlín ocupado, arriesga ser 
detenido, temor que expresa en alguna de sus cartas, como de la tole- 
rancia de los ocupantes, que no sólo las permite —si bien los periódicos 
precavidos informan de que el filósofo hablará de cuestiones relativas a 
educación— sino que incluso asisten algunos oficiales franceses, intere- 
sados en escuchar los argumentos de un filósofo patriota de prestigio. 

Los Discursos a la nación alemana engarzan con las lecciones sobre 
Los caracteres de la Edad contemporánea", a las que da un vuelco total. 
Las había publicado en 1806, el año de la derrota de Prusia ante Napo- 
león, a las puertas de Jena, evento en el que Hegel creyó ver «cabalgar 
al espíritu de la historia universal» y Goethe el comienzo de una nueva 
era. De las cinco edades que distingue Fichte, la Edad contemporánea se 
levanta sobre la nueva idea de Estado que surge en «la Europa cristiana, 
pues los europeos cristianos son en esencia todos un solo pueblo, reco- 
nocen a la común Europa por la patria una y verdadera, y desde un ex- 
tremo de Europa hasta el otro buscan aproximadamente lo mismo y son 
atraídos por ello. Buscan la libertad personal, el derecho y la ley iguales 
para todos y que a todos protejan, sin excepción ni privilegio» (p. 177). 

Para entender la historia posterior, sobre todo la trágica del siglo XX, 
resulta imprescindible tener muy presente el giro que en sólo tres años 
produjo la ocupación napoleónica de Prusia en el pensamiento de Fichte, 
que le lleva del europeísmo ilustrado a la exaltación de la nación, a la que 
otorga el papel central que antes había ubicado en el Estado. Un viaje por 
escarpados vericuetos que han costado opresión y sangre, hasta que des- 
pués de la segunda Guerra Mundial acaba en el empeño de desprenderse 
de la nación, como el concepto central de la vida política, y redescubrir 
la «Europa común» que había imaginado la Ilustración. El salto del Esta- 
do a la nación es de tal envergadura, sin embargo, ha marcado de tal 
forma la historia de Europa en los dos últimos siglos, que es menester 
detenerse a observar cómo Fichte pasa de la idea ilustrada de Estado a 
la romántica de nación, una elaboración filosófica que sobrepasa con 
mucho la mera coyuntura de aquel momento. 


LA IDEA DE NACIÓN EN FICHTE 


Fichte parte del Estado como realización de la idea ilustrada de repú- 
blica, tal como la había expuesto su maestro Kant. Entonces «¿cuál es 


11. Hay una versión en español de José Gaos, de quien tomo los textos que cito: 
Revista de Occidente, Madrid, 1976, reedición de la que publicó en 1934. 
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la patria del europeo cristiano verdaderamente culto? En general lo 
es Europa, en particular lo es en cada edad aquel Estado de Europa 
que se halle a la cabeza de la cultura» (p. 182). Fichte, como cualquier 
ilustrado de su tiempo, no alberga la menor duda de que es la Francia 
revolucionaria la que ocupa esta posición. 

La quinta y última época de la historia universal, según Fichte, se le- 
vanta sobre el concepto moderno de Estado, que es aquel que garantiza 
libertad e igualdad para todos. En estas condiciones resulta rentable es- 
forzarse en obtener un provecho. Cuando cada cual busca su ganancia, 
el resultado es el bien de todos, del egoísmo, un mal individual, provie- 
ne una mayor riqueza para el conjunto. Es la «mano invisible» que había 
supuesto Adam Smith y que recoge Kant, en suma, la gran paradoja que 
descubre la Ilustración dieciochesca. Ahora bien, un Estado cada vez 
más rico y poderoso propicia el afán de dominación de uno sobre otro. 
Mayor bienestar en el interior de cada Estado, pero también mayor 
enfrentamiento del uno con el otro. Dado que los Estados se fortalecen, 
al respetar las libertades y aplicar la razón, y que cuánto más fuertes, 
mayor la aspiración de dominar a los demás, el resultado es que al final 
terminen por enfrentarse. Cuanto más civilizado un Estado, cuanto 
mejor funcione, porque protege la libertad y promociona la igualdad 
de sus ciudadanos, más fuerte y potente y, por tanto, más ambicioso y 
agresivo se mostrará. Por una cara, el Estado moderno se revela factor 
primordial para el desarrollo de la riqueza, pero, por otra, muestra una 
expansiva agresividad. 

Para Fichte, Napoleón encarna a la perfección «la época del egoís- 
mo agresivo» que, al eliminar cualquier otro fin que no sea uno mismo, 
lleva en su seno su propia destrucción. Aunque un pueblo esté podrido 
de egoísmo, puede subsistir si el Gobierno conserva una visión de con- 
junto que proponga fines por encima de uno mismo. Pero ¿qué ocurre 
cuando el Estado ha dejado de existir, como es el caso de una Prusia 
derrotada y ocupada por el enemigo? Por sus propias fuerzas ningún 
Estado puede salir de tamaña postración, como nadie puede escapar del 
hoyo tirando de su propia cabellera. Superar tal cataclismo únicamente 
parece factible si se encuentra un nuevo agente capaz de crear un or- 
den nuevo. Derruido el Estado prusiano, precisamente aquel que había 
encarnado a la perfección «el despotismo ilustrado», la única esperanza 
que queda de renacer un día reside en la nación alemana, si es que des- 
de la profundidad de sus entrañas fuere capaz de crear un orden nuevo. 
Al predominio del Estado que caracterizó a la etapa anterior, sucede 
una nueva en la que destaca la nación. 

Fichte elabora un concepto de nación que, al no estar vinculado, 
como el francés, a la soberanía del Estado, no es directamente político, 
pero que señala un contenido histórico-social que, sin negar la lengua, 
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sobrepasa, sin embargo, la mera dimensión lingüística de Herder. Si el 
Estado es una comunidad artificial que crea y controla el poder sobera- 
no, la nación, en cambio, es una comunidad natural que la geografía??, 
los rasgos étnicos, costumbres y tradiciones culturales habrían configu- 
rado a lo largo de los siglos. Una misma lengua y cultura que sostienen 
una historia común, junto con el afán de proyectarla indefinidamente 
en el futuro, es lo que para Fichte hace a una nación. 

La reflexión sobre lo que es la nación y qué la nación alemana des- 
emboca en la tesis fichteana de que únicamente el alemán es «un pueblo 
verdadero» y, por consiguiente, en sentido estricto, no hay más que una 
nación, la alemana, capaz de desplegar un «amor razonable a la patria» 
que lleve en su entraña el don de transformar la realidad (p. 489). 
Nos topamos así con una idea de nación que en radicalidad supera las 
distintas formas de nacionalismo conocidas. La alemana sería la nación 
modélica, porque el pueblo alemán sería el único Urvolk, pueblo en su 
originalidad primigenia, que deja testimonio de una lengua, también 
única, idónea para la creación espiritual”. En cuidar de esta lengua, 
privilegio máximo del pueblo alemán, consiste la tarea principal de una 
«educación en el espíritu de la lengua». En un momento en que el pue- 
blo alemán sólo puede sobrevivir si la nación reemplaza al Estado, todo 
depende de que renazca el «espíritu nacional», algo que únicamente 
puede lograrse por una educación adecuada!*. Recuperar la nación se 
consigue sólo educando a los distintos estamentos en el aprendizaje del 
verdadero saber, que es aquel que potencia la creación intelectual al 
mismo tiempo que conforma el carácter: «tener carácter y ser alemán 
significan sin duda lo mismo» (p. 557), la única vía que nos abre a la 
«dimensión eterna de lo humano». 

La vida carece de sentido si no logra algo duradero, pero sin la 
esperanza de que la obra perdure, nadie emprendería algo grande; con- 
fianza vana si no persistiera el pueblo al que pertenecemos (p. 493). La 


12. Antes que el concepto revolucionario de nación, como soberanía del pueblo, Fran- 
cia había desarrollado uno geográfico, apelando a la noción de frontera natural que para 
Francia serían al sur los Pirineos, al este los Alpes, el Océano al oeste y el Rin al norte, con 
lo que incluía una parte que lingüística y culturalmente pertenece a Alemania. Fichte, que 
también manejó este concepto geográfico de nación, lo tenía mucho más difícil, ya que en 
Alemania no encontramos accidentes geográficos que pudieran servir de fronteras naturales. 
«Las primeras, originales y verdaderas fronteras naturales de los Estados son sin duda los 
límites internos», que marcan allí donde se hable la misma lengua (p. 571). 

13. Una buena parte de la filosofía alemana se ha empeñado sin avergonzarse en 
vincular la lengua al espíritu, reconociendo, a duras penas, que esta calidad también la 
tendría el griego. En rigor, no habría otra filosofía que la escrita en griego y en alemán. 

14. Me llevaría muy lejos, aunque fuere en una síntesis muy resumida, hacer explícitos 
los aportes de Fichte a la educación, que ocupan el segundo y tercer discurso, que a su vez 
conectan con su Teoría de la Ciencia, que configura el meollo de su pensamiento filosófico. 
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nación es la que, en último término, salva en el ser humano el «sentido 
eterno» de la existencia. «El instinto natural del hombre es encontrar 
el cielo ya en la tierra, y transmitir algo duradero eterno en las labores 
de este mundo» (p. 490). Únicamente desde este afán puede brotar «el 
verdadero amor a la patria», que Fichte designa como la fuerza creadora 
de un orden nuevo, el único capaz de enderezar a un Estado extenuado. 
«Pueblo y patria, como portadores y garantía de la eternidad terrenal 
(en tanto que lo de aquí puede ser eterno), están muy por encima del Es- 
tado, en el sentido corriente del término, y por encima del orden social» 
(p. 495). Porque lejos de ser el Estado el fin superior, es sólo un instru- 
mento para lograr «la plenitud de lo humano en la nación» (p. 503). Por 
su manifiesta superioridad «el amor a la patria» es la única fuerza que 
puede resucitar al Estado, reconstruyéndolo a partir de sus cenizas. «Cae 
por su peso que un alemán, antes que romano, prefiera morir, y que un 
verdadero alemán únicamente querrá vivir para ser y permanecer ale- 
mán y educar en ello a los suyos» (p. 500). Ser alemán es participar del 
«espíritu alemán» que reside en la lengua y al que sólo se accede por la 
educación. Educar en el «espíritu nacional» es la tarea constitutiva de la 
nación. El carácter «eterno», que se expresa en la apertura al espíritu, 
deja bien patente que la nación sustituye a la religión. La educación en 
«el espíritu nacional» suple a la religiosa, así como en la labor docente el 
Estado debe reemplazar a la Iglesia. Si la primera Modernidad había se- 
cularizado al Estado, colocándolo al margen de la religión, el concepto 
romántico de nación le otorga una religiosidad secularizada. De quedar 
en el Estado al margen, ahora la religión se revela el elemento constitu- 
tivo de la nación, aunque no sea más que como sucedáneo. 

¿Preeminencia del Estado o de la nación»: es la cuestión clave que 
va a ocupar todo el siglo XIX y que hoy pervive en el dilema de si la 
política social debe ser tarea del Estado o de la sociedad. ¿Un Estado 
social o una sociedad consciente de sus deberes sociales? 


TRES MOMENTOS DEL DESPLIEGUE HISTÓRICO DE LA NACIÓN 


Nos topamos con dos ideas de nación, la revolucionaria, que traslada 
la soberanía del monarca al conjunto de los ciudadanos, de modo que la 
nación no es más que el «pueblo soberano», y una segunda que hemos 
convenido en llamar «romántica», que se concibe como la colectividad 
que resulta de una geografía, una etnia, una lengua y una cultura co- 
munes. Captar el significado de estas dos acepciones obliga a instalarlas 
en las condiciones concretas en que surgieron y distinguir tres fases en 
el despliegue histórico de la nación. La fase más antigua va desde me- 
diados del siglo XVII a la primera mitad del XIX y se centra en la Europa 
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occidental, en Inglaterra y Francia; una segunda, en la Europa central, 
sobre todo en Alemania e Italia, y va desde las guerras napoleónicas 
a 1871, y una tercera, que se asienta en la Europa del este y culmina 
en 1919 con la desmembración de los Imperios austríaco, ruso y oto- 
mano". En consecuencia, en la historia de las naciones europeas hay 
cinco fechas fundamentales: 1688, 1789, 1848, 1919 y 1989. 

Cada una de estas tres etapas se caracteriza por una relación dis- 
tinta de la nación con el Estado. En la primera, el Estado existe clara- 
mente antes de que aparezca la nación que surge, precisamente, de una 
transformación interna que deposita la soberanía en los ciudadanos. 
En el caso de Inglaterra, como resultado de la Revolución «gloriosa», 
comparten soberanía la Corona y el Parlamento, en el que están repre- 
sentados distintos estamentos. El poder supremo del Estado deja de ser 
monopolio del monarca, para extenderse a diversas capas sociales. La 
nación, en el sentido revolucionario del término, se constituye por la 
dispersión social de la soberanía. Pero es con la Revolución francesa, 
al quedar instalada la soberanía en el conjunto de ciudadanos, cuando 
la idea de «nación soberana» se desarrolla plenamente. En esta primera 
fase, el Estado, que ya existía antes, se transforma en uno nacional, al 
hacer recaer la soberanía sobre el conjunto de los ciudadanos. Estado y 
nación aparecen así fundidos desde el primer momento. 

En la segunda fase la idea de nación actúa en la Europa central, en 
Italia y Alemania, pero ahora la que se impone es la idea romántica de 
nación. Se da por descontado que la nación, con sus caracteres geográ- 
ficos, étnicos, lingüísticos, histórico-culturales, precede al Estado, cuya 
función principal es crear uno ex novo. Dividida en distintas entidades 
políticas, o incluso, como en el caso de Italia, sometidas algunas de sus 
partes a potencias extranjeras, la tarea específica de la nación es pro- 
mover un proceso de unificación política. Ello no quita que no haya 
entre Italia y Alemania una diferencia fundamental. La invasión napo- 
leónica de 1796/1797 expande en Italia la idea de nación en un sentido 
revolucionario; en cambio, en Alemania provoca una reacción de recha- 
zo. El fracaso de la revolución de 1848 elimina la posibilidad de una 
unificación política llevada a cabo desde la base, es decir, desde grupos 
sociales que habrían adquirido una conciencia nacional, y deja en ma- 
nos de los Estados Piamonte-Cerdeña y Prusia el proceso de unificación 
nacional que en 1861 se logra en Italia y en 1871 en Alemania. Aun- 
que Guiseppe Mazzini escribiese en 1831 que su siglo se caracterizaba 
por la lucha encarnizada de los pueblos contra los reyes, en Italia y en 


15. Estas tres secuencias en Theodor Schieder, «Typologie und Erscheinungsformen 
des Nationalstaats in Europa»: Historische Zeitschrift 202 (1966), pp. 58-81; vuelto a pu- 
blicar en Nationalismus und Nationalstaat, Vandenhoeck & Ruprecht, Göttingen, 1992. 
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Alemania eran muy escasas las posibilidades de conseguir la unificación 
derrocando la monarquía. Francesco Crispi (1819-1901), un político 
que después de la unificación derivó a posiciones nacionalistas e incluso 
imperialistas, en un discurso ante el Parlamento pronunciado en mayo 
de 1864, manifestaba que en Italia la monarquía une y la república se- 
para. En cambio, los nuevos Estados nacionales que surgen en 1918 son 
repúblicas, con la sola excepción de Yugoslavia. Pese a que la ideología 
nacionalista sostiene la mayor antigüedad de la nación sobre el Estado, 
dando por sentado que habrían sido las naciones las que construyeron 
los respectivos Estados, también en Italia y Alemania conviene tener 
muy en cuenta, por un lado, que antes de la unificación política la 
nación conocía ya en su territorio distintas formaciones estatales que, 
desde luego, no fueron ajenas a la creación de un sentimiento nacional, 
y que, por otro, Italia y Alemania se homogeneizaron sobre todo des- 
pués de la unificación política, de modo que la nación alemana y la ita- 
liana son en buena parte producto de la unificación, y con la sensación 
añadida de acudir demasiado tarde al reparto del mundo colonizable, el 
nacionalismo se expandió rápidamente en su última forma imperialista. 
Después de la caída de Bismarck en 1890, que se había esforzado en 
contenerlo, el imperialismo expansivo de la Alemania unida no conoce 
tope. Italia en 1915 entra en la guerra, al lado de Inglaterra y Francia, 
con el afán de obtener como recompensa la realización del sueño de 
la gran Italia. Al terminar la guerra en el lado de los vencedores, Italia 
se anexionó, aunque no quedase satisfecha, la parte sur de Tirol y el 
territorio que incluía ciudades como Trieste y Zara, así como algunas 
islas como Lagosta, Cherso y Lussin, que durante siglos, hasta 1797 
habían pertenecido a la República de Venecia. En 1919 Italia integraba 
a 300.000 eslovenos y 140.000 croatas, aparte de la población que 
hablaba alemán en el Tirol. 

La tercera fase ocurre en la Europa del este y proviene de la des- 
membración de los tres grandes Imperios que se repartían la región, 
el austríaco, el ruso y el otomano. En esta constelación, no cabe sino 
pensar que la libertad interna únicamente se consigue rompiendo con el 
Imperio al que la nación se haya sometida. La independencia nacional 
se convierte en la condición indispensable para lograr la libertad de 
los ciudadanos. Libertad y democracia se identifican con una nación 
libre, es decir, independiente. El nacionalismo revolucionario se funde 
con el romántico impulsando una dinámica separatista. Según se van 
debilitando los Imperios logran ir separándose los nuevos Estados na- 
cionales, Grecia (1822), Rumania (1878), Noruega (1905), Bulgaria 
(1908), Hungría (1918) y Polonia (1918). 

En la primera fase, con el advenimiento de la nación, asistimos a un 
proceso de transformación político-social que lleva consigo una distri- 
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bución del poder, de modo que el Estado se transfigura en uno nacional. 
En la segunda, el Estado nacional surge de un proceso de unificación de 
las distintas entidades políticas que se consideran parte de una misma 
nación. En la tercera, la dinámica es la inversa, en vez de unificación, 
secesión, el Estado nacional proviene de la separación de unidades po- 
líticas más amplias. Cada uno de estos modos de emerger el Estado na- 
cional, por transformación, unificación o secesión, lleva consigo formas 
distintas de nación y tipos diferentes de nacionalismo. 

Ni que decir tiene que esta construcción basada en «tipos ideales» 
no concuerda exactamente con los procesos históricos reales, cada uno 
singular, pero permite una comprensión general de la aparición del 
Estado nacional, que es de lo que se trata, justamente, la invención en 
la que Europa se reconoce, al menos durante un siglo, desde la segun- 
da mitad del siglo xIX a la segunda del xx. Dos guerras mundiales que 
pusieron de manifiesto la enorme capacidad de destrucción que lleva en 
su entraña cuestionan el Estado nacional, que ya venía impugnado por 
otros factores, como los límites al crecimiento que impone un mercado 
nacional. Como el Estado social es impensable sin el Estado nacional y 
depende en buena parte de él, la crisis del Estado nacional repercutirá 
de manera decisiva en la del Estado social. Pero, no adelantemos acon- 
tecimientos, la labor que tenemos ante nosotros consiste en mostrar 
la conexión entre Estado nacional y Estado social, es decir, como el 
Estado nacional se convierte en Estado social. 


COMPONENTES DEL ESTADO NACIONAL 


Sea cual fuere el tipo de Estado nacional que cuaje en cada una de las 
etapas descritas hay tres componentes que encontramos en todos ellos. 
En primer lugar, el Estado nacional se manifiesta como el factor prin- 
cipal de unificación lingüística: cada nación, un Estado, y en cada Es- 
tado, una lengua. Cierto que en buena parte la lengua nacional se ha 
impuesto por el prestigio que otorga a la persona que la domine, pero 
ello no es óbice para echar en saco roto que la unificación lingüística 
se ha llevado a cabo por coacción, habiendo sido la escuela pública su 
principal instrumento. La función principal de la escuela fue, y sigue 
siendo, educar a la población en la lengua nacional. La generalización 
de la enseñanza pública a toda la población, uno de los pilares del 
Estado social, entronca directamente con el afán de unificación lingüís- 
tica, propio del Estado nacional. Ejemplos claros los ofrece Inglaterra, 
Francia, Alemania, donde a lo largo del xIx fueron desapareciendo las 
lenguas regionales, de las que hoy sólo quedan restos. En el Reino Uni- 
do, el escocés, de origen germánico, se ha visto desplazado a las Islas 


109 


EL ESTADO: SOBERANÍA, LIBERTAD, DERECHO 


Hébridas. En cambio, pese a las políticas de imposición del inglés, el ga- 
lés, de origen céltico, se conserva mejor que el gaélico en Irlanda, al que 
no ha favorecido tanto como hubiera cabido esperar el que, al lograr la 
independencia la mayor parte de la isla, fuera declarado lengua oficial. 
De la multiplicidad lingüística del siglo xvm, en Francia quedan rastros 
del vascuence en el País Vasco y del catalán en el Rosellón, del bretón, 
lengua de origen céltico, en Bretaña, y sigue siendo una lengua familiar 
el corso en Córcega y el alemán, más en Alsacia que en Lorena. En el 
Estado centralizado de la monarquía absoluta cabe ya dejar constancia 
del ascenso del francés como lengua unitaria de cultura, que queda bien 
patente en la fundación de la Academia de la Lengua Francesa en fecha 
tan temprana como 1635, aunque a partir del periodo revolucionario la 
presión lingüística se incrementara bastante más. En una Alemania frac- 
cionada en más de mil entidades políticas, se comprende que hasta bien 
entrado el siglo XIX pervivieran una multitud de lenguas germánicas, 
y en Prusia también eslavas. De una población de 24 millones, apenas 
medio millón hablaban alemán (Hochdeutsch) a finales del siglo xvm, el 
dialecto de Hannover, que había generalizado Lutero en su traducción 
de la Biblia. El alemán como lengua de cultura, sustituyendo al latín, 
pero sobre todo al francés, es un fenómeno de la segunda mitad del 
siglo xvii. La humillación que produjo Federico el Grande a los inte- 
lectuales de su tiempo al preferir el francés al alemán, sirvió de acicate 
para el desarrollo —Klopstock, Wieland, Lessing— de una literatura 
en la lengua nacional. Un grupo de lingüísticas que encabeza Theodor 
Siebs (1852-1941)!* normaliza a finales del siglo XIx la fonética del 
alemán estándar, degradando las demás lenguas germánicas de mayor 
solera a la categoría de dialectos; y de las distintas lenguas eslavas que 
se hablaban en Prusia únicamente queda hoy un pequeño grupo que 
habla sorbio. Caso diferente es Italia, donde se mantiene una buena 
cantidad de lenguas y dialectos —clasificarlos en uno u otro grupo es 
cuestión muy debatida— pero sin que por ello se ponga en tela de juicio 
la primacía del toscano como el italiano estándar. 

Un segundo componente que encontramos en los tres distintos tipos 
de nación que hemos considerado es la capacidad de cohesión social 
que despliegan. El Estado ya implicaba igualación social, pero se trata 
de una negativa: todos iguales, porque todos han sido despojados del 
poder que se concentra en el monarca. En cambio, es ya positiva la 
igualación que comporta la nación. Si nos remitimos al concepto revo- 


16. Theodor Siebs Berliner Búhnenausprachen, Berlin/Kóln, 1898. De este libro han 
aparecido muchas ediciones hasta el día de hoy. El alemán estándar o Hochdeutsch prime- 
ro se concibió para unificar la fonética en el escenario y evitar que cada actor hablase en 
su dialecto de origen, de ahí su primera denominación de lengua teatral. 
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lucionario, todos son iguales, porque todos participan de igual manera 
en la soberanía, que recae sobre el conjunto de los ciudadanos. Tam- 
bién en la acepción romántica descuellan los elementos positivos de 
participación: como miembro de una nación se pertenece a una lengua, 
a una cultura, a una historia, de modo que la identidad personal en 
buena parte se alimenta de la nacional. 

La conciencia de una identidad común sostiene, por un lado, una 
nueva cohesión social en el ámbito del Estado nacional, a la vez que, por 
otro, implica una conciencia de alteridad frente a los que no pertenecen 
a él. El paso de una a otra conciencia marca la diferencia que existe entre 
el sentimiento nacional y el nacionalismo que implica ya la afirmación 
propia frente a la de los demás. Tanto el sentimiento nacional, concien- 
cia de pertenencia a un grupo, como el nacionalismo, en tanto que afán 
de preeminencia sobre los demás, desempeñan un papel importante en 
el advenimiento y desarrollo del Estado social. 

Un último elemento común en los tres tipos de Estado nacional es 
la conversión de la conciencia nacional en nacionalismo, con el consi- 
guiente desplazamiento desde las primeras posiciones revolucionarias a 
otras cada vez más conservadoras, incluso reaccionarias. Todavía la idea 
romántica de nación en su formulación en Herder tiene un poso huma- 
nista, e incluso en Fichte, pese a las conexiones que cabe constatar con 
el nacionalismo fascista del siglo XX, apela a una burguesía cultivada 
que ha pasado por la admiración a la Revolución francesa, rompiendo 
con el «antiguo régimen». Hasta el fracaso de la Revolución de 1848, 
la unificación política de la nación es la aspiración de la izquierda que 
representa una burguesía cultivada (Bildungsbiúrgertum). En la segunda 
mitad del siglo XIX el proceso de unificación queda en manos de los Es- 
tados, y la conciencia nacional así como el nacionalismo se convierten 
en patrimonio de los sectores más conservadores. 

No es tarea fácil determinar los agentes sociales que se identificaron 
con la lucha por la nación. No se puede decir, como afirmaba Marx, que 
el nacionalismo haya sido tarea exclusiva de la burguesía para afianzar su 
poder, ni que el proletariado no tendría patria. Las clases adineradas 
que impulsaban la economía defendieron siempre el statu quo, reacias 
a dar batallas políticas. Fue la juventud estudiosa —las universidades 
fueron focos de nacionalismo— la que escribió en su bandera la unifi- 
cación política, siendo la clase académica y los intelectuales los agentes 
más activos. Lo más significativo es que tanto en Alemania como en 
Francia haya sido el Ejército el que al final administrara el nacionalis- 
mo. También en Italia el partido nacional elige como aliado al ejército 
regular piamontés, abandonando a las partidas de Garibaldi. El nacio- 
nalismo se convierte en el elemento integrador del ejército, cuando va 
dejando de serlo de la sociedad en su conjunto. 
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La conversión de la sociedad civil, incluso la sociedad burguesa hege- 
liana, en nación conlleva, por un lado, superar la abstracción de sociedad 
como un conjunto de individuos, así como el individualismo implícito 
en el pensamiento político del contractualismo liberal, subrayando ele- 
mentos cualitativos comunes que fortalecen la cohesión social, un factor 
básico en el desarrollo del Estado social. Desde finales del siglo XIX, el 
nacionalismo ha desempeñado un papel importante en el afán de inte- 
grar a la clase obrera, que ha traído consigo que, tanto desde la derecha 
como desde la izquierda, el Estado nacional haya utilizado como instru- 
mento principal al Estado social. El Estado nacional es uno de los su- 
puestos básicos del Estado social, al que de manera decisiva contribuyó el 
afán de una mayor integración y cohesión nacional. Entre 1870 y 1930 
el Estado nacional es el factor que marca toda la vida política, social y 
económica de Europa y es en esta época en la que surge el Estado social. 
Una comprensión cabal del proceso exige desentrañar los mecanismos 
por los que la nación, la conciencia nacional y el nacionalismo acabaron 
siendo patrimonio de los sectores más conservadores, y cómo este hecho 
incide en la primera fase del Estado social. 
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ESTADO DE DERECHO Y ESTADO DEMOCRÁTICO 


¿Dónde reside la soberanía una vez que resulta inadmisible que lo haga 
en el monarca («el Estado soy yo»)? El siglo XIX ofrece tres respuestas, 
la inglesa, que desde la revolución «gloriosa» (1688) instala la soberanía 
en el Parlamento. Sin concreción precisa, el concepto de Estado pasa 
a un segundo plano, sustituido por el de «gobierno» que incluye a la 
administración pública. La francesa ubica la soberanía en la nación, 
entendida como el conjunto de los ciudadanos sentando las bases del 
Estado democrático. La alemana se distancia, tanto del compromiso 
británico —la soberanía radica en el Parlamento y la representa la Co- 
rona— como de la solución francesa, el pueblo es el único soberano, 
al otorgar al Estado la calidad de «persona jurídica». Esto permite di- 
ferenciarlo de la corona y del gobierno. La soberanía no descansa en el 
Monarca, ni en el Parlamento, ni en el pueblo, sino en el Estado, una 
realidad sin soporte físico, exclusivamente ideal, sobre la que se levanta 
el ordenamiento jurídico. 

Desde la primera Modernidad, por imponer normas de obligado 
cumplimiento al Estado se le otorga una función pacificadora. No im- 
porta su contenido —les parecerán justas a los que beneficien, e injustas 
a los que perjudiquen—, pero, al tomar decisiones inapelables, el re- 
sultado es un orden en el que reina la paz. No hay Estado sin derecho, 
pero tampoco hay derecho sin un Estado coactivo que imponga el cum- 
plimiento de las normas. El Estado se fundamenta en el derecho a la vez 
que es el fundamento del derecho, y en esta doble función se empieza 
a hablar de «Estado de derecho»!. 


1. Fernando de los Ríos, «La metodología política alemana: de Fichte a la caída de 
Hitler», en ¿Adónde va el Estado? Estudios filosófico-políticos, Buenos Aires, 1951. 
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RULE OF LAW 


El «Estado de derecho» es una invención alemana que no hay que confun- 
dir con el rule of law británico, ni identificarlo con el Estado democrático, 
producto revolucionario, cabalmente francés. Los tres se desarrollan en 
el siglo XIX, influyéndose mutuamente hasta el punto de fundirse en «el 
Estado democrático de derecho». El modelo británico de rule of law pro- 
viene de una revolución que, manteniendo incólume el concepto absoluto 
de soberanía (es decir, ab-solutum, absuelto o disuelto de cualquier otro 
poder que lo limite), la asienta en el Parlamento. Al no haber otro poder 
que pueda constreñirlo, legisla sin limitación formal alguna, pero aun así 
se da por descontado que ha de respetar el common law, las normas y 
principios generales del derecho que ha ido depurando la tradición, así 
como la interpretación creadora que de las leyes han hecho los jueces al 
aplicarlas. En el constitucionalismo no escrito británico, principios como 
el fundamental de la soberanía del Parlamento quedan de hecho restrin- 
gidos al conectarse con otras tradiciones no escritas, pero no menos vi- 
gentes. La constitución inglesa reconoce implícitamente una separación 
de poderes que, sin embargo, mantiene conectados sin deslindarlos con 
nitidez. De ahí proviene una ductilidad a la que debe su eficacia. En el 
Reino Unido la constitución es la realmente vivida, sin que quepa distin- 
guir, como en el resto de Europa, entre la escrita y la real. 

Ello explica que durante siglos la constitución británica haya des- 
lumbrado al resto de los europeos, pero también que haya permanecido 
siempre como una excepción inalcanzable. Cabe admirarla, pero, al ser 
producto de la vida política y social de una historia singular, de ningún 
modo imitarla. Pero no sólo en el constitucionalismo Inglaterra va a la 
cabeza, también es la patria de la revolución industrial, y marca las for- 
mas de reconducir la lucha de clases con la aparición de un sindicalismo 
muy peculiar. En fin, la originalidad británica queda patente en el mo- 
delo de Estado social que desarrolla, así como la manera con que trata 
de superar su crisis actual. Durante los siglos XVIII, XIX y XX, en muchos 
aspectos de la vida política, económica y social, el Reino Unido ha sido 
un modelo inimitable. 


EL ESTADO DE DERECHO 


Pese a los grandes cambios que en Alemania trae consigo la invasión 
napoleónica —el más importante, haber reducido a treinta y nueve 
entidades políticas la anterior fragmentación que se contaba por cien- 
tos—, perdura el absolutismo monárquico. Aunque la lucha contra el 
francés hubiera potenciado entre la burguesía educada la conciencia 
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nacional hasta el extremo de que ya muy pocos se atrevían a defender 
al «antiguo régimen» en su puridad primigenia, las instituciones polí- 
ticas permanecen incólumes. Ni las mudanzas en la mentalidad de la 
gente por el ejemplo de la Francia revolucionaria, ni las reales que trajo 
consigo la invasión napoleónica, ni siquiera la revolución de 1848, al 
fin fracasada, limitaron en Prusia los poderes de la corona, aunque en 
algunos Estados, como Baviera (1818), Baden (1818), Württemberg 
(1819), Hessen (1820) y Sajonia (1831), las monarquías se convirtiesen 
en más o menos constitucionales. 

La monarquía absoluta perdura en Alemania, pero ya en sociedades 
por las que no han pasado en vano las nuevas corrientes del pensamiento 
político. En esta constelación se inscribe el nuevo concepto de «Estado de 
derecho». Por lo pronto, significa algo tan trivial como que los órganos 
del Estado estén también sometidos a derecho. Se rechaza que el monarca 
pueda actuar en un caso particular más allá del derecho —se suprime el 
privilegio individualizado— lo que supone ya una primera separación 
del poder legislativo del ejecutivo. Sin legislar previamente el monarca 
no puede cambiar las reglas del juego, y si las cambia, ha de hacerlo con 
normas que valgan para todos. 

El Estado de derecho no pregunta quién gobierna, ni si lo hace uno, 
unos pocos o la mayoría, sino que desvía la cuestión al cómo se gobier- 
na, es decir, si se hace respetando el principio de legalidad que dicta 
someter el Estado a derecho, con lo que se logra limitar el absolutismo 
monárquico. Nos topamos así con una primera acepción, todavía débil, 
de Estado de derecho, aquel en el que todos los órganos e instituciones 
del Estado están sometidos a derecho. Implica la juridicidad del Estado 
(Verrechtlichung) y la legalización del derecho (Vergesetzlichung). Ade- 
más del principio de que las instituciones y los órganos del Estado es- 
tén sometidos al derecho vigente, el Estado de derecho conlleva otros 
principios básicos, entre los que cabe subrayar el carácter general de la 
ley, sin que se acepte que se legisle para una persona, o para un grupo; 
la prohibición de aplicar las leyes de manera retroactiva; la obligación 
de que las leyes sean de conocimiento público, no se contradigan entre 
sí o sean de imposible cumplimiento. 

La Prusia decimonónica, o dictaduras como la de Franco en el si- 
glo xx, fueron Estados de derecho en esta primera acepción. En los 
dos casos se constata la condición imprescindible para el desarrollo eco- 
nómico, ofrecer un horizonte jurídico que el empresario sabe que los 
órganos del Estado van a respetar, seguro de que sólo en base a una ley 
se puede cercenar la libertad o intervenir la propiedad de los indivi- 
duos, lo que permite calcular el riesgo de sus actividades. Hasta hoy la 
debilidad del Estado de derecho se muestra en muchos países de África 
y de América latina como un obstáculo importante al desarrollo. 
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Una segunda acepción más fuerte del Estado de derecho supone ya 
una vinculación directa con el Estado democrático. No basta el cumpli- 
miento de los aspectos formales mencionados, sino que además exige el 
respeto de normas sustantivas que garanticen los derechos fundamenta- 
les del ciudadano ante el Estado. Tuvieron su primera formulación en 
la Declaración de los derechos del hombre y del ciudadano, del 26 de 
agosto de 1789. El fin del Estado es proteger «la libertad, la propiedad, 
la seguridad y la resistencia a la opresión» (art. 2). La libertad consiste 
en poder hacer todo lo que no perjudique a otro (art. 4). La ley no 
puede prohibir sino aquello que sea nocivo a la sociedad. Todo lo que 
no esté prohibido por ley está autorizado (art. 5). Nadie puede ser mo- 
lestado por las opiniones que manifieste, siempre que no vulneren el 
orden público (art. 10). Están garantizadas la libertad de hablar, escribir 
e imprimir (art. 11). La propiedad es un derecho inviolable y sagrado 
del que nadie puede ser despojado, sino en virtud de una necesidad 
pública, previamente constatada en una ley y una vez pagada la indem- 
nización adecuada (art. 17). Nadie puede ser acusado o detenido, sino 
en los casos y en la forma que marca la ley (art. 7). Se presume inocente 
a toda persona que no haya sido declarada culpable (art. 9). 

Los derechos del ciudadano se complementan con los derechos po- 
líticos que constituyen el Estado democrático. Tres enumera la Decla- 
ración de 1789, El primero, la soberanía reside en el pueblo (art. 3). 
El segundo, la ley es la expresión de la voluntad general. Todos han 
de contribuir personalmente o por sus representantes a su formación, de 
manera igual para todos (art. 6). El tercero, una sociedad democrática 
sólo lo es, si garantiza estos derechos fundamentales del individuo, así 
como la división de poderes (art. 16). No basta para constituir una de- 
mocracia que los ciudadanos puedan elegir a los gobernantes, ni siquie- 
ra que gobernasen directamente sin intermediarios, si no son también 
operativos los derechos individuales frente al Estado. 

El Estado de derecho en su acepción plena es inseparable del Estado 
democrático, así como éste no puede existir sin el cabal funcionamien- 
to del Estado de derecho, formando una nueva unidad indisoluble, el 
«Estado democrático de derecho». En una última fase, cuando a los 
derechos individuales básicos se añaden los llamados derechos sociales, 
el Estado democrático de derecho avanza hasta el Estado social, que se 
tiene por la plenitud del Estado democrático. 


EL CAPITALISMO, COMO TELÓN DE FONDO 


Una dificultad intrínseca al conocimiento radica en que si el análisis (di- 
vidir lo complejo en sus partes más simples) lo facilita, también lo entor- 
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pece, en cuanto el todo es más que la suma de las partes. Para domeñar 
la complejidad de lo real conviene descomponerlo en sus partes, tra- 
tando cada una por separado. El desarrollo de las ciencias sociales ha 
seguido esta vía analítica, creando diferentes disciplinas —el derecho, la 
economía, la sociología, la ciencia política— con la pretensión de un alto 
grado de autonomía. Ahora bien, aunque se quiera explicar por separado 
los distintos aspectos, jurídicos, políticos, económicos, sociales, están 
de tal modo entrelazados que no sólo se influyen entre sí, sino que 
sólo se entienden en el interior de un proceso global que se despliega en 
el tiempo (Hegel). Una visión de conjunto, integradora de los diferentes 
aspectos que configuran la realidad en su totalidad exige una perspectiva 
histórica. El hegeliano Marx llevaba razón al pensar que la historia es el 
saber fundamental en el que convergen las demás ciencias sociales. 

En los capítulos anteriores he tratado de sintetizar cómo surge y se 
desarrolla el Estado en su conexión con la sociedad, el derecho y la na- 
ción, elementos que preceden al Estado social, sin los que no resulta in- 
teligible. Pero es obvio que el Estado nacional y el Estado de derecho no 
se han desplegado en el vacío, sino en una Europa, cuya economía crecía 
rápidamente. Debido a una mejora continua de la productividad agrí- 
cola, aumentó la población, sobre todo en las ciudades, lo que permitió 
ampliar las actividades productivas, pasando de la agricultura —todavía 
a finales del siglo xvm fuente del 90% de la riqueza— al comercio y a las 
manufacturas. La expansión de las actividades productivas es causa, a la 
vez que efecto, de lo que se ha denominado capitalismo?. 

En su origen hay que dejar constancia de cambios sociales, y sobre 
todo de mentalidad, que impelen también desde finales del siglo xv la 
expansión ultramarina, uno de los estímulos principales del despliegue 
capitalista. El Estado nacional moderno cuaja en el nuevo contexto 
socioeconómico que hemos llamado capitalista, que a su vez coincide 
en el tiempo con el despliegue de la ciencia moderna. Al Estado, capita- 
lismo y ciencia, en tanto que expresión de un mismo proceso de racio- 


2. Por capitalismo se entiende un sistema de producción en el que actúan dos sectores 
sociales, los propietarios de los medios de producción, que dirigen el proceso productivo, y 
los que venden la fuerza de trabajo a cambio de un salario. Dos sectores que el mercado vin- 
cula en un proceso productivo que ya no tiene como objetivo cubrir las necesidades de sub- 
sistencia, siempre limitadas, sino obtener un beneficio que, en cuanto tal, no conoce límites 
(principio de la acumulación indefinida). Este proceso productivo se lleva a cabo de manera 
racional, primero, porque los empresarios proponen planes nítidos para conseguir estos 
resultados, y segundo, porque calculan racionalmente tanto los riesgos como la ejecución. 
Tres elementos constituyen, por tanto, al capitalismo: 1) compradores y vendedores de la 
fuerza del trabajo que el mercado pone en relación; 2) producir, no para satisfacer las nece- 
sidades humanas, sino para conseguir un beneficio; 3) racionalización del proceso (W. Som- 
bart, Der moderne Kapitalismus 1, Duncker & Humblot, Minchen/Leipzig, 21916, p. 319). 
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nalización, vale denominar «trípode de la Modernidad», un producto 
específicamente europeo. 

La modernización que llamamos capitalista implica una mutación 
económica, social y política de enorme alcance. Conlleva una triple re- 
volución, la filosófica, con el advenimiento de la ciencia moderna; la 
política, con la creación del Estado nacional democrático de derecho, 
y la económica productiva, que brota de la conexión del racionalismo 
implícito en las ciencias naturales con el modo capitalista de produc- 
ción, primera revolución científico-tecnológica, que conocemos como 
«revolución industrial». A la «revolución política» se añade la «revolu- 
ción industrial» que proviene de enlazar el saber científico-tecnológico 
con el proceso productivo. 

Con la introducción de la máquina de vapor, la manufactura se 
transforma en industria, proceso que empieza en Inglaterra, pero que 
se extiende muy pronto a Bélgica y a Francia, luego a Alemania, para 
alcanzar, antes o después, al resto del continente. Los cambios que com- 
porta la primera revolución industrial, con el traspaso de la población 
del campo a la ciudad y el inicio de las grandes migraciones entre los 
continentes, que facilitó la revolución en los medios de transporte —fe- 
rrocarril y barco de vapor— conlleva una rápida internacionalización 
de la economía que, junto a una nueva estructura de clases, proleta- 
riado urbano y burguesía industrial, marca el comienzo de una edad 
nueva, la del capitalismo industrial. 

El Estado social surge teniendo como telón de fondo estas tres revo- 
luciones, la científico-tecnológica, la política y la socioeconómica, pero, 
en contextos sociales y políticos muy diferentes, por lo que los Estados 
sociales resultantes muestran aspectos muy distintos. Un primer factor di- 
ferenciador es la forma de entroncar el Estado social con el democrático 
a lo largo del siglo XX, cuestión a la que se prestó la máxima atención en 
la segunda mitad del siglo XIX y primera mitad del xx. El Estado social 
entra en crisis en los dos últimos decenios del siglo pasado, cuando la 
última revolución científico-tecnológica modifica por completo el sistema 
socioeconómico que había ido cuajando en los tres últimos siglos. En los 
capítulos precedentes se han explicitado los conceptos claves, vincula- 
dos al Estado y a la sociedad en sus rasgos generales, consciente de que 
nos encontramos en el umbral de una edad nueva que, pese a que apenas 
vislumbramos sus caracteres, sabemos que será muy diferente. 


SOCIEDAD DEMOCRÁTICA O ESTADO DEMOCRÁTICO 


La izquierda revolucionaria que surge en la primera mitad del siglo XIX 
parte de la noción hegeliana de «sociedad burguesa», convencida de que 
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en el horizonte se divisa una sociedad sin clases, la única que habría que 
calificar de democrática. Acabar con el antagonismo de clases supone 
un nuevo modelo de producción que permita la supresión del Estado, 
instrumento de dominación de la clase dominante. Arribar a la democra- 
cia exige, por tanto, cambiar el sistema de producción —la revolución 
social anticapitalista— y suprimir el Estado. En cambio, el hegelianismo 
moderado, lamentablemente no siempre se le distingue del conservador 
que desembocó en el fascismo, para democratizar la sociedad confía en 
el Estado, que es el encargado de poner en marcha las instituciones so- 
ciales pertinentes. En la primera respuesta, la figura clave es Karl Marx 
(1818-1883); en la segunda, Lorenz von Stein (1815-1890). Como von 
Stein influyó en Marx, conviene empezar con el aporte del primero a 
la idea de Estado social, para pasar luego a la crítica que le hizo Marx. 


LORENZ VON STEIN 


El von nobiliario se lo concedió el Emperador de Austria en 1868 como 
reconocimiento a la labor realizada desde 1855 como profesor de econo- 
mía de la Universidad de Viena, donde permaneció hasta su jubilación 
en 1885. Lorenz Stein había nacido en Eckerfórde, cuando los ducados 
de Schleswig y Holstein pertenecían a Dinamarca. Terminados sus es- 
tudios de derecho en la universidad de Kiel, en 1840 pasa unos meses 
en Berlín, donde se conecta con algunos miembros del ala izquierda del 
hegelianismo (Junghegelianer). Poco antes había tomado contacto episto- 
lar con Arnold Ruge (1802-1880), que le ayuda a publicar las primeras 
recensiones que salieron de su pluma. En octubre de 1841 se traslada 
a París con una beca del rey de Dinamarca para especializarse en his- 
toria del derecho francés y una beca de Prusia para estudiar las nuevas 
corrientes sociales, a la vez que un sobresueldo de la policía prusiana 
por los informes que se compromete a mandar sobre las asociaciones de 
artesanos alemanes en París, así como sobre las actividades de algunos 
exiliados prusianos considerados subversivos. Se ha tratado de justificar 
la actividad nada honorable de confidente de la policía apelando a su 
pobreza, aunque más bien parece debida a la admiración que sentía por 
Prusia que, a sus ojos, unía a un feroz conservadurismo, con el que Stein 
simpatizaba vivamente, una política innovadora de progreso, liderada 
por el Estado. La estancia de año y medio en París dio su fruto en un libro 
Socialismo y comunismo en la Francia de hoy*, que importa consignar 
como un hito en los orígenes del Estado social. 


3. L. Stein, Der Socialismus und Communismus des heutigen Frankreichs. Ein Bei- 
trag zur Zeitgeschichte, Leipzig, 1842. La segunda edición, ampliada en dos volúmenes, es 
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Se empezaba a hablar en Francia de socialismo y comunismo y Stein 
no sólo es el primero que en Alemania da noticia de estas novedades, 
sino que además las interpreta dentro del entramado filosófico que le 
proporcionan Fichte, y sobre todo Hegel. Justamente, su adhesión al 
hegelianismo es la causa de que en la segunda mitad del XIX su presti- 
gio fuera menguando. El historicismo, primero, y luego el positivismo, 
terminaron por arrinconar a Hegel y a todos sus seguidores que se 
consideraban demodé. 

En el momento de su publicación el libro de Stein cumple una fun- 
ción informativa, a la vez que tranquilizadora. Ya se sabe que Francia 
tiende a poner de moda corrientes de pensamiento que no hacen más 
que reelaborar lo pensado por otros pueblos. Comprender el significado 
profundo de estas nuevas corrientes sociales supuso para Stein situarlas 
dentro de las coordenadas filosóficas del idealismo alemán, lo que a su vez 
le sirve para ahuyentar posibles temores, al insistir en que estas doctrinas, 
cocinadas a la francesa, expresarían únicamente «el espíritu de Francia», y 
como cada pueblo tendría el suyo propio no habría por qué preocuparse 
de que pudieran arraigar al otro lado del Rin. Si gozar es el afán último 
del «espíritu francés», lo propio del alemán es conocer. Para Stein en el 
fondo del socialismo y el comunismo estaría la contradicción entre «civi- 
lización» y «personalidad», entre la sociedad y el individuo, que Francia 
aprovecha para hacer algunos fuegos de artificio, mientras que la misión 
de Alemania consistiría en reconciliarlas en una teoría correcta que dé 
paso a una práctica política acertada. 

¿En qué consiste la contradicción civilización-personalidad que ha 
originado lo que los franceses tan pomposamente llaman socialismo y 
comunismo? Stein toma el concepto de «civilización» de François Guizot 
(1787-1874), historiador y político francés*, Por «civilización» entiende 
Guizot un proceso totalizador que incluye el progreso, tanto material, 
como moral y social, de la humanidad. El concepto de «civilización» 
implica la idea de mejoría, tanto de las condiciones materiales de vida, 
como de las relaciones entre los humanos. Al concepto de «civilización» 
Stein contrapone el de «personalidad», entendido este último, ya den- 
tro de los parámetros del idealismo alemán, como realización plena del 
individuo, lo que no es posible sin la propiedad, imprescindible para 
poder desarrollarse plenamente como seres humanos. He aquí la con- 
tradicción básica de la sociedad posrevolucionaria: al cerrar el acceso a 


de 1848. En la interpretación que sigue he combinado posiciones mantenidas en las dos 
ediciones, sin señalar las diferencias que existen entre ambas. 

4. Tal como lo expuso en dos de sus libros, Historia de la civilización en Europa 
desde la caída del Imperio romano hasta la Revolución francesa (1828) e Historia de la 
civilización en Francia desde la caída del Imperio romano, 4 vols. (1830). 
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la propiedad a la mayor parte de la población, impide que pueda des- 
plegar el desarrollo pleno de la personalidad. 

Stein capta la historia en sentido hegeliano, como el despliegue de la 
idea de libertad-igualdad. El desarrollo de la «personalidad» individual 
depende de la «civilización» a la que se pertenezca, que una de otra se 
distingue por la distinta capacidad de aportar progreso material y social. 
La revolución implantó la igualdad política: todos iguales a la hora de 
elegir representantes, porque todos son iguales ante la ley. No obstante, la 
propiedad que garantiza la Constitución de 1795 impone un reparto muy 
desigual de la riqueza y trae consigo una desigualdad creciente que ter- 
mina por partir la sociedad en dos bloques, el de la burguesía, que cuenta 
con los recursos materiales y espirituales necesarios para que cada cual 
despliegue una personalidad propia, y el del proletariado que se define, 
justamente, por depender de los otros, sin poder llegar a ser uno mismo, 
una situación de la que no puede escapar por su propio esfuerzo. Louis 
Blanc* ya había definido a la burguesía como aquella clase que posee el ca- 
pital. El proletariado lo forma «el conjunto de ciudadanos que no posee 
capital y, por tanto, incluso para cubrir las necesidades vitales dependen 
de otros»*, En la nueva relación capital-trabajo que define a la sociedad, 
el primero tiene una ventaja absoluta, al haber creado una situación ob- 
jetiva que el proletariado por sí no puede cambiar. «El que dispone del 
poder del Estado tiene el poder jurídico de ordenar las relaciones en el 
derecho privado —es decir, la propiedad— de la manera que quiera». La 
nueva clase que aparece en la sociedad posrevolucionaria, denominada 
«proletariado», se caracteriza por no poseer propiedades, ni tener acceso 
a ellas, lo que conlleva una educación deficiente que se paga al alto 
precio de no poder alcanzar una personalidad propia, que es un derecho 
fundamental de cada individuo: 


El proletariado lo compone la clase de gente que no posee cultura ni 
propiedad como fundamento de su valor social, pero que no acepta ser 
excluido de la posesión de bienes que es lo que confiere a la persona 
humana su valor (p. 7). 


Stein está convencido de que el nuevo concepto de hombre que ha 
desarrollado el idealismo alemán vale para todos. La creencia ilustrada 
en la universalidad de los derechos humanos unifica a Europa. 


5. Louis Blanc (1811-1882), teórico y fundador del socialismo francés, autor de 
Dorganisation du travail, Paris, 1840, libro en el que Stein se basa para describir el socialismo. 

6. L. Blanc, Histoire de dix ans, 1830-1840 I, Paris, 1844, p. 8. 

7. L. Stein, Der Socialismus und Communismus des heutigen Frankreichs, Leipzig, 
21848, p. 30. «El orden social de la sociedad se basa en el dominio del capital sobre el 
trabajo» (p. 38). 
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En tiempos de Napoleón las continuas guerras enardecían un fervor 
patriótico que tenía la virtud de ocultar el conflicto entre pobres y ricos. 
La guerra va a operar como un factor de cohesión social. La burguesía 
capitalista, que triunfa ya claramente con la revolución de 1830, pone 
sobre el tapete la lucha abierta con el proletariado industrial. Burguesía 
y proletariado son las dos clases enfrentadas que Stein introdujo con 
esta denominación en el vocabulario político alemán, pero el verdadero 
mérito fue haberlas identificado como la innovación que trajo consigo 
la sociedad posrevolucionaria. 

Stein distingue Estado, sociedad e individuo, los tres conceptos bá- 
sicos que diferencia la filosofía práctica de la Modernidad de la antigua 
y medieval. Piensa que la originalidad de su tiempo se manifiesta en que 
se haya conseguido la igualdad jurídica y política en el Estado, pero en 
la sociedad la desigualdad permanece, incluso en el nuevo capitalismo 
industrial con tendencia a aumentar. Si el progreso histórico depende de 
que se alcance una mayor libertad-igualdad, se comprende que el interés 
cognoscitivo se desplace del Estado, que ya ha realizado la igualdad jurí- 
dica y política, a la sociedad en la que la desigualdad de la riqueza perdura 
como uno de sus elementos constitutivos. 

Desde estos supuestos, Stein se considera en condiciones de apre- 
hender el significado del socialismo y del comunismo, surgidos en la 
sociedad posrevolucionaria. Ambos son producto de una sociedad di- 
vidida en dos clases antagónicas, burguesía y proletariado, enfrentadas 
encarnizadamente. Las dos son de reciente aparición, no existían en la 
Francia del «antiguo régimen», así como es nuevo el grado de violencia 
que conlleva su enfrentamiento. Stein entiende el socialismo como el 
afán de llevar adelante las reformas necesarias para que el proletaria- 
do alcance el nivel de vida, material y espiritual, que le permita desa- 
rrollarse plenamente como persona. De ahí que la tarea de su tiempo 
consista en «elevar a las grandes masas del pueblo a la altura necesaria 
para que cada individuo pueda realizar la idea que tenga de su perso- 
nalidad»*, Porque tiene que existir una fórmula en la que, conservando 
la propiedad —sin ella desaparecería la libertad—, quepa, sin embargo, 
que todos desarrollen libremente la personalidad. «Una teoría más pro- 
funda tiene que descubrir las leyes que rigen la sociedad en su conjunto, 
cuyo conocimiento no es sólo una ciencia del trabajo, sino de la socie- 
dad toda, el socialismo» (p. 130). 

El socialismo, no sólo es un movimiento social cuya finalidad es 
liberar de la dependencia sumisa al proletariado, sino que Stein lo iden- 
tifica, como ya había hecho Saint-Simon, con la nueva ciencia de la 


8. Ibid., p. 23. 
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sociedad. No bastaría tan sólo con una «ciencia del trabajo», como la 
que ha propuesto Louis Blanc, su inspirador principal, sino es menester 
estudiar la sociedad en su conjunto. Socialismo y sociología habrían 
surgido a la vez de un mismo impulso por reconstruir la sociedad pos- 
revolucionaria desde la libertad de todos y cada uno. Tampoco se puede 
abandonar al mercado la «organización del trabajo», porque mientras 
los trabajadores compitan entre sí por el puesto de trabajo, su posición 
será débil y, en consecuencia, bajos los salarios y pésimas las condicio- 
nes de trabajo. Mientras que la oferta de mano de obra sea mayor que 
la demanda; y ésta tienda a disminuir con el avance tecnológico, se 
colocará aquel que esté dispuesto a trabajar más por menos. 

El trabajo no es una simple mercancía que, como las demás, convie- 
ne la regule el mercado, sino que es una actividad que, además de tener 
que ser recompensada decentemente, configura, como Hegel puso de 
manifiesto, la personalidad libre. Con el trabajo forjamos nuestra per- 
sonalidad, producto de un trabajo satisfactorio, bien remunerado. Stein 
concluye que el Estado tiene que encargarse de «organizar el trabajo», 
de modo que garantice al trabajador un nivel de vida que permita el 
libre desarrollo de la personalidad. La tarea propia del Estado consiste 
en acabar con la contradicción capital-trabajo, sin suprimir ninguno de 
los dos, ambos son indispensables a la producción. Stein reconoce en 
Louis Blanc el mérito de haber resuelto la «cuestión social», ya que por 
vez primera vislumbró «la posibilidad de conservar el orden existente, 
señalando el camino que lleva a reconciliar la gran contradicción entre 
las clases» (p. 340). En suma, para Lorenz Stein el socialismo surge de 
la fusión de la revolución política francesa con la revolución industrial 
británica, a la que se añade la idea de libertad personal la contribución 
del idealismo alemán, que, no lo olvidemos, proviene de Rousseau. 

Al exponer el socialismo, Stein en el fondo lo legitima; en cambio, es 
un crítico furibundo del comunismo. El gran error es intentar trasladar a 
la sociedad el mismo afán igualador que ha triunfado en el Estado. Mien- 
tras que en el socialismo los bienes se distribuyen según el trabajo que 
cada cual realiza, en el comunismo cada individuo tendría derecho a una 
parte igual del producto social’. Si todos son iguales ante la ley y todos 
tienen el mismo derecho a elegir, y a ser elegidos representantes de la 
nación, no quedaría ya más que conseguir en la sociedad la misma igual- 
dad, acabando con las diferencias de fortuna, lo que supone, en último 
término, suprimir la propiedad: todo es de todos, y el Estado se encarga 
de organizar la producción y la distribución de los bienes producidos por 


9. L. von Stein, «Der Begriff der Arbeit und die Prinzipien des Arbeitslohnes in 
ihrem Verháltnif zu Socialismus und Communismus»: Zeitschrift für die gesamte Staats- 
wissenschaft 3 (1846), pp. 233-290. 
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todos. Mientras que el socialismo conserva por largo tiempo las estruc- 
turas básicas del orden social, justamente porque es capaz de reformarlo, 
el comunismo lo destruye por el ansia de alcanzar una igualdad abstracta. 
Obsesionado por crear ex nihilo un nuevo orden social suprime lo que 
más importa, la libertad individual, ligada a la propiedad. 

De los tres factores cuya relación armónica Stein considera impres- 
cindible para el desarrollo de la personalidad, el comunismo elimina 
el fundamental, el individuo libre. La igualación social culmina en la 
destrucción del segundo, el Estado, que se considera el último obstá- 
culo a la realización plena de la democracia, en cuanto instrumento de 
dominación clasista. Sin libertad individual y sin Estado la sociedad se 
descompone en violencia y anarquía. «Es una estupidez creer que la hu- 
manidad se beneficiaría de la destrucción del actual orden social, es que 
ni siquiera lo hace el proletariado»*. En Historia del movimiento social 
en Francia desde 1879 a nuestros días** define la revolución social como 
aquella que intenta hacer coincidir la igualdad del Estado con la de la 
sociedad, lo que la diferencia de las revoluciones políticas del pasado 
en las que únicamente se pretendía la igualdad en el Estado. No sólo 
Stein considera la revolución social que se divisa en el horizonte una 
catástrofe con gravísimas consecuencias, sino que está convencido de 
que se podría evitar, si se llevan a cabo las reformas pertinentes. 

Como el derecho de propiedad es consustancial con la libertad in- 
dividual, la única revolución social positiva es una que hiciera a todos 
propietarios, con lo que el camino a seguir sería facilitar al proletariado 
el acceso a la propiedad. Ideal que no pocos reformadores conservado- 
res han pretendido, sin lograr muchos resultados. El hecho tozudo es 
que una economía basada en la propiedad y en el mercado lleva en su 
seno la tendencia a concentrar la propiedad en cada vez menos manos. 
La revolución de 1848 acabó de repente, tanto con las ilusiones de 
los revolucionarios, como de los reformistas. En Alemania mostró una 
dimensión exclusivamente nacional, el objetivo principal fue la unifica- 
ción política de la nación, sin apenas implicaciones sociales. En Francia 
donde sí adquirió desde un principio una dimensión social, el proleta- 
riado fue derrotado, antes de tener la menor oportunidad de levantar 
un nuevo orden social. El que en Francia amagase la revolución social, 
lo atribuyó Stein a que no habría llevado a cabo las reformas que Prusia 
puso en práctica, azuzada por la invasión napoleónica. 

El programa político de Stein consiste en poner el Estado, al que 
considera el único capaz de restringir y controlar el poder omnímodo 


10. L. von Stein, Socialismus und Communismus des heutigen Frankreichs, cit., p. 191. 
11. L. von Stein, Geschichte der sozialen Bewegung in Frankreich von 1789 bis auf 
unsere Tage, 3 vols., Leipzig, 1850. 
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del capital, al servicio de la pacificación social. Pero, así como le pare- 
ce inaceptable el dominio del capital sobre el trabajo, rechaza también 
que el trabajo saliera de tal modo robustecido de una revolución social 
triunfante que se impusiera sobre el capital. El Estado tiene que librar al 
proletariado del yugo del capital, pero también impedir que el trabajo lo 
domine, creando el equilibrio indispensable para que convivan en paz. 
Señala como una nueva obligación del Estado llevar a cabo las reformas 
sociales pertinentes, que convienen tanto al proletariado, al mejorar sus 
condiciones de vida, como al capital, ya que la única manera de que pue- 
da perdurar es convertirse en el que hemos dado en llamar Estado social. 
Como a la administración corresponde esta función armonizado- 
ra de intereses sociales encontrados, el esfuerzo cognoscitivo de la úl- 
tima fase de Stein en su cátedra de Viena se centra en la ciencia de la 
administración y en el derecho administrativo. Stein recorre un largo 
camino: de historiador del derecho en su juventud a teórico del Estado 
y filósofo de la historia de raíz hegeliana, y de ésta a una ciencia de la 
sociedad que estudie la que propicia el nuevo capitalismo industrial, para 
en los últimos años de su actividad académica emprender el estudio cien- 
tífico de la administración, el órgano operativo del Estado, encargado de 
mantener un equilibrio entre las clases, en cuanto instrumento principal 
para llevar adelante las reformas. Desde Sistema de la ciencia del Estado 
(1856) pasando por el Tratado de Hacienda pública (Lehrbuch der Finanz- 
wissenschaft) (1860), a la Teoría de la Administración (Verwaltungslehre), 
en siete volúmenes (1865-1868), Lorenz von Stein destaca como gran 
administrativista y como el primer teórico del Estado social. 


MARX FRENTE A STEIN 


He mencionado de pasada a Arnold Ruge, como la persona que ayudó a 
Lorenz Stein a publicar a comienzos de los cuarenta sus primeras recen- 
siones. Es el mismo Ruge que después de que se prohibiesen los Anales 
de Halle (Hallische Jahrbücher), que operaba como órgano informal de 
los Jóvenes hegelianos, se traslada a París en 1843 y colabora con Marx 
en la preparación de los Anales franco-alemanes (Deutsch-Franzósiche 
Jahrbücher), que debían expandir el pensamiento revolucionario fran- 
cés en Alemania. A finales de febrero de 1844 apareció el único núme- 
ro que se publicó. Prohibido de inmediato en Prusia, y sin levantar el 
menor interés en Francia, a los problemas de financiación hubo que 
añadir el que pronto se reconociesen incompatibles el comunista Marx 
y el demócrata republicano Ruge. 

El número se abría con ocho cartas, tres de Marx y otras tantas 
de Ruge, una de Bakunin y otra de Feuerbach. Menciono este detalle 


125 


EL ESTADO: SOBERANÍA, LIBERTAD, DERECHO 


por su carácter simbólico. Los demócratas Ruge y Feuerbach —este 
último, más interesado en la filosofía que en la política, con la carta 
más corta— defienden el Estado social, frente a las dos grandes figuras 
del comunismo revolucionario, Marx y Bakunin, que se revelan sus 
críticos más contundentes que, pese a las diferencias que mantienen en 
la común propuesta de democratizar la sociedad, coinciden en rechazar 
al Estado, cualquier Estado, incluido el social, por ser el instrumento 
de dominación de la burguesía sobre el proletariado. La aspiración de 
los dos era una «democracia social», que sólo les parecía viable en una 
sociedad que hubiera suprimido las clases y su instrumento de opre- 
sión, el Estado. 

No tiene sentido entrar en la polémica de si Marx había leído el 
libro de Lorenz Stein sobre el socialismo y el comunismo en la Francia 
contemporánea. Durante su estancia parisina Marx devoró una can- 
tidad increíble de libros, de modo que parece poco verosímil que no 
hubiera leído el primero que se publicó en alemán sobre un tema que 
le apasionaba, máxime cuando ambos partían del mismo afán por ex- 
plicar por qué había fracasado la gran Revolución francesa. Lo hubiera 
leído o no, en cualquier caso, su contenido no podía serle extraño, ya 
que conocía a fondo las fuentes en las que Stein se había inspirado: 
Saint-Simon, Proudhon, Fourier, Louis Blanc. Pues bien, partiendo de 
la misma pregunta y habiendo estudiado a los mismos autores france- 
ses, junto con una común filiación hegeliana, los dos llegaron a con- 
clusiones opuestas. Marx no cree que la democratización del Estado 
fuese la alternativa a la revolución social, que, a diferencia de Stein, 
consideraba imparable. 


LA IDEA DE DEMOCRACIA EN MARX 


Echemos una rápida mirada a la idea de democracia en Marx. Para este 
empeño conviene acudir a dos textos, uno juvenil, de 1844, Crítica del 
Derecho estatal de Hegel” en el que encontramos las primeras nociones 
de Estado y democracia que están en el subsuelo de su pensamiento, y 
otro ya de madurez, Fundamentos de la crítica de la economía política 
(1857-1858)'*, del que cabe extraer la teoría materialista de democra- 
cia que Marx mantuvo hasta el final de su vida y que ha desempeñado 


12. K. Marx, Kritik des hegelschen Staatsrechts (1844). Cito por K. Marx, Frühe 
Schriften I, ed. de H.-J. Lieber y P. Furth, Cotta, Stuttgart, 1962. La traducción de los 
textos de Marx es mía. Trad. española, Crítica de la filosofía del Estado de Hegel, Grijalbo, 
Barcelona, 1974. 

13. K. Marx, Grundrisse der Kritik der politischen Ökonomie, Dietz, Berlín Este, 
1953. La primera edición apareció en Moscú en dos volúmenes en 1939 y 1941. Trad. 
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un papel decisivo en los regímenes que han pretendido inspirarse en 
sus ideas. 

Como es bien sabido, Marx parte de una lectura de la Filosofía del 
Derecho de Hegel, que lo pone patas arriba: no es la idea que culmina 
en el Estado la que constituye a la familia y a la sociedad burguesa, «sino 
que familia y sociedad burguesa hacen al Estado, son las fuerzas que lo 
empujan. En cambio, en Hegel son hechas, producto de la Idea» (p. 263). 
De suerte que «lo condicionante se convierte en lo condicionado, lo de- 
terminante en lo determinado, lo productivo en lo producido» (p. 264). 
El resultado es que Hegel concibe al Estado, «no según su naturaleza 
específica, sino según la del concepto, que es el motor embaucador del 
pensamiento abstracto. La razón de la constitución es, por tanto, la lógica 
abstracta y no el concepto de Estado. En vez del concepto de constitución 
se nos da la constitución del concepto» (p. 278). «Hegel parte del Esta- 
do y convierte a los humanos en Estado subjetivado (versubjektivierten 
Staat); la democracia parte de los humanos y convierte al Estado en lo 
humano objetivado (verobjektivierten Menschen)» (p. 293). 

De Feuerbach ha aprendido Marx a poner del revés las categorías 
hegelianas: 


De la misma manera que la religión no crea al hombre, sino el hombre 
a la religión, la constitución no crea al pueblo, sino el pueblo la cons- 
titución. La democracia, en cierto modo, se comporta respecto a todas 
las demás formas de Estado, como el cristianismo a las demás religiones. 
Así como el cristianismo, en cuanto ha divinizado al hombre, constituye 
la esencia última de toda religión, la democracia, en cuanto ha sociali- 
zado al hombre en una constitución singular, constituye la esencia de 
todas las constituciones estatales (p. 293). 


El cristianismo es la religión por antonomasia, al igual que la demo- 
cracia lo es como forma de Estado. Y ello porque en la democracia el 
principio formal coincide con el material, de modo que constituye «la 
verdadera unidad de lo general y lo particular». 

En la democracia desaparece la diferencia entre lo general-Estado y 
lo particular-sociedad burguesa. «En la verdadera democracia el Estado 
se hunde y desaparece» (p. 294). Ya en este texto juvenil nos encon- 
tramos la tesis fundamental de que la verdadera democracia es incom- 
patible con el Estado; ergo la desaparición del Estado es el supuesto 
de la realización de la democracia. En la democracia, cuya forma más 
avanzada es la república, el Estado cesa de ser la fuerza dominante. In- 


española, Elementos fundamentales para la crítica de la economía política, trad. de P. 
Scaron, ed. de J. Arico, M. Murmis y P Scaron, Siglo XXI, Madrid, 21972. 
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cluso en sistemas políticos tan distintos como son el de Estados Unidos 
y el de Prusia, en el régimen de propiedad apenas se diferencian, con 
las implicaciones que ello conlleva para el Estado y el derecho. Marx 
recalca que el Estado, que la constitución política se levantan desde una 
esfera privada que ha alcanzado existencia propia. De ahí que el Estado 
sea una creación moderna, porque también lo es la sociedad capitalista 
que está en su origen. 

Si la «verdadera democracia» supone haber superado la diferencia 
entre Estado y sociedad, una vez que esta última haya absorbido las 
tareas administrativas, y si, como llegó a decir el joven Marx, «en la 
realización histórico-universal de la democracia consiste la realización 
del género humano», nos hallamos ante una noción de democracia que 
rompe con cualquier forma que pudiera ser captada empíricamente, y 
que en su contenido idealista-utópico supera incluso a la de Rousseau, 
que la identificó con el concepto ético-político de «voluntad general». 
Haber colocado tan alto la noción de democracia implica, por un lado, 
reconocer de antemano que sólo será asequible al final de los tiempos, 
legitimando con ello situaciones de opresión como etapas necesarias 
en el camino hacia su realización. Una dialéctica diabólica desentraña 
la falta de democracia como condición imprescindible para alcanzarla 
en un futuro impreciso. Por otro, una noción tan elevada de democra- 
cia, como ya observó Rousseau, sirve para que podamos mantenernos 
críticos ante las existentes. La democracia no sería tanto un estadio ya 
adquirido, como una permanente lucha por más democracia. 

El segundo texto, Fundamentos de la crítica de la economía políti- 
ca, pertenece al Marx economista a la búsqueda de una comprensión 
«materialista», es decir, económica, de la democracia y del Estado. Para 
Marx, las categorías centrales de libertad e igualdad no provienen de 
un hipotético «estado de naturaleza», como postuló el derecho natural 
racionalista, ni de la idea de lo humano (voluntad y razón) tal como la 
entendió el idealismo alemán, sino que tendría su base real en el «true- 
que de mercancías» (Warentausch): 


El sistema de intercambio de valores, y más el sistema monetario, son en 
realidad los mismos que los de libertad e igualdad. Las contradicciones 
que aparecen en ulteriores desarrollos, son contradicciones inmanentes, 
complicaciones propias de la propiedad, la libertad e igualdad, que a 
veces se transforman en su contrario!*, 


El propietario de bienes es libre de intercambiarlos con sus iguales, 
que son los otros propietarios. Libertad significa hacerlo sin estar some- 


14, K. Marx, Grundrisse der Kritik der politischen Ökonomie, cit., p. 916. 
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tido a ningún tipo de presión. La libertad consiste, en el fondo, en que 
en el mercado actúe sin constreñimientos externos. Son iguales todos 
aquellos que, por ser propietarios, pueden participar en el intercambio. 
Propiedad, libertad e igualdad son categorías interdependientes, cuyo 
desarrollo interconexionado puede trastrocarse en su contrario. Por un 
lado, en el mercado se actúa como ciudadano libre e igual, pero, por 
otro, la dinámica misma del mercado limita libertades de opción y fa- 
vorece situaciones de privilegio para los mejor colocados. El ciudadano 
se vive libre y no libre, igual y desigual en un proceso que modifica de 
continuo posiciones y oportunidades. 

Si la democracia política es una función del intercambio universal de 
mercancías, no ha de extrañar que sea la forma de Estado que mejor 
encaje con el capitalismo. La libertad política y la tendencia a una ma- 
yor igualación social incrementan el buen funcionamiento de una eco- 
nomía de mercado. Pero también las crisis económicas, al potenciar la 
lucha de clases, hacen poco funcional la democracia en una economía de 
mercado. Lo fundamental es retener que para Marx el Estado es indis- 
pensable para la reproducción de la sociedad burguesa; pero no así la 
democracia. 

De todas estas contradicciones, la principal radica en que la liber- 
tad y la igualdad que se manifiestan en el intercambio de mercancías 
desaparecen por completo cuando lo que se intercambia es trabajo por 
salario. Ni el trabajador es libre de vender su fuerza de trabajo (no tiene 
otro remedio si quiere sobrevivir) ni la relación se establece entre igua- 
les: inmensa es la distancia social entre el que compra y el que vende 
la fuerza de trabajo. Ahora bien, como la democracia exige extender la 
libertad y la igualdad a todos, incluidos los compradores y los vendedo- 
res de la fuerza de trabajo, únicamente resulta factible, si previamente 
se ha eliminado la contradicción fundamental capital-trabajo, es decir, 
si socializados los bienes de producción, una vez suprimido el Estado 
como instrumento de dominación, se ha logrado una sociedad sin cla- 
ses. La «verdadera democracia» sólo podrá existir en el comunismo. 


JOHN STUART MILL 


Es apasionante seguir el entramado de contradicciones y verdades a 
medias que despliega un espíritu tan fino, y para su tiempo tan avan- 
zado, como John Stuart Mill en su conocido ensayo sobre el Gobierno 
representativo, convencido de que el capitalismo es el sistema más ra- 
zonable de producción y la democracia el único orden político con- 
gruente con ciudadanos libres, pero consciente de que de alguna forma 
son incompatibles. Por un lado, sabe que «el único gobierno que puede 
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satisfacer plenamente todas las exigencias de la sociedad es aquel en el 
que todo el mundo participe»!*, pero, por otro, le parece esencial que 
«la asamblea que vota los impuestos, los generales o los locales, sea 
elegida por aquellos que pagan impuestos» (p. 281). Sólo el que contri- 
buye con su dinero al sostenimiento del Estado sabe ser comedido en 
el gasto público y cuanto mayor sea la frecuencia con la que se tomen 
decisiones económicas en el ámbito privado, mayor es la sensibilidad 
para las finanzas del Estado, y, cuanto mayor sea la fortuna de que se 
dispone, más decisiones de este orden se toman. De ahí que sólo los 
ricos sabrían tratar las cuestiones públicas con la inteligencia debida y 
del voto deberían ser excluidos los pobres, ya que difícilmente podrían 
asumir la responsabilidad de la res publica, personas que no hubieran 
tenido la diligencia o/y la inteligencia para alcanzar un determinado ni- 
vel de ingresos. Si mandase la inmensa mayoría de los pobres, no habría 
hacienda pública que lo resistiese. También le parece «por completo 
inadmisible que alguien pueda votar sin saber leer, escribir, y me gus- 
taría añadir, sin conocer las cuatro reglas» (p. 280), aunque como los 
analfabetos coinciden con los más pobres, ya están excluidos del voto, 
como asimismo las personas dependientes, es decir, los menores y las 
mujeres, exclusión que recordemos ya encontramos en Kant. 

Con todo, Mill acepta que no es de recibo que en la vida pública se 
conceda la mayor influencia a la riqueza, cuando debieran ser las perso- 
nas mejor educadas, con un nivel más alto de conocimientos, las que, en 
último término, decidiesen de los asuntos públicos. Pero como el nivel 
de educación suele corresponder con el grado de bienestar económico, 
el voto censatario tendría su fundamento: 


Un empresario es por término medio más inteligente que un trabaja- 
dor; pues el primero tiene que trabajar con la cabeza y no solo con las 
manos. Un capataz es por lo general más inteligente que un trabajador 
normal, y un obrero especializado más que un peón sin especialización 
(p. 285). 


Desde luego que tiene sentido limitar el voto a los más inteligentes 
y mejor preparados, pero esto al final se mide por los ingresos. Mill no 
descarta un «voto plural» que otorgue un mayor peso a aquellos que es- 
tén mejor cualificados, como los banqueros, industriales y comerciantes; 
de suerte que con ello se logre contrarrestar los disparates económicos 
que, de poder decidir, impondría la mayoría sin recursos. Por un lado, 
está convencido de que la economía capitalista sería la única racional y, 


15. J. St. Mill, Utilitarism, Liberty, and Representative Government, Everyman's Li- 
brary, London, 1910, p. 217. 
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por otro, al no poder contar con el apoyo de las clases dependientes y 
trabajadoras, es decir, de la mayor parte de la población, el capitalismo 
se mostraría incompatible con el desarrollo pleno de la mejor forma de 
gobierno concebible, la democracia. A Mill le cuesta reconocer que el 
mejor sistema económico sea incompatible con el mejor político. 

Tres supuestos, que entonces se consideraban evidentes, sostenían 
la argumentación de John Stuart Mill: 1) que los que realmente deben 
mandar son los ricos, una minoría exigua en el conjunto de la población 
pero que, al haber acumulado una fortuna, ha mostrado su talento y 
aplicación; 2) que los intereses de los ricos coinciden con los de la na- 
ción, pero rara vez los de los pobres, obsesionados tan sólo por mejorar 
su condición personal; 3) que las clases medias cultivadas son proclives 
a lanzar ideas subversivas, disfrazadas de ciencia, constituyendo un fac- 
tor socialmente perturbador que el poder no debe perder de vista. La 
lógica parecía irrebatible: siendo los pobres muchísimos más que los 
ricos y antagónicos sus intereses, otorgar el voto, sin tomar en cuenta la 
fortuna de cada uno, implicaría de hecho entregar el poder a la mayoría 
de los desposeídos e ignorantes, que no lo serían tanto como para no 
votar a aquellos demagogos que demandasen cambios radicales. 


CAPITALISMO Y DEMOCRACIA 


En la segunda mitad del XIX la izquierda viene marcada por el dilema: 
primacía de la sociedad, que es, precisamente, la que habría que de- 
mocratizar, o preeminencia del Estado, que se supone el único ámbito 
en el que cabría hablar de democracia. Una izquierda revolucionaria 
que preconiza la «democracia social» se enfrenta a una reformista que 
propugna un «Estado social» que promueva la igualdad jurídica y polí- 
tica, así como un cierto equilibrio entre las clases, pero no la igualdad 
social, que llevaría en su seno el fin de las libertades individuales —no 
habría libertad sin propiedad, ni propiedad sin desigualdad—, sino úni- 
camente un compromiso entre el capital y el trabajo. De lo que se trata 
es de hacer compatible la máxima libertad con la máxima igualdad que 
aquélla permita. 

El comunismo revolucionario, en sus dos vertientes, la de Marx y 
la de Bakunin, insistía, por el contrario, en que la liberación definitiva 
del proletariado implicaría la supresión del Estado. En una sociedad ya 
sin clases, la única que cabría llamar en el sentido fuerte de la palabra 
democrática, habrían desaparecido las tareas de dominación propias del 
Estado y el conjunto de los ciudadanos ejercería las tareas administra- 
tivas de las que no se pudiera prescindir. Una sociedad que, sin recu- 
rrir a estructuras de poder, se gestione a sí misma, nos parece hoy una 
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ilusión irrealizable. Ignora los mecanismos más elementales de los que 
dependen el dinamismo y la complejidad que proporciona la división del 
trabajo. Pero en ella cree un anarquismo residual hasta nuestros días y 
el marxismo hasta el desplome de la revolución bolchevique. 

Al igual que los ricos y poderosos, los pocos intelectuales, obreros y 
artesanos que en los comienzos se adhirieron al comunismo, estaban con- 
vencidos de la incompatibilidad del capitalismo con la democracia. Si la 
izquierda revolucionaria se aferraba a una noción de democracia absolu- 
tamente ilusoria, las policías políticas perseguían con la mayor saña a los 
que se atrevieran a propugnar el sufragio universal. A lo largo de todo el 
siglo XIX y hasta bien entrado el XX, se ha cuestionado la compatibilidad 
del capitalismo con la democracia; tanto en la izquierda revolucionaria 
como en la derecha liberal, mientras que hoy se consideran hasta tal pun- 
to interdependientes, que allí donde se suprimiese la propiedad privada 
de los bienes de producción sucumbirían la libertad y la democracia. 

En la primera mitad del siglo XIX «socialismo» y «democracia social» 
se contraponen, con un significado opuesto al que han adquirido en nues- 
tros días. Socialismo es un vocablo de origen francés, bastante impreciso, 
que las más de las veces únicamente subrayaba el peso de lo social, po- 
niendo en un primer plano que la democratización habría de ocurrir en 
el interior del Estado, al que había que reconvertir de modo que pudiera 
servir a los más débiles, «Estado social». En cambio, el concepto de «de- 
mocracia social» implicaba extender a la sociedad el principio de igualdad 
que rige en el Estado, con un significado equivalente a lo que en Francia 
se llamó comunismo. En Lorenz von Stein construir un «Estado social» 
constituía el fin último del socialismo; en cambio, en la versión comunista 
que representan Marx y Bakunin, la supresión del Estado es la condi- 
ción indispensable para alcanzar la «democracia social», entendida como 
una sociedad igualitaria en el sentido fuerte de la palabra. 

Por socialdemocracia entendemos hoy un socialismo descafeinado, 
que únicamente mantendría su fidelidad al Estado social, aunque dis- 
puesto a desmontar aquello que las circunstancias exijan. También el 
comunismo igualitario ha dejado de orientar la acción de muchos des- 
favorecidos, como lo hizo en la segunda mitad del siglo XIX y en buena 
parte del XX, y no sabemos si renacerá en un lejano futuro; a corto 
plazo, seguro que no. La derecha conservadora, en cambio, antes la 
defensora a ultranza del Estado, se ha convertido en la que lo critica 
con mayor inquina. Incluso un liberalismo extremo ha especulado con 
la desaparición del Estado en un mundo globalizado. Mientras que la 
derecha se aferra a la sociedad como la parte principal del binomio 
Estado-sociedad —cuanto menos Estado y más sociedad, mejor— cla- 
ramente a favor de su despliegue libre, en cambio, la izquierda, toda la 
izquierda, se ha convertido en estatalista: nada de pensar en la desapa- 
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rición del Estado, al contrario, habría que fortalecerlo ante los embates 
que provienen de la globalización. 

Aunque el sufragio universal no sea el único elemento que consti- 
tuya a una democracia —inconcebible sin respetar las libertades y los 
derechos fundamentales de las personas y de los colectivos, o sin la divi- 
sión de los poderes estatales, como la mejor forma de controlarlos— es 
evidente que no hay democracia sin elecciones libres competitivas. Si 
tomamos como referencia el momento en que se establece el sufragio 
universal, la democracia es extraordinariamente joven, incluso en los 
países europeos que estuvieron a la cabeza en la lucha por su implanta- 
ción. Si consideramos la fecha en que se introdujo el sufragio universal 
en los países de la Unión Europea con continuidad hasta el presente 
—en España esta fecha no sería 1933, sino 1977— iríamos desde fina- 
les de la primera Guerra Mundial —Dinamarca (1915), Bélgica (1918) 
y Holanda (1919)]— y finales de la segunda —Francia (1946), Italia 
(1946), Gran Bretaña (1948), República Federal de Alemania (1949)—, 
hasta los países mediterráneos con poco más o menos treinta años de 
sufragio universal: Grecia, Portugal y España. Las diferencias son signi- 
ficativas, pero tampoco descomunales. 

Para sorpresa de tirios y troyanos, el hecho es que el capitalismo ha 
terminado por legitimarse gracias a haber aceptado el sufragio univer- 
sal. La democracia ya no parece contradictoria con el capitalismo, sino 
que al revés éste no tendría otro modo de legitimarse que democrática- 
mente. El mejor sistema de producción, el capitalista, estaría ligado de 
forma inalterable con la mejor forma de gobierno, la democracia. La 
vinculación y el desarrollo conjunto de ambos marcaría la senda desea- 
ble en el futuro, a la vez que convertiría en obsoleto al socialismo, que 
al fin y al cabo habría surgido de un malentendido: creer incompatible 
la democracia con el capitalismo. 

¿Qué ha ocurrido para que se haya producido semejante giro? 
¿Cómo es posible que lo que en el siglo XIX a todos parecía irreconci- 
liable, se considere consustancial en la segunda mitad del xx? ¿Cómo 
se explica que un grupo social tan minoritario, el empresariado, logre 
imponer sus intereses, incluso conservar no pocos privilegios, en un 
sistema político que se basa en la voluntad de la mayoría? Reciente- 
mente Oscar Lafontaine, el antiguo presidente de la socialdemocracia 
alemana que hoy encabeza la izquierda, manifestaba en una discusión 
televisiva que la prueba de que no vivimos en una democracia es que 
se mantienen intocados los privilegios de los capitalistas. Sus interlo- 
cutores replicaron que se hace lo que quiere la mayoría, tal como se 
expresa en elecciones libres en las que todos pueden participar y en las 
que de hecho participan bastantes más de la mitad de los ciudadanos 
con derecho al voto. 
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Para explicarse que puedan votar todos y, sin embargo, contra lo 
que se supuso en el siglo XIX, el voto mayoritario sostenga el orden so- 
cioeconómico establecido, la primera cuestión que habría que aclarar 
es el significado del concepto de democracia. Pudiera muy bien ocu- 
rrir que con el mismo término se estén señalando cosas muy distintas. 
En el siglo XIX el vocablo «democracia» designaba nada menos que «el 
gobierno del pueblo, por el pueblo y para el pueblo». La democracia, 
así entendida, no encajaba en una sociedad dividida en clases. Por con- 
siguiente, para poder llegar a ella, habría, primero, que suprimir las 
clases, es decir, la base capitalista de la producción y del reparto, y 
luego su instrumento de dominación, el Estado. En la segunda mitad 
del siglo XX se rechaza este sentido fuerte, si se quiere clásico, de de- 
mocracia, precisamente porque persigue un ideal, el autogobierno, la 
identidad de los gobernados y de los gobernantes, que en rigor implica 
la negación de todo gobierno, lo que no sólo se reputa irrealizable, 
sino poco deseable. Hoy manejamos una noción de democracia que 
mantiene la distinción entre gobernados y gobernantes, indispensable 
para el buen orden y el progreso de la sociedad. 

En esta nueva acepción, democracia significaría simplemente que los 
gobernados puedan elegir con su voto, en lucha competitiva entre distin- 
tas opciones y por un período determinado, el gobierno que prefieran. 
Esta comprensión schumpeteriana de la democracia!* reproduce en tér- 
minos políticos la teoría económica de la competencia en el mercado. 
Nada tendría entonces de extraño que una teoría de la democracia, como 
mercado competitivo en el que luchan distintas ofertas, no ya sea com- 
patible, sino incluso inherente a la economía capitalista de mercado. La 
cuestión que habría que dilucidar es si la democracia, entendida, al igual 
que el mercado, como una elección entre distintas opciones, resulta, por 
un lado, suficiente, y por otro, si lo fuese, si esta noción de democracia es 
congruente únicamente con el capitalismo, o si pudiera también ser com- 
patible con otros sistemas económicos, que se definen como economías 
de mercado, pero que no son necesariamente capitalistas. El mercado 
puede funcionar con distintas formas de propiedad colectiva sin que fuere 
imprescindible la propiedad privada de los bienes de producción. 

La socialdemocracia hoy entiende que capitalismo y democracia en su 
pureza originaria fueran incompatibles; pero también que en la segunda 
mitad del siglo XX hayan resultado congruentes. Ello debido al grado de 
integración social y política —la una no funciona sin la otra— que habría 
logrado el movimiento obrero en una sociedad capitalista, que no tuvo 
otro remedio que aceptar transformaciones importantes. La democracia 


16. J. A. Schumpeter, Capitalismo, socialismo y democracia [1942], Folio, Barce- 
lona, 1984. 
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ha sido posible en una sociedad capitalista que ha admitido el papel 
regulador del Estado. El sufragio universal funciona en una sociedad 
capitalista porque previamente se ha erigido un «poder obrero», orga- 
nizado en el sindicato y en el partido, que asume sus reivindicaciones 
sociales y las inserta en una amplia estrategia de progreso. 

El lenismo, por un lado, y el anarquismo, por otro, criticaron la 
integración socialdemócrata de la clase obrera, insistiendo en que los 
cambios efectuados serían de pura cosmética, sin calar en la estructura 
de dominación clasista. Gracias a la explotación del mundo colonial 
—«teoría del imperialismo»— habría sido posible satisfacer algunas 
reivindicaciones de la clase obrera, repartiendo entre los trabajadores 
de los países capitalistas más avanzados algunas migajas del gran fes- 
tín del que se habría aprovechado la burguesía dominante. Si a ello se 
añade el control estricto de los aparatos ideológicos —sobre todo los 
de comunicación social y los educativos— la clase obrera, perdida la 
conciencia de su propia identidad, aunque siga explotada, se sentiría 
integrada. La política socialdemócrata de integración y de progreso, 
lejos de constituir un verdadero avance hacia una sociedad más libre e 
igualitaria, habría quebrado el ímpetu revolucionario del movimiento 
obrero y lo habría convertido en un factor más de servidumbre. Capi- 
talismo y democracia coexisten, primero, porque la democracia sería 
simplemente «formal»; segundo, porque el sistema habría logrado «ena- 
jenar» a la clase obrera, dejándola sin orientación alguna. 

Durante la segunda mitad del siglo XIX y la primera del Xx, las an- 
tinomias, revolución-reforma, Estado social o democracia social, mar- 
can con su impronta la llamada «cuestión social». Dilemas que en la 
segunda mitad del siglo XX se resuelven con el triunfo, aparentemente 
definitivo, del reformismo que implantó el Estado social. En un mo- 
mento en que los dos enemigos tradicionales de la socialdemocracia 
han hecho mutis por el foro —el leninismo se ha desplomado, de- 
jando una herencia de terror y ruinas, y el anarquismo prácticamente 
se ha evaporado— urge retomar la vieja querella sobre la relación de 
capitalismo y democracia. Por un lado, de cara a la socialdemocracia 
habría que preguntarse qué queda del «poder obrero», que articulaban 
sindicato y partido, como factor real de transformación; por otro, es 
preciso identificar los nuevos métodos de dominación de clase, cuando 
han desaparecido muchos de los que actuaron en el pasado. La compati- 
bilidad o incompatibilidad de capitalismo y democracia de ningún modo 
es un problema resuelto, sino que vuelve periódicamente y en nuestros 
días ha adquirido una nueva actualidad. Lo llamativo, y en dar razón 
de ello consiste la intención principal de este libro, es que el triunfo del 
Estado social desemboque en una crisis tan profunda que pone en tela 
de juicio hasta su viabilidad a medio plazo. 
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DEL PAUPERISMO A LA «CUESTIÓN SOCIAL» 


No hará falta insistir en que sin ser un hegeliano obtuso, para captar 
el sentido último de una institución no queda otro remedio que partir 
de los orígenes. A la búsqueda de los del Estado social, el capítulo an- 
terior se ha ocupado del contexto ideológico en el que el socialismo 
reformista y el comunismo revolucionario nacieron en Francia durante 
los años treinta y cuarenta del siglo XIX, así como de su recepción en 
Alemania, donde fueron reelaborados desde postulados filosóficos pro- 
pios. La conjunción del pensamiento revolucionario francés con la filo- 
sofía alemana marca las coordenadas dentro de las cuales surge el Estado 
social. Cierto que este horizonte intelectual descansa sobre la revolución 
política y la llamada revolución industrial que, harto conocidas, no voy 
a tratar por separado. Basta con ocuparse de las consecuencias sociales 
del primer capitalismo industrial que, pese a la restauración absolutista, 
se expandió a gran velocidad por una Europa en la que por doquier 
persistían ascuas incandescentes de la gran revolución fenecida. A pesar 
de que, a más tardar a partir de 1814, se pensase que la gran revolución 
había fracasado, y no ya sólo entre sus enemigos más irreconciliables, la 
añoranza de lo perdido había calado muy hondo en las clases populares 
y en algunos sectores de la recién nacida intelectualidad. 

Junto al marco ideológico que han ido configurando, tanto la re- 
volución política como la industrial, el factor decisivo en el nacimien- 
to de los movimientos sociales que cuestionan el orden vigente es la 
miseria en la que se precipita el nuevo proletariado industrial urbano. 
Cierto que la pobreza de las grandes masas ha existido siempre, hasta 
el punto de que se había tenido por un hecho natural inmodificable. 
Lo nuevo es que ahora provoque una indignación creciente en amplios 
sectores sociales —la indignación, decía Bakunin, hace al revoluciona- 
rio— debida en gran parte a que la miseria que trae consigo la primera 
industrialización entre 1820 y 1860 en muchos aspectos supuso incluso 
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un retroceso considerable en relación con la vivida en la Europa pre- 
rrevolucionaria. Insisto, la indigencia no era un fenómeno nuevo —en 
períodos de crisis los europeos a menudo se habían enfrentado a una 
enorme pobreza— pero sí, en cambio, el empeño del liberalismo de de- 
jar sólo al mercado la distribución de la riqueza. Con el fin de disponer 
de la mano de obra creciente que se necesitaba, la nueva política liberal- 
capitalista suprimió las medidas dirigidas a paliar la pobreza, algunas 
con siglos de antigüedad, a las que la ciencia cameralística del antiguo 
régimen había otorgado un rango estatal. Como aviso pertinente para 
nuestro tiempo conviene dejar constancia de que la revuelta social es- 
talla cuando se ha producido un descenso fulminante del nível de vida, 
y no tras largas etapas de miseria que sumergen a la población en una 
apatía muy difícil de superar. 


LA POLÍTICA SOCIAL DEL ABSOLUTISMO 


En efecto, la política social se remonta a épocas muy anteriores a la ex- 
plosión de la «cuestión social» en la primera mitad del X1x. Una sociedad 
se ocupa de la pobreza, acorde con las estructuras jurídicas (relaciones 
sociales y familiares), políticas (responsabilidad por el bienestar de los 
pueblos que se deposite en los gobernantes) y económicas (productivi- 
dad alcanzada), que a su vez conectan con otras culturales, en primer 
lugar, la religión y la filosofía. Según se ensamblen factores tan diversos, 
llegamos a una noción de pobreza con contenidos muy distintos. Desde 
tiempo inmemorial, y sigue siendo así en sociedades poco desarrolladas, 
la pobreza se identifica con el hambre, entendida en el sentido literal de 
no tener nada que llevarse a la boca, aunque en la alta Edad Media la 
noción se amplíe a indefensión, soledad y abandono. Amar al prójimo, 
principio constitutivo del cristianismo, es un deber que atañe a todos, 
pero en especial a la Iglesia, y en particular a los monasterios, a lo que 
se unía el deber de la nobleza de proteger a su gente y ayudarla cuando 
sufriese alguna desgracia. 

Dos aspectos importa consignar de aquella edad, que más que me- 
dia, habría que llamar de los orígenes de Europa. El primero, la con- 
ciencia de que la pobreza ha existido y existirá siempre. No se trata 
tanto de suprimirla, algo que se reputa imposible, como de aliviar a la 
persona en el momento que más lo necesita. Todos los que dispusieran 
de medios, y en especial los que han consagrado su vida a Dios, monjes 
y clérigos, están obligados a ayudar al necesitado. El ejercicio de la cari- 
dad ofrecía a los pudientes la oportunidad de salvarse. El segundo, más 
llamativo desde el punto de vista de nuestro tiempo, es la valoración 
positiva de la pobreza elegida voluntariamente, como la forma de vida 
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propia del que aspira a la perfección cristiana. En un orden social que 
se caracteriza por la riqueza en pocas manos y la máxima miseria en la 
inmensa mayoría, no ha de extrañar que la pobreza se considere una vía 
que conduce a la salvación, tanto para el que la sufre, como para el que 
trata de remediarla. Con todo, según se incrementaba el poder social y 
político de la Iglesia, en vez de aumentar la generosidad con los pobres, 
se acrecentaban sus riquezas. Las continuas reformas del monacato es- 
tán ligadas a las enormes riquezas que acumulan los monasterios. A pe- 
sar de las desamortizaciones y otras medidas confiscatorias del pasado, 
los dineros de la Iglesia constituyen hasta nuestros días un capítulo en 
el que no es fácil penetrar: tan obvia es la contradicción con la apología 
cristiana de la pobreza, «bienaventurados los pobres». 

A partir del siglo XIV, con el rápido desarrollo de las ciudades, pro- 
movido por un capitalismo comercial incipiente que conecta con una 
mayor productividad en el campo, nos encontramos con las primeras 
instituciones no eclesiásticas de ayuda a los pobres. Ciudadanos piado- 
sos fundan hermandades para organizar la caridad y la pertenencia a 
los gremios supuso ya una primera forma de ayuda social. Las órdenes 
mendicantes que nacen en las ciudades, en primer lugar los francisca- 
nos, salvando muchos obstáculos, tratan de volver al ideal cristiano de 
pobreza. En las ciudades flamencas el derecho tradicional del mendigo a 
la limosna se convierte en el derecho del pobre a un trabajo. La respon- 
sabilidad social pasa de la Iglesia —caridad cristiana— a las instituciones 
civiles, privadas o públicas, sobre las que recae el deber de organizar la 
economía de forma que cada cual tenga un trabajo del que pueda vivir 
dignamente. Habrá que esperar al siglo XX para que este objetivo durante 
un tiempo se hiciera realidad, pero esto no es óbice para que dentro de 
estas coordenadas a partir del siglo XVI surja una rudimentaria política 
social, que el absolutismo institucionaliza en el xvm. 


LUIS VIVES 


En la aurora de la Modernidad, el principal teórico de una política de- 
dicada a paliar la pobreza es un español exiliado, Luis Vives?, profesor 
que fue en Lovaina y Oxford, y uno de los grandes humanistas de su 


1. Véanse los artículos en torno a «El dinero de la Iglesia española»: Iglesia Viva. 
Revista de Pensamiento Cristiano 228 (2006). 

2. Juan Luis Vives (1492-1540), nacido en Valencia, es hijo de judíos conversos. 
El padre, que pocos años después va a morir en la hoguera por judaizante, muy precavi- 
damente lo envía a estudiar a París. Se comprende que no regresase a España, ni siquiera 
cuando le ofrecen una cátedra en la Universidad Complutense. 
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siglo, amigo de Erasmo, Moro y Budé. Vives es el autor de un libro’ 
que se ocupa de los pobres en la ciudad en que vive, Brujas. Consta de 
dos partes, la primera, trata del deber individual de ayudar a los pobres, 
que lo son «todos aquellos que necesitan de la ayuda de otro». En un 
sentido tan amplio todos somos pobres. «Nadie hay, o de cuerpo tan 
robusto, o de ingenio capaz, que se baste a sí mismo, si quiere vivir según 
el modo y condición humana». Todos necesitamos de alguna forma de 
la ayuda del otro. Si a ello sumamos que «si son muchos los caminos 
para adquirir y conservar la hacienda, acaso no son menos los que 
hay para perderla», siempre pobres en algo, podemos llegar a carecer 
incluso de lo más elemental, si las cosas nos vienen mal dadas. Aparte de 
las múltiples formas culposas de empobrecerse, nadie está libre de caer en 
la pobreza por enfermedad, invalidez o sufrir una catástrofe natural. Al 
fin y al cabo, «la pobreza la envía un Dios justísimo por un oculto juicio». 
Ya dijeron los antiguos: «hacer el bien, sólo por hacerlo, es propio de 
la grandeza de alma», máxime cuando «nadie posee algo que pueda 
llamarlo suyo», tal como el mismo Dios nos recuerda que «de gracia 
habéis recibido lo que tenéis, dadlo también sin interés y de gracia». «No 
nos atribuyamos gloria alguna porque demos algo, pues no lo damos de 
nuestros bienes, sino que volvemos a Dios lo que es suyo». Porque si el 
precepto de Cristo es amaros los unos a los otros, «es esencia y naturaleza 
del amor hacerlo todo en común». 

En esta primera parte Vives recoge la doctrina tradicional sobre 
la pobreza, aunque matizada ya con elementos propios de los nuevos 
tiempos. Así trae a colación repetidas veces las opiniones de los anti- 
guos, en particular, las de los que considera los dos grandes filósofos, 
Aristóteles y Cicerón, o dentro de la devotio moderna que anuncia la 
reforma, critica la riqueza y ostentación de la Iglesia: 


¿Acaso piensas que Dios es un niño que se va deslumbrando y como 
encantando detrás del resplandor del oro, o un avariento que se deja 
arrebatar de su posesión, o un hombre que deja cautivarse de su uso? 
[...] No demos lugar a que se diga que ha decaído tanto la disciplina 
eclesiástica que nada se administra de balde. 


Con su amigo Tomás Moro está convencido de que lo adecuado es la 
comunidad de bienes, tal como la practicaron las primeras comunidades 
cristianas. «Es esencia y naturaleza del amor hacerlo todo en común». 

La segunda parte, que se ocupa de los deberes de las instituciones 
con los pobres, aporta más novedades. Parte de una consideración po- 


3. De subventione pauperum. Sive de humanis necessitatibus libri III, Brujas, 1525. 
Hay distintas ediciones en español de Del socorro de los pobres. He manejado la de La Nueva 
Biblioteca Filosófica, Madrid, 1931. La última está publicada en Pre-Textos, Valencia, 2006. 
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lítica muy digna de tenerse en cuenta, a saber, que «no puede subsistir 
por mucho tiempo aquella república en donde cada cual cuida sola- 
mente de sus cosas y las de sus amigos, y ninguno de las de todos». En 
consecuencia, propone medidas detalladas para resolver el problema 
social de la pobreza, un hecho que califica de indeseable, producto de 
factores sociales reconocibles, del que, en último término, es respon- 
sable la sociedad toda, para el que se requiere una respuesta colectiva, 
cuya aplicación atañe a las autoridades. Frente a la idea tradicional de 
que la pobreza sería un mal imposible de erradicar, la Modernidad lo 
enfoca como un fenómeno social que cabe paliar y, a la larga, incluso 
tal vez suprimir. 

Vives distingue tres tipos de pobres: los acogidos en los hospitales 
y hospicios, los que mendigan por las calles y los que sufren la pobreza, 
recluidos en sus casas. A regidores y magistrados concierne reaccionar 
de la manera apropiada en cada caso, comenzando por registrar nú- 
mero y condición de los pobres, con el fin de separar a aquellos que 
puedan trabajar de los que no. «A ningún pobre que por su edad y salud 
pueda trabajar, se le ha de permitir estar ocioso», ya que «cada cual ha 
de comer el pan adquirido por su trabajo». «Ni siquiera a los ciegos se 
les debe permitir estar ociosos; dado las muchas actividades y trabajos 
en que pueden ocuparse». El capitalismo universaliza el deber de traba- 
jar, pero desde el primer momento tropieza con la aporía de que sólo 
obliga a los que no disponen de otro medio de subsistencia. 

Para Vives resulta evidente que para resolver el problema de la po- 
breza es condición ineludible dar empleo a todo el que lo necesite, pero 
ante la imposibilidad de llevarlo a cabo, las autoridades se han de pre- 
ocupar cuanto menos de adiestrar a los más desfavorecidos en un oficio 
que ayude a obtenerlo. Vives propone escolarizar a los niños expósitos 
de los hospicios y a los hijos de los más desposeídos. Además de a leer 
y a escribir y la doctrina cristiana, los pequeños deberán aprender «a 
vivir con templanza y a contentarse con poco, apartados de todos los 
deleites»*, A los niños se les ha de enseñar un oficio y a las niñas, como 
en su época no podía ser de otra manera, a desempeñarse en las labo- 
res domésticas, hilar, coser, tejer, bordar, cocinar. Vives propugna una 
educación particular para cada sexo, aunque las virtudes que la escuela 
debe transmitir a los pobres de ambos sexos son templanza, docilidad 
y sobre todo castidad, aunque en mayor medida para las niñas, al ser 
esta última virtud «el mayor tesoro de la mujer». Importa poner énfasis 
en el hecho de que la escuela empezó siendo obligatoria para los más 


4. «No hay cosa que tanto debilite las fuerzas del entendimiento o del cuerpo como 
disfrutar. Ambas se mantienen y se desarrollan con el ejercicio y el trabajo y se debilitan y 
terminan por perderse con la ociosidad, con la blandura del deleite». 
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pobres, en la que se educaba en una recia disciplina, que reprimiera los 
instintos, en primer término, el sexual. 

La primera regla de una política para pobres es instruir y, como 
medida complementaria indispensable, castigar con dureza a los que, 
pudiendo trabajar, traten de librarse, recurriendo a la mendicidad o a 
la delincuencia. Las autoridades han de tener «potestad para obligar, 
compeler y aun poner en prisión» a los que se resistieren. He aquí la 
regla: ayudar al que lo necesite y reprimir al que, sin tener otros medios 
de subsistencia, pretenda librarse de la disciplina social del trabajo. 

La lucha contra la pobreza, además de mejorar la salubridad de las 
ciudades y disminuir la delincuencia, tan directamente ligada a la pobre- 
za, si además provee a todos del mínimo necesario, el resultado es, en 
suma, la concordia entre los ciudadanos. Salud, seguridad y concordia 
son los frutos de una política correcta con los pobres. Sobrepasando 
el marco ancestral de la pobreza, como una cuestión de la que cada 
cual es responsable de manera individual, Vives presenta sus propuestas 
como las idóneas de un buen gobierno que beneficia a todos, pobres y 
ricos. Además de una cuestión individual, referida al imperativo de la 
caridad, la pobreza muestra una dimensión social que concierne a las 
instituciones públicas. La distinción de estos dos planos está en el origen 
de la política social que el liberalismo va a poner en tela de juicio desde 
finales del siglo XVIII, tratando de retrotraer la cuestión de la pobreza a 
una dimensión caritativa, exclusivamente privada y personal. 

Ahora bien, instalada en la órbita social que le corresponde, la po- 
breza plantea dos dificultades. De una parte, las medidas que se propo- 
nen han de restringirse a los pobres de la ciudad, pues, si los forasteros 
también se beneficiasen, acudirían de todos los rincones, con lo que 
cualquier política social que se emprendiese se desplomaría por falta 
de recursos. El forastero, hoy diríamos el inmigrante, es el enemigo 
natural de una política social que funcione. Vinculada a esta cuestión 
está, de otra parte, el tema de la capacidad que puedan tener las insti- 
tuciones públicas para financiar una política para pobres. La respuesta 
de Vives es categórica, no sólo no teme que falten los recursos, sino 
que está convencido de que han de sobrar, si se administran correcta- 
mente los bienes de que se dispone para este fin. «Si los abades y otros 
eclesiásticos superiores quisieran, aliviarían una grandísima parte de los 
necesitados con la grandeza de sus rentas». Habría recursos suficientes, 
si se cuidara de que las donaciones a los pobres no se perdieran entre 
las manos de los que las administran, ni se desviara con tanta facilidad 
lo que se destina a hospitales y hospicios: 


Hágase un cómputo de las rentas anuales de los hospitales u hospicios, 
y se hallará que añadiendo lo que ganen con su trabajo los pobres que 
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puedan trabajar, no solamente serán suficientes las rentas para los inter- 
nados, sino que se podrían repartir también entre los de afuera. 


Si además la ciudad dejase de gastar en «solemnes convites, regalos, 
dádivas, fiestas anuales y pompa» se tendría más que suficiente. 

Vives entiende perfectamente que dos grupos se opongan con la 
mayor virulencia a la política social que propone. Por un lado, aquellos 
a los que habría que excluir de la administración del dinero que se 
destina a los pobres, pero sobre todo, los pobres mismos, «que llevan 
muy mal ser sacados de la miseria, atraídos por la falsa dulzura de su 
ociosa desidia, teniendo por más penoso que la muerte trabajar y vivir 
en templanza». En la política social que se perfila en la Europa central 
a raíz de la reforma protestante?, obsérvese el carácter burocrático au- 
toritario, que Michel Foucault ha llamado incluso «represivo»*. Desde 
finales del xvm, el argumento principal contra esta política social va a 
ser, justamente, que se suprime lo más preciado en el ser humano, la li- 
bertad individual, y que, cargado de razón, el pobre prefiere la pobreza, 
si superarla lo paga con la pérdida de la libertad. 

En Vives encontramos los elementos que integran la nueva políti- 
ca social en los siglos XVII y XVm, y que cabría resumir en los puntos 
siguientes. Habría que empezar por una cuantificación estadística de 
los pobres, saber cuántos y quiénes son en cada municipio; segundo, 
prohibición de la mendicidad y el vagabundeo; tercero, trabajo obliga- 
torio para los que estén en condiciones de hacerlo y asistencia tan sólo 
a los «verdaderamente pobres», es decir, los incapacitados por edad, 
enfermedad o invalidez; cuarto, las autoridades han de encargarse de la 
educación de los hijos de los más necesitados. Desde el siglo XVI las vías 
que se mencionan para combatir la pobreza son trabajo y educación, no 
muy distintas de las que hoy se predican. 

En suma, tres son los caracteres que conviene retener de la primera 
política social que se inicia con el despegue de las ciudades: 1) secula- 
rización, la caridad pasa de manos de la Iglesia a instituciones civiles; 
2) burocratización, el cuidado de los pobres queda en manos de orga- 


5. No puedo entrar en explicitar los vínculos existentes entre el espíritu de la Refor- 
ma protestante y la nueva política social que se perfila en los Países Bajos en el ambiente 
espiritual del erasmismo, antecedente inmediato de la Reforma luterana. En algunos as- 
pectos en relación con la crítica a la Iglesia ya habrá caído el lector en la cuenta. 

6. La política para los pobres que propone Vives encaja en la represiva que des- 
pliega el capitalismo en otros ámbitos, hospitalarios, psiquiátricos, correccionales, educa- 
tivos, que Michel Foucault ha estudiado con detenimiento. Véase su libro Vigilar y castigar 
[1975], Siglo XXI, Madrid, 2008. De manera específica en J. Richter, Friihneuzeitliche 
Armenfiirsorge als Disziplinierung. Zur sozialpádagogischen Bedeutung eines Perspektiven- 
wechsels, Lang, Frankfurt a.M./Berlin, 2001. 


145 


ORIGEN Y DESARROLLO DEL ESTADO SOCIAL 


nizaciones especializadas; 3) racionalización, como resultado de intro- 
ducir criterios, pretendidamente objetivos, para prestar las ayudas, en 
las que prevalece el afán de disciplinar. 


LAS CIENCIAS CAMERALES 


La política contra la pobreza tiene su razón principal en la búsqueda de 
seguridad que prevalece en el primer capitalismo comercial y manufac- 
turero. La protección de los pobres, que se entiende también como con- 
trol y disciplina, se considera requisito indispensable para garantizar la 
seguridad del orden establecido. La que podríamos llamar la primera 
política social se pliega a las dos exigencias básicas del capitalismo, se- 
guridad, física y jurídica, sin las que no cabe llevar a buen término los 
negocios, y disponer de mano de obra suficiente. Ambas están ligadas a 
una política que discipline a los pobres con el objetivo de convertirlos 
en mano de obra utilizable. 

Desde el siglo Xvi, las ordenanzas de policía de las ciudades ponen 
énfasis en la seguridad. El concepto de policía de significar la doctrina 
de una comunidad ordenada”, politia ordinata, se constriñe hasta desig- 
nar a las instituciones, municipales o estatales, encargadas de mantener 
el orden público. En todas estas ordenanzas se encuentran referencias a 
la integración y exclusión, ayuda y represión de los pobres, así como 
a las instituciones correccionales, hospicios, casas de trabajo, manico- 
mios, destinadas a este fin. De la misma manera que en los parterres 
barrocos se disciplina la naturaleza, setos recortados y árboles podados 
con formas pintorescas, así bienestar y policía se unen en un mismo 
afán de disciplinar a los individuos, ayudando, desde luego, a los que 
no puedan trabajar, ya que de otro modo podrían plantear problemas 
a la seguridad de todos, y reprimiendo con mano dura a los pobres no 
legitimados, es decir, los forasteros y los que rehúsen trabajar. 

El Estado nació con la función principal de garantizar pax et tran- 
quilitas. Justamente, el objetivo inmediato de la cameralística es forta- 
lecer al Estado que expande estos bienes. Se trata, en último término, 
de hacer efectivo lo que ya se había formulado como principio, con- 
centrar todo el poder en el Estado, soberanía que encarna la persona 
del monarca. Producto cabal del absolutismo, la cameralística ha de en- 
tenderse, en primer lugar, en una dimensión práctica, como el afán de 
mejorar la administración de modo que el Estado, acabando con los 


7. En España la primera vez que encontramos el vocablo «policía» es en 1440. 
Reunidas las Cortes en Valladolid, los procuradores reclaman que «la cosa pública sea 
regida en toda buena policía y gobernada y sostenida en verdad y justicia». 


146 


DEL PAUPERISMO A LA «CUESTIÓN SOCIAL» 


últimos residuos feudales, intervenga con eficacia en todos los ámbi- 
tos sociales. En segundo lugar, como un saber que capte al Estado, tal 
como lo configura la monarquía absoluta en lo político, y el primer 
capitalismo comercial y manufacturero, que conocemos también como 
mercantilismo, en lo económico. El mayor mérito de la cameralística es 
haber vinculado el saber económico al político, y éste al administrativo, 
de modo que las ciencias camerales son las primeras que entroncan la 
teoría del Estado con la ciencia de la administración y con la economía, 
saberes que el liberalismo mantuvo separados, hasta el punto de aislar 
el análisis económico de los demás saberes sociales. 

No ha de sorprender que fuese precisamente en el Sacro Imperio 
Romano-Germánico, allí donde el feudalismo había subsistido con mayor 
vigor, donde la cameralística echase raíces a lo largo del siglo xvm. Su más 
egregio representante, Johann Heinrich Gottlob von Justi (1711-1771), 
en su Ciencia de la Policía’, insiste en el valor correctivo de una «buena 
policía» (gute Policey). El conocimiento fundamental que aporta es que 
garantizar la supervivencia del Estado frente a enemigos exteriores de- 
pende en buena parte de promover «el bienestar común» (gemeiner Wohl- 
fabrt) y la «felicidad de cada uno». La fuerza que se tenga en el exterior 
depende de los conocimientos y riquezas que se acumulen en el interior. 
Tanto como una «policía de seguridad» (Sicherheitspolizei), que proteja 
al Estado de los enemigos externos, es indispensable una «policía del 
bienestar» (Woblfabrtspolizei) que evite los procesos de descomposición 
interna que traería consigo el que se tolerase la pobreza. Idea central de la 
cameralística es que el desarrollo económico no concierne a la economía 
exclusivamente, ya que en buena parte depende de que no se obstaculice 
producción y circulación de la riqueza, lo que no se consigue sin la segu- 
ridad que aportan los encargados del orden público y los funcionarios de 
una administración estatal eficiente. 

Para financiar una institución tan cara como el ejército se precisa, 
tanto de una sociedad lo suficientemente rica para que el fisco pueda 
gravarla, como de una tecnología de punta capaz de competir con el 
armamento del enemigo, objetivos que únicamente se logran allí donde 
prosperen las ciencias naturales y las ciencias camerales que enlazan 
la economía a la política y a las ciencias de la administración. En las 
nuevas universidades alemanas, de Halle o de Gotinga, se otorga una 
gran importancia a ambas ciencias. La «buena policía» ha de proteger 
los patrimonios privados, la salud, así como las buenas costumbres de los 
súbditos, que sólo se alcanza si se extiende un bienestar generalizado. 
En suma, el fin principal del Estado, garantizar la seguridad, tanto en 


8. J. H. G. von Justi, Die Grundfeste zu der Macht und Glückseligkeit der Staaten; 
oder ausführliche Vorstellung der gesamten Policey-Wissenschaft (1756). 
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el exterior, como en el interior, se logra cuando la población haya su- 
perado la pobreza. La política social de bienestar se revela así la más 
importante de las que competen al Estado. 

La opinión de la cameralística, que sigue Operativa en nuestro tiem- 
po, es que la política social es un elemento fundamental de la política, 
de toda buena política. La libertad de pensar es la condición impres- 
cindible para el desarrollo de las ciencias, tanto las naturales-tecno- 
lógicas como las cameralísticas, sin las que no se podría alcanzar el 
bienestar necesario para financiar un ejército fuerte. Sin libertad para 
el desarrollo de las ciencias, pero tampoco faltando un poder central 
inflexible, cabría alcanzar estos objetivos. Federico el Grande de Prusia, 
el representante más conspicuo del «despotismo ilustrado», lo resumía 
en la frase «Razonad lo que queráis, pero obedeced». En el despotis- 
mo ilustrado yace implícito un pacto social en los siguientes términos: 
obediencia ciega a cambio de un bienestar creciente, pacto que volvió 
a actualizarse en el socialismo real. La seguridad económica y social 
requiere de la seguridad pública en el interior y en el exterior, y a la 
inversa, no habría bienestar social sin la seguridad que sólo puede ofre- 
cer el Estado. Importa no echar en olvido esta correspondencia, pues 
volveremos a encontrarla en otros tiempos y circunstancias. 

En su Historia del análisis económico Joseph Schumpeter hace hin- 
capié en que el aporte principal de la cameralística consiste en integrar 
el desarrollo económico en su circunstancia social, cultural y política, 
mientras que el liberalismo lo aísla de su contexto. Schumpeter coloca 
las páginas que dedica a von Justi bajo el epígrafe de «Estado de bien- 
estar» (The Welfare State)? definiendo su pensamiento económico como 
laissez-faire with the nonsense left out. Schumpeter reprocha a Adam 
Smith no haber hecho ninguna contribución relevante al análisis econó- 
mico, todas sus ideas ya estaban formuladas en las más variadas fuentes, y 
su único mérito habría sido reunirlas en el enfoque que más favorecía 
a los intereses de la nueva clase ascendente. Las dos figuras centrales del 
liberalismo, John Locke, del político, y Adam Smith, del económico, ha- 
brían mostrado una misma desproporción entre la escasa originalidad y 
el enorme impacto producido. 

El liberalismo arremete contra el cameralismo, subrayando, no sin 
razón, los muchos recortes de la libertad que conlleva. A finales del xvm 
el afán de libertad política es el argumento más convincente en contra del 
cameralismo. El liberalismo a menudo confunde la libertad política con 
la económica del laissez-faire, que es la que de verdad importa a la clase 
empresarial ascendente. En la lucha contra al absolutismo, la libertad po- 


9. J. Schumpeter, History of Economic Analysis, OUR, New York, 1954, p. 170. 
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lítica pasa a un primer plano, unida a la económica, de modo que ambas 
se refuerzan mutuamente, aunque se bifurcan en el momento en que se 
constata que la libertad política favorece también a la nueva clase obrera. 

Desde el último tercio del siglo xvm, en distintas ideologías y con 
intereses sociales opuestos, podemos seguir el enfrentamiento entre el 
liberalismo económico y el mercantilismo cameralista, que en la se- 
gunda mitad del XIX va a tomar nuevas formas en la ciencia económica 
crítica del liberalismo. En Alemania se denuncia como manchesterismo 
el intento de reducir el Estado a sus mínimos, dando por supuesto que 
la mejor forma de que funcione la sociedad es dejándola a merced del 
mercado, mientras que sus críticos pretenden un Estado intervencio- 
nista que se responsabilice de la seguridad y el bienestar de todos los 
ciudadanos, en suma, que aspire a erigir un Estado social. 

Robert von Mohl (1799-1875) relaciona el Estado policial de la 
cameralística con el Estado de derecho, concepto que acuña y desa- 
rrolla en un sentido moderno". Von Mohl es un liberal en política, 
defensor de la monarquía constitucional, a la vez que, como hizo la 
cameralística, subraya la dimensión social del Estado. Un ciudadano 
puede vivir toda su vida sin acudir a los tribunales, pero ni una hora sin 
la protección de una buena policía, en su sentido más amplio, tanto el 
de mantener el orden público, como la protección social. Von Mohl le- 
jos de oponer el Estado de derecho de la monarquía constitucional, al 
Estado policial del absolutismo, insiste en que deben complementarse. 
Al Estado liberal en lo político habría que añadir el Estado social en lo 
económico, tal como también lo había propuesto su amigo Lorenz von 
Stein. Frente al liberalismo radical de los llamados progresistas, el pen- 
samiento liberal conservador pone énfasis en el Estado social, punto de 
vista que luego va a asumir la «escuela histórica de la economía», ligada 
a los llamados «socialistas de cátedra». La segunda mitad del siglo XIX 
se caracteriza por una oposición crítica al liberalismo, tanto desde la 
socialdemocracia obrera, que aspira a un orden social nuevo, como por 
los que piensan que el capitalismo con todas sus ventajas sólo podrá 
mantenerse a la larga, si resuelve la tan explosiva «cuestión social», es 
decir, si consigue construir un Estado social. 


LA EXPERIENCIA LIBERAL BRITÁNICA 


Una de las cuestiones que más apasiona a los historiadores es por qué 
el Reino Unido se ha adelantado en la revolución política, y ya a finales 


10. R. von Mohl, Die Polizei-Wissenschaft nach den Grundsätzen des Rechtsstaates, 
3 vols., Tübingen, 1833-1834. 
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del siglo xvu logra que prime el Parlamento sobre la Corona; luego, en 
la confección teórica de un liberalismo político (John Locke) y econó- 
mico (Adam Smith); en fin, en implantar nuevas técnicas de producción 
en el campo, revolución agraria, sin la que la máquina no hubiera te- 
nido su primer receptor, la llamada «revolución industrial». Ha sido la 
mayor innovación de la historia desde la invención de la agricultura en 
el Neolítico. No ha de extrañar que para dar cuenta de acontecimiento 
de tal envergadura haya que añadir otros muchos factores, entre los que 
sobresale el alto nivel que las ciencias naturales alcanzaron en Inglate- 
rra en los siglos XVII y XVIIL 

El fallo que la «sociología del desarrollo» arrastra desde los años 
sesenta del siglo pasado consiste en tratar de dar cuenta del sedicente 
subdesarrollo con un concepto que deja fuera las enormes diferencias 
culturales y socioeconómicas de cada continente, que sólo tienen en co- 
mún no encajar en el mundo avanzado que se toma por modelo. No 
cabe entender el subdesarrollo a partir del desarrollo, sino que es éste el 
que exige explicación. Lo verdaderamente sorprendente es el salto de 
gigante que dio Europa desde finales del xvm, y no el que no ocurriera 
lo mismo en otras partes del mundo. Todavía Alexander von Humboldt 
(1769-1859) compara a veces Prusia con el México colonial que visita 
en 1803 y 1804*!, Tres decenios más tarde este cotejo hubiera resulta- 
do ridículo. La cuestión clave es explicar el desarrollo fulminante del 
Reino Unido en los siglos XVIII y XIX, seguido de cerca por una parte de 
la Europa central, que, no obstante, dejo a un lado, porque no es acon- 
sejable entrar en el tema de refilón, y hacerlo de frente me apartaría del 
tema principal, el Estado social, aunque como telón de fondo el lector 
debe tenerla muy presente. 

El siglo XIX es el gran siglo inglés. Hundidas las armadas francesa 
y española en Trafalgar (1805), el Reino Unido domina los océanos, 
lo que le permite monopolizar el comercio internacional, a la vez que 
consolida en tres continentes el mayor imperio colonial de todos los 
tiempos. Con la expansión en la India compensa con creces la pérdida 
de las trece colonias americanas (1776). Derrotado Napoleón, nada ni 
nadie amenaza ya la hegemonía británica. La «pérfida Albión» puede 
continuar con su política de «división y equilibrio» (balance of power) 
con un solo objetivo, que ninguna de las potencias europeas —Francia, 
la Federación alemana (Der deutsche Bund), el Imperio austro-húngaro 
o Rusia— pueda destacar sobre las demás. 


11. A. von Humboldt, Essai Politique sur le Royaume de la Nouvelle Espagne, Paris, 
1311. 

12. Leopold von Ranke llamaba al siglo XVI y primera mitad del xvi la época de 
España, de mitad del xvi y el xvm, la de Francia, y al siglo XIX, el siglo inglés. 
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El régimen parlamentario británico había dejado un amplio mar- 
gen a la libertad individual de la clase dirigente, sin cercenar por ello 
el poder político y económico de la aristocracia terrateniente. Con la 
«revolución industrial» las cosas cambiaron por completo. Por un lado, 
impulsa el crecimiento de una clase media, en la que un rápido enri- 
quecimiento de sus peldaños más altos, la alta burguesía industrial y 
financiera, ayuda a expandir una nueva clase media de profesionales 
dependientes o autónomos, a la vez que fomenta una clase nueva, el 
proletariado urbano, acorralado en una situación de mera sobreviven- 
cia. Para la aristocracia, la nueva sociedad emergente se caracteriza, 
tanto por la presencia de unos «advenedizos», que acumulan fortunas 
enormes, como por una monstruosa miseria en los nuevos centros ur- 
banos que brotan como hongos alrededor de las fábricas. En la primera 
mitad del siglo XIX, muy pocas fábricas textiles contaban con más de 
mil trabajadores, lo normal es que tuvieran entre cincuenta y cien, sien- 
do todavía en la primera mitad del siglo XIX una sociedad rural, aunque 
profundamente descompensada. Pese a que Gran Bretaña era a la sazón 
el país más urbanizado del mundo, dejando aparte la gran metrópoli de 
Londres que aumentaba en cien mil habitantes cada diez años, en 1851 
únicamente nueve ciudades superanban los cien mil habitantes. 

Los profundos cambios operados en la sociedad británica amenaza- 
ban directamente a la oligarquía aristocrática dominante. El pánico que 
expandió la Revolución francesa contribuyó en un primer momento a 
que la aristocracia fortaleciera sus posiciones, aunque a la larga poco 
iba a poder hacer ante el impacto social de la revolución industrial. 
No le quedó otra opción que enfrentarse a la defensiva a unos sectores 
medios y proletarios que cada día con mayor pujanza reclamaban la 
ampliación del voto. Los coetáneos no salían de su asombro al obser- 
var que la capacidad de producir más riqueza gracias a las máquinas 
trajese consigo una mayor miseria. Se comprueba una correspondencia 
directa entre las revueltas obreras y la miseria que origina el desempleo 
creciente en los períodos de depresión. Los sectores sociales más despo- 
seídos preferían la antigua sociedad rural, con sus sistemas parroquiales 
de protección, a la sociedad industrial emergente que los encerraba en 
guetos miserables. Entre el proletariado surgió un afán de insumisión y 
revuelta que, sofocado de manera brutal, al final tuvo que reconvertirse 
en una resistencia solidaria, como la que se materializa en las «uniones 
profesionales» (trade unions), los sindicatos. Pero antes de ocuparnos de 
la dialéctica de rebeldía y represión que caracterizó a los primeros dece- 
nios de la revolución industrial, conviene hacerse cargo de los cambios 
que se operaron al pasar de la sociedad rural a la industrial. 
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DE LA PROTECCIÓN TRADICIONAL AL DESAMPARO LIBERAL 


El primer problema al que la sociedad que nace con la revolución in- 
dustrial tenía que enfrentarse fue la enorme miseria en que cayó una 
buena parte de la población urbana. Para hacerse cargo del cambio 
que se ha operado vale acudir al libro de Sir Frederick Morton Eden 
(1766-1809) El estado del pobre, o historia de las clases trabajadoras en 
Inglaterra desde la conquista normanda al período actual”? (1797). Por 
la estrecha relación que los seguros privados van a tener en la seguridad 
social importa consignar que a su muerte Eden era presidente de una 
compañía de seguros (Globe Insurance Company). El primer tomo re- 
capitula la legislación sobre los pobres y los proyectos propuestos para 
ayudarlos en anteriores centurias, así como comenta los libros más im- 
portantes aparecidos sobre el tema. Los otros dos incluyen los informes 
sobre dieta, vestido y vivienda, que durante un año sus colaboradores 
recogieron por todo el país en encuestas a las que se aplican ya métodos 
estadísticos. 

La situación que había predominado desde la Edad Media cambia por 
completo en 1601 con el Estatuto de los pobres y empieza un nuevo pe- 
ríodo en la relación con los indigentes. Al campesino sin tierra se le había 
tratado de hecho como a un siervo de la gleba, reteniéndosele en su lugar 
de origen, y si alguno conseguía escapar, se le perseguía como a esclavo 
fugitivo. Pero también se les cuidaba con el celo que el dueño dedica a 
lo suyo. Ahora bien, en cuanto fueron adquiriendo el rango de personas 
libres, disminuyó el interés protector de los patronos. En la nueva etapa 
que comienza en el siglo XVN normas muy estrictas siguen regulando el 
vagabundeo, aunque no ya con la ferocidad anterior. El Estatuto de 1601 
conserva el derecho de los peones a ser mantenidos con la obligación de 
trabajar. Todavía a finales del siglo XVIII están integrados en las parroquias 
y los feligreses con medios, aun cuando no puedan emplearlos, se encar- 
gan de mantenerlos. Todos tenían la obligación de trabajar pero también 
se garantizaba que nadie muriera de hambre. En 1722 se produce un cam- 
bio importante: se deja de ayudar a los que no estén dispuestos a entrar 
en las «casas de trabajo» que se erigieron para cumplir con el deber de dar 
trabajo a todo aquel que esté en condiciones de hacerlo. 

Mientras la población no crece con demasiada rapidez y permane- 
ce fija en el mismo lugar, el modelo funciona más o menos. Pero en el 
último tercio del siglo XVIII estas dos condiciones dejan de ser efectivas, 
debido a los enormes cambios que conllevan la revolución agraria y so- 
bre todo la industrial. Presionado por una agricultura que cerca las fincas 


13. F. Morton Eden, The State of the Poor; or, an History of the Labouring Classes 
of England from the Norman Conquest to the present period, 3 vols., 1797. 
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y emplea nuevas técnicas que demanda menos mano de obra, un número 
creciente se ve obligado a abandonar el lugar donde vive. Antes los terra- 
tenientes tenían que esforzarse en retener la población trabajadora, ahora 
que una mayor productividad agraria trajo consigo un rápido aumento 
de población y una menor demanda de mano de obra, el problema es 
el contrario, cómo deshacerse de la sobrante, un costo social que a los 
propietarios les parece insoportable. El peón se degrada en vagabundo 
y queda flotando en el aire, sin patrono que le obligue a trabajar, pero 
tampoco quien le ampare. Representa un peso con el que ya nadie quiere 
cargar, obligado a malvivir de la pequeña delincuencia. 

Al vagabundo, a la menor falta, se le encarcela, incluso se le ahorca, 
pero ¿qué hacer con aquel que no se ha movido del lugar ni comete delito 
alguno? Cada parroquia, apelando a las leyes que prohibían la inmigra- 
ción, procura echar el fardo sobre el vecino, reivindicando el derecho a 
expulsar a los forasteros a las aldeas de las que provengan. Al intentar 
deshacerse de esta manera de los pobres sobrantes, surgen continuos liti- 
gios entre las parroquias. Eden nos informa que la ley de asentamientos 
de 1662, todavía vigente en el último tercio del siglo xvm, dio mucho 
que ganar a los abogados. Adam Smith denunció esta normativa como un 
ataque a la libertad de establecerse allí donde se quiera, impidiendo que 
el pobre acuda allí donde mejor se pague su trabajo?*, 

Los coetáneos no entendían que la pobreza aumentase con el desa- 
rrollo fulminante del comercio y de las manufacturas, y menos aún que 
en esta situación se eliminasen instituciones y normas hasta entonces 
establecidas para paliarla. Asisten atónitos a que las aldeas se despue- 
blen y los municipios en los que se levantan las fábricas se conviertan en 
suburbios en los que se aposenta la mayor miseria. Es el momento en que 
empieza a generalizarse el trabajo de las mujeres y de los niños. Como 
los padres se han enrolado en el ejército, muy necesitado de efectivos 
durante las guerras revolucionarias y napoleónicas, y los hijos han que- 
dado al cuidado de las instituciones públicas, éstas tratan de deshacerse 
de la carga, aprovechando que minas y fábricas requieren mano de obra 
barata. La situación llega a ser tan grave que en el Parlamento se debate 
si es preciso fijar salarios mínimos, algo por completo contrario al libe- 
ralismo imperante. William Pitt, el Joven, (1749-1806), en un famoso 
discurso solventa la cuestión afirmando que la mejor forma de conse- 
guir salarios dignos para todos consiste en eliminar las restricciones al 
movimiento libre de los trabajadores. Desde entonces no se ha dejado 
de repetir que las cuestiones sociales, desde el desempleo a salarios dig- 


14. Ni los liberales más recalcitrantes estarían hoy de acuerdo con Adam Smith en 
reconocer la libertad fundamental del trabajador de acudir allí donde mejor se pague su 
trabajo, sin que lo impidan fronteras de cualquier tipo. 
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nos, se resuelven con la ampliación de la libertad en todos los campos. 
La nueva ley de pobres (New Poor Act) de 1834 elimina los subsidios y 
ayudas de los siglos anteriores con el argumento de que cualquier apoyo 
al indigente le aparta del trabajo. 

El liberalismo se impone a mediados del siglo XIX, tanto en la teo- 
ría como en la práctica, pero, desaparecidas las medidas protectoras, 
la situación de la clase obrera ha empeorado muchísimo. Un mercado 
de trabajo, libre de cualquier restricción, lejos de garantizar un salario 
digno para todos, como anunció William Pitt, no hizo sino aumentar 
la miseria de los nuevos proletarios, la mayoría sin trabajo y los que lo 
conseguían, por aceptar salarios que apenas permitían la sobrevivencia 
individual. Para una buena parte de la clase trabajadora británica, el 
liberalismo económico inició la etapa más dura y sórdida de su historia, 
cuya cabal descripción encontramos en la literatura de la época, en par- 
ticular en Charles Dickens. El primer libro de Friedrich Engels, La situa- 
ción de la clase obrera en Inglaterra (1845) denuncia el estado en que se 
encontraba el proletariado del país que va a la cabeza del mundo. Pero 
esta misma industrialización causante de tanta miseria, a medio plazo 
impulsa un crecimiento económico inusitado que en los dos últimos 
decenios del siglo XIX propicia una mejoría notable de la clase obrera. 
La cuestión es si el liberalismo por sí solo habría desarrollado esta diná- 
mica, O la mejoría se habría debido, en primer término, a las luchas de 
las organizaciones obreras, apoyadas por la política social que pusieron 
en marcha los sectores más avanzados de las clases medias. 


JEREMY BENTHAM 


Desde un liberalismo económico que no se cuestiona en absoluto, hay 
que mencionar entre los reformadores, más políticos que sociales, a Je- 
remy Bentham (1748-1832). En el libro Apología de la usura (Defence of 
Usury, 1787), una serie de cartas, escritas desde Rusia donde había ido a 
visitar a su hermano Samuel, ingeniero al servicio de Catalina II, lleva al 
extremo sus convicciones liberales. Dentro de un liberalismo estricto es 
el gran defensor de las reformas como modo de llevar adelante el cambio 
social. Ya en su primer libro, Fragmento sobre el Gobierno (1776), una 
larga glosa a los famosos Comentarios a la Legislación inglesa (1765) de 
William Blackstone (1723-1780), subraya que el mayor fallo del autor 
es su «antipatía a la reforma». «Lo que son los descubrimientos en el 
mundo natural, lo son las reformas en el moral»!*. Pese a pertenecer a 


15. J. Bentham, A Fragment on Government (1776); trad. española, Fragmento sobre 
el Gobierno, Aguilar, Madrid, 1973, p. 1. 
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una generación posterior, tiene en común con la cameralística un mismo 
afán por reformar la legislación y la administración de justicia, en las 
que detectan un mismo fondo irracional de procedencia feudal. Bentham 
concibe también su labor como una operación de limpieza de los resi- 
duos medievales. En 1823 colaboró en la fundación de la Westminster 
Rewiew que durante decenios propagó el reformismo de izquierdas. 

Hijo de un conocido abogado, fracasado en el intento de hacer una 
carrera política, con medios para vivir y sin la menor afición a ejercer la 
abogacía, Bentham se dedica por entero a la filosofía del derecho, cen- 
trándose en una labor de comentarista y reformador de la legislación 
inglesa. Su obra capital, Una introducción a los principios de la moral y 
de la legislación (1789), en el Reino Unido pasó más bien inadvertida, 
pero la traducción francesa le dio mucha fama, como confirma el que 
en 1792 fuera nombrado ciudadano de la Francia revolucionaria**, 

Entre sus discípulos se le ha considerado un filósofo cabal, padre 
del utilitarismo, la primera filosofía práctica que habría conseguido una 
fundamentación no metafísica de la ética y el derecho. Bentham rechaza 
la existencia de un instinto moral que permita distinguir lo bueno de lo 
malo, así como cualquier otro fundamento metafísico de la moral, con 
lo que no habría diferencia alguna entre la norma ética y la jurídica. Ya 
en su primer libro, Fragmento sobre el Gobierno (1776), formula desde 
el comienzo el axioma fundamental en que basa todo su sistema —«la 
mayor felicidad del mayor número es la medida de lo justo y de lo injus- 
to»— que supone fusionar la ética en el derecho, que ya he mencionado 
como uno de los caracteres de la Modernidad. No sólo el principio del 
mayor bien para el mayor número tiene numerosísimos antecedentes, 
desde Epicuro a Helvetius, sino que asimismo resulta harto simplista la 
antropología en que se sustenta. El que el ser humano se sienta atraído 
por el placer y repelido por el dolor, doctrina que ya encontramos en 
Thomas Hobbes para dar cuenta del hombre, como incesante movimien- 
to, explicaría el comportamiento humano. 

Si cada cual pretende lo que le proporciona placer, ¿cómo impedir 
entonces que en la búsqueda egoísta de mi felicidad no dañe la de los 
otros? Impedir que perjudiquemos a los demás es el objetivo fundamental 
del derecho, pero también de la religión y de la opinión de los demás. 
Bentham llama sanción a estos tres procedimientos de control social: el 
derecho, que recompensa o castiga determinadas acciones; la religión, 
que abre una perspectiva de salvación, o de condena eterna; y la sanción 
moral que ejerce la sociedad, con las ventajas e inconvenientes que otorga 


16. La mayor parte de sus escritos aparecieron traducidos al español entre 1820 
y 1837. Baltasar Anduaga Espinosa editó las obras completas de Bentham en catorce 
volúmenes, Madrid, 1841-1843. 
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el que la opinión de los otros nos reconozca o nos evite. El ser humano 
se mueve a la búsqueda de su felicidad, lo que únicamente consigue si se 
instala en un orden social en que el egoísmo de cada cual no destruya, 
antes al contrario, potencie, la felicidad de los demás. 

Como en el derecho romano, también en el inglés la adaptación a 
circunstancias siempre cambiantes se hace con la aplicación concreta de 
la norma. La jurisprudencia es la vía principal que lleva a la reforma 
legal. Bentham, en cambio, huye de la vaguedad de los principios ge- 
nerales del derecho con el afán de sistematizarlo en normas concretas, 
conexas entre sí. De ahí que considere la codificación de las leyes un 
paso fundamental de racionalización, en las que habría que tener en 
cuenta, tanto la naturaleza humana, como las características de cada 
nación; no en balde el derecho sería un fenómeno cultural tan especí- 
fico como el idioma. Un empeño con el que no podía tener éxito en la 
Inglaterra de la common law. 

En el ámbito político, al centrar su máxima preocupación en impedir 
los abusos de autoridad, fue donde Bentham logró un mayor impacto. Un 
objetivo que sólo se consigue si el interés personal de los que gobiernan 
coincide con el general, es decir, que se gobierne por el bien de todos, 
y no por el propio o por el de un grupo particular. Aunque todos los 
gobernantes afirman que se orientan por el bien general, sólo ocurre si la 
autoridad que decide coincide con el conjunto de los ciudadanos, sentido 
fuerte de democracia en el que todos gobiernan directamente. Ahora 
bien, la democracia directa, sin intermediarios, es una contradicción en 
sí, ya que elimina la diferencia entre gobernantes y gobernados, con 
lo que desaparece la noción misma de gobierno. Un gobierno que se 
oriente por el bien común no ha de dejar de ser gobierno, es decir, ha 
de mantener la diferencia entre gobernantes y gobernados, a la vez que 
se ha de guiar por el bien común, lo que sólo ocurre si lo ha elegido la 
mayoría a la que representa. El gobierno representativo de la mayoría 
elimina el peligro de que se deje llevar por su interés particular, y reduce, 
por lo menos en principio, los abusos de autoridad. A este gobierno re- 
presentativo Bentham le asigna cuatro fines: ocuparse de la subsistencia 
de los más pobres, favorecer el bienestar del mayor número, procurar la 
seguridad de todos y tender a la igualdad, con lo que, de hecho, enumera 
las metas que luego se van a establecer del Estado social. 


REVUELTA Y REPRESIÓN 
Los primeros decenios de la revolución industrial se caracterizaron por 


la secuencia miseria, rebelión, represión. La primera revuelta que es 
preciso mencionar es la muy bien organizada de los luddistas, así llama- 
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dos porque en panfletos y manifiestos firmaban con el nombre ficticio 
de Ned Ludd. De 1811 a 1814, sobre todo entre los trabajadores de la 
industria textil, encontramos grupos clandestinos, dispuestos a empren- 
der distintas formas de protesta. En algunas de las acciones llegaron 
incluso a destruir la maquinaria. Una reacción, todo lo equivocada que 
se quiera, pero al fin comprensible, dados los muchos puestos de traba- 
jo que suprimieron las tejedoras mecánicas. Este temprano rechazo al 
dominio creciente de la técnica fue en aumento a lo largo del siglo XIX, 
y aunque ha decrecido mucho, vuelve periódicamente hasta nuestros 
días. En rigor, el odio de los luddistas no iba dirigido contra la máquina, 
sino contra las relaciones sociales que la fábrica imponía. El objetivo era 
obligar a los patronos a negociar presionados por los altos costos que 
infligía la destrucción de la maquinaria. Téngase en cuenta que para 
protestar por la sustitución de mano de obra por maquinaria, el instru- 
mento que después se iba a mostrar el más eficaz, la huelga, no tenía el 
menor sentido en un contexto en que la oferta de trabajo era muy su- 
perior a la demanda. Algo parecido pasa en nuestros días; la revolución 
tecnológica, por un lado, reduce de continuo la demanda de mano de 
obra, y, por otro, la mayor facilidad para trasladar la industria a otros 
países menos exigentes en salarios y derechos (deslocalización) han limi- 
tado mucho la eficacia de la huelga. Ante la violencia luddista, aunque 
fuera sólo contra las cosas, el aparato estatal reaccionó con enorme bru- 
talidad, recurriendo a la intervención directa del ejército y castigando el 
sabotaje con la pena de muerte. No pocos fueron ejecutados y muchos 
los deportados a Australia. Todavía en la revuelta estudiantil de 1968 
recuerdo una pintada berlinesa —<Destruye lo que te destruye»— así 
como interminables discusiones sobre si la violencia contra las cosas, no 
contra las personas, sería un instrumento lícito de la acción revolucio- 
naria, que atestiguan la larga persistencia del luddismo. 

El 16 de agosto de 1819, en St. Peter’s Fields, cerca de Manches- 
ter, ochenta mil personas se reunieron pacíficamente para escuchar un 
discurso a favor de una nueva ley electoral que permitiera el acceso de 
los trabajadores al Parlamento. Toma la palabra Henry Hunt (1773- 
1835), conocido como el «orador», un popular tribuno, hijo de un 
terrateniente convertido a la causa de la clase obrera, al que se quiere 
y admira. Para impedir el mitin las autoridades locales hacen intervenir 
nada menos que a la caballería. En la que se conoce como «la masacre 
de Peterloo» mueren once personas y se cuentan por cientos los heri- 
dos. Hunt es condenado a dos años y medio de cárcel por haber con- 
vocado «una asamblea sediciosa ilegal». Poco después en las llamadas 
«seis Leyes» que se aprobaron en 1819/1820 se limita el derecho de 
reunión a cincuenta personas. A ello se añade que hasta 1824, fecha 
en que con grandes limitaciones empieza a tolerarse los sindicatos, la 
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clase obrera se había visto privada del derecho de asociación. En los 
primeros decenios de la industrialización, cuando la mayor miseria se 
extiende por los guetos urbanos, es durísima la represión del Estado 
contra cualquier forma de protesta. 

La reforma política, centrada en ampliar el censo electoral, engarza 
con la social. John Cartwright (1740-1824) desde fecha muy temprana 
propugna el sufragio universal para los varones, al tiempo que una refor- 
ma agraria y la abolición de la esclavitud. Thomas Spence (1750-1814) 
defiende la nacionalización de la tierra, pasando su propiedad a las pa- 
rroquias, para cultivarla en común, subvencionando con las ganancias 
que se obtengan los gastos de educación y de administración. En fin, con 
William Lovett (1800-1877) el reformismo social desemboca en el movi- 
miento cooperativo y sindical. La reforma del capitalismo pasa de ser un 
ideal minoritario de algunos pocos, provenientes o no de la clase obrera, 
a ser el objetivo principal del movimiento obrero, primero el sindical, al 
que luego se añade el político con la creación del partido laborista, ya a 
comienzos del siglo XxX. 

En 1830 cae el conservador duque de Wellington, y lo sustituye como 
primer ministro, el liberal lord Grey. Se inicia una etapa de reformas, de 
las que la más demandada era una nueva ley electoral. La clase obrera, 
apoyada por intelectuales progresistas de los sectores medios, aspira a 
ocupar los puestos que les correspondería en la cámara de los comunes, 
como la forma más eficiente de defender sus intereses. Una reforma 
del sistema electoral se consideraba la tarea más urgente, pero también 
nada parecía tan subversivo como el sufragio universal. Se comprende 
que ampliar poco a poco la representación parlamentaria fuese un pro- 
ceso largo, lleno de altibajos, debido a la oposición exacerbada de la 
aristocracia terrateniente que controlaba ambas cámaras, y que no estaba 
dispuesta a perder un ápice de poder. 

La nueva ley electoral (reform bill), un hito en la historia de Gran 
Bretaña, no se aprobó hasta el 4 de julio de 1832. El mayor logro es 
haber modificado distritos electorales que, pese a los grandes despla- 
zamientos de población que causó la revolución industrial, habían per- 
manecido intocados los últimos ciento cincuenta años. Se suprimieron 
58 distritos «podridos» (rotten boroughs), así llamados porque, aunque 
habían perdido la mayor parte de la población, algunos se habían que- 
dado con menos de una docena de habitantes, conservaban el mismo 
número de diputados en el Parlamento. Los distritos con menos de cua- 
tro mil habitantes pasaron a tener un solo representante, mientras que 
ciudades y núcleos urbanos que habían crecido con la industrialización 
adquirieron por vez primera representación parlamentaria. Una segun- 
da modificación, que a la larga iba a resultar esencial, es el derecho al 
voto individualizado, que obtienen los varones, mayores de edad, que 
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pagasen un alquiler anual de al menos diez libras, lo que directamente 
favorecía al voto urbano. Aunque la ley dobla el número de varones 
con derecho a voto, no pasan de 720.000, es decir, uno de cada siete, 
dejando a la clase obrera fuera del sistema político. Hasta 1918 no se 
alcanza el sufragio para todos los varones mayores de edad, y hasta 1928, 
no se incluye a las mujeres. 


EL CARTISMO 


El que la clase obrera quedase fuera del sistema político pone en mar- 
cha el movimiento social que se conoce como «cartismo». El nombre 
proviene de la Carta del Pueblo” que, como la famosa Magna Carta 
que la nobleza envió al rey en 1215, se dirige al Parlamento en 1838, 
reclamando el sufragio universal del que se espera unas cámaras dis- 
puestas a legislar a favor de la mayor parte de la población, la clase 
obrera. A ella se adherieron la London Working Men Association de 
William Lovett, la Birmingham Political Union de Thomas Attwood y 
la Democratic Association de Feargus O'Connor. Este movimiento en 
los diez años que se mantuvo vivo —se desinfla con el fracaso de la 
revolución de 1848— desde el primer momento estuvo dividido entre 
una línea moderada que puso énfasis en las reivindicaciones laborales, 
y otra más política y violenta que organizó manifestaciones multitudi- 
narias, recurriendo incluso en 1842 a la huelga general como forma de 
presionar a favor del sufragio universal masculino, el voto secreto, el 
sueldo para los parlamentarios, igualdad de los distritos y elecciones 
anuales, medidas que se consideraban imprescindibles para que la cla- 
se obrera consiguiese logros significativos. Una represión violenta por 
parte del Estado quebró la puesta en marcha de acciones masivas que 
amenazaban desembocar en revolucionarias. Aunque no lograse el su- 
fragio universal, el cartismo dejó honda huella en el Reino Unido, tanto 
por haber aproximado la política a la clase obrera, como por haber 
puesto de manifiesto la estrecha vinculación que existe entre el sufragio 
universal y el Estado social, hasta el punto que no puede existir el uno 
sin el otro. A estas alturas ya podemos afirmar que el futuro del Estado 
social depende del que tenga la democracia representativa. 


17. Recoge partes de un famoso panfleto, The New Charter, humbly addressed to 
the King and the both Houses of Parliament proposed as the basis of a Constitution for the 
Government of Great Britain and Ireland, que Strange había publicado en 1831, en un 
momento en que la reforma política pasaba por un momento crítico. 
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Me he extendido en los orígenes remotos del Estado social por dos razo- 
nes, la primera, porque es un campo bastante desconocido, aun para el 
especialista; la más importante, para mostrar hasta qué punto se halla in- 
merso en una muy larga tradición europea, de modo que la crisis actual, 
como veremos en la tercera parte, implica modificaciones sustanciales 
en el Estado democrático de derecho que hace mucho más incierto el 
futuro. Ahora toca describir a grandes rasgos el desarrollo propiamente 
dicho del Estado social, desde sus comienzos en los dos últimos dece- 
nios del siglo XIX hasta mitad de los años setenta del siglo XX, en que 
entra en crisis, al menos el Estado de bienestar en que en algunos países 
había desembocado el Estado social. Será el tema de los tres próximos 
capítulos. Al final, estaremos en condiciones de diferenciar el Estado de 
bienestar del Estado social, lo que nos permitirá vislumbrar cómo la des- 
aparición del Estado de bienestar incide en el Estado social del futuro. 

En el siglo de desarrollo y consolidación del Estado social cabe dis- 
tinguir tres etapas, la primera va desde los años ochenta del XIX hasta la 
primera Guerra Mundial; la segunda abarca el período de entreguerras, 
incluidas las dos guerras mundiales, y la tercera, desde 1945 a finales de 
los años setenta. No pretendo rehacer una historia comprimida del Esta- 
do social —la bibliografía al respecto es amplísima— sino señalar algunos 
grandes hitos que nos permitan comprender todo el alcance de la crisis 
actual. Este objetivo implica renunciar a hacer hincapié en la diversidad 
de los modelos sociales, limitándome a Alemania y al Reino Unido: la 
primera se adelantó y el segundo ha mostrado una mayor originalidad en 
el despliegue del Estado social!. 


1. La gran ausente es Suecia, que sólo aparece de refilón, pese a haber sido el mo- 
delo del Estado de bienestar. 
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Nada más inoportuno, amén de harto arriesgado, que haber puesto los 
cimientos del Estado nacional sobre la humillación del enemigo derrota- 
do, máxime cuando se le despojaba de territorios, Alsacia y Lorena, que 
había hecho suyos dos siglos antes. En Versalles, en el corazón de una 
Francia vencida, se proclamó en enero de 1871 el segundo Reich, que re- 
unió a los distintos reinos y principados alemanes en una federación en 
la que el rey de Prusia se convierte en emperador de Alemania. La Gran 
Alemania, que hubiera incluido a Austria, en 1866 quedó descartada 
en una brevísima guerra entre las dos potencias germánicas. La vence- 
dora Prusia termina por aliarse con el que había considerado su peor 
enemigo, el nacionalismo liberal, para conseguir bajo su hegemonía una 
Alemania unida. Claro que en un logro de tales dimensiones habían 
intervenido otros muchos factores económicos y sociales, los mismos 
que hicieron posible la victoria militar sobre una Francia que desde el 
siglo xvii había hecho todo lo que estaba en sus manos para impedir la 
unificación política de sus vecinos del noreste. Eso sí, con la ayuda im- 
pagable de los pequeños Estados, nada dispuestos a desaparecer. 

El factor decisivo fue un crecimiento económico vertiginoso con 
el emerger de grandes sociedades anónimas, que, junto a una segunda 
revolución tecnológica, química y eléctrica, inauguran una nueva etapa 
del capitalismo. De 1850 a 1882 el número de obreros industriales 
pasa en Alemania de 800.000 a 6 millones. Vinculado al crecimiento 
económico, hay que dejar constancia de un desarrollo impresionante 
de las ciencias, que coloca en corto tiempo a las universidades alemanas 
a la cabeza del mundo. Entre 1901 a 1914, se repartieron 42 premios 
nobeles en ciencias naturales, de los que 14 cayeron en alemanes. 

Junto a la unificación de Alemania en el segundo Reich, con el de- 
sarrollo cultural y económico que la precede, y que luego impulsa, hay 
que mencionar en política exterior la preocupación de Bismarck por 
mantener la paz, manejando con destreza el riesgo de una coalición de 
Inglaterra, Francia, Austria y Rusia, contra el intruso que en el último 
minuto se colaba en el concierto europeo como una gran potencia; 
en la interior, sin duda hay que señalar haber sentado las bases del 
primer Estado social, fruto del instinto político y férrea voluntad de 
un político que puede compararse con muy pocos en la Europa de su 
tiempo. Cierto que una obra de tal alcance supuso una amplia gama 
de factores sociales, económicos y políticos, así como la participación 
de muchas personas, desde los llamados «socialistas de cátedra», en 
particular, Adolph Wagner, a los altos funcionarios que colaboraron 
con Bismarck: Theodor Lohman, Tonio Bódiker, Karl Heinrich von 
Boetticher. No faltan los que piensan que se ha exagerado mucho el 
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papel de Bismarck en la creación de la seguridad social?. Es bien signi- 
ficativo que en sus Memorias (Erinnerung und Gedanke) Bismarck no 
haga alusión a la política social. 

A partir de 1873, una fuerte depresión económica entierra la eu- 
foria de la unificación y puso a prueba, tanto la creencia liberal en 
que el mercado se regula a sí mismo, como la socialdemócrata en que 
el obrero pudiera salir de la explotación por sus propias fuerzas. La 
política se polariza otra vez entre los defensores de la libertad econó- 
mica, sin restricción alguna, y los que se inclinan por distintas formas 
de intervencionismo estatal. Esta última opinión era la que prevale- 
cía entre los terratenientes que exigían aduanas altas para competir con 
los cereales rusos —incluso algunos historiadores han considerado las 
barreras aduaneras una primera forma de ayuda social a la población 
campesina— pero también entre una parte creciente de la industria, que 
reclamaba también gravámenes para el acero y la maquinaria de origen 
británico. Hasta hoy sigue viva la polémica de si el proteccionismo 
frenó, o al contrario impulsó, el desarrollo económico y social de Ale- 
mania. Aunque el debate no haya amainado, son cada vez más los que 
piensan que sin proteccionismo Alemania en unos pocos decenios no se 
habría convertido en una potencia industrial, ni mucho menos hubiera 
podido sentar las bases de un Estado social. 


FRIEDRICH LIST 


Friedrich List (1789-1846) fue el precursor de la posterior «escuela his- 
tórica de la economía», tan ligada al llamado «socialismo de cátedra», 
que promovió la Asociación para la política social (Verein für Sozial- 
politik), que desempeñaron un papel importante en el establecimiento 
del Estado social. En su libro El sistema nacional de la economía polí- 
tica (1841), List defiende la tesis de que librecambio y proteccionismo 
son variables que deben aplicarse según la fase en que se encuentre la 
economía, al principio de un proceso de industrialización, o ya en po- 
sesión de una industria que permita competir en el mercado mundial. 
Comercio libre o proteccionismo no deberían ser principios por los que 
habría que decidirse en abstracto, sino que cada uno mostraría ventajas 
e inconvenientes según las circunstancias. El libre comercio conviene 
al país que haya alcanzado un mayor desarrollo económico, en cam- 
bio, al comienzo se ha de proteger la industria con barreras aduaneras, 


2. De esta opinión es J. Tampke, «Bismarck's Social Legislation. A Genuine Break- 
through?», en W. J. Mommsen (ed.), The Emergence of the Welfare State in Britain and 
Germany 1850-1950, London, 1981. 


162 


EL ESTADO SOCIAL HASTA 1914 


algo que parece bastante razonable. Lo arriesgado es que una economía 
protegida se malacostumbre y ya no sepa subsistir sin la ayuda estatal, 
como innumerables ejemplos lo atestiguan en América latina. 
Enemigo de un modelo autárquico, como muestra el que List re- 
clamase la desaparición de las aduanas interiores, pero convencido de 
que se mantuviesen las externas, mientras no se pudiera competir con 
países más desarrollados, concretamente con Inglaterra. En el liberalis- 
mo alemán nunca faltaron los defensores acérrimos del libre comercio, 
y no sólo entre los importadores de productos industriales ingleses y los 
exportadores de productos agrarios a Inglaterra, pero también es cierto 
que los nacionalistas, casi todos críticos de la libertad de comercio, los 
contuvieron en límites muy estrechos. Los librecambistas nunca fueron 
lo suficientemente fuertes para eliminar, ni siquiera postergar a un se- 
gundo plano, el intervencionismo estatal, muy arraigado en Alemania 
desde el absolutismo. Pese al prestigio del liberalismo británico, a lo 
largo del siglo XIX en Alemania predominó una concepción estatalista 
antiliberal, sin la que no se hubiera podido establecer la seguridad so- 
cial, absolutamente incompatible con el liberalismo manchesteriano. 


LA «LUCHA POR LA CULTURA» 


Muy fortalecido el Estado con la unificación, Bismarck dirigió contra 
la Iglesia católica su primera gran batalla, que se conoce como «lucha 
por la cultura» (Kulturkampf). El canciller aprovechó la coyuntura que le 
ofrecía el que el papado combatiese los principios liberales que avanzaban 
imparables en Europa. El catálogo de los errores modernos (Syllabus, 
1864), muestra hasta qué punto la Iglesia católica estaba dispuesta a con- 
denar todos los principios políticos, económicos y sociales sobre los que 
se levantaba Europa, y que al final no ha tenido más remedio que reco- 
nocer. En efecto, pasa de condenar la libertad y la tolerancia religiosa, el 
liberalismo y la democracia en el Syllabus, a defender el ecumenismo y los 
derechos humanos, que incluso convierte en parte del acervo cristiano en 
el Vaticano II: nunca en menos tiempo la Iglesia había dado tamaño viraje. 

Al proclamar en 1870 la infalibilidad del Papa cuando hablase ex 
cathedra sobre cuestiones de fe o de moral’, el primer concilio Vaticano 
traspasó con creces los límites tolerables y provocó, no sólo el mayor 
escándalo entre protestantes y librepensadores, ahondando aún más las 
distancias en un país como Alemania, dividido entre las dos grandes 
iglesias cristianas, sino que chocó de plano con un agnosticismo que 
empezaba a calar entre la burguesía educada y las clases trabajadoras. In- 


3. H. Küng, ¿Infalible? Una pregunta, Herder, Buenos Aires, 1971. 
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cluso dentro de la Iglesia católica alemana llegó a provocar una escisión 
que dura hasta nuestros días la de «los viejos católicos» (Altkatholiken)*. 
A todo esto hay que añadir que la Iglesia católica pasaba por una de las 
crisis más graves de su historia, al haber perdido los Estados pontificios 
con la unificación de Italia. Bismarck rehusó intervenir militarmente a 
favor de Roma?, pero brindó asilo al Papa en Colonia o Fulda. 

El disenso con la Iglesia ofrecía una magnífica oportunidad, que Bis- 
marck no podía ni quería desaprovechar para remodelar las relaciones 
con la Iglesia. En la actualización de las relaciones del Estado con las igle- 
sias, fundamentalmente con la católica, Bismarck consiguió la separación 
plena de Iglesia y Estado, aun antes que la tercera República francesa. 
Todos los colegios, públicos o privados, católicos o protestantes, pasaron 
al control del Estado (Schulaufsichtsgesetz del 11 de marzo de 1872). La 
escuela pública es obligatoria en Prusia desde 1717, aunque no se aplicase 
en todo el país hasta 1825. Tras la unificación, Bismarck pretende exten- 
der el principio prusiano de escuela pública obligatoria a todo el Imperio, 
lo que en algunos Estados supuso un choque frontal con los privilegios 
que la Iglesia católica mantenía en materia de educación. Esto trajo con- 
sigo el que arreciase la «lucha por la cultura». Conflicto que se resolvió a 
favor del Estado, sin que se hayan vuelto a plantear en este campo litigios 
significativos con las iglesias. En 1874, al dejar de tener efectos civiles el 
matrimonio canónico, se establece el civil obligatorio, pasando al registro 
civil, junto con las actas de matrimonio, las de nacimiento y defunción, 
que las iglesias habían archivado hasta entonces. 

La lucha se endurece en una segunda fase en la que ya no se pretende 
tan sólo librar al Estado de la tutela eclesiástica, sino que es el Estado el 
que intenta ahora supervisar a las iglesias. La reacción de la católica fue 
mucho más resoluta y contundente que la de la luterana, en connivencia 
estrecha con el Estado prusiano. Para poner fin a la «lucha por la cultu- 
ra» no hubo otro remedio que reconocer de facto la autonomía de la 
Iglesia católica, que después de ocho años de conflictos, con muchas se- 
des episcopales vacantes, también necesitaba una tregua. Asimismo Bis- 
marck estaba interesado en poner fin al enfrentamiento, tanto porque 
se convenció de que no podría conseguir más de lo obtenido, como por 
estar planeando una operación de gran envergadura contra la social- 


4. Los «viejos católicos» provienen de aquellos que no aceptaron la infalibilidad del 
Papa. Como fueron excomulgados, se organizaron en una iglesia autónoma bajo la direc- 
ción del obispo Joseph H. Reinkens. 

5. El 18 de febrero de 1871, apenas un mes después de fundado el Imperio en Ver- 
salles, el obispo de Maguncia, Wilhelm Emanuel von Ketteler, que Bismarck conocía desde 
los tiempos de estudiante, se presentó en el cuartel general para pedirle en nombre de 56 
diputados del Parlamento prusiano que Bismarck interviniese ante el Kaiser con el fin de 
que Prusia ayudase a liberar los Estados pontificios que ocupaban las tropas italianas. 
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democracia, enemigo que a la larga temía mucho más que a la Iglesia 
católica, y cuyo apoyo necesitaba para llevarla a adelante. Aprovechó 
una doble coyuntura: por un lado, León XIMI, mucho más dispuesto al 
compromiso, había sucedido al inflexible Pío IX, y, por otro, la llegada 
al poder del laicismo republicano en Francia hacía temer a la Iglesia 
una nueva confrontación que aconsejaba encontrar lo antes posible un 
modus vivendi en Alemania. 

Mucho se ha discutido sobre los motivos que llevaron a Bismarck 
a enfrentarse con la Iglesia católica. Pienso que el conflicto surge con 
la pretensión eclesiástica de estar por encima del derecho estatal es- 
tablecido, apelando a un derecho natural, expresión de la lex aeterna 
que la Iglesia sería la única autorizada a interpretar, algo que Bismarck 
estimaba una intromisión intolerable en un ámbito, como el derecho, 
que concierne exclusivamente al Estado. La Iglesia no está ni puede 
estar por encima del derecho positivo de un Estado, y allí donde no lo 
admite, es fuente de continuos conflictos. Bismarck defendía a ultranza 
que el Estado es la única fuente de derecho, principio básico al que debe 
también estar sometida la Iglesia, mientras que ésta de ningún modo 
estaba dispuesta a renunciar a su idea del derecho natural, al que el 
derecho positivo habría de supeditarse: 


En cuestiones confesionales en todo momento he sido tolerante hasta 
el límite que la necesidad de que convivan distintas confesiones en el 
mismo organismo estatal impone a las exigencias particulares de cada 
creencia [...] ya que la Iglesia allí donde no manda, se siente legitimada 
a denunciar una persecución diocleciana”. 


En el fondo domeñar al partido católico, llamado «centro»”, que 
empezaba ya a desempeñar un papel crucial entre el partido conserva- 
dor que Bismarck dirigía y el liberal, en la oposición, era el objetivo que 
de verdad le importaba en el combate con la Iglesia. Había que contra- 
rrestar la influencia política de un partido confesional, que a diferencia 
de los establecidos no representaba a una clase, como era el caso de los 
conservadores que se identificaban con la nobleza latifundista, los libe- 
rales, con la burguesía industrial y financiera, o la socialdemocracia con 
la clase obrera. El centro católico tenía la peculiaridad de incluir per- 
sonas de todas las clases sociales, desde la aristocracia al proletariado, 
unidas únicamente por una misma creencia. Al haber roto el primero 


6. O. von Bismarck, Gedanken und Erinnerungen, Phaidon, Essen, s.f., p. 213. 

7 . El partido católico que se llamó a sí mismo «centro» se funda en 1870 casi a la 
vez que el Imperio, y queda disuelto, como los demás partidos, en 1933 al llegar el nacio- 
nalsocialismo al poder. 
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con una identificación clasista, el «centro» católico fue el inventor del 
partido interclasista de nuestro tiempo. 

Bismarck alcanzó el primer objetivo, remozar las relaciones con 
la Iglesia, pero no el segundo, desgastar al partido católico. Tuvo que 
ceder para reestablecer relaciones diplomáticas con el Vaticano, a lo 
que se oponía, algo sólo en apariencia paradójico, el partido católico 
«centro», temeroso de que el nuncio pudiera influir demasiado en la po- 
lítica alemana. Bismarck fracasó en su objetivo de controlar el partido 
católico de «centro», que siguió ejerciendo de fiel de la balanza, des- 
empeñando un papel cada vez más importante. Después de la derrota 
del nazismo, católicos y protestantes lograron reunirse en un mismo 
partido, la Unión cristianodemócrata (CDU), aunque al principio, y 
durante bastante tiempo, predominaran los primeros que contaban con 
un larga experiencia política. A partir de los años sesenta de la pasada 
centuria la diferencia entre católicos y protestantes en la sociedad, y 
por tanto también en la política, ha perdido relevancia, hasta el punto 
de que muchos se preguntan qué queda de específicamente cristiano en 
el partido conservador, contrincante de una socialdemocracia a la que 
se parece como dos gotas de agua. 

Esta brevísima revisión de la «lucha por la cultura» deja constancia de 
que la educación en Alemania no forma parte de la política social, cuestión 
en líneas generales resuelta antes de que Bismarck emprendiese la ardua 
tarea de sentar las bases de un Estado social. Los gastos de educación en 
Alemania no se consideran, como en otros países, parte del gasto social, 
lo que hay que tener muy en cuenta a la hora de comparar cifras. Con- 
viene separar el gasto en educación del gasto social, porque mientras que 
el primero va en aumento, el segundo tiene un futuro harto incierto. Se 
discute forma y alcance del Estado social, pero el acuerdo es unánime 
sobre la importancia de la educación en la que se centrarán los mayores 
esfuerzos en el futuro y se inscriben los conflictos con las iglesias. De ahí 
que convenga tratar por separado las cuestiones vinculadas a la seguridad 
social y dejar para otra ocasión la educación, junto con la investigación 
científica, cuya importancia no ha dejado de aumentar. 


LASSALLE ENTRE MARX Y BISMARCK 


Ferdinand Lassalle (1825-1864), hijo de un comerciante de Breslau, 
pese a que el padre quería que continuase en la misma actividad, con- 
siguió que le pagase los estudios de filosofía en Berlín, donde cayó bajo 
la influencia de Hegel y Feuerbach. En una temprana estancia en París 
(1845-1847) —allí afrancesó su apellido Lassal— quedó fascinado por 
el socialismo francés, llegando a conocer a Proudhon y hacerse amigo 
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del poeta exiliado Heinrich Heine. Participó activamente en la revo- 
lución de 1848, aunque Marx no le admite en el pequeño círculo de 
revolucionarios que lidera. Lassalle no se exilia como hicieron la ma- 
yor parte de los revolucionarios derrotados, pasando un tiempo en la 
cárcel por su actividad subversiva. Reside algunos años en Düsseldorf, 
pleiteando por el divorcio de la condesa Sophie von Holzfeldt, veinte 
años mayor que él, a la que apoyó en más de tres docenas de procesos. 
Cuando al fin consigue el divorcio y los bienes gananciales que le co- 
rresponden, la condesa le cede una renta vitalicia que le permitió vivir 
el resto de su vida sin problemas económicos. 

Se instala en Berlín como periodista político, pero lo que le asegura 
un puesto relevante en la historia es su actividad de agitador social y 
organizador del movimiento obrero. El 23 de mayo de 1863 funda en 
Leipzig la Asociación general de trabajadores alemanes (Allgemeiner 
Deutscher Arbeiterverein, ADAV), embrión de lo que será el partido 
socialdemócrata de Alemania (SPD). Lassalle fue elegido presidente por 
cinco años para aquella primera asociación obrera a escala nacional. 
Poco después, no había cumplido los cuarenta, muere estúpidamente 
en un duelo cerca de Ginebra, que provoca por haber sido rechazado 
por la familia de su amada. 

Un Plutarco de nuestro tiempo que escribiese unas Vidas paralelas 
tendría gran dificultad en encontrar la pareja adecuada a Lassalle, no 
por falta de candidatos, sino, al revés, porque para esta función se ofre- 
cen dos personalidades por completo distintas. Por un lado, parecería 
lo más natural emparejar al organizador con el teórico del movimiento 
obrero. De Marx tomó la mayor parte de sus ideas, la índole contradic- 
toria del capitalismo, la lucha de clases, el empobrecimiento progresivo 
del proletariado, el destino emancipador de la clase obrera que, al ser la 
última en el eslabón, su liberación implicará la de la humanidad toda. 
La gran admiración que sentía por el Marx teórico, empero, no le llevó 
a renunciar a sus ideas, ni mucho menos a dejarse mandar. De ahí viene, 
tal como atestigua la correspondencia de Marx con Engels, esa mezcla 
de fascinación, temor y desprecio que el primero sentía por el indómito 
organizador de la clase obrera. 

El principal punto de desavenencia entre Marx y Lassalle, que di- 
vidió al movimiento obrero durante largos decenios, es la opuesta va- 
loración del Estado. En vez de reducirlo a mero instrumento de do- 
minación de la clase dominante, Lassalle permanece fiel a la tradición 
hegeliana y considera el Estado el principal valedor en la reivindicación 
de los derechos de la clase obrera, de modo que sin su apoyo no po- 
dría integrarse social ni políticamente. De ahí que el objetivo de ningún 
modo pueda consistir en destruir al único aliado posible, sino que, al 
contrario, la tarea principal sería conquistarlo. Para esto el proletariado 
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dispondría de una sola arma, el sufragio universal, la primera y fun- 
damental reivindicación del movimiento obrero. Una vez logrado, ya 
sería cuestión de tiempo llevar adelante por medios legales las reformas 
sociales y económicas que transformasen al capitalismo en un nuevo 
orden social, más igualitario y eficiente. 

En la cuestión en la que Lassalle se distancia de Marx se aproxima a 
Bismarck, también convencido de que la tarea más urgente era integrar 
a la clase obrera en el Estado nacional, el producto más preclaro que 
habría creado la monarquía. Algo que, además de devolver a los trabaja- 
dores «el sentido de su dignidad», como Bismarck recalcaba en un dis- 
curso en el Reichstag el 2 de abril de 1881, tenía la virtud de fortalecer 
a la nación. En una carta de Lassalle a Bismarck de 8 de junio de 1863 
el líder obrero llega a escribir: «La clase trabajadora se inclina a la dicta- 
dura cuando se convence de que se ejercerá en su propio interés y ve en 
la Corona el portador nacional de la dictadura social»*, En la crítica del 
capitalismo Lassalle estaba de acuerdo con Marx; pero en la forma de 
superarlo se inclinaba más a Bismarck. El nacionalismo conservador y 
la clase obrera perciben en el liberalismo capitalista el mismo enemigo 
principal. La connivencia de nacionalismo y clase obrera, que alcanzó 
su máxima expresión en los fascismos, va a repetirse más de una vez 
en el siglo XX, y resurge en los populismos de derecha y en los nacio- 
nalismos de izquierda. 

La rama marxista del movimiento obrero nunca perdonó a Lassa- 
lle que hubiese tenido contactos con la persona que por origen social, 
mentalidad, hasta por el aspecto físico, se hallaba a años luz de Marx. 
Pero no sólo en las ideas del mayor agitador obrero de Alemania cabía 
detectar coincidencias llamativas con el político conservador, es que, 
de creer a August Bebel (1840-1913), enemigo declarado de los lassa- 
llianos, Lassalle y Bismarck llegaron a reunirse cuatro veces a la semana 
durante seis meses en 1863, mientras que el «Canciller de hierro», acer- 
cándose probablemente más a la verdad, redujo los encuentros a cuatro 
en total. Muchos años después de la muerte de Lassalle, Bismarck aún 
recordaba la enorme impresión que le causó el líder obrero, conversa- 
dor tan ingenioso como bien informado, siempre elegantemente vesti- 
do, representante cabal de la burguesía cultivada de origen judío. 


LAS DOS FRACCIONES DEL MOVIMIENTO OBRERO 


En los veinte años que transcurren desde la muerte de Lassalle, además 
del evento principal, la unificación de Alemania, se produjeron otros 


8. En G. Mayer, Bismarck und Lassalle, Berlin, 1928, p. 60. 
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muchos dignos de consideración. La fracción marxista del movimiento 
obrero, a la espera de que las contradicciones y crisis periódicas del 
capitalismo confluyesen en un proceso revolucionario, actitud que muy 
atinadamente se ha llamado «expectante»?, se enfrenta a los lassallianos, 
cuyo objetivo principal es lograr lo antes posible el sufragio universal, 
seguros de que las reformas necesarias se alcanzarían gradualmente con 
la democracia. En 1869 para oponerse a la asociación obrera lassallia- 
na, August Bebel y Wilhelm Liebkneckt, bajo los auspicios de Marx, 
fundan en Eisenach el Partido socialdemócrata obrero (SDAP, 1869) 
que desde un principio se declara una rama de la Primera Internacio- 
nal que en 1864 había inspirado Marx y que en 1876 también empujó 
a su disolución para impedir que cayese en manos de Bakunin. Mejor 
ninguna que una asociación internacional obrera en manos de los anar- 
quistas. El Partido socialdemócrata obrero pretende la sustitución del 
actual modo de producción, montado sobre el trabajo asalariado, por 
uno basado en la producción cooperativa que garantice al trabajador el 
valor pleno de su trabajo. Como exigencia inmediata se pide también 
el sufragio universal para los varones mayores de veinte años. 

En 1875, en el congreso de Gotha se unifican las dos fracciones 
políticas del movimiento obrero, la socialdemocracia marxista y la aso- 
ciación lassalliana (ADAV)'%, gracias a un compromiso que hace posible 
un programa común que Marx criticó duramente!!. En vez de concesio- 
nes programáticas que a la larga confunden y llevan la práctica diaria por 
falsos derroteros, lo que habría que haber hecho es un plan de acción 
conjunta, todo lo más haber llegado a algunos acuerdos en cuestiones de 
organización, pero en ningún caso se debía haber asumido el concepto 
lassalliano de «Estado libre», porque según Marx embarulla un tema cen- 
tral para el movimiento obrero, que necesita tener muy claro, qué tipo 
de Estado habrá que establecer después del triunfo de la revolución. Es 
una cuestión que Marx dice que habría que resolver «científicamente», y 
nada se avanzaría en este punto «combinando de mil maneras la palabra 
pueblo con la palabra Estado». El dictamen de Marx es contundente: 
en el período de transición hacia el socialismo «el Estado no puede ser 
otro que la dictadura revolucionaria del proletariado». De las ideas- 
fuerza expuestas por Marx, tal vez ninguna otra haya tenido conse- 


9. D. Groh, Negative Integration und revolutionärer Attentismus. Die deutsche So- 
zialdemokratie am Vorabend des Ersten Weltkrieges, Ullstein, Frankfurt a.M./Berlin/Wien, 
1973. 

10. Hasta el Congreso de Halle en 1890 el partido unificado no se llamó Partido 
Socialdemócrata de Alemania (SPD), denominación que se ha mantenido hasta hoy. 

11. Marx escribió la crítica del programa de Gotha a comienzos de mayo de 1875, 
pero no la publicó Engels hasta 1891. 
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cuencias tan nefastas como haber sustituido democracia por dictadura 
en el proceso de implantación del socialismo. 

El que relea hoy las exigencias concretas con que finaliza el pro- 
grama aprobado en Gotha quedará sorprendido por su pragmatismo, 
que queda patente en el hecho de que casi todas se hayan realizado. La 
reivindicación principal, de la que se hace depender todas las demás, es 
el «sufragio secreto y obligatorio de todos los mayores de veinte años» 
en todas las elecciones estatales o municipales. A ésta siguen otras exi- 
gencias: eliminación de todas las leyes especiales que limiten la libertad 
de expresión, asociación o de reunión; educación pública obligatoria y 
gratuita en todos los niveles; «consideración de la religión como una 
cuestión privada»; un impuesto progresivo sobre la renta que sustituya 
a los diversos impuestos indirectos; una jornada laboral «de acuerdo 
con las necesidades de la sociedad» (aún no se concreta en las ocho 
horas ni se incluye el carácter festivo de los domingos); prohibición del 
trabajo infantil y el que resulte nocivo a las mujeres; leyes protectoras 
de la vida y la salud de los trabajadores; inspección de minas, fábricas 
y talleres por inspectores elegidos por los trabajadores. 

Fueron veinte años fundamentales, tanto en la expansión de un 
partido socialista obrero, como en el desarrollo del Estado social, dos 
procesos enfrentados en sus comienzos, que acabaron por converger. El 
revisionismo de Bernstein actualiza a finales del siglo la posición lassa- 
lliana que seguía coexistiendo con un marxismo que se iba disolviendo 
en pura retórica, relegada a los mítines domingueros, mientras que en 
la política del día a día el objetivo era reformar dentro de la legalidad. 
Después de la primera Guerra Mundial vuelven a enfrentarse el re- 
formismo socialdemócrata con el «revolucionarismo» que encarna el 
partido comunista al servicio de la Unión Soviética. Tras la segunda 
este enfrentamiento pasa del interior de las naciones a los dos bloques 
que dividen Europa. En 1946 se impuso por la fuerza la unificación de 
la socialdemocracia con el partido comunista en la Alemania oriental; 
en 1959 en la Alemania Federal, el Congreso de Bad Godesberg elimina 
al marxismo de la perspectiva programática de la socialdemocracia. 


LA POLÍTICA DE «PALO Y ZANAHORIA» 


La propuesta revolucionaria de la socialdemocracia inspirada por Marx 
si, por una parte, daba coherencia teórica y una identidad sólida al mo- 
vimiento obrero, por otra, movilizaba en su contra a las demás clases 
sociales, en particular, a las más ligadas al orden social establecido, que 
percibían la política obrera como una amenaza que había que eliminar 
a cualquier precio. La Comuna parisina de 1871, que hubo que aplastar 
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con la fuerza de las armas, servía de aviso de lo que podía significar una 
rebelión proletaria. Bismarck está convencido de que la solución consis- 
te en incluir a la clase obrera en el Estado nacional, pero en los partidos 
políticos (en el suyo, el conservador, en el liberal de la oposición, pero 
también en el católico de «centro») advierte un fuerte rechazo a cualquier 
política activa de integración de la clase obrera, porque la juzgan, de la 
manera en que él la plantea, como una forma inadmisible de intromisión 
estatal. Una vez que comprueba que no se avanza en la integración de la 
clase obrera en el Estado nacional, la medicina preventiva que propone, 
decide cortar por lo sano ante la rápida expansión de un partido obrero 
que ha conseguido fusionar las dos fracciones enfrentadas. El 21 de oc- 
tubre de 1878 lleva al Parlamento las «leyes antisocialistas» que ilegalizan 
al partido socialdemócrata y demás asociaciones vinculadas a él. Aprove- 
cha que el Kaiser de ochenta años había sufrido el 2 de junio de 1878 un 
segundo atentado, del que salió con algunas heridas leves, recurriendo a 
una legislación especial, parecida a la que los británicos habían empleado 
contra las organizaciones independentistas irlandesas. 

El brazo político del movimiento obrero alemán se vio obligado 
a disfrazar de clubs deportivos o culturales a sus organizaciones y a 
trasladar al extranjero publicaciones y congresos, sobreviviendo en la 
clandestinidad sin grandes dificultades, máxime cuando no se disolvió 
el grupo parlamentario socialista al no poder ser removidos los dipu- 
tados, sin llevar a cabo modificaciones sustanciales en la Constitución. 
Ello tuvo una consecuencia que ha pasado a menudo inadvertida, pero 
que surte efectos hasta hoy. Las «leyes antisocialistas» trasladaron la 
dirección de los órganos democráticos internos al grupo parlamentario, 
eliminando la anterior prohibición de que pudiera mantener contacto 
con la base. El poder quedaba en una minoría, instalada en el Parlamen- 
to al margen de la militancia, que fortalecía su posición en la medida 
en que en sucesivas elecciones aumentaban los votantes. Cambios que 
están en la base de la entonces tan debatida oligarquización de la social- 
democracia”, que se extendió a los demás partidos, en cuanto se fueron 
convirtiendo también en organizaciones permanentes. 

Un partido en la clandestinidad, además de radicalizar el mensaje, 
fortalece jerarquías autoritarias internas a costa de los órganos demo- 
cráticos. Por un lado, las «leyes antisocialistas» parecían aniquilar la tesis 
lassalliana de que a la larga el Estado sería el mejor aliado de la clase 
obrera, corroborando la tesis revolucionaria de que libertad y demo- 
cracia serían irrealizables con el Estado de la burguesía. La represión 


12. La mejor contribución al debate sobre la oligarquización de los partidos es el 
libro de R. Michels, Zur Soziologie des Parteiwesens in der modernen Demokratie, Leipzig, 
1911; reimpr., Króner, Stuttgart, 1989. 


171 


ORIGEN Y DESARROLLO DEL ESTADO SOCIAL 


parecía confirmar la doctrina marxista del Estado como instrumento 
de dominación de clase, ratificando, al parecer de manera contunden- 
te, que su único destino sería desaparecer en el comunismo. Por otro, 
tras la ilegalización, el poder se concentra en el grupo parlamentario, 
acabando con el modelo socialdemócrata anterior que había instalado 
la dirección en órganos elegidos, de los que los diputados no eran más 
que meros portavoces, tal como correspondía a la convicción marxista 
de que por la vía parlamentaria no se podría conseguir cambios signi- 
ficativos, siendo, por tanto, la única función del Parlamento servir de 
altavoz de las consignas obreras. 

No se ha prestado la atención debida al cambio profundo que las 
«leyes antisocialistas» produjeron en la vida parlamentaria. Cuando en 
los parlamentos únicamente estaban presentes partidos que coincidían 
en la defensa de un mismo orden social y económico, el discurso de un 
diputado podía influir sobre sus colegas, máxime cuando no eran más 
que asociaciones electorales muy fluidas, con fácil acceso de una a otra. 
En cambio, cuando los socialistas llegan al Parlamento con un discur- 
so revolucionario, dependiendo además de un partido con estructuras 
permanentes, no cupo ya acuerdos ni entendimiento entre partidos. Por 
los argumentos esgrimidos, nadie salta ya del campo burgués al socialis- 
ta, o a la inversa, con lo que los contenidos dejaron de importar en los 
debates, contando tan sólo el número de escaños de que se dispone a la 
hora de votar. No se ha insistido lo suficiente en que la persecución del 
partido socialdemócrata, sin disolver su grupo parlamentario, contri- 
buyó de manera decisiva a que el diputado pasase a un segundo plano, 
«ganado para votar» se ha llegado a decir, sin la menor autonomía ante 
las direcciones que los proponen como candidatos. No es la elección 
de los ciudadanos la que importa, sino la previa de los partidos, al se- 
leccionar sus representantes. 

Para frenar la expansión de las ideas socialistas, además de la re- 
presión, Bismarck propone una amplia política social, iniciativa que 
contaba con el apoyo entusiástico de la gran industria (Krupp, Borsig, 
Siemens). Por fin podía poner en marcha una parte de los planes que 
para incorporar a la clase obrera al Estado nacional llevaba en la cabeza 
desde hacía tanto tiempo. Palo (represión e ilegalización del partido 
obrero) y zanahoria (seguridad social). El 17 de noviembre de 1881, en 
un famoso discurso, el emperador Guillermo I anuncia en el Parlamen- 
to el proyecto de un Estado social. Convencidos los liberales de que 
todo intervencionismo estatal es nocivo —algunos lo siguen estando 
hasta nuestros días— y de que, por tanto, resolver la «cuestión social» 
requiere tan sólo ampliar los márgenes de libertad, ya fue un gran triun- 
fo que se aceptase que el Estado impusiera la obligatoriedad del seguro 
de enfermedad o de vejez (como ocurre hoy con el seguro del coche, 
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que hay obligación de tenerlo, pero en la aseguradora privada que con- 
venga). En 1883 se establece el seguro de enfermedad obligatorio para 
los obreros, financiado a medias por ellos y por los patronos, cuyas 
prestaciones se orientan, no por las necesidades, sino por las contribu- 
ciones que hubieran hecho, todo ello gestionado por compañías (cajas) 
autónomas. Cada cual se asegura en la caja que quiera, lo único que el 
Estado exige es que se esté asegurado en caso de enfermedad, a la vez 
que determina quiénes y en qué proporción han de hacerse cargo de los 
costos!?. En 1884 siguió el seguro de accidentes en el trabajo, que im- 
pulsó la gran industria con el fin de librarse, después de cada accidente, 
de una cadena interminable de pleitos, en 1889, el seguro de invalidez 
y por fin en 1891 el de vejez al cumplir setenta años, cuando sólo una 
pequeñísima parte de la población llegaban a esta edad. Con innumera- 
bles reformas, este modelo en sus líneas generales dura hasta hoy. 

La seguridad social se aprobó con el voto en contra de los socialis- 
tas, y ello por diversos motivos. Preocupados sobre todo por la protec- 
ción inmediata del trabajador —jornada laboral de diez horas, prohibi- 
ción del trabajo los domingos y por la noche, protección especial para 
las mujeres y los jóvenes— no contaban con criterios claros en este 
campo. Cuando la seguridad social aún era un mero proyecto, Bebel 
escribía en 1881 a Engels: 


Si [Bismarck] es capaz de obtener leyes favorables para los trabajadores, 
tendrá en contra a la burguesía, sin poder ganar a los trabajadores, ya que, 
por mucho que se esfuerce, no podrá ofrecer más que poca cosa!*, 


Con esta lógica, lo que ofreciese sería por principio insuficiente, 
con lo que no cabía más que oponerse a las leyes sociales que presen- 
taran los conservadores. Tampoco a los socialdemócratas les pasaba 
inadvertido el vínculo existente entre la política de represión y la de se- 
guridad social; las dos tenían un solo objetivo, sacar a los obreros de la 
influencia creciente de la socialdemocracia. Aunque fracasase el primer 
intento de Bismarck de integrar a la clase obrera en el Estado nacional, 
arrancándola de las fauces socialdemócratas, decenios más tarde se in- 
corporó al orden social establecido, pero no en contra del movimiento 
obrero, sino por mediación de partido y sindicatos, fortalecidos con el 


13. Bismarck hubiera preferido que el Estado asumiese la parte de los obreros, 
porque temía que, si se descontaba de la paga, se interpretase como un truco para bajar 
los salarios, pero, al fracasar en su intento de crear un monopolio del tabaco que le per- 
mitiese subvencionar la nueva política social, no contó con una mayoría en el Parlamento 
para hacerse cargo de este costo. 

14. Cita que proviene de F. Tennstedt, «Vorgeschichte und Entstehung der kaiserli- 
chen Botschaft vom 17 November 1881»: Zeitschrift für Sozialreform 27 (1981), p. 665. 
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desarrollo del Estado social, invención conservadora de un capitalismo 
que había conseguido ya una alta oligopolización de la economía. 


LA POLÍTICA SOCIAL DEL REICH DE 1890 A 1914 


El 8 de marzo de 1888, cumplidos los noventa años, muere el empera- 
dor Guillermo I. Su hijo y sucesor, Federico II, fallece el mismo año, 
y asciende al trono el nieto, Guillermo II, dos generaciones más joven 
que el viejo canciller. Ni siquiera un político tan avezado y de la talla 
de Bismarck supo retirarse a tiempo, aceptando lo que parecía obvio, 
que el joven monarca para adquirir un perfil propio pretendería librarse 
del viejo mentor, algo que el mismo Bismarck acabó por reconocer". 
Aun así, logra mantenerse casi dos años con no pocos equilibrios. Fue 
cesado el 20 de marzo de 1890, poco después de que el 28 de enero de 
1890 no consiguiese la renovación parlamentaria de las «leyes antiso- 
cialistas», pero sobre todo porque en las elecciones, celebradas el 20 de 
febrero de 1890, los doce años de persecución tuvieron el efecto con- 
trario al esperado y la socialdemocracia obtuvo un millón cuatrocientos 
mil votos, el 20% de los sufragios emitidos. Quedaba patente que la vía 
de la represión no conducía más que a la radicalización ideológica y al 
crecimiento continuo de las organizaciones socialdemócratas. No obs- 
tante, en Pensamientos y recuerdos no puso estos hechos en conexión 
con su destitución, sino que la atribuye a haberse opuesto a que el jo- 
ven emperador derogase el decreto del 8 de septiembre de 1852 que 
regulaba la preeminencia del presidente del Gobierno prusiano. Según 
el cual sin el conocimiento previo del canciller el monarca no podría 
relacionarse con los demás miembros del gabinete, revocación que, en 
el fondo, significaba volver al viejo absolutismo. 

El casi cuarto de siglo desde el cese de Bismarck y la primera Gue- 
rra Mundial se caracteriza por haber sido un período de crecimiento 
económico que trajo una mejoría significativa de los salarios, remitien- 
do sensiblemente la «lucha de clases». Frente a la tesis marxista de la 
pauperización progresiva que llevaría a la concentración de la riqueza 
en cada vez menos manos, con la consiguiente proletarización de la in- 
mensa mayoría, el hecho era que había subido el nivel de vida de amplios 
sectores. Aunque el «revisionismo» de Eduard Bernstein fuese minori- 
tario en el partido, y se perfilase una izquierda revolucionaria, también 


15. Enel segundo tomo de sus Pensamientos y recuerdos, escribe Bismarck: «Cuando 
ahora echo una mirada atrás, supongo que el Kaiser en los veintiún meses en que fui su 
canciller, sólo con un gran esfuerzo pudo contener su inclinación a deshacerse de un men- 
tor heredado». 
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bastante exigua, capitaneada por Rosa Luxemburg y Karl Liebknecht, 
la política que la socialdemocracia lleva a cabo encaja ya perfectamente 
en el orden socioeconómico establecido. 

No pasó mucho tiempo antes de que la socialdemocracia modificase 
su oposición a la seguridad social. Ya en 1899 aprovechó una remodela- 
ción del seguro de invalidez para votar a favor. En los años siguientes, de 
ser un crítico acérrimo de la legislación social, el SPD pasa a convertir- 
se en su principal impulsor, lo que no quita que su mayor interés siguiese 
concentrado en la protección actual de los obreros colocados: se redujo la 
jornada laboral y se mejoró la inspección del trabajo, a la vez que se crea- 
ron los primeros tribunales laborales y se establecieron procedimientos 
de mediación en los conflictos; se abrieron oficinas de colocación en las 
grandes ciudades, que ponían en contacto a los que buscaban con los que 
ofrecían trabajo. En el congreso de 1902, celebrado en Múnich, el SPD 
no sólo apoya la política de seguridad social, sino que exige ampliarla al 
seguro de desempleo que hasta 1927 no se convertirá en ley. 

La seguridad social, reservada en un principio sólo para los obre- 
ros, en 1911 se extiende a los administrativos, pero a éstos en mejores 
condiciones. Durante la enfermedad los obreros recibían la mitad del 
salario, los administrativos el sueldo completo; los trabajadores se ju- 
bilaban a los setenta años, los administrativos con sesenta y cinco; a 
los obreros se les reconoce la invalidez cuando han perdido dos tercios 
de su capacidad, a los administrativos les bastaba con la mitad. Las 
viudas de los administrativos tenían derecho a recibir una pensión; la 
de los trabajadores, sólo cuando no pudieran trabajar; los huérfanos de 
los obreros recibían una pensión hasta los quince años, los de los ad- 
ministrativos hasta los dieciocho. Como estos empleados gozaban de 
mejores condiciones, era importante determinar quiénes pertenecían a 
cada grupo. La ley era clara y taxativa, administrativos son los que la 
empresa inscriba en la seguridad social como tales. Con el objetivo de 
apartar a los administrativos de la socialdemocracia, tanto el Gobierno 
como las empresas estaban muy interesados en colocar en campos dis- 
tintos, cuando no opuestos, a trabajadores y administrativos. 

Vale la pena repasar el catálogo de críticas que las empresas hicie- 
ron a la seguridad social en la fase que precede a la primera Guerra 
Mundial, porque llama la atención la continuidad de los argumentos. 
1) La principal objeción era que el Estado social, lejos de haber frenado 
el crecimiento de la socialdemocracia, habría contribuido a su forta- 
lecimiento. 2) Las exigencias crecerían a mucha mayor velocidad que 
las prestaciones, de modo que cuanto más concesiones, más y de ma- 
yor cuantía las demandas. 3) Los gastos de la seguridad social limitan 
la competitividad con los países que no los tienen, razonamiento que 
en nuestros días ha vuelto a ocupar una misma posición preeminente. 
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4) El seguro de enfermedad y la legislación en accidentes de trabajo fa- 
vorecerían la simulación y el engaño, al dejar siempre resquicios para 
inventarse enfermedades, secuelas de invalidez, o prolongar la convale- 
cencia. Una crítica que se sigue aduciendo hoy, aunque si por la posibili- 
dad de engaño hubiera que suprimir la seguridad social, también habría 
que haber prohibido los seguros privados, incluso cualquier forma de 
contratación. 

En Alemania se implanta el primer sistema de seguridad social, tanto 
por la tradición estatalista que prevaleció sobre el liberalismo dominan- 
te, como por la agudización de la «cuestión social», debida a la fortaleza 
creciente del movimiento obrero. Su implantación primera fue obra de 
los conservadores, en connivencia con la gran industria, iniciativa que 
pronto recoge la socialdemocracia, y que luego, a partir de 1949 en la 
República Federal desarrollan tanto los demócratas cristianos como los 
socialdemócratas. Pese a que se hubiese planteado como una medida 
complementaria a la represión, y no se alcanzase, todo lo contrario, la 
meta de destruir a la socialdemocracia, a la distancia de más de un siglo 
resulta evidente que el empeño de integrar a la clase obrera en un Estado 
social cambió por completo la historia de Europa. 


LOS COMIENZOS DEL ESTADO SOCIAL EN GRAN BRETAÑA 


Inglaterra, que en el siglo xvii había ido a la cabeza en la revolución po- 
lítica, en el xvm de la agraria, y en el XIX de la industrial, sin embargo, 
en la construcción del Estado social al que no arriba hasta 1911 con la 
National Insurance Act, en relación con Alemania se retrasa veintiocho 
años, y ocurre cuando ha cedido ya la primacía económica a Estados 
Unidos y a su competidor alemán en Europa!*. La seguridad social en 
Gran Bretaña se explica sin duda a partir de las muchas peculiaridades 
inglesas, aunque para su creación resultasen decisivos tanto el ejemplo 
de Alemania” como la depresión de comienzos del XX, con altos índices 


16. Entre 1860 a 1880 el crecimiento anual de Alemania es de 1,55%, mientras que 
el de Gran Bretaña es de 1,65 %. En el período de 1880 a 1913 Alemania crece un 1,65 % 
anual, mientras que Gran Bretaña un 1,10% (S. Pollard, Britain's Prime and Britain's 
Decline. The British Economy 1870-1914, Edward Arnold, London, 1989, p. 263). 

17. David Lloyd George (1863-1945), el artífice de la seguridad social británica, 
admirador de la política social de Bismarck, visitó Alemania en agosto de 1908. A este res- 
pecto hay que mencionar también a William Harbutt Dawson (1860-1948), que estudió 
en la universidad de Berlín, autor de influyentes libros sobre Alemania y colaborador en 
la Ley británica de 1911 (W. H. Dawson, Bismarck and the State Socialism. An Exposition 
of the Social and Economic Legislation of Germany since 1870, London, 1890; y Social 
Insurance in Germany 1883-1911. Its History, Operation, Results and Comparison with 
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de desempleo en 1906-1907. Más que en los puntos de contacto, que 
son muchos, importa fijarse en las diferencias que distinguen el camino 
británico hacia el Estado social del que había recorrido Alemania. 

El motivo principal para implantar la seguridad social en Alemania 
había sido la presión de una socialdemocracia cada vez más radicali- 
zada, mientras que en Inglaterra fue la rápida expansión de la miseria 
en un momento de aumento rápido del paro. El que la política social 
se retrasara en el Reino Unido está en relación con el hecho de que el 
sindicato, ocupado en mejorar el salario y las condiciones de trabajo, 
precediese al partido. Hasta 1868 los sindicatos británicos no lograron 
unirse en una organización que los coordinase, Trades Union Congress 
(TUC), mientras que el primer partido obrero, el Independent Labour 
Party, no se funda hasta 1893. Luego, en 1900, junto con la Social 
Democratic Federation, la Fabian Society y sobre todo los representan- 
tes de los sindicatos, formaron el Labour Representation Committee, 
como el organismo político del TUC, que en 1906 se convirtió en el 
Partido laborista, estrechamente ligado al partido liberal hasta 1914, 
sin presentar hasta 1918 un claro programa socialista. No sólo el par- 
tido obrero es fruto de los sindicatos, la singularidad británica consiste 
en que sean los sindicatos los que lo financien. Prohibida esta práctica 
por ley en 1909, la Trade Union Act de 1913 vuelve a autorizarla, aun- 
que ahora conservando el afiliado el derecho a descontar de su cuota la 
parte que vaya al partido. En Alemania, en cambio, había ocurrido al 
revés, el partido arropa a los sindicatos, comunicándoles hasta un cierto 
impulso revolucionario. El factor principal que explica que un gobierno 
conservador, como el de Bismarck, propulsase la seguridad social fue 
contrarrestar la influencia creciente del partido obrero. 

A diferencia de Alemania, en Inglaterra la sociedad civil es muy 
activa y mucho más reducido el aparato del Estado. Domina el common 
law, que pone énfasis en la propiedad y en las relaciones contractuales, 
y se desarrolla poco el derecho administrativo. En Alemania, al con- 
trario, el Estado es mucho más fuerte que la sociedad, llegando a dife- 
renciar claramente Estado de Gobierno, mientras que en la tradición 
inglesa tienden a confundirse. Como herencia del absolutismo, siempre 
que se encargue de la felicidad del conjunto, la sociedad alemana acepta 
la autoridad estatal de buen grado. En Gran Bretaña, en cambio, priva 


the National Insurance Act, 1911, Greenwood Press Reprint, 1979). También el princi- 
pal artífice de la política social en los años cuarenta del siglo pasado, William Beveridge 
(1979-1863), a finales de agosto de 1907 pasó unos meses en Alemania estudiando la se- 
guridad social. «Tuve que esperar treinta y cinco años para utilizar en el Informe Beveridge 
lo que aprendí en 1907 en Alemania» (Lord Beveridge, Power and Influence, Hodder & 
Stoughton, London, 1953, p. 58). 
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el afán de bastarse a sí mismo —el héroe es Robinson Crusoe— y la 
ayuda se presta al que se autoayuda. En la Inglaterra decimonónica sur- 
gieron multitud de sociedades, religiosas y seculares, de ayuda mutua 
(friendly societies), incluidas las que impulsaron los sindicatos. Aunque 
hayan perdido la importancia que tuvieron en el pasado, muchas per- 
viven hasta el día de la fecha. La seguridad y protección que daban este 
tipo de sociedades hacía más soportables las duras condiciones en las 
que vivía la clase obrera, pero también constituyeron un grupo muy 
bien organizado que se opuso frontalmente a que el Estado se encar- 
gase de la protección social, al que se le reprochaba tratar por igual 
a las personas que han sido activas y responsables, como a las que no 
se han preocupado de prevenir males futuros, siempre previsibles. La 
fortaleza de la sociedad civil explica que en la ley de 1911, que estable- 
ce la seguridad social en el Reino Unido, interviniesen los sindicatos, 
las sociedades de ayuda mutua, las compañías de seguro privadas y la 
asociación médica británica, es decir, una amplia representación del 
conjunto de la sociedad. 

Esta visión privatista de la responsabilidad individual tiende a iden- 
tificar la miseria de las clases trabajadoras con el concepto tradicional 
de pobreza, de la que se hace responsable, por sus vicios o falta de 
diligencia, a los mismos que la padecen, con lo que se encaja en la 
normativa secular que se ha ocupado de los pobres. En el Reino Unido 
permanece la visión tradicional de la pobreza, a pesar de los cam- 
bios sustantivos que trajo consigo el paso de una sociedad agraria a 
una industrial, en la que domina el interés empresarial de disponer de 
abundante mano de obra con salarios bajos. De todo esto da testimonio 
la Poor Law Amendment Act de 1834 que prescribe que los pobres 
en condiciones de trabajar sean recluidos en las «casas de pobres», lo 
más semejante a una cárcel, o bien pierdan las ayudas previstas en las 
leyes. En los años sesenta, la situación empeora con la guerra civil en 
Estados Unidos (1862-1864) que deja sin materia prima, el algodón, 
a muchas fábricas textiles, que trae consigo un aumento del paro y la 
miseria. Esta situación extrema puso en marcha algunos mecanismos, 
como la Metropolitan Poor Act de 1867 que algo mejoró las condicio- 
nes sanitarias de los más pobres de Londres. 

La pérdida del liderazgo económico mundial en los años ochenta 
del siglo XIX, así como las crisis periódicas y el aumento del desempleo, 
minan la férrea convicción en el liberalismo, abriéndose paso ideas in- 
tervencionistas, tanto para disminuir el paro, como para aminorar la 
miseria de los trabajadores. En 1914, Estados Unidos, por un amplio 
margen, y Alemania, por uno menor, sobrepasaban la producción britá- 
nica de acero, ejerciendo ambos una fuerte presión sobre muchos pro- 
ductos industriales. Alemania aventajaba ampliamente a Gran Bretaña 
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en instrumentos ópticos y productos químicos y farmacéuticos; Estados 
Unidos, en equipos eléctricos y automóviles. Lo grave era que, cuanto 
más reciente fuese la tecnología, mayor era la inferioridad británica. 

Un gran impacto en la opinión pública produjo la descripción de 
los slums londinenses que Andrew Mearns llevó a cabo en un libro que 
publica en 1883**, pero sobre todo los tumultos londinenses de obreros 
hambrientos en febrero de 1886 y noviembre de 1887 que culminaron 
en las huelgas de 1888-1889. Charles Booth puso de relieve que ambos 
acontecimientos estaban ligados entre sí. Da cuenta de la magnitud de 
las huelgas con el hecho de que 30,7% de la población de la capital 
sufriera una pobreza extrema!” Al Estado no le queda otro remedio que 
intervenir mediante la Workmen's Compensation Act de 1897 que en 
los oficios que se consideran peligrosos obliga a los empresarios a pagar 
un porcentaje del salario mientras dure la invalidez, y en caso de muerte 
indemnizar a la familia. En la revisión de esta ley en 1906 estas normas 
se extienden a todos los que sufran un accidente laboral. Después de 
que entre 1895 y 1905, los gobiernos conservadores no hiciesen otra 
cosa que nombrar una comisión tras otra para estudiar las pensiones de 
vejez, contra la fuerte oposición de las sociedades de ayuda mutua, el 
gobierno liberal aprueba en 1908 la Old Age Pensions Act que establece 
condiciones muy estrictas, como no haber rehuido el trabajo, no ser 
alcohólico, ni haber estado en la cárcel en los últimos diez años, para 
otorgar una pensión de cinco chelines semanales a los trabajadores ma- 
yores de setenta años que demostrasen no tener ingresos superiores a 
veintiséis libras anuales. 

La Royal Commission on the Poor Laws and Relief of Distress, que 
trabajó entre 1905 y 1909, empieza por constatar «el estado de anarquía 
y confusión» en que habían caído las medidas de socorro a los pobres, 
previstas por la ley de 1834, para concluir con la recomendación de 
trasladar la política social de las autoridades locales a un Ministerio de 
Trabajo que se encargue de organizar el mercado laboral, disminuyendo 
a un mínimo el trabajo precario y ensamblando el empleo estacional, 
de modo que se suprima cualquier forma de subempleo, al garantizar 
al trabajador, con las subvenciones que fueren necesarias por parte del 
Estado, una «existencia plena y digna». 


18. Andrew Mearns (1837-1925), The Bitter Cry of Outcast London. An Inquiry into 
the Condition of the Abject Poor, London, 1883. 

19. Ch. Booth, Life and Labour of the People, 2 vols., London, 1889, que fue am- 
pliando en posteriores ediciones, hasta llegar a los 17 volúmenes de Life and Labour of 
the People in London, Macmillan, London, 1902-1903. 

20. «The chief recommendations were that local authorities should be relieved of all 
responsibility for the able-bodied and the unemployed. There should be a Ministry of La- 
bour with the duty of organizing the labour market so as to minimalise casual labour, to 


179 


ORIGEN Y DESARROLLO DEL ESTADO SOCIAL 


A una mayor intervención estatal en la política socioeconómica 
contribuyó también el enorme impacto que recibió la conciencia na- 
cional británica ante la incompetencia de que dio muestra el ejército 
inglés en la llamada semana negra (10 al 15 de diciembre de 1899) en la 
guerra de los bóers en Sudáfrica. Una guerra muy impopular que con- 
sumía el dinero que muchos pensaban debería canalizarse hacia la po- 
lítica social. En la misma dirección habría que mencionar la influencia 
creciente de los científicos sociales y los intelectuales de izquierda cada 
vez más críticos con la situación social, entre los que sobresalieron el 
matrimonio Beatrice y Sidney Webb, y algunos otros ilustres miembros 
de la Sociedad Fabiana. 

Para dar cuenta del emerger de una seguridad social organizada 
por el Estado en la patria del liberalismo, además de los factores eco- 
nómicos, vinculados a la pérdida de la primacía económica mundial, y 
la preocupación que causaba el rápido aumento de la miseria, ante la 
que la clase obrera había reaccionado con tumultos y huelgas, es pre- 
ciso mencionar los factores políticos. Entre 1906 y 1914, la seguridad 
social fue el aporte principal de los gobiernos liberales. Al igual que en 
Alemania estuvo vinculada al canciller Bismarck, en el Reino Unido, 
la National Insurance Act de 1911 en buena parte se debe a David 
Lloyd George (1863-1945), presidente del Board of Trade desde 1906 
y ministro de Hacienda entre 1908 y 1915, «la persona más capaz de 
llevar las cosas a su término que he conocido. En realidad ningún otro 
político británico en este tiempo tenía la mitad de su capacidad de 
mover personas y asuntos», en palabras de Winston S. Churchill?! que 
también colaboró en el proyecto como presidente del Board of Trade 
entre abril de 1908 y octubre de 1911, en que pasó a ministro del In- 
terior. Churchill desempeñó un papel crucial en la fijación de salarios 
mínimos, creación de oficinas de colocación y primeros pasos hacia 
un seguro de desempleo. En 1908 los mineros consiguen la jornada de 
ocho horas, por la que habían luchado los últimos cuarenta años, a la vez 
que se establece un salario mínimo en la minería, que rompe con la 
sacrosanta libertad de negociación de patronos y obreros. En la Unem- 
ployed Workmen Act de 1905 el Estado por fin diseña una política de 
lucha contra el desempleo, acudiendo a la promoción de obras públicas 


dovetail seasonal employment, or to suppress under-employment should be accompanied 
by full and honourable maintenance, at the public expense, of any surplus labour thereby 
revealed». 

21. W.S. Churchill, Thoughts and Adventures, London, 1932, p. 60. Churchill (1874- 
1965) llega al Parlamento como diputado conservador, pero el 31 de mayo de 1904 se 
pasa a los liberales, incluso a la fracción más de izquierda que lideraba su protector Lloyd 
George, provocando el odio de los conservadores de los que provenía. 
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de emergencia y, siguiendo el ejemplo de Alemania, establece oficinas 
municipales de colocación. El seguro de desempleo que regula en su 
segunda parte la National Insurance Act de 1911 es ya un producto pu- 
ramente británico, una de las grandes contribuciones del Reino Unido 
a la política social. 

Como ocurrió con la socialdemocracia en Alemania, tampoco el par- 
tido laborista jugó un papel relevante en la aparición de la seguridad 
social. En Alemania es una iniciativa de origen conservador, en Gran 
Bretaña, de la izquierda liberal, pero en ambos casos la burocracia estatal 
desempeñó un papel decisivo. Si la socialdemocracia alemana se opuso 
en un principio al Estado social, en Inglaterra el partido laborista estuvo 
dividido a este respecto. El grupo parlamentario laborista, así como la di- 
rección sindical apoya una seguridad social organizada por el Estado, en 
cambio, en las bases fue mucho mayor la oposición, sobre todo a la con- 
tribución obrera al gasto social que algunos como los Webb y la Sociedad 
Fabiana, veían como una especie de impuesto sobreañadido. En 1909, 
Lloyd George, como ministro de Hacienda, lleva a cabo una reforma fis- 
cal que incluye por vez primera el impuesto progresivo sobre la renta, así 
como un incremento sustantivo del impuesto sobre herencias. El objetivo 
es financiar un amplio paquete de leyes sociales que aprueba la Cámara 
de los comunes, pero que rechaza la de los lores. Los liberales convocan 
nuevas elecciones apelando a que los «lores están contra el pueblo», en 
la que los conservadores mejoran sus posiciones; para mantenerse en el 
gobierno los liberales necesitan de los votos del partido laborista, que 
desde su fundación en 1906 colaboraba estrechamente con la fracción 
izquierdista de los liberales. El nuevo gobierno no sólo establece la se- 
guridad social en 1911, sino que da la autonomía a Irlanda (Home Rule) 
y lleva a cabo una reforma, por la que en lo sucesivo la Cámara de los 
lores únicamente podrá retrasar las leyes que se aprueben en la Cámara 
de los comunes, pero no reprobarlas. 

De otra diferencia con Alemania importa dejar constancia. Mien- 
tras que en Alemania la seguridad social se organiza como un seguro 
privado que corre a cuenta de los empresarios y de los obreros, siendo 
la única imposición del Estado su carácter obligatorio, en el Reino Uni- 
do el Estado participa mucho más en los costos. Lloyd George vincula 
la seguridad social al impuesto sobre la renta, abriendo una posibilidad 
que va a tener una amplia proyección en el futuro, sobre todo en el 
modelo sueco, como una forma de combatir la enorme desigualdad 
social que caracterizaba a la Inglaterra de entonces: el 0,85 % de la po- 
blación poseía el 65,5% del capital. En cambio, en un punto coinciden 
las experiencias de Alemania y el Reino Unido: pese a la actitud crítica 
del movimiento obrero, en ambos países los sindicatos canalizan la po- 
lítica social, lo que facilitó su crecimiento. La seguridad social, lejos de 
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debilitar al movimiento obrero, como temían los más extremistas, lo 
reforzó considerablemente. Los sindicatos ingleses pasan de 2,6 millo- 
nes de afiliados en 1910 a 4,1 en 1913. 

Una observación final. Me he centrado en el movimiento obrero y 
en los partidos políticos, conservadores o liberales, que fueron sin duda 
los principales agentes en el desarrollo del Estado social, a sabiendas 
de que el cuadro queda incompleto sin mencionar el papel que en la 
segunda mitad del siglo XIX en Alemania y en el Reino Unido desem- 
peñaron las Iglesias, tanto en la denuncia de la miseria, como en las 
propuestas de políticas sociales”. 


22. Sobre el papel del cristianismo en el Estado social y en el de bienestar, después 
de la segunda Guerra Mundial, K. van Kersbergen, Social Capitalism. A Study of Christian 
Democracy and the Welfare State, Routledge, London, 1995. 
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Dejemos a un lado la tan debatida cuestión de sobre quién recae la res- 
ponsabilidad de que el 1 de agosto de 1914 estallaran las hostilidades. 
Todos fueron responsables, porque todos consideraban la guerra el últi- 
mo recurso de la política. Los mandos militares de las grandes potencias 
europeas guardaban planes bélicos para el caso de que el poder político 
pidiera ponerlos en marcha. Si la guerra es una posibilidad con la que 
se cuenta, la guerra al final viene, y la culpa se atribuye al que la pierde; 
no en vano, la historia la escriben los vencedores. Empero, esa mezcla 
pavorosa de atrocidad e ineficacia que caracterizó al frente occidental 
—morían cientos de miles en las trincheras, sin que se moviese unos 
cientos de metros— hizo muy difícil seguir legitimando la guerra como 
un instrumento más de la política. Fuese el que fuere el responsable —y 
nadie parece estar libre de culpa—, no es cuestión que atañe averiguar 
a este libro. Lo que importa recalcar es que, si bien la Gran Guerra 
trajo consigo la pérdida definitiva de la hegemonía mundial europea, 
contribuyó también de manera incuestionable al desarrollo del Estado 
democrático y social. En pocos años la guerra fortaleció de tal modo el 
Estado social que en la posguerra ya no se pudo dar marcha atrás. 

El esfuerzo bélico exigió desde el primer momento atraerse al mo- 
vimiento obrero, o cuanto menos neutralizarlo, lo que, por lo pronto, 
en Alemania llevó a reconocer la acción sindical en las empresas. El 5 
de diciembre de 1916 se dio un paso más al promulgarse la Ley del 
servicio patriótico (Gesetz über den vaterlándischen Hilfsdienst) que re- 
conocía a los sindicatos como los intermediarios entre los trabajadores 
y el Estado. La guerra mejoró de inmediato el trato de los más pobres en 
los municipios, al librarlos de los controles y humillaciones que hasta 
entonces padecían los que recibían las muy parcas ayudas sociales y am- 
pliarse a las familias de los soldados reclutados, así como a las viudas y 
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los huérfanos de los caídos. La guerra sólo se podía ganar si prevalecía 
la cohesión social, y en mantenerla, incluso en ampliarla, se esforza- 
ron los dos bandos contendientes. Tanto en Alemania como en el Reino 
Unido, gracias al recién fundado Estado social, al empezar la guerra la 
clase obrera había alcanzado ya un considerable grado de integración. 
Lo corrobora el hecho de que los trabajadores, a los que la izquierda 
revolucionaria había llamado apátridas, empuñasen las armas con el 
mayor entusiasmo para defender a la patria. 

En los años previos a la guerra, sobre todo a partir de 1912, cuando 
ya se esperaba que estallase en cualquier momento, la Internacional So- 
cialista discutió ampliamente el tema. En la socialdemocracia alemana 
cabe distinguir tres posiciones: la que representaban en el ala izquierda 
Karl Liebknecht y Rosa Luxemburg, que en el «imperialismo», la etapa 
en la que se encontraría el capitalismo, estimaban la guerra inevitable. 
Ello no debiera ser óbice para no tratar de evitarla a todo trance, pero 
en cuando estallase, habría que hacer todo para pararla, eso sí, aprove- 
chando la crisis económica y política que provocaría para debilitar y, si 
fuese posible incluso para derribar al capitalismo. La segunda posición 
era la revisionista, cuyo principal portavoz era Eduard Bernstein, que 
vinculaba la guerra, no al capitalismo, sino al nacionalismo. El capi- 
talismo no tendría por qué ser especialmente belicoso; al contrario, 
industriales y comerciantes se habrían distinguido siempre por ser los 
mayores defensores de establecer relaciones pacíficas entre los pueblos. 
La mejor forma de oponerse a la guerra era combatir la psicosis nacio- 
nalista que invadía a Europa, recurriendo al único antídoto que para 
esta dolencia funciona, el desarrollo de la democracia. La posición ma- 
yoritaria en la socialdemocracia se resume muy bien en las siguientes 
palabras de Karl Kautsky: «Sigo pensando que nuestro deber, en caso 
de peligro de guerra, es impedir por todos los medios que estalle, pero 
sería un absurdo criminal tratar de oponerse a una guerra que ya ha 
estallado, y que no pudimos evitar»'. Los socialistas están contra la 
guerra, pero una vez que haya comenzado, sería criminal no luchar por 
la propia patria hasta la victoria. 

Pese a tanto discurso internacionalista de oposición a la guerra, al 
final el grupo parlamentario socialdemócrata votó los créditos de guerra 
(78 a favor, 14 en contra), que supuso el triunfo definitivo de la corrien- 
te reformista que había sustituido la revolución por la construcción del 
Estado social. Claro que esta decantación por el gradualismo llevaba en 
su seno la ruptura de la socialdemocracia, primero, con la escisión de 
la fracción antibélica, el llamado SPD Independiente (USPD), y luego 


1. En carta a Hugo Haase de 24 de junio de 1916. La cita en D. Grosser, Vom monar- 
chischen Konstitutionalismus zur parlamentarischen Demokratie, Den Haag, 1970, p. 103. 
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en 1916, la de Karl Liebknecht y Rosa Luxemburg que, al ser expul- 
sados, fundaron la Liga espartaquista, el embrión del futuro partido 
comunista. El socialismo, que en el siglo XIX naciera escindido entre 
marxismo y anarquismo, en el Xx, vuelve a partirse en socialdemocra- 
cia y comunismo. 

En el Reino Unido no fue menor el entusiasmo del movimiento 
obrero por la guerra. Al igual que habían hecho en Alemania, mientras 
durase la contienda los sindicatos británicos renunciaban a su arma 
principal, la huelga. Cierto que con el tiempo no pudieron evitar algu- 
nas huelgas «salvajes», debidas al fulminante aumento del coste de la 
vida con unos salarios congelados, mientras unos pocos se enriquecían 
enormemente, experiencia que llevó a los sindicatos a radicalizar sus 
posiciones. En el congreso sindical de 1916 se votó la nacionalización 
de «las industrias básicas», aunque sin llegar a identificar cuáles eran las 
que debieran pasar al control público. 

También apoyó la guerra la mayor parte del laborismo dependiente 
de los sindicatos, pese a que marcasen cierta distancia el Independent 
Labour Party, no obstante estar integrado en el partido laborista, y 
sobre todo la Union of Democratic Control que dirigía Ramsay Mac- 
Donald. A la guerra se opuso tan sólo una minoría insignificante de 
pacifistas que a lo único que se atrevieron fue a exigir negociaciones in- 
mediatas para restablecer la paz. Hasta mayo de 1916, que se estableció 
el servicio militar obligatorio —el ejército inglés lo formaban volunta- 
rios que, por cierto se reclutaron en masa al comenzar la guerra—, no 
se planteó la objeción de conciencia que no pasó de una cifra muy baja, 
unos 16.000, de los que la mayoría aceptaron cumplir los servicios sus- 
titutivos; sólo una minoría del 10% fueron encarcelados por negarse a 
cooperar con el esfuerzo bélico, entre ellos el filósofo Bertrand Russell 
(1872-1970), que perdió su cátedra en el Trinity College de Cambridge, 
permaneciendo encarcelado hasta septiembre de 1918. 


LAS APORTACIONES SOCIALES DE LA PRIMERA GUERRA MUNDIAL 


Pese a que la clase obrera, a juzgar por la entusiástica respuesta patrió- 
tica, estaba ya bastante integrada en sus respectivas patrias, la guerra 
contribuyó de manera definitiva a culminar este proceso. Cuatro son 
las contribuciones al desarrollo del Estado social que, directa o indirec- 
tamente, provienen de la guerra. 


1. El impacto más importante de la guerra fue la integración social 


y política de la clase obrera, adquiriendo el Estado la obligación de in- 
tervenir de mediador entre los intereses empresariales y los obreros. Fue 
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decisivo el conseguir el sufragio universal, la primera y mayor reivindi- 
cación del movimiento obrero. En 1918 se aprobó en el Reino Unido la 
Representation of the People Act, que dio el voto a los varones mayores 
de veinte años y a las mujeres de más de treinta. Era imposible reincorpo- 
rar a la vida civil a personas que tanto habían sufrido y arriesgado en el 
frente, sin ofrecerles al menos los plenos derechos políticos. Si tenemos 
en cuenta que el censo de votantes de 1911 había sido de 7,9 millones (es 
decir, el 29,7% de la población adulta, si excluimos a las mujeres todas 
sin voto, el 63,3 de los varones) queda constancia del avance que la Gran 
Guerra supuso en la democratización de la política británica. 

Mayor fue el salto que dio Alemania, al deshacerse incluso del Em- 
perador y de las monarquías asociadas. Guillermo II había delegado 
el poder en el mando militar, manteniéndose apartado durante toda 
la guerra. A la primera indicación de los generales de que no podían 
garantizar su seguridad, en la noche del 9 al 10 de noviembre de 1918, 
como si escapara de una pesadilla, salió al exilio y, ya en Holanda, ab- 
dicó. También los reyes de Baviera, Sajonia y Württemberg y los otros 
príncipes y grandes duques de los demás Estados, pese a que no sufrie- 
ron amenazas físicas directas, ni ninguno fuese detenido o maltratado, 
abdicaron sin la menor resistencia. 

Antes de empezar la guerra la situación política en el Imperio ale- 
mán tampoco era comparable a la de Gran Bretaña, porque, además 
de restricciones semejantes en el voto, el Kaiser designaba al canciller, 
sin depender de la mayoría parlamentaria, como era el caso en Gran 
Bretaña. En los últimos decenios que precedieron a la guerra, Alemania 
había pasado de una sociedad rural a una industrial, en la que la bur- 
guesía dominaba la economía, pero la política seguía en manos de una 
aristocracia latifundista que ocupaba los puestos superiores en la admi- 
nistración civil, la diplomacia y el ejército. Bien es cierto que la burgue- 
sía, representada por el partido nacional-liberal, poco o nada hizo por 
democratizar las instituciones, temerosa de que cualquier reforma tra- 
jese consigo la hegemonía de la socialdemocracia?. Antes de la guerra, 
Alemania estaba muy lejos de haber superado la contradicción funda- 
mental entre la estructura social, que posibilitó un desarrollo industrial 
impresionante, y un sistema político que no lo tomaba en cuenta. Con 


2. En 1912, de los 397 diputados del Reichstag, el SPD con el 34,8% de los votos 
disponía del 27,7% de los escaños, mientras que el centro católico, con el 16,4% de los 
votos, tenía el 23,8% de los escaños, y el partido conservador con el 15,7%, el 17,6%. 
Ello se debía a que pese a los grandes desplazamientos de la población del campo a la 
ciudad, no se habían modificado los distritos electorales, lo que favorecía al voto agrario. 
Además, donde era imprescindible pasar a una segunda vuelta, el voto de todos los parti- 
dos se unía contra el socialista. 
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todo, conviene poner énfasis en el hecho de que cada vez más sectores 
sociales pensaban que era imprescindible un proceso de democratiza- 
ción que permitiese la integración de la clase obrera, primer objetivo 
del Estado social en ciernes. 

Cerrado victoriosamente el frente ruso, después de tres ofensivas en 
la primavera de 1918 en el frente occidental, que empezaron con éxito, 
pero sin avances que augurasen un pronto final de la guerra, ante el te- 
mor de que un ejército cada vez más desmoralizado pudiera amotinarse, 
los generales Ludendorff y Hindenburg llegaron a la conclusión de que 
era preciso, a la mayor brevedad, negociar un armisticio. Informados 
de esta decisión, el canciller conde de Hertling y el ministro de Asuntos 
Exteriores von Hintze aconsejaron al alto mando militar que, antes de 
dar paso tan grave, sería recomendable democratizar el Imperio, pro- 
metiendo para el futuro un Parlamento elegido por sufragio universal 
y encargando negociar el armisticio a un Gobierno que contase con el 
apoyo de la mayoría parlamentaria. Se pensaba que ambos requisitos 
eran indispensables para conseguir el arbitraje del presidente Wilson, 
que antes de entrar en la guerra en abril de 1917, ya se había ofrecido 
como mediador, fracasando en su intento de una paz sin vencedores ni 
vencidos, unas veces por el rechazo de los aliados, y otras, por el de Ale- 
mania. Un Parlamento que no había elegido a los gobiernos responsa- 
bles durante la guerra, aceptaba en el último momento la dificilísima ta- 
rea de negociar la paz, librando con ello de toda responsabilidad al alto 
mando militar que en los últimos años había ejercido de hecho un poder 
dictatorial. La imagen que prevaleció en la sociedad es que los partidos, 
contagiados de pacifismo, pedían negociaciones, dando la espalda a un 
ejército victorioso que estaría a punto de ganar la guerra. La misma di- 
rección socialdemócrata que había votado los créditos de guerra volvió 
a pensar que no podía dejar a la patria en la estacada en momentos tan 
críticos, permitiendo que el Imperio se desplomase, máxime cuando el 
apoyo pedido se vinculaba a la principal reivindicación de la socialde- 
mocracia, establecer una democracia parlamentaria que en opinión del 
presidente del partido, Friedrich Ebert, incluso podría muy bien man- 
tener la forma monárquica de Estado, si las circunstancias obligaran a 
sustituir al Emperador por su sucesor. Bajo la presidencia del príncipe 
Max von Baden se constituyó un gobierno de mayoría parlamentaria, 
formado por socialdemócratas —que de ser perseguidos pasaban de re- 
pente al poder—, liberales de izquierda y católicos de «centro», con la 
dificilísima misión de llegar a un armisticio. 


2. Junto con el hecho, cuya importancia no cabe exagerar, de que 


la guerra acelerase la llegada del sufragio universal, el segundo cambio 
de largo alcance que trajo consigo la Gran Guerra es haber sustituido 
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el capitalismo por una «economía de guerra» que entregó la dirección 
al aparato estatal. Al comienzo de la contienda no faltaron los que pen- 
saban que la guerra no podría durar mucho, ya que, agotadas en poco 
tiempo armas y municiones, se firmaría la paz antes de que la economía 
pudiera adaptarse a las exigencias de la industria de armamento”. Al 
centrar la actividad económica en un único objetivo, ganar la guerra, 
la racionalidad obligaba a imponer una economía planificada, dirigi- 
da exclusivamente a este fin. Se consiguió antes de lo previsto, de la 
forma que había postulado el movimiento obrero, imponiendo al fin 
la racionalidad de la planificación a la anarquía del mercado. Rudolf 
Hilferding llegó a hablar de «capitalismo organizado» y Lenin de «ca- 
pitalismo monopolístico de Estado». Los sindicatos y una buena parte 
de la socialdemocracia aplauden la conversión de la economía liberal- 
capitalista en una reglamentada, dirigida a cubrir las necesidades, en 
primer lugar las bélicas, sin dejar que el mercado lo intentase por sus 
propios mecanismos. La falta de alimentos obligó a los pocos meses a 
recurrir a la cartilla de racionamiento, que no pudo evitar la hambruna 
del invierno de 1916-1917. La cosecha de cereales en 1917 fue la mitad 
de la obtenida en 1913 al haberse quedado la agricultura sin mano de 
obra. En los cuatro años de guerra murieron de hambre unas 700.000 
personas en Alemania. 

Algo parecido ocurrió en el Reino Unido. Al comenzar la guerra, 
la prioridad fue organizar los recursos productivos en un Ministerio 
de Munición, encargado de reconvertir la economía a las necesidades 
bélicas, así como asegurar el abastecimiento de la población con un Mi- 
nisterio de Alimentos. Hasta el último año de guerra no fue preciso el 
racionamiento de algunos productos alimenticios, como carne o grasas. 
La función principal de la armada británica era mantener las comuni- 
caciones marítimas para el aprovisionamiento de la Isla, así como el 
objetivo prioritario de Alemania era impedirlo, recurriendo a la nueva 
arma, el submarino, de manera especialmente indiscriminada a partir 
de febrero de 1916, que llevó a que el 6 de abril de 1917 Estados Uni- 
dos declarase la guerra a Alemania. «La guerra es fatal para el libera- 
lismo» afirmaba Churchill en uno de sus discursos de Glasgow?*. Y es 
justamente el intervencionismo estatal el que en la posguerra rompe 


3. David Garnett (1892-1981), escritor del grupo Bloomsbury, en su autobigrafía 
The Golden Echo (Harcourt, New York, 1954, p. 271), cuenta que su amigo John M. 
Keynes le había asegurado que la guerra no podía durar más de un año, plazo en el que 
se habrían agotado las municiones y quedado destruidas las armas disponibles, antes de 
que la industria pudiera haberse reconvertido en una industria bélica. Garnett termina su 
libro diciendo que «fue un gran consuelo para todos nosotros contar con la seguridad de 
Maynard en este punto». 

4. Cita en Lord Beveridge, Power and Influence, London, 1953, p. 113. 
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el liberalismo, en una corriente tradicional que representaba Asquith, 
que sólo a regañadientes aceptó la del «nuevo liberalismo» que impuso 
Lloyd George al llegar al poder en 1916. El llamado «capitalismo de 
guerra» marcó la doctrina económica británica en los años veinte y 
treinta, como lo había hecho en la práctica durante la guerra y la in- 
mediata posguerra. El liberalismo económico quedó desplazado de la 
posición dominante que había tenido hasta el comienzo de la guerra, 
inaugurando una economía mixta sobre la que se va a edificar el Estado 
de bienestar, como ulterior desarrollo del Estado social. 


3. La incorporación masiva de la mujer al trabajo fuera de casa fue 
sin duda el factor que transformó a fondo la sociedad de la posguerra 
y que a la larga tal vez más haya influido en el ulterior desarrollo del 
Estado social. Al enviar al frente a millones de trabajadores, la guerra 
dejó a la economía doméstica sin mano de obra. Reclutados en Alemania 
13 millones de varones para el frente, no quedó otro remedio que sus- 
tituirlos por mujeres en las fábricas, con mayor urgencia en las de mu- 
nición y armamento. En 1918, en una industria pesada como la Krupp, 
de 110.000 trabajadores, 30.000 eran mujeres. El trabajo de la mujer 
contribuyó de manera decisiva a su emancipación. En los años que pre- 
cedieron a la guerra el feminismo se había expandido con fuerza, tanto 
en Alemania como en Inglaterra, en este último país incluso uno mucho 
más politizado, que se centraba en reivindicar el sufragio para la mujer. 
No hay que menospreciar el papel desempeñado por el feminismo, pero 
la revolución de la mujer que ha marcado todo el siglo XX, no sin algu- 
nos retrocesos en los años cincuenta, se produjo por la incorporación 
de la mano de obra femenina a la producción, una exigencia que impuso 
la guerra. El amplio catálogo de diferencias entre los sexos que prevale- 
cía antes de la guerra pierde todo fundamento con la incorporación de la 
mujer al trabajo fuera de casa. Por sus consecuencias sociales una autén- 
tica revolución a largo plazo, pero que se llevó a cabo dentro del orden 
constituido. Nada más comenzar la guerra, en Alemania se establece el 
Servicio Nacional de Mujeres que se ocupa de colocarlas, primero en los 
servicios administrativos en que los que hicieran falta, para integrarlas 
luego en las fábricas. 

En Inglaterra se militarizan 5,7 millones de varones, que plantean 
la misma necesidad de ser sustituidos por mujeres. De 1914 a 1918 el 
número de mujeres empleadas en Gran Bretaña pasa de 3,3 a 4,9 millo- 
nes, de modo que la mano de obra femenina sube del 24 al 38% de la 
población empleada. Hay que dejar constancia de una innovación social 
que la guerra impone en una Inglaterra que no conoce el servicio mili- 
tar obligatorio, y es la separation allowances, una pequeña retribución 
que el Estado paga en proporción al número de hijos, para sostener las 
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familias en las que el varón se haya alistado. Teniendo en cuenta los pre- 
juicios aún dominantes, es significativo que se pagase por igual a matri- 
monios legales o a simples uniones de hecho. Otra innovación inglesa 
es haber incorporado a la mujer en las fuerzas armadas (Women's Army 
Auxiliary Corps) en fecha tan temprana como 1917; al año siguiente 
cuentan ya con 40.000 mujeres. Con la primera Guerra Mundial Eu- 
ropa pierde su posición hegemónica en el mundo, y el varón su puesto 
dominante en la familia y en la sociedad. La primera Guerra Mundial 
significó el golpe de gracia a un patriarcalismo milenario. 


4. La revolución rusa, un acontecimiento que marca con su im- 
pronta todo el siglo XX, nace también de la Gran Guerra. Por un lado, 
la hambruna y desmoralización del campesinado ruso desembocan en 
las sublevaciones que derribaron al zar en febrero de 1917; por otro, al 
facilitar la vuelta de Lenin a Rusia, el alto mando militar alemán con- 
tribuyó al triunfo bolchevique. El líder revolucionario más competente 
termina por controlar la situación, ofreciendo paz inmediata y reparto 
de la tierra, justamente aquello que quería la inmensa mayoría del cam- 
pesinado, y que los marxistas más doctrinarios consideraron una conce- 
sión pequeño-burguesa. Asimismo la «economía de guerra» ofrece a una 
Rusia subdesarrollada el modelo posible de una economía estatalizada, 
llámese «socialismo de Estado» o «economía comunitaria». El que surja 
una alternativa al capitalismo con un Estado que se industrializa a un 
gran ritmo y que además se pretende obrero, es un factor importante en 
el desarrollo del Estado social en el siglo Xx, al que no se le ha prestado 
siempre la consideración debida. El miedo al comunismo facilitó, tanto 
el surgir de los fascismos, como después de la segunda Guerra Mun- 
dial, el Estado de bienestar. 


LA REPÚBLICA DE WEIMAR 


La República de Weimar, así llamada porque en esta pequeña ciudad la 
asamblea constituyente redactó la Constitución, duró catorce años, de 
1919 a 1933. Dos son las cuestiones, y no sólo desde la perspectiva del 
Estado social, que marcaron estos años. La primera se vincula al tratado 
de paz estipulado en Versalles. En abril de 1919 los alemanes se vieron 
confrontados con una de las decisiones más peliagudas de su historia: 
firmar, sin poder cambiar ni una coma, el tratado de paz que imponían 
los vencedores. Además de reducir el ejército a un mínimo, obligaba a 
Alemania a pagar sumas enormes en concepto de reparaciones. Negarse 
hubiera supuesto la invasión del territorio nacional por los ejércitos 
aliados, sin que hubieran podido oponer la menor resistencia. El tra- 
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tado de paz de Versalles marcó de manera decisiva, tanto la política 
interior, como la exterior de la república naciente, y en buena parte, 
fue responsable de lo efímera que resultó la primera democracia alema- 
na’. La segunda cuestión, que empalma ya directamente con la ulterior 
evolución del Estado social, y no sólo en Alemania, se refiere al tipo de 
democracia social que pergeña la nueva Constitución republicana. 

La primera república democrática alemana duró poco, pero aun 
así, es preciso distinguir tres fases. Una primera, de máxima inestabi- 
lidad, que va de 1918 a 1924, y que a su vez habría que diferenciar 
en dos períodos, uno de desmovilización (1918-1921) que se combina 
con explosiones revolucionarias, y otro (1921-1923), en el que una 
subida rápida de los precios desemboca en 1923 en una hiperinflación 
que acaba con el valor del dinero". Una segunda fase, que va de 1924 
a 1929, en la que se logra la estabilización monetaria, y con ella, la 
social, al conseguir un crecimiento económico significativo que man- 
tuvo un desempleo controlable, así como permitió que Alemania se 
incorporase paulatinamente a la escena internacional. Una última fase 
de descomposición política que impulsa la gran crisis económica de los 
primeros años treinta (1929-1932) que termina abriendo las puertas 
de par en par a la dictadura nazi. 

En la primera fase, se logra salvar la democracia parlamentaria, a la 
vez que se ponen en marcha los primeros escarceos del Estado de bienes- 
tar, pese a la oposición, tanto de la izquierda revolucionaria como de gran 
parte de los sectores medios y, desde luego, de las clases dirigentes del 
régimen anterior, que permanecieron fieles a la monarquía que seguían 
identificando con Alemania. Como se ha recalcado a menudo, el gran 
reto de Weimar fue construir una república democrática en un país en el 
que los demócratas eran una minoría escasa, y ello en las circunstancias 
impuestas por el Tratado de Versalles, las peores de las concebibles. 

Para contrarrestar las presiones revolucionarias de instaurar un «po- 
der obrero» y una economía colectivista, en los primeros años se logra 
una muy amplia reestructuración social. Pese a que, como consecuencia 
de la guerra hubiera descendido considerablemente el producto social 


5. La crítica más acertada de las consecuencias implícitas en el Tratado de Versalles 
la llevó a cabo John M. Keynes en The Economic Consequences of the Peace (1919). En 
ella puso de relieve que «una paz cartaginesa no es justa ni posible»; Alemania sólo po- 
dría pagar las cuantiosas reparaciones con una balanza de pagos muy favorable, es decir, 
construyendo la economía más capaz y dinámica del mundo. En las condiciones que 
había quedado después de la derrota era una meta imposible, pero si lo consiguiera, los 
vencedores la habrían elevado a la primera economía del mundo. 

6. Al terminar la guerra, un dólar valía 10 marcos; en 1922, era ya 20.000 marcos, 
y a finales de 1923, se cambiaba por 4.200 millones de marcos. El dinero había dejado de 
existir. 
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bruto, las rentas de trabajo pasan del 46,7 en 1913 al 58,4% en 1925, 
sin embargo, como fruto de una lucha implacable con una economía 
a la baja se logra un nuevo reparto de la renta nacional, avanzando a 
paso de gigante en el proceso de igualación social. La presión sindical 
de que testimonia el rápido crecimiento de la sindicación —en 1913 
los sindicatos tenían tres millones de afiliados; en 1920, nueve millo- 
nes— fue determinante en esta reestructuración social que, por lo de- 
más, hacía imprescindible la presión revolucionaria que ejercía la Rusia 
bolchevique. 

El que en Alemania se llamó «socialismo de guerra» —que luego Le- 
nin trasladó a Rusia— no tuvo otro remedio que reconocer los derechos 
sindicales, aceptar la negociación colectiva, el subsidio de desempleo, la 
protección de la maternidad, ampliar los derechos de los inquilinos en 
las viviendas, en fin, un largo etcétera de viejas reivindicaciones obreras, 
tendentes todas a mejorar los salarios y las condiciones de vida y de traba- 
jo. No es exagerado decir que el Estado de bienestar que en los primeros 
años de la República legisla Weimar está ya en embrión en el modelo so- 
cial que impone la guerra. En efecto, en 1919 y 1920 la legislación social 
consistió simplemente en elevar a ley lo que se había convertido en uso 
durante la contienda. Hay que tener muy presente que el Estado social 
se había convertido en un arma decisiva para la victoria. En los conflic- 
tos entre patronos y sindicatos, el alto mando del ejército solía apoyar 
las reivindicaciones obreras, ya que desde un punto de vista militar era 
fundamental, junto con una alta productividad en la industria de guerra, 
mantener la paz social en la retaguardia. 

El intento de llevar a cabo una redistribución de la renta nacional, 
haciéndola mucho más igualitaria, es decir, la puesta en práctica de una 
política social avanzada, se pagó de inmediato con una inflación altí- 
sima, que en poquísimo tiempo, al quedar reforzado el poder sindical 
por una situación revolucionaria que sólo podía controlarse con gran- 
des concesiones sociales, trajo consigo una vertebración más igualitaria 
de la sociedad, aunque hubiese que consignar perdedores y ganadores 
en los extremos. La experiencia de Weimar plantea la cuestión de cómo 
poner en práctica una política social, capaz de mejorar en un plazo 
corto la distribución de la renta, sin por ello caer en una hiperinflación, 
o en una huida de capitales que paralice la inversión. El economista 
italiano C. Bresciani-Turroni”, que fue miembro de la comisión que su- 
pervisaba las reparaciones, hizo responsable de la inflación al gobierno 
y al banco central alemanes por su política a favor de la industria y la 
agricultura. A. von Specht ha tratado de mostrar que el gobierno apoyó 


7. C. Bresciani-Turroni, Economics of Inflation. A Study of Currency Depreciation 
in Post-War-Germany, London, 1968. 
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la inflación como medio de librarse de las reparaciones’. El economista 
Mancur Olson atribuyó la hiperinflación al conflicto durísimo en el 
reparto de la renta nacional: los sindicatos obtienen fuertes aumentos 
salariales, sobre todo entre los sectores con ingresos más bajos, que los 
empresarios trasladan a los precios, lo que lleva a presionar de nuevo 
para conseguir salarios más altos con el mismo resultado inflacionista. 
Otros autores? piensan que la inflación tuvo su lado positivo al haber 
contribuido a mantener el empleo. En todo caso, los grandes perdedo- 
res fueron los grupos sociales sin capacidad de negociación, los jubi- 
lados y los parados, pero también amplios sectores medios, desde los 
funcionarios a los rentistas que no supieron convertir a tiempo en divisas 
seguras inversiones y ahorros, operación que, claro está, también im- 
pulsaba la inflación. 

En 1924, se consiguió el doble objetivo de estabilizar la moneda, 
manteniendo la distribución de la renta y la política social en la dirección 
emprendida. Controlada la inflación y con un desempleo soportable, en 
un período de cierta tranquilidad (1924 a 1928), se logra un crecimiento 
económico aceptable, si tenemos en cuenta las pérdidas sufridas por la 
guerra y las altas reparaciones que hubo que pagar, en buena parte gracias 
a los préstamos de Estados Unidos, junto con un buen funcionamiento de 
las instituciones políticas y avances significativos en la construcción del 
Estado social. 

Ya al término de la guerra, cuando hubo que reincorporar a la vida 
civil y laboral a millones de desmovilizados, el problema básico al que 
hubo que enfrentarse fue cómo asegurar un subsidio de desempleo a los 
que no encontrasen trabajo. Entre las tres partes implicadas, el Estado, 
las organizaciones patronales y los sindicatos, no se llegó a un acuerdo 
hasta el 16 de julio de 1927, fecha en que se promulgó la Ley de seguro 
de desempleo (Gesetz über Arbeitsvermittlung und Arbeitslosen versi- 
cherung). En política social, la verdadera innovación de la república de 
Weimar consistió en haber añadido una cuarta columna —el subsidio 
de paro— a las cuatro ya existentes: enfermedad, accidente, invalidez 
y vejez. Lo trágico de esta historia es que cuando se logra legislar este 


8. A. von Specht, Politische und wirtschaftliche Hintergründe der deutschen Infla- 
tion 1918-1923, Frankfurt a.M., 1982. Sebastian Haffner recoge la misma tesis sin men- 
cionar la fuente en Von Bismarck zu Hitler, München, 1989, p. 189. Los costos sociales 
de la inflación fueron tan tremendos que nadie en sus cabales la hubiera potenciado in- 
tencionadamente, pero además cuando Alemania tuvo que recurrir a una nueva divisa, no 
se libró de las indemnizaciones. Fueron los americanos los que con el tiempo obligaron a 
los aliados a reducirlas, hasta que Hitler las eliminó de un plumazo. Diez años más tarde 
Stefan Zweig escribió que nada habría empujado tanto a las clases medias en los brazos de 
Hitler como la experiencia trágica de la hiperinflación. 

9. K. Lauren y J. Pedersen, The German Inflation 1918-1923, Amsterdam, 1964. 
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puntal básico del Estado social, el desempleo, arrastrado por la crisis 
mundial, empieza a aumentar a gran velocidad. En 1928, la tasa de 
desempleo es del 8,6%; en 1929, del 13,3; 1930, de 22,7; en 1931, 
del 34,3; en 1932, llega al 43,8%, con más de seis millones de parados. 
Al no poder el Estado asumir sus obligaciones respecto al subsidio de 
paro, el sistema social salta en mil pedazos. El 14 de junio de 1932 el 
canciller von Papen dicta un decreto!” que vacía de contenido la Ley de 
seguro del desempleo. 

Además de la crisis mundial, otros fueron los factores que coadyuva- 
ron a esta explosión repentina del desempleo que acabó con la República 
de Weimar. En primer lugar, la reacción en extremo ortodoxa de unos 
gobiernos preocupados sobre todo en controlar el déficit, actitud bien 
comprensible después de haber sufrido una hiperinflación. Dos factores, 
que se reforzaron mutuamente y que muestran la otra cara de la política 
social: ante la presión sindical y los altos costos sociales del factor trabajo 
las inversiones disminuyeron drásticamente, la respuesta empresarial a la 
«democracia económica» que se dibujaba en el horizonte. Se llevó a cabo 
un gran esfuerzo en aumentar la productividad en aquellas ramas de la 
producción o de servicios que necesitaban de mucha mano de obra. Entre 
1925 y 1929, la industria alemana, compitiendo con la norteamericana, 
logra disminuir considerablemente la mano de obra empleada: la produc- 
tividad industrial mejora en un 25 % y en algunos sectores el aumento fue 
especular, como en la minería del carbón, con un 35%, o en la produc- 
ción de hierro, con un 41%. Ello significó que casi un millón doscientas 
mil personas perdieron su puesto de trabajo por este motivo. 

En 1932, el principio básico de todo el sistema, el derecho al tra- 
bajo, se muestra papel mojado. La economía de guerra que la dictadura 
nazi pone a punto lleva a que en 1938 el paro se haya reducido en muy 
pocos años hasta alcanzar el pleno empleo. Esta experiencia ha marca- 
do hasta hoy al pueblo alemán. Tiene muy claro que la base sobre la que 
se sustenta el Estado de bienestar es el pleno empleo. Dura hasta hoy la 
adhesión al modelo de la Constitución de Weimar, pese a haberse que- 
dado en mero proyecto, tanto si lo debe a una dictadura belicista, como 
si de manera mucho más atractiva se consigue en una democracia, pero 
a lo que de ningún modo se renuncia es al pleno empleo. 

Se puso en evidencia algo que cada vez se manifiesta con mayor cla- 
ridad, y es que la política social está ligada a la política de empleo. No 
hay política de bienestar que valga con un desempleo que supere los dos 
dígitos. El que una y otra vez el desempleo haya puesto en entredicho 


10. Verordnung des Reichsprisidenten über Mafnahmen zur Erhaltung der Arbeits- 
losenhilfe und der Sozialversicherung sowie zur Erleichterung der Woblfahrtslasten der 
Gemeinden. 
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el Estado social ha traído consigo, más en la calle que en los medios 
de comunicación, no pocos temores. Algunos se han preguntado si la 
República de Berlín, que se inaugura en octubre de 1990, lleve acaso 
en su entraña riesgos que recuerdan a Weimar. Para disolver estos res- 
quemores, nada mejor que volver la mirada al pasado y dejar constancia 
de las diferencias. 


LA CONSTITUCIÓN DE WEIMAR 


El segundo factor, este interno, de gran alcance para la consolidación 
y posterior descomposición de la República, fue el texto constitucio- 
nal. Los grandes cambios sociales suelen venir precedidos de intentos 
anteriores fracasados. La revolución de 1848 puso sobre el tapete una 
Constitución (la de 1849) para una Alemania unida en libertad, que nun- 
ca entró en vigor. La de Weimar (1919) es la primera Constitución demo- 
crática alemana después de haber alcanzado la unificación en un Reich 
que, al jugar con fuego en la política exterior, terminó por autodestruirse. 
El primer Estado de bienestar lo diseña la Constitución de Weimar que se 
hunde, precisamente, al no ser capaz de ponerlo en marcha. Paradójica- 
mente, el Estado de bienestar se hace realidad con una Ley Fundamental 
(1949) que tiene que cargar sobre sus espaldas la experiencia trágica del 
Tercer Reich. Ello explica que su principal empeño fuese no cometer los 
errores de Weimar, lo que la lleva a distanciarse del Estado de bienestar 
y retomar las líneas generales del Estado social. 

Si las labores constitucionales de la Asamblea nacional, reunida en 
la iglesia de San Pablo en Fráncfort (1848-1849), vienen marcadas por 
la pugna entre las fuerzas liberales y las democráticas, en un contexto 
político y social que en buena parte todavía controla una aristocracia 
que se aferra al antiguo régimen, la Constitución de Weimar representa 
el compromiso entre el liberalismo democrático y las dos fracciones de la 
socialdemocracia, la «mayoritaria» y la «independiente», en una Alema- 
nia que se debate entre las fuerzas revolucionarias que quieren implantar 
los consejos obreros, y las contrarrevolucionarias, que se agazapan en 
torno a un ejército vencido que se niega a asumir la derrota. El que la 
Asamblea constituyente se reuniera el 6 de febrero de 1919 en Weimar, 
no fue tanto un homenaje a la ciudad de Goethe y Schiller, con el fin de 
incorporar a la república naciente el mejor espíritu humanista alemán, 
sino la necesidad imperiosa de encontrarse en un lugar seguro ante la 
situación prerrevolucionaria, de guerra civil abierta, en que se hallaban 
Berlín, Múnich y otras grandes ciudades. 

Una Constitución, que hoy admiramos por haber diseñado los su- 
puestos básicos del Estado de bienestar, en su tiempo no contó con de- 
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masiado prestigio. El 31 de julio de 1919 fue aprobada con 262 votos 
a favor, 75 en contra y una sola abstención, pero estando presentes úni- 
camente 338 diputados, de los 420 elegidos. Tampoco fue ratificada en 
referéndum, los constitucionalistas no quisieron arriesgarse a perderlo, 
entrando en vigor el 11 de agosto con la simple firma del presidente de 
la República, Friedrich Ebert. La izquierda comunista critica el texto 
constitucional por mantener el capitalismo, a la vez que se distancian 
los sectores sociales que no podían aceptar las limitaciones a la libertad 
económica que imponía el nuevo modelo de Estado de bienestar. En 
las siete elecciones generales que se celebraron entre 1920 y 1932, el 
llamado «bloque constitucional» que formaban los partidos políticos 
que tuvieron la mayoría en las primeras elecciones a la Asamblea cons- 
tituyente —el SPD, junto con el llamado SPD independiente (USPD), 
el centro católico y el partido democrático alemán— fueron perdiendo 
votos a favor de las dos grandes fuerzas que desde un principio estuvie- 
ron en contra de la República, los comunistas y una derecha antidemo- 
crática que luego el nazismo incorpora y potencia. 

Ya en el preámbulo, al proclamar como objetivo principal la liber- 
tad de todos los ciudadanos en un régimen socioeconómico «justo» 
que sirva a la paz interna y externa, se enumeran los tres valores fun- 
damentales, libertad, justicia y paz, que informan tanto la Constitución 
de Weimar como el moderno Estado social. Si en el reconocimiento de 
los derechos y libertades del ciudadano se sigue la tradición liberal y 
en la organización del Estado se recogen elementos de la Constitución 
de Bismarck, en cambio, en el título V (artículos 151 a 165) que trata 
«de la vida económica», toma cuerpo una noción de «justicia social» 
que, a la vez que marca las diferencias con el Estado social, traza los 
lineamientos generales de lo que vamos a llamar «Estado de bienestar», 
aunque el texto constitucional no emplee este término que proviene 
del Reino Unido que lo irradia por todo el continente después de la 
segunda Guerra Mundial. 

Nos encontramos así con una dificultad que ha originado no poca 
confusión. Tanto en el «Estado social» como en el «Estado de bienestar» 
por un lado van los contenidos y por otro el uso de los conceptos. Bis- 
marck diseña el Estado social, pero no aplica este concepto a la nueva 
realidad creada. La Constitución de Weimar esboza el Estado de bien- 
estar, pero lo llama Estado social. La Ley Fundamental de la República 
Federal de Alemania retoma el concepto y contenido del Estado social, 
«Estado social de derecho», pero sobre este ordenamiento constitucio- 
nal, siguiendo el modelo trazado en Weimar, la socialdemocracia en los 
años setenta se propone construir el Estado de bienestar. 

Al margen del empleo que se haga de estos dos conceptos (en Espa- 
ña no suelen distinguirse, y al Estado social se le suele llamar Estado de 
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bienestar) importa señalar los diferentes contenidos de uno y de otro. El 
Estado social se inaugura en Alemania a partir de 1881 con el estable- 
cimiento sucesivo del seguro de enfermedad, de accidente, de invalidez 
y de vejez, financiado con cuotas que pagan patrones y obreros. Se crea 
así un sistema de seguridad social que se financia privadamente, pero 
que impone y regula el Estado. Su rasgo distintivo es que no sólo no 
afecta, sino que incluso fortalece las relaciones capitalistas de produc- 
ción. El principio constitutivo del Estado social consiste en garantizar al 
asalariado un mínimo de seguridad en caso de enfermedad, accidente, 
invalidez y vejez, sin por ello modificar, ni mucho menos cuestionar lo 
más mínimo, las relaciones capitalistas de producción. Bismarck acudió 
incluso al viejo paternalismo del Estado prusiano para justificar una 
seguridad social que tenía como objetivo principal integrar socialmente 
a la clase trabajadora, apartándola de la tentación revolucionaria. Una 
misma finalidad, amarrar la clase trabajadora al régimen, tuvieron los 
inicios de la seguridad social en el franquismo. El Estado social, así 
entendido, ha sido por lo general fruto de gobiernos conservadores. 
En cambio, en la Constitución de Weimar se diseña por vez primera lo 
que luego hemos de conocer como el Estado de bienestar, aunque en 
los años veinte en Alemania se hablase de Estado social para referirse 
a este segundo tipo. En todo caso, el Estado de bienestar implica un 
salto cualitativo que consiste en poner en tela de juicio el sistema ca- 
pitalista de producción, al dar por supuesto que necesita de reformas 
sustanciales para no vulnerar la dignidad de la persona. La idea de que 
el capitalismo es incompatible con la dignidad humana es una de las 
ideas fundacionales del socialismo decimonónico, que articula el título 
V de la Constitución de Weimar cuando se ocupa de esbozar un orden 
socioeconómico «justo». 

En este sentido, resulta crucial el artículo 151. En el párrafo prime- 
ro se dice: «El orden de la vida económica tiene que coincidir con los 
principios de la justicia, con el fin de que proporcione una existencia de 
acuerdo con la dignidad humana». Obsérvese el cambio de visión que 
comporta. Para el liberalismo, tal como se refleja en las constituciones 
decimonónicas, un artículo de este tenor resultaría tan superfluo como 
incomprensible: la economía capitalista, la economía libre, la economía 
de mercado, o como quiera que la llamemos, se considera el orden na- 
tural, o, si se quiere, racional óptimo y, por tanto, estaría más allá de 
toda discusión. Se hubiera interpretado como una aberración dogmática, 
propia del socialismo, el que la economía capitalista, sin corrección ni 
aditamento alguno, pudiera calificarse de inhumana. En cambio, en la 
Alemania revolucionaria de 1919 para una gran parte de la población 
parecía evidente el carácter inhumano del orden capitalista de produc- 
ción. La única cuestión que dilucidar era si para acabar con la inhumani- 
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dad implícita en el capitalismo habría que suprimir la propiedad privada 
de los bienes de producción, cediendo todo el poder político, económico 
y social a los consejos obreros, o habría que amparar, junto con la propie- 
dad, «la libertad económica de los individuos» para evitar que el remedio 
fuese peor que la enfermedad, pero siempre que esta libertad encajase 
dentro de los moldes que definen a un orden socioeconómico «justo», es 
decir, vinculando el derecho de propiedad a la noción abstracta de «bien 
común» tal como queda descrito en la Constitución. 

En efecto, la Constitución de Weimar introdujo una noción, la de 
la dignidad humana, proveniente de la tradición humanista e ilustrada 
que, a partir de la segunda Guerra Mundial va a desempeñar un pa- 
pel primordial en los ordenamientos constitucionales y declaraciones 
solemnes de los derechos humanos. Mención específica a la dignidad 
humana la encontramos en la Carta de las Naciones Unidas (1945), en 
la Declaración universal de los derechos humanos (1948) y en la Ley 
Fundamental de la República Federal de Alemania (1949), también en 
las constituciones griega (1975), portuguesa (1976) y española (1978). 
Pero, con una diferencia respecto a la Constitución de Weimar que me 
parece esencial. En los textos posteriores a la segunda Guerra Mun- 
dial, la dignidad humana se coloca al comienzo del texto constitucional 
para recalcar que constituye el valor supremo que articula todos y cada 
uno de los artículos, pero, al elevarla a tan alto sitial, queda desprendi- 
da del orden económico que, en su naturalidad racional, vuelve a ser 
concebido ajeno a cualquier reproche de inhumanidad. No es casual 
que en la amplísima jurisprudencia alemana en torno al concepto de 
dignidad humana del artículo primero de la Ley Fundamental, encon- 
tremos abundantes referencias al derecho penal, procesal penal y peni- 
tenciario; a los derechos que se refieren a la persona (protección de la 
intimidad, del honor), a las minorías étnicas o sexuales, y un larguísimo 
etcétera, pero rara vez en conexión con el orden socioeconómico, tal 
como aparece en el artículo 151 de la Constitución de Weimar. 

El derecho al trabajo es un derecho fundamental de la persona; en 
la Constitución de Weimar se complementa con «un deber moral a tra- 
bajar» (art. 163), formulado de manera bastante imprecisa, pero que las 
constituciones socialistas de los países del Este reprodujeron de manera 
mucho más taxativa, que así contemplado no encaja en el sistema capi- 
talista de producción, en el que el trabajo, lejos de constituir un derecho 
subjetivo, es una simple mercancía, y como tal, objeto de contrato. El 
trabajador, como sujeto, vende libremente —en ser libre radica su carác- 
ter de sujeto que es lo que le permite contratar— su fuerza de trabajo, 
que en cuanto puede comprarse y venderse, bien puede calificarse de 
mercancía. El Estado de bienestar que esboza la Constitución de Weimar 
cuestiona esta consideración del trabajo como mercancía, implícita en las 
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relaciones capitalistas de producción, al estimarlas incompatibles con la 
dignidad humana. El trabajo es un derecho y un deber, pero en ningún 
caso una mercancía que pueda llevarse al mercado. Rehacer el orden so- 
cioeconómico desde una concepción del trabajo como derecho y deber 
es la pretensión que informa todo el título V de la Constitución. 

Negarse a considerar el trabajo una mercancía no es, sin embargo, 
una novedad que aporte el socialismo; la encontramos ya en el pensa- 
miento social precapitalista. Y justamente el canciller Bismarck empalma 
con esta tradición conservadora, cuando en mayo de 1884, en un dis- 
curso que pronuncia en el Reichstag, exige que se reconozca «el derecho 
al trabajo», lo que, según sus mismas palabras, comporta «el deber del 
Estado de proporcionarlo, acudiendo a la promoción de obras públicas 
o a otras actividades de provecho para la comunidad» y, si no pudiera 
ofrecerlo, en último término «está obligado a mantener a aquellos que no 
tengan un trabajo del que vivir». La beneficencia pública de Prusia desde 
finales del siglo XvIIr venía ocupándose de los miserables, sin trabajo ni 
ingresos, y en los decenios que anteceden a la primera Guerra Mundial, 
con un paro muy bajo gracias al rápido proceso de industrialización, los 
ayuntamientos fueron haciéndose cargo de los desempleados, colocándo- 
los en labores comunales, o proporcionándoles medios de subsistencia. 

La diferencia básica entre el Estado social y el Estado de bienestar, 
tal como lo configura por vez primera la Constitución de Weimar, con- 
siste en que el primero parte de la racionalidad del orden capitalista y 
deja a la economía que se desenvuelva libremente, sin interferencias 
extrañas, para después, en un segundo momento, ocuparse de la situa- 
ción social de los más débiles, exigiendo un mejor reparto de cargas y 
beneficios. Como se ejemplifica en una metáfora muy extendida, pri- 
mero habría que amasar la tarta, permitiendo el libre despliegue de los 
agentes económicos, la única política económica que funciona, y luego, 
en una segunda fase, ya producida la riqueza, hay que ocuparse de distri- 
buirla, y aquí es donde interviene el Estado para impedir desequilibrios 
inoportunos y diferencias sociales injustificadas, pero teniendo mucho 
cuidado de que este posterior reparto, que caracteriza al Estado social, 
no frene el crecimiento económico. No tendría mucho sentido terminar 
repartiendo miseria. 

El Estado de bienestar, al contrario, parte del supuesto de que el ca- 
pitalismo, abandonado a su libre desenvolvimiento, produce un orden 
social tan injusto como inhumano, y que, por tanto, el Estado ha de in- 
tervenir ya en la fase de producción, corrigiendo y remodelando el or- 
den socioeconómico desde los principios de la justicia. Ello comporta, 
según la Constitución de Weimar, adoptar una serie de medidas, que en 
su conjunto es lo que configura al Estado de bienestar. Enumerémoslas 
siguiendo el texto constitucional. En primer lugar, responsabilidad so- 
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cial de la propiedad: «su utilización debe ser a la vez un servicio al bien 
común» (art. 153). De esta comprensión social de la propiedad, común 
al conservadurismo no capitalista, la Constitución deriva el derecho, 
tras el pago de una indemnización, a socializar las empresas privadas, 
cuando ello resulte beneficioso al bien común, así como los Lánder y 
los municipios quedan autorizados a gestionar directamente empresas 
o a asegurarse de otra forma «una influencia determinante» (art. 156). 

Pero, además de que se constitucionaliza un sector público de la 
economía, se coloca al trabajo en el centro de la actividad económica, que 
el Estado ha de proteger muy en especial (arts. 157 y 158), sobre todo 
garantizando el derecho de coalición de la fuerza del trabajo en todas 
las ramas de la producción y en todas las profesiones, y se declara ile- 
gal cualquier forma de limitación de este derecho (art. 159). El Estado 
sanciona también un sistema amplio de seguridad social ante los riesgos 
de enfermedad o de incapacidad de trabajar, así como se compromete 
a remediar las consecuencias económicas de la maternidad, de la edad, 
o de los cambios coyunturales, previstos o imprevistos en la vida de las 
personas. Decisivo, en todo caso, es el principio de que los asegurados 
participen en la gestión de la seguridad social (art. 161). Para rematar 
el diseño del Estado de bienestar, la Constitución introduce, como uno 
de sus elementos constitutivos, un derecho, que ya se planteó en 1849, 
aunque entonces se consideró una petición propia de un radicalismo 
extremo, pero que ahora por vez primera queda fijado en un ordena- 
miento constitucional: el derecho al trabajo. «A todo alemán se le dará 
la posibilidad de que se mantenga con su trabajo. En caso de que no se 
le pueda ofrecer un trabajo adecuado, se atenderá a su necesario man- 
tenimiento» (art. 163). En fin, se reconoce a los trabajadores el derecho 
a participar, junto con las empresas, en la regulación de las condiciones 
salariales y de trabajo, es decir, el derecho a la negociación colectiva, 
que inclina las relaciones de fuerza a favor de los trabajadores. El mo- 
delo culmina en el derecho a participar en la dirección de las empresas 
—cogestión— que entonces se llamó «democracia económica». 

El éxito social de Weimar fue impresionante. De 1913 a 1929 se 
duplica el gasto público por habitante —en el período de 1909 a 1913, 
Alemania gasta 6.800 millones de marcos de media por año; en el pe- 
ríodo de 1919 a 1928, 13.700 millones— centrado sobre todo en el 
gasto social que se multiplica por cinco respecto al de antes de la gue- 
rra. Los nuevos componentes del gasto social, aparte de la seguridad 
social y las ayudas sociales, son ahora salud —el personal sanitario y el 
número de camas hospitalarias por habitante crecieron en un 50 %— y 
vivienda: antes de la guerra, de diez viviendas construidas sólo una había 
contado con ayudas estatales; en el período de 1919 a 1932, el 81% de 
los 2,8 millones de viviendas construidas habían recibido subvenciones. 
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No es pequeña la ironía de la historia. La Constitución de Weimar 
introduce el derecho al trabajo, que comporta, si no un puesto seguro 
—sólo posible en una economía centralizada, que hasta ahora se ha 
pagado con una productividad baja— al menos la seguridad de recibir 
un subsidio de desempleo y, justamente, la República de Weimar muere 
estrangulada por un paro masivo que hace financieramente imposible 
pagar las ayudas al desempleo que la legislación social había previsto. 
En 1919, la Constitución esboza lo que un día llegaría a ser el Estado de 
bienestar, pero diez años más tarde, la realidad social de Alemania muy 
poco tiene que ver con el modelo proyectado. El Estado de bienestar se 
realiza en Suecia, y como aspiración influye en el Reino Unido y en la 
Alemania posterior a la segunda Guerra Mundial. 

Dar razón del fracaso de Weimar es uno de los temas al que sin 
duda ha dedicado más atención la historiografía alemana. ¿A qué se 
debió el que fuese aumentando la distancia entre modelo diseñado en 
la Constitución y lo realizado luego en la práctica? ¿Cómo se explica 
que el Estado de bienestar que diseña la Constitución, y que tiene su 
eje central en el derecho al trabajo, se desplomase, precisamente por la 
falta de trabajo? Nadie con buen sentido pretenderá dar una respuesta 
en unas pocas páginas a la que constituye una de las cuestiones primor- 
diales, si no la central, de la Alemania contemporánea: sin el fracaso 
de la República de Weimar, no hubiera habido ascenso del nazismo ni 
la repetición de la guerra en mayores dimensiones y con consecuencias 
mucho más catastróficas. 

En esta rememoración de la Constitución de Weimar he pretendido 
plantear —y subrayo, plantear tan sólo— si existe una relación de causa 
a efecto entre el modelo y su estruendoso fracaso. La cuestión abierta es 
si la idea de transformar el capitalismo desde su interior con el desarro- 
llo del Estado de bienestar es, como afirman algunos, una quimera, una 
utopía irrealizable y que, en consecuencia, sólo quepa en el mejor de 
los casos un Estado social, cuya misión principal sea fortalecer el orden 
capitalista, integrando a las clases trabajadoras en el sistema. 


LA POLÍTICA SOCIAL DEL REINO UNIDO 
DURANTE EL PERIODO DE ENTREGUERRAS 


La Gran Bretaña de la primera posguerra poco tenía que ver ya con 
la eduardiana. La Gran Guerra transformó a Europa por completo, 
incluyendo en este cambio fulminante hasta la conservadora y tradi- 
cionalista Albión, cuya virtud principal parecía residir en el don de la 
continuidad. En 1918 comienza una nueva época histórica, cuyo punto 
final, si es que ha llegado, es cuestión muy debatida. Lo único seguro es 
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que esta época histórica incluye la segunda Guerra Mundial, segundo 
acto de la primera, en la que emergieron las dos grandes potencias, Es- 
tados Unidos y la Unión Soviética, que, después de la segunda, cercaron 
a Europa, sometida como el resto del mundo a los avatares de la «guerra 
fría». Desde 1918 a comienzos de los años setenta del siglo pasado se 
desarrolla, consolida y florece el Estado de bienestar, como una versión 
remozada del Estado social. 

En 1917, Lloyd George crea un Ministerio de Reconstrucción con el 
objetivo explícito de aprovechar la coyuntura para construir una sociedad 
nueva, como la mejor forma de enfrentarse al peligro de una subversión 
revolucionaria, tema que en los primeros años de la posguerra, según se 
asentaba el bolchevismo en Rusia, preocupó, y mucho, a la clase dirigente 
británica. El programa de reconstrucción tiene sobre todo una dimensión 
social y se centra en la falta de viviendas, unas 600.000, que al déficit que 
ya existía, se añade el que se acumula en los años de guerra en los que 
apenas se edificó. Hasta 1921 se construyeron 213.000 viviendas, pero 
la falta de mano de obra especializada, los precios del suelo en rápido 
aumento y la subida de los intereses bancarios elevaron tanto los costos 
que el Banco de Inglaterra y el Ministerio de Hacienda terminaron por 
oponerse por completo al ministro del ramo, Christopher Addison, cesa- 
do en 1921, acusado de ser un manirroto que llevaba las arcas públicas 
a la ruina. Aunque en 1922 se construyeron otras 110.000 viviendas, en 
los años siguientes el ritmo decreció a gran velocidad. 

La guerra había puesto también al descubierto las deficiencias sani- 
tarias: uno de cada tres conscriptos era válido para el servicio militar. 
En 1919 se crea un Ministerio de Salud con el encargo de ocuparse en 
especial de las madres y de la infancia, amén de los heridos y convale- 
cientes de guerra. Pese a que chocaba con los intereses de las mutuali- 
dades, las compañías de seguros privadas y las asociaciones médicas, 
terminó por imponerse una política sanitaria estatal. También quedó pa- 
tente en la guerra la importancia crucial de la educación para aumentar 
la capacidad productiva de la nación. En la ley de educación de 1918 se 
estableció la escuela gratuita hasta los catorce años, se aumentaron los 
subsidios estatales a los ayuntamientos para fines educativos, así como 
se subió el sueldo de los maestros. Se instaura el principio de que por 
razones económicas nadie pueda quedarse sin el nivel de educación para 
el que tenga talento, principio que fortaleció la ley de educación de 1944 
que prescribe positivamente que «los jóvenes han de recibir la educación 
que convenga a sus necesidades y talentos». 

Pero el tema central que ocupa la política social en los años de entre- 
guerras es el subsidio de desempleo, innovación británica, a la que en la 
segunda mitad de los años treinta, Inglaterra va a hacer el mayor aporte 
teórico y práctico. De 1920 a 1940 el desempleo en el Reino Unido no 
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bajó del millón de personas, superando a veces los 3 millones de parados, 
una carga enorme para las arcas del Estado que había fijado los subsidios 
del desempleo en el período de pleno empleo de los años de guerra. La 
Unemployment Insurance Act de 1920 amplia la ley de 1911 a todos los 
trabajadores con un salario anual de 250 libras, justamente cuando el 
paro empezaba a crecer considerablemente. No se puede sostener el mo- 
delo originario contributivo, pero hacer recaer los costos sobre el erario 
resultaba ruinoso. Es altamente significativo que en 1924 el primer go- 
bierno laborista de Ramsay MacDonald vuelva a la ortodoxia liberal. Se 
supone que la mejor contribución que el Estado puede hacer para ayudar 
a la industria y promover el empleo es una economía estricta en el gasto 
público y aligerar la carga de la deuda pública con una administración 
financiera prudente. Como las recetas liberales no mejoran el empleo, 
la ley de 1934 distingue claramente los subsidios contributivos que pro- 
vienen de las cotas que pagan por igual empresarios, obreros y Estado, 
de las ayudas sociales que el entonces creado Unemployment Assistance 
Board otorga a más de un millón de personas que no tenían otro medio 


de vida. 


EL MODELO SUECO 


Donde el modelo socialdemócrata llegó a su mayor perfección, tro- 
pezando ya con límites insuperables, fue en Suecia. Un país pequeño 
por el tamaño de la población, que la dobla a lo largo del siglo XIX, 
alcanzando los cinco millones de habitantes, pese a que en la segunda 
mitad del siglo habían emigrado 850.000 personas, preferentemente a 
Estados Unidos. En la primera mitad del siglo XIX, Suecia fue moder- 
nizando la agricultura, expulsando mano de obra del campo, aunque 
no inicia un rápido proceso de industrialización hasta los dos últimos 
decenios del siglo XIX. La neutralidad en la primera Guerra Mundial 
acelera las exportaciones, aumentando considerablemente su capacidad 
industrial. En 1917, Nils Eden formó un gobierno de coalición de so- 
cialdemócratas y liberales, cuya primera reforma fue conceder el voto 
a todos, hombres y mujeres mayores de dieciocho años. El sufragio 
universal, la primera y la más sustancial de las reivindicaciones obre- 
ras, puso de manifiesto la capacidad reformadora que efectivamente 
comporta. La gran depresión de 1930 también en Suecia trajo consigo 
un rápido aumento del desempleo que llevó a los socialdemócratas a 
un gobierno, presidido por Per Albin Hansson, que, antes de que la 
formulara Keynes, puso en marcha una política de obras públicas y de 
inversiones estatales, con el resultado de que en 1936 recuperase el 
nivel de salario anterior a la crisis y a finales de los treinta, el pleno em- 
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pleo. En 1945 vuelve la socialdemocracia al poder (durante la guerra 
hubo un gobierno amplio de coalición) y a la muerte de Hansson en 
1946, el socialdemócrata Tage Erlander preside el gobierno hasta 1969, 
en que cede la presidencia a Olof Palme, que la conserva hasta 1976. 
Después de 44 años de gobierno socialdemócrata, Suecia se convirtió 
en el paradigma socialdemócrata de Estado de bienestar. 

La originalidad de la socialdemocracia sueca en el poder no consis- 
tió tan sólo en haber llevado hasta sus últimas consecuencias el Estado 
de bienestar, afinando al máximo las ofertas sociales para hacer reali- 
dad el principio de igualdad, sino en que renunciara a la nacionaliza- 
ción de la gran industria, pese a tenerla prevista en su programa. En vez 
de nacionalizaciones, con todos los problemas que conlleva la gestión 
estatal de las empresas, se optó por una economía mixta, con fuerte 
presencia sindical en la cogestión, pero sobre todo con actividades pro- 
pias, como bancos, cooperativas de vivienda, de consumo, en manos de 
los sindicatos. Con todo, el instrumento principal de una política social 
que pretendía una mayor igualdad social recayó en la política fiscal, que 
hizo factible el que pudiera llevarse a cabo una política social muy cos- 
tosa. Debido al desempleo que origina la crisis del 72 al 74, ganan las 
elecciones en 1976 la coalición de partidos no socialistas. El modelo 
socialdemócrata en Suecia, como en el resto de Europa, se desploma 
en el momento en que no logra mantener el pleno empleo, aunque los 
partidos que se reclaman de esta denominación sigan apelando al Esta- 
do de bienestar, sin distinguirse ya en en contenidos ni organización de 
los demás partidos de centro. 
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Si la versión socialdemócrata del Estado de bienestar adquiere en la 
Constitución de Weimar un primer perfil propio —denuncia de la in- 
humanidad que implicaría tratar el trabajo como una mercancía, dere- 
cho al trabajo y obligación de trabajar, intervención del Estado en la 
producción y distribución de la riqueza y participación de los obreros 
en la dirección de la empresa, cogestión, lo que en suma se llamó «de- 
mocracia económica»—, en cambio, es una creación británica, no ya 
sólo el nombre, welfare state, sino su instrumentalización operativa en 
la sociedad. La dimensión ideológica ha sido en buena parte creación 
de la socialdemocracia alemana, pero el Estado de bienestar, tal como se 
consolida a partir de la segunda posguerra es un producto británico que 
está asociado a dos nombres, en su fundamentación económica a John 
Maynard Keynes (1883-1946), tanto es así que la expansión y crisis del 
Estado de bienestar coinciden con las del keynesianismo, y a William 
Beveridge (1879-1963) en su puesta en marcha institucional. 


JOHN MAYNARD KEYNES 


Keynes es sin duda el economista más importante del siglo XX, tal vez 
porque es un intelectual que sobrepasa con mucho los límites de su disci- 
plina, interesado, tanto en la filosofía y las matemáticas, como en el arte 
y la literatura. Sintiéndose a disgusto fuera de su lengua y de su patria, 
está convencido de que las cuestiones que importan no surgen de las 
controversias académicas, sino de la experiencia que se acumula en el 
día a día, y más que de leer lo que han escrito los colegas se ocupa de 
reflexionar sobre lo que acontece en su entorno. Pero este sentido prác- 
tico que le distinguió siempre no impidió, todo lo contrario, que tratase 
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de fundamentar en la teoría las nuevas perspectivas que le iban abriendo 
los análisis concretos. Keynes creyó siempre en las ideas, persuadido 
de que se paga un alto precio por las falsas y que las adecuadas son 
aquellas que ayuden a resolver los dos problemas acuciantes de nuestro 
tiempo, el de la pobreza y el del desempleo. Al fin y al cabo, la calidad 
de una teoría se trasluce en la capacidad que tenga de dar alguna luz a 
los temas que importan de verdad, al incidir sobre el margen de libertad 
y nivel de vida que disfrutemos. Un optimismo ilustrado, que en este 
punto como en tantos otros le vincula a Marx, le lleva a pensar que todos 
los males sociales, planteados correctamente, tienen solución. 

Este planteamiento en su dimensión más a ras de suelo implica el 
apotegma de que no debiéramos fiarnos de un economista tan alejado 
de la práctica diaria que no hubiera sabido enriquecerse. Pese a haber 
sido expulsado de la Administración en 1919 por su crítica al tratado de 
Versalles —entre junio de 1919 y julio de 1940 Keynes no pisó el Mi- 
nisterio de Hacienda— y no haber pasado de fellow del King's College 
en Cambridge —no quiso aceptar mayores obligaciones docentes— con 
sus especulaciones en bolsa, que comparaba con el juego en un casino, 
los libros y sus muchas publicaciones en la prensa, amén de su activi- 
dad como consultor en algunas compañías de seguro o de inversión, 
en 1938, después del éxito mundial de su Teoría general del empleo, el 
interés y el dinero (1936), había acumulado una fortuna personal que 
se ha cifrado en medio millón de libras de la época. Entre 1926 y 1946, 
como tesorero del King's College de su querida Universidad de Cam- 
bridge, supo multiplicar por más de diez, de 30.000 a 380.000 libras, el 
patrimonio de la institución. 

Además de dominar los mercados financieros, sobre todo el de divi- 
sas, Keynes trató de manera harto original aspectos muy distintos de la 
ciencia económica, desde la teoría del ahorro y la inversión, la del pleno 
empleo de los recursos disponibles, a los principios del comercio interna- 
cional, asuntos en apariencia muy distintos que él supo poner en relación. 
A nadie se le escapa que en pocas páginas no quepa recapitular tantos y 
tan complejos aportes, estudiados con la amplitud que precisan; ya dis- 
ponemos de abundantes libros a los que acudir. En lo que sigue se trata 
tan sólo de rememorar cómo Keynes elaboró la principal experiencia 
económica que proporcionaron la Gran Guerra y la primera posguerra, 
en lo que se refiere al papel del Estado en el proceso económico, sobre 
todo en la lucha contra la peor lacra del capitalismo, el paro. 

La guerra evidenció que para ganarla era imprescindible que el Es- 
tado interviniera en la economía, con lo que de hecho puso punto final 
al predominio de la economía liberal clásica, que limitaba el papel del 
Estado a establecer las reglas del juego. Por admirable que fuera el rigor 
teórico de la ciencia económica dominante, atenerse a sus leyes no hu- 
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biera servido para ganar la guerra. De ahí sólo había un paso para que 
quedase patente que tan brillante armazón teórica, rara vez encajaba 
con los hechos que se constatan en la práctica: 


Nuestra crítica de la teoría clásica aceptada no ha consistido tanto en 
buscar los defectos lógicos de su análisis, como en señalar que los su- 
puestos tácticos en que se basa se satisfacen rara vez o nunca, con la 
consecuencia de que no puede resolver los problemas económicos del 
mundo real". 


Al no poder ofrecer trabajo a todos los que regresaban del frente, el 
paro se revelaba el principal problema de la posguerra. En 1921-1922 
una depresión siguió a la paz, pero poco a poco remontó con unos 
años de crecimiento, los felices veinte, hasta que en el otoño de 1929 
se produjo el derrumbe de la bolsa neoyorquina que trajo consigo que al 
año siguiente se disparase el desempleo. A finales de 1930 el número 
de parados en los países industrializados alcanza los veintidós millones; 
en Alemania representa el 25% de la población activa; en Inglaterra 
el 21%. La creación de empleo se convirtió en el problema más apre- 
miante para el que «la teoría clásica»? no ofrece solución alguna. Una 
sociedad estable es inconcebible sin cierto bienestar para todos, lo que 
supone empleo para todos, máxime en tiempos en que la subversión 
revolucionaria amenazaba con sepultar el capitalismo. Un economista 
coetáneo, Karl Pribram, se admira de que el desempleo no hubiera 
desencadenado una sublevación social, y lo atribuye en parte a que 
funcionase el subsidio de desempleo, pero sobre todo a la influencia 
pacificadora de los sindicatos que se habrían convertido en el pilar más 
sólido del orden capitalista. 

Más allá de las consignas socialdemócratas de «dignidad del trabajo», 
«justicia social», «democracia económica», el pleno empleo se revela la 
condición básica del Estado de bienestar. Con un mayor o menor paro 
cabe un Estado social; de hecho, a finales del XIX y comienzos del Xx, 
se había empezado a levantar uno sin haber suprimido el paro, pero 
no el que llamamos de Estado de bienestar. Marcar nuevas pautas para 
llevar adelante una política de empleo de éxito supuso una revolución 
en la teoría económica que la depurase de no pocos dogmas desfasados, 


1. J. M. Keynes, Teoría general de la ocupación, el interés y el dinero, FCE, México, 
71965, p. 333. 

2. «Los economistas clásicos» fue una denominación inventada por Marx para los 
fundadores de la teoría que culmina en Ricardo. Keynes la amplía a sus continuadores, 
Mill, Marshall, Pigou, y la llama «teoría clásica». 

3. K. Pribram, «World-Unemployment and its Problems», en Ph. Q. Weight (ed.), 
Unemployment as a World-Problem, 1931, reimpr. Freeport, New York, 1970, p. 48. 
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cuya aplicación actuaba en sentido contrario al que se buscaba. Con la 
formulación de una política de empleo, Keynes asienta el Estado de 
bienestar en el basamento que le es propio, el pleno empleo. 

Cuatro aportaciones keynesianas resultaron básicas en la construc- 
ción del Estado de bienestar: 1) la crítica de la «economía clásica» del 
laissez-faire; 2) diferenciar entre ahorro e inversión, al poner de ma- 
nifiesto que el primero no garantiza la segunda; 3) la utilización ópti- 
ma de los recursos materiales y humanos y 4) política monetaria que 
marque el tipo de interés adecuado para mantener un empleo alto a lo 
largo del ciclo. 


Crítica del laissez-faire 


Ningún avance hubiera sido posible en el establecimiento del Estado de 
bienestar sin antes haber desmontado la teoría liberal que desde hacía 
dos siglos dominaba por completo las ciencias sociales, y parecía tanto 
más indestructible, no ya sólo por el rigor que había alcanzado en su 
formulación «neoclásica», sino sobre todo por favorecer los intereses 
de las clases dominantes. En los años veinte Keynes va arrinconando 
uno a uno los dogmas que parecían mejor consolidados del credo li- 
beral, no tanto buscando los defectos o incongruencias de la teoría, 
como poniendo de relieve que los supuestos en que se basa, rara vez o 
nunca, se cumplen en la vida real. Lo nuevo en Keynes es el salto de una 
perspectiva microeconómica, que es la que maneja la economía clásica, 
que él asume sin cuestionarla, a una macroeconómica en la que ya no 
se consigue por sí mismo el equilibrio entre la demanda global, la renta 
nacional y el pleno empleo. 

Desde una perspectiva macroeconómica, Keynes pone en tela de 
juicio que el mercado por sí consiga el equilibrio entre oferta y deman- 
da, tal como a principios del siglo XIX en su famosa ley había formula- 
do el economista francés J.-B. Say (1767-1832). No puede existir una 
crisis de superproducción porque cada oferta crea su propia demanda. 
Cada bien producido genera al venderse ingresos con los que comprar 
nuevos productos. Se vende para poder comprar, y cuanto más se ven- 
da, más se compra. La oferta total se corresponde con la demanda total; 
desequilibrios sólo pueden existir en algunas ramas de la producción, 
pero por poco tiempo al adaptarse enseguida a las nuevas condiciones. 
Lo malo es que la ley de Say sólo es cierta en una sociedad en la que 
los productores individuales —agrícolas o artesanales— intercambian 
a través del mercado productos entre sí, pero cuando se cambia, no 
producto por producto, sino producto por dinero, desaparece la comu- 
nicación directa entre venta y compra. El vendedor puede hacer lo que 
quiera con su dinero, guardarlo o gastarlo en otro mercado. 
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Keynes se desprende de dos errores básicos heredados. En primer 
lugar, no es cierto que los intereses individuales y los sociales coincidan, 
y que, por tanto, la persecución del interés propio a la larga revierta 
en favor de los demás, un axioma que, como hemos visto, tanto había 
impresionado a los ilustrados del siglo xvu. El egoísmo, lejos de ser un 
vicio vituperable, se habría revelado el progenitor de beneficios para 
todos. No es concebible una doctrina que más pudiera satisfacer a los 
ricos. Tampoco es verdad que el individuo persiga su interés particular 
de manera más racional que un grupo o colectivo. Cuando los indivi- 
duos actúan conjuntados no son menos racionales que cuando lo hacen 
solos, a menudo incluso ocurre lo contrario. Aunque sea indispensable 
a la teoría clásica, la racionalidad del homo oeconomicus no deja por 
ello de ser un mito con poco fundamento. En suma, junto con el libe- 
ralismo, Keynes cuestiona su base filosófica, un individualismo, cuya 
crítica subyace en cualquier política social del pasado o del presente, 
pero no lo elimina por completo, ni mucho menos lo sustituye por una 
de las muchas formas de colectivismo. Keynes es un individualista que 
ha superado el individualismo como el prejuicio que fundamenta el 
comportamiento económico. 

La guerra puso de manifiesto que el Estado cumple un papel crucial 
en el proceso económico. Urge distinguir, por tanto, aquello que el Es- 
tado estaría obligado a hacer, de todos los campos en los que no debiera 
inmiscuirse. Un criterio parece obvio: el Estado no tiene que ocuparse 
de lo que los individuos ya hacen bien, sino sólo de aquellos ámbitos 
que quedan fuera de la actividad individual. Lejos de reemplazar a los 
individuos, el Estado debe actuar únicamente allí donde no llegue la 
actividad económica de los individuos, es decir, la intervención del Es- 
tado tiene un carácter subsidiario. Pese a que los sectores empresariales 
más conservadores tildaron, y lo siguen haciendo hasta hoy, de comu- 
nismo puro y duro cualquier forma de intervención estatal, Keynes 
marca claramente distancias con el bolchevismo que estaba arraigando 
en Rusia*. Rechaza cualquier forma de socialismo estatal que elimine 
la actividad económica de los individuos, y ello, tanto porque resulta 
sumamente ineficaz, como porque limita de manera intolerable la li- 
bertad individual. 


Critico el socialismo doctrinario de Estado, no porque trate de compro- 
meter al servicio de la sociedad los impulsos altruísticos de las personas, 
o porque se aparte del laissez-faire, o porque elimine la libertad natural 
de poder ganar un millón, o porque se atreva a arriesgarse a experimen- 


4. J. M. Keynes, «A Short View of Russia» (1925), recogido en Essays in Persuasion. 
La edición que manejo es la de The Norton Library, New York, 1963. 
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tos audaces. Todo esto yo lo aplaudo. Lo critico porque ha perdido el 
sentido de lo que realmente ocurre; porque, de hecho, es poco más que 
una reliquia polvorienta de un proyecto para enfrentarse a problemas 
de hace cincuenta años, sobre la base de interpretar mal lo que alguien 
dijo hace cien’. 


Los Estados totalitarios resuelven el problema de la desocupación a 
expensas de la eficacia económica y de la libertad individual. El Estado 
de bienestar keynesiano de la segunda posguerra, por mucho que los 
sectores más reaccionarios le acusasen de procomunista, acabó siendo 
la alternativa exitosa al modelo soviético. 

Ahora bien, en el grado de desarrollo que ha alcanzado el capitalis- 
mo los agentes económicos no son ya sólo individuos, más aún, éstos 
han dejado de ser los decisivos. Entre el Estado y los individuos necesi- 
tamos de cuerpos intermedios que gocen de un cierto grado de autono- 
mía, como son las universidades, o el mismo Banco de Inglaterra, pero 
también las grandes corporaciones que por su posición de oligopolio 
constituyen los nuevos agentes económicos, en los que no mandan ya 
los accionistas, que se conforman con dividendos razonables, sino los 
altos ejecutivos que han de tener muy en cuenta los intereses a largo plazo 
de los clientes y sobre todo el prestigio de la institución. Keynes con- 
fía en que estas grandes sociedades semiautónomas, mucho más flexi- 
bles que el Estado, sean los agentes económicos del futuro. Desde que el 
socialismo estatalista se hundió como alternativa, estas corporaciones 
multinacionales (así llamadas porque hace tiempo que sobrepasaron los 
límites del Estado nacional), no se han mostrado tan positivas para la 
estabilidad social y económica como pensó Keynes que lo serían. 


Desempleo, ahorro e inversión 


El tema central en la primera posguerra fue el desempleo, al que Keynes 
dedicó los mayores esfuerzos‘. Enfrentado a la gran depresión, está se- 
guro de que, con el diagnóstico apropiado, dispone de la terapia correc- 
ta”. Keynes ataca directamente la teoría del «desempleo voluntario» que 
había puesto en circulación A. C. Pigou (1877-1859). Según este econo- 


5. J. M. Keynes, «The End of Laissez-Faire» (1926), en Essays in Persuasion, cit., 
p. 316. 

6. En 1929, Keynes fue elegido miembro del Comité Macmillan, que tenía el en- 
cargo de hacer propuestas para promover el desarrollo de la industria y el comercio con 
el fin de reducir el paro. No pudo convencer a la mayoría de los miembros del comité que 
la respuesta apropiada era inversiones públicas que sirvieran de estímulo a las privadas. 

7. J.M. Keynes, «An economic Analysis of Unemployment», en Ph. Q. Weight (ed.), 
Unemployment as a World-Problem, 1931; reimpr. Freeport, New York, 1970, pp. 3-42. 
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mista el desempleo se debería a que el precio del trabajo que imponen 
los obreros sindicalmente organizados es demasiado alto. El desempleo 
es consecuencia directa de la falta de flexibilidad del mercado de trabajo 
que no se acopla a las circunstancias. Con salarios flexibles, el mercado 
realizaría el pleno empleo: al bajar los salarios, aumentan los beneficios 
empresariales y con ello el ahorro que se convierte en inversión que 
demanda más mano de obra, pero que al acercarse al pleno empleo (hay 
que tener en cuenta una cuota de «desempleo friccional») aumenta el 
precio del trabajo y con él el desempleo que lo fuerza a bajar. Siempre 
podría crecer la producción y el empleo, si los obreros aceptasen salarios 
más bajos y los empresarios bajasen los precios. Lo malo es que ante el no 
rotundo de los obreros que tienen empleo a que disminuyan sus ingresos, 
nadie sabe cómo se podría llevar a cabo la flexibilización que se preci- 
saría. Pero si los obreros no están dispuestos a asumir la carga que les 
corresponde, aceptando que bajen los salarios, tendrán que resignarse a 
convivir con el paro. En suma, mientras queramos vivir en una sociedad 
en continuo cambio, es decir, una que progresa, no podrá eliminarse una 
porción, mayor o menor, del paro que origina el cambio tecnológico, las 
cargas fiscales o la sobrevaloración de la moneda. 

Keynes insiste en que los remedios al paro que ofrece la economía 
neoclásica —reducción de salarios y precios— falla por generalizar una 
experiencia que sólo sirve en el caso individual. Cierto que si un em- 
presario consigue rebajar los salarios, y con ellos los precios, podrá ven- 
der más y aumentar producción y beneficios, pero si todos realizasen 
esta operación, descendería la demanda global de bienes y servicios de 
acuerdo con la bajada de los ingresos de los trabajadores. A nivel global, 
la demanda de bienes y servicios dependen de las rentas. Un empresario 
podría beneficiarse de una bajada de los salarios, pero todos no, porque 
entonces descendería «la demanda global», un concepto básico que in- 
troduce Keynes. El nivel de empleo efectivo lo determina el punto de 
intersección de la demanda global con la oferta global, que es aquel en 
que se optimizan las expectativas de los beneficios empresariales, y que 
poco tiene que ver con el precio del trabajo que negocien las partes. 
Además, como Keynes subraya, una bajada de los salarios sólo cabría 
en un régimen autoritario que hubiera desmontado el poder de los sin- 
dicatos. En los momentos de recesión la rigidez de los salarios tiene 
el efecto positivo de mantener el consumo, sin lo que el desempleo 
aumentaría aún con más rapidez. 

Keynes cuestiona que el precio del trabajo sea el factor decisivo de 
una mayor o menor ocupación. La causa de su rápido declive es haber de- 
jado de invertir, y no habrá otra manera de salir del hoyo que volviendo 
a invertir en las cantidades necesarias. La gran depresión que comenzó 
en octubre de 1929 se debió a la caída en picado de las inversiones, 
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que no fue compensada por un descenso equivalente del ahorro, o de 
los déficits presupuestarios. El problema se resuelve restableciendo el 
volumen de inversión, lo que exige ganar la confianza de los empre- 
sarios, y esto sólo se logra si en el horizonte perciben un aumento de 
los beneficios, lo que únicamente ocurre si crece la inversión. El tamaño 
de la producción, es decir, de la oferta global, depende del que tenga la 
demanda global, en fin de cuentas la clave para determinar el tamaño de 
la producción, de la renta nacional y del empleo. 

El secreto de las oscilaciones entre un período de crecimiento (boom) 
y otro de depresión (slumps) radica en que, si aumenta la cuota de 
inversión sin que se modifique la de ahorro, las empresas tienen benefi- 
cios que según vayan aumentando incrementan la compra de bienes de 
capital que a su vez estimulan la inversión. Y si la inversión decrece sin 
que cambie la tasa de ahorro, caen los beneficios, lo que provoca que 
baje aún más la inversión y sigan reduciéndose las ganancias. La receta 
para Keynes es bien simple: no cabe aumentar el empleo sin mejorar 
los beneficios empresariales, lo que a su vez sólo se logra si aumentan 
las inversiones. 

En cambio, la doctrina tradicional, que los políticos aún siguen repi- 
tiendo hasta la saciedad, parte de que la creación de puestos de trabajo 
exige inversiones que únicamente podrían provenir de los empresarios, 
y que el nivel de inversión que éstos faciliten, en último término, de- 
pende de su capacidad de ahorro. El argumento se basa en el supuesto 
de una armonía preestablecida que iguala ahorro a inversión. A mayor 
ahorro, mayor inversión, y a la inversa. Como corresponde a la ideo- 
logía de frugalidad, propia del puritanismo que alentó al capitalismo 
en sus orígenes, las inversiones empresariales provendrían de la virtud 
del ahorro individual. Ahora bien, el ahorro se acumula en los sectores 
sociales con ingresos altos, la inmensa mayoría de la población que vive 
de salarios bajos ya hace bastante con llegar a fin de mes. Como puso 
Keynes de manifiesto el aumento o disminución del ahorro no depen- 
de de ninguna virtud personal que tendría que ser recompensada, sino 
exclusivamente de la acumulación de ganancias y de las posibilidades 
objetivas de inversión. «El dilema de los países ricos es que cada vez es 
más difícil encontrar una salida para los ahorros»*, una observación que 
no ha perdido nada de actualidad, ya que parece consustancial con el 
capitalismo. La dificultad radica en invertir de forma que quede garan- 
tizado un máximo beneficio. 

La economía establecida proclamaba que para asegurar la prospe- 
ridad bastaba con aferrarse al patrón oro en la política monetaria, al 


8. Ibid., p. 42. 
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librecambio en las relaciones comerciales entre los Estados y a la fle- 
xibilidad de precios y salarios acorde con la fase del ciclo económi- 
co. Keynes insiste en que no es forzoso que el ahorro sea destinado a 
nuevas inversiones, como tampoco un excedente de ahorro comporte 
un aumento del consumo personal. Critica el supuesto de que con la 
producción —más salarios y ganancias— aumente siempre la demanda, 
más consumo e inversión. Keynes pone en tela de juicio una correspon- 
dencia automática entre ahorro e inversión, cuando la realidad econó- 
mica muestra desequilibrios constantes entre ahorro e inversión, con 
las consiguientes fluctuaciones en el empleo. Los ingresos no hay que 
diferenciarlos por su origen —salarios o beneficios— sino por su des- 
tino —consumo o inversión—. La compleja relación entre inversión y 
consumo es en Keynes un tema crucial para cuya solución recurre a los 
factores subjetivos —expectativas de ganancia— más que a objetivos 
que pudieran fijarse de antemano. 

Las inversiones dependen, más que de la virtud del ahorro, o de la 
liquidez disponible, de las expectativas sobre la evolución de la deman- 
da global. Cuando los recursos materiales y humanos están ocupados, 
el ahorro podrá ser una virtud, pero en una economía estancada con- 
tribuye incluso a ahondar la crisis. Con su acostumbrada ironía Keynes 
comenta que la ciencia económica sería inútil si lo único que dijera 
en épocas agitadas es que, cuando pase la tempestad, volverá la calma 
con un nuevo equilibrio. Lo que hay que saber es cómo debemos com- 
portarnos durante la borrasca para superarla con los menores costos 
sociales. 


Ocupación plena de los recursos 


Una deficiencia manifiesta del capitalismo es que con tantas necesi- 
dades por cubrir deje ociosos recursos materiales y humanos. Para 
los liberales el desempleo desaparecería si se redujesen los salarios y 
bajasen los precios, volviendo de por sí al punto de equilibrio. Pero, 
como señala Keynes, para que disminuya el paro tiene que aumentar 
la demanda global que a su vez depende del consumo y de la inversión 
globales. El consumo está ligado a la renta nacional; por lo que la va- 
riable clave es la inversión que, gracias a sus efectos multiplicadores, 
arrastra consigo a la renta nacional y al empleo. El remedio que ofrece 
para facilitar la utilización Óptima de los recursos se refuerza al hacer 
suyo el concepto de multiplicador”, que introdujo un joven economista 


9. Así se conoce el impacto en el volumen de la renta nacional que trae consigo una 
variación en la inversión. 
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Richard Ferdinand Kahn (1905-1989), en su trabajo La relación de la 
inversión interna con el desempleo": 


Si el nuevo gasto es adicional y no meramente sustitutivo de otro gasto, 
el incremento del empleo no se detiene ahí. Los salarios adicionales y 
las otras rentas pagadas se gastan en compras adicionales que a su vez 
originan más empleo"". 


Efecto multiplicador que, claro, va perdiendo impulso por la su- 
bida de los precios, con la correspondiente disminución del consumo, 
o por la compra de productos importados, y por otros factores, que 
habría que considerar en cada etapa, por los que una parte de la renta 
invertida no implica ya un aumento de empleo. 

Toda inversión tiene un riesgo y exige una expectativa positiva pre- 
via, ya que siempre cabe posponerla. Los vaivenes de las expectativas, 
con momentos de pesimismo o de optimismo, cambian con excesiva 
rapidez. La inversión privada no acude cuando más se necesita, sino 
cuando las expectativas de ganancia son mejores. El sistema por sí no 
es capaz de crear los equilibrios entre oferta y demanda, inversión y 
empleo, de ahí que en momentos de recesión sea indispensable que 
el Estado invierta. Hay que tener muy en cuenta que el desempleo no 
proviene de un fallo del mercado, sino que es la consecuencia del mer- 
cado mismo, por lo que no cabe resolver el problema acudiendo al mer- 
cado. Ahora bien, en cuanto las políticas estatales hayan restablecido el 
pleno empleo, el mercado es el instrumento óptimo para asignar bie- 
nes y servicios. En determinadas coyunturas la única salida a la crisis 
es que el Estado se encargue de un tipo de inversión que, al aumentar 
rentas y empleo, mejore de tal forma las expectativas que la empresa 
privada vuelva a invertir. 


Tipo de interés para mantener un empleo alto a lo largo del ciclo 


El interés es un fenómeno monetario, asociado a la preferencia por dis- 
poner de activos líquidos, y dependiente, no tanto de los dividendos que 
paguen las compañías que cotizan en bolsa, como de las expectativas 
futuras que se tengan, que por el mismo hecho de tenerlas se autocon- 
firman. Si las expectativas son positivas, aumenta la demanda y la bolsa, 
efectivamente, sube; si se teme bajadas, muchos tratarán de desprenderse 
de acciones y éstas bajarán. El tipo de interés del dinero líquido está en 


10. R. F. Kahn, «The Relation of Home Investment to Unemployment»: Economic 
Journal LXI (1931), pp. 173-198. 
11. J. M. Keynes, The Means to Prosperity, MacMillan, London, 1933, p. 9. 
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relación con los dividendos de las acciones, dinero semilíquido, y ello 
aconseja la intervención en bolsa de los Bancos centrales, comprando 
valores para mantener una tasa baja de interés que facilite la inversión. 
Según sea la tasa de interés, así será la parte, mayor o menor, que se de- 
dique al consumo individual o a la inversión. Únicamente un interés bajo 
moviliza la inversión hasta el nivel de la ocupación plena. 

Las técnicas monetarias para mantener un tipo bajo de interés, aun- 
que exigen conocimientos muy especializados, plantean menos proble- 
mas burocráticos que la inversión directa del Estado, aunque esta última 
surta efectos más amplios y sobre todo mucho más rápidos. En momen- 
tos de profunda depresión no hay alternativa a la inversión masiva del 
Estado. Un gasto tan cuestionable como el militar, puede suprimir el 
paro a gran velocidad, como puso de manifiesto la Alemania de Hit- 
ler. Keynes llega a pensar que incluso el gasto más absurdo sirve para 
reanimar la coyuntura, y nada hay tan negativo como las políticas de 
contención del gasto en momentos de depresión. 

El mérito de Keynes es haber fundamentado en la teoría lo que 
parece de sentido común. Desde los postulados de la economía esta- 
blecida, la propuesta de que el Estado «cebase la bomba» con grandes 
inversiones sonaba escandaloso, pero muchos por sentido común ya 
habían caído en la cuenta. Lloyd George defendía en 1924 la construc- 
ción de obras públicas como la mejor forma de luchar contra el paro. 
La experiencia de la Gran Guerra que creó por vez primera el pleno 
empleo marcaba la dirección que había que tomar. 

Keynes es muy consciente de las dos grandes deficiencias de la eco- 
nomía capitalista: la incapacidad de ofrecer empleo a todos los que lo 
necesiten y una distribución de la riqueza desigual y arbitraria". Dos 
cuestiones que setenta años más tarde siguen sin resolverse. Pese a que 
la política fiscal las haya corregido en parte, en este campo pronto se 
alcanza un límite que no puede sobrepasarse, aquel en que, al dismi- 
nuir la necesaria relación entre riesgos y ganancias, deja de ser atrac- 
tiva la actividad económica, lo que ya únicamente invita a la evasión de 
capitales. La frugalidad ahorrativa de los ricos no es suficiente para 
ocupar todos los recursos materiales y humanos disponibles. Al fin y 
al cabo, el ahorro no es el presupuesto de la inversión, más bien a la 
inversa. Tampoco un interés alto, que sólo beneficia a los rentistas, sino 
uno bajo, es el que moviliza la inversión hasta el nivel de la ocupación 
plena. El Estado tiene que ejercer una influencia orientadora sobre la 
propensión a consumir, acudiendo a la política fiscal y fijando las tasas 
de interés. El proceso económico no se autorregula por sí mismo, sino 


12. J. M. Keynes, Teoría general de la ocupación, el interés y el dinero, FCE, México, 
71965, p. 328. 
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que es indispensable una política económica que vaya corrigiendo los 
desequilibrios según vayan apareciendo: 


El Estado tendrá que ejercer una influencia orientadora sobre la pro- 
pensión a consumir, a través de su sistema de impuestos, fijando la tasa 
de interés y, quizá, por otros medios. Por otra parte, parece improbable 
que la influencia de la política bancaria sobre la tasa de interés sea sufi- 
ciente por sí misma para determinar otra de inversión óptima. Creo, por 
tanto, que una socialización bastante completa de las inversiones será el 
único medio de aproximarse a la ocupación plena”. 


He aquí la contradicción que Keynes no pudo superar. Propone, 
por un lado, «una socialización de las inversiones» y, por otro, afanarse 
en escapar a los males económicos, sociales y políticos que tendría una 
economía estatalizada. Poco más adelante escribe: 


No es la propiedad de los medios de producción la que conviene al Esta- 
do asumir. Si éste es capaz de determinar el monto global de los recursos 
destinados a aumentar esos medios y la tasa básica de remuneración de 
quienes los poseen, habrá realizado todo lo que le corresponde. 


Implícitamente queda así de manifiesto que la socialización de las 
inversiones es el único camino que lleva a la ocupación plena, pero es 
inalcanzable en el capitalismo. Como veremos en el próximo capítulo, 
la relación de fuerzas entre las clases ha impedido que pudiera llevarse 
a la práctica el control de las inversiones. Consustancial con el capita- 
lismo es la libertad del propietario de invertir su dinero como mejor le 
parezca. Con todo, el mensaje que Keynes transmite es que el mundo 
no tolerará por mucho tiempo el desempleo que iría unido a un capi- 
talismo individualista, máxime cuando, acudiendo a sus recetas, cabría 
curar la enfermedad conservando al mismo tiempo la eficiencia y la 
libertad. Que sea así es lo que no pueden creer sus críticos. 


WILLIAM HENRY BEVERIDGE 


Si a Keynes debemos la teoría económica del Estado de bienestar, su 
puesta en marcha institucional en buena parte es un proyecto de William 
H. Beveridge, un economista que se le había adelantado en el tema del 
desempleo** y con el que mantuvo hondas diferencias. Beveridge nace 


13. Ibid., p. 333. 
14. El primer libro de Beveridge trata del desempleo: Unemployment: A problem of 
Industry, Longmans, Green and Co., London/New York, 1909. 
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en 1879, hijo de un juez británico destinado en la India, donde pasó 
la niñez. En el Balliol College de Oxford estudia cuatro años filología 
clásica, como corresponde a un gentleman, y derecho por consejo de su 
padre. Empieza su autobiografía" recordando la enorme impresión que 
le causó unas palabras de Edward Caird, el master del colegio: 


Mientras estén en la universidad, su primer deber es educarse, nada de 
política, ni filantropías. Pero cuando hayan aprendido todo lo que les 
ofrece Oxford, entonces alguno de ustedes tendrá que averiguar por 
qué en una Gran Bretaña tan rica continúa existiendo tanta pobreza, y 
cómo esto podría remediarse (p. 9). 


Lo malo es que, como comenta Beveridge, el decano no aclaraba 
cómo podría ganarse uno la vida dedicado a estudiar las causas de la 
pobreza. 

En ningún caso el joven Beveridge quería seguir las huellas de su 
padre como profesional del derecho, así que, terminados los estudios, 
fiel a una decidida vocación social, se refugia en el Toynbee Hall. En 
la barriada pobre de Whitechapel, al este de Londres, así se llamaba a 
una especie de residencia de profesores y posgraduados, en su mayoría 
provenientes del Balliol College, dispuestos a estudiar los problemas 
sociales del barrio, así como a ayudar a los vecinos que tomasen con- 
tacto con los residentes. La institución, fundada en 1889 y que aún 
existe, lleva el nombre de Arnold Toynbee (1852-1883), un economista 
comprometido con la clase obrera, que había estudiado también en 
el Balliol College, tío del famoso historiador, con el que a veces se le 
confunde. Toynbee murió a los treinta años; sus famosas conferencias 
sobre la «revolución industrial»!'*, de las que proviene una denomina- 
ción que resultaría tan exitosa, se publicaron póstumamente. De 1903 
a 1905 Beveridge fue el subdirector de Toynbee Hall, institución que 
califica de «escuela de posgrado en humanidad» (p. 29), centrándose 
en el estudio del mayor azote del barrio, el desempleo, otra cara del 
trabajo eventual, tema al que va a dedicarse de por vida. 

En 1905 es nombrado miembro de la comisión que estudia el des- 
empleo en Londres (a lo largo de su vida va a participar en muchas y 
una le hará famoso) y vive del Morning Post, un periódico conserva- 


15. Beveridge escribió una detallada autobiografía, centrada en su actuación pública, 
que es la fuente principal del resumen que hago de su labor (Lord Beveridge, Power and 
Influence, Hodder and Stoughton, London, 1953). Las cifras entre paréntesis se refieren 
a las páginas de este libro. Una buena biografía es la de J. Harris, William Beveridge, A 
Biography, Clarendon Press, Oxford, 1997. 

16. A. Toynbee, Lectures on the Industrial Revolution in England [1884], Kessinger 
Publisher, London, 2004. 
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dor en el que se especializa en cuestiones sociales y en el que, según 
nos dice, no escribió una sola línea de la que no estuviera convencido 
(p. 50). De este período provienen los contactos con los fabianos, sobre 
todo con Sidney y Beatrice Webb, con los que, pese a que a menudo dis- 
crepara de las posiciones políticas del ilustre matrimonio, mantendrá 
una relación amistosa toda la vida. En 1907 hace un viaje a Alemania 
para estudiar una seguridad social que entonces se tenía por modélica. 
«Tuve que esperar treinta y cinco años para utilizar en el Beveridge Re- 
port lo que aprendí en 1907» (p. 58). 

En junio de 1908 ingresa en la administración pública, en el Board 
of Trade (desde 1970 Ministerio de Industria y Comercio), que enton- 
ces se ocupaba de ámbitos tan diversos como el comercio y la industria, 
los ferrocarriles, las patentes o las pocas cuestiones laborales que eran 
competencia del Gobierno, en primer lugar, las estadísticas y la media- 
ción conciliadora en los conflictos. El presidente de la institución era 
el conservador Winston Churchill, que con gran escándalo colaboraba 
con el ala izquierda del liberalismo en el poder”. La publicación en fe- 
brero de 1909 de su libro sobre el desempleo le convierte de inmediato 
en el especialista británico de tema tan crucial. En 1910 se encarga de 
organizar la intermediación entre la oferta y la demanda de trabajo (la- 
bour exchange), poniendo en marcha las primeras oficinas públicas de 
colocación. Los años en los que Beveridge trabaja en el Board of Trade 
son decisivos en la historia de la seguridad social británica, ya que en 
ellos se prepara la National Insurance Act de 1911 que impulsó Lloyd 
George, y que en su segunda parte por vez primera incluye el seguro 
de desempleo, una innovación imprescindible para que el Estado social 
desemboque en el de bienestar. 

Conviene recordar que ante el seguro de desempleo que se intro- 
duce de manera tímida muy diferentes eran las posiciones entonces 
enfrentadas. Unos consideraban el paro un accidente más de los que 
ocurren en el proceso productivo, por lo que la responsabilidad recaía 
exclusivamente en el empresario. En consecuencia, habría que compen- 
sar al obrero despedido, según prescribía la ley de accidentes laborales 
(Workmen's Compensation Act). Otros, al contrario, pensaban que si 
el trabajador se queda sin empleo, era únicamente culpa suya. Lo pier- 
de el que no cumple satisfactoriamente y, además, todo el que quiere 
trabajar encuentra siempre un puesto apropiado a su capacidad. Si está 
en paro es porque, en el fondo, rehuye trabajar. Una tercera posición 


17. Beveridge escribe entonces de Churchill que «la personalidad de un ministro en 
unos pocos meses cruciales puede cambiar el curso de la legislación social» (W. Beveridge 
Unemployment. A Problem of Industry, 1909, p. 264). Durante la segunda Guerra Mun- 
dial, sin embargo, las relaciones entre ambos no fueron nada cordiales. 


218 


KEYNES Y BEVERIDGE 


insistía en que el desempleo sobrepasa con mucho la responsabilidad 
de empresarios y trabajadores. Al tratarse de una cuestión nacional, el 
Estado tendría que resolverla, pagando un subsidio a todos los desem- 
pleados. Un cuarto grupo criticaba la solución anterior por inviable, ya 
que de hecho implicaría una invitación a no trabajar, que traería con- 
sigo una producción a la baja y unos costes para el Estado en continuo 
ascenso. De algo por lo menos estaban seguros: el seguro de desempleo 
no podrá pagarse sin que el Estado obligue a aceptar al parado el em- 
pleo que le ofrezca. Y si el Estado está obligado a ofrecer un puesto de 
trabajo y los trabajadores a aceptarlo, no haría ninguna falta un segu- 
ro de desempleo para aliviar una situación que no puede presentarse. 
Posición que implicaba de hecho la socialización de la economía y que 
defendían socialistas como los Webb, mientras que Beveridge, y con 
él la Administración, proponían un seguro de desempleo, financiado 
a partes iguales, por el empresario y el trabajador, para el caso en que 
quedara en paro el que hubiera pagado las cuotas correspondientes. 

En 1915 se crea el Ministerio de Armamento (Ministry of Muni- 
tions) y Beveridge es nombrado vicesecretario general, con el encargo 
específico de proporcionar a la industria bélica la mano de obra nece- 
saria. Como hemos visto, la guerra trastoca por completo las relaciones 
laborales, al suprimir la libertad del trabajador a elegir o a abandonar 
un puesto de trabajo, así como la de negociar salario y demás condicio- 
nes laborales. Los sindicatos aceptaron incluso la prohibición de decla- 
rar huelgas. La contrapartida es que por vez primera se logra el pleno 
empleo, algo a lo que las clases trabajadoras ya no querrán renunciar 
nunca. En 1916, se elige a Lloyd George premier, al que Beveridge 
considera «sin comparación la figura más importante de la guerra y el 
que más contribuyó a que se ganara» (p. 160). Del Board of Trade se 
desprendren tres nuevos ministerios, el de Trabajo, el de Alimentación 
y el de Marina Mercante. Beveridge reparte su actividad entre los dos 
primeros. Acabada la guerra, después de haberse ocupado de organizar 
los suministros básicos en Austria, Checoslovaquia y Hungría, en 1919 
se despide del servicio público, y es nombrado director de la Escuela 
londinense de Economía y Ciencia Política (London School of Econo- 
mics and Political Science). 

La Sociedad Fabiana, y en especial el matrimonio Webb, convenci- 
dos de que un estudio objetivo de las cuestiones económicas y políticas 
promocionaría las ideas socialistas, fundaron en 1895 la Escuela lon- 
dinense de Economía y Ciencia Política, vinculada a la Universidad de 
Londres. Durante los dos primeros decenios el crecimiento fue lento 
y la influencia limitada. Las nuevas expectativas de «un mundo mejor» 
al alcance de la mano, que se abrieron al terminar la primera Guerra 
Mundial, impulsan con fuerza a la Escuela londinense, dirigida por 
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Beveridge. En los dieciocho años que estuvo al frente la Escuela alcan- 
zó el rango que ocupa hasta nuestros días. En 1937, Beveridge había 
perdido las ilusiones que le llevaron a Londres y esperando contar con 
más tiempo para escribir, acepta la dirección del University College de 
Oxford. 

En 1919, muchos pensaron que empezaba una nueva era de justi- 
cia, paz y de prosperidad; los pueblos no habrían pagado en vano tan 
altísimo precio en vidas humanas. En 1930 la depresión había arrum- 
bado las expectativas surgidas en la inmediata posguerra, que el ascenso 
de Hitler al poder terminó por aniquilar por completo. Beveridge pone 
énfasis en que, con el derrumbe general de toda esperanza en un mundo 
mejor, también se habría desplomado una idea inductiva de las ciencias 
sociales, basada en la observación. Beveridge colocaba a las ciencias so- 
ciales, incluida la economía, más cerca de la biología que de las cien- 
cias deductivas especulativas, como las matemáticas o la filosofía**. En 
la lección de despedida como director de la Escuela londinense, que 
lleva por título El lugar de las ciencias sociales en el conocimiento hu- 
mano, lamenta el éxito de la Teoría general del empleo, el interés y el 
dinero, un libro que trastoca los fundamentos de la teoría económica, 
como Einstein lo había hecho con la física de Newton y la geometría 
de Euclides, pero mientras que el autor de la teoría de la relatividad 
parte de la observación de algunos hechos que no encajan en la física 
tradicional, Keynes no partiría de hecho alguno, sino de redefiniciones 
de los conceptos, que no se basan en hechos observables que lo avalen 
(p. 253). Para rebatir las que consideraba meras especulaciones de Key- 
nes, Beveridge escribió un Analysis of Unemployment, que evidenciase 
su opinión de que había que tratar el desempleo desde la observación 
de los hechos, y no especulando con los conceptos (p. 259). 

Basándose en los hechos observables pretende también dar cuenta de 
las oscilaciones del ciclo económico, del paso de los momentos de auge a 
los de depresión, en un artículo que para su publicación envía a Keynes, 
el editor de la revista Economic Journal. Éste le contesta que el artículo 
encaja en la sección de historia económica, pero Beveridge insiste en que 
su texto es teoría, tal como a partir de los hechos observables debería 
hacerse, y no como Keynes la entiende, especulando sobre los conceptos. 
En marzo de 1939 el Economic Journal, dando un ejemplo magnífico 
de tolerancia intelectual, publica el artículo de Beveridge, centrado en 
rebatir la concepción keynesiana del análisis económico, en la sección de 
teoría, tal como se empeñó el autor del artículo (p. 260). 


18. En su autobiografía Beveridge dedica tres capítulos, uno al fin del sueño de jus- 
ticia y libertad, al fin del sueño de la paz, y el tercero a una nueva ciencia social basada en 
la observación de los hechos. 
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Al comenzar la segunda Guerra Mundial, incomprensiblemente 
ningún ministerio llama a su servicio a los «perros viejos», como Roy 
Harrod” llama a la vieja guardia de economistas que había desempeña- 
do un papel crucial en la primera contienda, entre los que, además de 
Keynes y Beveridge, cuenta a Walter Layton y Arthur Salter. Todos ellos 
se reunían en Gordon Square, 46, el domicilio de Keynes en Londres, 
para discutir los problemas económicos de la guerra y poder así dar un 
consejo a la institución que lo pidiera. Layton fue el primero que a co- 
mienzos de 1940 pasó al Ministerio de Abastecimiento; en julio, Keynes 
volvió al Tesoro, que no había pisado desde que fuera expulsado en 1919, 
encargado ahora de negociar los empréstitos con Estados Unidos. Por 
las mismas fechas Ernest Bevin llama a Beveridge para que colabore en 
un departamento de bienestar que quiere montar con los inspectores 
de fábrica. Beveridge no se muestra interesado en el proyecto e insiste en 
que su campo es organizar los recursos humanos, pero al final acepta, 
convencido de que en tiempos de guerra no podía rechazar cualquier 
misión que se le encomendase. En la primera guerra Beveridge es un 
funcionario; en la segunda, un profesor de Oxford que colabora con 
el Gobierno. A esta diferente situación profesional atribuye el distinto 
papel que desempeñó en las dos guerras. 


El Informe Beveridge 


El 10 de junio de 1941 el ministro sin cartera de la Reconstrucción puso 
en pie una comisión en la que participan once delegados de los distintos 
ministerios, presididos por el independiente Sir William Beveridge, con 
el encargo de presentar, partiendo de una revisión crítica de la seguri- 
dad social, las recomendaciones pertinentes para mejorarla. Pese a ser 
un trabajo colectivo, el famoso Informe Beveridge”, en 1942, lo firmó 
únicamente el presidente, porque al ser funcionarios los demás miem- 
bros, hubieran necesitado la autorización de los respectivos ministros, 
lo que hubiera retrasado, si no paralizado por completo, la publicación. 
El interés histórico de este Informe radica en que describe las líneas ge- 
nerales del Estado de bienestar, tal como en los años cincuenta y sesenta 
se levantó en el Reino Unido. 


19. R. Harrod, The Life of John Maynard Keynes, W. W. Norton, New York/London, 
1951, p. 489. 

20. Social Insurance and Allied Services. Report by Sir William Beveridge, The Mac- 
millan Company, New York, 1942. Le edición que manejo es una reproducción fotográfica 
de la edición oficial inglesa. Las cifras en paréntesis corresponden a las páginas de esta 
edición. Hay traducción al español Seguridad social y servicios afines. Las bases de la segu- 
ridad social, FCE, México, 21946. 
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El Informe empieza elogiando la seguridad social británica, como 
una de las mejores del mundo, pero aun así, no habría podido evitar 
que una parte importante de la clase obrera viviera por debajo del um- 
bral de la pobreza. En tres cuartas partes de los casos se debe a que 
los ingresos se interrumpen (trabajo eventual) o se pierden definitiva- 
mente (desempleo). El objetivo de la seguridad social es garantizar a 
todos y en todas las circunstancias, sin límite temporal, un subsidio 
que asegure una vida digna, o si se quiere, se trata nada menos que 
de erradicar definitivamente la pobreza. Ya en un plano concreto, el 
Informe detecta los dos mayores déficits del sistema británico: los ser- 
vicios médicos de ningún modo son satisfactorios y los trabajadores 
autónomos, a menudo en peor situación que los asalariados, quedan 
fuera de la seguridad social. 

Cuatro son los principios básicos en los que se fundamentan las re- 
comendaciones, por lo demás muy detalladas, que el Informe ofrece. 
1) Los intereses sectoriales no deben influir, y menos empequeñecer las 
propuestas. La guerra había abierto un proceso de cambios profundos, 
y en tiempos revolucionarios de nada sirve conformarse con remien- 
dos. Las reformas valen si se hacen a fondo. 2) La seguridad social es 
el aspecto más importante del progreso social que, en último término, 
consiste en garantizar a todos ingresos suficientes a lo largo de toda la 
vida. De ahí que el objetivo sea eliminar los que Beveridge llama los 
cinco males que todavía afectan a un buen número de ciudadanos: 
miseria, que se define por la imposibilidad de cubrir las necesidades bá- 
sicas, enfermedad, ignorancia, desamparo y desempleo. 3) La seguridad 
social no debe recaer únicamente sobre las espaldas del Estado. Pieza 
fundamental es que los beneficiados contribuyan con sus aportaciones 
a su sostenimiento, sin que ello sea óbice para que el Estado no rellene 
los huecos que deje el sistema con ayudas especiales. 4) Al organizar la 
seguridad social, el Estado ha de tener buen cuidado en no debilitar la 
iniciativa ni la responsabilidad individual. Ha de establecer un mínimo 
para todos, pero dejando amplio espacio para que cada cual pueda su- 
perarlo con el esfuerzo personal. 

Desde estos principios, las principales propuestas del Informe son: 
1) La seguridad social ha de llegar a todos los ciudadanos y cubrir todos 
los posibles sucesos que lleven a una disminución o pérdida del ingreso 
por enfermedad, accidente, invalidez, desempleo o vejez. En este sen- 
tido la pretensión del Informe es universal, en cuanto ha de garantizar 
todas las incidencias que lleven a quedarse sin ingresos, y ha de alcanzar 
a todos, sea cual fuere la historia de cada persona necesitada, sin lími- 
tes temporales, las ayudas se han de recibir mientras se necesiten para 
vivir. Empero en la aplicación de la universalidad de las prestaciones es 
preciso tratar de manera diferente situaciones diferentes. En este sentido 
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el Informe distingue seis grupos, que reciben un tratamiento distinto: 
a) asalariados, con un puesto de trabajo; b) empleados, comerciantes, 
trabajadores autónomos; c) amas de casa, es decir, mujeres casadas en 
edad de trabajar; d) parados, personas en edad de trabajar que no tienen 
trabajo; e) niños y jóvenes, que no han llegado a la edad de trabajar; 
f) personas que han sobrepasado la edad de trabajar. 2) Como todos los 
seguros, también la seguridad social se nutre de las aportaciones de los 
asegurados, pero su carácter obligatorio la distingue de los privados. La 
seguridad social ha de ser financiada por los beneficiarios, patronos y 
asalariados, aunque en determinadas ocasiones quepan ayudas fiscales. 
3) La seguridad social debe garantizar en todas las circunstancias y para 
todos unos ingresos mínimos que permitan vivir dignamente. El Infor- 
me no da cifras concretas, porque la cantidad que se considere mínima 
cambia según las regiones y además ha de establecerse con criterios que 
se acoplen a los tiempos. Según aumenta la riqueza de un país, hay que 
colocar más alto el listón de lo que se considera mínimo para vivir. 

Una seguridad social, como la que el Informe propone, que alcan- 
ce a todos, que su costo no recaiga exclusivamente en el fisco y que 
garantice unos ingresos mínimos dignos, exige algunas reformas en la 
organización de los servicios. La principal, centralizarlos en un Minis- 
terio de la Seguridad Social, dejando aparte los servicios médicos, de 
los que se encargará un Ministerio de Salud, ambos de nueva creación. 
La centralización de los servicios en dos ministerios no significa que no 
haya que proseguir con la política de descentralización, integrando a las 
agencias locales existentes y ampliando su número. Los dos ministe- 
rios, coordinados por un comité conjunto, han de emplear un personal 
especialmente preparado para tratar con seres humanos. El objetivo es 
eliminar los cinco males que ha enumerado Beveridge, pero se ha de 
poner un acento especial en la salud corporal y en el desarrollo inte- 
lectual de la población. Precisamente, salud y educación son los dos 
bienes indispensables al progreso económico y al bienestar social. 

Las familias deben de ser subvencionadas con cargo al Estado, con 
ayudas en proporción al número de hijos. El salario se basa en lo que el 
trabajo produce, y en muchas actividades no garantiza el sostenimiento 
de una familia numerosa. De ahí que el Estado esté obligado a evitar 
que el número de hijos lleve a la pobreza, sobre todo porque de la tasa 
de natalidad dependería en buena parte el progreso social. También se 
recomienda muy en especial ampliar los servicios médicos, incluyendo 
la medicina preventiva y la rehabilitación. Pero la cúspide del edificio, 
el elemento que convierte el Estado social en Estado de bienestar, es 
que ponga en marcha una política de mantenimiento del pleno empleo. 
Sin pleno empleo no se puede financiar el sistema social en los términos 
descritos. Un paro masivo se llevaría la mayor parte de la capacidad 
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financiera del Estado en gasto social. El fundamento último sobre el 
que se levanta el Estado de bienestar es el pleno empleo. 

Pero, como el pleno empleo no proviene sin más del libre desen- 
volvimiento del mercado, siendo la pieza básica del Estado de bienes- 
tar, a las instituciones que se ocupan de la seguridad social corresponde 
supervisar la política de empleo. «El desempleo, tanto por el aumento 
del gasto que implica las ayudas, como por reducir los ingresos de las 
personas ocupadas, es la peor forma de despilfarro» (p. 163). Los cos- 
tos de la seguridad social son altos, pero al fin soportables con el pleno 
empleo. El Informe insiste en las razones por las que no cabe un modelo 
satisfactorio de seguridad social sin pleno empleo, concepto que implica 
un máximo del 3% de desocupados. Condiciona el subsidio de desem- 
pleo a que exista una perspectiva de empleo en la actividad que hubiere 
ejercido el parado, o a que acepte entrenarse para otro oficio, pero ob- 
viamente estas condiciones no se cumplen cuando nos enfrentamos a un 
desempleo masivo que se cuente por millones. El subsidio de desempleo 
funciona durante un corto tiempo; pero a la larga, y sobre todo si au- 
menta considerablemente el paro, aunque se mantengan las ayudas eco- 
nómicas, deja de ser eficaz, debido a la desmoralización generalizada que 
el paro produce, con graves daños para la cohesión social. A la larga el 
paro es insostenible, y no sólo por el despilfarro y los costos que implica, 
aunque, por otro lado, no quepa suprimirlo sin una política económica 
que devuelva al Estado la función que le corresponde. 


Repercusión del Informe 


El éxito fue tan inesperado como grandioso. En una encuesta hecha dos 
semanas después de su publicación, diecinueve de veinte adultos habían 
oído hablar del Informe y a la inmensa mayoría les entusiasmaba. Quedó 
bien claro, si es que necesitaba corroboración, que a lo que la gente aspi- 
ra, y nada ha cambiado desde entonces, es a un puesto seguro de trabajo 
con unos ingresos que permitan vivir dignamente, sabiendo que en caso 
de enfermedad, accidente, invalidez o vejez se cuenta con las ayudas per- 
tinentes. Desde el primer momento los sindicatos, el partido laborista y 
el partido liberal apoyaron el Informe. Incluso en el partido conservador 
surgió un grupo de jóvenes diputados, Tory Reform Committee, empeña- 
dos en promover su pronta aprobación parlamentaria. El Consejo britá- 
nico de Iglesias también se manifestó a favor «por estar en consonancia 
con los principios cristianos» (p. 323). 

Esta explosión de entusiasmo tal vez se explique en parte también 
porque la publicación del Informe en noviembre de 1942 coincidió con 
un momento de máxima exaltación nacional, al haber conseguido en El 
Alamein la primera victoria importante frente a Alemania. Beveridge, en 


224 


KEYNES Y BEVERIDGE 


el fondo un conservador, tenía el don de convencer a los sectores más 
conservadores de que sólo mantendrían sus posiciones en una sociedad en 
la que nadie padeciera miseria o inseguridad. Únicamente se logra man- 
tener el statu quo, afán principal de los conservadores, si se llevan a cabo 
las reformas pertinentes, tesis que ya se encuentra en el primer teórico del 
conservadurismo, Edmund Burke (1729-1797), en sus famosas Reflexio- 
nes sobre la Revolución francesa (1790). El plan propuesto para fortalecer 
la cohesión social favorecía también a los empresarios y al Gobierno. El 
orden económico, social y político establecido ofrecía sin duda muchas 
ventajas, vinculadas todas a la libertad, pero a la larga únicamente podría 
perdurar si se construye el Estado de bienestar. 

Maynard Keynes felicita a Beveridge por el plan propuesto. Aun- 
que a menudo defendieron tesis incompatibles en la comprensión de la 
ciencia económica, estas diferencias no afectaron a la relación amistosa 
que mantuvieron, máxime cuando ya se veía alguna luz a la salida del 
túnel, y los dos estaban convencidos de que no sólo era necesario, sino 
además factible, levantar un Estado de bienestar que impidiera la repe- 
tición de los errores que se cometieron después de la primera Guerra 
Mundial. Pero no ya cuando se divisaba la victoria, sino incluso en 1930, 
en el peor momento de la «gran depresión», cuando un paro masivo 
era la respuesta del sistema a las aspiraciones crecientes de la clase 
obrera, y pocos creían ya que el capitalismo pudiera sobrevivir mucho 
tiempo, Keynes estaba convencido del futuro espléndido que esperaba 
a la generación de sus nietos, si se llegaba a aplicar una política econó- 
mica correcta. La humanidad sería capaz de «resolver sus problemas 
económicos»?! por vez primera en la historia, así como también por vez 
primera cabría erradicar la pobreza con un sistema de seguridad social 
como el propuesto por Beveridge. 

Todos estaban a favor del Informe, con una excepción importante, el 
Gobierno de Su Majestad. En febrero de 1943, la Cámara de los comu- 
nes lo debatió durante tres días. Pese a estar de acuerdo con casi todo, 
Churchill ordenó que el partido conservador mantuviese distancias, con 
el objetivo de alejar de su aplicación al que había firmado el Informe 
(p. 331). Beveridge no llegó a explicarse la animadversión personal del 
que, en vísperas de la primera Guerra Mundial, había sido su jefe, justo 
la persona que lo había contratado para el Board of Trade, iniciando su 
carrera de funcionario. En Tácito encuentra Beveridge una explicación 
posible. El historiador romano da cuenta de un comportamiento extraño 
de Augusto, incertum metu an per invidiam, «por el miedo o por la en- 
vidia». ¿Acaso Churchill no pudo soportar que la rápida popularidad de 


21. J. M. Keynes, «Economic Possibilities for our Grandchildren», en Essays in Per- 
suasion, cit., p. 364. 
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un economista de segunda se acercase a la del genio político que estaba 
llevando a su país a la victoria? Así al menos explica Beveridge la reacción 
adversa de Churchill, que lo habría hecho sujeto de su odio. Por mi parte 
me inclino a pensar que la oposición radical a ocuparse del futuro pos- 
bélico con un gran debate sobre la seguridad social, se debió a no querer 
distraer la atención del objetivo principal de ganar la guerra. 

En 1945 Churchill pierde las elecciones ante el candidato laborista, 
Clement Atlee, que en su programa electoral había situado la puesta en 
marcha del Informe Beveridge como la primera prioridad. En 1945 los 
británicos votaron a aquellos dispuestos a erigir un Estado de bienes- 
tar, confiando en un partido que habían aprendido a apreciar, al haber 
formado parte del Gobierno de coalición durante la guerra. Ante la 
que Beveridge creyó persecución del Gobierno conservador, le pareció 
oportuno romper con el principio que había mantenido en sus años de 
director de la Escuela londinense de Economía, de que el científico so- 
cial no debería hacer política de partido. Aprovechando su enorme po- 
pularidad, decide empezar una carrera política, luchando por un acta 
de diputado en los Comunes. Tenía varias opciones, presentarse como 
independiente, o bien por el partido laborista, al que había estado muy 
ligado desde su juventud, pero que ahora no le resultaba fácil, dada la 
pésima relación que mantenía con Ernest Bevin, o bien, como al final 
hizo, ser candidato del partido liberal, que no sólo había apoyado el 
Informe desde un principio, sino que, si se confirmase la impresión de 
que estaba recuperándose, le abría una prometedora carrera política. 
El 16 de octubre de 1944, al haber quedado una vacante en el districto 
de Berwick, Beveridge entra en el Parlamento, pero en las elecciones 
generales de 1945 pierde el escaño ante el candidato conservador. Al 
no haberse producido el esperado repunte del partido liberal, su ca- 
rrera política quedó interrumpida a los seis meses. Beveridge, jubilado 
en Oxford, vuelve a sus libros y conferencias, sobre todo en Estados 
Unidos, con tiempo para recorrer el mundo junto con su esposa. 


Paz y pleno empleo 


Los muchos errores de la primera posguerra llevaron a la generación 
de Keynes y Beveridge a preparar mejor la segunda. Beveridge estaba 
convencido de que la reconstrucción de Europa tendría que sostenerse 
en tres pilares: seguridad social, pleno empleo y paz. Al Informe sobre 
la seguridad social de 1942, que tanto éxito tuvo, sigue un segundo 
en 1944, sobre el pleno empleo”? que, sin alcanzar ni de lejos la popu- 


22. W. Beveridge, Full Employment in a Free Society, Allen and Unwin, London, 1944; 
traducción española, La ocupación plena. Sus requisitos y consecuencias, FCE, México, 1947. 
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laridad del anterior, fue muy discutido en los medios políticos e intelec- 
tuales, y un tercero de 1945 sobre el precio de la paz”, que se ocupa de 
un tema hasta entonces ajeno por completo a sus preocupaciones que 
pasó bastante inadvertido. 

Al Informe Beveridge siguió en 1944, Pleno empleo en una sociedad 
libre. El reto es acabar con una lacra que afecta a una buena parte de 
la sociedad, sobre todo a los que menos tienen, sin por ello suprimir la 
libertad económica y política, un efecto negativo que resultaría si, como 
pedía parte de la izquierda, se obligase al Estado a garantizar a cada uno 
un puesto de trabajo. El quid consiste en alcanzar el pleno empleo, sin 
eliminar la iniciativa privada, ni mucho menos el mercado. Se recusa 
explícitamente el modelo soviético en un momento en que gozaba del 
mayor prestigio justamente por haber conseguido el pleno empleo, eso 
sí, al precio de dejar la economía en manos del Estado, con enormes 
costos económicos, sociales y políticos. Con todo, Beveridge propone 
continuar con la planificación del período de guerra para remediar la 
debilidad estructural de la economía británica, propuesta que los labo- 
ristas también recogen en su programa electoral de julio de 1945. 

El Estado de bienestar se levanta sobre el pleno empleo, pero su 
fuerza proviene de no haber sacrificado la propiedad privada, la liber- 
tad económica, ni el mercado, sin los que desaparecerían la libertad 
personal y la política. La libertad es un bien muy superior al pleno 
empleo, sin la que éste de poco valdría. «Si la política de empleo per se 
no requiere de la socialización de la industria, en cambio, sí requiere la 
efectiva subordinación de la inversión privada a la política pública»**, 
tesis que Keynes también había sostenido. En este punto fallaría el Es- 
tado de bienestar, dado que el empresario capitalista no acepta que 
otros dirijan las inversiones. El Estado de bienestar lleva en su entraña 
la contradicción de necesitar, por un lado, el control social de las inver- 
siones, y, por otro, la libertad de iniciativa para el progreso económico 
y social, es decir, un espacio para inventar e innovar, que permita a 
cada cual emplear como quiera los ingresos obtenidos con el esfuerzo 
o la suerte personal. 

El empeño contradictorio es lograr el pleno empleo en una eco- 
nomía libre de mercado, porque en contra de lo que ha predicado la 
economía clásica, no resulta sin más de la libre actuación del mercado. 
El pleno empleo únicamente se logra si el Estado realiza una política 
económica correcta que consiste en mantener una balanza de pagos 
equilibrada, combinar de la manera adecuada el consumo y las inver- 
siones de los particulares con el gasto público, proveniente, tanto de 


23. W. Beveridge, The Price of Peace, Pilot Press, London, 1945. 
24. W. Beveridge, Full Employment in a Free Society, cit., p. 261. 
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los impuestos como de los préstamos, en la cantidad suficiente para 
emplear a toda la fuerza de trabajo prevista. Beveridge propone un plan 
a largo plazo de inversiones públicas, que incluya una cierta regulación 
de las privadas, así como la nacionalización del Banco de Inglaterra, 
el banco central, con el fin de poner en marcha la política monetaria 
apropiada, y un estrecho control estatal de la banca privada. Demanda 
una autoridad estatal que diseñe un plan de localización de las indus- 
trias por todo el país, así como facilitar la movilidad del trabajo en los 
lugares y en las actividades que así lo requieran. A la libertad positiva 
de comportarse en el consumo y en la inversión como los capitalistas 
quieran, ha de corresponder la libertad de los asalariados de verse libres 
del desempleo. Lo esencial del mensaje de Beveridge, válido hasta nues- 
tros días, es que la política social, y en concreto el Estado de bienestar, 
exige una determinada política económica y que, por tanto, no debe 
separarse, como se hace en nuestros días, por un lado, la política eco- 
nómica, en la que no debería inmiscuirse el Estado, de la política social 
que se lleve a cabo dentro de estos parámetros. En el fondo, no hay una 
política social válida sin la correspondiente política económica. 
Aunque sólo indirectamente tenga que ver con el tema que nos 
ocupa —y digo indirectamente porque el conflicto laboral, si se quiere, 
la lucha de clases, pide también una política de paz— y en su tiempo 
pasase sin pena ni gloria y hoy esté olvidada, conviene dedicar unas pa- 
labras a la tercera aportación de Beveridge, El precio de la paz. Lo más 
significativo es que si en los dos informes anteriores sobre la seguridad 
social y el pleno empleo ofrece un plan de acción, ahora no esboza una 
política detallada para mantener la paz mundial, sino que traslada la 
atención a una cuestión previa: cuál es el precio que hay que pagar por 
la paz. No cree realizable, pero tampoco deseable, un Estado mundial, 
pero como el libro se imprime durante la conferencia de Yalta, aunque 
saliera a la luz después de la capitulación de Alemania, trasluce ya el 
acuerdo por una autoridad supranacional, que impida que los Estados 
desencadenen guerras con objetivos nacionales. El mensaje central es 
que la paz es el más alto bien por el que siempre hay que pagar un pre- 
cio. Y sólo pueden pagarlo aquellos que tienen algo que dar; los que 
nada tienen, nada pueden ofrecer por bien tan preciado. El precio de 
la paz se paga en términos de poder y de riqueza y, por tanto, sólo lo 
pueden pagar los poderosos y los ricos. Los poderosos son los únicos 
que pueden utilizar su poder en favor de un orden mundial que a todos 
beneficie, y no para obtener ellos ventajas, y sólo los países ricos pue- 
den llevar a cabo una política de cooperación económica que expanda 
la riqueza por todo el planeta. La enseñanza de dos guerras terribles es 
que sólo promocionando los intereses comunes se favorece los propios, 
porque la alternativa es la destrucción mutua, tanto del rico como del 
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pobre, del débil como del poderoso. Desde esta lógica de que todos ga- 
nan o todos pierden, Beveridge señala como el primer gran error el que 
los cinco grandes en el Consejo de Seguridad se reservasen el derecho 
al veto. Cierto que el mundo de la posguerra tan sólo podrá funcionar 
si los grandes conservan la capacidad de decidir, pero también a nadie 
se le oculta que el derecho al veto abre la posibilidad de que el interés 
particular prevalezca sobre el general, con lo que, en fin de cuentas, no 
se habrían suprimido los enfrentamientos bélicos. 
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Se ha llamado «edad de oro del Estado de bienestar» a los tres decenios 
que van desde el final de la segunda Guerra Mundial a 1972-1973, fecha 
de la primera crisis del petróleo. En rigor, si atendemos al país modélico 
que a este respecto fue Suecia, el comienzo debería adelantarse a 1932, 
año en que los socialdemócratas llegan al poder para un larguísimo tre- 
cho, en el que desplegaron de manera cabal el Estado de bienestar. Pero 
incluso referido a los dos países a los que nos circunscribimos, la Alemania 
de Hitler pudiera servir de ejemplo de un Estado del bienestar muy pecu- 
liar?, y Keynes, en los años treinta, y Beveridge, en los cuarenta, habían 
diseñado algunas de las ideas claves del Estado de bienestar, aunque hasta 
terminada la guerra ambos países no lo hubieran puesto en marcha. 
También se suele mencionar la crisis del petróleo, que cuadriplicó su 
precio en 1972-1973, como el fin del Estado de bienestar, aunque, como 
veremos, hayan sido también otros, y algunos de mucho mayor calado, 
los factores que lo llevaron a su decadencia. La dificultad mayor para 
fijar una fecha final del Estado de bienestar radica en que el declive, 
que en efecto empieza en la segunda mitad de los setenta, ha ido a rit- 
mos muy distintos según los países. De sopetón en la Gran Bretaña de 
Margaret Thatcher, mientras que en Alemania, y sobre todo en Suecia, el 
desmontaje ha transcurrido con mucha mayor lentitud. En los ochenta, 


1. Junto con los éxitos en política exterior, recuperación de la cuenca del Ruhr, 
anexión de Austria y Checoslovaquia, el haber conseguido el pleno empleo a los dos años de 
establecerse el régimen nazi, en buena parte explica la adhesión entusiástica de los alemanes 
a Hitler. Al haber recuperado el puesto de trabajo asisten impávidos a la demolición de las 
instituciones democráticas, consienten la persecución de comunistas, socialdemócratas, sin- 
dicalistas y miran a otra parte ante las discriminaciones, humillaciones y pronto agresiones 
salvajes a la población judía. 


230 


EL ESTADO DE BIENESTAR PROPIAMENTE DICHO 


tal vez en Suecia incluso en los noventa, comienza una nueva etapa que se 
caracteriza por andar a la búsqueda de nuevos modelos de Estado social. 
El eclipse del Estado de bienestar no conlleva el fin del Estado social, algo 
de ningún modo deseable, como sostiene el liberalismo más radical y con- 
secuente, ni mucho menos factible, al menos mientras pervivan formas 
democráticas de organización política y social. La cuestión que se plantea 
hoy en día es qué tipo de Estado social prevalecerá en el futuro. 

Sí existe acuerdo en los hitos que marcan el principio y el fin del 
Estado de bienestar, en cambio, no tanto en cómo se ha de entender este 
concepto, como ya he comentado. A menudo, sobre todo en España, Es- 
tado social y Estado de bienestar se emplean como términos sinónimos. 
En Francia, sin diferenciarlos, se habla del «Estado providencia». Aunque 
el Estado de bienestar se distinga por rasgos propios, lo cierto es que en el 
fondo es tan sólo un desarrollo ulterior del Estado social que bien puede 
subsumirse en un sentido lato de este concepto. No obstante, creo que 
conviene distinguir el Estado social que hemos ido rastreando durante 
siglos, y que toma cuerpo en los años ochenta del siglo XIX en Alemania, 
del Estado de bienestar que en algunos pocos países del norte y centro 
de Europa surge en la primera mitad del siglo XX. Y ello porque permite 
subrayar que el debilitamiento, mengua y ulterior desaparición del Estado 
de bienestar no arrastra consigo al Estado social. 

En el capítulo octavo se argumentó a favor de la tesis de que el Es- 
tado de bienestar es una invención socialdemócrata que la Constitución 
de Weimar describe en sus rasgos fundamentales. La confusión radica 
en que no sólo no lo llamó así, sino que, y esto pesa mucho más, la 
primera república alemana no tuvo la menor posibilidad de edificarlo. 
La nueva concepción de un Estado social, con los caracteres de lo que 
luego sería el Estado de bienestar, no pasó de ser una mera exigencia 
constitucional no cumplida, como también lo fue el tan ensalzado «de- 
recho al trabajo» que recogió por vez primera la Constitución de Wei- 
mar. El término de «Estado de bienestar» (Woblfabrtsstaat) lo empieza 
a emplear la derecha en la República de Weimar para desacreditar una 
Constitución que consideraba que habría cargado sobre el Estado un 
exceso de responsabilidades sociales, con lo que lo hacía inviable?. Los 
ingleses recogen esta denominación insidiosa de la derecha alemana, 
pero dándole un sentido positivo. Welfare state es aquel que procura el 
bienestar de los ciudadanos, antónimo de warfare state, que aplican a la 
«nueva Alemania» nazi, cuyo fin es potenciar el poder militar a costa de 
subyugar a la población. Se antepone la libertad de la nación a la de los 
individuos, y la nación es libre si dispone de vigorosas fuerzas armadas; 


2. También la expresión francesa de «Estado Providencia» tuvo en su origen un 
matiz descalificador. 
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el bienestar de los ciudadanos importa sólo en la medida que contribu- 
ye a la pujanza de los ejércitos. 

Los ingleses introducen el concepto de welfare state, Estado de 
bienestar, muy conscientes de que pretenden algo distinto del Estado 
social heredado, en el que la seguridad social, aparte de que fuese obli- 
gatoria, al ofrecer prestaciones en la medida de lo que se haya apor- 
tado, se comporta como cualquier otro seguro privado. En cambio, al 
margen de lo que cada cual haya contribuido, el Estado de bienestar 
garantiza «de la cuna a la sepultura» unos ingresos mínimos que ase- 
guren vivir con dignidad en todas las eventualidades que se presenten, 
enfermedad, invalidez, vejez, desempleo. De hecho el modelo británico 
de Estado de bienestar, que es el que se expande por el resto de Europa, 
reconoce diferencias en las prestaciones, pero con un mínimo intocable 
para todos, que se considera parte indeleble de la dignidad humana. 

Una vez que se ha diferenciado el Estado de bienestar del Estado 
social del que proviene, conviene distinguir el modelo británico del so- 
cialdemócrata que inventó Weimar y que en su mayor pureza desarrolló 
Suecia. El Estado de bienestar socialdemócrata, apelando al principio de 
solidaridad, cuestiona que las prestaciones hayan de estar en relación 
directa con las contribuciones de cada uno. El modelo socialdemócrata, 
además de garantizar una vida digna, libre del temor a caer en la pobre- 
za, pretende una distribución más equitativa de la renta nacional, como 
medio de llegar a una sociedad igualitaria. No sólo la seguridad social se 
extiende a todos con un mínimo garantizado, como es el caso británico, 
sino que además pretende realizar la igualdad social a que aspira el so- 
cialismo. Lo que caracteriza, en fin de cuentas, al Estado de bienestar 
socialdemócrata es que, lejos de ser una meta en sí mismo, se considera el 
instrumento adecuado para superar gradualmente al capitalismo y avan- 
zar hacia un socialismo en democracia. El modelo británico de Estado de 
bienestar, en cambio, no pretende modificar la estructura social, elimi- 
nando las diferencias entre las clases, aunque la parte más radical del la- 
borismo lo llegase a postular. Con el Estado de bienestar se pretende que 
perdure la estructura social existente, poniendo énfasis en el argumento 
conservador de que la única forma de conseguirlo es garantizando a todos 
una vida digna. El fin último del Estado de bienestar británico no es avan- 
zar hacia el socialismo, sino impedir la revolución social que estallaría si 
una parte de la población fuese arrojada al desempleo y a la miseria. En 
consecuencia, no sólo conviene diferenciar el Estado de bienestar de las 
anteriores formas de Estado social, sino que dentro del primero habría 
que distinguir el modelo británico del socialdemócrata?. 


3. N. Furniss y T. Tilton, The Case for the Welfare State, Indiana University Press, 
Bloomington/London, 1979, pp. 14-21. Los autores reducen el Estado de bienestar al 
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EL MODELO BRITÁNICO DE ESTADO DE BIENESTAR (1945-1975) 


De las diez elecciones generales que se celebraron en estos tres dece- 
nios, seis las ganaron los laboristas y cuatro los conservadores, pero 
estos últimos con mayorías más sólidas que los mantuvieron durante 
diecisiete años en el poder, mientras que los laboristas sólo estuvieron 
trece. De las seis elecciones ganadas por los laboristas, cuatro lo fueron 
por mayorías muy débiles (1950, 1964 y febrero y octubre de 1974) 
pudiendo gobernar con cierto desahogo sólo en dos ocasiones, 1945- 
1950, la etapa de Clement Atlee, sin duda la fundamental en la que se 
implantó el Estado de bienestar y entre 1966-1970, la primera etapa del 
premier Harold Wilson, que más bien contribuyó a desacreditarlo, sin 
que la reacción a favor del Estado de bienestar de su segundo Gobierno 
entre 1974-1976 —en este período se introdujo el «salario social»— lo- 
grara salvarlo. En abril de 1976 dimitió Wilson y le sucedió el también 
laborista James Callagham que, enfrentado a una situación económica 
cada día más difícil, se sintió incapaz de seguir impulsando el Estado de 
bienestar, resignándose a refrendar su derrumbe. 

El Estado de bienestar británico se caracteriza, en primer lugar, por 
haber sido obra conjunta de laboristas y conservadores, lo que en buena 
parte explica las diferencias con el modelo socialdemócrata sueco. Dicho 
con algo más de rigor, si los laboristas lo impulsaron en sus comienzos, 
lo consolidan los conservadores, interesados en no dejar en manos de sus 
contrincantes marca tan popular. No se podía ganar unas elecciones sin 
que el Estado de bienestar no encabezara el programa electoral. Facilitó 
sin duda que laboristas y conservadores se alternasen en la construcción 
del Estado de bienestar el hecho de que durante la guerra los dos gran- 
des partidos hubiesen formado un Gobierno de coalición. Terminada la 
contienda, la sociedad británica seguía aspirando a la cohesión social, y 
sobre todo a la solidaridad ciudadana, vividas durante la guerra. Sin esta 
experiencia compartida en los cincuenta y sesenta, laboristas y conser- 
vadores no hubieran coincidido en el desarrollo del Estado de bienestar, 
colaboración que, en último término, da cuenta de la originalidad britá- 
nica al crear un Estado de bienestar como alternativa a la socialización 
de los bienes de producción que entonces proclamaba la izquierda revo- 
lucionaria, infiltrada incluso en algunos sectores del laborismo. 

A los dos partidos unía el reconocer que la principal aportación 
del Estado de bienestar había sido en momentos muy críticos salvar el 
mercado, con las grandes ventajas que supone en la producción y distri- 


modelo socialdemócrata escandinavo, excluyendo al británico. Prefiero distinguir dos mo- 
delos de Estado de bienestar, el británico y el sueco, con todas las demás formas interme- 
dias como el alemán, el holandés, el austríaco... 
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bución de la riqueza. Al fin y al cabo, fueron economistas, como Keynes 
y Beveridge, nada partidarios del espíritu revolucionario de los tiem- 
pos, los que en los medios académicos promovieron las ideas básicas 
del Estado de bienestar. La intervención del Estado en la economía, am- 
pliando o restringiendo la demanda global, según lo pidiera la coyuntu- 
ra del ciclo económico, parecía el instrumento adecuado para mantener 
el pleno empleo, el cimiento sólido sobre el que se levanta el Estado 
de bienestar, única forma de evitar la catástrofe social y política que se 
produciría, si volviera el paro masivo de los años treinta. Aunque no 
cabía contraponer Estado a mercado, porque todos convenían en que, 
sin la intervención del Estado, ni siquiera podría funcionar el mercado, 
los conservadores, sin embargo, tuvieron siempre una mayor dificultad 
a la hora de trazar una línea nítida entre la necesaria intervención esta- 
tal y la indispensable libertad de los mercados. 


El programa laborista 


No me resisto a exponer las líneas generales del manifiesto electoral 
que el partido laborista presentó a las elecciones de julio de 1945. Se 
trata de un documento de enorme significación histórica por describir 
el Estado de bienestar, tal como lo concibía el laborismo antes de po- 
nerlo en marcha. Ya se sabe que del dicho al hecho hay mucho trecho, 
pero en este caso sí que fueron grandes los esfuerzos por cumplir lo 
prometido. Parte de la idea, que ya nos hemos encontrado en el Keynes 
y el Beveridge de los años cuarenta, de que, terminada la guerra, no 
podían repetirse los errores que se cometieron en la primera posguerra. 
Se insiste en que las guerras las ganan los pueblos, y no una figura caris- 
mática, por brillante que haya podido ser su actuación. Y si la actuación 
del Gobierno fue un factor decisivo para la victoria, es menester tener 
en cuenta que fueron los laboristas los que en 1940 derribaron al Go- 
bierno de Neville Chamberlain para participar en uno de coalición con 
los conservadores que fue el que llevó a la victoria. Sin la política de 
cohesión y solidaridad social practicadas, gracias a la intervención es- 
tatal de la economía —y si no se hubieran llevado a cabo, los laboristas 
se hubieran retirado del Gobierno— no se hubiera logrado vencer a la 
Alemania nazi. Ahora de lo que se trata es de impedir que esta política 
exitosa se sustituya, como ya ocurrió en 1919, por una liberal al ser- 
vicio de los más ricos, con las consecuencias ya conocidas: «nunca tan 
pocos hicieron tanto daño a tantos». El pueblo británico ganó las dos 
guerras, pero esta vez debe tener buen cuidado en no perder la paz. 
La plataforma tory acusaba a los laboristas de ser fanáticos del con- 
trol y de la intervención gubernamental. Los laboristas replicaban que los 
que están contra cualquier forma de control estatal únicamente preten- 
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den dejar vía libre a los ricos y poderosos para que, como hicieron en los 
años veinte, pudieran explotar al resto de la nación. Conviene distinguir 
la libertad del explotador, que sólo busca su ganancia, de la libertad de la 
gente normal que sí precisa una protección que únicamente puede ofrecer 
el Estado. La libertad no es un bien abstracto que se recibe una vez por 
todas, sino que hay que conquistarla todos los días, luchando por ella: 


El partido laborista está a favor del orden y contra el caos que seguiría 
al fin de todo control público. Estamos por el orden, por un progreso 
constructivo, así como contra el caos que supone la anarquía económica 
del cada uno hace lo que le place. 


Desde estas consideraciones generales, los laboristas hacen algunas 
propuestas concretas. La primera, de la que hacen depender todas las 
demás, es lograr «un empleo para todos». Cierto que en teoría todos 
están a favor del pleno empleo, pero los conservadores suelen estable- 
cer condiciones, como el que no se modifique el poder adquisitivo del 
dinero, o que el gasto público se mantenga dentro de estrechos límites, 
que al final lo hacen inalcanzable. La avenencia desaparece en cuanto 
se enuncian los controles que son indispensables sobre las empresas pri- 
vadas para conseguir este objetivo. El pleno empleo depende del éxito 
que tenga el Gobierno en las políticas de inversión y de desarrollo, tanto 
del sector privado como del público: 


Ellos dicen sí al pleno empleo, mientras se obtenga sin interferir dema- 
siado en la industria privada. Nosotros decimos pleno empleo a cual- 
quier precio, y muy bien, si para conseguirlo, es preciso mano dura con 
la industria. La libertad económica de unos pocos no se puede pagar al 
alto costo del paro y miseria de millones. 


El quid está en poner en marcha una política que utilice todos los 
recursos materiales y humanos disponibles. Causa de la depresión y del 
desempleo no es la superproducción, al no poder colocar en el mercado 
todo lo producido, sino un consumo insuficiente, que no es lo mismo. 
En la guerra hemos aprendido a emplear todos los recursos, y hay que 
seguir haciéndolo en la paz. Fundamental es que con un aumento con- 
tinuo de la producción podamos organizar una «distribución equitativa 
y generosa» de lo producido. El pleno empleo demanda una capacidad 
expansiva del consumo, lo que a su vez exige salarios altos en continuo 
aumento, así como de unos servicios sociales eficientes, que constituye 
una parte importante del salario. Un nivel de vida alto que no cese de 
crecer sólo es posible con una producción y sobre todo una producti- 
vidad en aumento, que evite una inflación que se coma una parte cada 
vez mayor de los salarios. 
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Todo esto pide planificar la inversión de las necesidades públicas, 
servicios sociales, viviendas, escuelas, hospitales, centros cívicos, así 
como dirigir la localización de las industrias con el fin de ir igualando 
los niveles de vida por todo el país, suprimiendo las regiones deprimi- 
das. Y si la inversión privada no acude a las zonas más débiles, el Estado 
se encargará de montar las fábricas que se necesiten. Semejante política 
de inversiones públicas exige que «el Banco de Inglaterra, con sus pode- 
res sobre las finanzas, sea propiedad pública, así como las operaciones 
de los otros bancos se armonicen con las necesidades de la industria». 

Hablar en serio del pleno empleo, y no simplemente como un de- 
seo ilusorio, implica, por tanto, una política como la expuesta, pero 
que no podrá mantenerse largo tiempo, si no se asocia a una política 
eficiente que lleve a la economía a crecer a buen ritmo. Pleno empleo 
y alto nivel de vida para todos sólo se alcanzan, y sobre todo duran, si 
funciona una economía altamente eficiente. Y la garantía de que no se 
trata de un sueño irrealizable radicaba en el alto nivel al que Gran Bre- 
taña habría llegado en ciencia y tecnología. La fórmula para mantener 
el pleno empleo sería una política económica correcta, es decir, keyne- 
siana, apoyada en un desarrollo continuo de la ciencia y la tecnología. 

El segundo capítulo del programa laborista lleva por título «Una in- 
dustria al servicio de la nación». La guerra puso de manifiesto que hubo 
industrias que se adaptaron perfectamente a su obligación de maxima- 
lizar la utilización de los recursos, consiguiendo un alto rendimiento, 
mientras que otras fracasaron estrepitosamente. Si una industria cum- 
ple, sirviendo a la nación con una alta productividad, no hay nada que 
decir; pero si es ineficiente y no crea puestos de trabajo, el Estado tiene 
que poner las cosas en su punto. Pero no es éste el único, ni siquiera el 
principal criterio. Existen grandes empresas maduras para pasar a pro- 
piedad pública, otras también grandes que, no estando preparadas para 
su nacionalización, deben estar bajo una exigente supervisión pública 
para que se acoplen a las necesidades de la nación. Entre las más pe- 
queñas existen muchas que cumplen, a las que debe dejarse que hagan 
su trabajo. En ningún caso los laboristas pretenden una estatalización 
de todas las empresas, antes al contrario, están convencidos de que 
sólo la política de control que propugnan puede impedir a la larga el 
colectivismo totalitario. 

Los laboristas respaldan que las empresas energéticas pasen a pro- 
piedad pública. La nacionalización del gas y de la electricidad evitará 
el despilfarro competitivo y abrirá las puertas a una investigación coor- 
dinada, de lo que se beneficiarán muchas otras empresas. El carbón ha 
sido la materia prima principal de la industria británica, hoy propiedad 
caótica de muchos cientos de compañías. Amalgamarlas como propie- 
dad del Estado hará posible modernizar los métodos de producción y 
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mejorar los estándares de seguridad para los mineros. Propiedad esta- 
tal de todas las empresas de transporte interno. No se puede unificar 
los transportes por ferrocarril, carretera, vías aéreas y fluviales sin que 
pasen a manos públicas, eliminando intereses sectoriales y posiciones 
de monopolio. Nacionalización del hierro y del acero, sectores en los 
que predominan monopolios privados que han impuesto precios muy 
elevados, así como han mantenido en activo plantas muy ineficientes. 
La nacionalización de todas estas empresas se hará compensando a los 
propietarios debidamente. 

En lo que respecta a la política social, además de una seguridad 
social que garantice un mínimo de subsistencia para todos en las even- 
tualidades que puedan presentarse —enfermedad, invalidez, desempleo y 
vejez— se propone un programa de viviendas, que «será la mayor prueba 
de la determinación del Gobierno de poner en primer lugar los intere- 
ses de la nación». En cuanto a la educación el propósito principal es rea- 
lizar el ideal ilustrado de que «tengamos ciudadanos capaces de pensar 
por sí mismos». Aunque con buena alimentación y viviendas dignas el 
problema sanitario pierde parte de su actual dramatismo, se creará un 
Servicio Nacional de Salud, gratis para todos, evitando en lo sucesivo 
que el dinero proporcione mejores cuidados médicos. 

En este manifiesto electoral de 1945 el partido laborista se pro- 
clama orgulloso de ser un partido socialista que se propone establecer 
«la comunidad socialista de Gran Bretaña (Socialist Commonwealth of 
Great Britain), una comunidad libre, democrática, eficiente, progresista, 
inspirada en lo público, que organiza los recursos materiales al servicio 
del pueblo británico». Pero advierte a continuación, que al socialismo 
no se llega mediante una revolución de fin de semana. «Los laboristas, 
como lo es el pueblo británico, son gente práctica» que no cae en falsos 
espejismos. 


La construcción del Estado de bienestar 


En julio de 1945, los laboristas ganan las elecciones con el 47,8% de 
los votos y 393 escaños, una diferencia de ocho puntos sobre el partido 
conservador (39,8 %), que queda con 213 escaños. En las últimas elec- 
ciones celebradas en 1935, diez años antes —a causa de la guerra no 
se habían celebrado elecciones— los laboristas alcanzaron el 37,9% 
de los votos con 154 escaños. Los conservadores perdían por un gran 
margen, pese a que el candidato fuese Winston Churchill, el avezado 
político que antes de la primera Guerra Mundial ya había participado 
en Gobiernos liberales, en la entreguerra en gobiernos conservadores 
y en la segunda había presidido la coalición tripartita liberal, laborista, 
conservadora, que llevó a Gran Bretaña a la victoria. Los británicos 
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reverenciaban como héroe nacional a Churchill, que gozaba de enor- 
me popularidad, pero votaron a los laboristas de quienes esperaban 
una reconstrucción social a fondo. Organizando un país por completo 
distinto, habría que compensar los enormes sacrificios soportados en 
la guerra. La campaña laborista se había basado en la promesa firme de 
llevar a la práctica el Informe Beveridge* y, en efecto, en los cinco años 
del prmer Gobierno laborista, bajo la presidencia de Clement Attlee 
(1883-1967), se sentaron las bases del Estado de bienestar. 

Attlee cumplió también con su programa de nacionalizaciones: el 
Banco de Inglaterra, la minería del carbón y la industria del acero, gas 
y electricidad, las comunicaciones por cable y sin cable, los ferrocarri- 
les y los transportes por carretera, la aviación civil, pasaron a manos 
del Estado, en total el 20% de la economía. Así mismo los laboristas 
en 1947 iniciaron el proceso de descolonización con la independencia 
de la India, posteriormente dividida en tres países, India, Paquistán y 
Bangladesh, así como la de Ceilán (Sri Lanka) y Burma. El Imperio bri- 
tánico se transforma en una Comunidad de Naciones, Commonwealth, 
que no iría a durar mucho. En política exterior el Gobierno laborista 
cooperó con Estados Unidos en el afán de contener la expansión sovié- 
tica, con cuyo presidente, Truman, Attlee mantuvo una buena amistad. 
En 1949 el Reino Unido fue cofundador de la OTAN y del Consejo de 
Europa. Hasta su muerte en 1946 contó con Keynes en las negociacio- 
nes de la deuda y nuevos préstamos con Estados Unidos. En 1947 puso 
en marcha un programa para fabricar armas atómicas, aunque la prime- 
ra prueba británica no se efectuase hasta 1952. En suma, el Gobierno 
laborista, sin renunciar al papel de una gran potencia, integrada por 
completo en un «mundo occidental» que ya se perfilaba como reacción 
a la expansionismo soviético, pretendió una remodelación a fondo de 
la sociedad británica. 

En la política social, la mayor dificultad radicaba en la financiación 
de un proyecto de tales dimensiones, justamente, cuando Gran Bretaña 
salía de la guerra con una enorme deuda externa contraída con Estados 
Unidos que limitaba mucho su autonomía. La paz permitió al menos 
que el gasto público descendiera del 46,5% del PIB en 1945 al 25,7% 
en 1946, al 18,6 % en 1947 y al 17,3% en 1948, para remontar en años 
sucesivos hasta alcanzar casi el 20% en 1951. También en el primer año 
de la posguerra hubo que bajar la presión fiscal del 50 al 45%. La paz 
reducía muy considerablemente los gastos militares, de modo que se 
pudo desviar fondos a la rúbrica de lo social. Del gasto público total, la 
proporción que se dedica a lo social subió del 8,9 en 1945 al 13,1% en 


4. Attlee había enseñado en la Escuela londinense de economía, cuando su director 
era William Beveridge. 
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1946, para bajar al 12,6% en 1947. Pese a que la coyuntura fiscal no 
fuera favorable, los laboristas cumplen con su promesa promulgando 
ya en 1945 la ley de subsidios familiares (Family Allowances Act), la 
de seguridad social (National Insurance Bill) el 6 de febrero de 1946, y 
luego en 1948 la de asistencia social (National Assistance Act) y sobre 
todo la National Service Act en mayo de 1946 que oganiza el National 
Health Service, Servicio Nacional de Salud, una legislación que convier- 
te en realidad los elementos básicos del plan Beveridge. 

El logro más llamativo de los laboristas, y tal vez de todo el Estado 
de bienestar británico, fue el Servicio Nacional de Salud, un servicio 
sanitario gratuito, abierto a todos que, tal como había propuesto el 
Informe Beveridge, incluía la medicina preventiva y la rehabilitación. 
Había un consenso mayoritario en que en cuestiones de salud no de- 
berían tolerarse diferencias en virtud de las contribuciones que cada 
uno hubiera hecho a la seguridad social. A los tres meses de haberse 
establecido, una encuesta muestra que lo apoya el 80% de la población. 
Si tenemos en cuenta los avances que durante la guerra había hecho la 
medicina, desde las transfusiones de sangre a los antibióticos y en el 
control de las enfermedades infantiles, escarlatina, difteria, sarampión, 
que hicieron descender la mortalidad infantil considerablemente, el mo- 
mento tampoco podía ser más oportuno para imponer la igualdad en el 
ámbito sanitario. En el horizonte se dibujaba una nueva medicina de la 
que querían aprovecharse todos. Pese a los progresos logrados a partir 
de 1940 en los servicios médicos, seguía irritando a la mayoría de los 
británicos que todos los tratamientos no llegasen a todos, y en especial 
que se excluyera los costos hospitalarios. Había acuerdo mayoritario en 
que el Estado debía financiar directamente con los impuestos la salud y 
la educación de todos los ciudadanos, dos bienes fundamentales, de los 
que se era consciente de que, en último término, depende el progreso 
de un país. 

El tema más conflictivo fue que los hospitales pasasen a propiedad 
del Estado. La nueva ley nacionaliza 2.688 hospitales, privados unos, 
municipales otros, que administran catorce Regional Hospital Boards, 
responsables ante el Ministerio de Sanidad, que es el que nombra a 
sus miembros. La nueva Ley de sanidad convierte a los médicos en 
empleados públicos con un sueldo fijo y una paga extra en proporción 
al número de pacientes que traten. Ni qué decir tiene que desde el 
primer día un servicio médico gratuito para todos contó con la oposi- 
ción frontal de los que ejercían la medicina privada, organizados en la 
British Medical Association (BMA), e incluso con el desacuerdo de los 
que trabajaban en los hospitales, asociados en el Royal College of Sur- 
geons, aunque éstos con mucha menor obstinación. En marzo de 1948, 
tres meses antes de entrar en funcionamiento el Servicio Nacional de 
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Salud, el 90% de los médicos del BMA se negaban a trabajar en el 
sector público. Pese a enfrentamiento tan pertinaz del personal sani- 
tario, el que, con algunas concesiones económicas, al final entrase en 
funcionamiento el sistema público, es una proeza del entonces ministro 
de Sanidad, Aneurin Bevan (1897-1960), minero, hijo de minero, que 
hizo su carrera política en el sindicato minero, y que llegó a encabezar 
el ala más izquierdista del laborismo. 

El talón de Aquiles de los servicios médicos nacionalizados es que 
ocurrió lo que se temía: en los dos primeros años los costes sobrepa- 
saron en un 40% lo presupuestado, y en los siguientes se triplicó el 
gasto en relación con la cantidad calculada al promulgar la ley en 1946. 
Después de las elecciones de 1950 que ganaron los laboristas por un 
estrechísimo margen —la política de nacionalizaciones había divido el 
país en dos partes muy igualadas—, la guerra de Corea (1950-1953) 
exigió un aumento de los gastos militares a cuenta de los sociales. El 
gabinete apoyó la propuesta del nuevo ministro de Hacienda, Hugh 
Gaitskell, que ya se había distinguido por su oposición a la política de 
nacionalizaciones, de cobrar al paciente la mitad del coste de las den- 
taduras postizas y el de las gafas, un ahorro insignificante de unos trece 
millones de libras, pero que prometía bajar sensiblemente la demanda 
sanitaria. En cambio, para la izquierda laborista lo que realmente estaba 
en juego era el principio mismo de una sanidad gratuita para todo y 
para todos. Aneurin Bevan, el ministro de Sanidad que había luchado 
tanto por la implantación del Servicio, a la sazón ministro de Trabajo, 
dimitió junto con otros dos ministros, Harold Wilson y John Freeman, 
lo que obligó a Attlee a convocar elecciones en octubre de 1951. Pese 
a haber conseguido el 48,8 % de los votos frente al 48% de los conser- 
vadores, éstos lograron 321 escaños y 295 los laboristas, que pagaron 
caro las discordias internas. Winston Churchill, a los 77 años, volvía a 
ser primer ministro. 


El programa conservador 


Al partir tanto conservadores como laboristas de la experiencia que 
durante la guerra había ido cuajando en el gobierno de coalición, no ha 
de extrañar las muchas coincidencias en la política social que encontra- 
mos en el manifiesto electoral del partido conservador de 1950, pese 
a que contiene ya una crítica, no del Estado de bienestar, sino de la 
forma como los laboristas lo llevaron a la práctica en los cinco años de 
gobierno. Los conservadores fundamentan también la política social en 
«un nivel alto y estable de empleo», eso sí, con la libertad individual 
de elegir la ocupación que se quiera y la libertad de la empresa de de- 
sarrollarse según sus preferencias, como si fueran equivalentes ambas 
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libertades y el trabajador tuviera acceso a la ocupación que desee. Aho- 
ra bien, empleo alto y estable para los conservadores implica «coope- 
ración mutua entre la industria y el Estado, en vez de control estatal». 
«El bienestar nacional se basa en empleos buenos, viviendas buenas 
y buena salud». La política social que proponen tiene, por tanto, dos 
prioridades, vivienda y sanidad. Si los laboristas habían antepuesto la 
sanidad a todos los demás servicios sociales, los conservadores, recono- 
ciendo su importancia, colocan en un primer término a la vivienda. «En 
los primeros años de paz, la provisión de hogares será la mayor tarea 
doméstica». Y ello, porque la vivienda, no sólo es fundamental para la 
familia —consideran a Gran Bretaña «un país edificado sobre la vida fa- 
miliar»—, sino porque la construcción, además de ocupar mucha mano 
de obra y hacer crecer la economía, es un elemento básico de toda 
política sanitaria, ya que sin viviendas saludables no puede tener éxito 
ningún programa de salud. Los conservadores también incluyeron en 
su programa servicios médicos al alcance de todos, aunque no gratui- 
tos. «Cada cual ha de contribuir a los costes, pero a nadie se le negará 
atención, ni el tratamiento que requiera por no poder afrontarlos». Se 
promete un servicio omnicomprensivo de salud, pero dando amplio 
juego a las preferencias individuales. «Nada se hará que destruya la 
estrecha relación personal entre médico y paciente, ni se restringirá la 
elección libre de médico que haga el paciente». 

La mayor diferencia entre los dos grandes partidos radica en que 
los laboristas ponían en un primer plano la política interior, empeñados 
en que la tarea principal era conseguir una Gran Bretaña muy diferente 
de la de antes de la guerra, mientras que los conservadores, subrayando 
la continuidad con el pasado que les es propia, ponían el acento en la 
política exterior, cuya tarea principal la cifraban en que Gran Bretaña 
siguiera siendo la gran potencia que había sido en los dos últimos siglos. 
Así como la victoria había sido posible por la unidad de todos los bri- 
tánicos, también de ella dependía el que se mantuviese como una gran 
potencia. «Creemos en la unidad viviente del pueblo británico, que 
transciende a las diferencias de clase o de partido». De ahí que la acu- 
sación más grave contra los laboristas fuese que hicieran una política 
para una parte de la sociedad, cuando lo que importa es el bien de todos 
sin exclusiones. Hoy se ha generalizado esta condena conservadora a 
la política de clase, hasta el punto de que los partidos socialdemócratas 
también pretenden gobernar para el pueblo en su conjunto. Un segun- 
do elemento diferenciador de la política conservadora era la insistencia 
en la defensa de la libertad individual en todos los ámbitos políticos, 
sociales y sobre todo económicos, y reprochaban a los laboristas el que 
pensasen que la libertad económica fuese una cuestión que concernie- 
se tan sólo a los patronos. Los conservadores confiaban en el futuro 
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porque los británicos siempre se habrían distinguido por un temple 
emprendedor, por su capacidad de arriesgar, y «no por su docilidad 
ante el aparato estatal». 

En el manifiesto electoral de 1950 el principal empeño del partido 
conservador «es recuperar para nuestro país la independencia econó- 
mica y para nuestros ciudadanos la libertad personal completa (faltaría 
la económica) y el poder de iniciativa». Los socialistas (rara vez los 
llaman laboristas, pensando que la primera denominación levantaba 
mayores temores) habrían derrochado los recursos de la nación y «des- 
animado o suprimido el esfuerzo individual». Ni siquiera han cumplido 
la promesa del ministro de Sanidad, encargado también de la política 
de vivienda, Aneurin Bevan, el líder carismático de la izquierda, de 
que «cuando se celebrasen elecciones para la clase obrera no habría ya 
problemas de vivienda». Si a diferencia de lo que ocurrió al terminar 
la primera Guerra Mundial, esta vez no ha habido desempleo, se ha- 
bría debido, tanto a la puesta en marcha de los planes del gobierno de 
coalición, consensuados durante la guerra, «como sobre todo a los 2.000 
millones de libras que Estados Unidos y los países de la Commonwealth 
han donado o prestado. Sin estas ayudas habría un millón y medio o 
dos millones de parados». En cuanto a las nacionalizaciones lo único 
que prometen los conservadores es que no se proseguirá con ellas, y se 
revocará la ley del hierro y del acero, ya aprobada, pero que no había 
entrado en vigor. No se propone un plan de reprivatización, sino uno 
de reestructuración de las empresas nacionalizadas, como la minería del 
carbón, o los ferrocarriles. 

El hecho que hay que recalcar es que los conservadores consolida- 
ron el Estado de bienestar en los diecisiete años en los que gobernaron. 
Y ello porque estaban convencidos de que sólo si continuaban avanzan- 
do con este modelo, podrían ganar elecciones. Su mayor preocupación 
es que se expandiese la idea, que con tanto ímpetu propagaban los 
laboristas, de que, una vez en el poder, desmontarían el Estado de bien- 
estar. Habla por sí solo el hecho de que Churchill en 1951 nombrase 
ministro de Vivienda a Harold Macmillan, que pertenecía a la izquierda 
del partido y había sobresalido, con el natural disgusto de la dirección, 
por sus propuestas de reforma social. Macmillan como ministro de Vi- 
vienda hizo una magnífica labor que continuó en 1957 ya como primer 
ministro, al sustituir a Anthony Eden, que tuvo que dimitir después de 
la debacle de Suez. 

En las elecciones de 1951 y 1964, el partido conservador y el la- 
borista coincidieron en la promesa de construir 300.000 viviendas al 
año. Había acuerdo en que este propósito no se podía llevar adelante 
sin ayuda estatal, que todos aprobaban, porque la vivienda no sólo 
es un bien básico, como lo son el alimento y los cuidados médicos, 
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sin el que no se podría hablar, no ya de bienestar, sino ni siquiera de 
asegurar la mera subsistencia. Cierto que sin satisfacer las necesidades 
de vivienda de la población no se puede hablar de Estado de bienestar, 
pero es que además es un factor importante del crecimiento económi- 
co, no sólo por los recursos humanos y materiales que moviliza, sino 
porque favorece la movilidad geográfica de la mano de obra, que tan 
favorablemente repercute en el desarrollo económico, sin olvidar que 
una vivienda saludable es un factor sanitario de primer orden. Los con- 
servadores añadían que la vivienda en primer lugar es la base material 
de la institución social más importante, la familia, hasta el punto de 
constituir el puntal crucial de toda política de familia. Viviendas dignas 
para todos amortiguarían los conflictos interfamiliares y disminuirían 
los divorcios. Gozando del pleno empleo y siendo las viviendas esca- 
sas, no es de extrañar que en las encuentas saliera la vivienda como la 
primera demanda social, muy por encima del empleo. En una encuesta 
de 1946, el 41% manifiesta que la preocupación principal es la vivienda, 
mientras que el empleo sólo el 15 %, proporción que se mantiene en los 
años cincuenta. 

En la construcción de viviendas los conservadores superaron amplia- 
mente a los laboristas. De 1948 a 1951 se construyen 251.000 viviendas, 
la mayoría, 217.000, públicas, pero con el gobierno conservador sólo 
en 1956 se construyen 308.000, 181.000 públicas y 126.000, privadas. 
Entre 1952 y 1956, los conservadores construyeron el mayor número 
de viviendas públicas edificadas hasta entonces en Gran Bretaña, a la vez 
que se levantó un número considerable de viviendas privadas, gracias 
a haber suprimido restricciones en el uso del suelo y facilitado la con- 
cesión de licencias. El éxito conservador queda patente en el hecho de 
que cuando en 1964 retornan los laboristas con Harold Wilson, se hace 
un plan quinquenal de viviendas para el período 1965-1970, basado 
en la economía mixta que implantaron los conservadores, en el que se 
subsidiaba la vivienda de propiedad individual y se dejaba la pública úni- 
camente «para satisfacer necesidades excepcionales». En 1968 se cons- 
truyeron 426.000 viviendas, la cifra más alta conseguida hasta entonces, 
aunque no llegaran a las 600.000 previstas por el plan. 

Dada la enorme popularidad de que gozaba el Servicio Nacional de 
Salud, en política sanitaria los conservadores se atrevieron a hacer po- 
cas innovaciones. Para contener la fuerte presión que venía de sus filas 
en contra de una medicina socializada, en 1953 se encargó al comité 
Guillebaud un informe sobre presente y futuro de la sanidad. Empieza 
por preguntarse qué es lo que habría que entender por unos servicios 
médicos adecuados. Responde diciendo que lo son aquellos capaces 
de avalar toda demanda justificada por razones médicas, y desde este 
criterio los británicos son inadecuados y necesitan de un gasto adicional 
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importante, que será siempre creciente. Pero si se trata de proporcio- 
nar el mejor servicio posible con los recursos disponibles, el Servicio 
Nacional de Salud funciona razonablemente bien. En contra de la in- 
tención de los que habían encargado el informe, sobre todo la explícita 
del ministerio de Hacienda que esperaba recomendaciones para llevar 
a cabo algunos ahorros, el comité no aconseja cambios sustanciales, 
sino en primer lugar que se deje tiempo para que el sistema se vaya 
sedimentando, recalcando que en relación con la inflación y el creci- 
miento de la economía el gasto sanitario a la larga sería soportable, en 
contra de la tesis, que ya empezaba a extenderse, de que el aumento de 
la población mayor de 65 años lo haría impagable. Dos medidas se con- 
sideraban necesarias: favorecer la medicina preventiva sobre la curativa, 
política a la que los hospitales se opusieron con tesón, y aspirar a que 
una parte del coste sanitario lo financiase la seguridad social con fondos 
propios. Beveridge había calculado en su famoso informe que un tercio 
de los costos estarían a cargo de la seguridad social y el resto vendría 
directamente de los impuestos. En 1956, el Estado cubría el 88,7 %, que 
llegó en 1974 al 91,3% del gasto sanitario. 

En un discurso pronunciado en 1954 Churchill se enorgullecía de 
«haber mejorado los servicios sociales, en los que este año estamos 
gastando más que cualquier otro gobierno del pasado»?. En 1958, el 
ministro de Hacienda, Peter Thorneycroft, dimite por no haber acepta- 
do el premier Macmillan una pequeña rebaja del gasto social que incluía 
limitar los subsidios familiares y cobrar los gastos de hospital que no 
fueran médicos. En 1951 Aneurin Bevan, con otros dos ministros, ya 
salieron del Gobierno de Attlee por no aceptar las rebajas sociales que 
se llevaron a cabo. Los conservadores, pese a las muchas presiones in- 
ternas contra el Estado de bienestar a las que tuvieron que hacer frente 
desde el primer momento, se cuidaron mucho de no retroceder en un 
campo del que estaban convencidos dependía el resultado electoral. 


El aparato administrativo 


Me he centrado en algunos aspectos relevantes de la política social bri- 
tánica en el período clásico del Estado de bienestar, dejando fuera otros 
muchos temas importantes, como la política de educación o de pensio- 
nes, y sobre todo sin especificar los éxitos y fracasos en política social 
de cada uno de los gobiernos laboristas y conservadores de estas tres 
décadas. Una visión más completa y detallada hubiera significado escri- 
bir otro libro, probablemente innecesario, dada la amplia bibliografía de 


5. Citado en A. Seldon, Churchills Indian Summer: The Conservative Government 
1951-55, Hodder & Stoughton, London, 1981, p. 244. 
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que disponemos. En las pensiones, baste con decir que los dos partidos 
llevaron a cabo una misma política de subirlas cada tres años un poco 
por encima de la inflación, cuidando mucho de que estas subidas coin- 
cidiese con elecciones próximas. Pero no puedo cerrar este capítulo sin 
unas breves reflexiones en torno al aparato administrativo que originó 
el Estado de bienestar, porque sobre él pronto iban a recaer una buena 
parte de las críticas. 

Junto con la financiación —el gasto social no dejó de aumentar— se 
suele denunciar a la burocracia que genera el Estado de bienestar, tanto 
en el ámbito local como en el estatal, como la rémora más pesada. El 
personal dedicado a los servicios sociales tuvo que improvisarse en la pos- 
guerra y va a pasar un decenio hasta contar con uno profesional bien 
preparado, aunque siempre fuese mal pagado, debido a su poca capa- 
cidad reivindicativa y aún menor influencia política, al estar la mayor 
parte asignado a las autoridades locales. En 1968 el Informe Seebohm 
(Report of the Committee on Local Authority and Allied Personal Social 
Services) marca un antes y un después en la administración social. Hasta 
esa fecha estaban implicados varios ministerios, el del Interior, el de 
Salud y el de Educación, división que se transmitía a las delegaciones 
regionales o locales de los tres ministerios, lo que implicaba una falta 
de coordinación que no sólo elevaba los costos con un alto grado de ine- 
ficiencia, sino que irritaba a la clientela que a menudo recibía la visita 
de distintos funcionarios, a veces por el mismo tema. 

Gracias al Informe Seebohm se logró un mayor grado de coordina- 
ción interministerial y de profesionalización del personal, que adquirió, 
también hay que decirlo, un mayor espíritu de cuerpo que llevó a con- 
fundir sus propios intereses con los de la seguridad social. En todo caso, 
permitió que las ayudas llegaran a grupos sociales más específicos. El 
más problemático eran los niños, cuya tutela ejercía el ministerio del In- 
terior. En 1974, 91.300 estaban bajo custodia pública y más de un cuar- 
to de millón supervisados por las autoridades, es decir, el 7,2% de los 
menores de dieciocho años. A partir de 1971, las autoridades locales, 
además de aumentar el número de residencias de ancianos, ampliaron 
la asistencia en los domicilios a las personas mayores de setenta y cinco 
años, proporcionando personal que realizase las labores que por razo- 
nes físicas no podían desempeñar por sí mismos, sin ocuparse todavía 
del que iba a ser el mayor problema, el deterioro mental en las edades 
más avanzadas. El tercer grupo lo forman los minusválidos, que hasta 
el Informe Seebohm no habían recibido atención especial, y en 1970 la 
Chronically Sick and Disabled Persons Act pone en funcionamiento los 
primeros servicios para este colectivo. 

Una cuestión quiero en todo caso mencionar por su valor sintomá- 
tico de las tendencias sociales más profundas. La creación del Estado 
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de bienestar con su enorme aparato burocrático no acabó con las ins- 
tituciones privadas que se había ocupado de los necesitados, en primer 
lugar, la familia o el círculo más cercano de amigos y vecinos, después las 
instituciones caritativas, e incluso las comerciales, que ofrecían servicios 
personales a los discapacitados, enfermos o ancianos que podían pagar- 
los. Ya antes de 1945 la izquierda, desde Beveridge a Bevin, se opuso 
a los servicios comprados, arguyendo su carácter explotador, ya que el 
que necesite uno de estos servicios, si tiene los medios, está dispuesto 
a pagarlos al precio que sea. Justamente el Estado de bienestar tendría 
como objetivo principal solventar «el fracaso del mercado para controlar 
males evitables». Arrebatar al mercado las prestaciones sociales era uno 
de los fines de la seguridad social, en especial del Servicio Nacional de 
Salud. Sin embargo, nunca llegaron a desaparecer por completo y con el 
tiempo incluso fueron ganando terreno, sobre todo desde mediados de 
los sesenta en que fue posible desgravarlos en hacienda. 

Pero la cuestión verdaderamente significativa fue el choque —al 
comienzo larvado, en los ochenta abierto y frontal— de los servicios 
públicos con las instituciones privadas sin afán de lucro que durante 
siglos habían sido las únicas que prestaron estos servicios. Una parte 
de los voluntarios, pertenecientes a distintas organizaciones, la mayo- 
ría religiosas, se integraron sin sueldo en los servicios públicos (una 
solución muy inglesa que en la Europa continental no hubiera sido 
tolerada, al ser considerados intrusos, o rechazados por competencia 
desleal) y otra pasó a formar parte de los nuevos servicios con todos los 
derechos. En competencia con los servicios públicos, las organizaciones 
privadas sin ánimo de lucro buscaron rellenar los espacios vacíos y se 
dirigieron a los grupos sociales más desamparados, en los que la acción 
estatal brillaba por su ausencia, como vagabundos o drogadictos. En 
los años setenta, cuando los conservadores rehabilitan el trabajo social 
de las organizaciones privadas, el panorama ha cambiado por comple- 
to. En 1972 se establece en el ministerio del Interior una oficina para 
coordinar las organizaciones de voluntarios, a las que se las reconoce 
como un elemento esencial de la política social que, además de afianzar 
la solidaridad con un compromiso personal, descargan al Estado de ta- 
reas que no siempre puede realizar. De una condena total en 1946 (el 
trabajo social voluntario sería un residuo de tiempos pasados, la gente 
no necesitaría caridad, sino que se les respete los derechos propios del 
ciudadano) en 1976 no sólo ha sido reivindicado, sino que alcanza una 
quinta parte del gasto público. Con las nuevas corrientes neoliberales en 
los ochenta se produce una colisión frontal entre los servicios sociales 
públicos y los privados, y frente a la completa estatalización de estos 
servicios que se llevó a cabo en la segunda mitad de los cuarenta, se 
pasó a pedir la privatización de todos los servicios sociales. 
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Pro y contra del Estado de bienestar británico 


El logro indiscutible es que por vez primera en la historia de la hu- 
manidad se garantiza a todo el mundo un mínimo vital, con lo que 
queda eliminada la pobreza absoluta. Dos profesores de prestigio de la 
Escuela londinense de Economía y Ciencia Política, y además simpa- 
tizantes laboristas, Brian Abel-Smith y Peter Townsend publicaron en 
las navidades de 1966 un libro, The Poor and the Poorest, que ponía en 
tela de juicio el mayor timbre de gloria del Estado de bienestar. Veinte 
años después de su implantación, el Reino Unido no habría erradica- 
do la pobreza, al contrario, el número de pobres habría aumentado de 
600.000 en 1953 a dos millones en 1964. El impacto social de estas 
cifras, como cabe suponer, fue enorme, aunque la explicación era sim- 
plemente una nueva definición de pobreza. No se alude ya a «la pobreza 
absoluta», que consiste en la falta de lo más indispensable para vivir, 
que es la que había suprimido el Estado de bienestar, sino de un nue- 
vo concepto de «pobreza relativa». Se construyó a partir de diferentes 
criterios, el más extendido fue considerar pobres a los que recibieran 
ingresos inferiores a la media. Pobreza es un concepto relativo en un 
doble sentido. Primero, lo que se considera un mínimo aceptable de- 
pende del grado de desarrollo económico y social alcanzado. Segundo, 
la pobreza es relativa en relación con el momento en que se estime. 
En el pasado podrían ser los ingresos menores, pero también los bienes 
de consumo más baratos. La pobreza es un concepto relativo, a la vez 
que multidimensional, porque no consiste sólo en una falta de dinero 
para cubrir las necesidades básicas, sino que incluye una deprivación 
en salud, vivienda, educación, etcétera, es decir, implica no participar 
en áreas importantes de la vida social. La persistencia de la pobreza en 
el Estado de bienestar, argumento que se ha utilizado a menudo para 
desprestigiarlo, se debe a una nueva definición de pobreza. En este sen- 
tido la pobreza pervivirá mientras apliquemos un criterio estadístico y 
no haya una igualación de las rentas, y de esto cada vez estamos más 
alejados. Ahora bien, la «pobreza relativa» de los países ricos poco tiene 
que ver con la «pobreza absoluta» de los países más pobres, o con la que 
existió en el pasado. 

Para medir los logros del Estado de bienestar se han empleado dos 
criterios, por un lado, su contribución a una mayor igualdad social, y, 
por otro, el grado de eficiencia de los servicios prestados. Por lo menos 
en la primera etapa, los laboristas insistieron en la igualdad social, en- 
tendida como una equiparación de los ingresos, y el Estado de bienestar 
sería el vehículo adecuado para alcanzar este objetivo. Paso a paso el 
Estado de bienestar iría achicando la enorme desigualdad social que 
caracteriza a las sociedades capitalistas, y en particular a la británica. 
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Y sin un grado alto de igualdad social no habría democracia que fun- 
cionase, que por definición es un orden político que no tolera ninguna 
forma de concentración de poder, y el que menos, el económico. El 
Estado de bienestar se concibe como el instrumento idóneo para acer- 
carse gradualmente a la igualdad social que, en último término, define 
al socialismo, facilitando por la vía fiscal una mejor distribución de la 
renta nacional. Por medio de los servicios sociales, que suponen un 
complemento importante al salario, el dinero de los ricos se hace llegar 
a las capas inferiores. Pero que el objetivo final sea la igualdad social no 
es óbice para dejar de tomar en cuenta el criterio de eficiencia. Sin unos 
servicios que funcionen, no quedaría satisfecha la parte de la población 
a los que van dirigidos, ni el Estado de bienestar duraría mucho sin una 
economía que no se mantuviese en continuo crecimiento. 

Los conservadores recalcan la eficiencia como fundamento de todo 
el edificio, poniendo en primer término las condiciones que debería 
cumplir una economía para ser eficiente. Precisamente, por razones de 
eficiencia se oponen a cualquier política, cuyo objetivo sea la igualdad 
social. Consideran incompatibles igualdad social y eficiencia económi- 
ca. Al fin y al cabo, esta última es producto de la diferenciación social 
que se inició ya con «la división del trabajo». A la «igualdad social» a 
que aspiran los laboristas, los conservadores oponen el nuevo concepto 
de «igualdad de oportunidades»: cada cual debe tener la oportunidad 
real de desarrollarse de forma que se legitimen las desigualdades resul- 
tantes, tal como lo definía la innovadora Ley de educación que impulsó 
el conservador R. A. Butler en 1944, No hará falta añadir que los par- 
tidos socialdemócratas hace tiempo que también han abandonado la 
noción de «igualdad social», haciendo suya la conservadora de «igual- 
dad de oportunidades». 

Habría que hablar de un rotundo fracaso, si juzgamos los logros 
del Estado de bienestar por la igualdad social alcanzada en estos seis 
lustros. Partiendo de una desigualdad tan pronunciada como la britá- 
nica, entre 1949 y 1976 apenas se aprecian cambios en la distribución 
de la renta. Lo único que los laboristas podrían capitalizar de su dis- 
curso igualitario es que tampoco aumentaron las diferencias. ¿Cómo se 
explica resultado tan mediocre? La hipótesis más convincente apunta a 
la política fiscal recesiva que se llevó a cabo en el mejor momento del 
Estado bienestar‘. Entre 1955 y 1964 y otra vez entre 1965 y 1974 la 
presión fiscal sobre las empresas se redujo a la mitad. Entre 1945 y 1975 
el coeficiente medio para los ingresos más altos cayó del 50 al 35%. A 


6. Una diferencia fundamental con el modelo socialdemócrata sueco, basado en 
una política fiscal más radical y mucho más coherente para los fines buscados, que sí con- 
siguió el efecto igualador del Estado de bienestar. 
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su vez, el alza de los salarios y la inflación amplió considerablemente el 
número de personas —de 13,5 millones en 1945, a20,5 en 1975— obli- 
gadas a pagar el impuesto sobre la renta. Bajar los impuestos fue el afán 
constante de los conservadores, que luego los laboristas, al recuperar 
el Gobierno, tampoco tuvieron el valor de subir. Dejaron erosionar el 
impuesto sobre la herencia, sin atreverse siquiera a establecer, como en 
otros países europeos, un modesto impuesto sobre el patrimonio. Los 
laboristas estaban convencidos de que en la población había calado la de- 
nuncia conservadora de que eran unos derrochadores, dispuestos siem- 
pre a subir los impuestos. Todos querían los mejores servicios sociales, 
pero pocos aceptaban una presión fiscal más alta. Por el mismo temor a 
las consecuencias electorales, ni los conservadores se atrevieron a reducir 
el Estado de bienestar, ni los laboristas osaron establecer la fiscalidad que 
requería el proyecto. 

No resulta fácil medir la eficiencia de los servicios sociales, sin un 
acuerdo previo sobre los criterios aplicables. Habrá que tomar en cuenta 
el número de beneficiarios, la cantidad o calidad de los servicios, el núme- 
ro de camas hospitalarias por mil habitantes, la longevidad que alcance la 
población, la relación entre costos y calidad de los servicios. Lo cierto es 
que al comenzar los años setenta, cada día que pasaba la seguridad social 
y el Servicio Nacional de Salud encontraba mayor número de críticos”. 
Pese a carencias en algunos campos y deficiencias manifiestas en otros, 
el Estado de bienestar británico podía parangonarse con los mejores 
del mundo. Impresiona las fuertes oscilaciones de la opinión pública. 
Frente a la tesis, que todo el mundo aceptaba en los años cuarenta, de 
que el mercado no serviría para asignar los recursos de manera justa, de 
modo que, sin la intervención del Estado, una buena parte de la pobla- 
ción se quedaría sin servicios sociales, en los setenta, una nueva derecha 
empieza a defender la idea, que se expande a gran velocidad, de que 
los servicios gestionados por el Estado son per se ineficientes. Desde el 
convencimiento generalizado de que sin la acción pública los más des- 
favorecidos se quedarían sin los servicios sociales mínimos, se pasó a 
la tesis de que el Estado sólo podía ofrecer derroche e ineficacia. Keith 
Joseph, el apóstol de la revolución conservadora, la eminencia gris del 
thatcherismo, manifestaba que «la única ayuda duradera que cabría dar 
a los pobres es ayudarlos a que se ayuden a sí mismos; hacer lo opuesto 
es crear más dependencia, es destruirlos moralmente, a la vez que se 
arroja una carga injusta sobre la sociedad»*, al tener que soportar el 
costo material y moral de una burocracia creciente. De 1966 a 1976 la 


7. Al Department of Health and Social Security la gente lo empezó a llamar Depart- 
ment of Stealth and Total Obscurity, un chiste inconcebible unos pocos años antes. 
8. Citado en T. Raison, Tories and the Welfare State, Basingstoke, Macmillan, 1990, p. 91. 
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burocracia estatal en Gran Bretaña se había disparado, de 2,1 millones 
a 3,3, que representaba el 13,2% de la fuerza de trabajo ocupada. 


LA ALEMANIA DE LA SEGUNDA POSGUERRA 


El moderno Estado social es una invención alemana que Bismarck puso 
en marcha en el segundo Reich una vez conseguida la unificación. Se 
hunde el 11 de noviembre de 1918 tras el armisticio, pero conserva aún 
la integridad territorial, pese a que Francia recuperase Alsacia y Lorena 
y por un tiempo ocupase la cuenca del Ruhr, como modo de presionar 
a Alemania para que cumpliese el tratado, de imposible cumplimiento, 
firmado en Versalles. Alemania sigue manteniendo una cierta primacía 
en política social al haber diseñado el Estado de bienestar en la Consti- 
tución que se da, aunque en los catorce años que dura la República de 
Weimar no hubiera podido llevarlo a la práctica. En cambio, en mayo 
de 1945, tras la rendición incondicional, Alemania desaparece como 
Estado soberano, destruida espiritual y materialmente, ocupada por los 
ejércitos aliados, cercenada en casi una cuarta parte de su territorio, al 
acordar los vencedores en Potsdam trasladar la frontera oriental a los 
ríos Oder y Neisse. Dependiendo por completo de las potencias ocu- 
pantes, se comprende que Alemania, a diferencia de la de la primera 
posguerra, no pudiera mostrarse especialmente original en el ulterior 
desarrollo político, social y económico. Cada una de las dos Alemanias 
en que quedó dividida tuvo que plegarse al modelo de la superpoten- 
cia ocupante. A partir de la segunda posguerra el Estado de bienestar, 
salvo un breve intento de la socialdemocracia, al final fallido, hay que 
buscarlo fuera de Alemania, en Suecia y demás países escandinavos, o 
en el Reino Unido y Holanda. 

No sólo por haber sido fieles colaboradoras del nazismo, sino sobre 
todo porque así lo prescribía el «espíritu del tiempo», parecía seguro 
que, finalizada la guerra, se impondría la nacionalización de las grandes 
empresas. En el Programa de Ahlen de 1947”, la recién fundada Unión 


9. El programa empieza con el párrafo siguiente: «El sistema económico capital- 
ista no se adecúa a los intereses vitales del Estado y del pueblo alemán. Tras el terrible 
derrumbe político, económico y social, como consecuencia de una política criminal de 
poder, sólo cabe instaurar un orden nuevo. Contenido y finalidad de este orden socio- 
político nuevo no puede ser el afán capitalista de ganancia y de poder, sino únicamente el 
bienestar de nuestro pueblo. Con un orden comunitario el pueblo alemán debe construir 
una estructura social y económica que se corresponda con el derecho y la dignidad de la 
persona, al servicio de la reconstrucción espiritual y material de nuestro pueblo, y que ga- 
rantice la paz interior y exterior». Entre las primeras medidas se exige la nacionalización 
de la minería del carbón. 
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cristianodemócrata (CDU) de Renania-Westfalia, donde se hallaba el 
núcleo central de la industria alemana bajo ocupación británica, con 
un gobierno laborista en Londres, propugnaba una economía mixta 
con amplios sectores controlados por el Estado. El partido heredero 
del antiguo «centro», ahora con la novedad de haber reunido a protes- 
tantes y católicos, aunque predominando estos últimos, en un primer 
momento llegó a hablar incluso de un «socialismo cristiano». En los 
primeros años de la posguerra pocos negaban la estrecha relación entre 
«capitalismo monopolista» y nazismo, conexión que la rebelión estu- 
diantil de 1968 volvió a sacar a relucir, produciendo veinte años más 
tarde general indignación. 

Si ante la tarea colosal de reconstruir la economía, incluso la demo- 
cracia cristiana en sus primeros pasos estimó primordial contar con un 
amplio sector público, cae por su peso que en una socialdemocracia que 
seguía manejando la idea de «democracia económica», tal como la había 
descrito la Constitución de Weimar, este mismo afán fuese mucho más 
fuerte. Representativo de la ideología socialdemócrata de aquellos años 
es el libro de Paul Sering, Más allá del capitalismo*. Como enseñaba 
Marx, la competitividad del mercado lleva a la concentración empresa- 
rial que desemboca en el monopolio. El que no se utilicen los recursos, 
en particular toda la mano de obra disponible («ejército de reserva»), se 
debe a la monopolización de la economía que limita la producción hasta 
conseguir el precio mayor, y con ello la ganancia más alta. El desempleo 
que resulta de la tendencia a la concentración monopolística sería con- 
sustancial con el capitalismo. De ahí que se necesite de la intervención 
del Estado para recuperar el mercado frente a los monopolios. 

El análisis marxista que subyace en la denuncia de la concentración 
del capital se cruza con el keynesiano, que otorga un papel crucial al 
Estado para «cebar» la demanda global, bien con la política monetaria 
y crediticia —intereses bajos—, bien con inversiones públicas directas. 
El aumento de los salarios conlleva el del consumo global, así como el 
déficit presupuestario, canalizado en inversiones, incrementa la deman- 
da global. Cuando se movilizan recursos y mano de obra ociosos, el que 
aumente el dinero circulante no desemboca sin más en inflación, sino 
que contribuye a restablecer el ciclo económico. La intervención del 
Estado es indispensable para impedir un paro masivo y avanzar hacia 
el pleno empleo, pero una vez que se haya alcanzado, el mejor instru- 


10. P. Sering, Jenseits des Kapitalismus, Nest, Nürnberg, 1946. Paul Sering es el 
seudónimo de Richard Lówenthal, en los años sesenta profesor de ciencia política en la 
Universidad Libre de Berlín, que gozó de un gran ascendiente sobre la dirección del SPD 
en aquellos años. En la revuelta estudiantil de 1967/1968 los estudiantes defendían las 
tesis de Paul Sering contra las posiciones que entonces mantenía el profesor Lówenthal. 
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mento para asignar recursos es otorgar a los consumidores la libertad 
de elegir bienes y servicios, es decir, el mercado. 

Una cierta planificación estatal de la economía sería indispensable, 
pero cabe enfocarla desde dos objetivos distintos. Uno es aumentar 
la capacidad de compra de amplios sectores sociales sobre la base de 
una redistribución de la renta que conlleve aumentar la producción, la 
productividad y el consumo. Es una política que mejora el nivel de vida 
de la población, manteniendo el beneficio empresarial en límites razo- 
nables. Pero cabe también un segundo enfoque, en el que el objetivo es 
favorecer el rendimiento del capital, incluso con inversiones irrelevan- 
tes para el consumo individual —se gasta en armamento, en edificios 
suntuosos representativos—, o se canalizan de modo que aumenten las 
exportaciones, independizando a las empresas del consumo interno. El 
primer modelo constituye el pedestal sobre el que se asienta el Estado 
de bienestar; el segundo, una política «agresivamente expansionista», 
como la que llevó a cabo la Alemania nazi. 

En la segunda posguerra la «democracia económica», diseñada en 
Weimar, en un primer momento intenta combinar una política econó- 
mica que aspira a nacionalizar los monopolios y otra netamente polí- 
tica que desarrolle la democracia parlamentaria. Empero, una cosa era 
la discusión de ideas y programas y otra muy diferente, aquello que 
resultase factible en una Alemania ocupada. Estados Unidos no sólo 
estaba dispuesto a contrarrestar estas tendencias socializadoras, sino 
además en condiciones de imponerse de manera determinante sobre los 
ingleses, que también necesitaban los créditos y ayudas americanas para 
salir adelante. Los norteamericanos nombraron a Ludwig Erhard mi- 
nistro de Economía de Baviera y, una vez unificadas las zonas británica 
y americana, lo hicieron responsable de la reforma monetaria de 1948. 
Defensor acérrimo de la economía de mercado, Erhard fue el ministro 
de Economía del canciller Adenauer desde el primer Gobierno en 1949 
hasta su dimisión en 1963, para sucederle como canciller hasta 1966. 
A Erhard se debe la expresión «economía social de mercado» que, pese 
a tener un contenido distinto, cumple en Alemania la función que tuvo 
la británica de «Estado de bienestar». 

En los años que precedieron a la fundación de la República Fede- 
ral de Alemania (1949), Estados Unidos impidió cualquier paso que 
incidiese lo más mínimo sobre el capitalismo puro y duro que exigía 
restablecer. El llamado plan Marshall, aprobado en abril de 1948, fue 
el factor decisivo que obligaba a marchar en esta dirección. Las ayudas 
americanas irían exclusivamente a aquellos países que practicasen una 
política económica claramente capitalista. Se comprende que la Unión 
Soviética se opusiese a que los países de su Órbita participasen en un 
programa cuyo objetivo principal era fortalecer un desarrollo capitalis- 
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ta, pero ello trajo consigo que Europa se partiese en dos, división que 
corrobora la de Alemania, que iba a producirse el 20 de junio de 1948 
con la reforma monetaria de las zonas occidentales. De nada sirvió que 
el partido socialdemócrata de Alemania (SPD) condicionase la creación 
del nuevo marco alemán a cambios estructurales y a una nueva fiscali- 
dad, porque nada de ello se tuvo luego en cuenta. 

El plan Marshall puso al SPD ante un dilema difícil. Si lo rechaza- 
ba, cortaba los lazos con la inmensa mayoría de la población, necesita- 
da de ayuda inmediata, dando además la sensación de que se inclinaba 
por el bloque soviético en ciernes, lo que a la larga le haría dependiente 
del partido comunista. Pero si lo aceptaba, tenía que enterrar todos 
los proyectos de construir un nuevo orden socioeconómico, echando 
al cubo de la basura el «socialismo democrático», tal como lo había 
desarrollado en teoría en la República de Weimar y en el que seguía 
basando su identidad. Sin saber como salir del atolladero, la dirección 
del SPD optó por ignorarlo. Apoyó el plan Marshall, no había otro 
remedio, a la vez que, por lo menos al principio, mantuvo el mismo 
discurso, silenciando las consecuencias de restablecer el capitalismo al 
que obligaba el plan de ayuda norteamericano. Con el paso del tiempo 
ya iría acoplando el discurso al hecho de haber asumido el capitalismo 
como la única alternativa factible, más tarde incluso, como la única 
deseable. 

La libertad económica que trajo el restablecimiento del capitalismo 
puro y duro en 1948, al suprimir los precios fijados por las autoridades 
en un momento en que la demanda seguía siendo muy superior a la 
oferta, aunque resultase el modo más efectivo de acabar con el mercado 
negro, provocó una subida de los precios de los productos de primera 
necesidad, con una tasa de inflación que llegó en aquel año al 14%. El 
que aumentase la distancia entre precios y salarios ocasionó el 12 de 
noviembre de 1948 una huelga general contra la política de Erhard. 
También la liberación de la economía trajo consigo un aumento del 
paro que en 1950 alcanzó el 12%. 

Las tornas cambian con la guerra de Corea, que estimula un rápido 
crecimiento de la demanda externa. Como tantas veces ha ocurrido en 
Alemania, las exportaciones salvan la coyuntura económica. A partir 
de 1953 empieza un rápido crecimiento económico que arrastra consi- 
go un aumento significativo de los salarios y una disminución del paro 
—en 1959 se alcanza el pleno empleo con una cuota de paro inferior 
al 3%— junto con un rápido incremento del consumo interior. La pri- 
mera ola de consumo se dirige a los alimentos, después a los vestidos, 
luego a la vivienda y mobiliario doméstico, y por fin, a finales de los 
cincuenta, al turismo vacacional. Importa consignarlo porque muestra 
el orden de preferencias en la población. 


253 


ORIGEN Y DESARROLLO DEL ESTADO SOCIAL 


Los años cincuenta se conocen como los del «milagro alemán». Se 
logra una rápida consolidación del orden socioeconómico heredado, 
sin que hubiesen cuajado reformas significativas, y del político, con 
una CDU/CSU cada vez mejor asentada electoralmente. La «econo- 
mía social de mercado» gana popularidad, formando el eje central de 
toda la política cristianodemócrata, que la opinión pública contrapone a 
la economía planificada que se identificaba con el comunismo o con la 
economía de guerra, dos experiencias de las que no se tenía un buen re- 
cuerdo. Según mejora el nivel de vida de la población, menor fue el afán 
de cambio y, en consecuencia, perdió apoyo el reformismo radical de 
inmediatamente después de la guerra. 

La «guerra fría» había trazado una línea divisoria entre capitalismo 
americano y colectivismo estatalista soviético que impedía que cualquier 
otra opción entrase en el juego. Desde los primeros años de la República 
Federal el capitalismo quedó férreamente arraigado, sin que ningún gru- 
po social de peso, ni partido político que contara lo pusiera en cuestión, 
máxime cuando la alternativa socialista con la que se experimentaba en la 
otra Alemania, pasados los primeros momentos de entusiasmo por cons- 
truir un «mundo nuevo», se mostraba cada vez menos atractiva. En cam- 
bio, con el «capitalismo renano» subía sin cesar el nivel de vida de la Ale- 
mania occidental, a la que huía masivamente la población de la oriental. 

Al SPD no le quedó otro remedio que adaptarse al orden capitalista 
establecido, desentendiéndose de la combinación de marxismo y key- 
nesianismo que había propuesto en los primeros años de la posguerra. 
Nada de una política antimonopolista, que implique nacionalizaciones, 
ni siquiera control estatal de las grandes empresas. No se trata ya de 
crear un nuevo orden socioeconómico «más allá del capitalismo», sino 
de integrar a la clase obrera en «el capitalismo realmente existente». El 
pleno empleo tiene la virtud de equilibrar la relación de fuerza entre 
trabajadores y empresarios, y una vez conseguido, el objetivo es que se 
pague lo que es «justo» al asalariado. 

Ello lleva a la socialdemocracia a una redefinición del socialismo, 
que deja de concebirse como un orden socioeconómico alternativo, 
para reinventar un capitalismo pasado por el keynesianismo, es decir, 
un capitalismo en el que se haya logrado el control de las crisis econó- 
micas, gracias a la intervención puntual del Estado en los momentos 
oportunos y en los sectores pertinentes que impulse un crecimiento 
económico permanente, del que haya desaparecido la mayor lacra del 
capitalismo, la amenaza constante del desempleo. El socialismo, así en- 
tendido, constituye «la tercera vía» entre un liberalismo a ultranza que 
comporta crisis cíclicas, con períodos de aumento del paro y salarios 
a la baja para recuperar el empleo, y una economía planificada, que 
además de poco eficiente, se caracterizaría por el enorme coste añadi- 
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do de suprimir las libertades y los derechos individuales y políticos. El 
keynesianismo garantizaría un desarrollo equilibrado, con un aumento 
de la producción, mejora de la productividad y una redistribución de la 
riqueza más igualitaria. Insisto, ya no se trata de construir un modelo 
alternativo al orden establecido —el keynesianismo no pretendió nun- 
ca eliminar o sustituir al capitalismo— sino lograr uno que funcione sin 
grandes oscilaciones, capaz de emplear todos los recursos, humanos y 
materiales, disponibles. 


La reconstrucción del Estado social en la Alemania occidental 


Dentro de las coordenadas expuestas, restablecer el Estado social en la 
nueva democracia alemana fue un proceso difícil en el que tuvieron que 
hacer concesiones, tanto el movimiento obrero —partido socialdemó- 
crata y sindicato— como el liberalismo económico, impuesto por Esta- 
dos Unidos que encarnaba la democracia cristiana en el gobierno. Cabe 
distinguir cuatro etapas en la historia del Estado social en la República 
Federal. Una primera de reconstrucción del Estado social que va 1949 
a 1966; una segunda, de 1966 a 1975, en que la socialdemocracia 
trata de dar un paso adelante hacia el Estado de bienestar; una tercera, 
de 1975 a 1995, en la que se consolida el Estado social, aunque con crí- 
ticas crecientes, incluso con altibajos significativos; y una última fase a 
partir de 1995, en la que el tema central es la forma de ir desmontando 
el Estado social, sin producir un colapso o una revuelta social. 

Si el canciller Bismarck había sido el artífice del primer Estado so- 
cial, Konrad Adenauer fue la figura central en la reconstrucción de la 
segunda posguerra. En este sentido, pese a las profundas diferencias 
entre ellos, cabe muy bien compararlos: por origen social, el noble 
terrateniente y el jurista burgués, pero sobre todo el prusiano y el rena- 
no, más aún, el nacido en Colonia, con una animadversión manifiesta 
contra la Prusia dominante. Bismarck concibió y desarrolló su política 
como prusiano; en cambio, únicamente después de desaparecida Pru- 
sia, Adenauer pudo llevar a cabo la suya, desde el convencimiento de 
que su ciudad natal, Colonia, era la cuna de la Europa occidental: fun- 
dación romana, instalada entre la Europa del norte y la del sur, entre 
el catolicismo y el liberalismo, que había recibido la impronta tanto del 
savoir vivre de Francia, como del afán de orden y de disciplina de Pru- 
sia. Desde Colonia las metrópolis de referencia eran Bruselas y sobre 
todo París; Berlín pertenecía a otro mundo y a otra cultura, una colonia 
germánica en territorio eslavo en el lejano este, fundada cuando Colo- 
nia contaba ya con siglos de historia. 

Konrad Adenauer, al que el líder de la oposición, el socialdemó- 
crata Kurt Schumacher, reprochó ser el «canciller de los aliados» —en 
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una Alemania ocupada, con una soberanía muy limitada únicamente 
cabía serlo con su consentimiento— consiguió, sin embargo, el «mi- 
lagro» de restaurar la vieja Alemania, distanciándose del dogmatismo 
liberal más estrecho, para reconstruir el Estado social heredado. Una 
vez férreamente asentado el capitalismo, lo que caracteriza al período 
fundacional de la República Federal (1949-1963), la «era Adenauer», es 
el propósito de evitar cualquier ruptura profunda con el pasado, hasta 
el punto de que el gobierno de Bonn reclamaba la representación de 
toda Alemania, sin aceptar que hubiera dejado de existir, al haber sido 
dividida en tres partes, una al este del Oder-Neisse, que había pasado 
a Polonia, la República Democrática Alemana en la zona de ocupación 
soviética, y la República Federal de Alemania que abarcaba las zonas 
de ocupación francesa, británica y americana. Una continuidad que se 
asentaba en la permanencia del aparato estatal sin apenas cambios tras 
la capitulación. Contar con funcionarios avezados facilitó la reconstruc- 
ción, aunque no pueda decirse que contribuyese a la desnazificación. 
En cambio, la reconstrucción de la administración estatal, después de 
haber despedido a la mayor parte de los funcionarios del Estado nazi, 
planteó grandes problemas a los rusos, experiencia que en Alemania 
occidental se utilizó como el argumento decisivo para no depurarlos. 
En sector tan sensible como la enseñanza se frenó la desnazificación con 
el pretexto de proseguir las clases sin interrupción. Ya en el semestre 
de invierno de 1945-1946 algunas universidades reanudaron las acti- 
vidades docentes, manteniendo en sus puestos a un profesorado que se 
había distinguido por sus simpatías nazis". 

En la rápida reconstrucción del Estado social dos factores desem- 
peñaron un papel esencial. Por un lado, la lección aprendida en la Re- 
pública de Weimar que se derrumbó por un paro masivo al que no pudo 
hacer frente el Estado social; por otro, la tensión competitiva con la Ale- 
mania oriental que además de ofrecer un sistema amplio de protección 
social, obligaba a todo el mundo a tener un empleo. Avisada por la 
trágica experiencia de antes de la guerra, la República Federal, así como 
los demás países de la Europa occidental, fieles al keynesianismo, pusie- 
ron en el punto de mira la política de empleo, así como una legislación 
que garantizase un mínimo vital a los que no tuvieran otra forma de 
sobrevivir. El 24 de junio de 1954, apelando a tres artículos de la Ley 
Fundamental —el primero (dignidad del ser humano), el segundo (libre 
desarrollo de la personalidad) y el vigésimo («el Estado democrático 
social de derecho»)— el Tribunal federal contencioso administrativo 
(Bundesverwaltungsgericht) reconoce el derecho de todo ciudadano a 


11. Tras la ocupación de Irak, Estados Unidos cometió el error garrafal de deshacerse 
de la administración civil y militar del régimen derrotado. 
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reclamar al Estado una ayuda de sobrevivencia. Para unificar este de- 
recho en los distintos Estados federados se aprobó una Ley federal de 
ayuda social (Bundessozialhilfegesetz) que entró en vigor el 1 de junio 
de 1962. Garantizar al ciudadano una subsistencia digna, sea cual fuere 
su capacidad o voluntad de trabajar, constituye una de las columnas 
del Estado de bienestar, que por fin da garantía legal a un derecho que 
implícitamente se había reconocido desde las primeras instituciones ci- 
viles de ayudas a los pobres en los siglos XVI y XVII. La sociedad se hacía 
cargo de que a nadie pueda morir de hambre, suprimiendo el manda- 
miento terrible de que «el que no trabaje, que no coma», tan inicuo 
porque sólo se aplica a los que no tengan otra fuente de ingresos que su 
trabajo. Tener que competir en política social con el bloque soviético, 
que se vivía como la mayor amenaza, fue sin duda un factor que em- 
pujó decisivamente a reconstruir lo antes posible el Estado social. No 
se ha insistido lo suficiente en que la clase obrera occidental, al lograr 
un Estado de bienestar que, sin la rivalidad de ambos sistemas, hubiera 
resultado mucho más difícil alcanzar, fue la que en realidad se benefició 
del socialismo de la Europa del este. 

A los costes de extender la seguridad social al 90% de los ciuda- 
danos, más los que originó la ayuda social y los servicios a las personas 
dependientes, de nueva implantación, hubo que añadir el capítulo, enor- 
memente gravoso, de compensar a las víctimas de las dos guerras y a sus 
familiares (huérfanos y viudas), así como los gastos que se derivaron de 
la llegada masiva de desplazados de los territorios perdidos al este, y 
de los que huían de la Alemania oriental!?. En el primer presupuesto de 
la República Federal para 1950-1951, que ascendió a 12.300 millones de 
marcos, 4.300 millones se destinaron a cubrir los costos de los ejércitos 
de ocupación, que naturalmente pagaban los alemanes, y cerca de 6.000 
millones a las víctimas de la guerra en el sentido más amplio. En mayo 
de 1952 se aprobó la Ley de compensación por las pérdidas sufridas 
en la guerra (Lastenausgleichsgesetz) por la que hasta 1983 se pagaron 
126.000 millones de marcos, la mayor parte en los años sesenta. 

Muy estrecho fue el margen de la República naciente para llevar a 
cabo en los primeros años una política social digna de este nombre. Dos 
principios la marcaron: el crecimiento económico debía anteceder al 
reparto social, rechazando de plano las presiones del movimiento obre- 
ro de reconstruir un nuevo sistema social en el que el objetivo principal 
fuese una mayor igualdad social, política que, por lo demás, los ocu- 
pantes en ningún caso hubieran tolerado. La Alemania occidental de la 


12. Aunque en este último caso hay que tener muy presente que sin la incorporación 
de millones de personas al mercado laboral hasta agosto de 1961, fecha en que se con- 
struyó el famoso muro, no se hubiera logrado el «milagro alemán». 
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posguerra reprodujo la estructura social de la anteguerra, incluso con 
una mayor desigualdad, y la seguridad social que se estableciese habría 
de calcar la de antes de la guerra, eliminando únicamente los elementos 
extraños que había aportado el nazismo. Lo principal era que se mantu- 
vieran los diferentes sistemas de seguridad social que habían caracteri- 
zado al modelo alemán, uno para los obreros, otro para los administra- 
tivos, otro para los autónomos, otro para los trabajadores en el sector 
público y, en fin, otro para los funcionarios. Desde octubre de 1956 a 
febrero de 1957 los trabajadores del metal en Schleswig-Holstein estu- 
vieron en huelga con la reivindicación principal de que el tiempo que 
se pagaba el salario por enfermedad a los obreros se igualase al de los 
administrativos. El 26 de junio de 1957 se aprobó la Ley para mejorar 
la seguridad económica de los trabajadores en caso de enfermedad, por 
la que se obliga al empresario a pagar el 90% del salario durante seis 
semanas, una mejora sustancial para los trabajadores, pero que no su- 
puso suprimir las diferencias. En el programa del SPD sigue figurando 
hasta hoy un sistema de seguridad social único para todos, que cuenta 
con la oposición radical de los más diversos grupos profesionales, desde 
los funcionarios a los empleados en distintas ramas. 

Se comprende que la política social del primer decenio de la Repú- 
blica Federal se centrase en la vivienda. Además de que la construcción 
impulsaba un rápido crecimiento de la economía, la destrucción de la 
guerra y la llegada masiva de desplazados y refugiados había originado 
un déficit importante: para 16,4 millones de familias se disponía de 10,1 
millones de viviendas habitables. La primera Ley de la vivienda (Woh- 
nungsbaugesetz) de abril de 1950 promocionó en los primeros cinco 
años la construcción de un millón de viviendas sociales. En los seis años 
siguientes se construyeron 1,8 millones; con la segunda Ley de vivienda 
a partir de 1956 predominó la casa individual en una parcela propia en 
condiciones tan generosas que permitía el acceso de las clases medias y 
buena parte de las clases trabajadoras. 

El segundo capítulo en que, distanciándose de su ministro Ludwig 
Erhard*, Adenauer cifró la «amplia reforma social» que había prometi- 
do tras ser confirmado como canciller en 1953, fue el de las pensiones. 
En 1949 la pensión media para un trabajador era de 42,80 marcos al 
mes, y la de un administrativo casi el doble, 79,10 marcos, en los dos 


13. Pese a su defensa de la «economía social de mercado» Erhard simpatizaba poco 
con el Estado social que llega a calificar de «locura moderna» en cuanto constituiría una 
«huida de la responsabilidad personal». El afán de extender el Estado social «destruye 
las virtudes auténticas, sentido de la responsabilidad y amor al prójimo... Al final no 
tendremos una sociedad sin clases, sino una sociedad mecanizada sin alma» (L. Erhard, 
Wohlstand für alle, Düsseldorf, 1950, 1957, p. 248). 
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casos claramente insuficiente. Entre 1950 y 1953, acorde con la subi- 
da de los salarios, las pensiones subieron un 30%. En vísperas de las 
elecciones de 1957, Adenauer consiguió implantar por ley la llamada 
«pensión dinámica», es decir, que las pensiones crecieran al ritmo de los 
salarios, lo que le fue recompensado con la mayoría absoluta. 

El gran litigio entre Gobierno y movimiento obrero que marcó el 
primer decenio de la República Federal fue la cogestión (Mitbestim- 
mung) en las grandes empresas. Nada más empezada la segunda pos- 
guerra, los sindicatos vincularon la democratización de las empresas a 
la presencia sindical en los consejos de administración. En las industrias 
del acero de la Cuenca del Ruhr, las autoridades británicas ya en 1946 
habían autorizado una presencia paritaria de capital y obreros en las 
empresas que ocupasen a más de mil. Después de fundada la República 
Federal en 1949, el mayor empeño de los sindicatos consistió en ex- 
tender la cogestión a todas las grandes empresas. Pero en una Alemania 
ocupada, en la que Estados Unidos llevaba la voz cantante, y además 
con un gobierno de coalición de centroderecha, era un objetivo inal- 
canzable. Con todo, el proyecto francés de una «Comunidad europea 
del carbón y del acero» abrió un resquicio para introducir la cogestión. 
El enfrentamiento de Gobierno y sindicatos terminó con el compromi- 
so de que se mantuviera la cogestión en la Cuenca del Ruhr y en la «Co- 
munidad europea del carbón y del acero», conocida en Alemania como 
la Montan-Union, pero no se ampliase más. Con los votos de CDU/CSU 
y del SPD, y en contra los liberales (FDP) y la derecha nacionalista 
(DP) se aprobó la Ley de cogestión de los trabajadores en los consejos 
de administración que entró en vigor el 21 de marzo de 1951. El 27 
de julio de 1952, esta vez con los votos en contra del SPD, se aprobó 
la Ley de constitución de las empresas (Betriebsverfassungsgesetz) que 
redujo la cogestión en empresas con más de quinientos trabajadores 
a un tercio de los puestos en los consejos de administración. Con las 
nuevas reformas legales, la cogestión de hecho ha quedado congelada, 
sin que haya conseguido su aspiración principal, la democratización de 
las grandes empresas. 


Un Estado de bienestar fallido 


En las condiciones que la «guerra fría» impuso en una Alemania divi- 
dida, más el bienestar relativo que en los años cincuenta difundió un 
capitalismo que había conseguido despegar con las ayudas de Estados 
Unidos y sobre todo con el tirón de las exportaciones que originó la 
guerra de Corea, la dirección de la socialdemocracia alemana fue con- 
venciéndose, aunque no tanto una buena parte de los militantes de 
base, de que había perdido todo sentido el objetivo con el que se había 
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identificado desde su fundación, erigir una alternativa democrática al 
capitalismo. Se había derrumbado la ilusión de que, al partir de cero, la 
posguerra ofrecía la gran oportunidad de edificar desde la base una so- 
ciedad más justa y eficiente. En los años cincuenta se fue abriendo paso la 
idea de que se necesitaba un nuevo programa en el que el hilo conductor 
dejase de ser el marxismo, y el socialismo, entendido como una alter- 
nativa real al capitalismo, quedase en manos del bloque soviético. En 
noviembre de 1959 en Bad Godesberg, una ciudad aledaña de Bonn, 
se aprobó un nuevo programa del SPD que estuvo en vigor hasta 1989, 
sin modificaciones sustantivas en los que le han sucedido, aprobados o 
en preparación, que cancelaba casi un siglo de historia. Se suprimía el 
marxismo incluso como instrumento de interpretación del capitalismo, 
último reducto en que se había enrocado, sustituido por los valores de 
libertad, justicia y solidaridad, tal como provenían de la ética cristiana 
y del humanismo ilustrado. El SPD dejaba de ser el partido de la clase 
obrera, columna básica del movimiento obrero, junto con los sindicatos, 
para convertirse en uno interclasista de «todo el pueblo» (Volkspartei). 
En su parte socioeconómica, después de aceptar el capitalismo como 
la forma más eficiente de producción y de distribución de la riqueza, el 
programa establecía dos metas primordiales: la primera, la lucha con- 
tra todas las forma de monopolio para que funcionase el mercado, y la 
segunda, ampliar la cogestión, pues si el avance de la democratización 
en todos los ámbitos define al nuevo socialismo, el proceso no podría 
detenerse ante las puertas de las fábricas. 

En el fondo, el propósito principal de tan profunda renovación ideo- 
lógica era eliminar los obstáculos que impedían a la socialdemocracia 
acceder al poder. El objetivo principal no podía tratarse ya de conse- 
guir en un futuro incierto un nuevo orden socioeconómico, sino de 
gobernar lo antes posible dentro del orden establecido, único modo de 
llevar a cabo las reformas que se estimaban urgentes. Con un mismo 
afán de alcanzar el poder, y una vez en él, mantenerse el mayor tiempo 
posible, el SPD no se diferencia ya de los otros partidos que llamaban 
burgueses. Herbert Wehner, antiguo comunista, fue el dirigente que con 
mayor vigor impulsó la vuelta al pragmatismo, que al fin cuajó el 1 de 
diciembre de 1966 con la coalición de los dos grandes partidos, CDU/ 
CSU y SPD. 

El Gobierno Kiesinger-Brandt soliviantó los ánimos en una izquier- 
da que, además de tener que tragarse el sapo de un canciller demo- 
cristiano que había pertenecido al partido nazi, no podía hacerse a la 
idea de que para gobernar con la fuerza política que había restaurado 
la vieja Alemania se había tirado por la borda el «socialismo democrá- 
tico». Como reacción a la gran coalición, surgió una oposición extra- 
parlamentaria (APO) fuera del sistema, que terminó por diversificarse 
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en distintos movimientos sociales desde el estudiantil de 1967/1968 a 
una guerrilla urbana, inspirada en América latina, que desembocó en 
puro terrorismo anarquizante, que tuvo su momento álgido en los años 
setenta, pero que con menor intensidad se prolongó en los ochenta. 
Sin este contexto de oposición radical que en grupos muy minoritarios 
les llevó a recurrir a la violencia contra las cosas, incluso contra las 
personas, sin excluir el asesinato selectivo, no cabe entender la política 
social del SPD en estos años y sobre todo dar cuenta del mayor error del 
canciller Brandt, la prohibición, acordada el 28 de enero de 1972, de 
impedir que entraran en el servicio público los candidatos que fuesen 
calificados de «extremistas» que afectó sobre todo al sector educativo. 

Empujada por la recesión de 1966-1967, la socialdemocracia llegó 
al poder en coalición con el partido que había sido su acérrimo contrin- 
cante. Hay que recalcar que la política social no ocupó un papel cen- 
tral, pero tampoco se produjeron grandes desavenencias en este campo. 
Los dos partidos convergían en un keynesianismo, entonces dominante, 
cuyo interés se cifraba en la política de empleo y que culminó en la Ley 
de promoción del trabajo (Arbeitsfórderungsgesetz) de julio de 1969. 
Esta ley reestablecía en Núremberg con el nombre de Oficina federal de 
empleo (Bundesanstalt für Arbeit), la creada en 1927 por la República 
de Weimar. La oficina de empleo que, muy transformada, pervive hasta 
nuestros días con el nombre de Agencia de empleo, se encarga de mediar 
entre buscadores y ofertantes de trabajo, de gestionar los subsidios del 
desempleo, de la formación de los parados, o de ejercer de consultor 
en cuestiones laborales y profesionales. Un avance significativo hacia 
el Estado de bienestar fue también la Ley de protección del despido 
(Kúndigungsschutzgesetz) de 25 de agosto de 1969, pero la gran inno- 
vación consistió en la introducción de la llamada «acción concertada» 
(Konzertierte Aktion) para superar la crisis, iniciativa del ministro de 
Economía de la gran coalición, Karl Schiller. El Estado, la patronal y los 
sindicatos se encargaban en una acción conjunta de coordinar la política 
económica y social con la vista puesta en el empleo, cuidando mucho 
de mantener la estabilidad de los precios al adoptar las medidas nece- 
sarias para promover un crecimiento suficiente, fundamento último del 
Estado social. En mayo de 1967 el Parlamento federal aprobó la Ley de 
estabilidad y crecimiento (Stabilitáts- und Wachstumsgesetz) en la que se 
establece que las instituciones federales y las estatales, la patronal y los 
sindicatos actúen de manera concertada. La «acción concertada» acabó 
diez años después, en 1977, al no llegar a un acuerdo la patronal y los 
sindicatos en el tema de la cogestión. 

En septiembre de 1969 las elecciones dan a la socialdemocracia el 
triunfo que habían esperado que resultaría de la «gran coalición». Por 
vez primera en la República Federal el SPD era el partido más votado 
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y pudo coaligarse con los liberales (FDP), que en tiempos de crisis se 
habían izquierdizado, pero sobre todo porque no aspiraban más que 
a volver al poder, después de haber quedado aislados en la oposición 
durante la «gran coalición». En política social la ambición del canci- 
ller Willy Brandt, dispuesto a «osar más democracia» para resolver los 
problemas planteados, fue convertir el Estado social en el de bienestar 
que la socialdemocracia había diseñado en la Constitución de Weimar. 
Se recuperan viejos conceptos del «socialismo democrático» como la 
«humanización del trabajo», «lucha por la igualdad y sobre todo el de 
«justicia social»!*, sin por ello volver a pretender un nuevo orden so- 
cioeconómico más allá del capitalismo. 

En este sentido el Gobierno Brandt-Scheel dio algunos pasos que 
importa retener. En el afán de avanzar en la «igualdad de oportuni- 
dades» un gran impacto tuvo la Ley de promoción de la enseñanza de 
26 de agosto de 1971 (Bundesausbildungsfórderungsgesetz) que, además 
de ampliar los canales de acceso a la universidad para los mayores de 
veinticinco años, otorga una beca a todo aquel que hubiera terminado 
el bachillerato y los ingresos propios, o los de los padres, no sobre- 
pasasen una determinada cantidad. Las puertas de la universidad se 
abrieron a la clase obrera, con lo que no sólo aumentó enormemente 
el número de estudiantes universitarios, sino que trajo consigo el fin del 
modelo alemán de universidad. Después de extender la educación, el 
segundo objetivo fue mejorar las pensiones. Además de una cuantiosa 
subida, la edad de jubilación se bajó a los sesenta y tres años y aquellas 
personas que por las cotizaciones efectuadas no llegasen a una renta 
mínima, recibían una subvención estatal. Al fijar el monto de las pen- 
siones, a las madres se les sumaba un año de trabajo por cada hijo que 
hubieran tenido. 

La reforma de las pensiones dio para Brandt el mismo fruto que en 
1957 tuvo para Adenauer. En las elecciones del 18 de noviembre de 1972 
el SPD consiguió el 45,8% de los votos, la cifra más alta de su histo- 
ria. En enero de 1973 en el programa de gobierno, Brandt anuncia su 
intención de ampliar la cogestión, a la vez que una modernización del 
derecho de familia que incluía regular el aborto, pero lo más digno de 
retener es que Brandt subraya la capacidad del Estado para planificar y 
el deber de dirigir la economía con el fin de dar el paso definitivo hacia 
el Estado de bienestar que vuelve a recuperar su nombre de Wohlfabrts- 
staat. Un programa que no llega a ponerse en marcha por la inesperada 
dimisión de Willy Brandt en mayo de 1974, 


14. Para el primero, véase H. Matthófer, Humanisierung der Arbeit und Produktivi- 
tát in der Industriegesellschaft, Europáische Verlagsanstalt, Kóln, 1977; y para el segundo, 
W. Arendt, Kennzeichen sozial. Wege und Ziele der sozialen Sicherung, Stuttgart, 1972. 
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El pretexto oficial fue el caso «Günter Guillaume», un espía de la 
RDA que había logrado colocarse entre los colaboradores más cercanos 
del canciller. Habría enviado al parecer información confidencial, tam- 
bién sobre la vida privada del canciller, con el catálogo de sus aventuras 
amorosas, que la otra Alemania podría utilizar si lo estimase oportu- 
no. Lo paradójico era que los servicios secretos de la Alemania oriental 
expulsaran del poder al canciller que el Gobierno de la RDA prefería. 
Aparte del pretexto oficial, los motivos que obligaron a dimitir a Brandt 
en la cúspide de su popularidad fueron de orden muy distinto, desde su 
pretendido alcoholismo, o incluso el temor de que siguiera adelante con 
la anunciada democratización, a la nueva crisis económica que se ma- 
nifiesta en un descenso del BIP del 5,31% en 1972 al 0,4% en 1974". 
El desempleo en 1970 era del 0,7% con 2 millones de trabajadores 
extranjeros y 795.000 empleos sin cubrir, que en 1974 pasa a un 2,6% 
y en 1975 llega al 4,8% de parados, despidiéndose la República Federal 
del pleno empleo, condición indispensable para poder hablar con algún 
rigor de Estado de bienestar. 

El nuevo canciller, Helmut Schmidt, tuvo que lidiar con las dos pri- 
meras crisis económicas de la República Federal, la de 1973-1974, que le 
llevó al poder, y la de 1978-1979, que le expulsó. Schmidt accede al po- 
der con un programa que pone la continuidad en un primer plano, pero 
no tanto con los escarceos socialdemócratas de su antecesor, como con 
la política de Adenauer. Desde su experiencia de gobierno —con Willy 
Brandt había sido ministro de Defensa y de Finanzas— el que había em- 
pezado su carrera política como presidente de la Federación socialista de 
estudiantes (SDS), es decir, defendiendo las ideas más a la izquierda de su 
partido, se había convencido de que era Adenauer el que había acertado 
y ellos los que se habían equivocado, cuando se opusieron radicalmente 
a la política del viejo patriarca renano en sus dos vertientes principales: 
integración en el mundo occidental, al coste de renunciar a la unificación 
de los dos Estados alemanes, y desarrollo capitalista, como base del Es- 
tado social, en vez de aprovechar que se empezaba de cero y que hubiese 
quedado patente la estrecha conexión del gran capital con el nazismo, 
para inaugurar una nueva política socialista. 

Desde la Comunidad Europea, recalcando la amistad franco-alema- 
na —la hazaña de Adenauer y De Gaulle—, lo esencial era fortalecer 


15. La crisis la desencadena el ataque egipcio-sirio el 6 de octubre de 1973 en la 
fiesta de Yom Kippur, para recuperar los territorios perdidos en 1967 en la Guerra de 
los seis días. En tres semanas los israelíes se encuentran a cien kilómetros de El Cairo y a 
sesenta de Damasco. El 17 de octubre la OPEP reduce la producción y aumenta el precio 
del petróleo con lo que en 1974 la factura de Alemania en relación con el año anterior 
ha subido un 152,7%. 


263 


ORIGEN Y DESARROLLO DEL ESTADO SOCIAL 


los vínculos con el mundo occidental y superar la crisis dentro de los 
parámetros del capitalismo. Su gran triunfo fue haber sido invitado 
en 1979 a una reunión de los presidentes Carter y Giscard d'Estaing, 
con el premier Callaghan en la isla de Guadalupe, en la que los nuevos 
«cuatro grandes» diseñaron la estrategia a seguir ante la Unión Soviéti- 
ca. La Alemania derrotada se sentaba a la mesa de igual a igual con los 
aliados occidentales. 

La izquierda, y en buena parte desde las filas socialdemócratas, se 
opuso a la «doble decisión» sobre los cohetes de alcance medio, inicia- 
tiva de Helmut Schmidt'*, a lo que se añadió un desacuerdo creciente 
con la política económica, que hizo que poco a poco aumentase la dis- 
tancia de Schmidt con su partido. Y aquí se inscribe el gran error que ha 
reconocido el mismo ex-canciller: haber aceptado ser elegido canciller, 
dejando a Willy Brandt como presidente del partido”, con lo que se 
quedó sin la posibilidad de influir directamente en el partido. Al des- 
plazamiento a la derecha que desde el Gobierno llevó a cabo Schmidt, 
convencido de que era la única posibilidad de seguir gobernando, Willy 
Brandt reaccionó con una política cada vez más decantada a la izquier- 
da, que hizo de Oscar Lafontaine su colaborador preferido. 

En lo económico la tarea principal era superar la crisis, controlando 
inflación y desempleo, de modo que la República Federal consolidase la 
estructura socioeconómica que había logrado darse en la posguerra. Pese 
a haber sido discípulo directo del introductor del keynesianismo en 
Alemania, Karl Schiller, el mentor que le abrió las puertas de la política, 
desde el primer momento Schmidt reaccionó contra la creencia que 
había prevalecido en tiempos del canciller Brandt de que los problemas 
se resolvían acudiendo al déficit. En el programa de gobierno que pre- 
senta ante el Parlamento pone énfasis en «el realismo y la moderación», 
indispensables para superar la crisis. Pasaron los tiempos de lanzarse a 
nuevos experimentos democratizadores, habida cuenta que el Estado 
de bienestar habría llegado a límites que no cabría traspasar. «Vivimos 
en libertad con una máxima seguridad social» afirma categóricamente. 
Prueba de ello es que las pensiones, de 1972 a 1974, han crecido un 
44% que, si descontamos la inflación, se quedan en un flamante 19%. 
La tarea principal de la coalición social-liberal se desplazaba a la po- 


16. Una vez que la Unión Soviética instaló cohetes de alcance medio (SS 20) que 
amenazaban directamente a la República Federal, no satisfecho con la respuesta norte- 
americana de que Alemania estaba protegida con los cohetes intercontinentales de Estados 
Unidos —la destrucción de Alemania ¿llevaría a Estados Unidos a una guerra nuclear 
total? —, Helmut Schmidt presionó a los aliados para que se diera una respuesta— «doble 
decisión»— en los términos de que o bien la Unión Soviética retiraba sus cohetes, o bien 
Estados Unidos instalaría en Alemania sus cohetes de alcance medio Pershing-IT. 

17. H. Schmidt, Ausser Dienst, Siedler, München, 2008, p. 151. 
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lítica fiscal, anunciando una reforma a fondo. Una vez que en política 
social se habría conseguido todo lo alcanzable, la tarea era conservar lo 
adquirido, acabando lo ya empezado, en primer lugar, la Ley de coges- 
tión que se arrastraba desde hacía catorce años y que por fin consigue 
que se apruebe el 1 de julio de 1976. Las empresas con más de 2.000 
empleados tendrán consejos de administración con representación pa- 
ritaria del capital y el trabajo, una particularidad exclusiva de Alemania 
en la Europa comunitaria. En cuanto la política educativa, abiertas las 
puertas de la universidad a las clases trabajadoras, los esfuerzos habrían 
de dirigirse a mejorar la educación profesional, manteniendo en este 
ámbito el modelo de responsabilidad compartida del Estado y las em- 
presas. 

La política económica convencional que puso en práctica Schmidt 
—la keynesiana no tuvo en otros países mejores resultados— trajo con- 
sigo que el número de parados que se aproximaba en 1974 a 600.000, 
en 1982 hubiera alcanzado 1,8 millones, a la vez que en el mismo pe- 
ríodo la deuda pública pasase de 57.100 a 305.000 millones de marcos. 
La nueva política de contención del Estado social, en favor de la cual 
presionaba el aliado liberal que pedía incluso una mayor liberalización 
en política económica, reforzó la alternativa democristiana que en las 
elecciones de 1976 una CDU encabezada por Helmut Kohl se acercó a 
los resultados de la «pequeña coalición». 

Además de los problemas económicos que trataba de resolver sin 
acudir a las fórmulas keynesianas, Helmut Schmidt tuvo que enfrentarse 
a las tensiones que produjo instalar en territorio alemán los Pershing-IT 
que alimentó un movimiento pacifista que llegó a movilizar millones de 
personas, amén de los otros movimientos sociales, ecologismo, feminis- 
mo, que brotaron de los rescoldos del 68, para los que Schmidt mostró 
poca sensibilidad. Sin percatarse de lo que a la larga iba a significar el 
que se consolidasen nuevos partidos a su izquierda, el SPD quedó de 
hecho escindido en dos mitades!*, Empero a corto plazo tuvo mayor 
impacto el que los liberales, en primer término su ministro de Eco- 
nomía —Otto Graf Lambsdorfft— y el presidente del FDP y ministro 
de Asuntos Exteriores, Hans-Dietrich Genscher, estuvieran dispuestos 
a abandonar la coalición, cosa que hicieron en 1982, adelantándose 
en media hora a que el canciller cesara a su ministro de Economía. 
Poco después los liberales presentaron junto con la CDU una moción de 
confianza contra el gobierno minoritario de Schmidt, siendo elegido 
canciller Helmut Kohl el 1 de octubre de 1982. Por un largo trecho, 
dieciséis años, los socialdemócratas se verán alejados del poder y con 


18. El 17 de mayo de 1979 se fundó el Partido de los Verdes. 
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ellos se hundió definitivamente la perspectiva de un Estado de bien- 
estar. 

Schmidt hizo lo que creyó que tenía que hacer, pero al precio de 
quedarse solo. En noviembre de 1983 en el Congreso del SPD en Co- 
lonia sólo catorce delegados defendieron sus tesis. A Felipe González, 
que llegaba al poder cuando él lo perdía, le dio un consejo: «No de- 
jes que, cuando hagas lo que piensas que tienes que hacer, se alborote 
el gallinero». «Osar más democracia» en su opinión no era la receta 
apropiada para tiempos procelosos. 
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A mediados de los años setenta comienza el desmontaje del Estado de 
bienestar, aunque la denominación se haya conservado para designar a 
un Estado social renovado. Los términos de «Estado social» y «Estado 
de bienestar» se emplean hoy indistintamente para referirse al que se 
levanta sobre los cuatro pilares tradicionales —seguro de enfermedad, 
invalidez, vejez y desempleo— a los que hay que añadir los surgidos en 
los dos últimos decenios, unos todavía como pretensión, como el dere- 
cho a una plaza en un jardín de infancia, empezar a partir del nacimiento 
con la enseñanza obligatoria, o los últimos realizados, como el cuidado 
de las personas dependientes, o el derecho a una vivienda digna, este 
último de mayor antigüedad, pero reforzado en este último tiempo. 
La propia dinámica del Estado social aumenta de continuo los ámbi- 
tos de protección de los sectores más desfavorecidos, lo que a su vez 
provoca críticas continuas por sus costos crecientes, así como la oferta 
de modelos alternativos que los hagan financiables. El Estado social se 
caracteriza tanto por su tendencia expansiva, como por la necesidad de 
ser reformado de continuo. 

Pese a que «Estado social» y «Estado de bienestar» se solapen y 
a menudo se confundan, considero útil diferenciar el uno del otro. 
De un lado, está el modelo que en su estadio embrionario propuso el 
conservadurismo y luego replanteó el liberalismo, y de otro, el Estado 
de bienestar de la socialdemocracia. Uno de los más conocidos especia- 
listas en el tema, Gósta Esping-Andersen, distingue estos tres tipos de 
Estado social: uno conservador, otro liberal, y un tercero socialdemó- 
crata!. Aunque tenga sentido diferenciar el Estado social conservador, 


1. G. Esping-Andersen, The Three World of Welfare Capitalism, Cambridge, 1990. 
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a menudo ligado a las iglesias cristianas, del que más tarde propuso el 
liberalismo, pienso que para hilvanar algunas reflexiones sobre el futu- 
ro del Estado social basta con distinguir el modelo socialdemócrata, ya 
fenecido, del liberal, que todavía persiste, aunque sometido a fuertes 
presiones críticas y en situación de perpetuas reformas, sin que puedan 
aún vislumbrarse las rasgos que tomará en el futuro. 

Pese a los ataques al Estado social de la nueva derecha conservado- 
ra, la mayor parte de los europeos siguen sin tomar en consideración la 
posibilidad de que pueda desaparecer. Todas las reformas que se mane- 
jan parten de su permanencia, y nadie ofrece una alternativa realista al 
Estado social. Empero, pese a existir un amplio consenso sobre la con- 
veniencia de que el Estado social permanezca, no por ello el futuro se 
presenta menos incierto. Se ha desplomado el modelo socialdemócrata 
de Estado de bienestar y el Estado social, tal como hoy lo conocemos, 
al estar tabaleándose el Estado nacional democrático de derecho que 
ha sido y es su basamento, parece claramente amenazado. Lo funda- 
mental es no perder de vista algo tan obvio como que el futuro del 
Estado social está directamente ligado al que tenga el Estado nacional 
democrático de derecho. 


EL LABORISMO PONE PUNTO FINAL AL ESTADO DE BIENESTAR 


Un crecimiento económico continuado, capaz de sostener el pleno em- 
pleo, fueron los dos pilares sobre los que se levantó el Estado de bienes- 
tar. El pleno empleo admite diferentes definiciones, Keynes establece un 
5% de paro friccional y Beveridge un 3 %, entre estas dos cifras oscilan 
las generalmente admitidas. Las cuotas medias de desempleo permiten 
hablar de pleno empleo en este período, aunque las diferencias regiona- 
les hubiesen sido significativas; así en Irlanda del Norte el paro en algu- 
nos momentos alcanzó el 7,7%. Los laboristas en 1945 se presentaron 
a las elecciones prometiendo el pleno empleo y los conservadores ha- 
blaron también de «un empleo alto estable». Laboristas y conservadores 
coincidían en que lo principal era evitar una vuelta al desempleo de los 
años treinta. 

A comienzos de los sesenta, el keynesianismo, convertido en la doc- 
trina económica oficial, servía para sustentar la confianza de que, sabien- 
do cómo había que manejar la economía en caso de recesión, nada grave 
podía ocurrir. El Estado de bienestar se levantó sobre una sociedad que 
creía contar con los conocimientos económicos, políticos y sociales 
que se requieren para mantener de manera indefinida el pleno empleo. 
Aunque desde posiciones distintas —Keynes más teóricas-especulativas, y 
Beveridge más empíricas—, ambos coincidieron en dar por caducado el 
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laissez-faire, convencidos de que el capitalismo sólo podría sobrevivir, si 
el Estado interviene en el proceso de producción y de distribución de la 
riqueza. En un libro que tuvo un gran impacto en el laborismo de aquellos 
lustros, Anthony Crosland llegó a escribir en 1956: 


Los votantes están ahora convencidos de que pueden mantenerse pleno 
empleo, servicios sociales dignos y estabilidad social. Cualquier gobier- 
no que ponga en cuestión la estructura básica del pleno empleo y del Es- 
tado de bienestar se encontrará con un fuerte revés en las elecciones?. 


Lejos de poner en peligro el orden democrático, como el liberalis- 
mo más radical no se cansaba de denunciar, el intervencionismo estatal 
avala la permanencia del pleno empleo y del Estado de bienestar, po- 
niendo de manifiesto que Estado de bienestar y democracia se refuer- 
zan mutuamente. 

Entre 1948 y 1973 en el Reino Unido el PIB se duplica en términos 
reales con una media de crecimiento del 2,8 % anual, muy inferior al de 
Suecia o Alemania, síntoma de una debilidad estructural de la economía 
británica que también se expresa en una inflación relativamente alta: 
entre 1945 y 1963 la media es de 3,7%, que sube al 5,4% entre 1964 
y 1972. Cuando en 1973-1974 la inflación alcanza el 16,1%, llegando 
al 23,1% en 1974-1975, se hace responsable de ello al Estado de bien- 
estar por haber potenciado el pleno empleo. Con el poder sindical que 
da a la clase obrera el pleno empleo, los salarios habrían subido muy por 
encima de la productividad, con los consiguientes efectos inflacionistas. 

Cuando la economía británica experimenta lo que desde los postu- 
lados keynesianos parecía inconcebible —pese a que se aplican sus me- 
didas, el crecimiento se estanca y aumentan inflación y desempleo— el 
modelo de Estado de bienestar se sabe tocado de muerte. En 1976, 
laboristas y conservadores están otra vez de acuerdo, pero ahora en 
lo contrario de lo que habían mantenido en los últimos tres decenios, 
el pleno empleo sería incluso una meta poco deseable, ya que sólo 
se consigue a costa del crecimiento económico. El Estado de bienes- 
tar se asocia con el estancamiento y la pobreza, que es el precio que 
habría que pagar por una sociedad más igualitaria y solidaria. En cam- 
bio, una sociedad que se haga cada vez más rica, ha de tolerar una 
mayor desigualdad social. La opción estaría entre pobreza e igualdad, 
o riqueza y desigualdad. 

Otros factores exógenos limitaron fuertemente el desarrollo del 
Estado de bienestar. En primer lugar, la Inglaterra de la posguerra tar- 
dó en reconocer que, tras el amago serio que supuso la victoria en la 


2. A. Crosland, The Future of Socialism [1956], Jonathan Cape, London, +1963, p. 28. 
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primera Guerra Mundial, la de 1945 significaba la pérdida definitiva 
de su condición de gran potencia. La crisis de Berlín (1948-1949) y 
el comienzo de la guerra de Corea (1950) marcaron ya claramente el 
mundo bipolar de la «guerra fría», en el que tenían que resultar bal- 
díos los esfuerzos británicos por recuperar la antigua posición de gran 
potencia mundial. Dependiendo para su reconstrucción de las ayudas 
americanas —para el Reino Unido el plan Marshall fue esencial— se 
comprende que no pudiera resistir las presiones estadounidenses para 
que aumentase el gasto militar a costa del social, máxime cuando la cri- 
sis del canal de Suez (1956) convenció a los ingleses de que no cabría 
otra opción que ser fieles al liderazgo de Estados Unidos. 

Aun así, la pose de gran potencia que Gran Bretaña se empeñaba en 
mantener la alejó de los Tratados de Roma (1957), error gravísimo que 
no han superado todavía el Reino Unido ni el resto de Europa. En 1957 
los seis países fundadores se habrían sentido muy orgullosos de que 
Gran Bretaña hubiera participado en el proyecto y, sin el menor género 
de duda, su influencia entonces hubiera sido determinante. Cuando, ya 
demasiado tarde, el Reino Unido pidió el ingreso en la Comunidad Eu- 
ropea, no sólo se había implantado una política agraria contraria a sus 
intereses, sino que se encontró con la oposición frontal del general De 
Gaulle. Desde la Europa unida a la que el presidente francés aspiraba, 
cualquier candidato antes de entrar tendría que elegir entre Estados 
Unidos y Europa. 

A partir de mediados de los años sesenta, pero ya claramente en los 
setenta, se fue perfilando una alternativa a la organización estatal y fi- 
nanciación pública, consistente en la privatización de estos servicios, que 
deberían funcionar como los demás seguros privados, dejando el cuidado 
de los casos más extremos a la caridad individual o a la beneficencia pú- 
blica, tal como había ocurrido antes de que surgiese el moderno Estado 
social. Los primeros capítulos, dedicados a la historia social de la pobre- 
za, nos permiten detectar el resurgir de viejos esquemas que únicamente 
parecen nuevos porque estaban olvidados. 

Es menester tener en cuenta que la política liberal a ultranza que 
llevó a cabo Margaret Thatcher entre 1979 y 1990, fue precedida de un 
decenio de crítica in crescendo del Estado de bienestar, sin lo que no se 
explica que la señora Thatcher fuese elegida por una mayoría que renovó 
tres veces sucesivas. ¿Funcionaba acaso tan mal el Estado de bienestar 
como para que se produjera este vuelco? ¿Cómo se explica entonces 
oscilaciones tan bruscas de la opinión pública? Ocurrió algo mucho 
más grave que un cambio de opinión; lo que se desplomó fue la eco- 
nomía montada sobre las ideas keynesianas, aunque, como veremos en 
los capítulos que siguen, las causas de que se desplomara el Estado de 
bienestar son de muy distinto orden. 
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El detonador también fue en Gran Bretaña la guerra árabe-israelí 
de 1973 que trajo consigo que se cuadriplicasen los precios del petróleo 
entre 1974 y 1975 con un descenso considerable del PIB, un 27% de in- 
flación y un desempleo de un millón de personas que en 1976 llegaba al 
millón y medio. La conjunción de los tres males a la vez —recesión, infla- 
ción y desempleo— hizo que fuese un premier laborista, James Callaghan, 
el que en 1976 anunciase el fin del Estado de bienestar, al desconectarlo 
de la política de pleno empleo. Un mayor endeudamiento del Estado 
para enderezar la demanda únicamente traería consigo más inflación y 
desempleo. Veinte años después de la publicación del libro de Crosland, 
el primer ministro laborista que había sustituido a Harold Wilson después 
de su repentina dimisión, en una Conferencia del partido laborista llegó 
a manifestar en septiembre de 1976: 


Estamos acostumbrados a pensar que podemos escapar a la recesión y 
aumentar el empleo, rebajando los impuestos y aumentando el gasto. Lo 
digo con la mayor sinceridad, esta opción ya no existe, si es que alguna 
vez existió, porque el resultado ha sido siempre una mayor inflación. 
Y cada vez que esto sucede aumenta el nivel medio de desempleo. Una 
inflación más alta venía seguida de un mayor desempleo. Esta es la his- 
toria de los últimos veinte años’. 


Sin crecimiento y con una tasa alta de paro, el Estado de bienes- 
tar resultaba impagable, y no habría otro remedio, tal como insistía el 
Fondo Monetario Internacional, que reducir drásticamente los costos, 
suprimiendo servicios y eliminando burocracia. Para el Gobierno labo- 
rista de Callaghan el pleno empleo dejó de ser el objetivo prioritario 
de la política económica, para serlo el crecimiento, que proviene del 
buen funcionamiento del mercado, instrumento indispensable para ba- 
jar la inflación y el desempleo, llegando a aceptar a regañadientes el 
principio de la nueva derecha de que, si se quiere crecimiento, una tasa 
de desempleo sería inevitable. En el momento en que se pone en tela de 
juicio el dogma keynesiano, hay que fijar el inicio de una nueva época, 
la del neoliberalismo poskeynesiano, que ha llegado a su término en 
nuestros días. 

A este panorama económico, se añade en los años setenta uno po- 
lítico no menos inquietante. Por un lado, el terrorismo de Irlanda del 
Norte alcanzó las cotas más altas y, por otro, los sindicatos mineros 
organizaron una huelga masiva que obligó a dimitir al Gobierno con- 
servador de Edward Heath en 1974. Unos sindicatos, fortalecidos por 


3. Labour Party, Report of the 75th Annual Conference, 1976, p. 188; cit. en 
J. Michie, Wages in the Business Cycle, Frances Pinter, London, 1987, p. 131. 
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decenios de pleno empleo, imponían sus condiciones. Lo aparentemen- 
te paradójico es que con un mayor poder obrero arreciaba la crítica 
marxista del Estado de bienestar, que lo consideraba una forma capita- 
lista de acumulación propia de los nuevos tiempos, y cuya finalidad sólo 
sería impedir que el capitalismo se hundiera. Se cuestiona el Estado de 
bienestar, tanto desde la izquierda, que lo denuncia como una pantalla 
para salvar a un capitalismo de por sí insalvable, como desde la nueva 
derecha, que pasa a la ofensiva ideológica con un único empeño: el de 
sustituir el intervencionismo estatal por el mercado. 

El laborismo se escinde entre una rama izquierdista que pretende 
que se aplique «el programa laborista para Gran Bretaña» de 1973, que 
exigía un ulterior desarrollo del Estado de bienestar, y otra más prag- 
mática en el poder que está convencida de que el manejo keynesiano 
de la demanda provoca inflación y a la larga desempleo. En vez de 
obsesionarse en mantener a cualquier precio el pleno empleo, la nueva 
política económica laborista tendría que crear las condiciones para que 
el mercado desplegase una mayor eficiencia. En suma, no habría alter- 
nativa a un Estado social limitado en sus prestaciones que renunciase, 
tanto a conseguir una igualación social, como a convertirse, recurriendo 
a mejoras continuas de las prestaciones sociales, en un instrumento idó- 
neo de distribución de la renta. Importa recalcar que fue el Gobierno 
laborista de Callaghan el que, al aceptar la contención monetarista, una 
«tasa natural» de desempleo y la preeminencia del mercado, entierra 
el Estado de bienestar. Entre 1945 y 1950, los laboristas montaron el 
Estado de bienestar, pero fueron también los que lo clausuraron en- 
tre 1976 y 1979. 

Cuando Margaret Thatcher gana las elecciones en 1979, ya se había 
desplomado el Estado de bienestar. El nuevo objetivo era llevar el merca- 
do a sus últimas consecuencias. Por su ascendiente pequeño burgués es- 
taba convencida de las que ella consideraba verdades elementales, como 
que no se puede gastar más de lo que se ingresa, sin ceder en este punto, 
fueran las que fueren las presiones o las consecuencias. El mayor mérito 
de la señora Thatcher, que mereció el título de «la dama de hierro», 
fue su voluntad inquebrantable en mantener contra viento y marea la 
bondad intrínseca del mercado y la maldad per se del Estado. No dio su 
brazo a torcer, aunque entre 1979 y 1981 la inflación subiera al 22% y 
el desempleo alcanzase los tres millones, soportando una enorme oposi- 
ción, incluso en el interior de su partido, que al final sólo pudo solventar 
con la guerra de las Malvinas (2 de abril a 14 de junio de 1982) que le dio 
la popularidad necesaria para ganar las elecciones de 1983, incluso con 
una mayoría más amplia. Después de un año de huelga de los mineros del 
carbón, en 1985 logró destruir el poder sindical que, al conectar ya con 
un período de rápido crecimiento económico, resolvió por sí gran parte 
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de las cuestiones abiertas. Hay que dejar muy claro que los Gobiernos de 
Margaret Thatcher no intentaron desmontar el Estado social que persis- 
tió al derrumbe del Estado de bienestar. Entre 1979-1980 y 1986-1987 
subieron los gastos sociales en términos reales, incrementos en buena 
parte debidos al mayor número de mayores de 65 años y de niños en 
edad escolar. Incluso la presión fiscal subió de 33,5% del PIB en 1978 
al 36,7% en 1988. El Estado de bienestar, que había sido más propósito 
que realidad consumada, se acopló al modelo anterior de Estado social. 
En los años noventa se vuelve a llamar Estado de bienestar al Estado so- 
cial, aunque ya poco tenga que ver con el que se intentó desplegar en las 
condiciones que ofrecía el pleno empleo en la llamada «edad de oro». 


EL INICIO DE UNA NUEVA ÉPOCA 


A partir de los años ochenta —en algunos países antes, como en Gran 
Bretaña, en otros más tarde como en Suecia— el modelo socialdemó- 
crata de Estado de bienestar, por lo menos en su parte sustancial de 
intentar superar el capitalismo, se ha eclipsado hasta del horizonte más 
lejano. Que haya desaparecido incluso la intención misma de construir 
un orden socio-económico más igualitario y eficaz, al que se pensaba 
llegar de manera gradual, gracias a reformas que contasen con un am- 
plio consenso democrático, es sin duda lo más llamativo, y hasta cierto 
punto sorprendente, del desmoronamiento de la izquierda europea en 
estos últimos treinta años. 

En los años cincuenta y sesenta, en la llamada «edad de oro del Estado 
de bienestar», pocos se hubieran atrevido a dudar de que la prosperidad 
hasta entonces desconocida de que se disfrutaba, en contraste con lo 
ocurrido en los años de entreguerras, no se debiera a un keynesianismo 
que paradójicamente no hubo nunca que aplicar. La demanda global 
fue siempre alta, sin que en ningún momento se hubiera tenido que 
recurrir el déficit presupuestario para aumentar el gasto público. En los 
años en que la socialdemocracia creyó seriamente que con la construc- 
ción del Estado de bienestar caminaba hacia el socialismo, las medidas 
keynesianas se guardaron en la recámara para garantizar la pervivencia 
indefinida del invento. 

El modelo socialdemócrata de Estado de bienestar es producto di- 
recto del boom de los años cincuenta y sesenta, para cuya comprensión 
hay que acudir a otros factores que al keynesianismo. Los historiadores 
se han preguntado por las causas de un período tan largo de empleo 
alto que en intensidad y permanencia superó con mucho al boom del 
ferrocarril (de 1850 a 1860) y al de la industria química y eléctrica 
(de 1890 a 1900). Lo explican por los mismos factores que dan cuenta 
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de su fin: la rápida innovación tecnológica y la expansión del comercio 
mundial que caracterizaron a aquellos años. 

Sin duda el de mayor alcance fue el desarrollo tecnológico, depen- 
diente del progreso científico, que trajo consigo un rápido incremento 
del rendimiento del trabajo. Jean Fourastié insistió en el progreso tec- 
nológico como el factor que explicaría el bienestar creciente, que habría 
llevado a la economía del predominio del sector primario —agricultura 
y minería— al secundario —industria— y de éste al terciario de los ser- 
vicios que dada su especificidad, desde los domésticos, a los educativos 
y sanitarios, pasando por el comercio, bancos, seguros, transportes y 
comunicación, terminarían por absorber la mayor parte de la mano de 
obra ocupada*. Pronóstico que valía antes de que la informática, es 
decir, el progreso técnico, cambiara también por completo la situación 
en el sector terciario. Desde la primera industrialización el progreso 
técnico da razón del crecimiento económico, pero no basta, al no haber 
una correlación directa entre desarrollo tecnológico y los períodos de 
depresión que se han sucedido. 

Para dar cuenta del boom de los años cincuenta y sesenta, además 
de los avances tecnológicos, en mayor o menor medida siempre presen- 
tes, habría que mencionar el enorme esfuerzo de reconstrucción en la 
posguerra, así como la internacionalización creciente de las economías 
europeas, que volvieron a traspasar las fronteras nacionales, como ya lo 
habían hecho en los decenios anteriores a la primera Guerra Mundial. 
A diferencia del período de entreguerras, que supuso una renacionali- 
zación de las economías, enfrentando las unas con las otras, la segun- 
da posguerra abrió una época de apertura continua de las economías 
nacionales, cuyos frutos más patentes son crecimiento económico y 
eliminación definitiva de cualquier riesgo de enfrentamiento bélico en 
Europa. Un largo período de crecimiento económico continuo, que con 
el pleno empleo proporcionaba un incremento inusitado de los salarios 
reales, elevó sustancialmente el nivel de vida de las clases sociales más 
desfavorecidas. 


EL PUNTO FINAL DEL PLENO EMPLEO 


Antes de desplomarse el bloque comunista, por muy diversas causas 
empezó a tambalearse el Estado socialdemócrata de bienestar, dejan- 
do patente la desconexión de ambos procesos. La crisis del Estado de 
bienestar es intrínseca, y no ha sido consecuencia directa del derrum- 
bamiento del bloque soviético, aunque, evidentemente, al desaparecer 


4. J. Fourastié, Le grand espoir du Xxe siècle, PUF, Paris, 1949. 
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la amenaza del comunismo, que desempeñó un papel importante en las 
concesiones que en los años cincuenta y sesenta se hicieron al Estado 
de bienestar, haya debilitado aún más a la clase obrera occidental. Ya en 
los setenta, se hunde el Estado de bienestar, primero en el Reino Unido, 
después, a comienzos de los ochenta, en Alemania, y por fin en Suecia, 
donde, tanto en realizaciones, como en los objetivos pendientes, había 
llegado más lejos. 

El Estado de bienestar tuvo su fundamento en el pleno empleo y se 
hundió con el pleno empleo. Cuando se comprobó que la aplicación 
de las medidas keynesianas no sólo ralentizaba el crecimiento, sino que 
aportaba inflación y, con ella, más desempleo, pese a que se mantuviese 
la denominación, el Estado de bienestar tenía los días contados. Al 
declarar obsoleto el keynesianismo, la socialdemocracia se quedaba sin 
un modelo económico propio, obligada a aceptar a regañadientes el capi- 
talismo liberal como la única opción razonable. Hoy en poco, si en algo se 
diferencia la política económica de la derecha liberal de la de esa «nueva 
izquierda» que busca una «tercera vía» inexistente entre el liberalismo y 
la socialdemocracia keynesiana. 

¿Cómo se explica que a partir de la segunda mitad de los setenta 
desapareciese el pleno empleo, convertido desde entonces en la liebre 
mecánica a la que no se logra dar alcance? Más que de fallos en la 
teoría keynesiana, que sin duda los tiene, y nada inclinado a comulgar 
con el dogma universal de la economía liberal clásica que estima que 
cualquier desviación de sus recomendaciones, por pequeña que sea, se 
paga con desequilibrios incontrolables, pienso que, más que en el aná- 
lisis económico, la respuesta adecuada hay que buscarla en el conflicto 
que se origina en la distribución de la riqueza, cuando crecimiento eco- 
nómico, pleno empleo y aumento continuo de los salarios convergen 
durante un largo trecho. 

Conviene partir de una premisa, de cuya relevancia caben pocas 
dudas, y es que en una situación de pleno empleo, al mermar la capaci- 
dad de disciplinar la mano de obra ocupada, tanto en lo que respecta a 
las condiciones laborales, como al monto de los salarios, el empresario 
pierde autoridad. En circunstancias tan favorables para los colocados 
aumenta de continuo el poder de los trabajadores, organizados en sin- 
dicatos fuertes. Con el objetivo final de conseguir una redistribución 
de la renta nacional más equilibrada, la clase obrera impone salarios 
más altos y mejores condiciones de trabajo, así como más y mejores 
servicios sociales, una forma eficaz de completar al salario. En suma, un 
capitalismo de pleno empleo tiende a desarrollar instituciones sociales 
y políticas que reflejan el poder creciente de la clase trabajadora. Si se 
hubiera mantenido esta relación de fuerza a la larga hubiera supuesto 
una profunda transformación del capitalismo, algo que la socialdemo- 
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cracia pretendía abiertamente —no en vano, consideraba el Estado de 
bienestar el instrumento adecuado para avanzar hacia el socialismo en 
democracia—, pero también es obvio que los propietarios del capital, 
si querían perdurar como clase, tenían que frenar de cualquier modo y 
lo antes posible el pleno empleo. Su fuerza radicaba en que no podría 
durar sin el control democrático de las inversiones, una medida que 
sólo se planteó Suecia, pero que en ninguna parte se llevó a la práctica, 
al atacar directamente la línea de flotación del sistema capitalista. 

Con el retorno del desempleo, la situación mejoró de manera sus- 
tancial para el empresariado. El capital precisa de «un ejército de re- 
serva» que garantice su dominio ante una mano de obra que, en último 
término, tiene que anteponer el conseguir un empleo a las condiciones 
contractuales que pueda negociar. Desde finales de los setenta la tasa de 
paro en la Europa comunitaria ha oscilado, a veces más en otras menos, 
en torno al 10%, una cifra que ha permitido recuperar el control sobre 
la clase obrera, sin las graves crisis sociales que un paro masivo habría 
provocado, como efectivamente ocurrió en los años treinta. A finales 
de los ochenta los indicadores de inflación, beneficios empresariales y 
número de huelgas muestran ya claramente que se había alcanzado un 
nuevo equilibrio mucho más favorable al capital. Pese a beneficios en 
rápido aumento, la inversión privada se mantuvo modesta, el 2,8%, 
aunque ya lejos del 1,9% de 1979, pero muy distante de la media del 
4,1% de la época dorada del Estado de bienestar. 

La derrota de la clase obrera se fue incubando en los años cin- 
cuenta y sesenta por los dos factores, desarrollo tecnológico e inter- 
nacionalización de la economía, que habían contribuido a la rápida 
expansión del Estado de bienestar. Otros estaban directamente vincu- 
lados al despliegue del Estado de bienestar, en primer lugar un aumento 
considerable del gasto público. En los países de la OCDE pasó de un 
18% en 1929, al 27% en 1950, para llegar al 37% en 1970. Aunque 
este aumento del gasto público, al contribuir a un descenso significativo 
de la desigualdad social, tuviera un aspecto positivo, no hay que ocultar 
el lado negativo de que bajase la productividad, en buena parte debido 
a que una redistribución de la renta nacional cada vez más favorable a 
la clase obrera hubiese provocado una conflictividad social creciente. 
En las condiciones del pleno empleo los salarios tendieron a subir por 
encima de la productividad, abriendo rendijas por las que se colaba la 
inflación, a la vez que un reparto más equitativo de la renta nacional 
hizo bajar los beneficios empresariales, y con ellos la inversión, lo que 
también repercutió sobre el empleo. Una inversión privada a la baja con 
un crecimiento que se ralentiza exacerban los conflictos de distribu- 
ción. Aunque, como Keynes había puesto de manifiesto, la inversión no 
depende tanto de la capacidad de ahorro, como de las expectativas de 
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ganancia, no cabe duda de que las tensiones en el reparto de la renta 
nacional redujeron la viabilidad de las políticas de pleno empleo. 

Aunque el gasto/déficit público fuese indispensable para mantener 
el pleno empleo, el tamaño que puede alcanzar depende también del 
monto de las inversiones privadas en relación con el ahorro. Si éstas no 
alcanzan para mantener el empleo, hay que recurrir o bien a un mayor 
déficit presupuestario —pero ¿cuánto tiempo se puede aguantar?— o 
bien a subir los impuestos para contener el déficit —pero ¿hasta dón- 
de?—. El impacto de la deuda pública en porcentaje del PIB depende 
del ritmo de crecimiento de la economía y sobre todo de la tasa de in- 
terés. Desde 1979, y durante bastante tiempo, en los países de la OCDE 
prevalecieron intereses altos, reduciendo drásticamente la capacidad 
de endeudamiento de los Estados. Lo grave fue que el crecimiento se fue 
achicando, a la vez que subían los intereses, confirmando la opinión de 
Keynes de que el mayor enemigo del empleo son los intereses altos. 

Lo decisivo fue que el dilema, déficit o impuestos, se complica muchí- 
simo en una economía abierta en la que un mayor consumo interno puede 
afectar muy poco al empleo, ya que la disponibilidad a importar no tiene 
necesariamente que incrementar la demanda global. Siempre cabe devaluar 
la moneda para hacer más caros los productos importados, favorecien- 
do así la producción nacional, pero esta medida comporta un descenso 
de los salarios reales, con lo que los sindicatos tampoco pueden estar de 
acuerdo. Pero mucha mayor incidencia que recurrir a la importación para 
satisfacer el consumo en una economía abierta tiene la movilidad de ca- 
pitales. La apertura al mercado mundial hace cada vez más difícil que un 
país pueda mantener por sí mismo el volumen de inversiones que exige 
el pleno empleo. Pero el factor decisivo ha sido sin duda el desorden que 
conllevan los movimientos especulativos del capital. La tasa de capital 
financiero en el PIB mundial ha pasado del 6% en 1972 al 37% en 1991, 
cuando el comercio internacional apenas superaba las cifras de 1913. La 
libre exportación de capitales no sólo limita la inversión en cada Estado, 
sino que además le arrebata la facultad de regular la tasa de interés, un 
factor fundamental en la política de empleo. 

La apertura de las economías a los mercados internacionales es el 
factor que, en último término, arrumba el modelo keynesiano, si bien 
debe tenerse en cuenta que sin la internalización de los mercados el 
crecimiento de los años cincuenta y sesenta tampoco hubiera ocurrido. La 
apertura de las economías europeas mantuvo un crecimiento constante 
que hizo posible el pleno empleo. Entre 1963 y 1973 el intercambio de 
productos industriales entre los países más avanzados creció a un ritmo 
del 12% anual. En una economía capitalista cerrada dentro de las fron- 
teras estatales, Keynes se había centrado en conseguir el pleno empleo 
de los recursos disponibles, tanto humanos como de capital. Un des- 
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empleo constante, en momentos de crisis incluso masivo, constituía a 
sus ojos el punto más débil del capitalismo, aquel que, si no se ponía 
remedio, cuestionaría su futuro. El capitalismo no podría durar a la lar- 
ga si implicase un desempleo perpetuo. Con todas sus limitaciones a 
las libertades individuales, el socialismo tendría la ventaja de garantizar 
trabajo para todos. 

Keynes ofrece una teoría para dar cuenta de las fluctuaciones del em- 
pleo y del porqué, dada la propensión marginal a consumir menos de 
lo que permite un ingreso mayor, la demanda efectiva agregada es por lo 
general insuficiente y, por tanto, una tasa de desempleo es la situación 
normal en el capitalismo. Al mostrar que la inversión no está ligada a 
la tasa de ahorro, sino a las perspectivas de ganancia, Keynes pone en tela 
de juicio el equilibrio entre producción y consumo que había propugnado 
la economía clásica, en función de la cual el desempleo desciende si bajan 
los salarios y en general los costos de producción. Keynes pensaba que, al 
encogerse la demanda global, con la disminución de los salarios se podría 
obtener el efecto contrario, más paro, pero, añadía, se trata de una política 
poco razonable que además ni siquiera es factible. Bajar los salarios, con 
los conflictos sociales que comporta, de hecho sólo se podría conseguir 
en un régimen autoritario que hubiera suprimido la libertad sindical. No 
obstante, en los últimos lustros se ha seguido defendiendo como política 
de empleo el ajuste a la baja de los salarios, favoreciendo el despido libre, 
aunque en la mayor parte de los países de nuestro entorno no se haya pasa- 
do de meros amagos, pese a las presiones liberales en esta dirección. Pocos 
gobiernos están dispuestos a provocar una sarta de conflictos sociales con 
una reducción seria de los salarios nominales —de que bajen los reales ya 
se ocupa la inflación— lo que permite a los liberales afirmar que el proce- 
dimiento es infalible, pero que no se aplica con el rigor debido. 

Compensar el menor consumo con una mayor inversión privada de- 
pende de otros factores, como son la tasa de interés, y sobre todo la 
perspectiva de beneficio. Mantener el pleno empleo exige una mayor 
inversión, pero la privada aumenta o disminuye según sea la eficiencia 
marginal del capital, que, en todo caso, debe fluctuar por encima de la 
tasa de interés. Pese a que muchos la consideren la única opción posible, 
en el fondo nada tan opaco y vacilante como la inversión privada para 
eliminar el paro. Nadie invierte para crear puestos de trabajo, por mu- 
cho que la cantinela constante de los gobiernos sea que únicamente la 
inversión privada puede reducir significativamente el paro. Los partidos 
en vísperas de elecciones prometen bajar los impuestos, para aumentar 
los beneficios de las empresas, que redundarán en inversiones que creen 
puestos de trabajo, como si hubiese una relación directa entre cuantía de 
los beneficios y monto de las inversiones. Se invierte para maximalizar los 
beneficios y éstos son mayores cuanto menos mano de obra se necesite. 
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Keynes fue muy consciente de que la apertura a los mercados inter- 
nacionales llevaba un alto riesgo para el pleno empleo, lo que explica 
su empeño en mantener las economías nacionales bajo un control es- 
tricto. En primer lugar, había que impedir, si fuera preciso incluso con 
medidas proteccionistas, que la apertura al exterior arrasase la industria 
básica establecida: 


Hace mucho tiempo que no soy un librecambista —y no creo que nadie 
lo sea ya— en el viejo sentido de la palabra, hasta el punto de creer en 
un grado alto de especialización nacional, dispuestos a abandonar aque- 
lla industria que sea incapaz de mantenerse un tiempo por sí misma. 
Allí donde no cabe modificar los salarios a la baja, sería una doctrina 
muy peligrosa. Yo creo, por ejemplo, que este país está razonablemen- 
te adaptado para tener, y debería tenerlas siempre, una industria de 
motores, de acero o agropecuaria. Si me mostrasen que en las actuales 
circunstancias y con los salarios actuales no podrían sobrevivir, estoy a 
favor de protegerlas?. 


Importa retener que el modelo keynesiano en determinadas cir- 
cunstancias y por un tiempo reclama medidas proteccionistas para ga- 
rantizar el pleno empleo. En casos excepcionales, Keynes propone no 
sólo volver al viejo proteccionismo, sino que pone en tela de juicio 
algo que atañe a la esencia misma del capitalismo, como es decidir la 
inversión, prerrogativa exclusiva del empresario. Cuestión ante la que 
el capital no puede mostrar la menor tolerancia sin negarse a sí mismo, 
dispuesto a frenar cualquier conato de intervención obrera o estatal en 
las decisiones que atañen a la inversión de las empresas. A finales de los 
sesenta y comienzos de los setenta, había que impedir de cualquier for- 
ma que el movimiento obrero se saliera con la suya en su marcha hacia 
otro orden socioeconómico. En los dos países en los que esta idea se 
había manejado, en Suecia y en el Reino Unido, el movimiento obrero 
dio marcha atrás antes de entablar batalla alguna. El capital logró con- 
servar intacto el poder invertir allí donde fuere más alta la expectativa 
de beneficio, sin tener que tomar en cuenta los efectos sobre el empleo. 
Un carácter definitorio de la economía de mercado es que correspon- 
de exclusivamente a los propietarios del capital decidir cuánto, cómo 
y dónde se invierte. Si se cuestiona este principio, como exigiría una 
política consecuente de pleno empleo, el capitalismo se convertiría en 
un sistema socioeconómico diferente. 

La aporía intrínseca del capitalismo radica en que no puede man- 
tener el pleno empleo sin garantizar previamente las inversiones de la 


5. J. M. Keynes, Collected Works XX, Macmillan, London, 1982, pp. 379-380. 
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manera más conveniente para la economía nacional, y no simplemente 
para el interés del inversor. Y no hay «mano invisible» que haga con- 
verger el interés general con el egoísmo individual. Keynes fue contun- 
dentemente claro: «Creo que una socialización bastante completa de las 
inversiones será el único medio de aproximarse a la ocupación plena», 
La socialización de las inversiones es parte integrante de una política 
keynesiana de pleno empleo, punto en el que la socialdemocracia no se 
atrevió nunca a ser consecuentemente keynesiana. 


Pese a que a un publicista del siglo XIX, o un financiero norteamericano 
contemporáneo, parecería una limitación espantosa del individualismo, 
yo lo defiendo, tanto porque son el único medio practicable de evitar 
la destrucción total de las formas económicas existentes, como por ser 
condición del funcionamiento afortunado de la iniciativa individual. 
Porque si la demanda efectiva es deficiente, no sólo resulta intolerable 
el escándalo público de los recursos desperdiciados, sino que el empre- 
sario individual que procura ponerlos en acción opera en lucha desigual 
contra todas las fuerzas contrarias”. 


Por el bien de la economía de mercado no habría otra salida que 
socializar las inversiones, es decir, suprimir la iniciativa individual, jus- 
tamente, el elemento más propio y constitutivo del capitalismo. Se 
comprende que el capitalismo puro y duro nunca haya querido asumir 
el keynesianismo. 

Las dos recetas que ofrece Keynes para garantizar el pleno empleo 
—proteccionismo, en la época de la globalización, y socialización de las 
inversiones, cuando el movimiento obrero se ha hundido— resultan tan 
extrañas al mundo en que vivimos, que a muchos no les parecerá necesa- 
rio extenderse en explicar el porqué de su naufragio. Empero, si es cierto 
que proteccionismo y socialización de las inversiones no encajan en el 
capitalismo en su forma liberal primigenia, no por ello habrá que dejar de 
intentar al menos dar cuenta de la incapacidad que mostraron las social- 
democracias más avanzadas, la británica y la sueca, a la hora de saltar del 
Estado de bienestar al socialismo democrático. Cierto que a menudo las 
propusieron únicamente de boquilla, pero no es menos evidente que en 
las condiciones de unas economías cada vez más abiertas cualquier inten- 
to de socializar las inversiones hubiera traído consigo una fuga masiva de 
capitales. La internacionalización de la economía se ha mostrado el factor 
decisivo para restaurar el capitalismo en su pureza originaria, rechazando 
cualquier modelo de economía mixta, como el que propuso Keynes. Pero 


6. J. M. Keynes, Teoría General de la ocupación, el interés y el dinero, FCE, México, 
71965, p. 335. 
7. Ibid., p. 333. 
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también resulta innegable que «los principales inconvenientes de la so- 
ciedad económica en que vivimos son su incapacidad para procurar la 
ocupación plena y su arbitraria y desigual distribución de la riqueza y los 
ingresos»*. Dos cuestiones centrales que Keynes trató de encauzar, pero 
que lejos de haber resuelto, con la perspectiva de medio siglo ha quedado 
bien claro que desempleo y desigual distribución de la riqueza no han 
hecho más que agravarse. 


HAYEK Y SCHUMPETER 


En los odres nuevos del monetarismo, el viejo liberalismo recuperó la 
voz cantante. Cuando parecía que la economía de guerra lo había en- 
terrado para siempre, en 1944 un economista austríaco, Friedrich A. 
von Hayek, defensor acérrimo del liberalismo, publica en Gran Bretaña 
un libro? en el que defendía una tesis, harto llamativa, sobre el «totali- 
tarismo» implícito, no sólo en el modelo nazi y bolchevique, sino, pás- 
mese el lector, en el socialdemócrata. Las tres corrientes coincidirían en 
propugnar una economía planificada que irremediablemente conduciría 
a la «esclavitud». El libro adquiere relevancia treinta años más tarde, 
cuando el Estado de bienestar había mostrado a las claras que, no sólo 
no había traído consigo el fin de las libertades individuales, sino que, al 
contrario, su gran éxito consistió en haberlo levantado sin suprimir las 
instituciones políticas del liberalismo, de las que, como Anthony Cros- 
land había enfatizado, dependía. El libro de Hayek retoña en los años 
setenta, como el catecismo de la nueva derecha, pese a que la experiencia 
histórica no hubiese corroborado, todo lo contrario, la tesis de que la 
intervención del Estado en la economía, tal como lo proponía el keyne- 
sianismo, supondría caminar por «la senda que conduce a la esclavitud». 
El Estado keynesiano no sólo no desembocó en el «totalitarismo», como 
pronosticó Hayek, haciéndose eco de la derecha más retrógrada, sino 
que confirmó que el Estado social precisa de instituciones democráticas. 
El Estado social, lejos de conducir a la esclavitud, es el complemento 
imprescindible del Estado democrático, al garantizar, no sólo en teoría, 
derechos y libertadas a la mayor parte de la sociedad. 

Dos años antes que el libro de Hayek, Joseph Alois Schumpeter, otro 
economista austríaco, también en el exilio, pero en Estados Unidos, ha- 
bía defendido la tesis'” de que, lejos de ser incompatibles, como insistie- 
ron los distintos socialismos decimonónicos, capitalismo y democracia 


8. Ibid., p. 328. 
9. Fr. A. Hayek, The Road to Serfdom, Chicago, 1944. 
10. J. A. Schumpeter, Capitalismo, socialismo y democracia, Aguilar, Madrid, 1971. 
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convergen si la democracia se entiende correctamente, no en el sentido 
fuerte de «poder del pueblo, por el pueblo y para el pueblo», sino como 
la forma de competir los distintos grupos sociales por el poder en el 
«mercado político», de manera análoga a como ocurre en la economía. 
Schumpeter desmonta lo que llama el «dogma democrático», que consis- 
tiría en la creencia, que califica de ingenua, de que el pueblo pueda tener 
opinión clara sobre las cuestiones que realmente le afectan y ser además 
capaz de tomar decisiones racionales colectivamente. Una vez que cree 
haber mostrado la falsedad del postulado básico sobre el que se levanta la 
democracia, a saber, que el pueblo sabría lo que le conviene, invierte los 
términos en el planteamiento tradicional de la relación gobierno-pueblo. 
Lo importante es el gobierno, incluso la gobernabilidad que habría que 
asegurar a todo trance; la función del pueblo, en cambio, es bastante 
secundaria y en ningún caso consiste en gobernar —itamaño absurdo! — 
sino simple y exclusivamente en elegir a los que gobiernan. La democracia 
se reduce a elegir a los gobernantes entre distintas opciones «en lucha 
competitiva por el voto del pueblo». Es obvio que semejante compren- 
sión de la democracia reproduce la teoría económica de la competencia 
en el mercado. La democracia así entendida, no es que sea compatible, 
es que resulta consustancial con el capitalismo. Obsérvese que para que 
capitalismo y democracia sean compatibles, hubo que modificar, bien la 
idea del capitalismo, como hizo Keynes, bien la de democracia, como 
propuso Schumpeter. 

El liberalismo, que parecía por completo superado en los años se- 
senta, en los ochenta había recuperado la vieja posición dominante. En 
este último cuarto de siglo largo, las tesis de Schumpeter y de Hayek se 
han visto fortalecidas hasta el punto de retornar a las ideas económicas 
y políticas que dominaron antes de la primera Guerra Mundial. Importa 
tener muy presente que el Estado social en nuestros días se inscribe en co- 
ordenadas similares a las que ya prevalecieron antes de la Gran Guerra, es 
decir, una sociedad capitalista, sin correctivo alguno, que no concibe otro 
futuro que su perpetuación indefinida. Aunque ahora haya que subrayar 
una diferencia importante, y es que se ha desvanecido el movimiento 
obrero revolucionario que se definía por considerar requisito esencial 
de una verdadera democracia superar el capitalismo. Hoy prevalece la 
opinión de que la democracia representativa depende de la pervivencia 
de la economía liberal capitalista. Capitalismo y democracia se necesita- 
rían mutuamente, de tal modo que cuestionar el primero llevaría consigo 
el desmoronamiento de la segunda. No cabría otra democracia que la 
que arropa el capitalismo, tesis central de Schumpeter y Hayek, aunque 
el primero no incluyera a la socialdemocracia entre los «totalitarismos», 
como hizo el segundo, portavoz de la derecha más obtusa. Ni que decir 
tiene que la equiparación de capitalismo y democracia, hoy dominante, 
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ha dejado flotando en el vacío a la izquierda europea, al menos tal como 
se había desarrollado a partir de la segunda mitad del siglo XIX. 

En la Europa comunitaria desde mediados de los setenta, pero so- 
bre todo en los ochenta y noventa creció el desempleo, acompañado de 
una, a veces mayor, a veces menor, inflación. La economía europea, si 
se tiene en cuenta el altísimo grado de desarrollo alcanzado, ha vuelto 
a crecer a buen ritmo en los noventa pero, para general sorpresa, el 
crecimiento no arrastró el empleo (jobless growth). Durante un tiempo 
el seguro de desempleo se ha llevado la parte de león del presupues- 
to social, mermando lo disponible para sanidad y educación, servicios 
que exigen un gasto creciente, que cargan sobre las espaldas de cada 
vez menos personas empleadas que tendrán que sostener a una pobla- 
ción menor de dieciocho años, con mayores exigencias educativas, y 
sobre todo la mayor de sesenta y cinco, creciendo a gran velocidad, 
con un gasto sanitario que crece de manera exponencial. Es obvio que 
las cuentas no cuadren, pero, mientras los expertos discuten sobre los 
modelos alternativos que permitan la sobrevivencia del Estado social, 
están cambiando por completo las coordenadas que marcarán Estado y 
sociedad en un futuro cercano. 


LA DISOLUCIÓN DE LA SOCIALDEMOCRACIA 


El que en los últimos treinta años haya arraigado en la Europa co- 
munitaria una media de desempleo cercana al 10%, ha convertido el 
modelo socialdemócrata de Estado de bienestar en una meta inalcan- 
zable —sin pleno empleo no cabe el Estado de bienestar, aunque, in- 
sisto, sí el Estado social que ha convivido siempre con una cuota de 
desempleo— máxime cuando, caído el bloque soviético, se ha vuelto 
a la mundialización de antes de la primera Guerra Mundial. La gran 
depresión de los años treinta y la segunda Guerra Mundial reforzaron 
la aspiración de los pueblos a la protección del Estado. En los años 
cincuenta y sesenta la presencia amenazante del bloque soviético, una 
alternativa al modelo capitalista occidental que entonces se considera- 
ba operativa, coadyuvó de manera decisiva al despliegue del modelo 
socialdemócrata de Estado de bienestar. Cuando se encontraba ya muy 
tambaleante, el hundimiento del bloque soviético terminó por darle la 
puntilla, aunque en ningún caso hubiese sido la causa principal de su 
derrumbe. 

Entretanto se ha evaporado el «movimiento obrero», incluso como 
concepto, entendido como la sinergia de un gran partido político de clase 
con un sindicalismo fuerte. La capacidad de llevar a cabo una reforma 
continua del capitalismo hasta lograr superarlo —la ambición constitu- 
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tiva del socialismo, de la que no se despidió el que se llamó democrá- 
tico— se hacía depender de la fortaleza del «movimiento obrero», un 
partido de masas, enraizado en la sociedad, con instituciones culturales, 
deportivas, benéficas, propias, vinculado a unos sindicatos bien asentados 
en el lugar de trabajo. Como instrumento de transformación democrática 
de la sociedad, la socialdemocracia se aferró al gran partido de masas, en 
oposición al «partido de nuevo tipo», que inventó Lenin, una organiza- 
ción jerárquica y disciplinada a la manera de un ejército, dirigida por re- 
volucionarios profesionales a tiempo completo, capaz de tomar el poder 
violentamente (teoría bélica de la revolución) para, una vez controlado el 
aparato del Estado, dar paso al acto revolucionario por antonomasia, la 
colectivización de los medios de producción. El socialismo democrático, 
en cambio, no pretendía tomar palacio de invierno alguno, únicamente 
llevar a cabo un largo proceso de reformas sobre la base de un consenso 
democrático que fuera transformando el orden socioeconómico estable- 
cido en uno más justo y eficiente. Sin una presencia fuerte del partido de 
masas y del sindicato, además de muchas otras organizaciones económi- 
cas y sociales, adheridas al movimiento obrero, la relación de fuerzas no 
permitiría actuar, ni siquiera como corrector del capitalismo. El modelo 
socialdemócrata de Estado de bienestar desaparece a la vez que el «movi- 
miento obrero», que había sido su principal propulsor. 

Como vimos en el capítulo anterior, fue en Gran Bretaña donde 
primero se hundió el modelo socialdemócrata de Estado de bienestar, 
probablemente porque también había sido el país en el que la política 
de nacionalizaciones se llevó más lejos, que luego en buena parte re- 
privatizó la señora Thatcher. En cambio, el éxito sueco tuvo que ver 
con que, sin nacionalizaciones, el Estado de bienestar se financiase con 
imposición fiscal alta. La experiencia trágica británica está en la base 
del nuevo laborismo. Parte de reconocer que hubo que renunciar al 
Estado de bienestar para intentar construir otro tipo de Estado social 
más adecuado a las condiciones que impone el capitalismo, cuyo final 
o superación ya no se contempla. No poca confusión ha originado el que 
el nuevo laborismo hablase también de una «tercera vía», aunque dando 
a este término un significado distinto. Por «tercera vía» se entendía la 
del socialismo democrático entre comunismo y capitalismo; instalados 
ya irremediablemente en el capitalismo, el nuevo laborismo plantea 
también una tercera opción, pero esta vez entre liberalismo y socialde- 
mocracia. No serían de recibo ni el liberalismo a ultranza de la señora 
Thatcher, con las consecuencias sociales que conlleva, ni el modelo 
socialdemócrata de Estado de bienestar que arrastraría consigo déficit, 
inflación y paro. Una vez asumido el capitalismo como un destino que no 
merece ya ni discutirse, la tercera vía exige un nuevo Estado social que 
encaje en el sistema. 
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Se podrá criticar la tercera vía laborista por unos logros bastante 
magros (es muy poca cosa en relación con las ambiciones de la socialde- 
mocracia clásica, que pretendía nada menos que superar el capitalismo, 
construyendo un Estado equitativo que distribuyese bienestar para to- 
dos), pero ha cumplido con su empeño principal, contar con el apoyo 
mayoritario de la población para corregir el extremismo ultraliberal. Si 
Tony Blair no comete el error garrafal de aliarse con Bush en la guerra 
de Irak, tal vez se hubiera mantenido en el poder por mucho más tiem- 
po. La Alemania de Schróder, que hacía ya mucho que se había des- 
prendido del modelo socialdemócrata que vislumbró Willy Brandt sin 
haber podido llegar a la tierra prometida, andaba también a la búsque- 
da de una tercera vía, sin encontrar otras salidas que las del liberalismo 
más ortodoxo que el electorado alemán rechaza con contundencia. En 
Francia, la socialdemocracia, que partía de posiciones que en su día fue- 
ron más radicales, «el socialismo mediterráneo» del primer Mitterrand, 
condenada a la oposición, se ha limitado a denunciar al gobierno con- 
servador por el desmantelamiento del Estado social, sin haber entrado 
todavía a fondo en la cuestión básica de cuál podría ser una alternativa 
que no signifique volver a los modelos del pasado, liberal o socialde- 
mócrata. Antes que el partido socialista, derrotado y sin orientación, 
haya emprendido la tarea de pensar una renovación del Estado social, 
el presidente conservador, Nicolas Sarkozy, está dispuesto a llevarla a 
cabo desde sus supuestos ideológicos, es decir, reduciendo al Estado 
social a sus mínimos, arriesgando la protesta callejera que hasta ahora 
ha tenido paralizada a Francia. 


JUSTICIA SOCIAL VERSUS SOLIDARIDAD 


La finalidad constitutiva del modelo socialdemócrata de Estado de bien- 
estar era realizar la «justicia social». Si el Estado democrático de de- 
recho garantiza las libertades formales —todos los ciudadanos iguales 
ante la ley, incluyendo los mismos derechos políticos, una vez que se 
había generalizado el sufragio universal — el modelo socialdemócrata 
de Estado de bienestar pretendía además que todos gozasen de una li- 
bertad real, sin por ello suprimir, ni siquiera debilitar, ninguna de las li- 
bertades formales. Además de disfrutar de los mismos derechos, habría 
que tener las mismas oportunidades de ejercerlos, lo que exige partir 
de un bienestar material equiparable, acortando las grandes diferencias 
sociales y extendiendo una misma educación, sin la que no cabe levantar 
una verdadera igualdad. Constitutivo del modelo socialdemócrata era, 
por tanto, una redistribución de la renta nacional desde una perspectiva 
igualitaria, y una educación compensatoria que contribuyera a amino- 


285 


ORIGEN Y DESARROLLO DEL ESTADO SOCIAL 


rar las desigualdades sociales. Habría que generalizar unas condiciones 
socioeconómicas que, además de seguridad en los momentos críticos, 
algo que ya ofrecía el Estado social anterior a la segunda Guerra Mun- 
dial, pongan a disposición de amplios sectores populares otros servi- 
cios que mejoren la calidad de vida, de modo que se avance hacia una 
sociedad más igualitaria. 

El modelo socialdemócrata de Estado de bienestar no sólo protegía 
a los más débiles, sino que ofrecía a amplios sectores sociales mejo- 
ras sustanciales en la calidad de vida con el fin de lograr una sociedad 
más igualitaria. En relación con el Estado social de la primera parte 
del siglo XX el otorgar una ayuda económica —llámese ayuda o salario 
social— que permita sobrevivir a cualquier ciudadano que, por las ra- 
zones que fuesen, no estuviera en condiciones de trabajar, o incluso no 
estuviera dispuesto a hacerlo, supuso un salto cualitativo de enorme 
alcance. El principio de igualdad real implica que, o bien todos están 
obligados a trabajar, como ocurría en los países comunistas, o bien 
nadie lo está, como quería el Estado de bienestar socialdemócrata. El 
Estado de bienestar acabó con la maldición, altamente injusta, de que 
«el que no trabaje que no coma». Digo injusta, porque la obligación 
de trabajar no la comparten todos los miembros de la sociedad, sólo 
afecta a los que no tengan otro medio de subsistencia que la fuerza de 
sus brazos. La supresión del castigo bíblico dignifica el trabajo (salario 
y condiciones tendrán que estar en consonancia) al convertirlo, con la 
supervivencia garantizada, de algún modo en una acción voluntaria. Si 
el fin último es asegurar la libertad real de todos, nadie debiera estar 
obligado a nada, lo que supone que además de los derechos y libertades 
formales, se precise una base económica que los haga efectivos. Ahora 
bien, únicamente sobre una economía sólida y equilibrada, que haya 
alcanzado el pleno empleo, cabría ir desarrollando, paso a paso, un 
Estado de bienestar que implicase modificaciones significativas en las 
relaciones de clase, hasta que este concepto perdiera toda significación. 

El modelo liberal de Estado social, al interesarse por la protección 
de los más débiles en momentos de crisis temporal o definitiva, pre- 
tende perpetuar el sistema capitalista de producción. En vez de justicia 
social —en el capitalismo esta noción no tiene demasiado sentido, ya 
que el precio «justo» de un bien o de un servicio es el que marque el 
mercado— el concepto central es el de solidaridad, entendida como la 
obligación de la sociedad de hacerse cargo de aquellos que no pueden 
cuidarse de sí mismos, ya de una manera definitiva, por incapacidad 
personal o vejez, ya por la situación por la que pasen, enfermedad o 
desempleo. El modelo liberal rechaza cualquier modificación del orden 
capitalista, máxime cuando se cuestiona apelando a la justicia. Con- 
sidera un retroceso, que en el fondo a todos perjudicaría, propugnar 
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una sociedad que aspire a la justicia, entendida como igualación social. 
Cuanta mayor igualdad, menos libertad. Para responder a las deficien- 
cias, permanentes o temporales, de algunos grupos sociales, bastaría con 
la solidaridad. Estudios empíricos muestran que en Europa existe un 
consenso mayoritario en que la sociedad debe ser solidaria, primero con 
los viejos, luego con los inválidos y enfermos y en tercer lugar nos hemos 
de ocupar de que todo ciudadano reciba la educación que le permita 
desenvolverse en la vida. 

El modelo socialdemócrata, en cambio, aspiraba a la justicia social 
y consideraba la política de igualación social un instrumento impres- 
cindible para construir una sociedad más justa. La desigualdad arrebata 
libertad a los sectores más bajos. Se es libre cuando se puede serlo, 
es decir, cuando se dispone de una base material que permita ejercer 
la libertad. La socialdemocracia pretendía la igualdad y entendía las 
instituciones del Estado de bienestar como derechos del ciudadano, y 
no simples ofertas de la solidaridad, el nuevo nombre que adquiere la 
caridad cristiana. La izquierda socialdemócrata recalca que en principio 
a cada ciudadano habría que ofrecerle la misma oportunidad de llevar a 
cabo el proyecto de vida que elija, que es algo muy distinto que ayudar- 
le en los malos momentos por los que eventualmente pase. 

Recordemos que desde sus orígenes en Bismarck, la política social ha 
estado desde un principio ligada a los intereses dominantes de las grandes 
sociedades anónimas, que no por casualidad surgieron al mismo tiempo 
que la primera política social. La conjunción de la gran empresa con el 
Estado para amainar la lucha de clases de modo que no amenace la paz 
social, ha estado, y sigue estando, en la base del Estado social. Walther 
Rathenau, que fue presidente de AEG, una de las grandes corporacio- 
nes alemanas, y era ministro de Asuntos Exteriores cuando lo asesinaron 
en 1922, ya definió al Estado social como «nuestro destino». En nuestros 
días también cabe señalar el papel crucial que en el arranque de un Esta- 
do social desempeñan las grandes empresas en los países que empiezan a 
industrializarse. Incluso en la China dominada por el partido comunista, 
una vez convertida al capitalismo, han sido las multinacionales las que 
han puesto en marcha los primeros elementos de un Estado social (vaca- 
ciones pagadas, pensiones, servicios sociales de la empresa). 

Con las leyes y las instituciones privadas a favor de los pobres en el 
«antiguo régimen» encontramos ya formas embrionarias de Estado social. 
En la caridad cristiana estuvo el origen del primer modelo conservador 
de Estado social. La noción de solidaridad que introdujo el liberalismo 
(Friedrich von Hayek) no es más que la secularización de la caridad. La 
diferencia básica entre el modelo socialdemócrata de Estado de bienestar 
y el Estado social liberal es el largo trecho que va de la «justicia social» a la 
«solidaridad». Un hecho significativo, del que no siempre se mide todo su 
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alcance, es que hoy hablen de solidaridad hasta los que se llaman socialis- 
tas, una noción que introdujo el modelo liberal del Estado social para re- 
emplazar a la de «justicia social» que, junto al propósito de superar el ca- 
pitalismo, han desaparecido por completo de la nueva socialdemocracia. 

El modelo socialdemócrata de Estado de bienestar se levantaba sobre 
dos supuestos básicos. El primero, que la economía de mercado, aban- 
donada a sí misma, trae consigo una acumulación de la riqueza en cada 
vez menos manos, lo que, además de ser incompatible con la justicia, a 
la larga impide la paz social. La intervención del Estado en la economía 
resulta imprescindible, tanto para mantener la libre competencia en los 
mercados —sin controles externos los mercados tienden al monopolio— 
como para garantizar una distribución más equitativa de la renta nacio- 
nal. En la versión socialdemócrata más desleída, la del Programa de Bad 
Godesberg (1959), se establecía como principio básico «tanto mercado 
como sea posible, pero tanta planificación como sea necesaria». O dicho 
de otra forma, el mercado funciona únicamente si interviene el Estado, 
principio que el liberalismo extremo se ha empeñado en ignorar. La so- 
cialdemocracia clásica reconoce las ventajas de la propiedad privada y de 
la iniciativa individual en la organización de la economía, pero no cree 
que el mercado por sí solo pueda resolver los intrincados problemas de 
una distribución equitativa de la riqueza, ni siquiera los inherentes a la 
producción de riqueza. Producción y distribución de bienes y servicios 
son dos procesos estrechamente ligados entre sí, en los que no basta el 
mercado, aunque tampoco funcionen si se suprime. Nada sería más falso 
que la tan traída y llevada metáfora de que primero habría que cocinar el 
pastel, labor que de la mejor forma realizaría una economía de mercado 
sin interferencias, y luego preocuparse de repartirlo, la única tarea que 
precisaría de la intervención del Estado. Al contrario, importa recordar 
que la socialdemocracia puso énfasis en la interdependencia de la pro- 
ducción y la distribución, necesitando ambos procesos de la acción del 
Estado. La socialdemocracia rechazaba el colectivismo estatalista, pero 
también el fetichismo del mercado. 

No creo que a estas alturas haya que esforzarse en mostrar la evi- 
dencia de que, desde la segunda mitad de los años setenta, pero sobre 
todo claramente en los ochenta, el modelo socialdemócrata de Estado 
de bienestar se ha desplomado en los pocos países europeos en los 
que había empezado, insisto, sólo empezado a tomar cuerpo. Hoy ni 
siquiera pervive como referencia programática en partidos que siguen 
llamándose socialistas, pero en los que ya no sólo no debaten el modo 
de superar el capitalismo, sino que ni siquiera plantean estrategias para 
corregirlo, acoplándolo a satisfacer las necesidades básicas de la pobla- 
ción más desposeída. Contraponer «el capitalismo renano» al «capita- 
lismo salvaje» tiene cada vez menos sentido. 
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ALGUNAS CONSIDERACIONES PREVIAS 


En la primera parte asistimos a la emergencia del Estado moderno que 
se define por concentrar todo el poder (suprema potestas), lo que por 
vez primera permitió distinguir con nitidez entre Estado y sociedad, 
una diferencia imprescindible para que pudiera surgir el Estado social!, 
El Estado es el soporte del poder que, al tenerse por el único legítimo, 
pretende monopolizarlo por completo. El concepto de sociedad aparece 
como complementario del de Estado, y señala la parte de la «comuni- 
dad política» que ha sido despojada del poder. El Estado acumula todo 
el poder; la sociedad que, muchos prefieren llamar «civil» para mejor 
distinguirla del ámbito estatal, se queda sin poder alguno. Desgajada 
del Estado, la sociedad se va configurando en una esfera familiar, otra 
económico-laboral y una tercera «pública», en la que los ciudadanos ac- 
túan conjuntados en razón de intereses comunes. Pese a que a menudo 
«estatal» y «público» se emplean con el mismo significado, confundir- 
los implica asumir el Estado de la monarquía absoluta que, justamente, 
niega la diferencia entre lo estatal y lo público. El Estado de mediados 
del siglo xvn, tal como lo perfila la Paz de Westfalia, está afincado en 
un territorio, con una población sometida a la voluntad omnímoda de 
su señor natural, que va desplegando una «sociedad civil», en la que se 
guarecen las libertades individuales y sociales. 

Las formas de relacionarse la sociedad con el Estado y el Estado 
con la sociedad constituyen las dos cuestiones básicas del pensamiento 
político de la Modernidad. Frente al absolutismo hobbesiano, perfec- 
tamente racional, el empeño consiste en salvar la libertad individual, 


1. E.-W. Böckenförde, «Die Bedeutung der Unterscheidung von Staat und Gesell- 
schaft im demokratischen Sozialstaat der Gegenwart», en Id., Staat, Gesellschaft, Freiheit. 
Studien zur Staatstheorie und zum Verfassungsrecht, Frankfurt a.M., 1976. 
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creando en la sociedad civil parcelas libres de la intromisión del Estado, 
pero que tienen el inconveniente de que por su propia dinámica pro- 
mueven una desigualdad social creciente: a mayor libertad individual, 
mayor desigualdad social. 

En Rousseau la crítica de la desigualdad social se vincula a una no- 
ción utópica de democracia en la que prevalece la «voluntad general», 
que no es la voluntad de la mayoría, ni siquiera la «voluntad de todos», 
sino la de aquellos que, por encima del bien personal, buscan el bien 
de los otros. La «verdadera democracia» consiste en regirse por la «vo- 
luntad general», entendida como la expresión política de una moral 
compartida que busca exclusivamente el bien del otro. Al tomar desde 
esta perspectiva las decisiones que a todos atañen, se logra una convi- 
vencia en la que se preserva la libertad de cada uno, al coincidir con 
la de todos. Lo malo es que hasta el mismo Rousseau es consciente de 
que la «democracia moral» que propone es irrealizable en este mundo. 
Rousseau dejó abierta la cuestión de la difícil coexistencia de la liber- 
tad de cada uno con la de todos, es decir, la libertad individual con la 
igualdad social, justamente, la cuestión a la que el Estado social va a 
tratar de dar una respuesta. 

Desde la «democracia», entendida como el poder de los que bus- 
can el bien del otro («voluntad general»), Kant da el salto a la que 
llama «república», y hoy llamamos democracia. A diferencia de la rous- 
seauniana que basa la convivencia política en la ética, Kant la instala 
en el derecho, con lo que la democracia desciende del cielo inalcan- 
zable de la ética, al terrenal, y por tanto realizable, de la legalidad. Lo 
hace desde la libertad, constitutiva de la moral y del derecho, pero 
manteniendo la autonomía de los dos. Kant corrige tanto la reducción 
hobbesiana de la ética a derecho, como la rousseauniana del derecho a 
ética. En su forma «republicana» de democracia, a la vez que una críti- 
ca de la concepción utópica de Rousseau, Kant propone una primera 
formulación de «Estado de derecho», como el componente esencial 
de la democracia. 

Como en la Antigüedad, Hegel vuelve a vincular moral y políti- 
ca. Considera de todo punto inaceptable mantenerlas separadas, como 
tuvo que asumir Kant a regañadientes. ¿Cómo podría fundamentarse el 
derecho, como no sea en la moral? ¿Qué queda del derecho desprendi- 
do de la justicia? Ahora bien, aunque Hegel vuelva a intentar unir ética 
y derecho, nada tiene que ver ya con el mundo antiguo y medieval, 
ya que lo hace desde la Modernidad que en la «comunidad política» 
primigenia diferencia el Estado de la sociedad. La ética deja de ser el 
punto de partida, para convertirse en el de llegada. Hegel comienza con 
la única base empírica con la que contamos, el derecho positivo, que 
llama «abstracto» por su carácter formal. Como categoría central, el 
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derecho resalta la propiedad, que articula una sociedad que pertenece 
ya a la Modernidad capitalista, que necesita culminar en el Estado en 
el que al fin se realiza la dimensión ética. Al inicio es el individuo y el 
derecho, el proceso culmina al final en el Estado y la ética. 

Hegel formula una «filosofía de la Modernidad», en la que el Esta- 
do constituye su última realización. Mucho se ha criticado la devoción 
hegeliana por el Estado, pero, al señalar que configura el meollo último 
de la Modernidad, sin duda llevaba toda la razón. La historia al final se 
hace inteligible en el Estado, como expresión ética de lo racional, que 
había comenzado con el despliegue de la sociedad como conjunto de 
individuos a la búsqueda de su propia satisfacción. La sociedad capita- 
lista, en tanto que la forma óptima de satisfacer las necesidades de cada 
cual, a la larga sólo puede funcionar moderada por un Estado que sea 
expresión de la racionalidad ética. 

En el largo trecho que va desde el derecho positivo a la realización 
ética en el Estado, el concepto clave es el de «sociedad burguesa» (die 
bürgerliche Gesellschaft) que no es más que la civil society traducida al 
alemán, y que no debe confundirse con el significado que luego ha dado 
Marx a este concepto. En la reconsideración del concepto hegeliano de 
«sociedad civil o burguesa», que con algún detenimiento hicimos en la 
primera parte, lo decisivo fue tropezarnos con elementos básicos del 
Estado social. Aunque a algunos tal vez pudiera haberles parecido una 
desviación innecesaria, ocuparse de Hegel pienso que es indispensable 
para poner de relieve que el Estado social surgió y se fundamenta al 
margen del Estado liberal. Desde los supuestos contractualistas del li- 
beralismo no hubiéramos llegado al Estado social, así como tampoco 
habríamos entendido la opción revolucionaria anticapitalista que cuaja 
en la segunda mitad del siglo XIX, sin duda uno de los impulsos que más 
contribuyó a que la fracción burguesa más conservadora propugnase la 
construcción del primer Estado social. 

La Modernidad concibe al Estado nacional como el punto final de 
su desarrollo histórico, pero, a diferencia de Hegel, no lo considera 
el fin de la historia, como ahora comprobamos, cuando el Estado ha 
perdido la función de piedra angular del desarrollo histórico. Sabemos 
que estamos comenzando otra edad «posmoderna», o si se quiere, una 
«segunda Modernidad», ya que aún estamos demasiado al principio 
para saber qué nombre prevalecerá. En rigor, la Modernidad finaliza 
con la transformación del Estado que implica el que deje de constituir el 
marco jurídico y territorial de la sociedad capitalista, con la consiguien- 
te separación de lo social de lo económico. La política social sigue en- 
marcada en un territorio, mientras que la economía campea libremente 
por todo el planeta. Más grave aún, la reconversión del Estado suprime 
el basamento sobre el que hasta ahora se levanta la democracia repre- 
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sentativa. Si la Modernidad ha girado en torno al Estado nacional, su 
actual transformación supone, según opinión cada vez más extendida, 
el comienzo de una nueva edad histórica, pero de ningún modo el fin 
de la historia, como ha pretendido un hegelianismo de pacotilla. 

El concepto de «nación» con un contenido político es bastante tar- 
dío, de finales del xvn, y emerge como un subproducto del de Estado. 
Aunque la mitología nacionalista anteponga la existencia de la nación 
a la del Estado, el concepto político de nación sólo pudo brotar en 
una sociedad en la que previamente la hubiera estructurado el Esta- 
do, como fue el caso de los primeros Estados nacionales —Inglaterra, 
Francia, España— Estados mucho antes de descubrirse como naciones. 
En los casos, como Alemania o Italia, en los que la nación pareciera 
haber precedido al Estado, también los Estados ya existían sobre es- 
tos territorios, o estaban controlados por otros Estados extranjeros, y 
lo que se produjo es un proceso de unificación de distintas entidades 
políticas, impulsado por una idea unitaria de nación. El nacionalismo 
une o descompone entidades estatales preexistentes, corroborando en 
ambos casos la antelación del Estado sobre la nación. Después de que 
se fueran configurando los conceptos de Estado liberal, democrático 
y de derecho, y con el cameralismo hubieran emergido elementos del 
Estado social, asoma el de nación, como etapa final de este proceso. El 
Estado nacional impulsa un alto grado de cohesión interna que facilita 
el desarrollo del Estado social, hasta el punto de que se haya conside- 
rado como uno de sus componentes principales. En la primera Guerra 
Mundial la conexión del Estado nacional con el Estado social muestra a 
las claras que los trabajadores también tenían patria, que como elemen- 
to de cohesión llegó a prevalecer incluso sobre la clase. 

En la primera parte de este libro seguimos la emergencia del binomio 
Estado-sociedad, así como las distintas formas de imbricarse el uno con 
la otra en el Estado liberal, el democrático, el de derecho y el nacional, 
sin los cuales no cabría dar cuenta del Estado social. En la segunda parte 
nos ocupamos del desarrollo del Estado social hasta que desemboca en el 
de bienestar en dos países claves, el Reino Unido y Alemania. Renuncié 
a abarcar la gran diversidad de modelos europeos, convencido del valor 
paradigmático de estos dos países, y nada seguro de que ocuparme en 
detalle de ella valiera la extensión que el libro alcanzaría. En esta tercera 
parte no continúo historiando el Estado social a partir del derrumbe del 
Estado de bienestar, a pesar de que los esfuerzos en renovarlo de estos 
últimos treinta años hayan sido muchos, y muy dignos de consideración, 
período en el que se han ensayado las más variadas reformas, dejando 
bien patente el afán de persistencia que caracteriza al Estado social. 

La cuestión, tal como se plantea hoy, no consiste tanto en corregir 
tendencias, como en poner de manifiesto los nuevos condicionamientos 
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dentro de los cuales ha de reconvertirse el Estado social. En esta tercera 
parte no se describen los vericuetos por los que ha pasado el Estado 
social en su actual proceso de reconstrucción, ni las muchas y muy 
diferentes propuestas que de continuo se hacen, síntomas todas ellas 
de la profunda crisis que atraviesa el Estado social. De lo que ahora se 
trata es de ahondar en las causas de tanto desasosiego, poniendo en un 
primer plano los nuevos supuestos desde los que es preciso replantear 
el Estado social. 

Subrayar las diferencias sustanciales que se dan entre la «época do- 
rada» del Estado de bienestar y la que comienza a finales de los setenta, 
y que en los noventa muestra ya claramente un cariz totalmente nuevo, 
nos obliga a empalmar con la primera parte del libro, cuya función en 
el conjunto tal vez se manifieste ahora. En la primera parte seguimos 
a grandes zancadas el proceso que va desde la invención del Estado al 
Estado social, y ahora en esta tercera habrá que poner de relieve los 
cambios ocurridos en el Estado, que tanto lo alejan del que se había 
configurado en los tres últimos siglos, con el fin de hacer explícitas las 
nuevas coordenadas en las que habrá de inscribirse el Estado social del 
porvenir. 

En el último capítulo de la segunda parte llegamos a la conclusión 
de que el derrumbamiento del modelo keynesiano de Estado de bien- 
estar se explica, tanto por factores internos, entre los que desempeñó 
un papel primordial la pugna creciente del movimiento obrero con el 
empresariado, como externos, en primer término debidos a la internacio- 
nalización de la economía. Aunque se influyan mutuamente hasta termi- 
nar por converger en una misma dirección, tanto los factores internos, 
como los externos, tienen cada uno su propia dinámica. La transfor- 
mación profunda del Estado, experimentada en los últimos decenios, 
tiene que ver en primer lugar con la internacionalización de la economía 
—que como concepto omnicompresivo hemos dado en llamar globali- 
zación — aunque no sea producto exclusivo de ella, ni mucho menos 
pueda explicarse únicamente acudiendo a esta noción. He dudado si 
lo más pertinente hubiera sido partir de las modificaciones sufridas por 
el Estado, para, acudiendo a la globalización, terminar dando cuenta 
de una buena parte de ellas, o mejor sería comenzar por la descrip- 
ción de un mundo globalizado, para desde él hacerse cargo de algunas 
de las más graves modificaciones —no de todas— que se constatan en 
el Estado. 
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EL IMPACTO DE LA GLOBALIZACIÓN 
SOBRE EL ESTADO SOCIAL 


A la integración europea, con los efectos sociales consiguientes, me refe- 
riré en el próximo capítulo, ya que se trata de un proceso que conviene 
incluir en un horizonte mucho más amplio, el de la globalización. Al fin 
y al cabo la Unión Europea existe en un mundo globalizado y, aunque la 
integración europea y la globalización, al debilitar al Estado cada una a 
su modo, se refuercen mutuamente, la primera actúa también como un 
factor de protección, con lo que muestra su carácter bifronte: facilita la 
globalización, a la vez que nos protege de sus efectos más perversos. Por 
un lado, la integración europea abrió al exterior a los Estados miembros, 
pero, por otro, marca también un ámbito comunitario protegido. 

En los años cincuenta la integración europea respondía a dos guerras 
mundiales que pusieron en jaque al Estado nacional, y a la amenaza so- 
viética de expandirse subversivamente en la segunda posguerra. Al abrirse 
a sus vecinos, los Estados comunitarios potencian la internacionalización 
de sus economías, pero también la integración regional que los protege en 
buena parte de las consecuencias más negativas de la apertura. Pese a que 
en un mundo globalizado las instituciones comunitarias sirven de salva- 
guarda, la globalización no cesa de influir directamente sobre sus econo- 
mías, y con ellas, sobre las políticas sociales de los Estados miembros. Este 
capítulo se ocupa del impacto de la globalización sobre el Estado social, 
el próximo del que haya tenido la integración europea. 

Desde comienzos de los noventa tal vez el concepto más manido, 
y desde luego más confuso y peor entendido, que ha levantado los 
mayores elogios, como si nos fuera a librar de todos los males sociales, 
y los denuestos más acerbos, como si fuera la causa última de las in- 
justicias y desgracias que acosan tanto a los países más pobres, como a 
los pobres de los países ricos, ha sido sin duda el de globalización. No 
sólo se discuten sus efectos, es que no existe ni siquiera acuerdo sobre 
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su alcance. Los más escépticos subrayan que los países altamente desa- 
rrollados dependen mucho más del mercado interno que del comercio 
exterior, mientras que otros exageran el impacto de la globalización 
hasta el punto de anunciar el fin del Estado nacional!. 

Habrá que empezar por desmenuzar el concepto, señalando sus 
distintos contenidos, para tratar, primero, de entender, y luego, desde 
una dimensión crítica, de apreciar las consecuencias sociales de lo que 
el concepto de globalización describe, subrayando los elementos posi- 
tivos para el crecimiento económico y la convergencia mundial, pero 
también los negativos para las economías nacionales, en cuanto tiende 
a fragmentar la producción, los mercados laborales, incluso las enti- 
dades políticas, llegando a cuestionar las premisas mismas del Estado 
social, al influir en sus distintos ámbitos desde el régimen de pensiones 
y subsidios a los desocupados, al poder sindical, el sistema fiscal y el 
gasto del Estado. 

Con el término de globalización se alude a fenómenos distintos, 
aunque emparentados, como la rapidez con que se traslada de un país 
a otro un capital financiero, por lo general de carácter especulativo; 
la expansión del comercio internacional, en rápido crecimiento; las 
inversiones directas de empresas multinacionales por todo el planeta; la 
unificación de los modos de vida y pautas culturales a nivel planetario, 
con la correspondiente reacción política y cultural de las distintas civi- 
lizaciones. Cuatro contenidos —se podrían señalar otros más— referi- 
dos al ámbito económico, político, tecnológico y cultural, que tienen 
en común un mismo proceso de desregulación de las economías, si se 
prefiere, de liberalización, hasta el punto que desregulación y globali- 
zación terminan por confundirse como fenómenos reales, obviamente 
no como conceptos. No cabe duda de que, si se sabe encauzar, una pro- 
gresiva desregulación podría facilitar un grado superior de integración 
mundial, pero también no se puede ignorar desfases y fragmentaciones 
con costes altos para determinados sectores sociales por acertado que 
se lleve el proceso. 

En todo caso, tal como se ha producido, importa tener muy pre- 
sente la estrecha relación entre globalización y desregulación. Ambas 
se refuerzan mutuamente, sin desregularización previa no hubiera ha- 
bido apertura al exterior —el mundo soviético ha sido un buen ejem- 
plo de ello, lo que en parte explica su desmoronamiento— así como 
la globalización presiona a favor de una liberalización desreguladora 
y privatizadora que nos puede llevar a la catástrofe. Aunque todavía 
queden barreras, que restringen los mercados de bienes y de servicios, y 
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sobre todo el del trabajo, muchas más que las que limitan los mercados 
de capital, éstos sí ya ampliamente liberalizados, la globalización ha sido 
causa, a la vez que consecuencia, de la creciente libertad económica 
que caracteriza al mundo en que vivimos. Puede fijarse en los ochenta 
el punto de partida, en el período de Reagan-Thatcher, llevando el 
proceso desde los comienzos el marchamo occidental, si se quiere con 
más precisión, el norteamericano. No ha faltado quien ha fijado el 
inicio de la globalización en una fecha concreta, el 27 de octubre de 
1987, en que Estados Unidos desregularizó los mercados de capital y 
de valores. 

Asumiendo desde un principio que la globalización arrastra gana- 
dores y perdedores, de lo primero que hay que dejar constancia es que 
no cabe escapar con ninguna forma de proteccionismo. El que más se 
beneficia es el capital que puede trasladarse con la mayor rapidez allí 
donde consiga los mejores rendimientos y pierde sin duda la mano de 
obra en los países que se quedan sin trabajo, aunque prospere en aque- 
llos en los que accede al empleo, aunque a la larga el destino sea el mis- 
mo en un mundo en el que el capital precisa cada vez menos de la fuerza 
de trabajo. En los países desarrollados con la globalización pierden 
sobre todo los sectores más desfavorecidos, ya que su principal protec- 
tor, el Estado, muestra toda su impotencia en este nuevo contexto. En 
fin, facilita de tal modo la interconexión de los procesos productivos 
que, según las ventajas que ofrezca cada uno, permite deslocalizar la 
producción en distintos tramos y países. El capital sabe contraponer los 
unos a los otros para conseguir ventajas que van desde salarios bajos, 
una fiscalidad aún más baja, y sobre todo acogerse a países con una ca- 
rencia total de los derechos laborales, sindicales y en general los socia- 
les, en los que a menudo ni siquiera se respetan los derechos humanos 
más elementales. La globalización libra a las grandes empresas de estar 
sometidas a los Estados, cada vez más impotentes para controlarlas. A 
conveniencia, cabe producir en un país, pagar los impuestos en otro y en 
un tercero domiciliar la empresa. Se comprende que los perjudicados, 
aunque se hayan quedado sin fuerza para elevar la voz, se declaren 
enemigos acérrimos de la globalización. 


ANTIGÜEDAD DE LA GLOBALIZACIÓN 


Globalización es un concepto reciente (hemos fijado sus comienzos en 
los ochenta con Reagan y Thatcher, y sobre todo en los noventa, con el 
desplome de la Unión Soviética) para describir fenómenos que, sin em- 
bargo, algunos de ellos ocurren desde hace mucho tiempo; en rigor, 
desde el primer capitalismo comercial con la expansión ultramarina de 
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Europa en el siglo XvI. Desde finales del XIX, el capitalismo industrial, 
ya plenamente desarrollado, se expande por todo el planeta. Es me- 
nester empezar por reconocer que la globalización no ofrece novedad 
alguna en algunos de sus aspectos. En un texto de hace más de siglo y 
medio, exactamente de 1848, podemos leer: 


La gran industria ha creado un mercado mundial [...]. El mercado mun- 
dial ha desarrollado de manera ingente el comercio, la navegación, el 
transporte terrestre, que a su vez ha empujado la expansión de la indus- 
tria, con el crecimiento del capital que se expande por doquier. 


Con estas palabras describe Karl Marx en el Manifiesto comunista 
la tendencia del capital a expandirse por todo el planeta, haciendo 
referencia a la mundialización de la industria y del capital, gracias a 
las nuevas tecnologías en el transporte —navegación a vapor, ferroca- 
rril— y pronto en la comunicación, telégrafo y teléfono. La revolución 
tecnológica habida en los transportes y las comunicaciones ha hecho 
realidad la vieja aspiración del capital de unificar el planeta. 

Por nuevo que sea el uso del concepto de globalización —cuenta 
con poco más de dos décadas— sin embargo, en buena parte acoge los 
contenidos de lo que desde antes de la primera Guerra Mundial cono- 
cíamos como mundialización. El que a partir del vocablo inglés world 
no quepa construir un término equivalente a mundialización ha llevado 
a recurrir al neologismo de globalización, que hemos terminado por 
aceptar en las lenguas latinas, no sólo por el dominio que a costa del 
francés ejerce hoy el inglés —mundialización es una palabra de origen 
francés— sino, principalmente, porque el concepto de globalización 
es más rico en significados que el de mundialización. La ventaja de los 
dobletes es que cada término admite contenidos distintos. 

Si la internacionalización del comercio y del capital no es un fe- 
nómeno tan nuevo, para enjuiciar lo que está ocurriendo habrá que 
lanzar una mirada retrospectiva. Las cifras sobre el monto del comer- 
cio y el capital que fluye internacionalmente antes de 1913 son muy 
semejantes a las de los años setenta del siglo pasado, incluso la apertura 
de la economía era probablemente mayor antes de la primera Guerra 
Mundial. En 1991, el porcentaje de las exportaciones en relación con 
el PIB para los países de la OCDE era un 17,9%, mientras que el que 
se estima para esos mismos países en 1913 es de un 16%. Como se ve, 
la mundialización/globalización viene de antiguo y además ha avanzado 
muy lentamente hasta los dos últimos decenios. 

Nos encontramos aún muy lejos de un planeta que podamos lla- 
mar realmente global. Todavía los grandes países industriales —Estados 
Unidos, Unión Europea, Japón— consumen en el mercado interno casi 
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el 90% de la producción; todavía el comercio y las transferencias de 
capital se centran en el hemisferio norte —alrededor del 80 %—, por 
lo que hay que decir que, en todo caso, se trata de una mundialización 
geográficamente bastante restringida. Al margen queda buena parte del 
llamado «sur», en particular, el África subsahariana. La globalización, 
pese a su expansión en los últimos treinta años, sigue manteniendo es- 
trechos límites geográficos, de hecho el hemisferio norte, con las pocas 
regiones desarrolladas del sur (Australia, Nueva Zelanda, Sudáfrica, 
Chile, Argentina). 

Se podrá criticar el concepto —se han utilizado otros, como mundia- 
lización, internacionalización de la economía—, pero lo que no se puede 
hacer es meter la cabeza debajo del ala e ignorar lo que está sucediendo, 
guste o no guste. Cuando alguien dice que se opone a la globalización, 
hay que preguntarle si se opone al concepto, y prefiere otro tal vez más 
atinado para describir lo que está sucediendo, o si se opone a lo que está 
ocurriendo, que es como oponerse a la crecida del río. Se pueden dis- 
cutir el concepto que se emplee para describir la riada, o con mejor 
sentido, las medidas que es preciso tomar ante el peligro de inundación. 
Pero en ningún caso negarse a reconocer que las aguas crecen, apelando a 
las consecuencias catastróficas que traería consigo la crecida. 

Se entiende, sin embargo, la sorpresa que ha supuesto la globali- 
zación, porque durante mucho tiempo, más de setenta años, algo pa- 
recido no había ocurrido. Por lo menos desde la revolución rusa y la 
posterior creación de la Unión Soviética en 1924, y sobre todo después 
de la segunda Guerra Mundial con la expansión de la economía estatal 
planificada por la Europa oriental, su ulterior traslado a Asia (China, 
Corea del Norte, Vietnam), a América latina (Cuba) y a algunos países 
del África descolonizada. La consolidación de un llamado «segundo 
mundo», el comunista, trajo consigo que se interrumpiera el proceso 
de mundialización hasta la caída del muro de Berlín. La globalización 
parece un fenómeno nuevo, únicamente porque ha estado suspendido 
durante setenta largos años. 

En efecto, la globalización conlleva nuevos contenidos que que- 
dan de manifiesto en el consumo. Aunque los europeos llevamos siglos 
consumiendo productos ultramarinos (azúcar, cacao, café) a nuestra 
mesa llega hoy una enorme diversidad de productos, provenientes de 
los lugares más remotos, hasta el punto de que crecen las críticas por los 
costos ecológicos que conlleva la actual globalización de los productos 
agrarios. Pero también las facilidades en los transportes ha convertido 
a una parte creciente de la población de los países ricos en nómadas, 
como lo atestigua la importancia creciente del turismo, o la frecuencia 
de los viajes de negocio. Es cada vez más habitual vivir en una ciudad 
con la familia y trabajar en otra o en otras, a veces a miles de kilómetros. 
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Al igual que el capital, el trabajo tampoco tiene ya un lugar fijo. Nueva 
también es la conciencia ecológica, sabedores de que la degradación del 
planeta amenaza a todos, aunque en mayor medida a los más pobres. 
La paradoja, que desemboca en un pronóstico muy pesimista sobre la 
política medioambiental es que, si perjudica a los países más pobres, 
las primeras víctimas de la catástrofe ecológica, son los ricos los únicos 
que disponen de los medios técnicos y de los recursos financieros, los que 
tienen que poner en marcha las soluciones adecuadas. 

Importa desde un principio subrayar que la globalización, como con- 
cepto que acoge distintos fenómenos reales que convergen en la apertura 
de los mercados de capitales, de bienes y de servicios en los países más de- 
sarrollados, no se reduce a sus componentes económicos. Es un fenómeno 
mucho más amplio y complejo que muestra otras dimensiones, ecológicas, 
culturales, políticas y sociales, y cada una se mueve con una lógica distinta. 
Si en estos últimos años la globalización ha adquirido tal preeminencia, sin 
duda se debe a la última revolución tecnológica, con las posibilidades que 
ofrecen los nuevos medios de transporte —el avión, los grandes barcos de 
carga, el ferrocarril de alta velocidad— y sobre todo los de telecomuni- 
cación que, al abaratar los costes de una manera espectacular —el precio 
de una llamada telefónica de Nueva York a Londres era de 300 dólares 
en 1930, de 50 en 1960 y hoy de unos centavos— han convertido el pla- 
neta en una pequeña aldea, «la aldea global», en la que están intercomuni- 
cados los habitantes de los países más ricos. 

Y se ha extendido con tal rapidez gracias al derrumbe del mundo 
comunista, lo que explica que el concepto de globalización se haya ex- 
tendido, precisamente, en la década de los noventa, en la que se llevó a 
cabo la integración en el capitalismo del antes llamado «segundo mundo». 
La desaparición del bloque comunista, en definitiva, ha sido uno de los 
factores decisivos para que se produjera una liberalización a nivel mun- 
dial. Apenas quedan ya rincones en los que el capital no tenga acceso. La 
confluencia de la revolución tecnológica con el desplome del comunismo 
—ambos relacionados entre sí más de lo que a primera vista se piensa— 
explica la importancia que la globalización ha adquirido en los noventa. 

Ulrich Beck distingue entre globalidad, globalización y globalismo? 
El primer concepto se refiere al hecho, ya irreversible, de vivir en una 
sociedad global, multidimensional y policéntrica, de la que no cabe 
sustraerse. Instalados en una sociedad global, globalización alude al 
proceso de disolución del Estado, al haber perdido la capacidad de con- 
trolar los procesos económicos que ocurren en su territorio, que depen- 
den cada vez en mayor medida de factores transnacionales. Cuando las 


2. U. Beck, ¿Qué es la globalización? [1997], Paidós, Barcelona, 2008. 
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grandes compañías multinacionales logran librarse de pagar impuestos 
incluso en los países de origen, queda patente la quiebra de la soberanía 
estatal en un tema básico como es el de la fiscalidad. En fin, llama glo- 
balismo a la ideología neoliberal que coloca al mercado en el centro de 
todo acontecer, contra lo que nada se podría hacer. Implica un nuevo 
economicismo determinista que en la posición más extrema implica la 
demanda de reducir el Estado al mínimo, ya que el mercado mundial 
de suyo regularía de manera óptima las relaciones entre productores y 
consumidores. La ideología neoliberal culmina en la creencia de que 
para satisfacer las necesidades de la inmensa mayoría, bastaría un mer- 
cado mundial que funcione y el mercado funciona cuando nada ni na- 
die se entromete en su libre despliegue. 


GLOBALIZACIÓN O AMERICANIZACIÓN 


El que la globalización haya sido facilitada por el desplome del mundo 
comunista —algo obvio, de lo que a veces no nos percatamos— la vin- 
cula al vencedor de la «guerra fría». La hegemonía mundial de Estados 
Unidos es uno de los factores específicos, acaso el determinante, de 
los fenómenos que subyacen en la noción de globalización. El capital 
norteamericano fue el primero en transitar a su aire por todo el mundo 
y una buena parte de las grandes multinacionales están asentadas en 
Estados Unidos. No faltan los que consideran la globalización un eu- 
femismo para referirse a la dominación mundial de Estados Unidos, lo 
que se ha dado en llamar la americanización de nuestro planeta. 

El término americanización ha cumplido más de un siglo. En 1901 
el periodista británico William T. Stead publica un libro con el título The 
Americanization of the World, que lleva como subtítulo The Trend of the 
Twentieth Century. La tesis del libro, que el xx habría de ser el siglo del 
dominio mundial de Estados Unidos, se ha visto confirmada plenamen- 
te. Así como en el siglo XIX Gran Bretaña estuvo a la vanguardia de la 
industrialización y expansión imperial —según Marx, a los demás países 
europeos no les quedaría sino repetir la historia de Inglaterra—, en el xx 
Estados Unidos habría sido el laboratorio en el que se habría formando el 
modelo social y económico del mundo que viene. Haberlo visto antes de 
que Europa se suicidase en la primera Guerra Mundial tiene su mérito. 
Después de 1917 el pronóstico era ya bastante más fácil. Los famosos Ca- 
torce Puntos del presidente Woodrow Wilson de 1918* diseñan las bases 


3. Recuerdo al lector los puntos que me parecen más significativos de la nueva pax 
americana: 1) poner fin a la diplomacia secreta, 2) desaparición de las barreras económi- 
cas, 3) garantías que permitan la reducción de armamentos y 4) creación de una Liga de 
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de la americanización. Tras la primera Guerra Mundial el Kant de la Paz 
perpetua recupera una cierta actualidad, que se consolida como la pers- 
pectiva dominante después de la caída de la Unión Soviética en 1990. 

Otro periodista, éste norteamericano, Henry R. Luce, publica el 17 
de febrero de 1941 en la revista Life un famoso artículo en el que pre- 
senta la visión de un mundo unido en los principios políticos —democra- 
cia— y económicos —capitalismo liberal — que impregnarían al pueblo 
norteamericano. El mundo que resulte de la derrota de las potencias del 
Eje ha de quedar marcado por los ideales de Estados Unidos. La supe- 
rioridad norteamericana no radicaría tan sólo en su enorme potencial 
industrial y militar, sino, en primer lugar, en los valores que defiende. El 
mundo democrático y en paz con el que había soñado el presidente Wil- 
son, será al fin realidad con la pax americana que describe la Carta de 
Naciones Unidas. También ha sido un norteamericano, Noam Chomsky, 
el que con mayor clarividencia ha desentrañado y puesto de relieve 
los elementos explotadores e imperialistas de la hegemonía norteame- 
ricana que se establece después de la segunda Guerra Mundial. 


Globalización militar 


En dos ámbitos, en el militar y en el cultural, queda de manifiesto la 
conexión entre globalización y americanicanización. En los dos últimos 
decenios hemos asistido a cambios vertiginosos en la economía con 
una mayor internacionalización, en la sociedad, que está dejando de 
articularse en torno al trabajo asalariado, y en la política con el nuevo 
papel del Estado. De los que tal vez menos nos hemos percatado, pese 
a su enorme importancia, son los cambios en la guerra. La primera glo- 
balización ocurrió en el ámbito militar. 

Basándose en la experiencia ganada en las guerras napoleónicas, 
el general prusiano Carl von Clausewitz publicó póstumamente unas 
reflexiones sobre el fenómeno bélico, válidas hasta bien mediado el si- 
glo xx. El poder militar habría pasado de la nobleza —feudalismo— al 
monarca —monarquía absoluta— «pero en época reciente se ha con- 
vertido en la expresión de la energía nacional total». La guerra consiste 
en «un acto de violencia que no reconoce límites para conseguir un 
solo objetivo, que el adversario se doblegue a nuestra voluntad». No se 
trata de aniquilar el Estado enemigo, ni mucho menos de modificar las 
estructuras socioeconómicas existentes, sino únicamente de obligarles 
a cumplir la voluntad del vencedor: 


las Naciones que asegure la independencia política y la integridad territorial de todos los 
Estados. 
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La guerra parte siempre de una situación política y es un motivo político 
el que la desencadena. La guerra no sólo es un acto político, sino un 
instrumento de la política, una implementación de la política con otros 
medios. 


Clausewitz vincula la guerra moderna al enfrentamiento entre Esta- 
dos para conseguir sus objetivos. Ahora bien, nada ha cambiado tanto 
en los últimos decenios como el Estado, que en el mejor de los casos to- 
davía comparte soberanía, pero el territorio no cuenta ya con fronteras 
infranqueables, económicamente ni militarmente, y hace tiempo que ha 
perdido las que fueron sus funciones principales, defender población y 
territorio ante los ataques exteriores y garantizar la seguridad interna. 
La guerra se da entre Estados con potencia militar equivalente, hablar 
de «guerra contra el terrorismo» es un desatino o bien modifica por 
completo el significado de este concepto. 

Al quedar los Estados agrupados en zonas controladas por una de 
las dos superpotencias, la guerra entre Estados se hizo imposible en Eu- 
ropa, a la vez que el armamento nuclear eliminaba la posibilidad de un 
enfrentamiento bélico entre las grandes potencias, que hubiera supues- 
to, y sigue suponiendo, el fin de la humanidad. Se ha eliminado así el 
belicismo inherente a los Estados modernos. Desde hace más de sesenta 
años disfrutamos de paz en la belicosa Europa hasta el punto de que ya ni 
siquiera podemos concebir tensiones bélicas entre los Estados de nuestro 
continente. Ello no ha impedido que desde el desplome de la Unión So- 
viética haya aumentado de manera considerable el número de conflictos 
bélicos locales; pero nada, o muy poco, tienen que ver con las guerras de 
las que se ocupó Clausewitz. 

Dos son hoy los tipos principales de conflictos bélicos: las guerras 
civiles internas cuya duración y resultado dependen del interés que por 
ellas muestren las grandes potencias, y las que origina la única superpo- 
tencia que ha sobrevivido para imponer el modelo socioeconómico que 
permita incluir al Estado atacado en su zona de influencia, eventualidad 
que justamente prohíbe la Carta de Naciones Unidas. Las guerras de 
Irak y de Afganistán son de este tipo. El objetivo no es ya sólo des- 
truir la fuerza armada del enemigo, operación que dada la diferencia 
abismal de los ejércitos enfrentados se consigue sin dificultad en muy 
poco tiempo, sino reconstruir un orden económico, social y político de 
acuerdo con los intereses del vencedor. 

De ahí que se ha llegado a hablar de «trabajo social armado», inclu- 
so de las nuevas funciones «humanitarias» de los ejércitos, tareas para 
las que no están preparados. Cuando el objetivo es construir ex novo 
Estado y sociedad, la destrucción del ejército enemigo, lejos de facilitar 
la labor, la convierte en casi inalcanzable manu militari. No parece fac- 
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tible la nueva misión que persigue Estados Unidos en Irak y Afganistán: 
reconvertir, por un lado, al soldado en «trabajador social» que apoye 
la reconstrucción del país, sin perder, por otro, la capacidad militar de 
recurrir a la violencia siempre que se considere imprescindible. 

En este contexto habría que preguntarse por la relación que existe, 
en el caso de que todavía exista, entre supremacía militar y económi- 
ca. El hecho es que las Fuerzas Armadas norteamericanas cuentan con 
capacidad operativa para intervenir en cualquier rincón del planeta, 
sin que se perciba rival que pudiera impedirlo, de modo que, por una 
parte, la globalización militar es hoy por hoy la más plena y cabal de las 
existentes, pero, por otra, sólo con el uso de la fuerza no se consiguen 
los resultados políticos y sociales a los que se aspira. Con las armas 
el grande no logra imponer a los pequeños el orden socioeconómico 
que pretende, y un choque entre potencias nucleares terminaría en una 
destrucción mutua, junto con la de todo el planeta. Con las nuevas 
tecnologías bélicas la guerra ha perdido buena parte de su sentido en 
un mundo globalizado. 

Pese a todo, el empeño de Estados Unidos en consolidar la enorme 
superioridad militar de que dispone con la construcción de un escudo 
antimisiles, que de convertirse en realidad, les daría una supremacía 
militar sólo comparable a la que ejerció Roma durante siglos en el mun- 
do que dominaba. No parece, sin embargo, probable, y en nigún caso, 
deseable, que lo consiga. Pero esta desgraciada iniciativa ha abierto 
una fase nueva en la carrera armamentística entre las grandes poten- 
cias, Estados Unidos, Rusia, China, a la vez que pone de manifiesto el 
papel central de la industria militar en el desarrollo tecnológico y en 
el crecimiento económico. Sin proyectos de este tenor Estados Unidos 
perdería la ventaja que mantiene en tecnología punta?. 


Globalización cultural 


Además de la supremacía militar, bajo la noción de americanización 
se entiende el dominio de la información y de la comunicación, la he- 
gemonía en la industria del ocio y la cultural, que hoy distinguen a 
Estados Unidos. La americanización cultural ha llegado a impactar de 
manera significativa en las distintas culturas nacionales, hasta el punto 
de que muchos se preguntan si globalización no sería más que la ame- 
ricanización del planeta en una sola cultura que se expresa en inglés. 
Es evidente que el dominio norteamericano en estos ámbitos marca 
un mismo way of life: se ven las mismas películas y series televisivas, 


4. Obviamente el párrafo está escrito antes de que el presidente Obama hubiera 
puesto punto final a este proyecto. 
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se visten los mismos pantalones vaqueros, se fuman las mismas marcas 
de cigarrillos, nos alojamos en los mismos hoteles, o acudimos a los 
mismos restaurantes de comida rápida. Sin duda la forma de vida ame- 
ricana unifica a los sectores sociales con rentas más altas, tanto en los 
países más avanzados, como en los poco desarrollados. 

Pero conviene tener muy presente que esta americanización pro- 
voca una reacción nacionalista, que tiende a encerrarse en la propia 
cultura, un aspecto más de la globalización, siempre bifronte (globa- 
lización y localización son las dos caras de un mismo proceso). El re- 
surgir con el mayor ímpetu del nacionalismo representa la otra cara 
de la globalización. Pero este hecho no debiera llevarnos a caer en las 
exageraciones de Samuel Huntington, convencido de que, desapareci- 
da la «guerra fría», el nuevo eje de la historia planetaria pasaría por «el 
choque de civilizaciones». Por alta que sea la penetración cultural con 
la coca-cola, los macdonalds y Hollywood —y más grave que el control 
del entretenimiento es el de la información—, la sobrevivencia de una 
buena parte de las culturas nacionales parece asegurada, aunque ello 
no debe impedir recordar lo obvio, que a la larga unas terminarán por 
desaparecer, otras renacerán con mayor fuerza y otras logrará por largo 
tiempo mantenerse más o menos como están. 

Tras una decadencia de siglos, nuestro tiempo es testigo del resurgir 
del mundo árabe. China vuelve a ser lo que ha sido durante milenios, 
el ombligo del mundo. Habrá que contar de nuevo con la antiquísima 
cultura hindú. Coincido con Umberto Eco en vislumbrar para el siglo 
que ha empezado, lo que ya ocurrió con la consolidación del Imperio 
romano: en vez de imponerse el latín, que hoy sería el inglés, en Orien- 
te prevaleció el multiculturalismo: 


El modelo del milenio será san Pablo, que nació en Persia, de una familia 
judía, que hablaba en griego, leía la Torá en hebreo y vivió en Jerusalén, 
donde hablaba el arameo, y cuando se le pedía el pasaporte era ciuda- 
dano romano. 


En todo caso, se simplifica demasiado si se confunde la globaliza- 
ción con la primacía norteamericana en el mundo. Prueba de que el 
fenómeno es mucho más amplio y profundo es que Estados Unidos 
también se ve obligado a definir una estrategia frente a la globalización, 
de la que no siempre salen bien parados. Cuando decline la hegemonía 
norteamericana la globalización continuará, aunque con caracteres muy 
distintos de la actual en la que resulta patente la impronta de Estados 
Unidos. El siglo XX fue el de Estados Unidos; es altamente improbable 
que también lo sea el XXI. 
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Globalización del capital 


La relación existente entre globalización y hegemonía norteamericana 
queda claramente de manifiesto en la superioridad del capital finan- 
ciero norteamericano en todos los mercados y en las ventajas que se 
derivan de que el dólar se haya convertido en divisa de reserva, en 
parte promotora y en parte resultado de la globalización. Pero, eviden- 
temente, en este punto no se ha dicho la última palabra y queda abierta 
la incógnita de lo que aún pueda suponer la competencia del euro, sin 
contar lo que signifique un día una divisa asiática que englobe a las 
grandes economías del lejano Oriente. 

La trashumancia del capital financiero, que en sumas ingentes se 
traslada a la velocidad de la luz de un país a otro, ha alcanzado tales 
cotas que configura ya una economía virtual cada vez menos ligada a un 
sustrato material, lo que produce un impacto enorme sobre el trabajo 
y el trabajador. Se comprende que la clase obrera la considere una gran 
amenaza, por mucho que se predique las ventajas de la globalización, 
sobre todo al abaratar los costos de muchos productos. Los llamados 
«derivados», que reúnen acciones, préstamos, opciones, materias pri- 
mas, divisas, se han desarrollado a una velocidad exponencial. En 1997 
se calculaba su valor ya en 360.000 millones de dólares, doce veces 
el PIB de todo el mundo. La desregulación de los mercados y las nuevas 
tecnologías en la comunicación permiten que el inversor pase de cual- 
quier lugar a otro en todo tiempo. Hasta la catástrofe de la crisis finan- 
ciera los derivados pasaban por ser un mecanismo eficaz de gestión de 
los riesgos, pese a su inestabilidad intrínseca, ya que se recurre a ellos 
únicamente por motivos especulativos. Los negocios en futuros y otros 
instrumentos financieros muy sofisticados —ingeniería financiera— ha- 
bían superado en más de cien veces al conjunto del comercio mundial, 
dando al capitalismo global un carácter meramente especulativo, que 
con razón algunos han llamado «capitalismo de casino». Como además 
se suele especular con dinero prestado, existe el riesgo permanente de 
quiebras bancarias. Baste con recordar algunas crisis financieras, como 
la de México de 1994, o la asiática de 1997, o tener presente la que 
estamos pasando actualmente, provocada en Estados Unidos por las 
hipotecas de alto riesgo. 

El traslado rápido y oportuno de capitales de un país a otro ha 
traído consigo altos beneficios para los especuladores, pero al final lo 
pagan los países más débiles con crisis sucesivas y esta vez los contribu- 
yentes del mundo desarrollado, al tener que responder con préstamos 
del Fondo Monetario Internacional y de los bancos centrales, que en 
ambos casos son dineros públicos. Los especuladores saben que los be- 
neficios son para ellos, pero en caso de pérdidas cuantiosas las soporta- 
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rán las instituciones, internacionales y estatales, que no pueden permi- 
tir quiebras bancarias en cadena que destruyan el sistema financiero. La 
globalización alienta la especulación y, con ella, la inestabilidad. Keynes 
ya advirtió que cuando los mercados financieros adquieren un peso 
excesivo las finanzas especulativas castigan al sector productivo. 

En los últimos lustros se han oído voces autorizadas reclamando una 
regulación de los mercados de capital que, obviamente, se han generaliza- 
do con la crisis. El reconocido economista James Tobin ya había exigido, 
como medida preventiva, un impuesto para el tránsito de capitales a corto 
plazo. En el Foro de Davos el premier británico, Gordon Brown, exigió 
mayor transparencia de los mercados internacionales y propuso una su- 
pervisión global sobre las instituciones y los mercados financieros que en 
su opinión debería ejercer el Fondo Monetario Internacional’. Ahora 
todos están de acuerdo en que los mercados necesitan ser regulados, fun- 
ción que los Estados ejercen en los mercados internos, pero ¿qué institu- 
ción puede regular un mercado global? ¿Quién pone el cascabel al gato? 
Las empresas tienen filiales en países donde fallan los controles y desde las 
que podrían seguir actuando, y sobre todo ¿hasta qué punto cabe contro- 
lar la movilidad del capital en un mundo de redes informáticas? 

En cuanto se sienten a una mesa para buscar una solución, quedarán 
patentes los distintos intereses estatales y regionales, de modo que en el 
horizonte previsible no caben más que acuerdos de mínimos que no serán 
muy eficaces, y una mayor regionalización de las áreas económicas que 
llevará consigo una remodelación a fondo de la globalización. Desde una 
perspectiva a más largo plazo, no queda otro remedio que establecer un 
verdadero Banco central mundial, solución imposible de alcanzar en las 
condiciones del mundo de hoy y en las que se vislumbran en un porve- 
nir cercano. Parecen irrealizables las medidas mínimas imprescindibles 
para contener un proceso tan desestabilizador para la economía mundial 
con riesgos muy altos para los países de desarrollo medio, dependientes 
en grado sumo del capital internacional. Pero, por expuesto que para 
muchos países haya sido la libre circulación de capitales, no cabe, ni re- 
nunciar a ellos, ni cruzarse de brazos, como si los Estados no tuvieran una 
mínima capacidad de respuesta. Claudicación que se imponía cuando 
pasaba por oro de ley la opinión de que en una economía global no ha- 
bría alternativa a las directrices de las multinacionales, o a las de algunos 
organismos internacionales, que tanto daba. Por suerte la crisis financiera 
ha destruido por completo su anterior prestigio. 

El error de los defensores acérrimos de la globalización no consiste 
tan sólo en dar por segura una tendencia, a favor de la cual hablan mu- 


5. El País, 26 de enero de 2008. 
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chos datos, pero que otros cuestionan, sino en haberla extrapolado para 
un futuro indefinido, sin tomar en cuenta la amplia gama de reacciones 
que cualquier tendencia dominante arrastra consigo. Por lo menos pare- 
ce bastante claro que la regionalización está actuando en sentido inverso 
al de la globalización, configurándose regiones económicas integradas, 
en las que los Estados siguen desempeñando un papel decisivo, como 
son la Unión Europea, el Tratado de Libre Comercio en Norteamérica o 
Mercosur en Sudamérica. Ni que decir tiene que el proceso de integra- 
ción europea o sudamericana plantean otros y más peliagudos proble- 
mas a los Estados que la globalización, al exigirles un mayor grado de 
transformación interna. Pero algunos de ellos descubren en el liderazgo 
de estas organizaciones regionales el instrumento adecuado para actuar 
en el mundo. Globalización y regionalización son así fenómenos que se 
complementan, aunque vayan en sentido contrario. 

Aunque la sociedad global parezca irreversible, no cabe descartar 
profundas modificaciones que contribuirán a eliminar el anterior de- 
terminismo que nos dejaba sin opción alguna. Incluso abandonados a 
sus propias fuerzas, son palpables las diferencias que se constatan entre 
uno y otro Estado. Por grande que sea la influencia global del capital 
financiero, aun así, el precio del dinero varía de país a país, o de la Unión 
Europea a Estados Unidos, así como los coeficientes de ahorro y de in- 
versión, lo que indica que las variables nacionales —mentalidad, formas 
de comportamiento— así como las institucionales —fundamentalmente 
si funcionan o no las instituciones democráticas, de lo que depende el 
grado de corrupción que padezcan— desempeñan un papel de suma im- 
portancia. Cabe, en fin de cuentas, protegerse del capital especulativo, 
aunque sea en grado muy diferente y con distintos instrumentos. No tie- 
ne sentido encerrarse dentro de las propias fronteras (la autarquía acabó 
con la polis griega y el Estado-Nación no ha logrado recuperarla), pero 
tampoco permanecer impasible ante muchos de los embates que pro- 
vienen del exterior. El Estado tiene una nueva función mediadora entre 
el interior y el exterior que puede cumplir tanto mejor cuanto más se 
halle integrado en una organización supranacional. La regionalización 
constituye un aspecto fundamental de cualquier estrategia de protección 
contra los efectos más negativos de la globalización. 

El contraste más llamativo se da entre la transición rusa al capita- 
lismo, manejada por las instituciones internacionales, como el Fondo 
Monetario Internacional, y la que se ha llevado a cabo en China, que 
en ningún momento perdió el control del proceso, de cuyo éxito se 
asombran hasta los mismos chinos. En cambio, en Rusia ocurrió una 
catástrofe de enormes dimensiones, cuando se procedió a privatizar sin 
contar antes con instituciones jurídicas y políticas que impidiesen que 
los pocos multimillonarios agraciados colocasen en el extranjero los 
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ingentes capitales acumulados. Los datos son escalofriantes. En 1989, 
no llegaba al 2% la población que vivía en la pobreza; en el 2000, había 
sobrepasado el 24%, con un retroceso considerable del horizonte de 
vida, y un PIB por debajo de los dos tercios del de 1989. Si en los años 
veinte fue enormemente traumática la conversión de Rusia a una eco- 
nomía planificada en manos del Estado, en los noventa no lo fue menos 
la operación inversa, con el resultado de que se desmoronase la indus- 
tria y todo el sistema productivo, a la vez que creció exponencialmente 
la desigualdad, sin que los responsables, de fuera y de dentro, hayan 
pagado precio alguno por tamaño estropicio*. En el «modelo asiático» 
de transición, de China a Vietnam, el Estado nunca cedió dirigir los 
mercados, adaptando la apertura de sus economías a las condiciones 
propias de cada momento y país. 


CRÍTICA DEL GLOBALISMO 


El éxito que ha tenido el concepto de globalización tiene que ver con 
los altos contenidos ideológicos, al servicio de una sola causa: justificar 
el desmontaje del Estado de bienestar y reducir al mínimo el Estado 
social. Para conseguir este objetivo un liberalismo a ultranza, que cier- 
tamente pocos ya comparten, puso en tela de juicio el Estado social y, si 
se tercia, hasta la misma pervivencia del Estado. Nadie le quita méritos 
en el pasado, argumentan, ya que ha servido para impulsar el capita- 
lismo en su territorio, pero se trataría de una etapa acabada. El Estado 
proporcionó al capitalismo un marco jurídico que lo hizo viable, a la vez 
que intervenciones puntuales evitaron conflictos que hubieran podido 
desembocar en revueltas sociales. Pero después de la caída del comu- 
nismo, con la experiencia trágica que llevó en su entraña —terrorismo 
de Estado, mezclado a una gran ineficiencia económica—, la época de 
las revoluciones pertenecería también ya indefectiblemente al pasado. 
La política social tendría que adaptarse por fin a la realidad pura y 
dura, es decir, a un mercado que traspasa las fronteras de los Estados 
nacionales. 

Como veremos en el próximo capítulo, asistimos a un vaciamiento 
del Estado desde el interior, al privatizar muchas de las competencias 
que antes le eran exclusivas, como la seguridad ciudadana, o intentarlo 
con otras que, como la sanidad, educación, pensiones, lo legitimaban 
en la conciencia ciudadana. Y el argumento al que se apela es siempre 
la globalización, que nos obligaría a ser competitivos con países que no 


6. J.E. Stiglitz, El malestar en la globalización, Taurus, Madrid, 2002, esp. cap. 5: 
«¿Quién perdió a Rusia?». 
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conocen nuestro Estado benefactor. Al poner énfasis en la debilidad del 
Estado ante una economía globalizada, de lo que se trata, en el fondo, 
es de justificar la supresión de las obligaciones sociales del Estado, con 
una política de desregulación generalizada, que llegue a privatizar, no 
ya sólo a las empresas públicas, que por definición se calumnian como 
poco eficaces, sino hasta los servicios sociales. 

Frente al dogma de la privatización como garantía de eficiencia, los 
datos de diversos países europeos proporcionan una visión mucho más 
matizada. Ponen de relieve que allí donde las empresas privadas son 
competitivas, funcionan también mucho mejor las públicas, mientras 
que en donde la economía del sector privado no se distingue por su 
eficiencia, el público suele ser tanto o más ineficaz y corrupto. Más que 
de ser gestionado por el Estado o la empresa privada, el funcionamien- 
to de los servicios sociales depende del grado de eficacia que hayan 
alcanzado tanto la economía privada como el aparato del Estado, dos 
factores que muestran ser interdependientes: cuanto mejor funcione el 
Estado, mejor lo hacen las empresas, y a la inversa. 

El neoliberalismo propugna que cada cual se asegure según valore 
la salud, pague una educación de la que al fin y al cabo se aprovecha in- 
dividualmente, o que una entidad privada garantice las pensiones que, 
según el dogma liberal, costarían menos. Cierto que en este proceso 
universal de privatización que propugna un liberalismo radical, muchos 
quedarían sin protección, incapaces de asumir las responsabilidades que 
les competen por diversos motivos, pero para ellas ya están las iglesias 
y la beneficencia. La solidaridad, se nos dice, no es una categoría eco- 
nómica, sino humana, como von Hayek ha insistido mil veces, y ya 
sabremos cumplir con nuestras obligaciones humanitarias en el plano 
que corresponde, que, claro está, es el personal privado. Pero no se 
puede dejar de ser competitivos en el mercado mundial por confundir 
el ámbito económico con el humanitario. 

Para el neoliberalismo, el que tengamos crecimiento sin creación 
de puestos de trabajo tendría también una explicación muy sencilla: los 
salarios, a los que se añaden altos costos sociales, serían excesivamente 
altos. Desregulemos el mercado de trabajo, y habrá trabajo para todos; 
cierto, para muchos, los salarios serán muy bajos, sin costos añadidos 
por despido y otras zarandajas, pero en una sociedad competitiva a 
cada cual se le paga según su cualificación y rendimiento. En cambio, 
con salarios mínimos establecidos por el Estado, no se podrá emplear a 
los que no estén suficientemente cualificados. En una economía global, 
el salario también habría roto las fronteras nacionales, y así como existe 
un mercado mundial de capitales, se configura un mercado mundial de 
trabajo que tiende a unificar los salarios. Y ante hechos tan tozudos a la 
larga el Estado será por completo impotente. 
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A argumentación tan simple, por no decir tan simplona, habrá que 
replicar, diciendo que las inversiones no se hacen principal ni únicamen- 
te en razón de los costos salariales. En 1991, el 81% de las inversiones 
extranjeras se realizaron en países con salarios altos. Los principales 
países receptores fueron Estados Unidos, el Reino Unido, Alemania, 
Canadá. Y ésta sigue siendo la tendencia. Son muchas y de peso las ra- 
zones para ello. En las inversiones de alta tecnología la parte de león se 
la llevan los costos fijos, teniendo una significación muy secundaria los 
variables. Además, cuenta mucho la localización, cerca de los abastece- 
dores y de los clientes, o los contactos que se tengan con otras empresas 
del país en el que se invierte, o la calidad de la mano de obra. 

Ante una argumentación tan ideológica, en el sentido de estar clara- 
mente al servicio de determinados intereses, conviene recordar algo tan 
obvio como que en razón de las limitaciones establecidas a la movilidad 
internacional de la mano de obra —restricciones a la migración—, el 
factor trabajo apenas está globalizado. Es ésta ciertamente una de las 
causas de las tensiones internacionales en el momento actual, un merca- 
do de capitales plenamente globalizado y un mercado laboral que apenas 
lo está. La inclusión planetaria de la economía provoca una fuerte diná- 
mica emigratoria que no habrá forma de parar, sobre todo teniendo en 
cuenta que abarata los costos laborales en los países más desarrollados. 
Al tratar de vislumbrar el Estado social del futuro, la inmigración ma- 
siva es uno de los factores a tener muy en cuenta. 


Aumento de las desigualdades 


Al enfrentarse a los distintos fenómenos vinculados a la globalización, 
conviene estar atentos a distinguir deseos y sobre todo justificaciones 
ideológicas de lo que realmente está ocurriendo. Los dos primeros de- 
cenios de la globalización han mostrado claramente que los perdedores 
en nuestros países han sido los obreros, y tanto más cuanto menor fuese 
su cualificación. En los países subdesarrollados ha crecido el sector in- 
formal, pero también en la Unión Europea ha aumentado la precariedad 
del empleo. En efecto, la consecuencia negativa más clara de la globaliza- 
ción, que el neoliberalismo se empeña en negar, es el aumento de la des- 
igualdad, tanto en los países más pobres respecto a los más ricos, como 
entre las clases sociales más altas y las más bajas en los países ricos. 

En 1850, antes de que empezara el proceso de globalización, la dife- 
rencia entre los países más ricos y los más pobres era de 4 a 1; en 1913, 
al final de la primera etapa de globalización imperialista, la diferencia 
aumentó de 10 a 1. En esta segunda fase, las diferencias entre países ricos 
y pobres crecen a todavía mayor rapidez. En 1960, la diferencia entre los 
países de la OCDE y los más pobres era ya de 30 a 1; en 1997, de 74a 1. 
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De la misma manera en el interior de los países la riqueza se acumula en 
un sector cada vez más exiguo de la población. Hoy las doscientas perso- 
nas más ricas del mundo acumulan una riqueza total equivalente a la renta 
anual generada por el 45% de la población mundial. Es una cifra que su- 
pera las previsiones de Marx cuando pronosticaba, como una de las leyes 
del capitalismo, una acumulación del capital cada vez en menos manos. 
En suma, los países ricos son cada vez más ricos y los más pobres todavía 
más pobres, no siempre en cifras absolutas, pero sí relativas, al crecer 
mucho más lentamente que los ricos, en buena parte, también hay que 
decirlo, consecuencia de un crecimiento demográfico no controlado. 

La desigualdad crece también en el interior de los países avanzados. 
Los sueldos de la población mejor preparada tienden a subir, mientras 
que disminuyen los salarios de los trabajadores, sobre todo los de los 
no cualificados. En Estados Unidos la diferencia media entre el salario 
de un obrero y el sueldo de un ejecutivo se ha multiplicado por seis 
entre 1990 y 1998. En Europa, a lo largo del siglo XX, hasta 1973, los 
salarios habían crecido a una media del 1,9%; a partir de esta fecha han 
bajado a una media del 0,4%. El descenso más significativo alcanza a 
los salarios de los obreros no cualificados. Según la Comisión Europea 
en los quince países de la Unión Europea de antes de la ampliación, 
las rentas laborales alcanzaron en 1975 el 70% del PIB, en el 2006 se 
habían reducido al 58%. En los países más adelantados mejoran las 
rentas de la población preparada y disminuyen las de la masa laboral 
no cualificada, tal como había pronosticado Marx que ocurriría con 
la expansión mundial del capitalismo. El aumento vertiginoso de la 
desigualdad es un fenómeno mucho más amplio y de mucho mayor 
calado que el de la globalización, pero indudablemente está conectado 
con ella, al ser la forma que adopta el despliegue del capitalismo en el 
momento actual. 

Pese a la importancia de la globalización, importa no concebirla 
como el único factor que mina los fundamentos del Estado social, cues- 
tión ésta mucho más compleja que exige tener presente cómo conectan 
los factores exógenos con los endógenos, como es el demográfico. Es 
éste un tema de la máxima importancia a la hora de acomodar la segu- 
ridad social a las nuevas condiciones que imponen, no tanto un mundo 
global, aunque éste tenga que ver con las tasas de paro, como la nueva 
pirámide demográfica, con una población cada vez más vieja. Un paro 
alto eleva el gasto destinado al desempleo, así como un alto porcentaje 
de viejos cuesta mucho a la sanidad —los viejos, y cada vez son más y 
con más larga vida, en los últimos años de vida originan el mayor gasto 
en farmacia y en servicios médicos—, costos crecientes que amenazan 
con quebrar tanto la sanidad pública como el sistema de pensiones. 
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La educación, respuesta a la globalización 


Las víctimas sociales de la globalización son, en primer lugar, los obreros 
no cualificados, cuya demanda decrece no sólo ante la competencia de 
los países con salarios más bajos, sino sobre todo por la continua desapa- 
rición del trabajo, absorbido por la automatización y las nuevas tecno- 
logías. A los países desarrollados no les queda más que competir con la 
calidad cultural y tecnológica de sus recursos humanos. La respuesta a 
la globalización ha de consistir en ofrecer una mejor educación para el 
conjunto de la población. El Estado ha perdido una serie larga de fun- 
ciones que en el pasado eran fundamentales, desde las tareas de defensa 
y de seguridad interna, a regular y potenciar la economía con una polí- 
tica económica y monetaria propias, traspasadas hoy a otras instancias 
superiores, en nuestro caso, comunitarias. En cambio, la educación y el 
desarrollo científico y tecnológico se han convertido en las tareas más 
importantes, encomendadas hoy a los Estados. El mayor logro de la glo- 
balización ha sido colocar la educación en el centro de la política social. 
El modo de acomodarnos, como ganadores o como perdedores, a las 
condiciones que de manera lenta, pero segura, impone la globalización, 
dependerá fundamentalmente del nivel cultural y científico adquirido. 
La más importante riqueza de un pueblo, quizás la única que cuenta, es 
el nivel de educación que alcance de la población. La educación adquiere 
así un papel preponderante —el nivel cultural de la población, junto con 
las políticas de apoyo a la investigación— representan el primer factor 
económico. La verdadera riqueza de un país radica en el nivel científico 
y tecnológico que haya alcanzado. 

La educación es el factor decisivo para aprovechar las ventajas y 
reducir los inconvenientes de la globalización. Sólo una población edu- 
cada puede responder a los retos que conlleva la globalización. La misma 
globalización que cuestiona la dimensión social del Estado por los costos 
que comporta, la recupera como el único medio de combatir sus efectos 
negativos. La educación se convierte en el centro indiscutible del gasto 
social y aunque muchos países la consideran el eje de la política social, no 
hay que perder de vista que la educación antecedió a las demás políticas 
sociales y ha mantenido siempre un carácter singular. Un alto nivel edu- 
cativo y sanitario, salud y educación, son requisitos indispensables para 
ser competitivos a escala mundial. La política social, que un liberalismo 
trasnochado denuncia como una carga de la que habría que desprenderse 
para ser realmente competitivos, al final, se revela como el factor primor- 
dial para afirmarse en un mundo globalizado. 

La mayor dificultad en el campo educativo radica en que no hay 
mucha relación entre el dinero que se gaste y los resultados obtenidos. 
Imaginemos que el Estado, preocupado por el bajo nivel de nuestras 
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universidades, decidiese duplicar los sueldos del personal docente, el 
gasto en libros, renovando las bibliotecas, o en aparatos para poner al 
día los laboratorios, y si sólo hiciese esto, apenas mejorarían los resul- 
tados. Primer principio fundamental de una política educativa —de 
ahí su dificultad intrínseca— es que se trata de una cuestión que no se 
arregla sólo con dinero. Claro que el dinero desempeña un papel, todo 
cuesta, pero no es el factor decisivo. Lo que importa tiene más bien que 
ver con crear espacios competitivos de libertad, tanto en la selección 
del personal educador, como en los métodos de enseñanza. 

El segundo principio es que no se puede empezar a construir la 
casa por el tejado y consecuentemente una revolución educativa ha de 
comenzar por la enseñanza primaria, más aún, por el jardín de infancia, 
tanto porque las influencias decisivas en la personalidad se consiguen 
en los primeros años, como porque esta enseñanza debe llegar a toda 
la población. En orden de importancia viene después la secundaria, 
también universal, si incluye la profesional. El que el sistema alemán de 
enseñanza no se haya derrumbado, pese a que en los últimos decenios 
el bachillerato y la universidad hayan empeorado mucho, se debe a 
la calidad que todavía mantiene la formación profesional que ofrecen 
las grandes empresas, muy conscientes de que su competitividad en un 
mundo global depende de la calidad de la mano de obra. 


La izquierda ante la globalización 


La parte más radical de la izquierda socialista intenta rehacerse del 
desastre que para ella ha significado el derrumbe del «socialismo real», 
señalando a la globalización como el adversario principal. Paradóji- 
camente, lo hace desde un marxismo que contradice al Marx que vio 
en la expansión mundial del capitalismo la condición necesaria de la 
revolución socialista. En todo caso, la globalización confirma el análisis 
que del capitalismo hizo Marx, como aquella fuerza que unificaría al 
planeta. Oponerse a la globalización desde una perspectiva marxista 
sería enfrentarse, no ya a la lógica interna del desenvolvimiento del 
capitalismo que se expande a nivel mundial, sino a la condición indis- 
pensable para una posible revolución socialista que, según Marx, será 
mundial, o no será. 

Se han confirmado las previsiones de Marx en lo que respecta a la 
concentración de capital, a su expansión planetaria, o a que se desplie- 
gue originando crisis periódicas. En cambio, las conclusiones que sacó 
sobre la capacidad revolucionaria de la clase obrera o las posibilidades 
reales de una revolución mundial, no las comparte ya casi nadie. De 
ahí que con pocas excepciones el movimiento antiglobalización sea uno 
reformista que demanda los controles institucionales a nivel internacio- 


315 


CRISIS Y DECLIVE DEL ESTADO SOCIAL 


nal que un día desempeñó el Estado en el plano nacional. En esta exi- 
gencia, no sólo lleva toda la razón, sino que del hecho de que se realice 
depende la sobrevivencia de nuestra civilización. Porque la alternativa 
no sería una revolución social emancipadora, sino una situación anár- 
quica planetaria que culminaría en un nuevo feudalismo. 

Como ha denunciado la izquierda europea, la globalización sí in- 
fluye, y de manera contundente, en el desmontaje del Estado social. De 
una parte, al facilitar la inversión en países en los que se espera obtener 
mayores beneficios en plazos más cortos, esto supone a veces trasladar 
los puestos de trabajo de un país con salarios mucho más altos y en los 
que se respetan los derechos humanos, a otros, mucho más pobres, sin 
democracia ni demás derechos fundamentales, en los que la explota- 
ción del trabajo reproduce pautas europeas decimonónicas. Conviene 
advertir que esta operación que conocemos como «deslocalización in- 
dustrial» es un proceso muy complejo que no resulta fácil, pese a las 
amenazas que en este sentido las grandes empresas suelen hacer a los 
trabajadores ocupados en los países más avanzados. De otra parte, la libre 
circulación de capitales especulativos, y es éste un factor de mucho ma- 
yor peso que la deslocalización industrial, ha permitido obtener unas 
ganancias que quitan atractivo a las inversiones en los países de los que 
emigran los capitales. El problema principal del capitalismo de hoy, tal 
vez del de siempre, sea la enorme abundancia de capital que no se sabe 
cómo invertir con beneficios asegurados. El dinero es temeroso y evita 
a todo trance el riesgo, aunque luego lo saque a relucir para justificar la 
ganancia. Lo nuevo en nuestro tiempo es que los inversores reclaman 
beneficios en tiempos cada vez más breves; con lo que la empresa tra- 
dicional, entendida como un capital vinculado para largo a un objetivo 
que se considera valioso, está en franco retroceso. 

Del mundo desarrollado emigran los capitales a países menos desa- 
rrollados, sin democracia ni respeto de los derechos humanos, mientras 
que desde éstos emigra la fuerza de trabajo a los países más avanzados. 
Ambas migraciones, la del capital en una dirección y la de la fuerza de 
trabajo en la contraria, se refuerzan mutuamente, mostrando las dos 
caras que presenta la globalización. Con la cuestión del empleo y la 
globalización está ligado, por tanto, el tema de la inmigración, otro de 
los factores que más directamente influye en el desmontaje del Estado 
social. La aparente contradicción que supone tener un paro cercano 
al 10% de la población activa, a la vez que en sectores económicos 
marginales cada vez se emplee a más inmigrantes, se resuelve en cuanto 
se pone de manifiesto el papel que éstos desempeñan en la reducción 
de los salarios y en el empeoramiento de las condiciones de trabajo. A 
la larga la tendencia es la equiparación de la mano de obra nacional 
y la inmigrante, con el resultado de que la primera se verá obligada a 
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aceptar salarios y condiciones de trabajo más próximos a esta última, a 
la vez que los inmigrantes irán normalizando su situación, escapando 
a la indefensión del trabajador sin papeles. Para que este proceso de 
igualación se mantenga a la baja, es preciso que continuamente lleguen 
nuevas olas de inmigrantes. La inmigración legal cortaría los peores 
aspectos de la ilegal, si los gobiernos estuviesen decididos a combatir 
seriamente el «trabajo negro». Mientras que el inmigrante «ilegal» en- 
cuentre una colocación y la presión demográfica no disminuya en el 
«tercer mundo», no disminuirá el número de trabajadores sin papeles 
que atraviesan nuestras fronteras. 
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El capítulo anterior se ocupó de los aspectos de la globalización más 
claramente negativos para el Estado social, sin abordar los positivos, 
que desde luego los hay, pero que al ser pregonados constantemente 
no necesitan de mención especial. Baste decir que la globalización, a 
la vez causa y resultado de la desregulación, ha contribuido de mane- 
ra decisiva al crecimiento económico, sin el que no cabe una política 
social convincente. En momentos de fortísima crisis financiera y eco- 
nómica conviene no olvidar el crecimiento de la economía planetaria 
desde que se derrumbó el Estado socialdemócrata de bienestar hace 
treinta años. La globalización ha llevado los capitales foráneos, tanto 
hacia los países más ricos como a los de desarrollo medio, sin los que 
no hubieran podido seguir creciendo, a la vez que traslada los propios 
allí donde se espera mayor rentabilidad. Desde 1959, año de la primera 
liberalización, la economía española es un buen ejemplo de las ventajas de 
la apertura al exterior, después de haber recorrido el camino que va de la 
mera recepción a la combinación con la exportación de capitales. Al pasar 
también de mero receptor a exportador de capital, China ha alcanzado la 
dimensión que caracteriza a los países ricos. 

Cuestión clave en la política social es el papel que desempeñe el 
Estado en un mundo globalizado. La globalización no es un meteorito 
que de repente haya caído del cielo, sino que en buena parte es pro- 
ducto de lo ocurrido en el interior de los Estados durante los decenios 
que la precedieron. En un capítulo anterior ya se aludió a la tasa de 
desempleo que demolió el Estado de bienestar, poniendo punto final 
a un modelo y a una época. El fin del pleno empleo no se explica tan 
sólo por la globalización, sino que intervienen otros factores que se 
engendraron y crecieron dentro de las fronteras estatales, entre ellos la 
ya mencionada contienda entre el movimiento obrero y los dueños del 
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capital, a la que hay que añadir otros de tanto o mayor peso, como la 
revolución científico-tecnológica y la desaparición del bloque comunis- 
ta. No es que la globalización esté en el origen de la desregularización, 
sino a la inversa, porque la revolución tecnológica y la desaparición del 
comunismo favorecieron una desregularización que convenía en pri- 
mer lugar a los dueños del capital, es por lo que la globalización pudo 
expandirse, reforzando las tendencias liberalizadoras que pusieron en 
marcha Reagan y Thatcher. 

Nada se podrá decir sobre alcance y consecuencias de la crisis actual 
del Estado social, mientras no abordemos la crisis profunda del Estado 
surgido de la Modernidad. ¿Qué queda de los fundamentos políticos so- 
bre los que se levantó el Estado social, expuestos en la primera parte de 
este libro? ¿Cuál podría ser el destino del Estado nacional, como Estado 
democrático de derecho, sin el cual resulta muy difícil concebir un Es- 
tado social? ¿Sigue el Estado teniendo fuelle suficiente para sostener al 
Estado social en la forma en que lo conocemos? Son preguntas claves de 
nuestro tiempo; a las que no aspiro a dar una respuesta clara, sino a ir 
asediándolas de manera que quepa señalar algunos de los obstáculos a 
los que el Estado social se enfrenta, y enunciar las razones por las que 
en un futuro previsible probablemente tenga asegurada su permanencia. 

Si se pretende vislumbrar el futuro que aguarda al Estado social, ha- 
brá que desprenderse de la idea de Estado que se expuso en la primera 
parte de este libro. Allí insistí en algo que me parece fundamental, pero 
que ha pasado bastante inadvertido en la bibliografía al uso, a saber, 
que el Estado que despliega la Modernidad lleva ya en su seno, tanto 
al Estado social, como a su negación. Sólo si es consciente de que el 
Estado moderno ha considerado al Estado social imprescindible para 
la paz interna, a la vez que lo ha combatido, acusándole de recortar 
las libertades individuales, cabe atisbar el alcance de la cuestión que 
hoy tenemos planteada, el futuro del Estado social, una vez que se ha 
desmoronado el Estado de la Modernidad. 


EL FIN DEL ESTADO DE LA MODERNIDAD 


Poco tiene ya que ver el Estado de hoy con el que a lo largo del siglo 
XIX el derecho constitucional alemán construyó en la teoría!. Tómese 
el manual de Georg Jellinek? y se podrá verificar el abismo que separa 
la idea que en esta obra se transmite de Estado, con sus tres elemen- 


1. Una introducción muy útil en español en F. Sosa Wagner, Maestros alemanes del 
Derecho público, Marcial Pons, Madrid, 22005. 
2. G. Jellinek, Allgemeine Staatslehre [1900], Athenäum, Kronberg, *1976. 
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tos clásicos —territorio, población y soberanía— del que percibimos 
en nuestro tiempo, en el que los tres han cambiado sustancialmente 
de contenido. La soberanía ha dejado de constituir un poder supre- 
mo, teniendo que admitir zonas de «soberanía compartida», incluso 
otras en las que está sometido, de grado o por fuerza, a poderes exte- 
riores de carácter colectivo, supraestatal, o vinculados directamente a 
una superpotencia, sin contar los que ejercen las grandes compañías 
multinacionales de carácter privado. También el territorio tiene otra 
significación, con fronteras completamente difusas en el ámbito mili- 
tar y en el económico, así como el muy diferente estatus jurídico del 
que goza una población que la inmigración hace cada vez más variada: 
ciudadanía plena, comunitaria, extranjeros con derecho de residencia, 
extranjeros «ilegales». 

Al final de la República de Weimar, Hermann Heller entiende toda- 
vía la soberanía como la fuerza centrípeta que unifica los elementos más 
dispares de la sociedad civil’. Pero cuanto más reclama el Estado el dere- 
cho a regular a la sociedad, incluso cuanto más aumentan los recursos de 
que dispone para este fin, menos está en condiciones de tomar decisiones 
coordinadas. La burocracia estatal ha aumentado exponencialmente y el 
número de leyes crece sin parar. De 1990 al 2006 el Parlamento federal 
alemán ha aprobado 2.360 leyes nuevas, sin incluir las modificaciones 
de las ya existentes. El mayor número de funcionarios y de leyes no ha 
mejorado, al contrario, la capacidad de coordinación del Estado, y ello 
tanto por la cantidad enorme de cuestiones en las que interviene, como 
por las muchas instituciones y autoridades que interfieren el proceso. 
Es tan grande la fragmentación, por temas como por instancias, en que 
se disuelve la acción estatal que resulta ilusorio concebir la potestad 
soberana del Estado como el factor básico de homogeneización social. 
La función integradora que, tal como la describe Heller, ejercería la 
soberanía, poco tiene ya que ver con la experiencia que del Estado te- 
nemos en nuestros días. Resulta ilusorio definir la acción estatal sobre 
la sociedad como «independiente y uniforme». Lejos de actuar como 
una fuerza unificadora, el Estado parece más bien un calidoscopio de 
relaciones sociales y de intereses siempre cambiantes, sin alcanzar co- 
ordinación o coherencia alguna. El caos interno que produce la mul- 
tiplicidad de temas y de instancias que intervienen en la acción estatal 
aumenta de manera exponencial con la externalización de las decisio- 
nes más importantes. 

Max Weber llevaba razón, cuando a comienzos del siglo XX se negó 
a describir al Estado, como hasta entonces era uso, por las funciones 


3. Para la virtud unificadora de la acción estatal, véase H. Heller, Staatslehre, A. W. 
Sijthoff, Leiden, 1970, pp. 238-242. 
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que desempeñase, convencido de que eran muchas, en principio, todas, 
pero que varían con el tiempo. Si definimos al Estado por rasgos o 
funciones que hoy se han difuminado, o están a punto de desaparecer, 
podríamos concluir que el Estado no tiene futuro, pero tal vez el que se 
eclipsa es el que se había constituido en los tres últimos siglos. Podría 
ocurrir que en un sentido amplio el Estado no se evapora; sino que 
únicamente se disipa la noción de Estado que llevamos en la cabeza. Tal 
es la distancia abismal entre ideas recibidas y la realidad observable, que 
hasta los dedicados al estudio del derecho y de las instituciones políti- 
cas andan desconcertados. Para entender el mundo que viene, hay que 
empezar por adelantar una nueva comprensión del Estado, que tenga 
en cuenta, tanto su verdadera complejidad social, como sus nuevas ca- 
rencias, algunas muy recientes. 

Acorde con la concepción hipocrática de crisis (el momento en que 
se decide por uno de los términos del dilema, muerte o recuperación), 
la del Estado podría desembocar, en principio, tanto en la desaparición, 
como en una transformación renovadora. Puede entenderse como un 
deterioro de tal envergadura que anunciaría una pronta defunción, re- 
emplazado por nuevas formas, regionales y planetarias, de organización 
política. O bien habría que entenderla como la urgencia de readaptar 
el Estado a los nuevos condicionamientos internos, y sobre todo exter- 
nos, con los que se ha topado en el último tercio del siglo Xxx. No se 
caminaría hacia la desaparición del Estado, sino a una transformación 
profunda de la que emergen nuevas funciones y desaparecen otras que 
en el pasado fueron fundamentales. 

Que han ocurrido, y parece que a mayor velocidad seguirán su- 
cediendo cambios que afectan incluso a los rasgos definitorios del Es- 
tado, es algo que difícilmente puede ponerse en duda. Lo discutible 
es el alcance y dirección de estos cambios. ¿Llevan en un corto plazo 
a la desaparición del Estado, o sólo a su transformación, obligado a 
acomodarse a las nuevas circunstancias? Todo lo que vive, vive en cri- 
sis permanente, es decir, en un continuo proceso de readaptación a 
condiciones siempre cambiantes. Desde que a comienzos del siglo X1x 
se recupera el concepto hipocrático de crisis, se aplica de manera uni- 
versal —atañe a todas las instituciones— a la vez que se concibe como 
procesos de larga duración. Desde que la Revolución francesa derribase 
la sociedad estamental, llevamos más de dos siglos hablando de la crisis 
de nuestras instituciones, conscientes de que todas llegan a un punto 
en que pierden hasta el vigor necesario para transformarse, y muchas 
son las que han ido cayendo a lo largo del camino. Ahora «sabemos 
que nuestra civilización es mortal», escribió Paul Valéry en vísperas de 
la primera Guerra Mundial, y al Estado, como a todas las demás insti- 
tuciones sociales, también le llegará un día su fin. La cuestión es saber 
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cuándo: ¿en un horizonte previsible?, como anuncian algunos; o ¿en un 
futuro tan lejano como incierto?, como pensamos la mayoría. 

La idea del «fin del Estado» no es nueva, ni siquiera reciente. La 
idea de la superación o eliminación del Estado surgió en la segunda 
mitad del siglo XIX con el socialismo, en su doble versión, autorita- 
ria y libertaria. Tanto Marx como Bakunin pensaron que el Estado 
era un mero instrumento de dominación de la clase dominante y, por 
tanto, consustancial con el modo de producción capitalista. La pre- 
misa en la que coincidían burgueses y revolucionarios era que Estado 
y capitalismo se necesitarían mutuamente, de ahí que los primeros 
trataran de conservarlo a todo trance y los segundos de abolirlo lo 
antes posible. La emancipación de la clase obrera sólo se consegui- 
ría con la democracia, pero entendida en su sentido fuerte de «poder 
del pueblo, por el pueblo y para el pueblo», cuya realización exigía 
aniquilar previamente el capitalismo, y con él, su principal soporte, 
el Estado. Aunque coincidieran en la tesis de que la realización de la 
democracia supondría la desaparición del Estado, las diferencias entre 
Marx, socialismo autoritario, y Bakunin, socialismo libertario, surgen 
de la distinta forma de concebir la transición a la sociedad sin clases. 
¿Habría que destruir al Estado de inmediato, vía anarquista, o bien, 
conquistarlo, vía marxista, para que una vez en manos del proletariado 
cupiese erradicar la propiedad privada de los bienes de producción? 
Marx está convencido de que si se empezara por destruir al Estado, la 
clase obrera se quedaría sin el instrumento idóneo para llevar adelante 
un proceso tan largo y difícil como es la socialización de los bienes de 
producción. Bakunin, por el contrario, insiste en que si no se suprime 
el Estado de inmediato, no se lograría nunca una verdadera sociali- 
zación de la riqueza, que quedaría en manos de los que sigan deten- 
tando el poder estatal. Si el Estado dura en cualquiera de sus formas, 
inventadas o por inventar, pervivirá una estructura de dominación que 
impedirá que los medios de producción caigan en manos de la clase 
obrera. Evidentemente, las dos posiciones llevaban razón en la crítica 
de la otra: no cabe despojar a la burguesía de los medios de producción 
sin un Estado capaz de mantener la producción; pero si el Estado se 
mantiene, actuará en favor de los grupos sociales que lo controlen, sin 
que por esta vía pueda llegarse a la sociedad sin clases que culmine un 
día en abolir al Estado. No cabe suprimir la propiedad privada de los 
bienes de producción sin el poder del Estado, pero, si éste permanece, 
nada ni nadie podrá cancelarlo. 

Desde los orígenes mismos de la socialdemocracia alemana, mar- 
xismo y anarquismo se enfrentaron a una fracción gradualista y refor- 
mista que confía en el Estado como el agente indispensable de trans- 
formación social, una opinión que a comienzos del siglo XX alcanzó 
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a ser la predominante. Ya me he referido al choque frontal entre la 
corriente revolucionaria marxista, cabalmente antiestatalista, y la las- 
salliana que erige el Estado como su principal valedor. Después de la 
primera Guerra Mundial, en la Europa occidental y en la nórdica, el 
estatalismo socialdemócrata prevalece sobre los modelos anarquista y 
marxista, pese, o tal vez justamente, por el impacto de la revolución 
rusa de 1917-1918. 

Hasta finales del siglo XIX, la izquierda obrera es predominante- 
mente antiestatalista y la burguesía, en cambio, se refugia en el «Estado 
de derecho», como el mejor protector de sus intereses. En la segunda 
mitad del siglo XX han cambiado las tornas: la izquierda se ha conver- 
tido en defensora acérrima del Estado, al que considera instrumento 
imprescindible en la producción y distribución de la riqueza nacional, 
mientras que los propietarios del capital, que han sufrido la fuerza que 
despliega un movimiento obrero organizado en las condiciones del ple- 
no empleo, se atrincheran en un liberalismo que pretende la menor 
dosis de Estado posible. La burguesía que en el siglo XIX había sido fiera 
defensora del Estado a partir de los años setenta del siglo XX se con- 
vierte en el elemento crítico más mordaz, fiel al viejo principio liberal 
de que cuanto menos Estado, mejor. 

La izquierda revolucionaria anunció que se acercaba el fin del Es- 
tado, como instrumento de dominación de clase. Ante idea tan subver- 
siva, fracasada la revolución de 1848, una Alemania tan alejada de la 
unificación nacional como de la democracia, se refugia en la noción de 
«Estado de derecho» como la única salida viable, más allá del Estado 
absolutista —la burguesía necesitaba saber a qué atenerse, con normas 
legales de obligado cumplimiento, también por el Estado, acabando 
con la arbitrariedad del absolutismo— y más allá del Estado democrá- 
tico, que parecía inalcanzable —la aristocracia terrateniente lo impe- 
día— pero sobre todo poco deseable, ante una clase obrera cada vez 
más reivindicativa y exigente. 

En el último tercio de la pasada centuria la izquierda defiende al Es- 
tado como pivote irrenunciable de un orden democrático y de derecho, 
y la derecha ultraliberal, agarrada a la ilusión de un mercado mundial sin 
trabas ni regulaciones, asiste con alborozo a un vaciamiento del Estado, 
que según algunos preludia su pronta desaparición, a lo más tardar cuan- 
do sus últimas funciones, ya meramente residuales, hayan sido asumidas 
por las organizaciones supraestatales que estarían surgiendo a nivel re- 
gional (la Unión Europea, la OTAN) y planetario (Naciones Unidas, el 
Fondo Monetario Internacional, la Organización Mundial del Comer- 
cio). Conceden que el Estado nacional probablemente no desaparezca 
por completo, ya que instituciones de este calibre, vaciadas de contenido, 
sobreviven siglos (por ejemplo, la monarquía), pero con funciones cada 
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vez más insustanciales. Al final el Estado sólo servirá para legitimar 
«democráticamente» decisiones que se tomen en otros ámbitos. Hemos 
pasado en poco más de un siglo de que la izquierda revolucionaria pro- 
nostique el fin del Estado a que lo haga la derecha ultraliberal. 

Este trueque se corresponde con el que ha ocurrido en una con- 
cepción de la democracia que se supone incompatible con el Estado, a 
una que lo necesita como su soporte básico. El fin del Estado implicaría 
también el fin de la democracia, ya que la única que conocemos, la de- 
mocracia representativa, sólo puede levantarse sobre el Estado nacional 
de derecho. Una consecuencia implícita que permanece en la penumbra 
entre los defensores más acérrimos de un «mundo sin fronteras». Lo 
verdaderamente grave es que el debilitamiento del Estado pone en tela 
de juicio su organización democrática, cuestión central que dirimirá un 
futuro no muy lejano. 


EL NUEVO ESTADO EMERGENTE 


Aunque la persistencia del Estado parezca asegurada, no es menos cier- 
to que ha perdido una buena parte de las funciones que en el pasado 
había desempeñado con carácter privativo. A partir de la noción de sub- 
sidiaridad*, que se instala para criticar cualquier forma de concentración 
jerárquica del poder, tal vez la frase más repetida para dar cuenta de la 
nueva situación sea aquella de que el Estado resulta demasiado gran- 
de para cumplir determinadas tareas y demasiado pequeño para atender 
otras. Se extiende la idea de que muchos cometidos que realiza el Estado 
se podrían llevar a cabo de manera más satisfactoria en el plano auto- 
nómico y municipal. Incluso se argumenta que la municipalización de 
muchos servicios tal vez permita un control democrático más directo, así 
como la descentralización regional mejoraría servicios que, arrancados 
del Estado nacional, necesitan, sin embargo, de una mayor coordina- 
ción que la que tal vez pueda ofrecer el poder local. 

Es menester hacer dos observaciones a lo dicho anteriormente: la 
primera, que el principio de subsidiaridad, que aparentemente se jus- 
tifica en una mayor proximidad de los gobernantes a la población, en 


4. Un concepto que proviene de la doctrina social de la Iglesia que introdujo la 
encíclica Quadragesimo anno (1931), según el cual la organización superior debe delegar 
en la inferior aquellas competencias que esta última pueda llevar a cabo sin dificultad. Así, 
los Estados nacionales tendrían preferencia sobre la Unión Europa, los Estados federados 
o las Autonomías sobre los Estados, y los municipios sobre las organizaciones regionales. 
Lo que pueda hacer el más pequeño, el mayor debe renunciar a hacerlo. Un principio tan 
abstracto deja en la penumbra una cuestión complejísima, muy difícil de dirimir, a saber, 
qué competencias, y por qué funcionan mejor en un nivel que en otro. 
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realidad, sirve de tapadera a los intereses personales y partidarios de 
la clase política local y regional’. La clase política propulsa la disgre- 
gación que ha facilitado la crisis del Estado. La segunda observación 
se refiere a que la descentralización creciente en los diferentes ámbi- 
tos administrativos, no es causa, sino una consecuencia más de que 
el Estado haya perdido gran parte de las competencias tradicionales. 
En un mundo globalizado el Estado se muestra incapaz de cumplir 
con muchas de las tareas que adquirió en el pasado, obligado a ceder 
competencias que, por otro lado, ya no puede gestionar. El desplie- 
gue del capitalismo necesitó de un Estado centralista que asegurase 
el funcionamiento de un mercado en continua expansión. Cuando el 
mercado sobrepasa las fronteras estatales, pone en cuestión su anterior 
carácter centralizador, facilitando la tendencia a la desmembración de 
las organizaciones políticas existentes. También la crisis y posterior de- 
clive de la economía esclavista trajo consigo el hundimiento del Im- 
perio romano. La consolidación de las fronteras redujo las guerras de 
conquistas y con ella empezaron a escasear los esclavos, a la vez que 
el vaciamiento del poder central propició, más que invasiones, inmi- 
graciones germánicas, originando un larguísimo período de dispersión 
del poder que culminó en el feudalismo. También en nuestro tiempo, 
al haber perdido el Estado la capacidad de coordinar multitud de ta- 
reas, los órganos inferiores se las apropian, contribuyendo aún más al 
vaciamiento del Estado. Algunos en el horizonte incluso vislumbran 
un nuevo feudalismo. 

Evidentemente, se trata de procesos que, si bien conllevan una pro- 
funda transformación del Estado, de ningún modo implican su pron- 
ta desaparición. Confundir la descentralización con la consunción del 
Estado es error que sólo se infiere desde un concepto centralista y, por 
tanto, harto reduccionista de Estado. En rigor, si se parte, como hay 
que partir, de una noción genérica de Estado, tan Estado es la adminis- 
tración central, como la autonómica y municipal, aunque ciertamente 
conlleven dinámicas muy diferentes. Hay que dejar constancia de una 
reestructuración profunda de lo estatal, pero de ningún modo cabe 
concluir que el Estado desaparezca en un futuro previsible. Lo que pasa 
es que el nuevo Estado, profundamente transformado, así como el nuevo 
concepto que se adecúe a esta nueva realidad están todavía por hacer. 
Poco o nada tiene ya que ver con el que se consolidó en el siglo XIX y 
todavía sustenta la teoría del Estado que manejamos. 

Hay que subrayar, por lo pronto, que en un momento en que in- 
cluso algunos hablan de que los Estados estarían condenados a desapa- 


5. Véase J. R. Parada Vázquez, La segunda descentralización del Estado autonómico 
al municipal, Aranzadi, Pamplona, 2007. 
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recer, en virtud de las condiciones que ofrece la globalización hayan 
surgido nuevos Estados, eso sí, casi todos minúsculos. En 1946 había 74 
Estados en el planeta y hoy se acercan a los 200. Se explica esta proli- 
feración de pequeños Estados —en el mundo existen hoy 85 países de 
menos de cinco millones de habitantes, de los que cinco tienen menos 
de 2,5 millones de habitantes y 35 menos de medio millón— porque la 
globalización —el comercio y las finanzas internacionales— no sólo los 
hace viables, sino que a algunos de ellos incluso prósperos. 

El rápido aumento del número de Estados ha ocurrido en tres ci- 
clos. El primero, tras la primera Guerra Mundial, empujado por los 
nacionalismos; el segundo, en los años cincuenta y sesenta debido a la 
descolonización de Asia y África; un tercero a partir de 1989, producto 
de la disolución de la Unión Soviética. En los antiguos Estados del blo- 
que soviético, el nacionalismo impuso modificaciones importantes en el 
mapa político de la Europa del Este, a la vez que impulsó un proceso de 
descolonización en Asia. Las colonias rusas no perdieron este carácter 
por conformar un continuo geográfico y haber sido integradas como 
Estados independientes dentro de la Unión Soviética. 

Importa dejar constancia de que un mundo globalizado es más pro- 
penso a que los Estados se desintegren y se multipliquen en pequeños 
Estados. La globalización tiende a favorecer los separatismos, exacta- 
mente lo contrario de lo que pregonan algunos periódicos españoles 
que no se cansan de afirmar que el nacionalismo separatista no enca- 
jaría en un mundo globalizado. Los gibraltareños quieren a toda costa 
la independencia del Reino Unido, sin volver a España, porque sólo el 
carácter de Estado independiente les garantiza continuar en el sector de 
servicios bancarios o comerciales. En vez de eliminarlos, la globaliza- 
ción favorece los localismos. Es algo que se debe tener muy en cuenta, 
si se quiere entender lo que está ocurriendo en el mundo, y particular- 
mente en España. 

En sentido inverso, afirmar que el Estado se habría quedado dema- 
siado chico para cumplir funciones que hasta ahora había considerado 
exclusivas parece argumento de mayor calado. Que es así resulta evi- 
dente en la política de defensa, de seguridad y en la económica, tres 
aspectos a los que me voy a ceñir, aunque podrían enumerarse otros, 
como la política de comunicaciones y de trasportes, o la de medio am- 
biente, con una tendencia clara a que vayan en aumento los temas en 
los que la acción del Estado resulta insuficiente o poco eficaz. Justo, 
uno de los rasgos más llamativos del Estado en nuestros días es el abis- 
mo que separa los problemas que, según las expectativas ciudadanas, 
tendría que resolver, en primer lugar, el desempleo y la seguridad ciu- 
dadana, y la incapacidad real de los Estados para hacerlo. 
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La defensa nacional 


La función más antigua y específica del Estado es la defensa del territo- 
rio. Ya Maquiavelo concebía al Estado sustentado sobre dos columnas, 
el derecho y el ejército. Pues bien, muy pocos Estados están hoy en con- 
diciones de defender sus fronteras: la aviación primero, y los modernos 
cohetes intercontinentales después, han acabado con la noción militar 
de frontera. Sólo en un unos pocos Estados la política de defensa es ya 
tarea exclusiva de los ejércitos; en cada vez mayor medida es una cues- 
tión política de alianzas y de integración en organizaciones pluriestata- 
les de mutua defensa como la OTAN, lo que modifica sustancialmente el 
sentido y sobre todo la organización de las Fuerzas Armadas. En vez del 
ejército nacional que nace en la Revolución francesa, con un servicio 
militar obligatorio, se ha impuesto el ejército profesional mercenario 
que ya conocieron los Estados de la monarquía absoluta. La innova- 
ción de mayor calado es que la política de defensa ha dejado de ser 
competencia exclusiva del Estado y se inserta en una multinacional que 
implica acciones militares conjuntas y ejércitos pluriestatales. 

En ningún otro campo las transformaciones han sido tan profundas 
y vertiginosas como en la defensa, algo que, consecuentemente, se refle- 
ja en la organización de los ejércitos; pero ello no ha traído consigo su 
desaparición, ni mucho menos la de los Estados. En ningún libro sagrado 
estaba escrito que el ejército nacional sería el tipo definitivo de ejército, 
o que con su eclipse se hundirían los Estados, aunque así lo creyeran 
jefes y oficiales durante el siglo XIX y gran parte del XX, cuando pre- 
tendieron encarnar las más puras esencias de la nación, considerándose 
nada menos que la «columna vertebral del Estado». Hoy los ejércitos 
quedan degradados —o elevados, según el punto de vista que se adop- 
te— a instrumentos técnicos, altamente sofisticados, integrados en un 
sistema pluriestatal de defensa compartida. 


La seguridad ciudadana 


Tampoco el Estado es capaz de cumplir con otra de sus misiones origi- 
narias, la seguridad interna. Y ello por dos motivos principales. En las 
modernas sociedades industriales, a la vez que se mantienen las viejas 
formas de delincuencia, la complejidad creciente y el anonimato de las 
grandes aglomeraciones propician otras nuevas, sin que por mucho que 
haya mejorado la capacidad de vigilancia, el Estado pueda impedirlo. 
Pero, además, la internacionalización de la economía y la facilidad de 
las comunicaciones han fomentado una delincuencia organizada interna- 
cional ante la que los Estados tienen aún una menor capacidad de reac- 
cionar. Ante el narcotráfico los Estados han capitulado, convencidos de 
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que sólo cabría un acuerdo internacional para resolverlo, probablemente 
acudiendo a la despenalización, medida que —ignoro las causas— ningún 
gobierno plantea en serio. Que el Estado es incapaz de mantener la segu- 
ridad interna queda de manifiesto en la existencia del terrorismo con fines 
políticos: en España, ETA lleva más de cuarenta años haciéndolo patente. 
Hay formas de violencia, desde el narcotráfico hasta el terrorismo, a veces 
muy vinculadas entre sí como en Colombia o Afganistán, ante las que el 
Estado se muestra por completo impotente. 

Ante esta situación el Estado ha reaccionado de dos maneras. Por 
un lado, se ha visto obligado a dejar de considerar la seguridad una 
competencia exclusiva, y permite que la sociedad organice, asumien- 
do los costos, sus propios mecanismos de protección. Proliferan las 
compañías privadas que amparan al cliente que lo pueda pagar. Es 
decir, el Estado delega en la sociedad parcelas cada vez más amplias 
de la política de seguridad*. En la América española hasta finales del 
siglo XVII la encomienda, una institución privada, aunque amparada 
por el Estado, además de reclutar mano de obra indígena, cumplió fun- 
ciones militares y de seguridad. Por otro lado, el Estado no sólo cede 
competencias a la sociedad civil en materia de seguridad, sino que se 
ve obligado a buscar la cooperación con otros Estados para mantener 
la delincuencia dentro de límites soportables. La seguridad es cada vez 
en mayor medida una actividad pluriestatal (Interpol, política europea 
de seguridad). 

Pero de que el Estado no pueda garantizar la seguridad interna no 
debe inferirse que esté a punto de fenecer. Se trata de una vieja aspiración 
que no pudo en parte cumplir hasta bien entrado el siglo XIx. El bandi- 
daje hacía inseguros los caminos y hasta tiempos relativamente recientes 
la delincuencia callejera era mayor que en la actualidad. En España, la 
implantación de la Guardia Civil a mediados del siglo XIX contribuyó 
de manera decisiva a la seguridad interna, aun al precio de robustecer el 
carácter clasista del Estado y sus tendencias autoritarias. 

Hubo, y sigue habiendo delincuencia, lo que ha cambiado son sus 
formas —la llamada delincuencia económica es la que en la actualidad 
se extiende a mayor velocidad— y, por tanto, los medios de combatirla. 
Una buena porción de la crisis financiera actual seguro que pertenece a 
un capítulo nuevo de la delincuencia económica todavía no tipificada. 
En un momento en que el Estado está devolviendo a la sociedad civil 
parte de las competencias que le había arrancado, nada más natural que 
se privatice la seguridad, aunque, como en el caso de otras privatizacio- 


6. En 1964, en mi primer viaje a México, todavía imbuido en la doctrina tradicio- 
nal de que la seguridad era una competencia exclusiva del Estado, grande fue mi sorpresa 
al encontrarme con que esta función también la ejercían compañías privadas. 
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nes, beneficie a los pocos que la puedan pagar y perjudique a la mayoría 
que queda desprotegida. 


La economía 


El argumento de más peso, que goza también del mayor predicamento 
para diagnosticar el fin del Estado, se incluye en el ámbito económico, 
del que el Estado se habría visto despojado, o estaría a punto de serlo, de 
una buena parte de sus competencias. Se insiste en que se ha despojado 
al Estado de buena parte de sus funciones económicas, cuando sigue 
ejerciendo algunas tan importantes como recaudar los impuestos que fi- 
nancian las estructuras materiales y los servicios, así como una parte de 
transferencias personales a los más débiles, o subvenciones a las empresas 
necesitadas. Con todo no faltan los que piensan, o por lo menos pensaron 
—con la crisis el Estado ha recuperado parte de su antiguo prestigio—, 
que éste habría perdido su principal razón de ser, al traspasar el mercado 
su marco jurídico y territorial. Cierto que han dejado de coincidir los 
límites de Estado y mercado, pero aun así el catálogo de las funciones 
que este último aún ejerce sigue siendo muy amplio: promulga las normas 
que protegen a los trabajadores y consumidores, lleva a cabo los controles 
técnicos y medioambientales, regula profesiones y oficios, y la lista podría 
extenderse a voluntad, siempre que se añada que esta amplia paleta de 
funciones la ejerce cada vez en menor medida, dada la normativa que 
imponen las instituciones comunitarias. 

El desarrollo del Estado había coincidido con el del mercado nacio- 
nal, factor básico de integración política y social, hasta el punto de que 
Estado y capitalismo constituyen los dos elementos básicos de la Moder- 
nidad. En la última etapa del despliegue de un capitalismo nacional, a 
la vez que servía de regulador de las tensiones internas que surgen en el 
reparto de la renta nacional, el Estado había llegado a ser el motor del 
crecimiento económico. Garantizaba, por un lado, la libre competencia 
en el mercado, corrigiendo las situaciones de monopolio, a la vez que 
con su política fiscal y social contribuía a un cierto equilibrio entre las 
clases. Después de recobrarse de las secuelas de la segunda Guerra Mun- 
dial, un fuerte enfrentamiento con el bloque comunista, al menos en la 
Europa occidental, había contribuido a integrar a la clase obrera en un 
Estado democrático. Un crecimiento económico continuo, junto con el 
pleno empleo, hizo posible elevar cada año los salarios reales, a la vez 
que desplegar una política sanitaria, educativa, de pensiones, base de 
un bienestar creciente para amplios sectores de la población. Nunca el 
prestigio del Estado había llegado tan alto. 

En los últimos treinta años han arreciado las críticas al Estado, pero 
¿acaso ha llegado a ser tan frágil que esté a punto de desaparecer? Un dato 
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contundente es que el peso económico del Estado, a pesar de la globali- 
zación, no ha hecho más que crecer. A pesar de que haya perdido la po- 
sición central que antes tuvo en la economía, su enorme influencia queda 
de relieve en la parte del BIP que maneja. En Alemania, en 1871 era un 
5%; poco antes de 1914, el 17%, en los años veinte llega al 25,8%. En la 
República Federal ha seguido creciendo, pero no al ritmo de la República 
de Weimar, alcanzando el 41,5% en 1960, proceso que vinculado a la 
construcción del Estado de bienestar se acelera en la primera mitad de 
los setenta y, aunque se detiene en la segunda, logra en 1980 un 53,5%, 
doce puntos de aumento en los dos decenios de Estado de bienestar, 
para descender a partir de 1982 con la coalición conservadora-liberal, 
tendencia que de nuevo invierten los altos costos de la unificación, lle- 
gando en el 2000 a la cifra más alta del 58,9%. Vuelve a descender en los 
años siguientes para colocarse en el 43,6% en el 2006. En los países de la 
OCDE, el gasto público ha pasado de un 9% a principios del siglo XX a 
un 48% en 1999. Cierto, el Estado conserva su peso por la parte del PIB 
que controla, pero en muchos otros ámbitos su capacidad de intervenir 
es cada vez menor, con lo que en su conjunto a menudo se muestra como 
una pesada carga que impide y recorta, más que promociona y ayuda. 

Por mucho que el liberalismo predique la reducción del peso económi- 
co del Estado, mientras que la población decida en elecciones libres habrá 
que garantizar a los ciudadanos una vida digna, protegida de los impactos 
negativos que provengan del mercado. Como medio de frenar el gasto pú- 
blico y aplicar políticas que contengan la inflación, los Estados de nuestro 
entorno han transferido a la Unión Europea las competencias económicas 
más importantes. Ahora bien, con el traspaso de la política macroeconó- 
mica a los órganos comunitarios, los Estados miembros no se quedan sin 
tareas económicas, sino que simplemente las cambian por otras, recayen- 
do ahora el acento en las políticas institucionales y microeconómicas. 

Ante la tesis de que el Estado habría perdido buena parte de sus 
funciones en un mundo global, habría que señalar las nuevas que van 
surgiendo, entre ellas la educación, que ha pasado a un primer plano. 
Los Estados, ciertamente, han dejado de ejercer actividades y compe- 
tencias que en el pasado parecieron esenciales, como la defensa y la 
seguridad interna, y en el siglo xx la economía, pero asumen otras im- 
puestas, tanto por las nuevas estructuras internas, como sobre todo por 
los condicionamientos externos. 


EL ESTADO SOCIAL Y LA UNIÓN EUROPEA 


Los años sesenta y setenta de la pasada centuria, conocidos como la 
edad de oro del Estado de bienestar, son aquellos en los que también 
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se inicia la Comunidad Económica Europea, que sin duda contribuyó 
al crecimiento económico con pleno empleo de aquellos decenios. El 
Tratado de Roma, que entró en vigor el 1 de enero de 1958, en el artí- 
culo 118 reconoce a los entonces seis Estados miembros la competencia 
exclusiva en política social y laboral. Exclusividad que no cuestiona, 
como a veces se ha pretendido, el Preámbulo, en el que se dice que el 
fin de la Comunidad «es contribuir al progreso económico y social, me- 
jorando el nivel de vida de los trabajadores», o el artículo 2, en el que se 
señala que el propósito de la Comunidad es «un crecimiento acelerado 
de los niveles de vida». Es obvio que propiciar el desarrollo económico, 
objetivo de la Comunidad, conlleva, como resultado querido, mejorar 
el nivel de vida de la población. 

Al comienzo de la Comunidad Económica Europea, al quedar la 
política social fuera de los Tratados, se le prestó muy poca atención. 
Empero abrir las fronteras a los bienes y servicios de los demás socios 
supuso la libre movilidad de la fuerza de trabajo, algo que quedó de ma- 
nifiesto sobre todo en las zonas fronterizas y en los trabajos más cualifi- 
cados. El trasiego de mano de obra entre los Estados miembros obligó 
a regular las relaciones laborales en el plano comunitario. Se barajaron 
dos fórmulas: una que incluía el contrato laboral en el derecho civil y, 
por consiguiente, se debería aplicar la legislación del país de origen; 
la otra subrayaba la especificidad del contrato de trabajo y, por tanto, 
proponía que se aplicasen las normas del país en el que se trabajase, que 
es la solución que propuso la Comisión en marzo de 1972. 

En diciembre de 1969 en la cumbre de La Haya la política social 
hizo una primera aparición con la propuesta de armonizar las políticas 
sociales de los Estados miembros, tanto para favorecer la movilidad del 
trabajo, como para impedir que se produjese un dumping social. En la 
cumbre de diciembre de 1974 se aprobó un programa comunitario de 
acción social para combatir la pobreza, el objetivo principal de la política 
social comunitaria hasta que fue sustituido por la política de empleo. 
Una evaluación de 1981 estimaba que había 36,8 millones de pobres en 
la Europa de los Doce. Se creó un fondo de desarrollo regional y se in- 
crementó el fondo de desarrollo social, poniendo énfasis en la educación 
profesional de los jóvenes con el fin de facilitar su inclusión en el mer- 
cado laboral. Ahora bien, la política social, incluyendo la lucha contra 
la pobreza en el sentido más amplio, sigue siendo responsabilidad de los 
Estados; la Unión únicamente se encarga de la coordinación de estas po- 
líticas, tal como se concretó en el Consejo Europeo de Niza en diciembre 
del 2000: cada Estado miembro se compromete a poner en marcha un 
Plan nacional sobre inclusión social. 

En el Consejo de Lisboa que le precedió la Unión había adoptado 
el objetivo estratégico de que en la década siguiente se debería alcan- 
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zar «la economía más competitiva y dinámica [...] con más y mejores 
puestos de trabajo y mayor cohesión social». Desde entonces la política 
social gira en torno a los intentos de recuperar el pleno empleo, o por 
lo menos, mantener la cuota de paro más baja posible. De hecho la 
política social comunitaria ha quedado restringida a proponer políticas 
de empleo. Se comprende que en 1982, al celebrar los veinticinco años 
de su fundación, la Comunidad enumerase los grandes éxitos en la po- 
lítica económica, pero no pudo capitalizar ninguno en política social. 

La primera ampliación con el Reino Unido, Irlanda y Dinamarca en 
1973 supuso un duro golpe a la eventualidad de una política social co- 
munitaria, algo que en toda su gravedad quedó de manifiesto en los dece- 
nios siguientes, cuando sobre todo el Reino Unido se opuso a los tímidos 
intentos de poner en marcha una política social comunitaria. A finales 
de los setenta, Gran Bretaña no sólo rompe con el Estado de bienestar, 
sino que va a enfrentarse a cualquier tipo de política social comunita- 
ria, un campo que considera exclusivo de los parlamentos nacionales. 

Con todo durante la presidencia (1985-1995) de Jacques Delors se 
empezó a hablar de «la dimensión social del mercado único», llegando 
incluso a establecerse un llamado «diálogo social» entre sindicatos y 
patronales, que, al exigirse unanimidad entre las partes para llegar a 
acuerdos que, además, tendrían que ser ratificados por los parlamentos 
nacionales, poco se pudo conseguir. En 1988, con dieciséis millones de 
parados, el 11% de la población activa, poco cabía avanzar en política 
social comunitaria, pese a que en junio de aquel año en la cumbre de 
Hannover se proclamase oficialmente que una política social comuni- 
taria debería ser el fundamento sobre el que se asentase «el mercado 
único», o por lo menos habría que impedir antes de ponerlo en marcha 
que se deteriorasen las políticas sociales de los Estados miembros. Se 
daba por descontado que un «mercado único» con una sola moneda, 
además de una política social, exigía una política exterior y otra fiscal 
unificadas, tres ámbitos en los que nada se ha avanzado, antes al contra- 
rio, cada vez se encuentran más alejados de ser alcanzados. 

En el Consejo europeo de Estrasburgo del 9 de diciembre de 1989 los 
países miembros, con la excepción del Reino Unido, aprobaron una Carta 
comunitaria de los derechos sociales básicos de los trabajadores en la que 
se definen los derechos sociales de los ciudadanos comunitarios: libertad 
de movimiento dentro de la Unión; condiciones de trabajo aceptables con 
el mismo trato para todos los ciudadanos comunitarios, libertad de elegir 
oficio o profesión, reconociendo las titulaciones obtenidas en los países 
de origen, igual trato al hombre y a la mujer, derecho a la contratación 
colectiva. La Carta social se ha quedado en una declaración de derechos, 
vigentes ya en los países miembros. El sentido de la Carta no es tanto 
desarrollar una política social comunitaria, como impedir que se dé mar- 
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cha atrás en las políticas sociales ya establecidas, justamente, la tendencia 
implícita en el nuevo «mercado único». Y aun así, pese a que se trata de 
una mera declaración que no prescribe sanciones para el no cumplimien- 
to ni cabe ampararse en ella para reivindicar personalmente los derechos 
expuestos, el Reino Unido no la aceptó para dejar bien claro que la Unión 
no debe entrometerse en temas sociales. 

En este punto hay que traer a colación el principio de subsidiarie- 
dad, que el liberalismo maneja ampliamente para excluir la política 
social de la acción comunitaria, dejándola en manos de unos Estados 
miembros que se encuentran en la peculiar situación de haber perdido 
el control de la política económica, dependiendo de ellos, sin embar- 
go, la política social que constituye, sin duda, la mayor exigencia del 
electorado. En la Unión Europea, dentro de unos marcos económicos 
sobre los que su influencia es cada vez más limitada, los Estados harán 
la política social que quieran, o más bien que puedan. 

En la cumbre de Estocolmo de marzo del 2001 pareció que se daba 
un paso adelante al acordar en vista a una mejor coordinación siete 
indicadores para medir la política social de los distintos Estados. 1) Dis- 
tribución de los ingresos, en relación con la parte de la riqueza nacional 
que se lleva el 20% en la cúspide y el 20 en la base. 2) Población que se 
halla por debajo de la línea de pobreza, es decir, con menos del 60% de 
la media, antes y después de las transferencias sociales. 3) Persistencia 
de la pobreza: población que permanece por debajo del umbral de la 
pobreza más de tres años consecutivos. 4) Proporción de hogares sin 
que ningún miembro tenga empleo. 5) Disparidades regionales, medi- 
das por las distintas tasas de desempleo. 6) Nivel de educación, medido 
por el número de jóvenes entre 18 y 24 años con sólo escuela prima- 
ria. 7) Tasas de desempleo de larga duración. Lamentablemente estos 
indicadores no han servido para planificar políticas concretas de lucha 
contra la pobreza en los Estados miembros. 

La ampliación con los países del Este en el 2004 ha reforzado aún 
más la debilidad social de la Unión al integrar a unos Estados que ha- 
bían desmontado por completo las instituciones sociales provenientes 
del modelo colectivista, sin que apenas fueran sustituidas por otras. 
Política que se ha justificado colocando a los pueblos ante la disyuntiva 
de tener que elegir entre crecimiento económico y bienestar, que sólo 
lo garantizaría una economía libre sin trabas sociales, y una economía 
intervenida por el Estado, de alguna manera planificada, que sería por 
principio poco eficaz y únicamente repartiría pobreza, eso sí, de ma- 
nera más equitativa. No habría escape al dilema de riqueza para todos 
al precio de una gran desigualdad social, dispuestos además a sufrir la 
lacra del desempleo, o pobreza para la inmensa mayoría, repartida con 
una mayor equidad con empleo para todos. 
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En la Europa de los noventa y comienzos del siglo XXI, pese a que 
la permanencia de los Estados parecía a todos indudable, se discutía el 
futuro de la Unión entre dos posiciones: la una, que subraya la sobera- 
nía de los Estados miembros, la concebía como una mera coordinación 
económica, y la segunda que la entendía como una especie de confe- 
deración en un sentido muy amplio, convencida de que la integración 
económica plena exige una organización política. Pues bien, esta se- 
gunda posición que preveía una integración política como culminación 
de la económica se ha difuminado por completo con la ampliación 
al Este. Son Estados que han recuperado su soberanía hace poco y 
es comprensible que la defiendan a ultranza. Desconfían de cualquier 
solución federalista, máxime cuando sospechan que, en último térmi- 
no, supondría la preponderancia del eje franco-alemán. No sólo se ha 
eclipsado el horizonte federalista, sino, lo que es mucho más grave, la 
Unión Europea carece de un eje central integrador, aunque Gran Bre- 
taña aspire a este papel. Por ahora cada país sin el menor disimulo va 
a lo suyo y permanecerán unidos mientras el «mercado único» ofrezca 
ventajas. En el horizonte no se divisa más que un proceso permanente 
de ampliación de modo que un «mercado único» cada vez de mayor 
alcance nos coloque en posición de competir con los nuevos gigantes 
económicos que se divisan en el mundo globalizado. 

A todo esto se suma que muchas de las legitimaciones que la inte- 
gración europea tuvo en el el pasado han dejado de ser operativas. Para 
movilizar a los pueblos de poco sirve ya alegar que la Unión Europea ha 
sido un factor decisivo para impedir guerras entre los grandes Estados eu- 
ropeos, cuando en el horizonte, sea el que fuere, la guerra entre Estados 
en Europa es una posibilidad remotísima con la que ya nadie cuenta. Las 
guerras sufridas recientemente, y las que podrían aún venir, son guerras 
civiles originadas por la desmembración de algunos Estados. Proceso que 
indirectamente favorece la integración económica, ya que pequeños Es- 
tados, integrados en un «mercado único», pueden subsistir perfectamente 
con dimensiones que antes hubieran impedido el desarrollo económico. 
Una vez que se ha desplomado la Unión Soviética, tampoco sirve de nada 
cantar los méritos de la Unión Europea para detener la amenaza comu- 
nista, o para afianzarnos ante Estados Unidos, cuando ante el surgir de 
nuevas potencias en culturas para nosotros extrañas, nos sentimos cada 
vez más dependientes del destino común de Occidente. 

Al obligar a cada Estado miembro a ser cada vez más competitivo, 
la Unión Europea restringe al máximo el Estado social, a la vez que la 
falta de democracia en las instituciones comunitarias (al no existir un 
demos europeo, tampoco cabe una expectativa en este sentido) im- 
pide confiar en que una política social comunitaria compense un día 
las exigencias neoliberales que se imponen en el ámbito económico. 


334 


LA TRANSFORMACIÓN DEL ESTADO 


Como además ha desaparecido cualquier horizonte de integración po- 
lítica más allá de la económica en estructuras capitalistas férreamente 
cimentadas —imposible una política económica o social en desacuerdo 
con las normas comunitarias—, se comprende el desapego creciente de 
los ciudadanos ante el proyecto europeísta. 

Cierto que la Unión ha impulsado, y sigue impulsando, un creci- 
miento económico inusitado, pero, al transformar por completo a los 
Estados miembros, incluyéndolos en una nueva plantilla, ha tenido y 
tiene también costos ante los que muchos se empeñan en cerrar los ojos. 
Y es que, globalización e integración comunitaria, por un lado, obligan 
a replantear la política social posible, que es el aspecto que me importa 
subrayar, pero, por otro, favorecen la desmembración de los Estados 
socios. El proceso de debilitamiento de los Estados parece imparable, 
sin que se divisen nuevas estructuras políticas, capaces de sustituirlos. 
Al menos el futuro cercano se caracteriza por un dominio del capitalis- 
mo en un mundo globalizado con cada vez menos cortapisas estatales 
y sociales”, 

En fin, a la competencia exclusiva de los Estados miembros en polí- 
tica social hay que añadir el hecho capital de que la integración econó- 
mica ha ido creando un marco supraestatal que a la larga ha terminado 
por cuestionar el Estado de bienestar, tanto o más que la globalización, 
a la vez que pone límites muy precisos al Estado social. El que la política 
económica dependa cada vez más de la Unión Europea, mientras la so- 
cial sigue en manos de los Estados miembros, ha funcionado a favor de 
una reducción del Estado social, sobre todo desde las expectativas que 
se habían levantado en los años sesenta. No sólo la Unión se ha negado, 
pese los muchos escarceos, a desarrollar una política social comple- 
mentaria a la integración económica, sino que ha impuesto un modelo 
liberal de economía de mercado, dejando a los socios comunitarios que 
desarrollen la política social que consideren oportuna, eso sí, dentro de 
los estrechos márgenes económicos previamente definidos. 

La creación del euro en 1998 significó que una buena parte de 
los Estados miembros se quedasen sin la política monetaria como un 
instrumento aplicable a las políticas sociales. La tarea que se planteaba 
era poner en marcha una política social comunitaria en las condiciones 
de una moneda estable, con la que ya no se puede hacer experimentos, 
jugando con el precio del dinero, con la cantidad disponible, ni con 
aumentar el déficit presupuestario para responder a las presiones so- 


7. Escrito antes de la actual crisis financiera y económica. No he modificado la frase 
porque no sé en qué sentido habría que hacerlo. El Estado nacional no puede renacer de 
las ruinas en que se encuentra y resulta impensable que en el actual estadio pueda organi- 
zarse el planeta a nivel mundial. 
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ciales. Desaparece la posibilidad de hacer falsa política social a cuenta 
del déficit o del precio del dinero, que se supone fuente de inflación 
con la pérdida subsiguiente de puestos de trabajo’. En fin, que ya no se 
podrá solventar con una devaluación de la moneda una falsa política 
económica y social. 

¿Acaso los Estados comunitarios están en condiciones de mantener 
una política de cohesión social, por canija que sea, una vez que se han 
visto despojados de sus competencias económicas, al ser sustituido, por 
un lado, el mercado nacional por el mundial, y entregar, por otro, con 
la creación del euro, sus competencias en materia de política moneta- 
ria, que llevará consigo ineludiblemente una política fiscal comunita- 
ria? La política social no se puede desprender de la económica. ¿Cómo 
hacer entonces una política de cohesión social, que no quiere decir otra 
cosa que de redistribución con criterios sociales de la renta nacional, sin 
disponer ya de la política monetaria y en futuro cercano de la política 
fiscal, los dos instrumentos principales que hasta ahora el Estado había 
empleado para cumplir con este objetivo? 

La integración comunitaria ha sido un factor que ha limitado el des- 
pliegue del Estado social, incluso mucho más que la globalización, a la 
que precedió en el recorte de las funciones económicas del Estado, pero 
al mismo tiempo, al haber impulsado un enorme crecimiento econó- 
mico, ambas han hecho posible que se sostuviesen las políticas sociales 
dentro de los Estados. Los fenómenos sociales no son unidireccionales, 
y es preciso dejar constancia, tanto de los límites que la economía co- 
munitaria ha impuesto al Estado social, como de las posibilidades de 
realización que ha abierto el haber elevado sustancialmente el PIB. Esta 
ambivalencia de la Unión ante el Estado social, lo limita a la vez que lo 
hace posible, y no ha impedido el distanciamiento creciente de una bue- 
na parte de la población europea de las instituciones comunitarias. El 
fracaso del Tratado Constitucional y de sus sucesivos arreglos se explica 
en buena parte por el carácter neoliberal que la economía comunitaria 
ha terminado por imponer a los Estados miembros. 


8. Ni que decir tiene que la crisis parece eliminar las restricciones en el déficit y en 
la deuda que impuso el euro, la cuestión es qué consecuencias tendrá a la larga para la 
estabilidad de la moneda. 
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Mejor distribución de la renta y educación de calidad para el mayor 
número fueron las vías socialdemócratas hacia la igualdad en el período 
dorado del Estado de bienestar. Aunque los partidos socialistas siguen 
aferrados a los mismos objetivos, desaparecido el pleno empleo, no hay 
Estado de bienestar sostenible. Mientras perdure el paro, la primera, 
y de hecho única reivindicación social, es un trabajo seguro y digna- 
mente pagado; las demás demandas sociales quedan en un segundo 
plano. Cuando millones están sin trabajo, ¿cómo los colocados pueden 
pretender salarios más altos, más tiempo libre, estas o aquellas mejoras 
sociales? En efecto, nada modera tanto a la clase trabajadora como el 
temor al despido. José María Aznar está convencido de que «la política 
social más eficaz, y al cabo la más justa, es dar a la gente la oportunidad 
de trabajar»!. ¡A proporcionar un empleo, sin especificar salario ni con- 
diciones laborales, puede quedar reducida la política social! 

Con un paro alto se tambalea cualquier política social, ya estableci- 
da, o que se quiera implementar, por la sencilla razón de que buena par- 
te del dinero disponible habrá que dedicarlo al subsidio de desempleo. 
Sólo con el crecimiento del empleo cabría ir recomponiendo la política 
social en la dimensión que en algunos países alcanzó en el pasado. De 
hecho la política de empleo se ha convertido en el fundamento de la so- 
cial, como hemos visto que ha ocurrido en el plano comunitario. Hubo 
un tiempo en el que el pleno empleo constituía el punto de partida del 
Estado de bienestar; hoy aparece como la meta a alcanzar en un hori- 
zonte incierto. No es previsible que bajen sustancialmente los índices 
actuales de paro en la Unión Europea, antes al contrario, la tendencia 


1. J. M. Aznar, Ocho años de Gobierno, Barcelona, 2004, p. 130. 
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es a que suban. Y ello, tanto por el interés de las empresas en mantener 
un «ejército de reserva» que garantice que, cuando mejore la coyuntura, 
los salarios no se disparen, como por las condiciones que imponen la 
globalización. Sobre nuestras cabezas, como nueva espada de Damo- 
cles, ronda un número creciente de gente sin trabajo, y se cuentan por 
cientos de millones los que nunca podrán conseguir un empleo?. 

Empero, en los países de la Unión Europea, incluso donde gobier- 
nan los socialistas, la única perspectiva que se mantiene es alcanzar un 
día el pleno empleo. Una expectativa que sirve para diluir demandas 
sociales que pudieran cuestionar los buenos resultados macroeconómi- 
cos y sobre todo beneficios empresariales crecientes, ya que sin ellos, no 
se llegaría a la meta anhelada. La fascinación de este señuelo sirvió 
para justificar el desmontaje del Estado de bienestar, doloroso pero 
imprescindible para alcanzar el pleno empleo en las nuevas condicio- 
nes de un mundo globalizado. Después de haber descubierto que el 
capitalismo es el menos malo de los sistemas económicos y que, por 
tanto, hay que saber acoplarse a sus leyes, expresión última de la ra- 
cionalidad económica, los socialdemócratas de nueva hornada están 
a punto de percatarse de que, como tantas otras ideas, instituciones, 
hábitos y creencias del movimiento obrero, también los sindicatos son 
meros residuos del pasado con un sabor gremial y un tufillo de lucha de 
clase que interfiere peligrosamente el mercado. Cierto que cumplieron 
tareas importantes en la dignificación del trabajo, pero hace tiempo 
que las habría asumido el Estado. En el afán de reformar el subsidio 
de desempleo y flexibilizar el mercado laboral se han acercado peli- 
grosamente a estas posiciones, tanto el Gobierno de Felipe González a 
finales de los ochenta en su enfrentamiento con los sindicatos, como el 
de Gerhardt Schróder, ya en el nuevo siglo. Pudiera ocurrir que la crisis 
por la que actualmente pasan los sindicatos los redujera a un tamaño 
testimonial en un plazo no muy lejano. Ahora bien, el papel de interme- 
diario pacificador que desempeñan en los conflictos laborales los hace 
indispensables también para las empresas, que, junto con el Estado, se 
preocuparán de no abandonarlos por completo. 

Desde mediados de los setenta, el pleno empleo se muestra una meta 
inalcanzable. Cierto que en los noventa la economía volvió a crecer a 
buen ritmo, pero para general sorpresa no arrastró consigo el empleo (job- 
less growth). La población activa creció más rápidamente que los puestos 
de trabajo, de modo que se estabilizó una tasa de paro que se mantiene 
por debajo del 10%. Aun así, el subsidio de desempleo se lleva una buena 


2. Según datos de la Organización Internacional del Trabajo, el número de des- 
empleados en el mundo alcanzó en 2005 191,8 millones, 2,2 más que en 2004 y 34,4 
millones más que en 1995. 
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parte del gasto social y, dado el envejecimiento de la población —de- 
bido, como veremos, en buena parte a la descomposición de la familia 
nuclear—, la ocupada tendrá que sostener a un número creciente de 
jubilados. En estas condiciones se comprende que se extienda la opinión 
de que el Estado no podrá financiar la política social con la amplitud y al 
ritmo de los años dorados del Estado de bienestar. 

¿Cómo se explica una situación, aparentemente tan extraña, en la 
que el crecimiento económico no crea puestos de trabajo en la cantidad 
suficiente para alcanzar el pleno empleo en un plazo razonable? El desem- 
pleo ha puesto de manifiesto la enorme impotencia del Estado para supe- 
rarlo. Y no se diga que, como los puestos de trabajo los crean las empre- 
sas, es una cuestión que no le compete, porque en democracia el Estado 
no puede alegar que sea incapaz de solucionar la primera y más insistente 
reclamación de la gente. Unas elecciones sólo se ganan prometiendo una 
política activa de empleo, a sabiendas que no se va a poder cumplir, o 
que, si se cumple, no dará los resultados anunciados. Hace agua por todas 
partes, sin que goce ya de la más mínima credibilidad, el discurso oficial 
de que, bajando los impuestos y los costos sociales del trabajo, con mayo- 
res beneficios empresariales aumentarán las inversiones privadas, y con 
ellas el empleo. Es una teoría que ya criticó Keynes en su día, sin que sus 
argumentos de entonces hayan perdido validez, pero tampoco por ello 
hayan calado en los gobiernos. A mediano plazo la consecuencia es una 
deslegitimación creciente de las instituciones. 


LA APORÍA DEL ESTADO SOCIAL 


Hace ya casi dos decenios, el eminente sociólogo alemán, nacionalizado 
británico, Ralf Dahrendorf, asignaba a los Estados tres tareas irrenuncia- 
bles: 1) conseguir un crecimiento económico en las nuevas condiciones 
de una economía globalizada; 2) conservar, y los que todavía no lo hu- 
bieren alcanzado, aproximarse al grado de cohesión y solidaridad social 
a que se llegó en un pasado presente en la memoria de los ciudadanos; 
3) cumplir ambas tareas, salvando la libertad, es decir, las instituciones 
democráticas. En opinión de Dahrendorf la aporía consiste en que sería 
imposible alcanzar estos tres objetivos a la vez. Unos países —Estados 
Unidos, el Reino Unido— apostaron por el crecimiento y la libertad, 
pero a costa de la cohesión social; otros, como Alemania, por la cohesión 
social y la libertad, pero se resiente la productividad y, con ella, el creci- 
miento económico. En fin, otros, como Singapur, anteponen crecimiento 
y cohesión social, pero al precio de sacrificar la libertad. 

El engorro es que no cabría alcanzar los tres objetivos a la vez, pero 
tampoco elegir uno entre ellos. Por lo pronto, libertad y democracia son 
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irrenunciables, ya que los males que se derivarían de su desaparición son 
de mucho mayor calado que los bienes económicos que se conseguirían 
con su abandono. La única opción estaría entre el capitalismo anglo- 
sajón y el llamado capitalismo renano y, aunque haya una abundante 
literatura defendiendo uno u otro modelo —la derecha liberal se inclina 
por el primero, mientras que la izquierda socialdemócrata por el segun- 
do— ninguno de los dos, al menos planteados en estos términos, se sos- 
tendría a la larga. Habiendo libertad, la gente rechaza terminantemente 
el desmantelamiento del Estado social. Los británicos pusieron fin al 
experimento thatcheriano votando a los laboristas para que restaurasen 
la cohesión social. Por grandes que hayan sido los esfuerzos por mante- 
ner la cohesión social, también en Alemania terminaron por dominar los 
que pensaban que no podría mantenerse el Estado de bienestar con el 
tamaño que había alcanzado, alegando que un costo social alto reduce la 
competitividad en el plano internacional. Y es obvio que no hay modo de 
mantener la cohesión social a costa del crecimiento económico. Dahren- 
dorf pretende salir del dilema evitando las soluciones drásticas: ni that- 
cherismo ni Estado de bienestar, tal como en los setenta se había logrado 
en algunos países, sino un compromiso razonable entre ambos modelos 
que tenga en cuenta, tanto las exigencias de unas economías abiertas, que 
han de ser competitivas en el mercado mundial, como las de una mínima 
cohesión y solidaridad social, sin las que nuestras democracias serían 
altamente conflictivas, con el riesgo incluso de que pereciesen. No habría 
que cansarse de repetir que nada es tan frágil como la libertad. 

Años más tarde Dahrendorf* comprueba que, gracias a la globali- 
zación, que puso punto final a esa mezcla explosiva de estancamiento 
e inflación de los ochenta, nunca en el mundo desarrollado se había 
vivido tan bien, pero aún así, el problema sigue siendo cómo, sin perder 
la cohesión social, permanecer competitivos en un mundo globalizado, 
máxime cuando el trabajo es un bien cada vez más escaso. La sociedad 
se quiebra entre los pocos que pueden trabajar, gracias a una alta cuali- 
ficación, percibiendo ingresos altos, y los muchos condenados al paro, 
o a realizar servicios elementales mal pagados, que integran el nuevo 
segmento social de los excluidos. 


SIGNIFICACIÓN CAMBIANTE DEL TRABAJO 


Mientras que la discusión política se centraba en las posibles salidas a 
la crisis del Estado de bienestar, en algunos científicos sociales se abría 


3. R. Dahrendorf, Auf der Suche nach einer neuen Ordnung, Beck, München, 
2003. 
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paso la idea de que con la automación y la informática habríamos entra- 
do en una tercera revolución industrial que llevaría en su seno el fin del 
trabajo asalariado, o al menos una modificación sustancial. El progreso 
tecnológico se revela como el factor decisivo en el aumento de la pro- 
ductividad y, con ella, de la riqueza, pero a costa de suprimir puestos de 
trabajo. Así como la mecanización del campo expulsó mano de obra en 
grandes cantidades a la industria, la automación la arrojó a los servicios. 
Justamente, la primacía de los servicios es el rasgo que define a esta 
tercera revolución industrial*, 

Cada vez se necesitarán menos personas en la producción, y las 
que quedan una buena parte empleada en vigilar que un proceso total- 
mente automatizado transcurra sin incidentes. La industria del acero, y 
luego la del automóvil, son ejemplos patentes de cómo la automación 
ha eliminado cientos de miles de puestos de trabajo. Claro que una 
producción automatizada requiere de un departamento más amplio de 
desarrollo tecnológico (I+D) que ocupa a técnicos, ingenieros, un per- 
sonal altamente cualificado que se incluye ya en el sector terciario. El 
aumento de la producción exige a su vez más personal para comercia- 
lizarlo, que supone también un incremento del sector terciario, por lo 
menos hasta que las nuevas tecnologías informáticas lo vayan también 
reduciendo. 

En la producción, la máquina sustituyó al esfuerzo muscular y lue- 
go la automación amenaza con sustituir al trabajo. En los servicios la 
inteligencia artificial compite con ventaja con la mayoría de los em- 
pleados. La reducción de puestos de trabajo parece imparable, aun te- 
niendo en cuenta la gran variabilidad de las tareas del sector terciario 
que comprende actividades que exigen una buena formación, como 
finanzas, comunicación, publicidad, educación, sanidad, investigación, 
y otras de nivel más bien bajo, servicio doméstico, hostelería, transpor- 
tes o limpieza, a su vez muy distintas unas de otras. Lo más probable es 
que las diferencias en el sector de servicios, de por sí ya muy grandes, 
vayan en aumento, pero aun así, casi todos, por no decir todos, se verán 
afectados por las nuevas tecnologías. Aunque lo que caracteriza a esta 
tercera revolución industrial haya sido un crecimiento enorme de los 
servicios, la informática tiende a suprimir muchos puestos de trabajo, 
sin que en un sector tan variado quepa prever hasta qué punto dismi- 
nuirán los asalariados dependientes. Lo que sí cabe decir es que nada 
más alejado de la realidad que el pronóstico de Jean Fourastiére en los 
años cincuenta de que la sociedad de servicios que se divisaba en el 
horizonte garantizaría un pleno empleo con ingresos altos. 


4. En Alemania hace medio siglo el 36% del PIB provenía de los servicios, hoy 
sobrepasan el 70%. 
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La primera dificultad consiste en definir qué entendemos por tra- 
bajo, diferenciándolo de otras actividades, entre ellas otras formas de 
trabajo distintas del asalariado. Por lo pronto, la tesis del «fin del tra- 
bajo» ha tenido la virtud de librarnos de considerarlo una constante 
antropológica para tratar de entenderlo desde una dimensión histórica- 
cultural, desde la que se perciben los contenidos distintos que el trabajo 
ha tenido en las diferentes culturas, incluso en la nuestra en épocas 
anteriores. Esta visión retrospectiva ayuda a no descartar en el futuro 
otras formas de trabajo, distintas del asalariado, que es la que ha pre- 
valecido en la primera y segunda revolución industrial, y que empieza 
a cuestionarse al comenzar la tercera, de modo que, más que al fin del 
trabajo, nos enfrentaríamos a su profunda transformación. 

El trabajo asalariado, todavía dominante, surge en las manufacturas 
ya en tiempos del capitalismo comercial, pero se consolida a finales del 
siglo XVII y comienzos del XIX, con la primera industrialización. La hi- 
pótesis que se maneja es que así como la máquina acabó con el trabajo 
esclavo, las nuevas tecnologías podrían eliminar el trabajo asalariado. Ello 
podría significar una catástrofe, al condenar al género humano a un ocio 
que no sabría, o no podría, aprovechar, o una bendición, si nos obligase 
a replantear el sentido de la vida, poniendo en tela de juicio que el único 
fin de la existencia sea producir para sobrevivir. 

En la Antigüedad el ciudadano libre desplegaba distintas activida- 
des —empresariales, sociales, políticas, culturales— pero en rigor no 
trabajaba. Sólo el esclavo estaba condenado a trabajar; el ciudadano li- 
bre quedaba excluido, en primer lugar, porque hacer lo que mande otro 
supone una dependencia incompatible con la libertad. El ciudadano 
libre decide por sí mismo qué hace, cómo y cuándo, sin obedecer más 
que a la ley. Realiza actividades (ergon, en griego, opera, en latín) pero 
no trabaja (ponein), que además de un sometimiento a la voluntad de 
otro, conlleva un ponos, un esfuerzo doloroso. Que trabajar significa 
sufrir se trasluce también en el vocablo latino de labor, que viene de 
labare, desfallecer ante una carga’. 

Pese a vincularse al esfuerzo y al sufrimiento, el trabajo adquiere 
una dimensión positiva en el cristianismo. Los padecimientos del Hijo 
de Dios, muerto en la cruz para redimir al género humano, sacraliza 
también el sufrimiento que el trabajo comporta. Cierto que el trabajo 
supone un esfuerzo doloroso, pero hemos venido a este mundo a su- 
frir, como Jesucristo que por un amor infinito padeció en la cruz. En la 
segunda Carta a los tesalonicenses Pablo escribe: 


5. Remitiéndonos también a la Antigüedad clásica, Hannah Arendt distingue entre 
trabajo, obra y acción (La condición humana [1958], Paidós, Barcelona, 2007). 
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El que no quiera trabajar que no coma. Pues bien, tenemos noticia de que 
algunos de vosotros viven ociosamente, sin otra preocupación que curio- 
searlo todo. De parte de Jesucristo, el Señor, les mandamos y exhortamos 
a que trabajen en paz y se ganen el pan que comen (2 Tes 3, 10-13). 


El cristianismo, sin embargo, en su práctica secular ha limitado el 
deber de trabajar a los que no puedan alimentarse de otra forma. 

Educar para el trabajo y el esfuerzo doloroso, con un control es- 
tricto de las pasiones y una recia disciplina en el comportamiento, ele- 
vando la obediencia a virtud, se opone por completo a la educación 
que recibía el ciudadano libre, cuyo objetivo principal era aprender 
a convivir en libertad. El cristianismo, al fin y al cabo una religión de 
esclavos, Nietzsche dixit, rechaza vivir un ocio con sentido, tiempo y 
ganas de cuestionarse a sí mismo y a los demás, que es lo que, justamen- 
te, reprende el texto paulino. 

En la Edad Media la pereza se contará entre los pecados capitales. El 
trabajo se considera, por una parte, una bendición, en cuanto reflejo de 
la actividad creadora de Dios, pero, por otra, justo castigo por el pecado 
de desobediencia de nuestros primeros padres que nos condenó a «ganar 
el pan con el sudor de la frente». El monacato —ora et labora— divide 
la jornada con un horario estricto. El monasterio utiliza el reloj para 
imponer un orden en las tareas diarias. Las primeras formas de acumu- 
lación capitalista resultaron de una vida ascética, dedicada a la oración 
y al trabajo. Max Weber enlaza el surgir del «espíritu del capitalismo» 
al ascetismo intramundano del calvinismo. Sea cual fuere la relación del 
protestantismo con el «espíritu del capitalismo», no cabe la menor duda 
de que el cristianismo ha contribuido de manera decisiva a la posición 
central que el trabajo ocupa en la sociedad capitalista moderna. 

La civilización industrial ha demandado durante siglos una educa- 
ción que pusiera en un primer plano disciplina y obediencia, las dos 
cualidades propias del esclavo que exaltó el cristianismo. Pero en un 
mundo en el que está desapareciendo el trabajo basado en el esfuerzo 
físico, que es lo que directamente lo vincula al sufrimiento, se va des- 
dibujando la significación que estas dos virtudes tuvieron en el pasado. 
La educación tradicional que exaltaba la obediencia y la disposición a 
sufrir, deja paso a otra que no renuncia al gozo de vivir, poniendo en 
un primer plano el espíritu crítico y la iniciativa individual. 

Predicar el sufrimiento como principio de salvación era congruen- 
te con un mundo en el que la inmensa mayoría estaba condenada al 
esfuerzo doloroso y a la obediencia sin réplica. Un cristianismo que 
colocó al sufrimiento y la obediencia en el centro de lo humano tuvo 
sentido en un contexto social en el que la inmensa mayoría estaba con- 
denada a realizar un trabajo desesperante. Pese a que no quepa eliminar 
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otras muchas fuentes de dolor, desde la enfermedad y muerte de los 
seres queridos al miedo a la propia muerte, desde la aflicción por el 
desamor, a la que conlleva el fracaso en nuestros mejores empeños, 
para la inmensa mayoría con el trabajo humillante y doloroso ha des- 
aparecido la primera fuente diaria de sufrimiento. El recurso a una 
religión que transforma el sufrimiento en salvación no tendrá ya la 
universalidad que le proporcionó el trabajo como fuente principal de 
padecimiento. 

El trabajo físico doloroso que exigía una obediencia ciega perte- 
nece al pasado; ahora se requiere personas cada vez mejor cualificadas 
que disfruten con lo que hagan de manera autónoma y responsable. 
En el mundo de la automación y de las nuevas tecnologías, no sólo se 
precisa de una población más culta, sino sobre todo educada de otra 
forma. Ahora que por fin se puede hacer extensiva a todos, sin ser ya 
privilegio de unos pocos, tal vez haya que volver a inspirarse en la edu- 
cación que en la Antigüedad recibía el ciudadano libre con posibles, 
basada en un desarrollo de la persona que impulse la iniciativa libre 
de cada cual. 

Como el ciudadano libre en la Antigüedad, el hombre de hoy en- 
cuentra en el deporte el sucedáneo adecuado al trabajo manual, el es- 
fuerzo físico que requiere el bienestar del cuerpo y del espíritu. Pero lo 
verdaderamente significativo es que, en cuanto deja de contar la fuerza 
física, la única inferioridad real de la mujer, ambos sexos son capaces 
de ejercer los mismos trabajos y actividades. La alta tecnificación de la 
guerra, de la que la mujer había quedado excluida cuando la eficacia de 
los mandobles dependía de la fuerza del brazo, permite hoy que comba- 
ta como un soldado más. Una buena parte de la discriminación que la 
mujer ha padecido durante milenios tuvo su origen en una menor fuerza 
física que la obligaba a depender de la del varón para sobrevivir. La 
transformación del trabajo con la máquina y luego con la automación, 
junto con su efecto más importante, la equiparación de la mujer en el 
mundo laboral, son los dos cambios de mayor alcance operados en las 
sociedades avanzadas. 

La tipificación cultural del trabajo que ha permitido diferenciar otras 
formas, aparte del asalariado, nos lleva a una cuestión de mucho mayor 
calado: ¿acaso cabe un capitalismo sin asalariados, sin la díada, anta- 
gónica o no, de capital y trabajo?, ¿sigue teniendo validez la teoría del 
valor-trabajo de la primera economía clásica y que constituye la piedra 
angular de la doctrina en Marx?; do es que, como quiere el marginalismo 
de la segunda economía clásica, el mercado, y no el trabajo, es el agente 
creador de riqueza y, por tanto, cabría un capitalismo que pudiera pres- 
cindir del trabajo ajeno? 
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Un mundo sin trabajo 


Una cuestión ampliamente debatida es el futuro que con las nuevas 
tecnologías podrá tener el trabajo asalariado. Dos posiciones se enfren- 
tan, la de aquellos que lo ven como algo cada vez más residual y la de 
los que piensan que no desaparecerá en un horizonte previsible. En el 
primer grupo cabría distinguir a su vez entre los que creen que la des- 
aparición del trabajo asalariado abre una puerta a la emancipación, y 
aquellos que lo consideran una catástrofe que condena a la humanidad 
a vegetar hasta su pronta desaparición. Tanto los optimistas como los 
catastrofistas tienen que explicar de qué y cómo van a vivir los expulsa- 
dos del trabajo asalariado en un mundo totalmente automatizado, en el 
que los robots realicen hasta las más simples tareas domésticas. 

Entre los que se niegan a admitir que quepa concebir un mundo 
que no precise del trabajo, cabe diferenciar los que creen que el tra- 
bajo asalariado, tal como surgió en la primera industrialización, dura- 
rán indefinidamente, vinculado al capitalismo, expresión última de la 
racionalidad económica, de aquellos que dan por descontado que las 
nuevas tecnologías aportarán nuevas formas de trabajo que supondrán 
correcciones importantes en las relaciones capital-trabajo. El capitalis- 
mo tendría el futuro asegurado, precisamente, por la enorme capaci- 
dad, de la que ha dado prueba hasta ahora, de adaptarse a condiciones 
cambiantes de todo tipo, y no sólo a las tecnológicas. 

A finales del siglo Xx, el libro de Jeremy Rifkin El fin del trabajo*, 
tuvo un gran impacto mediático. Pese a que la tesis central de que 
las nuevas tecnologías, al propiciar un aumento inusitado de la pro- 
ductividad, supondrían de hecho la desaparición del trabajo asalariado 
dependiente, no fuese demasiado original, aparte de la fascinación que 
comporta esta tesis, el éxito del libro se debió a que se publicase en el 
momento oportuno, cuando el paro estructural azotaba a los países más 
desarrollados de ambos lados del Atlántico. Tampoco fueron dema- 
siado innovadoras las propuestas que manejó para salir del atolladero, 
centradas todas en disminuir el tiempo de trabajo, tanto la jornada 
laboral”, como los años en activo (prolongar el período de instrucción 
y adelantar la jubilación), garantizar un «salario social» para el que no 
tenga otra forma de vivir, y crear un «tercer sector» de economía no co- 
mercial, que acogiese a parte de los desplazados del mercado de traba- 


6. J. Rifkin, El fin del trabajo, Círculo de Lectores, Barcelona, 1997. 

7. En 1993 Volkswagen introdujo la semana laboral de 4 días con 30 horas. En 1996 
Francia rebajó la semana laboral de 39 a 33 horas. Los sindicatos se acogieron a la consigna 
de «trabajar menos, trabajar todos». A partir del 2000 la tendencia cambió de sentido, y 
ahora se pretende alargar la jornada laboral. 
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jo. Una «economía social», la denominaron los franceses, que desarrolle 
actividades en favor de la comunidad. La alternativa a estas propuestas 
sería un paro creciente que desembocaría en un autoempleo, siempre 
insuficiente, el trabajo informal y la criminalidad. 

La tesis del fin del trabajo tiene una larga trayectoria que se remonta 
a los años de la crisis del keynesianismo. El precedente más significativo 
es sin duda el libro de André Gorz, Adiós al proletariado. Más allá del 
socialismo*. Anuncia la abolición del trabajo asalariado en una coyun- 
tura en la que la automación empezaba a destruir un gran número de 
puestos de trabajo en la industria. Entre 1979 y 1993 los países de 
la OCDE perdieron un 22% en la industria, algunos, como Bélgica, 
Francia, Suecia, España, casi la mitad. La automación, a la que siguió 
luego la deslocalización a países con salarios mucho más bajos, han 
llevado a una desindustrialización creciente del «primer mundo». Ante 
esta situación Gorz ya planteó el dilema de asumir pasivamente un 
paro masivo, o bien lograr que esa inmensa mayoría de desocupados 
emplee el tiempo libre en actividades autónomas que tengan sentido, 
tanto personal como social. 


La sociedad de tiempo liberado se esboza únicamente en los intersticios 
y como contrapunto de la sociedad actual: se basa en el principio de 
trabajar menos para que trabajen todos, de modo que cada cual pueda 
desplegar sus propias actividades (p. 11). 


Gorz advierte del error de creer que el derecho al trabajo, lo sea 
tan sólo al trabajo asalariado, confundiendo el trabajo con el salario 
que devenga, ya que este último puede tener otro origen que el trabajo 
realizado”. Distinguir entre trabajo y remuneración es fundamental en 
un mundo en el que el trabajo se ha convertido en un bien escaso, un 
hecho que no debe impedir que cada cual reciba lo suficiente para vivir 
dignamente. A este respecto, pese a que los cristianos no suelen tomarla 
en consideración, quiero recordar una parábola del Nuevo Testamento 
que desconecta el salario percibido del trabajo realizado. A la mañana 
el dueño de una viña contrató a unos obreros por un denario al día. 
Luego al mediodía a otros y al caer la tarde a un tercer grupo que tam- 
bién estaba sin trabajo. Al terminar la jornada empezó a llamar a los que 
habían llegado los últimos, pagándoles el denario convenido. «Cuando 
llegaron los primeros pensaban que cobrarían más; pero también ellos 


8. A. Gorz, Adiós al proletariado, Ediciones 2001, Madrid, 1982. 

9. También necesitan vivir los que no tienen acceso al mercado de trabajo. Robert 
Theobald (The Guaranteed Income, New York, 1967) ya había insistido en la necesidad 
de eliminar el vínculo tradicional entre trabajo y remuneración. 
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cobraron un denario cada uno. Al recibirlo, se quejaron al dueño, di- 
ciendo: Estos últimos han trabajado sólo un rato y les has pagado igual 
que a nosotros que hemos soportado el peso del día y del calor. Pero 
él respondió a uno de ellos: Amigo, no te hago ninguna injusticia. ¿No 
quedamos en un denario? Toma lo tuyo y vete. Si yo quiero dar a este 
último lo mismo que a ti, ¿no puedo hacer lo que quiera con lo mío?, 
¿es que tienes envidia porque yo soy bueno? Así los últimos serán los 
primeros, y los primeros los últimos» (Mateo 20, 10-16). 

Si el desarrollo tecnológico disminuye la dosis de trabajo que se 
requiere en la producción —aumento de la productividad— es preciso 
concebir nuevas formas de distribución de la renta nacional para que 
llegue también a los que se han quedado sin puesto de trabajo. Para 
Gorz el derecho a percibir un ingreso se vincula a la ciudadanía plena, 
que ha de garantizar el libre despliegue de la personalidad de cada 
uno”. De lo contrario, el capitalismo se desmoronaría en una enorme 
crisis de superproducción. En el capitalismo avanzado la persona pier- 
de relevancia como trabajador, pero la mantiene, e incluso aumenta 
como consumidor. El capitalismo podrá tal vez subsistir sin trabajo 
asalariado, es una cuestión nada fácil de zanjar, pero en ningún caso sin 
consumidores de lo que produce. 

Además del «salario social» que desde distintas posiciones ideológi- 
cas se ha manejado como posible solución para paliar el paro masivo, 
Gorz propone el derecho de cada comunidad de base a producir al 
menos una parte de los bienes y de los servicios que consume. Según 
vaya disminuyendo el trabajo asalariado y para evitar que la mayoría 
se convierta en receptora pasiva de las ayudas estatales, Gorz propug- 
na implementar de manera autónoma actividades al margen de la ló- 
gica capitalista. Sería la única posibilidad de construir un nuevo orden 
social, una vez que las nuevas tecnologías han arrebato al trabajo su 
anterior centralidad, que ha llevado a la clase obrera a perder su carác- 
ter de clase. Sin él desaparecen, tanto la posibilidad de emanciparse en 
el trabajo, como la de conquistar el poder desde el trabajo, es decir, las 
dos soluciones, la colectivización en manos del Estado y la autogestión, 
que la clase obrera había puesto en marcha cuando todavía constituía 
una clase. Ninguna de las dos soluciones funciona: que el Estado se 
convierta en propietario y administre la empresa no ofrece ventajas al 
obrero, y sí algunos inconvenientes graves, y que los obreros gestionen 
ellos mismos la producción con tecnologías tan complejas resulta tan 
inverosímil, como a la postre inviable. 


10. Entre los que hay que contar el «impuesto negativo» de Milton Friedman que 
deja actuar al mercado de trabajo, pero con un ingreso exterior completa los salarios más 
bajos que no permitan la subsistencia. 
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Ahora bien, al expulsar al proletariado del puesto de trabajo, las 
nuevas tecnologías le abre una nueva salida que no consiste ya en «con- 
quistar el poder como trabajador, sino en conseguir el poder de no fun- 
cionar más como trabajador» (p. 103). Una parte exigua de trabajado- 
res estables permanecerá en el sector capitalista productivo con salarios 
altos y buenas condiciones laborales, y la masa de los desalojados de la 
industria y de los servicios, ese «neoproletariado posindustrial», no ten- 
drá otra opción que permanecer pasivamente en la inactividad, depen- 
diendo de las siempre cambiantes ayudas sociales, o bien, aprovechar el 
tiempo libre que le ha proporcionado el despliegue de la racionalidad 
capitalista para llevar a cabo actividades autónomas que sustituyan la 
racionalidad productivista por una diferente, capaz incluso de dar un 
sentido a sus vidas. El capitalismo seguirá dominando la esfera produc- 
tiva, pero obligado a convivir con una sociedad alternativa que se irá 
formando en los intersticios. Será tolerada porque en un primer mo- 
mento no parece ser un contrincante peligroso, sino, al contrario, un 
apoyo útil, al acoger a los que no tienen trabajo ni desempeñan función 
alguna. Lo probable, pensaba Gorz, es que se produzca una sinergia 
entre trabajo heterónomo y autónomo, de la que resulte una sociedad 
dualista con un sector, propiamente capitalista de trabajo heterónomo, 
y otro de trabajo autónomo, marginal en sus comienzos, pero que paso 
a paso podría ir cobijando a una buena parte de la población. 

El fin del trabajo, pero sin posible alternativa emancipadora, se 
describe en el libro del filósofo y ensayista austríaco, Günther Anders, 
Sobre la destrucción de la vida en la época de la tercera revolución in- 
dustrial'"*, Se publicó en 1980, el mismo año que el de Gorz, pero en 
un contexto ideológico mucho más radical. La intención primigenia de 
Anders era escribir una antropología filosófica en la época de la tecno- 
logía, pero no pasó de fragmentos de muy variada índole en torno a 
este tema. Defiende la tesis de que la deshumanización que implicaría el 
desarrollo tecnológico culmina en la supresión del trabajo. «Por absur- 
do que parezca la tendencia es hacer superfluo al hombre, sustituyendo 
el trabajo por el automatismo de los aparatos» (p. 26). En el proceso de 
racionalización capitalista estaría incrustado el sinsentido de eliminar al 
ser humano como factor de producción. Anders considera la cuestión 
clave de nuestro tiempo determinar significado y alcance de este pro- 
ceso de deshumanización, concepto que lo empalma con el marxista- 
hegeliano de enajenación, pero causado por el desarrollo tecnológico. 


11. G. Anders, «Uber die Zerstörung des Lebens im Zeitalter der dritten industriellen 
Revolution», en Die Antiquiertheit des Menschen II, Beck, München, *1987. Su verdadero 
nombre es Günther Stern. En 1937 se divorció de Hannah Arendt, cuyo pensamiento 
influyó en él más bien como rechazo. 
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Ante este humanismo antitecnológico, tan extendido entre sectores 
conservadores, cabe preguntarse: ¿qué es lo humano más allá de la técni- 
ca que emplea para sobrevivir?, ¿cómo distinguir lo humano de la técnica 
que ha inventado? Desde los más remotos tiempos del Paleolítico supe- 
rior la hominización ha estado directamente ligada a los instrumentos, 
utensilios, armas que el ser humano ha ido perfeccionando. No parece 
factible, ni mucho menos aconsejable, diferenciar lo humano de la tecno- 
logía que ha ido utilizando en cada momento de su evolución. En razón 
de los servicios prestados, nada tan humano como la técnica. 

En cambio para Anders el desarrollo tecnológico habría llegado a 
suprimir, no ya sólo el trabajo, sino cualquier actividad. En el horizonte 
vislumbra una vida sin tener ni poder hacer nada, cada uno sentado 
ante una enorme pantalla interactiva, en la que encargar todo lo que 
necesitemos para satisfacer necesidades de todo tipo. El tiempo libre, 
lejos de ser la bendición a la que hemos siempre aspirado para hacer 
todo lo que nos hubiera gustado, se revela un simple vegetar. Mucho 
mayor castigo que el exceso de trabajo es no tener nada que hacer, una 
maldición mil veces peor que la bíblica de ganarás el pan con el sudor 
de la frente. Para Anders la técnica habría terminado por suplantar al 
hombre como sujeto de la historia, lo que implicaría el «fin de la histo- 
ria», entendida a la manera hegeliano-marxista, como realización de la 
libertad, para mostrarse simple sumisión a la necesidad. No caminaría- 
mos, como enunciara Marx, del reino de la necesidad al de la libertad, 
sino, al revés, de la libertad al de la necesidad. Anders no digiere el que 
la naturaleza, lejos de haber salido de la mano del Creador en su forma 
actual, tenga también historia, la bien llamada historia natural, de la 
que la humana forma parte, poniendo de manifiesto lo que realmente 
somos, una simple partícula de la naturaleza. 

La explosión de las dos primeras bombas atómicas en 1945 señala 
para Anders el momento en que la primacía de la técnica inicia el proce- 
so de destrucción definitiva de la humanidad. Inaugura la que también 
llama «tercera revolución industrial», cuyo principio constitutivo es que 
todo aquello que puede hacerse, al final se hace. Lo técnicamente fac- 
tible se convierte en un deber de cumplimiento inexorable. En conse- 
cuencia, una vez que la humanidad ha adquirido la capacidad técnica de 
autodestruirse, seguro que se destruirá. Anders da por descontado que 
se ha llegado, no sólo al final del trabajo, sino al de la humanidad. 

La capacidad de destrucción-modificación, inherente a la técnica, 
no se detiene ante la vida, al fin y al cabo, también materia organiza- 
da. Mientras sobreviva la humanidad, las modificaciones genéticas irán 
sustituyendo unas especies por otras. Y, desde luego, las posibilidades 
que abre la biotecnología no van a detenerse ante el hombre. En tiem- 
pos del dominio absoluto de la técnica el ser humano está destinado 
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a sufrir, como las demás especies, manipulaciones genéticas de las que 
no cabe excluir que surjan otras nuevas a partir del homo sapiens. La 
energía nuclear y la manipulación genética aseguran el fin físico de la 
humanidad, o por lo menos en la configuración actual. 

Desconcierta y angustia en un razonamiento de este tenor que no 
deje resquicio para la esperanza. Llegados a este estadio de dominación 
de la técnica, ya nada se podría hacer. Y ante lo irremediable, como 
ante la muerte, sólo cabe mirar para otro lado, o buscar refugio en el 
claustro materno de la fe religiosa. Se comprende que las ciencias socia- 
les no se hayan hecho cargo de especulaciones tan terroríficas como las 
de Anders. Soy consciente de que si las tomásemos al pie de la letra, no 
tendría el menor sentido preguntarnos por el futuro del Estado social, 
ni siquiera por el de la humanidad, no obstante, las traigo a colación, 
porque no cabe seguir adelante sin que quede testimonio de una visión 
que no cabe descartar por completo, como uno de los posibles telones 
de fondo de un futuro cercano. 


El trabajo asalariado no se ha acabado 


Desde una cierta abstracción lógica la tesis de que con el desarrollo 
tecnológico alcanzado, antes o después desaparecerá el trabajo, suena 
verosímil, pero desde un enfoque empírico se muestra mucho menos 
convincente. Los asalariados, todavía la mayor parte de la población 
ocupada, no llevan trazas de desaparecer en un futuro previsible, al 
contrario, incluso han aumentado en cifras absolutas. Esto ha ocurrido 
a nivel mundial, como corresponde a la expansión de la producción ca- 
pitalista por todo el planeta, pese al crecimiento masivo del desempleo, 
pero también en los países de la OCDE, donde el paro se mantiene por 
debajo del 10%. El empleo creció casi un 20% entre 1981 y 1997, es 
decir, una tasa media del 1,06% anual, debido al incremento del traba- 
jo femenino —la verdadera revolución del siglo xx— y sobre todo a la 
inmigración, que será la del siglo XXI. 

Desde que hace dos decenios se anunció el fin del trabajo, lo cierto 
es que no se han concretado los planes para repartirlo, incluso se han 
suprimido, allí donde se había empezado a hacerlo. Tampoco ha aumen- 
tado el tiempo libre para los que gozan de un empleo fijo; al contrario, 
la jornada laboral muestra una tendencia a alargarse, sobre todo cuanto 
mayores sean las responsabilidades. Si la población empleada crece, aún 
más de prisa la oferta, que supera con mucho los puestos disponibles. 
Lo único que la «flexibilización del mercado de trabajo» ha aportado 
a una parte creciente de los asalariados de los países de la OCDE es 
mayor precariedad. Disminuye el trabajo estable para adaptarse mejor a 
los cambios súbitos de la demanda que conlleva la globalización. En un 
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mundo globalizado que, justamente, se caracteriza por oscilaciones brus- 
cas en los mercados, el empresario pretende librarse del cumplimiento 
estricto de una legislación laboral que, si bien en el pasado garantizaba 
crecimiento y estabilidad, se revela ahora una pesada carga. 

La globalización ha traído consigo un deterioro del trabajo estable 
protegido; la mayor parte de los puestos de trabajo que se crean son 
temporales, con jornadas reducidas, predominando la media jornada. 
Por un lado, aumenta la jornada laboral de los puestos fijos, por otro, 
entre los contratados en precario se constata una enorme diversidad en 
el tiempo de trabajo. Además, aumentan los contratos de actividad o 
de obra, que eviten una relación laboral, o bien se crean empresas uni- 
personales al servicio de una o más empresas. El ordenador permite 
el trabajo en el domicilio con la elección libre de horarios. Una buena 
parte del trabajo, con un mayor grado de autonomía y responsabilidad 
que ahora se demanda, no exige controles externos. La consecuencia 
es la segmentación de los mercados de trabajo con una enorme hete- 
rogeneidad de las formas de empleo. Las ventajas que se imputaba a 
las nuevas tecnologías alcanzan tan sólo a una minoría, mientras que 
han empeorado las condiciones de trabajo para la mayor parte de los 
asalariados de los países de la OCDE”. 

Que los ministros de trabajo de la Unión Europea hayan propuesto 
(junio de 2008) una directiva comunitaria que abre al trabajador la po- 
sibilidad de acordar una semana laboral de hasta sesenta horas, y en 
profesiones en las que se hacen guardias, como los médicos o los bombe- 
ros, hasta de sesenta y cinco, muestra hasta qué punto la presión exterior 
sobre los mercados de trabajo obliga a una mayor diferenciación de los 
horarios y de las jornadas laborales, acorde con las necesidades peculiares 
de cada rama. La conmoción que ha producido la noticia ha sido tanta y 
tal el rechazo social, que luego no ha podido aprobarse, pero tiene la vir- 
tud de mostrar a las claras a qué situación hemos llegado. Los gobiernos 
mayoritariamente conservadores de la Europa de los 27, capitaneados 
por la Italia de Berlusconi y la Francia de Sarkozy, apelaban a la libertad 
del trabajador para autorizar que cada cual pacte lo que quiera. 

Lo verdaderamente grave es que con ello se intentaba quebrar uno 
de los logros históricos del movimiento sindical, la negociación colecti- 


12. No han faltado los que atribuyen esta tendencia a aumentar la jornada laboral, no 
tanto a razones objetivas impuestas por la competencia internacional, como al afán de los 
asalariados a consumir cada vez más, sacrificando de buen grado el tiempo libre. La gente 
trabaja jornadas más largas, hace horas extraordinarias, o acepta un doble empleo, porque 
prefiere consumir a disponer de más tiempo libre. Véase J. Schor, The overworked American. 
The unexpected Decline of Leisure, Basic Books, New York, 1991. Habría que mostrar las 
causas de la presión social al consumo —al fin y al cabo valemos tanto como consumimos—, 
así como el grado de enajenación que supone el no saber qué hacer con el tiempo libre. 
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va. No sólo de ella proviene la fuerza de los sindicatos, sino que cuanto 
más fuerte sea la negociación colectiva, alcanzando a mayor número de 
sectores, más determinante será la tendencia a imponer un igualitarismo 
creciente en la sociedad. El afán de seguir flexibilizando el mercado de 
trabajo no se detiene, ni siquiera ante la jornada simbólica de las cuarenta 
y ocho horas que, tras muchos años de lucha, en las condiciones excep- 
cionales de la primera Guerra Mundial, la clase obrera había conquistado 
en 1917. La escasez de puestos de trabajo, el factor que más debilita a los 
asalariados y a sus organizaciones, explica que se atrevan a plantear re- 
formas laborales que, de haberse decretado no hubieran tenido la misma 
repercusión en todos los socios de la Unión. Los países menos avanzados 
de la Europa del Este, o aquellos con organizaciones sindicales más débi- 
les, intentarían competir con salarios más bajos, como de hecho ya hacen, 
y con jornadas laborales más largas, que es lo que se había pretendido 
legalizar. En lo económico, un mercado único, pero en lo social se tolera 
cada vez de manera más abierta el dumping social. 


El carácter social del trabajo 


Ni todo el trabajo se agota en el trabajo asalariado, ni tal vez consti- 
tuya un factor de producción imprescindible. Sin apenas intervención 
de mano de obra se fabrican ya abundantes productos con las nuevas 
tecnologías. Puede que un día no se necesite el trabajo tal como hoy lo 
conocemos, pero por ahora, además de proporcionar el medio más ha- 
bitual de vida, cumple otras funciones a las que no podemos fácilmente 
renunciar. La persona que queda en paro pronto se percata de que lo 
más insoportable y humillante de su situación es que, aunque reciba un 
subsidio de desempleo, o una ayuda social que satisfaga las necesidades 
básicas, se ve en cierto modo despojado de su identidad, a la vez que 
excluido de canales importantes de comunicación social. 

En la moderna sociedad industrial, que con razón se ha llamado 
«sociedad del trabajo», rentistas y demás clases parasitarias han tendido 
a desaparecer y, aunque queden mucho más restos que los que solemos 
suponer, han perdido su anterior relevancia para clasificar socialmente 
a los individuos. En los siglos XVII y XVIII, y a lo largo de todo el xIx, la 
persona se definía por la renta que percibía —es un caballero de 50.000 
táleros—, hoy por el trabajo que ejecuta, dato que también incluye la 
presunción de unos determinados ingresos. Nos identifican por el ofi- 
cio o profesión que desempeñamos, más aún, fundamos nuestra iden- 
tidad en el trabajo que hagamos. Soy el puesto de trabajo que ocupo, y 
si no tengo ninguno, no soy nadie. 

Ahora bien, una precariedad en aumento que lleva a cambiar a me- 
nudo de ocupación, incluso a pasar largos trechos sin empleo, elimina 
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el papel de identificador social que tenía el trabajo. Los trabajadores 
con un oficio definido y un empleo para toda la vida con el que se 
identifican son cada vez más una rara avis que tiende a desaparecer. 
Ello supone un cambio con graves repercusiones. Sólo con un oficio 
determinado y un puesto de trabajo fijo se adquiere la conciencia de 
pertenecer a una clase, y es ésta la que está desvaneciéndose, si no ha 
desaparecido ya por completo. La transformación del trabajo ha traído 
consigo el fin de la sociedad clasista y se relaja hasta el corporativismo 
de las profesiones liberales. Pero esto no significa, como se pensó en 
la segunda mitad del XIX y primera del XX, que una sociedad sin clases 
sería más igualitaria. Con el proceso de individualización, inherente 
al capitalismo, desaparecen las clases, pero no las desigualdades entre 
los individuos que, al contrario, van en aumento. La clase se evapora 
en una individualización atomística que arrastra consigo una mayor 
desigualdad. El que haya finalizado «la lucha de clases» no suprime, al 
contrario, arrecia con más fuerza la de los individuos entre sí, aque- 
lla «guerra de todos contra todos», que ya describió Hobbes, como la 
cuestión central que el saber jurídico y el político tendrían que resolver. 

Pero no sólo el trabajo ha perdido centralidad, al no otorgar a una 
parte creciente de la sociedad, en particular a los más jóvenes, una iden- 
tidad social y personal, es que está dejando también de ser el lugar 
propio de la comunicación. El trabajo nos introduce en una red social 
en la que se aprende de los colegas y de los superiores, a la vez que en él 
se alcanza un mayor o menor reconocimiento. En el trabajo se adquiere 
una amplia información de carácter general que va mucho más allá del 
ámbito estrictamente profesional. Además de darnos una identidad so- 
cial, el puesto laboral es el lugar propio de la comunicación social. No 
sólo quiebra la identidad del que se queda sin trabajo, es que también se 
desconecta del mundo. El aspecto más angustioso del desempleo es la 
exclusión social que conlleva. 

Las cosas cambian cuando los parados y los que sobreviven con 
pequeños empleos temporales alcanzan a ser una parte significativa de 
la población, con lo que va apareciendo nuevas formas de comunica- 
ción social al margen del trabajo, o se refuerzan otras ya existentes, 
como las relaciones de vecindad. La cultura juvenil de las grandes 
aglomeraciones urbanas funciona cada vez más sin conexión directa 
con el mundo del trabajo. Las formas de emplear el tiempo, habría 
que decir muerto más que libre, van desde la convivencia lúdica a la 
pequeña criminalidad, pero abren también la posibilidad de participar 
en diversas actividades sociales dirigidas al desarrollo propio o incluso 
al bien común, justamente aquellas en las que se ha centrado la es- 
peranza de que cabe un futuro mejor más allá del mundo del trabajo 
asalariado. 
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A estas actividades sociales en Estados Unidos se las conoce como 
«sector voluntario», y en Francia como «economía social». Se trata de 
actividades que, fuera de las pautas estrictamente mercantiles, se ocu- 
pan de producir bienes, y sobre todo servicios, que redunden en benefi- 
cio de la comunidad. Aunque el concepto de «economía social» se haya 
expandido en los años noventa, cabría retrotraerlo a una larga historia 
de trabajo social llevado a cabo por motivos caritativos o solidarios. Ya 
en los orígenes del movimiento obrero nos encontramos con socieda- 
des de ayuda mutua, basadas en el trabajo voluntario. Lo que importa 
consignar es que detectar este sector supone superar el binomio en 
que culmina el capitalismo de lo privado y lo estatal, para reivindicar 
de nuevo entre lo privado y lo estatal un ámbito de lo público, con el 
que ya nos habíamos tropezado en el pensamiento que se mueve al 
margen del liberalismo dominante, al comienzo mismo de la sociedad 
burguesa. 

La distinción clásica de un primer sector, agricultura y minería, un 
segundo, industria, y un tercero, servicios!?, se sustituye en los años 
setenta por una nueva clasificación en la que el primer sector lo cons- 
tituyen las actividades privadas, encaminadas a conseguir un beneficio, 
el segundo incluye a las que el Estado realiza a favor del bien común, 
y el tercero, que se inserta entre los dos anteriores, las realizan empre- 
sas privadas, pero con la finalidad de producir, más allá del mercado, 
un bien de utilidad pública?*. Este también llamado «sector terciario» 
ofrece formas muy distintas de trabajo, desde el voluntario y gratuito, 
al asalariado, aunque en este caso predomine el principio de que la 
remuneración no es el fin buscado, sino ante todo llevar adelante una 
actividad social en sí misma gratificadora. Se abre así un campo de 
actividades no mercantiles —a él pertenecen las cada vez más abun- 
dantes ONG (organizaciones no gubernamentales) — que además de 
satisfacer muy diferentes necesidades sociales desde una nueva men- 
talidad de servicio, ofrecen la ventaja de ocupar una parte creciente 
de la población desempleada. Se trabaja por «idealismo» y «amor a la 
causa» y expresan una dinámica creciente de la sociedad civil, aunque 
los recursos financieros con que cuenta este tercer sector suelan ser 
escasos, provenientes en su mayor parte del Estado. Estas actividades 
productivas, al margen de la racionalidad capitalista, representan para 
Gorz la última forma de emancipación del trabajo. Rifkin asegura que 
se impondrán en el futuro, si no queremos un mundo de desempleados 


13. Distinción que hace C. Clark, The Conditions of Economic Progress, Macmillan, 
London, 1940. 

14. A. Etzioni, «<The Third Sector and Domestic Missions»: Public Administration 
Review (julio-agosto 1973), pp. 314-323. 
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que vegeten sin hacer nada útil. La alternativa al trabajo asalariado no 
es anquilosarse sin hacer nada, sino emplear el tiempo libre, un concep- 
to que sólo tiene sentido vinculado al trabajo asalariado, en multitud de 
actividades productivas en la acepción más amplia de que benefician al 
conjunto de la sociedad. 

¿Se trata de una salida de urgencia en una sociedad que cada vez 
necesita menos mano de obra? O bien, como pensaba Gorz, ¿marca el 
camino a una nueva sociedad en la que por fin se lleven a cabo las acti- 
vidades que imponen nuestras ideas del deber? El gran privilegio de que 
gozan algunos de unir trabajo y vocación, recibir un sueldo por hacer lo 
que de todas formas harían, se extendería a cada vez un mayor número, 
creando una sociedad verdaderamente libre, sin la opresión que implica 
el trabajo dependiente. En 2004 Jeremy Rifkin sigue insistiendo en la 
importancia de este sector en la economía europea, que habría alcanzado 
en Holanda el 12,6% de los ocupados, en Irlanda el 11,3%, en Bélgica 
el 10,5%, en el Reino Unido el 6,2% y en Francia y Alemania el 4,9915, 
La segunda función que se atribuye a este tercer sector es servir de in- 
termediario en el reparto de las ayudas estatales, función que, dentro 
de los estrechos límites de los recursos disponibles, en cierto modo ya 
cumple. Se le otorga una importancia creciente en los nuevos modelos 
de política social autogestionada. En todo caso, los estudios empíricos de 
que disponemos!‘ indican que este tercer sector, con escasa financiación, 
tanto privada como estatal, tiene límites muy precisos para poder ser 
considerado una alternativa realista al capitalismo actual. 


INMIGRACIÓN Y ESTADO SOCIAL 


A finales de los setenta, el fin del pleno empleo supuso el del Estado de 
bienestar, del que la Europa comunitaria se despidió con un paro cró- 
nico, pese a haber oscilado bastante entre países y momentos. Una tasa 
de desempleo, que rara vez ha superado el 10%, no ha impedido que 
la población activa haya crecido en estos últimos treinta años, debido 
tanto al aporte de la inmigración, como a la incorporación de la mujer 
al mercado laboral. Habrá que detenerse en ambos fenómenos, empe- 
zando por la inmigración que se presenta como el más desconcertante, 


15. J. Rifkin, Der Europäische Traum. Die Vision einer leisen Supermacht, Campus, 
Frankfurt a.M., 2004, p. 256. La edición original European Dream, How Europe's Vision 
of the Future is Quietly Eclipsing the American Dream, Cambridge, 2004. 

16. Sobre el tercer sector en Viena existe una investigación de M. Anastasiadis et 
al., Der Dritte Sektor in Wien. Zukunftsmarkt der Bescháftigung, Endbericht des Modul 1, 
Wien, 2003, http.www.irsocialresearch.at. Véase también el libro de M. Anastasiadis, Die 
Zukunft der Arbeit und ihr Ende?, Rainer Hampp, München, 2006. 


355 


CRISIS Y DECLIVE DEL ESTADO SOCIAL 


teniendo en cuenta que las migraciones masivas no es algo nuevo ni algo 
que vaya a cesar en un futuro previsible, aunque sin duda los profundos 
cambios sociales que ha traído consigo la integración de la mujer en el 
mercado de trabajo hayan sido de tanto o de mayor calado. 

En el frontispicio de cualquier reflexión sobre la inmigración en la 
Europa de hoy habría que colocar el hecho de que las migraciones son 
tan antiguas como la humanidad. Nómada durante un millón de años, ha 
conseguido establecerse desde las tierras más tórridas a las más frías, con- 
virtiendo a todo el planeta en ecumene. Cuando, al inventar la agricultura 
y la ganadería en el Neolítico, nuestra especie se hizo sedentaria, no por 
ello ha dejado de trasladarse, individual o masivamente, de un lugar a 
otro, obligada por el hambre o la presión de otros pueblos, pero también 
por mero afán de aventura, incluso de conocer. Al comienzo del capitalis- 
mo comercial, cuando Europa impulsó la primera expansión ultramarina, 
agobiada por la falta de metales preciosos que necesitaba urgentemente 
para desarrollarse, Américo Vespucio, el verdadero descubridor de Amé- 
rica, que con toda justicia lleva su nombre por haber descartado en su 
libro Mundus Novus. La Cuarta parte del mundo, con argumentos cientí- 
ficos que las tierras recién descubiertas pudieran tratarse de Asia, confiesa 
que sus viajes no tuvieron otro objetivo que «ver el mundo y sus maravi- 
llas». Europa inició la «edad moderna» de las migraciones por el afán de 
enriquecerse, expandir sus creencias, o conocer mejor el planeta que nos 
ha tocado en suerte. La Europa que inventa el capitalismo y la ciencia, 
se hace en un proceso expansivo que la llevó a los cinco continentes. La 
europeización del planeta es el acontecimiento que ha hecho posible el 
mundo globalizado de hoy. 

Si desde un enfoque centrado en Europa echamos una mirada re- 
trospectiva a las migraciones más recientes, de lo primero que hay que 
dejar constancia es que se producen en una sola dirección, de Europa al 
resto del planeta, directamente conectadas con el capitalismo comercial 
y se incrementan con el industrial. En la sociedad agraria en la que a 
partir del siglo XVI se inicia el capitalismo comercial nos encontramos 
ya con migraciones internas de las zonas más deprimidas hacia las más 
desahogadas, que variaban desde una estacional para ayudar en la re- 
colección, hasta otra permanente encargada de realizar los trabajos más 
duros. También hubo movimientos de mano de obra especializada, fre- 
cuentemente en la construcción, que acudía allí donde se la necesitase, 
o inmigraciones para poblar zonas poco habitadas. 

Desde comienzos del siglo XIX las regiones que se industrializan 
atraían una población inmigrante, provenientes de aquellos países o 
regiones que quedaron al margen del proceso. Irlanda tenía en 1841, el 
año de la gran hambruna, 8,2 millones de habitantes, que diez años más 
tarde se habían quedado en 6,5. Una buena parte emigró a Estados Uni- 
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dos y la restante a Inglaterra. Entre 1865 y 1895 de Suecia emigraron 
más de un millón de personas, casi el 20% de la población. Entre 1870 
y 1914 Polonia expulsa cerca de dos millones de emigrantes, principal- 
mente a Estados Unidos y en menor medida a Alemania. Junto a una 
inmigración que venía del exterior, la industrialización originó impor- 
tantes migraciones internas: así de Alemania del Este hacia la cuenca 
del Ruhr, el nuevo centro industrial del carbón y del acero. En los dos 
decenios que precedieron a la primera Guerra Mundial, Italia manda 
gran cantidad de emigrantes al otro lado del Atlántico, pero también 
se producen movimientos migratorios del sur al norte del país. Pese a 
que desde los años cuarenta a los noventa del siglo XIX emigrasen un 
millón de alemanes a Estados Unidos, la población creció a buen ritmo, 
en competencia con una Francia que se consideraba humillada si no 
conseguía alcanzar la población del contrincante. Entonces se pensaba 
que la potencia de un Estado dependía de la cuantía de la población y de 
la extensión de su territorio, idea que explica la expansión colonialista 
del siglo XIX, algo que en la primera mitad del xx todavía obsesionaba 
a Hitler. Vinculada a la industrialización se produjo también un gran 
movimiento de población del campo a la ciudad. Europa se urbaniza, 
a la vez que se industrializa. A lo largo del siglo XIX Londres crece en 
un 340%, París en un 345 % y Berlín hasta un 872%. 

Al comenzar el siglo XX, Alemania es el país que, después de Estados 
Unidos, ha recibido mayor número de inmigrantes. Las migraciones, 
vinculadas a la primera y segunda revolución industrial, contribuyeron 
de manera decisiva al éxito de la industrialización, en buena parte de- 
bido a que Europa pudo distribuir la población sobrante por todo el 
planeta, en particular, por el continente americano, a la vez que recibía 
la que se precisaba en las regiones que se industrializaban. En el período 
de 1850 a 1930 una estimación que parece bastante prudente calcula 
que cincuenta millones de europeos abandonaron nuestro continente. 
Haber podido expulsar, pero también recibir mano de obra según las 
necesidades del mercado de trabajo, facilitó el proceso de industrializa- 
ción en la Europa pionera, circunstancias que no se repitieron en otras 
zonas, como Latinoamérica, cuando un siglo más tarde empezaron a 
industrializarse. 

En la segunda mitad del XIX y primera del xx la emigración en 
España se encamina a la América hispánica, preferentemente a Cuba 
y Argentina. A partir de los años sesenta del siglo XX la emigración al 
exterior se dirigió principalmente a Francia, Alemania y Suiza, y la in- 
terna, a Cataluña y al País Vasco. Ambos movimientos migratorios han 
tenido un enorme impacto en el desarrollo económico y social de los 
últimos treinta años. Incluso pienso que en el hacerse de la España de- 
mocrática no se han valorado lo suficiente las consecuencias políticas y 
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sociales de las migraciones internas que, como reacción ante ellas, for- 
talecieron sin duda el nacionalismo periférico, ni las externas, a las que 
en las regiones más atrasadas se debe una amplitud de miras, así como 
comportamientos y actitudes propios de la Modernidad industrial. No 
conozco un estudio detallado de la influencia social y cultural de los 
emigrantes retornados, sobre todo la de los hijos que se educaron en los 
países pilotos del norte de Europa y luego regresaron con sus padres, 
pero estoy convencido de que nos ayudaría a entender los cambios 
profundos que ha experimentado la sociedad española en los últimos 
decenios. Al proporcionarnos un contacto directo con la Europa que 
iba a la cabeza, turismo y emigración cambiaron la mentalidad de los 
españoles. 


El exilio político y la descolonización 


Antes de preguntarnos por los factores que han desencadenado en los 
dos últimos decenios las inmigraciones masivas a Europa, hay que repa- 
sar muy brevemente dos fenómenos: el exilio político, que prefigura las 
inmigraciones posteriores, y la descolonización a partir de la segunda 
posguerra, con el retorno de la población emigrada a las metrópolis. El 
primero no tuvo otro significado que anunciar una tendencia; el segun- 
do adquirió ya un tamaño considerable, poniendo de relieve algunos de 
los problemas que luego traería consigo la inmigración masiva. 

Los enfrentamientos religiosos y políticos han sido en Europa des- 
de hace siglos causa de desplazamientos masivos de unos territorios a 
otros. El afán de unificar la población en una sola religión, ya en 1492, 
llevó a Castilla a expulsar a los judíos que no estuvieran dispuestos a 
bautizarse. A comienzos del siglo XVII arrojó fuera de sus fronteras a los 
moriscos —población española de religión islámica— sin darles esta vez 
la opción de convertirse. En los siglos XVI y XVII las guerras de religión 
originaron en Europa exiliados en abundancia. La revocación del edicto 
de Nantes en 1685 obligó a unos 250.000 hugonotes a abandonar Fran- 
cia. En Berlín se instalaron unos 6.000, cuando la capital de la marca 
de Brandemburgo no contaba más que con unos 12.000 habitantes, lo 
que supuso un enorme impacto en el ulterior desarrollo de Prusia. La 
Revolución francesa obligó a exilarse a buena parte de la aristocracia 
para salvar la vida; luego fue el nacionalismo de las naciones sin Estado 
el causante de la emigración política, como la de los polacos en 1830. 
El liberalismo en los países en los que se produjo la restauración del ab- 
solutismo, y los nuevos movimientos sociales, anarquistas o socialistas, 
forjaron la figura del exiliado político. Los países que los acogen en el 
siglo XIX son el Reino Unido y Francia, Bélgica y Suiza. La última guerra 
civil española provocó un exilio masivo. Aunque a la mayor parte de 
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los que salieron en abril de 1939 no les quedó otro remedio que volver 
al poco tiempo, permanecieron fuera cientos de miles entre ellos los 
más cultos y capaces. Aleccionada por la experiencia de los judíos que 
durante el nazismo tuvieron grandes dificultades para encontrar países 
de acogida, la Ley Fundamental de la Alemania occidental reconocía el 
derecho de asilo a todos los perseguidos políticos, norma que hace unos 
años una enmienda constitucional suprimió de hecho. Guerras étnicas, 
tribales, civiles en los últimos veinte años en África han traído consigo 
desplazamientos masivos de población, pero a Europa han llegado tan 
sólo una pequeñísima parte de estos refugiados políticos. 

La conquista colonial de África y Asia en el siglo XIX está ya co- 
nectada a la industrialización. Para entenderla en todo su alcance es 
menester colocar al colonialismo en un contexto amplio, asumiendo que 
ha cambiado por completo la faz de los tres continentes, sentando las 
bases sobre las que se levanta el mundo de hoy. Nada se entiende de 
las actuales movidas migratorias sin tener muy presente las secuelas del 
colonialismo, un aspecto que se comprende que las antiguas metrópolis 
traten de ocultar. A la cabeza de las potencias coloniales estuvo el Rei- 
no Unido, que en 1933, en el momento de su máximo apogeo, llegó a 
poseer 32 millones de kilómetros cuadrados, un 24% de la superficie 
del planeta, y casi un cuarto de la población mundial. Francia siguió las 
huellas de Gran Bretaña en el reparto de África y de Asia, y con algún 
retraso, pero sólo por breve tiempo, también Alemania, que se vio des- 
pojada de sus colonias al finalizar la primera Guerra Mundial. Bélgica, o 
mejor el rey de los belgas, Leopoldo II, se adueñó del Congo. Holanda 
contaba con Indonesia y poco antes de la segunda Guerra Mundial Italia 
logró algunas colonias en el norte y noreste de África. España que ha- 
bía sido la primera en expandirse por todo el planeta, a comienzos del 
siglo XIX, cuando empezaba la época de la industrialización, se quedó sin 
las colonias americanas, salvo algunos restos que perdió en 1898. Por- 
tugal logró mantener su imperio en África y Asia hasta la segunda mitad 
del siglo Xx, sin que ello significase, más bien al contrario, un alivio para 
la población de la metrópoli. 

Además del afán imperialista de supremacía sobre las potencias ri- 
vales, la expansión colonial trataba de resolver problemas internos, 
tanto adquiriendo mercados cautivos en los que colocar los productos 
propios —los mercados nacionales se quedaban pequeños, a la vez que 
aumentaban los competidores en los otros países que se industrializa- 
ban—, como para asegurarse el abastecimiento de materias primas. Las 
colonias sirvieron también para trasladar parte de la población sobran- 
te, primero, colocándola en la administración colonial, como funciona- 
rios civiles y militares, luego, ya a comienzos del XX, como colonos es- 
tablecidos en los territorios dependientes. En 1853 Gran Bretaña puso 
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punto final a la política de deportar a Australia población presidiaria, 
pero ya antes se había manejado la idea de expulsar a las colonias a los 
más pobres sin ocupación, que eran considerados con toda razón una 
verdadera amenaza social para el orden social establecido, política que, 
sin embargo, nunca se llevó a efecto. A comienzos del xXx el asentamien- 
to de colonos en los territorios dependientes recibió un gran impulso 
como medio de combatir el desempleo. 

Pues bien, la descolonización supuso el primer aporte sustancial de 
población inmigrante. De 1940 a 1975 regresaron siete millones de euro- 
peos, algunos con varias generaciones de residir en las colonias. Después 
de la paz de Evian (1963), retornaron más de un millón de franceses 
provenientes de Argelia (pieds noirs). Entre 1975 y 1976 se repatriaron 
de sopetón unos 800.000 portugueses. Las antiguas potencias coloniales 
se vieron obligadas a recibir también a la parte de la población nativa 
que, socializada por completo en la cultura de la metrópoli y enfrentada 
a los movimientos de liberación nacional, colaboraron con la administra- 
ción colonial hasta el último momento. Una buena parte de la población 
inmigrante en Gran Bretaña venía en sus comienzos de las antiguas co- 
lonias, sobre todo de Paquistán y el Caribe. Los colaboracionistas argeli- 
nos (harkis) fueron internados en «campos transitorios», donde muchos 
permanecieron hasta bien entrados los noventa, en que adquirieron la 
nacionalidad francesa, aunque los menos un puesto de trabajo. 


Globalización e inmigración masiva 


La descolonización ha dejado secuelas profundas, bien visibles hasta hoy. 
De un lado, los nuevos Estados independientes se quedaron sin la mayor 
parte de la clase política y sin la pequeñísima clase empresarial, pro- 
mocionadas ambas al servicio de la potencia colonial y que emigró con 
ella. Un brain drain que refuerza hasta hoy la emigración, ya que suelen 
salir los más audaces y los mejor preparados de las capas bajas y medias 
bajas. De otro, en territorios artificiales, recortados por los acuerdos 
entre las potencias europeas, era tan difícil volver a las estructuras eco- 
nómicas y políticas tribales anteriores a la colonia, como construir con 
estos mimbres otras nuevas que pudieran funcionar. Por lo general se 
mantuvo la estructura social de la colonia, con la única diferencia de 
que ahora en la cúspide se instalaba una elite nativa que pretendía legi- 
timarse recurriendo a un nacionalismo visceral, pero que trató al resto 
de la población igual o peor que en tiempos de la colonia. Si a todo ello 
se une la mayor apertura al exterior que impone la globalización, con 
la correspondiente explosión demográfica, más la inestabilidad social y 
política, producto del colonialismo, se comprende que la emigración se 
perfile como la única salida que les queda a estos países. 
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Entre los factores de orden muy distinto que dan cuenta de que los 
movimientos migratorios hayan crecido tan rápidamente en los últimos 
decenios, caben pocas dudas de que el que más los ha impulsado ha sido 
la globalización, tanto por sus efectos en los países de origen, como en 
los de llegada. En el «tercer mundo» la globalización facilitó la presencia 
de nuevos competidores y un acceso más fácil al capital foráneo, a la vez 
que los nuevos medios de comunicación y de transporte suprimían las 
distancias. Si, por un lado, se expandió la imagen de un «primer mundo» 
que disfruta de un nivel de vida fascinante que invita a intentar colarse 
en él a cualquier precio, por otro, los contactos crecientes con este «pri- 
mer mundo» hizo posible un descenso de la mortalidad, en especial la 
infantil, que ha originado un rapidísimo crecimiento demográfico. La 
mayoría de los países africanos y latinoamericanos, únicamente expor- 
tando mano de obra pueden ya sobrevivir; no sólo porque ello mengua 
el número de parados hambrientos, sino sobre todo porque las remesas 
que mandan los emigrantes, que en algunos países llegan al 40% del 
PIB, se han convertido en el soporte principal financiero de estas eco- 
nomías. 

En el mundo desarrollado los cambios que la globalización ha ori- 
ginado favorecen también la inmigración. Compitiendo en un mercado 
mundial muchas empresas no hubieran podido subsistir sin mano de 
obra barata, así como la heterogeneidad creciente de los mercados de tra- 
bajo, con jornadas variables y grados diferentes de precariedad, lleva a 
emplear a inmigrantes recién llegados que poco pueden exigir, máxime 
cuando comparan las condiciones que les ofrecen con las del país de 
origen. El verdadero «efecto llamada» proviene de que los inmigrantes 
«ilegales» se coloquen sin mayor dificultad en condiciones que no hu- 
bieran aceptado ni siquiera los inmigrantes más antiguos y avezados. 
Hay siempre puestos reservados a los recién llegados que el Estado no 
impide que se cubran, consciente de los graves trastornos que originaría 
la eliminación radical de la economía sumergida menos competitiva. 

La conexión de la globalización con las migraciones nos permite ha- 
cer tres observaciones. La primera es que los cambios tecnológicos —la 
máquina, el ferrocarril, el barco de vapor, el telégrafo— que en el pasado 
impulsaron los movimientos migratorios, siguen actuando hoy en sus 
nuevas formas de automación y de nuevas técnicas de comunicación. Al 
enfrentarnos a una nueva era de migraciones masivas, hay que tener muy 
en cuenta que no solo constituyen un componente esencial de la historia 
de la humanidad, como he subrayado al empezar estas reflexiones, sino 
que, como ha sucedido desde la prehistoria, trasmiten modos de vida, 
conocimientos y saber tecnológico. La humanidad se ha hecho, y sigue 
haciéndose, en un proceso continuo de intercambio cultural, del que las 
migraciones han sido, y siguen siendo, el vehículo principal. 
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La segunda observación es que la inmigración no habría alcanzado 
tales dimensiones si no hubiera favorecido en primer lugar al capital. El 
fin del Estado de bienestar y la llegada masiva de inmigrantes coinciden 
a finales de los setenta. La inmigración ha desempeñado en la modera- 
ción salarial y en general en el debilitamiento del movimiento obrero 
un papel importante. Esto explica el que los empresarios la acogieran 
de tan buen grado, sin cuyo respaldo no habría alcanzado semejante ta- 
maño. Ya vimos en un capítulo anterior los costos que el pleno empleo 
impuso al empresario. Pese a que la escasez de mano de obra mejora su 
posición, los sindicatos, y en general la izquierda, quedaron inmovili- 
zados ante la llegada del inmigrante, por un lado, por ser la clase más 
baja del proletariado, que además discriminan racismo y xenofobia; 
por otro, porque se decía que en rigor no competían en el mercado de 
trabajo por tener una estancia limitada y ocupar los puestos de trabajo 
que los nacionales no querían. Fueron las organizaciones de sabor fas- 
cista las que para expandirse aprovecharon el malestar que en algunos 
sectores de la clase obrera originaba el competir con los inmigrantes 
recién llegados. La inmigración ha contribuido a que la derecha fascista 
más radical calara en algunos sectores obreros. 

La tercera es que la globalización cambió la dirección de la emi- 
gración: de partir de Europa al resto del mundo, pasa a venir de otros 
continentes hacia Europa. Durante todo el siglo XIX y en el XX antes 
de la segunda Guerra Mundial, Europa perdía población que huía de 
la miseria y el desempleo y luego de la catástrofe que se aproximaba, 
en primer lugar en Alemania para los judíos y la gente de izquierda y, 
terminada la guerra, de sus consecuencias. Hasta los años sesenta del 
siglo pasado el número de emigrantes europeos que se trasladaba al otro 
lado del Atlántico fue superior al de inmigrantes que llegaban de otros 
continentes. Es entonces cuando se invierte el sentido de las migraciones 
y Europa pasa de exportar población a recibirla en cantidades crecien- 
tes”. En los años sesenta en una situación de pleno empleo se echa en 
falta mano de obra en los cinco países comunitarios —únicamente Italia 
se abastecía de la fuerza de trabajo sobrante en el sur— y hubo que 
recurrir a terceros países, Yugoslavia, España, Portugal, para abastecer 
el mercado de trabajo. 


17. En los años cincuenta Europa todavía perdió 2,7 millones de emigrantes en 
relación con los inmigrantes. En los sesenta ya fueron un cuarto de millón más los in- 
migrantes que los emigrantes. En los setenta, los inmigrantes superaron a los emigrantes 
en 1,9 millones y de 1990 a 1995, en 2,1 millones. El número de extranjeros en Europa 
occidental subió de cerca de 4 millones en los cincuenta, a 11 millones en los setenta, 
15 millones en los ochenta, sobrepasando los 20 millones en 1995. De 1950 a 1990, la 
población extranjera ha pasado en Francia del 4,1 al 6,4%; en Alemania occidental del 
1,1 al 8,2%; en Suiza del 6,1 al 16,3%. 
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La inmigración turca en Alemania 


En Alemania viven cerca de cuatro millones de turcos, más o menos se- 
gún se cuente, o no, a los nacionalizados. Empezaron a llegar en 1961, 
cuando el muro de Berlín cortó el flujo de los millones que escapaban 
de la Alemania oriental, sin los que el «milagro alemán» no hubiera sido 
posible'*. Para que los salarios no se desbocaran, frenando el crecimien- 
to económico, hubo que importar a la mayor brevedad mano de obra 
extranjera. Pero ¿por qué, precisamente, turcos? Fue en cierto modo 
una imposición de Estados Unidos con el objetivo de desalojar parte de 
la población rural en paro creciente, y para que las remesas que los emi- 
grantes enviaran a sus familias en Anatolia contribuyeran a estabilizar a 
un aliado esencial en la frontera con la Unión Soviética. 

Los alemanes echaron en saco roto las grandes diferencias culturales 
con la vana esperanza de que permanecerían sólo el tiempo que los nece- 
sitasen. Los llamaron «trabajadores invitados» (Gastarbeiter), un eufemis- 
mo que justificaba mantenerlos aislados del resto de la población hasta el 
día de su regreso. Pero de los cuatro millones de turcos, la mitad vive en 
Alemania desde hace más de veinte años. Aunque un tercio haya nacido 
en este país, la mayor parte del millón que se han nacionalizado lo han 
hecho a partir de la segunda mitad de los noventa, cuando hubo que reco- 
nocer que los huéspedes se quedaban para siempre. Se tardó treinta años 
en caer en la cuenta de que era imprescindible una política de integración 
que, como mínimo, extendiese el dominio del alemán entre la población 
turca y, según se fueran adaptando a la cultura alemana, se les concedería 
la nacionalidad. Lo primero de lo que hay que dejar constancia es que 
después de cuarenta años, ya en la tercera generación, es bajísimo el ín- 
dice de integración alcanzado. Algo que confirma el dato escalofriante de 
tan sólo un 4% de matrimonios turco-alemanes. 

Mientras hubo trabajo para todos, las comunidades turcas, volca- 
das hacia el interior, pasaron inadvertidas. Pero cuando creció el paro 
la cuota de desempleo de los turcos se reveló doble que la de los ale- 
manes; en Berlín, con 122.000 turcos, la mayor concentración fuera 
de Turquía, el desempleo llegó al 40%. El número de turcos que vi- 
ven de la ayuda social es tres veces superior al que correspondería por 
porcentaje de población. La utilización de los servicios sociales, desde 
hospitales a instalaciones deportivas, supera también la media que le 


18. Cuatro millones de turcos viven hoy en Alemania, con lo que la política social 
se mezcla con la cultural interétnica, dando una nueva dimensión a la «cuestión social», 
que plantea problemas que estamos aún muy lejos de poder resolver, pero que resultan 
claves en un mundo globalizado en el que las diferencias culturales y étnicas, por un lado, 
tienden a disiparse, a la vez que, por otro, como reacción comprensible, se radicalizan. 
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correspondería por el tamaño de la población. Cierto que los problemas 
que plantea la población turca en Alemania se deben en buena medida 
a las dificultades que han encontrado para su integración, nada fácil de 
conseguir, teniendo en cuenta que su mayor parte proviene de zonas ru- 
rales muy atrasadas del sureste de Anatolia, algo que dificulta mucho la 
aculturación en una moderna sociedad industrial; pero también porque 
se les aísla en guetos, a los que, por lo demás, tienden como forma de 
sobrevivencia, sin darles otra oportunidad que trabajar en los puestos 
inferiores, hasta que, arrojados al desempleo, descubren las triquiñue- 
las del Estado social. No hará falta insistir en que una opinión pública, 
instrumentalizada por algunos medios de comunicación, suele escan- 
dalizarse ante las variadas formas de aprovecharse del Estado social y, 
auque los extranjeros sean minoría en estos malos usos, son los que más 
indignación provocan. Estas historias refuerzan el convencimiento de 
que hay que reformar el actual Estado social; lo grave es que a menudo 
suele llamarse reforma modernizadora a su simple desmontaje. 

Con el paro la xenofobia ha ido en aumento, llegando los neonazis a 
actos de violencia. Los turcos reaccionaron al acoso, recalcando la propia 
identidad. Fortalecida la fe islámica de una población de origen campe- 
sino que no pudo, ni tal vez supo integrarse, se ha extendido el uso del 
pañuelo, que hace treinta años no llevaba ninguna mujer turca. Hoy el 
rasgo socio-cultural distintivo es una tasa de desempleo muy superior a 
la de la población alemana, teniendo muchos desde fuera la impresión de 
que los turcos se acostumbran bien a vivir del subsidio del desempleo en 
los barrios que colonizan, a los que proporcionan un atractivo aire orien- 
tal. Las comunidades turcas viven separadas del resto de la población, con 
sus tiendas, bares y programas de televisión propios. 

En Ludwigshafen arde una casa en la que viven turcos, muriendo 
nueve, de los que cinco son niños. La opinión pública en Turquía está 
convencida de que han sido víctimas de otro ataque xenófobo y el 
Gobierno, convirtiéndose en defensor directo de la población turca 
en Alemania, cuestiona la objetividad de las autoridades alemanas y 
exige intervenir en las pesquisas. El presidente del Gobierno, Recep 
Tayyip Erdogan, viene a Alemania para repatriar los cadáveres. El 10 
de febrero del 2008 convoca en Colonia un mitin multitudinario, al 
que acuden turcos de toda Alemania y países vecinos. Erdogan exige la 
integración, es decir, la nacionalidad alemana, con los derechos socia- 
les y políticos del resto de los alemanes, pero denuncia «la asimilación 
como un crimen contra la humanidad». La mayor violación contra la 
población turca en Europa es tratar de asimilarla, despojándola de su 
lengua, religión y cultura. Con los mismos derechos que los demás —a 
eso llama integración— el turco ha de permanecer consciente de su 
identidad nacional y religiosa en una Europa multicultural, sabiendo que 
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Turquía es, y ha de seguir siendo, su principal punto de referencia. Para 
mantener incólume la identidad de sus connacionales, Erdogan llegó a 
pedir colegios, y hasta universidades que enseñen en turco. Aconseja a sus 
compatriotas que aprendan alemán para comunicarse en el trabajo, pero 
sobre todo han de esforzarse en no perder la lengua y la cultura turcas. 

Hasta ahora Turquía ha estado partida entre un nacionalismo laico, 
propio de los sectores urbanos más desarrollados, y un islamismo tradi- 
cional en el que se ha refugiado la población rural más desfavorecida. 
Con el afán de refundar la Turquía moderna, Erdogan, nuevo «padre 
de la patria» (Ataturk), trata de unir islamismo y nacionalismo: auto- 
riza el pañuelo en la universidad, a la vez que con su intervención en 
Irak contra la guerrilla kurda refuerza el nacionalismo que encarna el 
ejército. En la Europa comunitaria en la que pretende entrar, cuenta ya 
con cinco millones, principal ariete de una política turca, convencida 
de que vuelve el momento de su recuperación expansionista. 


Costos sociales de la inmigración 


Problemas parecidos podrían surgir en el futuro con la población mu- 
sulmana del norte de África. El fracaso de su integración social y cultu- 
ral no ha sido menor en Francia, a pesar de que, a diferencia de Alema- 
nia, la mayor parte haya adquirido la nacionalidad francesa. También 
son ciudadanos americanos los negros discriminados en Estados Unidos 
o los árabes con la ciudadanía israelí. Llamar la atención sobre estos 
problemas no significa invitar a deshacerse de esta población, algo tan 
inalcanzable como inhumano, ni mucho menos creer que se podrá pa- 
rar la inmigración, sino a tomar conciencia de que es preciso eliminar 
cualquier forma de apartheid que bajo prejuicios racistas y xenófobos 
oculta siempre distintas formas de explotación. 

El problema fundamental de la inmigración es su integración eco- 
nómica, que garantice un puesto de trabajo en un mundo en que cada 
vez son más escasos. Sin la integración laboral no cabe la social, apenas 
existente si la medimos por el número de matrimonios que se celebran 
entre inmigrantes y la población originaria del país, algo que no puede 
sorprender, cuando en los matrimonios entre nacionales por lo general 
también los cónyuges provienen de la misma clase social. Y mientras dure 
la discriminación laboral y social, permanecerá la cultural, en razón del 
dominio de la lengua, o el grado educativo que alcancen los hijos de los 
inmigrantes. Cada una depende de las otras dos, y en este sentido las 
dificultades son crecientes, dada la tendencia a crear guetos espaciales 
—se amontonan en determinados barrios— o culturales y a relacionarse 
únicamente con los connacionales. La educación primaria y secundaria de 
la población inmigrante, sobre todo cuando está agolpada en los mismos 
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barrios, plantea problemas que parecen irresolubles, sobre todo cuando 
en el horizonte no divisa ninguna posibilidad de empleo. 

Con la inmigración aumentan desproporcionalmente los costos de 
la seguridad social y de los servicios sociales más importantes, educa- 
ción y sanidad, a la vez que el índice de criminalidad. En Alemania 
mientras que el 10% de la población son extranjeros, lo son el 33% 
de los que están encarcelados, lo que nada tiene de sorprendente si 
tenemos en cuenta que los penados se reclutan siempre entre los más 
pobres. También la población reclusa de los negros en Estados Unidos 
es superior a la que le correspondería por su población”. 

La inmigración se ha revelado uno de los factores que a la larga más 
pesan sobre el Estado social, lejos del mito de que su trabajo garantiza- 
ría las pensiones de las siguientes generaciones, que a veces se propaga 
con la buena intención de combatir el racismo que destilan los grupos 
sociales que tienen que convivir con los extranjeros. La inmigración ha 
sido, sigue siendo, un gran negocio para las empresas que reciben mano 
de obra pagada con salarios que no aceptarían los nacionales, con la 
ventaja añadida de que cuando no los necesiten, la carga de su sustento 
se traslada al Estado. 

En resumen, la actual avalancha de inmigrantes en Europa, y no 
ha hecho más que empezar, es consecuencia directa de la expansión 
planetaria de la industrialización capitalista. No se puede globalizar el 
capital sin que influya sobre la mano de obra. Pero ocurre, justamente, 
cuando la tercera revolución industrial demanda cada vez menos traba- 
jo no cualificado. La superabundancia de mano de obra es el motor de 
los grandes movimientos migratorios, así como la principal amenaza a 
la política social. La incidencia de ambos factores, una oferta cada vez 
menor de trabajo, y cada vez más inmigrantes marcan las coordenadas 
en cuyo interior se plantea la política social del futuro. 

La Declaración universal de los derechos humanos, en su artículo 13, 
reconoce el derecho de toda persona a salir de su país, así como el 
derecho a regresar. Es decir, se garantiza el derecho a emigrar y a retor- 
nar, pero truncado por el que tiene cada país a autorizar la entrada de 
extranjeros en los condiciones que determine. La salida es libre —re- 
cordemos que la Unión Soviética y los países de su órbita cercenaron 
gravemente este derecho— pero no así la entrada en otro país, sin la 
que no cabe que pueda realizarse el derecho a emigrar. La emigración es 
un derecho de cada persona; la inmigración, un derecho que cada Esta- 


19. Freeman apunta con buen criterio que el número bastante más alto de reclusos en 
Estados Unidos aproxima las cifras del desempleo a las de Europa, R. B. Freeman, Why Do 
So Many Americans Commit Crimes and What May Be Done About it?, NBER, Working 
Paper 5.451, 1996. 
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do se reserva. Al responder cada uno a intereses básicos de las personas 
y de los Estados, no cabría cuestionar ninguno de los dos. A la larga el 
conflicto es irresoluble, y a corto plazo significa pan para hoy, al dis- 
poner las empresas mano de obra con salarios bajos, pero hambre para 
mañana, según vaya disminuyendo la oferta de trabajo no cualificado. 


LA FEMINIZACIÓN DEL MERCADO DE TRABAJO 


Hasta bien entrado el siglo XVII, se consideró a la familia el antecedente 
inmediato del Estado, de donde procederían sus rasgos esenciales (teo- 
ría patriarcal del origen del Estado). Pese a haber contado con el mar- 
chamo de Aristóteles, la filosofía política de la Modernidad rechazó de 
plano que la familia hubiera sido el embrión del Estado. Para dar cuenta 
de su origen recorrió a dos categorías, la de «estado de naturaleza» y 
la de «contrato social», que ya cabe rastrear en la escuela estoica. En la 
primera parte de este libro vimos cómo Hegel impugnó, tanto la doc- 
trina tradicional del origen familiar del Estado, como la contractualista 
que había recuperado la Modernidad. Por razones económicas Hegel 
explica muy acertadamente el paso de la familia tradicional, indisoluble 
y permanente, a la moderna nuclear, necesariamente precaria al estar 
fundada en la libertad, pero yerra al considerarla el modelo definitivo. 

Comprimida en el más breve esquema, cabría sintetizar la historia de 
la familia en tres etapas que marcan el camino que la lleva a su probable 
disolución. En la Antigüedad, la familia perdió la dimensión política ori- 
ginaria; en la Modernidad, la económica, y ahora, reducida a la familia 
nuclear, ya sólo conserva la afectiva, y los sentimientos permiten formas 
muy variadas de organización. En efecto, que la familia se exprese fun- 
damentalmente en sentimientos y afectos favorece que se despliegue una 
enorme variedad de tipos: uniones de hecho o legalizadas; en las que am- 
bos cónyuges trabajan, o solo uno; con o sin hijos, biológicos o adoptivos; 
familias monoparentales, una sola persona, por lo general la madre, con 
un hijo o varios, o aquellas que reúnen hijos tenidos en distintos vínculos; 
uniones heterosexuales u homosexuales, además de otras formas muy mi- 
noritarias, o no toleradas en nuestro ámbito jurídico-cultural, como po- 
liándricas o polígamas. Incluso hoy se habla de unidades familiares uniper- 
sonales, que ya parece el colmo, pero que, al ir en claro aumento, no cabe 
dejar de mencionar. Ha aumentado tanto la variedad de tipos de familia, 
que la institución amenaza con diluirse. Reducida a un conglomerado de 
vínculos afectivos, la familia no constituye ya la base económica de nues- 
tra existencia, ni tampoco proporciona el estatus social que nos identifica. 

El tipo de familia nuclear se había extendido entre la clase obrera 
bastante después de que lo hubiera hecho entre las clases medias, digamos 


367 


CRISIS Y DECLIVE DEL ESTADO SOCIAL 


a finales de los años setenta del siglo XIX, en el momento en que el salario 
obrero alcanzó para alimentar a una familia, sin lo que no hubiera sido 
posible dejar a la mujer en casa al cuidado de los hijos. Además el enorme 
esfuerzo físico que exigía la mayor parte de las labores en la minería y en 
la industria impedía que la mujer compitiese con el varón en el mercado 
de trabajo. Ventaja que la máquina, y posteriormente la automación, han 
ido eliminando, a la vez que subía el nivel educativo de la mujer y dismi- 
nuían los prejuicios contra la que estuviese dispuesta a trabajar, o contra 
el marido que, sin que fuere imprescindible para subsistir, lo tolerase. En 
la segunda posguerra, a diferencia de lo que ocurrió al acabar la primera 
Guerra Mundial, la mujer consiente en encerrarse de nuevo en el ámbito 
familiar, dedicada a cuidar de los hijos y del marido. Hasta finales de los 
sesenta pervive la ideología del fascismo de los años treinta de que el 
destino de la mujer consiste en dedicarse por entero a las tareas de madre 
y esposa. En los años dorados del Estado de bienestar se logró el pleno 
empleo con una presencia laboral de la mujer bastante escasa, pero que 
a partir de los sesenta empezó a crecer, justo cuando los varones perdían 
el trabajo estable. En 1960 la mitad de las mujeres entre 15 y 64 años 
trabajaba en Suecia, el país que iba a la cabeza en empleo femenino, mien- 
tras que en Alemania occidental era el 45%. Tres decenios más tarde, en 
1990, trabajan en Suecia el 81% de las mujeres, en Dinamarca el 78 %, 
en el Reino Unido el 65 %, en Alemania sólo el 57%. En este caso, el que 
la mujer casada de cierto nivel social se retenga de trabajar fuera de casa 
se debe a la desincentivación que impone un régimen fiscal que, si los 
ingresos del marido son altos, absorbe una buena parte de su sueldo. Pese 
a que se justifique por razones ideológicas —defensa de la familia—, en 
el fondo se utiliza como un instrumento para paliar el paro. 

La mujer se coloca preferentemente en los servicios, pero no sólo 
en trabajos poco cualificados, en los que además suele sufrir una discri- 
minación salarial, sino de manera creciente en profesiones que exigen 
una buena formación, como médicas, juristas, arquitectas. El porcen- 
taje de mujeres en la enseñanza media supera el de los hombres y en la 
superior pronto alcanzará el del varón, lo que no es óbice para que en 
la cúspide profesional sean éstos los que sigan predominando. 

La «revolución del 68» supuso un cambio profundo en la relación 
de los sexos, con muchas y graves consecuencias en las relaciones labo- 
rales, que no siempre han sido percibidas en todo su alcance. Importa 
insistir en que la familia, y el papel que dentro de ella desempeña la 
mujer, configuró en el pasado las políticas sociales, así como la nueva si- 
tuación laboral de la mujer influirá sobre las que se diseñen en el futuro. 
El primer modelo de Estado social que hemos estudiado en Alemania 
y en el Reino Unido estaba montado sobre la familia nuclear y, pese a 
que se encuentre en proceso de disolución y se haya transformado por 
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completo el mercado de trabajo, en buena medida se mantiene hasta 
hoy, pero sin perspectivas de futuro. 

El trabajo de la mujer fuera de casa, al independizarla del salario 
del marido, modifica por completo la estructura de la familia nuclear. 
Al verse obligada a sumar al trabajo profesional el doméstico —no 
ha funcionado el reparto de las labores de casa entre ambos sexos—, 
ello ha supuesto una doble carga para la mujer que desemboca en 
un descenso importante de la natalidad. Aunque haya otros factores 
que influyen en la misma dirección, como el paro juvenil, justamente 
en el período de mayor fertilidad, escasez de viviendas para que los 
jóvenes puedan salir del domicilio paterno, o la falta de instituciones 
públicas para hacerse cargo de la prole, el hecho es que la crisis de la 
familia nuclear desbarata por completo todo el orden social establecido 
hasta el punto de que su consecuencia inmediata, el descenso de la na- 
talidad, a la larga lo hace inviable. 

En caso de enfermedad, invalidez, desempleo y vejez, eventualidades 
en las que antes no cabía salir adelante sin ayuda de la familia, ahora el 
Estado social proporciona la seguridad mínima imprescindible. Para re- 
construir o, por lo menos, afianzar la familia nuclear burguesa, habría que 
reponer al marido en el anterior privilegio de ser el sustento económico y 
único administrador de los bienes familiares. Esto llevaría consigo, tanto 
impedir el trabajo de la mujer casada, como desmontar el Estado so- 
cial, dos cosas sencillamente impensables. Empeñado en definir la familia 
como la institución básica de la sociedad, al pensamiento conservador le 
produce angustia comprobar, no sólo que la familia pesa cada vez menos, 
sino también aceptar la diversidad de tipos en que se ha descompuesto. 

La misma dinámica de individualización de la actividad laboral, in- 
herente al capitalismo, que sólo reconoce al individuo como productor, 
y sobre todo como consumidor, ha facilitado en nuestro tiempo, por 
un lado, que cada vez un mayor número de adultos pueda permitirse el 
lujo de renunciar a constituir una familia. En tiempos pasados era muy 
difícil, por no decir imposible, sobrevivir al margen de la protección fa- 
miliar, sobre todo para la mujer soltera. Baste recordar el destino trágico 
de la mujer que se quedaba para «vestir santos», o, mil veces peor, el de 
la que se atrevía a romper el matrimonio; no ya trabajo, ni siquiera un 
lugar en la sociedad había para ella. 

Es comprensible que a los más conservadores, sobre todo a aquellos 
que han sacralizado el matrimonio como una institución de derecho di- 
vino, les horroriza la evolución de la familia posmoderna. Pero, aunque 
sea a regañadientes, tendrán que reconocer que la situación no cambia 
porque arremetan con un discurso sobre la crisis actual de valores, como 
si en una historia milenaria, en la que encontramos tantos tipos dife- 
rentes de familia, cupiese definir uno como el natural o el definitivo. 
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Tampoco cabe esconder la cabeza debajo del ala, tratando de impedir 
que en la escuela se hable de la propia realidad, haciendo explícitos los 
muy diversos tipos de familia o, más grave aún, negando la igualdad 
de derechos a los que emprendan otras formas de relaciones familiares. 
Pero la mayor contradicción que arrastra el conservador que se declara 
defensor acérrimo de la familia es que esta diversidad que condena es 
consecuencia directa del proceso individualizador del capitalismo, que 
paradójicamente ensalza sin la menor crítica. 

La liberación de la mujer marcha a la par que el declive de la familia 
nuclear, que acelera el acceso de la mujer al mercado de trabajo, a la vez 
que la píldora anticonceptiva facilita el control de la natalidad. No sólo el 
Estado social sustituye a la familia en caso de crisis personal, ofreciendo la 
misma protección tanto al que prefiere o se ve obligado a vivir solo como 
al que funda una familia, sino que la variedad de tipos de familia complica 
los posibles modelos de seguridad social, basados hasta ahora en la familia 
nuclear y en la contribución de los asegurados. La política social es cada 
vez más política familiar, sin que los resultados, pese al débil crecimiento 
demográfico de los países escandinavos, hayan sido espectaculares. Italia 
y España, que pasan por ser católicos, paradójicamente se distinguen por 
su bajísima natalidad. El trabajo de la mujer, el resquebrajamiento de la 
familia nuclear, y el descenso de la natalidad se refuerzan mutuamente. 
Cuanto mayor sea la educación de la mujer, más fácil su integración al 
trabajo, pero también más desciende la natalidad. Las mujeres con título 
universitario tienen menos hijos que las que no pasan del grado escolar. 
No se conoce anticonceptivo más eficaz que la educación femenina, algo 
que también se comprueba en el «tercer mundo». La educación de la mu- 
jer se revela el ariete principal del control de la natalidad. 

Educación de la mujer, empleo fuera de casa, debilitamiento de la fa- 
milia y descenso fulminante de la natalidad, con las dos secuelas más im- 
portantes de envejecimiento progresivo de la población y necesidad 
imperiosa de recurrir a la inmigración, a lo que hay que añadir el fuerte 
impacto de la última revolución tecnológica, modifican de manera radical 
el orden social establecido. Aunque las principales causas del desempleo 
actual haya que buscarlas en la revolución tecnológica y en la globali- 
zación, una mejor educación y preparación profesional de la mujer, al 
aumentar la oferta de trabajo femenino, contribuye a distanciarnos más 
del pleno empleo. La profunda crisis por la que hoy pasan las políticas 
sociales todavía en vigor se debe a que nacieron acopladas a la moderna 
sociedad industrial, que se levantaba sobre la familia nuclear. Ambas 
columnas se han desplomado, y apenas atinamos a descifrar las nuevas 
estructuras que están surgiendo en la sociedad posindustrial, caracteri- 
zada por un proceso de individualización que lleva consigo la progresiva 
desaparición tanto de la clase social, como de la familia nuclear. 
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Si se toman en consideración los enormes cambios debidos a la globaliza- 
ción y a sus efectos sobre el Estado, a los que se añaden los habidos en el 
mercado del trabajo, incluso en el concepto mismo de trabajo, más aún si 
se cree que a medio plazo el asalariado pudiera descender a una cantidad 
insignificante, no tiene el menor sentido seguir hablando de crisis del Es- 
tado social, al menos tal como se enunciaba a comienzos de los ochenta, 
cuando sólo se criticaba el grado de burocratización y los altos costos 
de las instituciones sociales, pero no el modelo existente de seguridad 
social. Claro que ya entonces no faltaron las voces que denunciaron al 
Estado social como el principal impedimento al crecimiento económico, 
y no pocos se felicitaban de su pronta desaparición. A pesar de que en 
los dos últimos decenios del siglo XX y comienzos del XxI el liberalismo 
campease a sus anchas, no sólo no se ha desmoronado el Estado social, 
sino que en 1985, con la señora Thatcher todavía en el poder, el gasto 
por este concepto llegó a un máximo histórico en el Reino Unido. Pese 
a estar imbuidos del liberalismo reinante, los países más avanzados de la 
Europa comunitaria dejaron de denostar al Estado social y empezaron a 
ocuparse de su reforma. 


CONTINUIDAD DEL MODELO DE ESTADO SOCIAL 


No obstante los enormes cambios ocurridos en estos últimos treinta años, 
siguen enfrentados los que sin hacer la menor concesión pretenden re- 
tomar la dinámica propia del Estado de bienestar, recurriendo a un key- 
nesianismo estricto que permita recuperar el pleno empleo, con aquellos 
—han terminado por ser la mayoría— que piensan que únicamente se 
podría salvar el Estado social con modificaciones en profundidad. Cierto 
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que a la izquierda de la socialdemocracia, partidos minoritarios se afanan 
en la ilusión inalcanzable de reconstruir el modelo fenecido de Estado de 
bienestar, pero los grandes partidos con posibilidad de gobernar están 
convencidos de la necesidad de renovar el Estado social para acoplarlo a 
las nuevas circunstancias. Tres décadas de ensayos, con avances y retro- 
cesos considerables, no han logrado diseñar un modelo alternativo que 
pueda sostenerse a largo plazo, de modo que en Europa pervive en sus 
rasgos básicos el modelo primigenio de seguridad social, es decir, el bis- 
marckiano, que financian obreros y empresarios por partes iguales, según 
las disposiciones que dicte el Estado. 

Nos encontramos en la situación de que partimos en los ochenta, pero 
con muchas más críticas al sistema establecido. En Alemania la principal 
es que, pese a los continuos recortes en las prestaciones, la aportación a 
la seguridad social encarece los salarios en un 40%, una cifra que puede 
frenar la competitividad de una economía, dependiente en alto grado 
de la exportación. Con la libre circulación de capitales y una inmigra- 
ción masiva (dos secuelas de la globalización), y una vez asumido que 
la Unión Europea haya sacralizado el modelo neoliberal de capitalismo, 
no son pocos los que piensan que habría pasado el momento propicio 
para el Estado social. El obstáculo insalvable, empero, es que la inmensa 
mayoría de los ciudadanos lo defiende a ultranza, de modo que los gran- 
des partidos no tienen otro remedio que tratar de reinventarlo. Ahora 
bien, en este intento tantas y de tal calado son las diferencias entre las 
distintas posiciones, como opuestos son los intereses que se combaten 
en el fondo. La privatización de las pensiones y de la sanidad de una 
buena parte de los servicios sociales es, en suma, la salida a la que el ca- 
pital aspira a la búsqueda de nuevas fuentes de ganancia. No es extraño 
que sean cada vez más fuertes las presiones para privatizar la sanidad, 
e incluso las pensiones, dejando únicamente en manos del Estado los 
segmentos que produzcan pérdidas. 

A esta tendencia privatizadora, la izquierda tradicional contesta con 
el empeño de perseverar en la estatalización burocrática de los servicios 
sociales, sin caer en la cuenta de que el burocratismo estatalista que 
todavía los configura pone de manifiesto los orígenes conservadores 
del Estado social. Ya vimos que surgió de la fusión del Estado con las 
grandes empresas en una simbiosis de mutua dependencia. Al margen 
de un documento relativo a la política social, el canciller Bismarck es- 
cribió: «¡El Estado, sí puede!». La burocratización estatalista de una 
política social, diseñada y ejecutada desde arriba, es el rasgo principal 
de la política social que se ha hecho hasta ahora. Pero, al ser cada día 
más costosa y menos eficiente, como, por lo demás, no cabía esperar 
otra cosa de una burocratización creciente, se extiende la sensación de 
que hemos llegado al final de trayecto. 
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Se echa en falta una cierta fantasía, capaz de imaginar cómo la se- 
guridad social podrían funcionar de otra manera, fieles a la consigna 
que proclama la nueva izquierda de que «otro mundo es posible». La 
experiencia trágica del siglo xx nos ha enseñado que no cabe una alter- 
nativa global al orden social y económico establecido, intento que hemos 
pagado a un altísimo precio. No se trata ya de sustituir el capitalismo por 
el socialismo, sino de imaginar otra sanidad, otro régimen de pensiones, 
otro sistema educativo y otras formas de sostener a los que se hayan que- 
dado sin empleo, o no puedan acceder, por la causa que sea, al mercado 
laboral. Ahora bien, mientras no conozcamos en sus líneas generales las 
nuevas coordenadas sociales y políticas del mundo que viene, difícilmen- 
te podrán concretarse los modelos alternativos. No sólo otro mundo es 
posible, es que otro mundo está, en efecto, emergiendo, pero ignoramos 
en qué dirección, ni cómo podremos domeñar los muchos peligros que 
lleva en su entraña. De ello recibimos innumerables señales, que sepul- 
tan el prejuicio en que se apoya la idea de progreso, de que lo que viene 
después es siempre mejor que lo que antecede. 

En contra de la continuidad o de la renovación del modelo social, un 
liberalismo consecuente sigue defendiendo mermar al máximo el Estado 
social, cuando no su eliminación pura y simple, puesto que constreñiría 
un crecimiento que el libre despliegue del mercado de por sí impulsaría 
a gran velocidad, siendo la mejor forma de llegar a un bienestar gene- 
ralizado que respete la autonomía y la responsabilidad de cada cual. Si, 
dejando actuar al mercado, el Estado se redujese al mínimo imprescindi- 
ble, la mayor parte de la población alcanzaría mayor bienestar; salvo esa 
pequeñísima minoría, incapaz de salir adelante por sus propias fuerzas, 
pero que siempre contaría con la ayuda solidaria de las personas y de las 
fundaciones privadas. Lo esencial, en todo caso, sería expulsar al Estado 
de los ámbitos económicos y sociales que no le competen. 

Ni que decir tiene que estas propuestas liberales han quedado relega- 
das a mera teoría, al no contar, ni siquiera en la derecha, con un apoyo 
social suficiente. En cuanto se inician los primeros pasos para desmon- 
tar el Estado social, es tan fuerte la reacción de la gente que cualquier 
gobierno, si no quiere verse pronto reemplazado, se ve obligado a dar 
marcha atrás. De ahí que la fuerza dialéctica de un liberalismo meramen- 
te teórico provenga de que nadie se haya atrevido a llevarlo a la práctica 
con todas sus consecuencias. Siempre puede alegar en su favor que, si no 
ha conseguido el éxito que promete, se debe a que no se han aplicado las 
medidas liberalizadoras con la contundencia necesaria. 

Pese a que no haya perdido actualidad la discusión sobre los mode- 
los más apropiados de Estado social, y abunden los estudios dedicados 
a las nuevas políticas sociales que se han iniciado en los países escandi- 
navos, el Reino Unido, Holanda, Alemania, pienso, sin embargo, que 
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mientras Estado y sociedad se tambaleen en su actual configuración sin 
que podamos perfilar con la necesaria claridad los que los sustituirán 
en un futuro incluso cercano —tal es la aceleración histórica—, parece 
aconsejable mantenerse distante de los nuevos planteamientos más en 
boga, pese a que algunos de ellos no carezcan de interés. Difícilmen- 
te cabe proponer modelos alternativos en política social, mientras no 
conozcamos las coordenadas que van a enmarcar economía y sociedad 
en un futuro próximo, y de lo único que estamos seguros es que serán 
muy distintas de las que prevalecieron en la sociedad industrial, sobre 
las que se construyó el Estado social, hoy en derribo. 

Cada política social corresponde a un modelo económico subya- 
cente. Y la política social, que a finales del siglo XIX surgió de la fusión 
de la gran empresa con el Estado nacional, no puede sobrevivir en un 
mundo en el que el capital traspasa las fronteras nacionales, moviéndose 
libremente por todo el planeta. La simbiosis de los grandes consorcios 
con el Estado pertenece al pasado; hoy las multinacionales se mueven 
al margen de los Estados, incluso con capacidad de dictarles las con- 
diciones más onerosas. Parece obvio que el tipo de política social que 
corresponde a un mundo capitalista globalizado sea su privatización, de 
modo que los beneficios caigan sobre el capital y los riesgos sobre el Es- 
tado. Nadie ignora los altos costes de esta solución privatizadora para 
amplios sectores sociales; la cuestión es si una fuerte reacción popular 
podrá impedirlo. Todo depende de cómo se desarrolle la democracia. 

En suma, la alternativa a la privatización no es mantener la actual es- 
tatalización burocrática de los servicios, cada vez más caros y de calidad 
en descenso. Pienso que una reforma del Estado social sólo podría venir 
de una democratización que lo arranque de las garras de la burocracia 
estatal, justo algo que parece harto improbable. Para determinar el sujeto 
democrático de la nueva política social habría que recuperar la noción de 
lo público, diferenciándolo, tanto de lo privado, como de lo estatal. Ni 
la privatización, ni la actual estatalización de la política social marcan la 
ruta a seguir en el futuro. La meta, reconozco que bastante utópica, pero 
si no fuera así no valdría la pena mencionarla, es convertir a la política 
social en un servicio público que se organice al margen de la burocracia 
del Estado con el control democrático de la sociedad. 


EL DETERIORO DEL PODER SINDICAL 


Del paro endémico —el pleno empleo es ya una meta inalcanzable— se 
deriva una fragilidad creciente de los sindicatos, cuyo poder disminuye 
a la par que aumenta el desempleo, y que el trabajo que se ofrece sea en 
buena parte precario. En el pasado la estabilidad en el empleo y la con- 
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centración de cientos, incluso a veces de miles de trabajadores en fábricas 
y minas, fortalecieron los sindicatos en la «edad dorada» del Estado de 
bienestar que, justamente, se caracterizó por el pleno empleo. La potencia 
sindical fue un factor decisivo en la dinámica social que logró el modelo 
socialdemócrata. Se desplomó a finales de los setenta por la convergencia 
de diversos factores, entre los que la revolución tecnológica y la globali- 
zación fueron los de mayor peso. Como vimos en un capítulo precedente, 
el pleno empleo, condición indispensable del Estado de bienestar, única- 
mente hubiera podido salvarse con un control social de las inversiones. 
Empero, arrebatar a los dueños del capital la posibilidad de elegir dónde, 
cómo y en qué invierten, hubiera significado el fin del capitalismo, con 
todas las ventajas que conlleva en el crecimiento de la riqueza —hasta 
ahora no se conoce modo de producción más eficaz— pero también con 
todos sus inconvenientes a la hora de un reparto equitativo. 

Desde el desplome del Estado de bienestar, se constata un descenso 
de la afiliación a los sindicatos. Las causas de que aquel se derrumbase 
juegan también en contra del poder sindical y, cuanto más debilitados 
estén los sindicatos, peor será el pronóstico para el Estado social. En 
Alemania los miembros del DGB, la mayor central sindical, pasan de 12 
millones en 1990 a 7 millones 700 mil en el 2000, y las pérdidas han 
continuado al mismo ritmo en el nuevo siglo. En la Unión Europea de los 
Quince, entre 1995 y el 2006 la afiliación disminuyó en un 31%. En la 
Europa del Este el bajón fue todavía mayor: en Hungría, de un 63%; en 
Eslovaquia, de un 57%; en la República Checa, de un 46% y en Polonia, 
de un 33%. En el mismo período la proporción de obreros organizados 
respecto a los que tienen un puesto de trabajo cae en Polonia del 33 al 
14%,! en Hungría del 63 al 17%, en la República Checa del 46 al 20% 
y en Eslovaquia del 57 al 22%?. A pesar de que la historia reciente de 
las dos Europas haya sido tan distinta, coincide en un rápido declive de 
los sindicatos, síntoma claro de la nueva situación a la que se enfrentan. 

Se comprende que en el antiguo bloque soviético no contaran con 
demasiado prestigio unos sindicatos que, pese a haber administrado la 
política social, fueron percibidos como mero instrumento propagan- 
dístico y de control del partido comunista. Su reconstrucción no podía 
ser tarea fácil, al pasar de una afiliación obligatoria a una voluntaria, 
en un contexto social y económico completamente distinto, máxime 
cuando de un pleno empleo, asegurado al ciento por ciento por el Es- 
tado (no es que todos tuvieran derecho a un puesto de trabajo, es que 


1. Después de que Solidarnosc hubiese sido el agente decisivo de la transición, 
alcanzando incluso el poder político en 1989, pasó de 5 millones a 1 de afiliados. 

2. H. Kohl, Wo stehen die Gewerkschaften in Osteuropa heute?, Kurzberichte n.° 5 
de la Fundación Ebert, 2008, www.fes.de/Gewerkschaften. 
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todos estaban obligados a trabajar), de repente hubo que acoplarse a 
un desempleo que se expandió a gran velocidad. Además de retornar 
el paro, un desconocido en las economías colectivistas estatalizadas, se 
hundieron las grandes concentraciones de trabajadores en un mismo lu- 
gar: por ejemplo, la fábrica de maquinaria agrícola, Ursus, en Varsovia 
que empleaba a más de 10.000 trabajadores se quedó en 500 después 
de la reconversión privatizadora. Sobrevivieron tan sólo las medianas, 
y sobre todo las pequeñas unidades productivas, pero en ellas es mucho 
más difícil la afiliación sindical. 

El bajón de los sindicatos a finales del siglo XX y comienzos del XXI 
se explica tanto por un paro endémico que tiende a ir en aumento, como 
sobre todo a que las empresas ya no concentren grandes cantidades de 
trabajadores en un mismo lugar. A la vez que las multinacionales se ex- 
panden por todo el planeta, las fábricas se disgregan en unidades produc- 
tivas más pequeñas, y cuanto más, más difícil es también que penetren los 
sindicatos. La deslocalización de la industria y de los servicios, en busca 
de los salarios más bajos, o los derechos laborales, incluso los humanos, 
más débiles, es otro aspecto de la globalización, a su vez estrechamente 
vinculada a la última revolución tecnológica que la ha hecho posible. No 
cabe abrigar muchas dudas sobre el papel que ambas desempeñan en el 
debilitamiento del poder sindical. 

Globalización y nuevas tecnologías hacen tambalear a unos sindica- 
tos, cada vez con menos afiliados, y que al final representan tan sólo a 
los que disfrutan de un puesto fijo, a costa muchas veces de los intere- 
ses de los parados o de los ocupados en empleos precarios. El afiliado 
típico al sindicato es hoy un obrero especializado, mayor de cincuenta 
años, con un puesto de trabajo relativamente seguro, preferentemente 
en la industria, con uno o dos hijos y una mujer ama de casa. Los sindi- 
catos saben que no pueden seguir aferrados a una clientela que merma 
a gran velocidad, conscientes de que el esfuerzo por mantener el statu 
quo a todo trance lleva a la consunción en la impotencia. No abrigan la 
menor duda de que sólo se salvarán reclutando nuevos miembros entre 
los jóvenes, las mujeres y los inmigrantes, pero una y otra vez, al chocar 
con la nueva cultura individualista que ha terminado por imponerse, 
fracasan en los muchos y diversos intentos que han puesto en marcha. 

El gran aporte del capitalismo en su última versión es haber con- 
seguido la máxima individuación en el puesto de trabajo, pero sobre 
todo como consumidor. En la sociedad posindustrial cada cual va a lo 
suyo, sin que tenga ya el menor eco apelar a la solidaridad de clase o de 
oficio. Cada cual sabe que es menester vivir de un «curro», siempre pre- 
cario, aceptando cambiarlo de continuo, y en los trechos en los que no 
se consigue ninguno, recibiendo sin el menor desdoro la «ayuda o salario 
social». Tan alto es el nivel de vida alcanzado, con tan variada oferta al 
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consumidor, que lo único que ya importa es mantener una mínima liber- 
tad de elegir lo que se consume. El individuo ha dejado de identificarse 
por el trabajo al que acude, al fin y al cabo una cuestión de suerte cam- 
biante sobre la que poco cabe influir. Se deja arrastrar por un destino que 
sabe que no puede modificar, atraído por el señuelo del consumo. Sabe 
que el capital únicamente lo necesita como consumidor. 

Para los sindicatos ha supuesto un golpe mortal el que el trabajo haya 
dejado de ser el eje central que encarrila y da sentido a la vida personal. 
Antes permitía estructurarla en tres etapas perfectamente diferenciadas: 
una primera de formación, dedicada a adquirir un oficio o profesión que 
habría de durar toda la vida; seguida de una segunda de actividad laboral, 
que se extendía al menos otros cuatro decenios, dedicada por entero a 
un trabajo del que se extraía la identidad social, ya que el puesto que se 
ocupaba en la sociedad provenía del oficio que se ejerciera; y una «tercera 
edad», que el alto nivel de vida y los enormes avances de la medicina han 
prolongado mucho, en la que al fin se disfrutaba de «tiempo libre» para 
hacer lo que siempre hubiéramos querido. El premio de una vida de tra- 
bajo consistía en poder hacer al final lo que se quisiera, lástima que esta 
libertad llegaba cuando el cuerpo se revela como el mayor impedimento. 
El esquema anterior sirve tal vez para los que hoy se jubilan, pero no 
será aplicable a las nuevas generaciones. Los contenidos específicos de 
cada una de estas tres etapas se mezclan cada vez con mayor frecuencia. 
El que quiera mantenerse en el mercado de trabajo —un puesto de por 
vida se resquebraja incluso entre los funcionarios— tendrá que reciclar- 
se en su profesión, o aprender una nueva. La «educación permanente» 
deja abierta de manera indefinida la primera etapa, que, por otro lado, 
pierde parte de su sentido, al desconectarse las posibilidades de empleo 
de la preparación recibida: ha mejorado la educación en la proporción 
que disminuye el empleo. Para alcanzar un puesto de trabajo no basta un 
buen nivel educativo, aunque cuánto más bajo sea éste, menores serán 
las oportunidades de empleo. Tampoco el «tiempo libre» es ya privilegio 
de los jubilados. Hay que contar con un ocio querido —media jornada, 
excedencia temporal — y sobre todo con uno no querido, al quedarse 
sin empleo, que es preciso saber manejar hábilmente. Más que en el tra- 
bajo, la personalidad se refleja hoy en la forma en que se ocupa el ocio. 
Antes se educaba exclusivamente para el trabajo; en el futuro será cada 
vez más importante una educación para el llamado tiempo libre. El que 
el trabajo haya dejado de estructurar la vida es el cambio más profundo 
que caracteriza al nuevo orden social que está surgiendo. En un capítulo 
anterior ya vimos que esto se ha interpretado como una nueva esperanza 
de liberación, o como la peor de las catástrofes. 

En lo que respecta al sindicato, importa subrayar que con la centra- 
lidad del trabajo se disipa también la «conciencia de clase», fundamento 
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sobre el que se erigió en el siglo XIX y que ha desaparecido en el que acaba 
de empezar. Los trabajadores no se consideran ya en primer lugar tales, 
sino que cada vez se identifican menos como «obreros», y sí como hom- 
bres o mujeres, jóvenes o viejos, nacionales o extranjeros, de esta o de 
aquella región. Son de otro orden y muy variados los rasgos con los que 
los individuos se identifican. No ha de sorprender, por tanto, que se haya 
evaporado la «conciencia de clase» entre los grupos marginales, es decir, 
aquellos que han quedado al margen del mercado de trabajo, que acogen 
a una parte en aumento de la población: el marxismo ya definía el Lum- 
penproletariat por carecer de «conciencia de clase». Para sorpresa general 
empiezan a surgir asociaciones entre los sectores marginados, de los que 
los sindicatos se habían desentendido siempre por creer que no se dejan 
organizar, que, ciertamente, no vertebra el trabajo, como las asociaciones 
de vecinos o las que se organizan para conseguir una reivindicación con- 
creta, pero que compiten con los sindicatos. En suma, fieles al sindicato 
continúan sólo los que disfrutan de un puesto de trabajo relativamente 
seguro, por lo general con salarios que sobrepasan la media, que son cada 
vez menos; en cambio, los marginales, en rápida expansión, rechazan 
los sindicatos, así como los autónomos, tanto los obligados a serlo, 
como los que lo son voluntariamente, creen no necesitarlos. 

Los factores que llevan al deterioro de los sindicatos están todos li- 
gados a la globalización: el paro creciente, las condiciones precarias que 
impone el mercado laboral, la competencia interna con los inmigrantes y 
con los trabajadores de otros continentes. La globalización permite que el 
capital acuda allí donde menos restricciones se impongan y el trabajo esté 
libre de los controles estatales. A la vez que ha surgido un mercado global 
para el capital, aunque con muchas mayores dificultades, está surgiendo 
un mercado global de trabajo ante el que los sindicatos con sus actuales 
estructuras son incapaces de reaccionar. Hay que tener en cuenta que 
nacieron y se desarrollaron en sociedades industriales que cuajaron en el 
interior de Estados nacionales. La enorme transformación que han sufri- 
do en los últimos decenios, hasta perder muchas de sus competencias en 
el ámbito económico, debilita de la misma manera a los sindicatos. Están 
comprobando para su desgracia lo mucho que dependen de los Estados 
nacionales, cuya crisis profunda es también la de los sindicatos. 

Así como se echa de menos una coordinación de los Estados a nivel 
mundial, sin que se muestre viable en un horizonte previsible, nadie 
duda que para paliar el poder del capital los sindicatos tendría que 
actuar globalmente, dejando patente en ambos casos que lo que parece 
indispensable no por ello resulta factible. La globalización ha puesto 
de manifiesto lo mucho que necesitaríamos de unas Naciones Unidas 
eficientes, organizadas democráticamente, a la vez que comprobamos 
que nunca, como en nuestros días, la organización mundial había sido 


378 


LA POLÍTICA SOCIAL ANTE UN NUEVO PARADIGMA DE ESTADO Y SOCIEDAD 


tan débil. Asimismo nadie pone en duda la necesidad de unos sindicatos 
cosmopolitas que actuaran internacionalmente, pero también que son 
inalcanzables en el horizonte que se divisa. 

En muchas ramas de la producción y de los servicios recurrir a la 
huelga, el arma más contundente de que los sindicatos disponen, sólo 
favorece el recorte de mano de obra que los avances tecnológicos de 
suyo promueven, o/y facilita una deslocalización de las empresas a paí- 
ses con salarios muchos más bajos en los que además la huelga y la lucha 
sindical están excluidas. Es obvio que en un mundo globalizado los sin- 
dicatos únicamente podrían perdurar actuando globalmente. Restringir 
su actuación al interior de las fronteras nacionales, cuando el capital 
y las empresas se mueven a nivel planetario, a la larga sería firmar su 
sentencia de muerte. Ahora bien, por indispensable que la internacio- 
nalización de la acción sindical sea en teoría, en la práctica se muestra 
enormemente difícil, tal vez inalcanzable. 

Conviene no olvidar que la internacionalización de las organiza- 
ciones sindicales, que muchos reclaman hoy como la tabla de salva- 
ción para sobrevivir a la globalización, ha estado inscrita en su bandera 
desde los comienzos. El movimiento obrero trató siempre de superar 
las fronteras nacionales, pero su internacionalismo sufrió continuos re- 
veses, tal vez el definitivo en agosto de 1914, cuando no sólo no pudo 
impedir que la guerra estallara, sino que inmediatamente se puso al ser- 
vicio de cada uno de los Estados beligerantes. 

Llama la atención el abismo existente entre la conciencia de que si 
los sindicatos no se internacionalizan se quedan sin futuro, y los resulta- 
dos conseguidos en esta dirección. De manera excepcional se ha logrado 
coordinar reivindicaciones y tácticas de dos sindicatos, como el británico 
Unite con el norteamericano USW, que actúan en empresas que fabrican 
acero. Pero, pese a que se siga escribiendo con mayúsculas la solidaridad 
internacional, los esfuerzos por acoplarse a la globalización rara vez han 
pasado de meros acuerdos de cooperación entre sindicatos de distintos 
países, con el resultado de que, cuanto mayor número de países y de 
centrales estas organizaciones internacionales acogen, menor es su dis- 
posición a coordinar acciones reivindicativas conjuntas. 

La Federación Internacional de Sindicatos Libres (ETUC) fue fun- 
dada en 1949 en oposición a la Federación Mundial de Sindicatos que 
había caído bajo control soviético. Durante los decenios de la «guerra 
fría», la actividad internacional de los sindicatos se agotó en la lucha entre 
estas dos grandes confederaciones, sin que en el interior de cada una se 
iniciasen políticas conjuntas frente al capital. Después de la caída de la 
Unión Soviética, la Federación Internacional de Sindicatos Libres se ha 
convertido, por número de países y de centrales sindicales que integra, 
en la mayor del mundo, pero sigue sin coordinar en los distintos países 
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acciones reivindicativas concretas. En el fondo se trata de una simple 
red de comunicación de las distintas centrales nacionales, pero que en 
caso de crisis o de conflictos graves, al final cada una reacciona según 
los propios intereses. Tampoco la Federación Sindical Europea, funda- 
da en 1973, y que en parte financia la Comisión, imponiendo límites 
precisos a su actuación, sirve para llevar a cabo reivindicaciones coordi- 
nadas en distintos países europeos. El desequilibrio entre multinaciona- 
les organizadas globalmente y sindicatos con un radio de acción exclu- 
sivamente nacional, que hemos comprobado a nivel global, se repite en 
el interior de la Unión Europea, con el agravante de que se trata de un 
mercado único, con una política económica común y una sola moneda 
en una buena parte de los Estados miembros, pero sin sindicatos que 
actúen conjuntamente en un espacio económico integrado. 

A la crisis de los sindicatos hay que añadir la de la socialdemocracia. 
Ambas sellan el fin del movimiento obrero, con todo lo que significó en 
el despliegue del Estado de bienestar. La socialdemocracia de nuevo cuño, 
convertida por completo al capitalismo —«el menos malo de los modelos 
económicos», como la democracia parlamentaria lo sería de los políti- 
cos— no pretende ya transformarlo por una vía democrática, sino que 
lo acepta en su totalidad, reservándose únicamente la tarea de favorecer, 
dentro de los límites del sistema establecido, los intereses de las clases 
más desfavorecidas. Buenas intenciones que incluso a menudo quedan 
fuera de sus posibilidades. Pero sea cual fuere el ulterior desarrollo, en 
un horizonte previsible es difícil que se desplomen las tres columnas —el 
subsidio de desempleo, las pensiones a los jubilados y el seguro de enfer- 
medad— sobre las que se levanta el Estado social, y a las que se dedica la 
mayor parte del gasto social. 


EL SUBSIDIO DE DESEMPLEO 


Con efectividad el subsidio de desempleo llegó después de la segunda 
Guerra Mundial, aunque fuese la creación más original de la República 
de Weimar. En un mundo en que el paro se ha convertido en una enfer- 
medad crónica con tendencia a que el trabajo asalariado sea un bien cada 
vez más escaso, el subsidio de desempleo parece tan indispensable, como 
puede resultar impagable. Las prestaciones al desempleo se canalizan en 
dos formas de gasto, una que recibe directamente el trabajador que haya 
cotizado durante un cierto tiempo, y además esté dispuesto y en condicio- 
nes de reintegrarse lo antes posible al mercado de trabajo; otra, que suele 
correr a cuenta del Estado, destinada a sufragar los costos de reciclaje 
del parado, introduciéndolo en una nueva actividad, cuando la que haya 
ejercido no tenga ya demanda, y necesite nuevos conocimientos para con- 
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tinuar activo. Los que no tengan derecho a cobrar por desempleo reciben 
un mínimo de subsistencia, ayuda o salario social, según se denomine 
en cada país, aunque en la misma Unión Europea queda una parte de la 
población que no tiene ingresos ni recibe ayudas públicas, viviendo como 
en el pasado del apoyo familiar o de la caridad privada. 

A menudo se ha dicho que en vez de subvencionar a los parados, más 
razonable sería esforzarse en que disminuyera su número, mejorando la 
empleabilidad (employability) con una política eficaz de creación de em- 
pleo. En todo caso habría que gastar más dinero en la creación de empleo 
que en sostener a los parados. La conclusión parece convincente, si no 
fuera porque en una economía de mercado abierta al exterior los gober- 
nantes, pese a que necesiten convencer de lo contrario al electorado para 
que le den su voto, en las condiciones que imponen la globalización muy 
poco pueden hacer, no sólo para crear puestos de trabajo, sino incluso 
para evitar su destrucción. El rápido desarrollo tecnológico impone que 
los productos que llegan al mercado se mantengan tiempos cada vez más 
cortos. Si hace un siglo un producto duraba cincuenta o más años, hoy 
muy pocos superan el lustro. La corta duración en el mercado arrastra 
consigo una enorme variación en la oferta de trabajo. Un argumento que 
las empresas aducen en favor de la flexibilización del empleo, eufemismo 
para decir un abaratamiento del despido, que tiene sin duda una base real. 
Además el desarrollo tecnológico permite prescindir del obrero especiali- 
zado que antes la empresa cuidaba con el máximo esmero, lo que facilita 
también una mayor movilidad en el empleo. 

La política laboral seguida en el Reino Unido se caracterizó por una 
amplia desregularización del mercado de trabajo; en Alemania, en cam- 
bio, se ha mantenido bastante protegido, a pesar de que facilitar el des- 
pido tenga partidarios en los dos grandes partidos. No obstante, a partir 
de 1980 en ambos países se constata un descenso considerable de las 
prestaciones al desocupado, que en parte queda compensado por llegar 
a un mayor número. En 1990 la unificación agravó en Alemania la situa- 
ción, al cargar una parte de los costos en las cotizaciones a la seguridad 
social, que subieron una media del 4%, llegando a superar el 40% del 
salario total. Se temió que a la larga la competitividad de la economía se 
resintiese, pero Alemania ha permanecido a la cabeza del mundo en las 
exportaciones, en un último momento desplazada por China, lo que in- 
valida el argumento de la patronal que las hacía depender en una buena 
parte del precio del trabajo. Bajar el precio del trabajo, por mucho que se 
empeñen los empresarios, no es el factor decisivo a la hora de competir 
en el mercado mundial. Es inconcebible que las economías desarrolladas 
tratasen de competir con los salarios de los países emergentes. 

El último gobierno socialdemócrata en coalición con los Verdes 
(1998-2005), al vincular el subsidio de desempleo a la ayuda social, 
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emprendió una audaz reforma, conocida como Hartz IV, que entró en 
vigor el 1 de enero del 2005. Al cabo de un año de percibir la prestación 
que corresponda por el seguro de paro, el desempleado está obligado 
a aceptar cualquier trabajo que se le ofrezca, sea cual fuere el salario, y 
en el caso de que no llegue a un mínimo, el Estado aporta una cantidad 
que siempre será inferior a la que tendría que pagar si siguiera sin em- 
pleo. No sólo se ahorra dinero, sino lo que es tanto o más importante, 
se integra a más gente en el mercado laboral, con lo que a la vez que se 
conserva la disciplina del trabajo, disminuye la cifra del paro, un dato 
que influye directamente en el comportamiento electoral. 

En efecto, la reforma ha conseguido colocar a muchos que con la 
anterior legislación hubieran permanecido en paro. Pero conviene se- 
ñalar al menos dos inconvenientes. Uno que con ello el Estado subven- 
ciona a empresas con actividades poco productivas, contribuyendo a 
que descienda el índice de productividad, el principal factor de sobre- 
vivencia en un mundo globalizado. Con esta política se crea empleo 
únicamente en actividades y servicios con productividad muy baja. La 
consecuencia es que se consolide un mercado de trabajo dual, uno al- 
tamente productivo, bien pagado y con puestos de trabajo duraderos, 
pero cada vez más reducido, y otro que va en aumento, precario, poco 
productivo, que sobrevive con las ayudas estatales. Un segundo efecto 
negativo ha empezado a detectarse en el hecho de que cuando los jóve- 
nes saben que van a terminar en este sector subvencionado con salarios 
muy bajos, pierden todo interés por calificarse profesionalmente. Otro 
efecto dañino de Hartz TV es que han aumentado los que abandonan la 
escuela sin haber obtenido el certificado correspondiente. 

Ni que decir tiene que esta reforma contó con la oposición frontal de 
los asalariados, obligando a la coalición verde-socialdemócrata a convo- 
car elecciones anticipadas que, contra todos los pronósticos que vaticina- 
ban una enorme derrota, sorprendentemente perdió por una escasísima 
diferencia. Lo más significativo es que los gobiernos que se atreven a 
reformar la seguridad social, por precavidos que se muestren, pierden las 
próximas elecciones, como ocurrió en la Francia de Jospin. De ahí que el 
modelo bismarckiano de seguridad social, por mucho que represente una 
carga cada vez más pesada, de hecho permanece encallado. 


ENVEJECIMIENTO DE LA POBLACIÓN 


El hecho incontestable es que se han desplomado las coordenadas socia- 
les, dentro de las cuales se había desarrollado el Estado social, producto 
de una sociedad industrial, que había alcanzado el pleno empleo, al de- 
mandar mucha mano de obra no cualificada, pero étnica y culturalmente 
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homogénea, predominantemente masculina, con un solo tipo de familia, 
la nuclear, relativamente estable, que excluía del mercado de trabajo a 
una buena parte de las mujeres. Son rasgos de la llamada «sociedad in- 
dustrial» que está desapareciendo a gran velocidad, desplazada a otros 
continentes. Justamente, cuando el trabajo se había convertido en un 
bien escaso, en el mercado laboral se ha integrado un número creciente 
de mujeres que en los años cincuenta y sesenta aún cupo retener en casa 
al cuidado de los hijos. 

Mientras que en el «primer mundo» el número de nacimientos des- 
ciende casi a la mitad de los que serían necesarios para mantener constan- 
te la población (21 nacimientos por cada 100 mujeres), un nivel de vida 
mucho más alto y los avances de la medicina han causado que la pobla- 
ción viva mucho más tiempo, alcanzando una media de ochenta años. En 
1900, en Alemania la población de hasta los veinte años representaba 
el 44% del total, mientras que hoy es el 20%; en cambio, los mayores de 
sesenta años que en 1900 eran el 8% superan hoy el 25%. El horizonte 
de vida creció en este plazo para las mujeres de 48 a 82 años y para los 
hombres de 45 a 76. A comienzos del siglo XX en España la esperanza de 
vida al nacer era de 35 años para ambos sexos y hoy es de 77% para los 
hombres y 83% para la mujer. En Europa la población de más de sesenta 
años supera a la que tiene menos de quince. Importa subrayar que la baja 
natalidad está en conexión directa con la crisis de la familia nuclear, a su 
vez relacionada con el trabajo de la mujer fuera de casa. En Alemania, la 
natalidad ha descendido desde una media de cinco hijos por mujer a fina- 
les del xIxX a 1,5 en la actualidad; en España es todavía más baja, el 1,3. 
Del descenso de la natalidad y del rápido aumento del horizonte de vida 
resulta la nueva pirámide demográfica, a la que se suele aludir como uno 
de los factores principales de la vulnerabilidad creciente del Estado social. 
Constituye un proceso irreversible que va en aumento. Para que cambiase 
de dirección la natalidad tendría que subir del 1,3% actual al 6%. 

La opinión dominante, al menos en los medios oficiales, es que úni- 
camente la inmigración podría garantizar la viabilidad del sistema de 
pensiones, una de las columnas básicas de la seguridad social. Aparte 
de otros intereses menos confesables, vinculados a los beneficios a cor- 
to plazo, como abaratar el precio del trabajo, que para las empresas 
supone la inmigración, si se insiste en lo mucho que los inmigrantes 
aportan a la natalidad, a la hacienda, y en particular a la seguridad social, 
exagerando los beneficios que traerán en el futuro, se debe al intento 
de compensar de algún modo el impacto negativo, tanto en los salarios, 
como en la estabilidad del empleo, que la inmigración ocasiona en el 
mercado de trabajo. A los perjudicados se les quiere convencer de que, si 
ahora compiten con los recién llegados, un día tendrán que agradecer- 
les que puedan cobrar las pensiones. Sin la inmigración una población 


383 


CRISIS Y DECLIVE DEL ESTADO SOCIAL 


activa cada vez más exigua no podría sostener a un número creciente 
de jubilados, que además viven más tiempo. 

Empero de la amplísima literatura disponible sobre el efecto de la in- 
migración sobre las pensiones no cabe deducir sin más que sea la única, ni 
tal vez la mejor solución, para salvar las pensiones en el futuro. Tampoco 
la mayor recaudación fiscal —cierto, los inmigrantes legalizados pagan 
impuestos— compensa a medio plazo el gasto añadido en educación y 
sanidad que origina la inmigración, máxime si se lleva a cabo una polí- 
tica generosa de reagrupación familiar, tal como reclama la noción más 
elemental de los derechos humanos. Además de que la natalidad de la 
población inmigrante desciende con el tiempo que resida en la nueva pa- 
tria de adopción y que los inmigrantes también envejecen, incrementando 
el gasto futuro en pensiones, la objeción principal es que la cantidad de 
inmigrantes que sería necesaria para invertir la relación de trabajadores 
en activo y pensionistas en los dos próximos decenios, supera con mucho 
la cifra de extranjeros que los europeos estarían dispuestos a soportar. 
Pese a lo que interesadamente se suele decir sobre la incidencia de la 
inmigración sobre las pensiones, su efecto real es muy de segundo orden. 
La conclusión que se impone es que el modelo actual de pensiones a la 
larga resulta inviable, pero ello no anuncia inexorablemente un cataclis- 
mo social, sino tan sólo la necesidad de cambiarlo. Por suerte el futuro 
del Estado social no depende de la relación entre población activa, en 
rápido descenso, y número de jubilados, en veloz ascenso, distancia que, 
si no ocurren catástrofes imprevisibles, seguirá aumentando. Lo decisivo, 
en todo caso, es que siga creciendo la productividad, gracias a las nuevas 
tecnologías y a un nivel educativo cada vez más alto. 

Un estudio muestra que en los mayores de cincuenta años no dis- 
minuye la productividad en actividades en que cuenta la experiencia y 
la capacidad verbal’. En actividades científicas en que vale sobre todo la 
experiencia acumulada, la edad puede incluso resultar un factor posi- 
tivo. La fuerza física, esa sí que decrece con la edad, pero cuenta cada 
vez menos, con lo que la capacidad de realizar tareas productivas se 
conserva a edad avanzada. La dificultad radica en que mientras aumen- 
ta la edad en la que cabe trabajar con provecho disminuye la oferta de 
trabajo asalariado, algo que afecta a todas las edades, pero en especial 


3. «Reducción de la productividad a edades más avanzadas son especialmente sig- 
nificativas en tareas consistentes en resolver problemas, aprender y reaccionar con rapi- 
dez, mientras que en trabajos en los que son importantes la experiencia y las habilidades 
verbales, las personas mayores mantienen un nivel relativamente alto de productividad» 
(V. Skirbekk, «Age and Individual Productivity: A Literature Survey», Max Planck Institut 
für Demographische Forschung, http://www,demogragr.mpg.de/wp-2003-028. El artí- 
culo contiene una amplísima bibliografía). 
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a los mayores. Para este sector de la población hay que abrir nuevas 
formas de colaboración, que muchas de ellas habrá que establecer fuera 
del mercado de trabajo. 

La reducción de la etapa de actividad laboral —se hace más largo el 
período de preparación profesional y tiende a adelantarse la jubilación, 
dejando más años de ocio en buenas condiciones físicas y mentales— se 
debe a que el primer tranco se hace indispensable para lograr personas al- 
tamente cualificadas, sin las que no cabría aumentar, ni siquiera mantener, 
la productividad, y el segundo está directamente ligado a la escasez cre- 
ciente de trabajo asalariado. En 1900 la jubilación era a los setenta años, 
edad a la que muy pocos llegaban, con una perspectiva de vida a lo más 
de dos o tres años. Hoy la mayor parte de la población europea se jubila a 
los sesenta y cinco años con un horizonte de vida de casi veinte años más. 
Lo más llamativo, en particular en Italia y Francia, es que según ha ido 
aumentando el horizonte de vida, ha descendido la edad de jubilación. Los 
mayores de cincuenta años que se quedan sin empleo son incolocables, a la 
vez que las empresas tratan de deshacerse de los más viejos, encontrando 
en las jubilaciones anticipadas la solución ideal que contenta a empleados 
y sobre todo a empleadores, porque los costos recaen a menudo en la 
seguridad social, y otras veces porque resulta más barato indemnizar a los 
despedidos que mantenerlos en puestos de trabajo que ya no se necesitan. 
El rejuvecimiento de las plantillas sirve también para adelgazarlas. 

Mientras la tendencia sea a que disminuya el trabajo asalariado, no va 
a cambiar la expulsión de los más viejos del mercado laboral, a pesar de 
los altos costos que representa para la seguridad social. Son vanos los es- 
fuerzos del legislador por ampliar la etapa activa, retrasando la jubilación. 
Para remediar la situación sólo cabría, por un lado, cambios profundos en 
la seguridad social —el modelo de finales del siglo XIX que se expandió 
en el XX ya no sirve— y, por otro, aprovechar la experiencia y energía de 
los jubilados en tareas útiles. El que, al margen del mercado de trabajo, se 
vaya fortaleciendo un campo alternativo de actividades que redundan en 
beneficio de la sociedad, no sólo es imprescindible para que un sector cre- 
ciente de la población esté ocupada con sentido, sino también para con- 
solidar el ritmo de crecimiento de la productividad que para mantener el 
actual nivel de vida precisa la nueva sociedad que se está configurando. 

Cabe muy bien que un número muy pequeño de productores, como 
ya ocurre en la agricultura, baste para abastecer a una población de para- 
dos y jubilados en rápido aumento. Cierto que no tenemos asegurado el 
nivel de vida alcanzado, al depender de cómo resolvamos el aprovisio- 
namiento energético, y sobre todo de la forma en que se distribuya la 
renta nacional. Si se lograse aumentar la riqueza y además se repartiese 
mejor, en principio, no habría problema para sostener con una pequeña 
población activa a un número creciente de jubilados con un horizonte 
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de vida mucho más largo. Si, en cambio, disminuyera sensiblemente la 
productividad, o bien la renta nacional se concentrase en una delga- 
dísima capa social cada vez más rica, no habría otro remedio que des- 
montar el Estado social, pero bien entendido que ello traería consigo 
conflictos de tal envergadura que afectarían a la seguridad de los sec- 
tores privilegiados, lo que para ellos también resulta poco aconsejable. 
Aunque por ahora parece que predomina un progresivo desmontaje del 
Estado social, el afán de estabilidad que caracteriza a las clases privile- 
giadas tal vez ponga término a esta tendencia, pero no sería la primera 
vez que una clase dominante se comporta de tal forma que contribuya 
de manera decisiva a su desaparición. 

Una buena parte del gasto social se concentra en las pensiones y pro- 
bablemente así continuará en el futuro. Por razones elementales de equi- 
dad social, pero también porque los jubilados son una parte importante 
de los consumidores y del electorado, las pensiones seguirán acoplándose 
a la inflación y al precio del trabajo, eso sí, cargando sobre el presupuesto 
una parte creciente de este gasto. Qué parte de las pensiones provendrá 
de lo acumulado por el recipiente en los años de trabajo y cuál caerá 
sobre la hacienda pública seguirá siendo la cuestión principal en litigio, 
así como el tema hoy tan debatido de si las pensiones han de gestionarse 
directamente por el Estado, o sólo de acuerdo con las pautas que prescri- 
ba, o bien, una parte creciente la pudiese gestionar instituciones privadas. 


LA POLÍTICA SANITARIA 


La política sanitaria ocupa, y seguirá ocupando en el futuro previsible, 
una posición central, tanto por el número creciente de personas que reci- 
ben estos servicios, como por los muchos puestos de trabajo que requiere 
su funcionamiento. Las sociedades europeas de nuestro entorno con el 
nivel de vida alcanzado no pueden permitirse que nadie quede sin los 
cuidados médicos indispensables. No faltan los que incluso los consi- 
deran un derecho fundamental de la persona, principio que lleva, allí 
donde todavía no se haya implantado, a la universalización de las pres- 
taciones sanitarias, con una mayor demanda de parte de una población 
mejor educada y, por tanto, más consciente de todo lo relacionado con 
la salud, pero sobre todo más envejecida. El aumento del número, y 
sobre todo la proporción de septuagenarios y octogenarios en el con- 
junto de la población, es uno de los factores —habrá que mencionar 
otros— que llevan a que el gasto sanitario crezca sin parar. 

Suena a paradoja que una sociedad con un nivel de vida cada vez más 
alto y, por tanto, mucho más sana, exija más servicios sanitarios, aunque 
ello sea perfectamente explicable. La demanda crece con el nivel de vida, 
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hasta el punto de que el gasto sanitario se ha convertido en uno de los 
índices más claros del grado de bienestar de una sociedad. Si se hun- 
diera el alto nivel de vida de que hoy gozamos hasta el punto de incidir 
negativamente sobre la salud, una sociedad más pobre y, por tanto, más 
enferma, tendría menos y peores servicios sanitarios. A nivel de vida 
más alto, mejor salud, pero también mayor demanda sanitaria, corres- 
pondencia que no pone en tela de juicio el hecho de que se no hayan to- 
mado en consideración otros caracteres de las sociedades más avanzadas 
que elevan los costos sanitarios, como son el estrés de la vida urbana, o la 
tendencia a somatizar los conflictos personales, incluso los sociales, amén 
de otros riesgos de la sociedad del bienestar, como el que la desnutrición, 
todavía la causa principal de mortalidad en el África subsahariana, haya 
sido sustituida por la obesidad y el sedentarismo, con todas sus secuelas 
patológicas, desde la cardiopatías a los accidentes cerebrovasculares, así 
como el tabaquismo, el alcoholismo y en general la drogadicción, propios 
de la sociedad del consumo, que contribuyen de manera importante al au- 
mento del gasto sanitario. En el futuro habrá que tener también en cuenta 
el impacto del cambio climático sobre los recursos hídricos, cada vez más 
escasos, o sobre la biodiversidad, de cuya rápida disminución las moder- 
nas técnicas de producción agropecuaria son altamente responsables. 

La salud, como ocurre con la educación, no sólo son bienes que 
conciernen a cada individuo en particular, sino que tienen una dimen- 
sión pública, en cuanto el «capital humano», el factor determinante del 
crecimiento económico, depende de la salud y de la capacidad intelec- 
tual y moral de la población. Esto garantiza que el Estado siga ocupán- 
dose de ambas, aunque el impacto de la sanidad sobre el crecimiento 
económico tal vez sea mayor que el de la educación. Se ha comprobado 
que la relación entre gasto sanitario y crecimiento económico puede 
cifrarse entre un 16 y un 27%, mientras que la repercusión de la edu- 
cación sobre el crecimiento económico es tan sólo de un 3%. La razón 
está en que una buena salud eleva la productividad de los ya empleados, 
mientras que el nivel educativo, si bien favorece el que se coloquen los 
mejor preparados, no es determinante de la creación de empleo. Con 
un grado de productividad alto, desciende el número de los que pueden 
colocarse, aunque estén mucho mejor preparados. 

La cuestión permanentemente abierta es la de financiación de la sa- 
nidad. En 2008 el gasto sanitario de la Europa de los Quince representa 
el 8,5% del PIB, y en los nuevos miembros de la Europa del Este, el 
5,8 %*. En España el gasto sanitario se duplicó en el período de 1995 
a 2004, y se ha incrementado en un 16% hasta el 2006. Un aumento 


4. En 2006, el gasto sanitario en Francia representaba el 11,1% del PIB; en Ale- 
mania, el 10,6%; en Bélgica, el 10,4%; en Portugal, el 10,2%; en Austria, el 10,1%; en 
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debido a la inmigración (cuatro millones y medio), a la universaliza- 
ción de los servicios sanitarios, a los elevados costos de los medicamentos, 
que representan el 25% del gasto sanitario, y al enorme desembolso que 
exigen las nuevas tecnologías médicas. También empieza a percibirse 
un aumento del costo sanitario por la ampliación de los servicios a una 
medicina preventiva, que en un futuro cercano sufrirá el impacto de una 
genómica cada vez más individualizada. La moderna medicina molecular 
asocia algunos genes a la mayor probabilidad de padecer una determinada 
enfermedad (cáncer, diabetes, enfermedades cardiovasculares o neurode- 
generativas), aunque, hasta que no se extiendan las técnicas de manipu- 
lación genética capaz de modificar o eliminar los genes que se conside- 
ren causantes de estas enfermedades, poco se puede hacer para evitarlas. 

¿Quién puede hacerse cargo de un gasto de tal tamaño y además en 
rápido aumento? La política sanitaria, en un sentido estricto, gira en 
torno a un solo tema: cómo financiar un gasto creciente, empezando por 
disminuir la tasa actual de su incremento, lo que obliga a replantear los 
modos heredados de financiación. Hasta ahora tres han sido los princi- 
pales. El sistema Bismarck, que se basa en las cotizaciones de empleado- 
res y beneficiarios; el sistema Beveridge, que universaliza los servicios 
sanitarios a cuenta del Estado, y un sistema mixto en el que se mezclan 
ambas formas de financiación, que hoy es el más frecuente. Pese a las mo- 
dificaciones en distinta dirección que se han emprendido, importa dejar 
muy claro que por lo general han contribuido a diferenciar una medicina 
privada de otra en la que se combina el seguro con aportaciones del pa- 
ciente para algunos servicios o medicamentos, de una tercera, meramente 
asistencial, aunque cada vez más reducida, para la población con menores 
recursos. En vez de una mayor cohesión social, a la que se apela para 
justificar las reformas, el resultado está siendo que aumenta la distancia 
entre las distintas clases sociales en el tratamiento sanitario. 

A nadie se le oculta la necesidad de poner en marcha modelos asis- 
tenciales más efectivos, reduciendo sensiblemente los costos, cuadratura 
del círculo que exige cambios básicos en los sistemas establecidos. Llevar 
a cabo las reformas indispensables requiere no desatender los intereses 
básicos de los distintos sectores: para los pacientes, libre accesibilidad, sin 
larguísimas listas de espera, con cuidados médicos satisfactorios; para el 
personal sanitario, que su número sea el adecuado, con una buena prepa- 
ración y razonablemente bien pagado. La reforma de la sanidad es una de 
las cuestiones más litigiosas, y continuará siéndolo en un futuro cercano, 
al depender los resultados electorales en buena medida, tanto del nivel y 
calidad del empleo, como del funcionamiento de la sanidad. 


Dinamarca, el 9,5%; en Holanda, el 9,3 %; en Italia, el 9%; en España y el Reino Unido, 
el 8,4% (OECD, Health Data, junio de 2008). 
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Para disponer de los recursos imprescindibles es preciso empezar por 
desmontar las posiciones de monopolio de la industria farmacéutica, que 
se lleva la parte de león en el gasto sanitario. Algo que muestra la fuerza 
de la industria farmacéutica, pero no necesariamente la calidad de la 
oferta. Un mayor control de los precios de los medicamentos sigue sien- 
do una de las fuentes principales de ahorro’. En segundo lugar, extender 
la actividad sanitaria a la medicina preventiva, un capítulo todavía poco 
desarrollado, que promete mejorar la salud de la población, reduciendo 
costos sanitarios. En tercer lugar, es cada vez más importante controlar 
el gasto de las nuevas tecnologías sanitarias, haciendo una aplicación 
prudente de ellas. No siempre una tecnología cara innovadora es ga- 
rantía de calidad, ni quedan obsoletas de repente las que se emplearon 
anteriormente. Se ha calculado que el 20% de la exploración de imagen 
no aportan datos útiles al diagnóstico y se podría reducir en un 60% de 
los gastos de laboratorio sin que ello incida negativamente en el diag- 
nóstico. Entre un 30% y un 50% de los procedimientos que se emplean 
están indicados y sólo un 20% se aplican correctamente‘. 

Para terminar conviene recalcar algo obvio y que, sin embargo, no 
suele tomarse en consideración por los destinatarios de los servicios 
sociales. Una buena política social no consiste en aumentar sin más el 
gasto, como si los déficits en educación, investigación y sanidad, por 
citar los más graves en la España de hoy, se resolvieran únicamente 
con más dinero. Sin duda se necesita más dinero y habrá que decidir 
de dónde se saca sin cuestionar los equilibrios macroeconómicos que 
son imprescindibles para seguir creciendo y que hemos asumido con 
nuestra pertenencia a la Unión Europea. La política social del futuro, 
sea como fuere la forma en que se logre desburocratizarla, tiene que 
basarse en el principio de no dar un euro sin que antes se haya presenta- 
do una remodelación del sector, que permita una política más eficiente 
y justa, una vez que haya quedado patente que se ha gastado bien el 
dinero del que se ha dispuesto. Aumentar simplemente el gasto social 
en el presupuesto del Estado es una política que se agota pronto, sin dar 
muchos frutos. Lo difícil y controvertible es fijar en qué y cómo se gasta 
el dinero. En Alemania, y no creo que sea un problema específicamente 
alemán, puede comprobarse que el aumento del gasto social no siempre 
ha estado en relación con un mayor número de servicios sociales, o con 
la mejor calidad de los servicios. 


5. Hay que decir que en los últimos años se ha logrado controlar en parte el gasto 
farmacéutico, reduciendo en casi un 10% el precio medio de los medicamentos. 

6. P. García Barreno, «Tecnología, medicina y pacientes en el siglo XXI», en La sani- 
dad en Europa, Academia Europea de Ciencias y Artes y Comunidad de Madrid, Madrid, 
2007, p. 85. 
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DEMOCRACIA Y ESTADO SOCIAL 


El Estado se ha transformado por completo en un mundo globalizado. 
En el ámbito de la seguridad o de la economía ha perdido funciones que 
antes fueron esenciales y se centra ahora en tareas, como la educación y 
la ciencia, en general en servicios sociales, en los que empezó a ocuparse 
mucho más tarde, con dificultades crecientes de financiación, al decidirse 
la política económica fuera de su ámbito. Muchos factores que determi- 
nan la vida de los ciudadanos están fuera del alcance del Estado nacional. 
Pervive únicamente integrado a una red internacional de organizaciones 
que limitan su soberanía. Una buena parte de los problemas a los que la 
humanidad tiene que enfrentarse supera con mucho las posibilidades de 
reacción de los Estados nacionales: desde los vinculados a la protección 
del medioambiente y al cambio climático, desde la desaparición de los 
bosques tropicales y agotamiento de los recursos no renovables, a los que 
provienen de la explosión demográfica, o los que se derivan del uso de la 
energía atómica, o incluso de una confrontación bélica con armamento 
nuclear, hasta inestabilidad creciente de los mercados financieros. 

Disminuye la capacidad de la sociedad civil de influir en un Estado, 
dependiente cada vez más de factores externos, que modifican sustancial- 
mente el papel de las instituciones públicas, que se ven obligadas a legiti- 
mar las exigencias impuestas desde fuera, en vez de hacer suya la voluntad 
social mayoritaria, poniendo en tela de juicio la identidad colectiva —el 
pueblo, la nación— como fuente de legitimación del poder. En todo caso, 
en su actual forma, la democracia parlamentaria encaja mejor en una idea 
de democracia liberal, preocupada casi exclusivamente de defender al 
individuo de la intervención del Estado, que en la democracia social que 
recurre al Estado para corregir las desigualdades crecientes que origina el 
mercado. Esta última sólo parece factible en un Estado nacional, en el que 
cohesión social y solidaridad son conceptos aplicables. La política social 
de la época dorada trataba de corregir las deficiencias del mercado; la 
nueva política social que imponen las condiciones internacionales, en vez 
de protección ante al mercado, pretende que nos acoplemos a sus condi- 
ciones. Se considera ciudadano pleno al que participa como productor y 
como consumidor, doble participación en el mercado laboral y en el de 
consumo en que se concreta la libertad, entendida tan sólo como bienes- 
tar. Pero ¿qué hacer cuando un desempleo creciente se revela el carácter 
dominante del nuevo orden social globalizado? 

El Estado social se desarrolló junto con el Estado democrático, des- 
plegando un modelo de democracia representativa, directamente ligada 
al Estado nacional. Se tiende a sustituir el concepto étnico de nación por 
el de demos, el conjunto de la población, sea cual fuere origen racial o 
cultural. Para que un Estado sea legítimo, entendida la legitimidad en el 
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sentido que le dio Max Weber, como la disposición a obedecer a la auto- 
ridad estatal, es preciso que los ciudadanos se reconozcan mutuamente 
como dignos de confianza y no indiferentes a lo que les ocurra a los de- 
más. La democracia reposa sobre el Estado nacional en el sentido de que 
sus ciudadanos se consideran dignos de confianza, a la vez que solidarios. 
Los regímenes autoritarios se basan en el principio de desconfianza: el 
Estado ejerce un control estricto sobre los súbditos para evitar que le en- 
gañe; por el contrario, la confianza y la solidaridad son los dos principios 
constitutivos de la democracia sobre los que se levanta el Estado social y 
ambos principios no son trasladables al ámbito internacional, ni siquiera 
al comunitario. El déficit constitutivo de la Unión Europea es no poder 
convertirse en una democracia, precisamente porque no existe un demos 
europeo que reconociese los principios de confianza y solidaridad. La 
integración que se ha impuesto es la negativa, eliminación de obstáculos 
al desarrollo libre de la economía, que conlleva la destrucción progresiva 
del Estado social, pero nos alejamos cada vez más de la integración po- 
sitiva con instituciones sociales y políticas comunes, que harían factible 
un Estado social de dimensión europea. 

La globalización ha acabado con uno de los rasgos más propiamente 
europeos, la capacidad de domesticar al capitalismo, con una regulación 
que permita que cree riqueza pero que no se extralimite en un proceso de 
desigualdad incontenible. Este capitalismo salvaje que retorna a partir de 
los ochenta trae consigo desempleo y pobreza que llevan a un descrédito 
creciente de la democracia. ¿Cuál podrá ser el futuro de la democracia 
en las nuevas condiciones que impone un mundo globalizado? ¿Cuál el 
destino del Estado social, cuando la democracia, tal como la conocemos, 
se ve desprendida del tipo de Estado que en otro tiempo la sostuvo? La 
respuesta que parece más oportuna, un modelo cosmopolita de democra- 
cia, que tenga como sujetos libres e iguales a los Estados, tal como la que 
concibió Kant a finales del siglo xvm, en las condiciones actuales no tiene 
la menor posibilidad de avanzar en la realidad. En la sociedad a menudo 
nos topamos con la aporía de que la solución razonable es la única que no 
parece factible, manteniéndonos en la línea intransitable de lo utópico, 
que es aquella que no podemos eliminar ni tampoco sobrepasar. 

Democracia y Estado social dependen la una del otro. El debilita- 
miento del Estado social comporta una mayor fragilidad de la demo- 
cracia, así como el desplome del Estado social supondría el fin de la 
democracia, al menos tal como la entendemos en Europa. Mientras 
los pueblos puedan votar libremente tratarán de desbancar del poder 
a los gobiernos que aceleren el desmontaje del Estado social, pero, sin 
cambiar de contexto, tampoco podrán aguantar mucho tiempo los pre- 
siones de todo tipo para que actúen en esta dirección. La invención 
de un nuevo tipo de Estado social se basa en el mismo supuesto que 
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sostiene a la democracia, a saber, que los ciudadanos se autogobiernan 
mejor por sí mismos que dirigidos desde arriba por la voluntad de una o 
de un grupo de personas. La democratización de nuestras instituciones 
es la base imprescindible para la creación de un nuevo tipo de Estado 
social desburocratizado, la única alternativa que cabe concebir. 

Cierto que nada habla a favor de avances importantes en nuestras 
democracias, cada vez más frágiles por la atomización individualista, que 
impide se establezcan vínculos sociales, no mediatizados por el mercado. 
El ciudadano, convertido en consumidor, se limita cada vez más al ám- 
bito del consumo, esperando menos del Estado y de las demás instancias 
sociales. Debilitadas las redes intermedias (familia, vecindad, empresa), 
nos iremos acostumbrando a luchar solos por la sobrevivencia, situación 
que poco a poco iremos aceptando como un destino inexorable. Ideoló- 
gicamente se subrayarán las ventajas y se ocultarán las desventajas, que 
al fin y al cabo, en la forma más dura atañen sólo a un tercio de la pobla- 
ción. De no producirse una rebelión social —que es posible, aunque por 
ahora parece poco probable— a mediano plazo se divisa un lento des- 
montaje del Estado social, una mayor privatización de algunos servicios 
y tal vez un renacer de organizaciones de autodefensa y protección que 
configuren a la larga nuevas formas públicas de acción social. 

Este pronóstico, que nada tiene que ver con mis deseos, no implica la 
tesis de que nada sea ya modificable, porque con la economía capitalista 
de mercado y con la democracia representativa habríamos llegado al fin 
de la historia, en el sentido de que todo lo que ocurra ha de suceder den- 
tro de estos parámetros. De ningún modo pienso que el capitalismo sea 
para siempre, ni que sean inmodificables las formas básicas de nuestras 
democracias, aunque hemos aprendido en la propia carne que algunos 
modelos alternativos pueden ser aún peores. Las civilizaciones son mor- 
tales, y nadie sabe lo que nos depara, incluso un futuro cercano. La incer- 
tidumbre es el único carácter seguro para definir a nuestro tiempo. Pero 
la lectura que cabe hacer de tanta perplejidad, no es nada tranquilizadora. 

Acoplar la política social a la nueva situación interna y externa de la 
Europa comunitaria se muestra una tarea, no sólo muy discutida, sino 
también muy discutible, ya que el enorme incremento de productivi- 
dad que caracteriza a las nuevas tecnologías en un encuadramiento so- 
cioeconómico muy distinto del que ahora tenemos permitirá soluciones 
muy distintas de las que hoy se manejan. En todo caso, mientras que al 
poder se llegue con el voto de la mayoría, es muy difícil que cuajen los 
intentos de desmontar por completo el Estado social. 
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Las distintas transformaciones del Estado moderno, desde la monarquía 
absoluta, en su forma de despotismo ilustrado, pasando por el Estado de 
derecho más o menos autoritario, hasta el Estado liberal parlamentario, 
han ido creando las condiciones, unas favorables, otras claramente hos- 
tiles, para que en el último tercio del siglo XIX surgiera el Estado social. 
La sociedad ha evolucionado a la vez que el Estado, de modo que a partir 
de las primeras formas de capitalismo comercial —siglos XIV al XVIlI—, 
superados los últimos residuos feudales, a comienzos del XIX empieza 
una nueva fase de capitalismo industrial que ha acabado en nuestros días. 
El capitalismo industrial sustituye por dos nuevas clases, la burguesa (co- 
mercial, financiera e industrial) y la obrera, ocupada en la minería y la 
industria, la vieja sociedad tripartita del «antiguo régimen», formada por 
una aristocracia terrateniente que incluye la alta jerarquía eclesiástica y 
que monopoliza el poder político y económico, un campesinado sub- 
yugado, cuya mayor parte vive en la miseria, y débiles sectores medios 
(artesanos, comerciantes, profesionales). 

Nada se entiende sin el binomio Estado/sociedad que resulta de la 
centralidad unificadora que impone el poder. El Estado concentra todo 
el poder y la sociedad está formada por el conjunto de individuos igua- 
lados por el hecho de carecer todos de poder, que antes algunos disfruta- 
ban según el rango ocupado. Ante el Estado todos son formalmente igua- 
les, pero lo son únicamente desde el principio de legalidad. El Estado, 
como factor igualador, es a la vez el soporte del derecho que legitima las 
demás desigualdades de riqueza, actividad profesional, posición social, 
y un largo etcétera. 

Pese a la igualdad formal que impone la ley, con el ulterior desplie- 
gue del capitalismo aumentan las desigualdades reales. Se comprende 
que los sectores sociales más perjudicados exijan cada vez con mayor 
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contundencia, si no la supresión, al menos la limitación de las desigual- 
dades, pero la eficiencia del orden productivo demanda una mayor di- 
visión del trabajo, que a su vez implica mayor jerarquización de las dis- 
tintas funciones, algo que no encaja en el principio de igualdad formal 
o jurídica que caracteriza al Estado moderno. Por un lado, todos somos 
iguales ante el Estado, en cuanto que el derecho, una de las columnas en 
que se apoya, garantiza esta igualdad formal, pero, por otro, la división 
del trabajo, fundamento último del sistema productivo, lleva consigo 
que las desigualdades aumenten. Cierto, que con el «antiguo régimen» 
se hundieron los fundamentos en los que se sostenían la desigualdad 
política, jurídica y social. La igualdad ante la ley, que bastante tardía- 
mente, ya en el siglo XX, trajo consigo la igualdad política —cada ciuda- 
dano un voto— en que desemboca la democracia representativa, choca 
con una desigualdad creciente en riqueza, cultura, acceso a las posiciones 
más elevadas. Para reaccionar ante esta divergencia —igualdad formal, 
desigualdad real creciente— dos fueron las respuestas. 

Una primera aspiró a implantar una sociedad igualitaria que su- 
primiera, no sólo las diferencias de clase, sino incluso su último fun- 
damento, la división del trabajo. En El Estado y la Revolución (1917), 
Lenin describe la última fase de la construcción del comunismo como 
aquella en la que se habría alcanzado la igualdad plena. No sólo ha- 
bría desaparecido la oposición trabajo corporal/trabajo intelectual, algo 
que hoy ya casi se ha logrado en las sociedades más avanzadas, sino que 
«todos habrán aprendido por sí mismos a dirigir la producción», elimi- 
nando jerarquías en el proceso productivo, así como, al estar también 
todos cualificados para participar en la administración de lo público, se 
eclipsaría la distinción entre gobernantes y gobernados, de modo que 
por fin se podrá hablar de democracia en el sentido fuerte de «gobierno 
del pueblo», es decir, aquel en el que todos gobiernan!. El Estado se ha 
disuelto por consunción en una sociedad sin clases, por fin plenamente 
igualitaria, en la que ha desaparecido, junto con la división del trabajo, 
la distinción entre gobernantes y gobernados. 

Muy pocos piensan hoy que esta concepción radical de democracia, 
sólo concebible en un sociedad plenamente igualitaria, sea algo más que 
una ilusión inalcanzable, sustentada en el pensamiento utópico de sello 
rousseauniano. Empero, Rousseau sabía que la democracia así entendi- 
da era inalcanzable; su diseño servía únicamente de modelo ideal para 
juzgar las distintas formas de organización política que fueran surgien- 
do. Lenin, en cambio, estaba convencido de que un día se llegaría a la 
democracia plena igualitaria. Ahora bien, el «colectivismo estatalista» 


1. V.I. Lenin, Staat und Revolution, en Ausgewählte Werke IL, Dietz, Berlin, 1959, 
pp. 235-237. 
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que implantó la «dictadura del proletariado» desde un principio mar- 
chó en sentido contrario, ahondando las diferencias entre los de arriba 
(«nomenclatura») y las grandes masas. Cierto que entre estas últimas sí 
se logró una igualdad real, pero al altísimo precio de haber suprimido 
las libertades más elementales: todos igualmente esclavos, con niveles 
de vida muy bajos. La supresión de la iniciativa individual, condición 
indispensable para alcanzar la mayor igualdad, frenó el desarrollo de las 
fuerzas productivas, sin poner en cuestión por ello la división del trabajo, 
que siguió fomentando las mayores desigualdades entre los que detentan 
el poder —los cuadros altos y medios del partido— y la inmensa mayoría 
de la población. 

La segunda respuesta fue el Estado social, entendido como un com- 
promiso entre la igualación formal y la desigualdad real. El capitalismo 
se ha distinguido, tanto por una productividad en rápido aumento, como 
por fomentar una desigualdad creciente que se ha visto compensada in- 
cluso en los sectores sociales inferiores con niveles de vida cada vez más 
altos. Una alta capacidad productiva posibilitaba que en caso de acciden- 
te, enfermedad, desempleo o vejez se pudieran satisfacer las necesidades 
básicas de la población. Más aún, la segunda mitad del siglo Xx puso de 
relieve que el capitalismo necesita del Estado social para seguir existien- 
do, hasta el punto de que capitalismo y Estado social se han fusionado 
en una simbiosis —«economía social de mercado»— de la que los euro- 
peos se sienten orgullosos y pocos conciben que en un futuro previsible 
pueda desaparecer. 

Confío en que el lector que haya recorrido las páginas de este libro se 
haya convencido de algo que considero esencial, a saber, que en el mismo 
proceso en que se ha ido constituyendo el Estado, desde la Monarquía 
absoluta al Estado liberal parlamentario, se han ido desplegando los ele- 
mentos propios del «Estado social», que se inaugura en el último tercio 
del siglo XIX, aunque, como Estado de bienestar, se expanda y consolide 
en la segunda mitad del Xx. La crisis de este modelo en el Reino Unido en 
los años setenta del siglo pasado, en algunos países, como Alemania, en 
los ochenta, en otros, incluso en los noventa, como es el caso de Suecia, 
lleva a regresar al modelo original del Estado social. El lector recordará 
la diferencia entre «Estado de bienestar» que se levanta sobre una socie- 
dad que, con un crecimiento ininterrumpido del PIB, ha conseguido el 
pleno empleo, y el «Estado social», que oscila entre períodos de mayor 
o menor crecimiento, conviviendo con un desempleo que ronda, a veces 
incluso supera, el 10% de la población activa. 

La última parte del libro se ha dedicado a la crisis creciente a partir de 
los años noventa del Estado social, tratando de desentrañar los factores 
que la han desencadenado. La rápida internalización de las economías 
(globalización) ha traído consigo, por un lado, una profunda transfor- 
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mación del Estado nacional, al perder competencias que hasta hace poco 
se consideraban fundamentales, sobre todo en los países que se han ad- 
herido a la Unión Europea, y, por otro, una gran movilidad, no sólo 
de capitales y mercancías, sino también de mano de obra. Las fronteras 
estatales han perdido gran parte de su anterior solidez y no sirven ya para 
impedir los grandes movimientos migratorios que nadie duda de que irán 
en aumento. Los cambios que impone la globalización en las instituciones 
y en la sociedad inciden directamente sobre la política social que continúa 
siendo competencia exclusiva de un Estado que se ha visto despojado 
de algunas de sus competencias económicas básicas, lo que hace que los 
modelos establecidos de política social a medio plazo sean insostenibles. 

En este punto parece existir un amplio consenso: el Estado social, 
tal como lo conocemos, no logrará sobrevivir mucho. Cuando había 
escrito los capítulos dedicados a los factores con los que en un futuro 
previsible habría que contar para dirimir en sus grandes rasgos el nuevo 
tipo de Estado social, me di de bruces con la mayor crisis económica 
desde los años treinta. Se interpuso un factor determinante que, no por 
esperado, ha dejado de cogernos por sorpresa. Al comenzar el 2010 
seguimos sin saber cuál será la evolución de la crisis, y sobre todo, qué 
aspecto tendrá el mundo a su salida. Para ser más conscientemente es- 
cépticos, libres de falsas ilusiones, conviene repasar las muchas noticias 
que en los años treinta del siglo pasado anunciaban la pronta salida 
del túnel, hasta que el estallido de la guerra en septiembre de 1939 
transformó la crisis en una tragedia de dimensiones planetarias. Sin la 
confrontación que marcó aquel decenio entre el capitalismo, remode- 
lado por el fascismo, y el «colectivismo estatalista», nada indica que 
ahora pudiera ocurrir algo parecido, pero, ante los continuos anuncios 
de que ya ha pasado lo peor, no cabe tampoco eliminar los pronósticos 
más catastrofistas. Seguimos sin saber en qué estadio de su evolución se 
encuentra la crisis actual, aunque todos participan en la opinión de que, 
una vez superada, el mundo con el que antes o después nos encontre- 
mos, será muy distinto del actual. Entre los enormes cambios que nos 
esperan habrá que contar los que sufrirá el Estado social. 

Impelidos por la crisis a hacernos cargo de lo que nos espera, se im- 
pone un hecho fundamental de cuyas consecuencias empezamos ahora 
a ser plenamente conscientes: el futuro ha perdido la diafanidad que 
todavía le atribuimos en un pasado reciente. En la sociedad tradicio- 
nal precapitalista en la que las instituciones básicas se consideraban 
definitivamente establecidas, el futuro no difería sustancialmente del 
presente, ni éste del pasado. Habrían de durar siempre la Iglesia («las 
puertas del infierno no prevalecerán contra ella»), la Monarquía, como 
la forma definitiva de organización política, y la sociedad estamental 
con sus diferentes rangos. El futuro incierto que preocupaba era el in- 
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dividual, amenazados todos con una muerte repentina, o con cambios 
súbitos de la fortuna, a menudo debidos a catástrofes naturales, malas 
cosechas con las hambrunas subsiguientes, o epidemias que, como la de 
la peste, originaban una gran mortandad. Se daba por descontado que el 
orden que rige, desde el cósmico al social, permanecería incólume; en 
cambio, nada más incierto y efímero que el destino de cada uno. 

La Modernidad ilustrada descubre el futuro como aquella dimensión, 
que siendo en sus grandes trazos distinta del presente, sin embargo, sería 
cognoscible. Desde el pasado entendemos el presente, que a su vez prefi- 
gura lo que puede, pero también lo que en ningún caso puede acontecer. 
Siendo el futuro distinto del presente —la idea del progreso lo considera 
incluso mejor— habría perdido, sin embargo, parte de su opacidad. Henri 
de Saint-Simon, el fundador de la sociología y del socialismo, piensa que 
las instituciones sociales han de acomodarse a los conocimientos, y según 
éstos van progresando, se producen nuevos desfases en un proceso que 
tiene su propia lógica, del que cabe extraer leyes objetivas en la marcha 
de las sociedades. Conocer las que actuaron en el pasado permite prever 
el futuro, ya que 


[...] todas las cosas que han ocurrido y todas las que ocurrirán forman 
una sola serie, de la que los primeros términos constituyen el pasado, 
y los últimos, el futuro. El estudio de la marcha seguida hasta hoy por el 
espíritu humano nos revelará los pasos útiles que quedan por dar en la 
carrera científica y en la ruta hacia la felicidad?. 


El conocimiento del futuro vinculado con la idea del progreso se 
concreta en la idea de un perfeccionamiento continuo de la humanidad. 
El saint-simonismoniano Marx trató también de fundamentar una cien- 
cia social que enunciara leyes objetivas del desarrollo de las sociedades, 
no sólo independientes de las intenciones de los humanos, sino incluso 
determinantes de su conciencia, con el propósito de conocer en qué direc- 
ción irían los acontecimientos que llevarían a un nuevo orden social. El 
marxismo ofrecía una comprensión de la historia que implicaba ya el co- 
nocimiento del futuro, el socialismo, como el camino idóneo para alcan- 
zar la sociedad plenamente igualitaria en que culminaría la historia, que 
desde este punto de vista habría que entender más bien como prehistoria. 

En cambio, en el segundo nacimiento de la sociología a finales del 
siglo XIX se insistió en la total opacidad del futuro. Émile Durkheim 
escribe: 


2. Mémoire sur la science de Phomme [1815], en Œuvres choisies, 3 vols., Bruxelles, 
1859; reimpr. Georg Olms, Hildesheim/New York, 1973, vol. II, pp. 12-13. 
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Una ciencia es un estudio que se ocupa de una porción determinada de 
lo real que trata de conocer y, si es posible, de comprender. Describir 
y explicar lo que es y lo que ha sido, es su única tarea, pero no le ata- 
ñen las especulaciones sobre el futuro, aunque su último objetivo sea 
hacerlas posibles. 


La sociología sólo tiene que ver con el presente, y si se ocupa del 
pasado, únicamente en tanto que contraste esclarecedor de lo que ha ter- 
minado por ser. Y ello porque presente y pasado son las dos únicas dimen- 
siones temporales que pueden aprehenderse empíricamente. Al reclamar 
la sociología el estatus de ciencia, el futuro que no forma parte de lo real, 
es decir, de lo aprehensible empíricamente, deja de ser de su incumbencia. 
A diferencia de los sociólogos de la primera fase fundacional, Durkheim 
se remonta a un pasado muy lejano para entender el presente, a la vez 
que por no ser una realidad tangible elimina el futuro de la preocupación 
del científico, desenganchando la sociología del socialismo. Se cae en la 
cuenta de que el futuro resulta incompatible con una ciencia empírica, 
justo cuando el orden establecido se considera ya el definitivo, lo contra- 
rio de lo que había pensado Saint-Simon, también defensor de una ciencia 
empírica, pero convencido de que a partir de las leyes objetivas que se 
comprueban en el pasado y se hacen inteligibles en el presente, cabría 
deducir a grandes rasgos lo que ocurrirá en el futuro. 

Una negación del futuro como algo distinto del pasado y del pre- 
sente subyace ya, por paradójico que parezca, en el dialéctico Hegel 
que concibe la realidad como devenir y el Espíritu como historia. Úni- 
camente al término de su desarrollo conocemos lo real, cuando es ya 
para siempre lo que realmente es. La historia se muestra inteligible al 
ocaso. No tiene demasiado sentido ocuparse del futuro en una sociedad 
en la que el orden establecido se considera ya el definitivo. La crisis hace 
patente una paradoja que a pocos extraña. Por un lado, se repite hasta la 
saciedad que el mundo que salga de la crisis poco tendrá que ver con 
el que antes conocimos, pero, por otro, desde el hegelianismo subte- 
rráneo que sigue actuando —<fin de la historia» a lo Fukuyama— no 
se concibe otro futuro que la prolongación indefinida de lo ya conse- 
guido: el capitalismo como único modo de producción y la democracia 
representativa como única forma de organización política. El mundo 
que viene será tan diferente como se quiera, pero en lo fundamental 
permanecerá sin modificación alguna. 

El futuro se muestra, por un lado, incognoscible, ya que, al no ha- 
ber tomado cuerpo, resulta empíricamente inaprensible, única forma 
científica de conocer, pero, por otro, pocos ponen en duda que, sea 


3. É. Durkheim, Le socialisme, PUF, Paris, 1992, p. 35. 
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el que fuere, transcurrirá dentro de las coordenadas definitivamente 
establecidas del capitalismo y la democracia representativa. Aparente 
contradicción que se fundamenta en que la innovación social ocurre 
dentro de la continuidad institucional. Alexis de Tocqueville puso de 
relieve que los cambios revolucionarios se insertan en la continuidad 
de las instituciones. En la Revolución francesa habría culminado el pro- 
ceso de igualación social que se origina con la Monarquía absoluta. Al 
aplastar la rebelión de la Fronda (1648-1653), arrebata a la nobleza 
sus derechos políticos y pone en marcha un proceso de acumulación 
centralizadora del poder que sienta los cimientos de la nación, enten- 
dida en su acepción revolucionaria como el soporte de la soberanía en 
manos de todos. 

Importa recalcar que la posibilidad de conocer el futuro, en que 
tanto insistió la ciencia social en su primera fase, quedó suprimida cuan- 
do dejó de ser una cuestión litigiosa, convencidos de la continuidad in- 
definida de lo existente. Tan sólo grupos marginales minúsculos siguen 
planteando la «cuestión del futuro del capitalismo», tan debatida en 
la segunda mitad del XIX y primera del Xx. Sin cesar repetimos que el 
mundo que nos espera poco tendrá que ver con el precedió a la crisis, 
pero seguimos empeñados en que, pase lo que pase, se mantendrá den- 
tro de las dos coordenadas establecidas de capitalismo y democracia 
representativa. Nuestra situación la define el hecho contradictorio de 
que el futuro permanece en la más absoluta oscuridad, a la vez que, al 
parecer, no escondería sorpresa alguna. 

La complejidad de un mundo interdependiente globalizado ha al- 
canzado tal magnitud que el futuro queda fuera de la política, tanto de 
la que encaja en el orden social establecido, como la que aspiraba a otro 
distinto. Desde el desplome del «socialismo real» pocos proponen, y 
aún menos son los que esperan un cambio total de modelo de sociedad, 
sea éste repentino por la acción revolucionaria, o gradual por un largo 
proceso de reformas democratizadoras. La complejidad de una socie- 
dad muy fragmentada, que además cada retazo se mueve en tiempos 
históricos diferentes, al no poder aprehenderse en su totalidad, suprime 
cualquier visión totalizadora de un mundo distinto, dejando a la vie- 
ja izquierda flotando en el vacío. Pero tampoco la política que asume 
como inmodificables las dos coordenadas del orden establecido puede 
ya empeñarse en llevar a cabo remiendos parciales. Se ha desplomado 
la llamada «ingeniería social», basada en una futurología que a partir de 
un diagnóstico del presente se esforzaba en adelantar pronósticos que 
de alguna manera integrasen el futuro en la política del día a día. Pero, 
al dejar de ser una categoría asequible, la política se ha visto reducida a 
ir apagando los fuegos inesperados que van surgiendo por doquier, sin 
otro objetivo que sobrevivir hasta las próximas elecciones, cuyo resulta- 
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do los partidos saben que en buena parte depende de factores externos 
incontrolables. El albur y la suerte son así los dos elementos principales 
que marcan la política realizable. 

Si se asumen estas premisas, la consecuencia que se impone es que 
no cabe contestar la cuestión central del libro: qué tipo de Estado social, 
si alguno, sucederá al que hoy se tambalea. No cabe otro remedio que 
conformarse con enumerar algunos factores que en un plazo previsible 
marcarán el ámbito de lo posible, y en algunos aspectos, tal vez incluso el 
de lo probable. Combinándolos, cabe diseñar algunos escenarios alterna- 
tivos que permitan identificar las políticas sociales que nos parezcan más 
verosímiles, conscientes del alto índice de error que comporta cualquier 
conjetura sobre el futuro. 

Elimino la hipótesis de un fin próximo del planeta que, de confirmar- 
se, suprimiría el sentido de cualquier reflexión sobre lo que nos espera en 
un futuro cercano. Entre los muchos desafíos a los que se enfrenta nues- 
tra civilización, el que a más corto plazo nos amenaza es sin duda la 
proliferación de armas nucleares, seguido de la explosión demográfica, el 
cambio climático, la escasez de agua y el agotamiento de materias primas 
de las que hoy dependemos. Las enumero en orden de mayor a menor 
importancia, consciente de que se imbrican entre sí, potenciando unas 
veces efectos negativos, otras, en cambio, contrarrestándolos. 

El peligro más próximo y directo es el de una conflagración atómica. 
Ahora que queda descartada una guerra nuclear entre las dos grandes 
potencias, ha aumentado la probabilidad de que algunos Estados me- 
dianos recurran a este armamento para resolver conflictos regionales, e 
incluso que cayese en manos de organizaciones terroristas. El Tratado de 
no Proliferación (1968) no ha impedido que siga aumentando el número 
de países con armas nucleares. No ha funcionado, ni obviamente podía 
funcionar, que unos conserven el arsenal nuclear y a otros se les prohíba 
el acceso. Mientras haya Estados que pretendan mantener un monopolio 
nuclear, no se podrá revertir un proceso que no sólo contradice el trata- 
do mismo sino que conduce directamente a la catástrofe. La única forma 
de suprimir tan enorme riesgo es eliminar de raíz todas las armas nuclea- 
res, como ha propuesto el presidente Obama, desde la responsabilidad 
moral del único país que ha arrojado dos bombas atómicas. 

La cuestión es si este empeño a la larga es factible. Por un lado, tie- 
ne que serlo, porque de ello depende la supervivencia de la humanidad; 
pero, por otro, parecen invencibles una buena parte de las dificultades 
que pudieran sobrevenir. Una desnuclearización total supondría, por 
lo pronto, la supremacía militar absoluta de Estados Unidos, que en 
armas convencionales sobrepasa con mucho a los demás países. Y no 
sólo los Estados nuclearizados no están dispuestos a perder una posi- 
ción que les compensa de otras debilidades, sino que incluso si todos 
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llegaran al acuerdo de eliminar estas armas, siempre cabría la sospecha 
de que alguno intentara un rearme atómico subrepticio. El sinsentido 
de una destrucción mutua, la «disuasión por el terror», evitó un en- 
frentamiento bélico de las dos grandes potencias. Del mismo modo la 
necesidad de acabar con la amenaza nuclear podría también acelerar la 
creación de una gobernanza mundial. El mayor desafío de la humanidad, 
el armamento atómico, al haber suprimido la posibilidad de que haya 
un vencedor, no sólo habría eliminado la guerra total, sino que podría 
contribuir a que se implantase un cierto concierto internacional, algo tan 
imprescindible, como urgente. 

En suma, descarto la utilización de las armas atómicas en los con- 
flictos bélicos que se vislumbran en el horizonte, no porque piense que 
semejante locura sea altamente improbable, sino porque contar seria- 
mente con ella nos llevaría a una reflexión escatológica, que reconozco 
que irresponsablemente tendemos a obviar, pero que en esta ocasión 
omito muy consciente de su importancia, porque nos obligaría a argu- 
mentar en un plano muy distinto, y los problemas hay que tratarlos en 
el contexto y con el lenguaje adecuados. Parto, por tanto, del supuesto, 
harto cuestionable, pero necesario para que cualquier consideración 
sobre el futuro tenga sentido, de que el planeta seguirá existiendo, sin 
que una catástrofe natural, o una provocada por los humanos, o la 
combinación de ambas, lo lleven a su total destrucción. Los otros retos 
enunciados, la explosión demográfica, el cambio climático, la escasez 
de agua y el agotamiento de las materias primas, surten sus efectos a 
mediano plazo, por lo que conviene tratarlos como parte de los condi- 
cionamientos que enmarcarán la política social factible. 

La población mundial seguirá creciendo, aunque a ritmo más lento. 
En los países más pobres resulta más efectivo el control de la mortali- 
dad con el aumento del nivel de vida y el progreso de la medicina, que 
el control de la natalidad. La cuestión clave para el futuro de la huma- 
nidad es que se logre contener la explosión demográfica. El dilema que 
se presenta es que guerras, hambrunas, epidemias la aminore, o bien 
que se extienda el control de la natalidad. Esta segunda vía, sin duda 
más humana, depende en los países pobres del desarrollo socioeco- 
nómico, que a su vez se ve dificultado por un aumento demográfico 
rápido. Romper este círculo vicioso demanda un gran esfuerzo edu- 
cativo —el anticonceptivo más eficaz es sin duda la educación de las 
mujeres— que además de los recursos para financiarlo, exige superar 
valores y prejuicios propios de las sociedades tradicionales, algo que 
en el economicismo imperante a menudo se olvida. Alta tasa de natali- 
dad, aunque decreciente, más los factores económicos (productividad 
muy baja e inversiones insuficientes), sociales (enorme desigualdad) y 
culturales (sobrevivencia de tradiciones y prejuicios, los más graves, 
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dirigidos contra la mujer) dificultan, cuando no impiden, el único de- 
sarrollo posible, el basado en la educación, una idea que ya formuló la 
Ilustración dieciochesca. 

A los efectos negativos del aumento de población en las áreas más 
pobres se unen los provenientes del cambio climático, directamente 
vinculado al crecimiento demográfico, y probablemente a la larga tan- 
to o más demoledores. Dada la interdependencia de ambos, no han 
faltado los que consideran el control de la natalidad un elemento clave 
en la lucha contra el cambio climático, recuperando en cierto modo 
el planteamiento de Malthus con su idea, que en absoluto ha perdido 
su sentido, de que los recursos son limitados y, por tanto, no cabe un 
crecimiento ilimitado de la población. Ya desde 1992 la UNICEF ha de- 
fendido el control de la natalidad como la medida más barata y efectiva 
para mejorar la calidad de vida; y como el tamaño de la población es 
el principal factor de emisión de CO,, la planificación familiar es una 
inversión eficaz y de bajo coste para combatirlo. 

Aunque las emisiones de CO, tengan el mismo efecto, sea cual fuere 
su origen, sin embargo, las regiones más pobres, que lo son también 
por padecer catástrofes naturales periódicas (terremotos, inundaciones, 
explosiones volcánicas) sufren ya fenómenos meteorológicos extremos 
que se suponen debidos al calentamiento del planeta. Un incremento 
de la temperatura que podría alcanzar cinco grados en los próximos 
decenios, provocaría una subida de diez centímetros del nivel del mar, 
inundando las costas bajas, tanto de los países pobres como de los ricos. 
Una primera víctima sería uno de los más pobres del mundo, Bangla- 
dés, aunque también se beneficiarían en el ártico: el deshielo permitiría 
la navegación y sobre todo explotar las enormes riquezas subyacentes. 

El cambio climático refuerza la injusticia en las relaciones norte-sur. 
Los causantes de las emisiones en los países ricos, seguidos de los emergen- 
tes, hasta ahora sufren menos daños que los no emisores directos del «ter- 
cer mundo», aunque sí lo son indirectamente los países exportadores de 
hidrocarburos. Lo trágico es que en los que el petróleo genera el 80% de 
los ingresos, la enorme afluencia de capital apenas crea empleo. Hace 
decenios los venezolanos llamaron «sembrar el petróleo» a la razonable 
política de reinvertir los recursos acumulados en actividades que creasen 
puestos de trabajo, cosechando siempre que lo ha intentado únicamen- 
te fracasos. Al incrementar hasta extremos inconcebibles la desigualdad 
social y la corrupción de los de arriba, además de que los coloca en el 
bando de los que niegan el origen de los efectos devastadores de los que 
son víctimas, la exportación de petróleo se ha mostrado una maldición en 
los países que tuvieron la mala suerte de descubrir grandes yacimientos. 

Es muy difícil el optimismo, si tomamos en cuenta los muchos obstá- 
culos de toda índole que se oponen a una política eficaz contra el calenta- 
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miento del planeta. El principal es que para combatirlo se precisan gran- 
des inversiones que, aunque se impusiere el principio de que más pague 
el que más contamine, la mayoría de los países no están en condiciones de 
sufragar. La especificidad del cambio climático radica en que concierne a 
todos, exigiendo una respuesta conjunta. A ello se añade que el clima es 
un bien público; el que lo disfrute uno no impide que lo pueda disfrutar 
otro, del que además tampoco cabe excluir a nadie por los altos costes 
que ello implicaría. Mantener un planeta habitable es un bien que a todos 
atañe, sin que quepa apenas individualizar su goce o padecimiento. Las 
emisiones de CO, en una región altamente industrializada, o la defores- 
tación de las selvas tropicales, repercuten en el clima de regiones muy 
alejadas. En extensiones que superan con mucho las fronteras nacionales, 
beneficios y perjuicios de los cambios medioambientales se distribuyen 
al margen de las políticas que se hayan llevado a cabo. Al no existir una 
relación directa entre los causantes de los daños y los perjudicados, que 
pueden encontrarse a considerable distancia, no resulta fácil traspasar la 
política medioambiental al sector privado. El manejo del cambio climá- 
tico supera la apropiación individual, sin que tampoco los Estados por sí 
solos puedan dar las respuestas adecuadas. 

Otra dificultad de gran envergadura consiste en dedicar altísimos 
recursos a atajar unas consecuencias que se presumen indeseables, pero 
que a tanta distancia no cabe percibir con nitidez. Cierto que, como 
argumento, el discurso ecológico se ha abierto paso poco a poco, lle- 
gando a movilizar a un número creciente de ciudadanos, sobre todo 
entre los jóvenes, siempre más propensos a luchar por causas nobles, 
pero tan buenas intenciones apenas calan en la práctica diaria; pocos 
renuncian al coche por su impacto medioambiental. Ha tenido que 
producirse una enorme crisis de superproducción, para que la industria 
del automóvil en su reconversión se haya visto obligada a proyectar 
modelos ecológicos, como el motor eléctrico. 

Y, sin embargo, no siempre ha sido así. En siglos pasados la razón 
ilustrada trazaba el camino hacia un mundo mejor, vinculando la acción 
presente a los beneficios que aportaría en el futuro. Además de haberse 
tomado conciencia de que todo avance en una dirección implica un re- 
troceso en otra, muchas son las razones que explican el desplome de la 
idea del progreso, pero entre ellas hay que destacar una que entre los que 
se proclaman progresistas suele permanecer en la penumbra, y es que en 
buena parte ha sucumbido aplastada por políticas revolucionarias que 
sacrificaron a millones para en un futuro, tan lejano como impreciso, 
conseguir la felicidad de todos. Nos hemos instalado en una cultura del 
presente, desconectados del porvenir, en la que el cambio climático sólo 
se tomará en consideración, si es que algún día se hace en serio, cuando 
ya sea demasiado tarde. Baste decir que, pese a la preocupación creciente 


403 


EL ESTADO SOCIAL 


por el medioambiente, en los últimos ocho años la concentración de CO, 
ha aumentado un 33% más que en la década de los noventa. En el mejor 
de los casos tratamos tan sólo de evitar las catástrofes de mayor alcance, 
con el único empeño de que en la medida de lo posible el mundo se con- 
serve habitable. En democracias en las que los gobiernos dependen de sus 
electores no cabe exigir grandes sacrificios para salvar generaciones que 
aún no han nacido. El día a día, todo lo más los cuatro años de legislatura, 
es la dimensión temporal que alcanza la política, cuando la lucha contra el 
calentamiento del planeta requiere una acción concertada y permanente 
que dure por lo menos un siglo. 

Un tercer obstáculo para combatir el cambio climático consiste en 
que hay que coordinar la acción de países muy desiguales en poder y 
riqueza, con intereses a menudo opuestos, sin contar con organizacio- 
nes internacionales capaces de imponer criterios o compromisos, como 
exigiría una economía pública concertada a nivel global. La lucha contra 
el cambio climático demanda políticas públicas de carácter internacio- 
nal que no encajan en absoluto en el tipo de economía que tenemos. El 
dilema que se plantea es que sigamos, como hasta ahora, con pequeñas 
correcciones que en medio siglo no nos librarán de la catástrofe ecoló- 
gica anunciada; o bien, que vayamos adaptando el sistema económico 
mundial a los nuevos desafíos, admitiendo cambios paulatinos desde lo 
privado a lo público y desde los Estados a la coordinación internacional. 
A lo mejor estamos llegando a esa época de la historia que preveía Marx 
en la que, superadas las contradicciones sociales, la humanidad unida se 
enfrente a una naturaleza hostil. Humanizada la historia, nos quedaría 
humanizar la naturaleza. El género humano se ha creado a sí mismo, 
construyendo un mundo a su imagen y semejanza en el que pretende 
vivir a su aire. Somos un producto más de la naturaleza, dotados de los 
instrumentos para transformarla a nuestra conveniencia, pero también 
capaces de destruirla por completo. 

El que la interdependencia vaya en aumento en tantos aspectos 
económicos, militares y políticos —cada vez más los retos exigen una 
respuesta global— anima a pensar que se avance en la ordenación de 
políticas planetarias, aunque el surgir de nuevas grandes potencias que 
reclaman un lugar al sol, deja otear choques de todo orden por la do- 
minación mundial. Alguna luz de esperanza se descubre en el hecho 
de que los riesgos que conllevan los enfrentamientos son también cada 
vez de mayor magnitud, de modo que buscar compromisos y llevar a 
término políticas comunes pactadas podría percibirse como lo más ven- 
tajoso. En un momento en que se anda a la búsqueda de nuevas áreas 
de inversión —descubrir dónde se puede invertir con el menor riesgo y 
la mayor expectativa de ganancia ha sido siempre el tema crucial de la 
economía capitalista— las inversiones medioambientales pueden ganar 
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importancia ofreciendo nuevas formas de empleo, siempre y cuando 
la comunidad internacional marque las líneas generales de una política 
capaz de contener los efectos más negativos del cambio climático. 

Tardará, si es que se logra, en poder disponer de los enormes recur- 
sos que se requieren para luchar con alguna perspectiva de éxito contra 
el cambio climático, un gran reto global que exige una respuesta global 
para el que no estamos ni de lejos preparados. Los conflictos crecientes 
por el agua y la alimentación que produce el cambio climático propi- 
ciarán grandes movimientos migratorios. El efecto destructor de una 
población en aumento se potencia con el del cambio climático. Quedan 
así planteadas las tres cuestiones claves de los próximos decenios. El 
modelo energético actual no es sostenible y representa una seria restric- 
ción al crecimiento económico; justo cuando la humanidad se enfrenta 
a un período de grandes migraciones, el trabajo asalariado no cualifica- 
do es cada vez más escaso. 

La crisis del modelo energético —precios en continuo ascenso aun en 
tiempos de deflación— se vincula al cambio climático, aunque lo rebasa 
por muchos costados. Empeñarse en mantener un mundo ecológicamente 
habitable y en paz que acelere el desarrollo de las regiones más pobres, 
exige políticas interdependientes (ecológicas, pacifistas y de desarrollo) 
de una enorme complejidad. Aislemos la política energética de sus otras 
implicaciones, y para simplificar centrémonos en la cuestión capital de 
sustituir energías altamente contaminantes —carbón, petróleo— pero 
también las de alto riesgo, como la atómica, por otras renovables —eó- 
lica, solar, hidráulica, biomasa—, sin que esta sustitución conlleve una 
repentina subida del precio que se muestre altamente desestabilizadora. 

La lucha por llevarse el negocio energético es el factor que hoy más 
grava la economía mundial. Máxime ahora, cuando los productores de 
petróleo, y sobre todo los que controlan el negocio a nivel mundial, 
pese a haber perdido la batalla de descalificar el cambio climático como 
una ficción sin fundamento científico, siguen dispuestos a imponer a 
todo trance esta fuente de energía hasta que se agoten los yacimientos 
que, aparte de los muchos que permanecen secretos o por descubrir, 
los conocidos parecen mucho más ricos de lo que se nos dijo. En todo 
caso, parece que el 70% de las reservas de petróleo y el 50% de las de 
gas se hallan en el Cáucaso y en el golfo Pérsico, regiones que, justo por 
ello, son las más conflictivas. La paz mundial está directamente ligada 
al control de la energía, y ésta a su impacto ecológico. 

Se comprende que, agotados los plazos de concesión y recuperadas 
con creces las inversiones, cuando la energía nuclear da los mayores 
beneficios, se defienda a todo trance, alegando que es una energía no 
contaminante y a un precio muy competitivo. Su punto débil radica en 
la seguridad, no sólo no puede eliminarse por completo el que se repita 
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un incidente, como el de Chernóbil, sino que demasiado a menudo se 
suceden escapes de sustancias radioactivas y sobre todo sigue sin resol- 
verse el problema de qué hacer con los residuos. Desde que se proyecta 
hasta que entra en funcionamiento una central nuclear pasan por lo me- 
nos diez años, y nadie puede prever si entonces dispondremos de otras 
fuentes de energía más seguras y baratas. En Europa no se discute tanto 
construir nuevas centrales, como mantener activas las ya caducadas, si 
se confirman satisfactorios los niveles de seguridad. Una solución que 
parece razonable sería obligar a invertir en energía renovable los be- 
neficios de las centrales caducadas, para que lo antes posible podamos 
desprendernos de una fuente tan problemática de energía. El futuro 
está en la energía renovable y España, después de Alemania y Estados 
Unidos, ha conseguido colocarse en el tercer lugar en potencia eólica 
instalada, generando miles de puestos de trabajo, así como superávit en 
la exportación de esta tecnología. 

En suma, la economía mundial no puede permitirse el que siga au- 
mentado el precio de la energía. El futuro del Estado social depende de 
una cuestión que le rebasa por completo, como es la del precio que tenga 
una energía no contaminante y sin riesgos impredecibles en un futuro 
cercano. Un precio alto tendría efectos muy negativos para la economía 
mundial, que podría repercutir en una congelación del Estado social e 
incluso llevarlo a su rápido desmontaje. En cambio, innovaciones técni- 
cas que abaratasen el precio de la energía podrían estar en la base de un 
renacimiento del Estado de bienestar. Ante las distintas energías que hoy 
compiten, no cabe predecir cuál de ellas se impondrá, máxime cuando en 
este punto no se puede descartar cambios tecnológicos de gran alcance. 
No se cae en un optimismo simplón por ser consciente de que uno de 
los mayores factores de incertidumbre es la innovación tecnológica. En 
todo caso, según sea el precio de la energía, cada vez más escasa y cara, 
o más abundante y barata, que podría llegar a un coste que se acerque a 
cero, muy distinto será el futuro del Estado social. 

Únicamente si partimos del supuesto de que nuestra civilización no se 
autodestruirá en una conflagración atómica, ni el cambio climático termi- 
nará por hacer inhabitable al planeta, y además contaremos con una ener- 
gía abundante y barata, tiene sentido plantearse el futuro, y en concreto, 
el del Estado social. Recuerdo a un compañero de la mili que al oír con 
qué frecuencia se mencionaba la pena de muerte en el código de justicia 
militar, exclamó un día desconsolado: «¡Aquí vivimos de milagro!». Y, en 
efecto, en el mundo que nos ha tocado en suerte «vivimos de milagro», 
pero no tenemos más remedio que, muy conscientes de los peligros que 
nos acechan, planear el futuro como si la humanidad lo tuviera. 

Si queremos que no pierda todo sentido lo que pensamos, y sobre 
todo lo que hacemos, hay que dar por seguro que tendremos algún 
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tipo de futuro, aunque esta conjetura no implique que nos sea cono- 
cido. Y como para decidir tenemos que contar con las consecuencias 
de lo decidido, no nos queda otro remedio que imaginarlas. Al tener 
que inventarse el futuro para actuar en el presente, la imaginación, que 
trabaja siempre combinando elementos de los que hemos tenido alguna 
experiencia, se muestra nuestro don más preciado. El futuro existe por- 
que lo creamos cuando de alguna forma nos lo inventamos. Antes de 
preguntarnos por el aspecto que tendrá el Estado social en el futuro, la 
primera cuestión que se plantea es cuánto resistirá aún, y en caso de que 
la respuesta sea que para largo, partiendo de los factores y condiciona- 
mientos que se han ido modelando en el último siglo, tal como quedan 
descritos en el libro, habrá que esbozar dos escenarios posibles. 

Al proporcionar, por una parte, seguridad en caso de enfermedad, 
invalidez, vejez y desempleo a la gran mayoría de la población, y garan- 
tizar, por otra, la estabilidad social y política a la minoría dominante 
que la necesita en mayor medida por tener mucho más que conservar, 
pienso que la permanencia del Estado social puede darse por segura. Si 
no se respetan los derechos económicos y sociales de la mayoría, no cabe 
tampoco que perduren los privilegios de unos pocos. No se olvide que el 
Estado social comenzó siendo una invención de los conservadores, apo- 
yados por las iglesias, que combatió siempre la izquierda revolucionaria 
y que la socialdemocracia al principio miró con desconfianza. En Europa 
—y por su influencia, cada vez más en el resto del mundo— pocos discu- 
ten el Estado social que hoy defienden la izquierda, el centro, la derecha 
conservadora y la liberal. El Estado social se ha convertido en el mayor 
orgullo de la sociedad capitalista desarrollada, de modo que, al contar 
con el apoyo de todos, desde los más pobres a los más ricos, su desapa- 
rición resulta inconcebible en el futuro que cabe atisbar. 

Si la permanencia del Estado social parece asegurada, la cuestión 
abierta es el tipo que se impondrá y sobre todo la forma de financiarlo. 
Para acercarnos al ámbito en el que podamos espigar algunas respuestas 
es menester tomar en consideración algunos caracteres probables del fu- 
turo cercano, extrapolando elementos que ya se detectan en el presente. 
Dos son los fundamentales: la crisis y la profunda transformación del Es- 
tado en un mundo globalizado y la escasez creciente del trabajo asalariado 
no cualificado en un sistema productivo cada vez más automatizado. 

Empecemos por la crisis del Estado, sin duda el factor que rompe 
con uno de los ingredientes claves de la Modernidad. En varios capítu- 
los se ha tratado el desarrollo del Estado moderno, desde el capitalismo 
mercantil al industrial, dejando claro que el Estado ha creado la nación 
—es el caso de Francia y del Reino Unido— o la nación al Estado 
—como ocurrió en Italia y Alemania—, pero que ambos modelos con- 
vergen en un Estado nacional, que además de constituir un mercado in- 
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terno que procura ampliarse con anexiones territoriales de los vecinos 
y con colonias en ultramar, configura un sentimiento de identidad que 
en buena parte llega a sustituir al de pertenecer a una religión. Pero el 
individuo está dejando de identificarse tanto por su religión, como por 
su nacionalidad. 

Hemos visto cómo el Estado nacional, a medida que se democratiza, 
desemboca en el Estado social. La cuestión hoy es dirimir cómo la crisis 
profunda que afecta al Estado nacional, que en un mundo globalizado 
ha perdido competencias que hasta ahora habían sido fundamentales, 
incide sobre el Estado social. Así como el modelo griego de democracia 
se levantó sobre la polis, la democracia representativa de nuestros días se 
sostiene sobre el Estado nacional. Cuando la polis se hundió, como una 
entidad política autónoma, arrastró consigo a la democracia. Ahora la 
pregunta es cómo la democracia representativa con su institucionaliza- 
ción más importante, el Estado social, podrá sobrevivir a la descomposi- 
ción progresiva del Estado nacional. 

Cabe pensar que el proceso lento, con altos y bajos, de descomposi- 
ción del Estado permitirá que el modelo de democracia que tenemos per- 
manezca operativa por bastante tiempo, pero también, aunque me parece 
mucho más improbable, que las nuevas relaciones entre Estado y sociedad 
comporten nuevas formas de democratización. Según sea la respuesta, 
otro será el destino del Estado social. La primera y más obvia subraya 
que decadencia no significa desaparición, sino que también podría inter- 
pretarse como transformación, todo lo que existe cambia, que llevaría 
consigo cambios sustanciales en la democracia, no su desaparición. A una 
sociedad tan distinta, como la que estamos asistiendo a su nacimiento, co- 
rresponde otro modelo de Estado y a éste, otro de democracia que traerá 
consigo un Estado social muy diferente. El futuro del Estado social está 
estrechamente ligado al de la democracia representativa de partidos y lo 
menos que cabe decir es que es altamente incierto, pero en ningún caso 
boyante. Las instituciones —elecciones periódicas, Parlamento, división 
de poderes, Estado de derecho— permanecerán, pero de proseguir las 
tendencias que se detectan en el presente cada vez más vacías de conte- 
nido. Y todo ello desde el supuesto de que se mantenga una cierta pros- 
peridad, incluso hasta una progresiva mejoría. La miseria generalizada 
impone formas políticas totalitarias que controlen toda la vida económica 
y social, racionando bienes y servicios, sin permitir la menor crítica. Pero 
aun con un cierto bienestar, las democracias occidentales únicamente po- 
drán resistir si los ciudadanos son educados en libertad y a partir de una 
gran variedad de medios de comunicación reciben una información no 
manipulada por completo. 

Esta cadena de conexiones implica respuestas muy distintas: cabe que 
la democracia pase de la actual institucionalización estatal a organizarse 
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en la sociedad, una democracia más participativa, que impregnaría unos 
servicios sociales con tendencia a autogestionarse, como indican algunas 
de las reformas que se han discutido estos últimos años. Cabe, y parece lo 
más probable, que las instituciones democráticas sigan el actual proceso 
de deterioro, permaneciendo como mera decoración legitimadora. Aun- 
que el Estado democrático pierda fuelle, esto no significa necesariamente 
el fin del Estado social, sino su transformación en los servicios mínimos, 
prestados desde arriba, imprescindibles para mantener la paz social. 

No hace todavía un lustro los ultraliberales anunciaban el pronto 
final del Estado. Con la crisis que estamos viviendo se ha recuperado el 
papel del Estado en la economía y en la sociedad y de nuevo transita la 
sombra de Keynes. Como ocurrió hasta finales de los setenta, el Estado 
impulsa otra vez la demanda, sin que se discuta su conveniencia, sino 
sólo la rapidez con la que se debe actuar y que los costos a la larga sean 
financiables. Hasta el Fondo Monetario Internacional o la Comisión Eu- 
ropea han abandonado la política de la oferta que habían defendido 
hasta hace bien poco. Para conseguir un bienestar para todos en un mun- 
do que permanezca habitable, hoy todos proponen un cierto equilibrio 
entre Estado y mercado, sin que el uno reemplace al otro por completo. 
Se trata de desprenderse de los dos prejuicios que de manera alternativa 
dominaron en el pasado: el de que basta el mercado, capaz de autorre- 
gularse, proporcionando ocupación a todos y una distribución aceptable 
de la riqueza, o el que no habría más solución que el Estado ejerciera un 
control estricto de la economía y de la sociedad. 

El tema es cómo conseguir este equilibrio en un mercado globalizado 
con los instrumentos de un Estado que no puede establecer reglas fuera 
de sus fronteras. No cabe una solución sin eliminar la asimetría entre la 
dinámica del mercado global y la regulación del mercado interno. Ello 
pasa por una regulación de los mercados financieros internacionales, 
que a su vez previamente exige el que la demanda no lleve consigo un 
endeudamiento que produzca un gran desequilibrio. Estados Unidos 
ha vivido décadas por encima de sus posibilidades, produciendo una 
enorme deuda externa, que desequilibra el comercio y las finanzas del 
mundo, y que debilita la confianza en la moneda del país deudor. Esta 
situación se ha tolerado más de la cuenta porque ha favorecido a los 
países exportadores, como China o Alemania, que acumulan enormes 
superávits en su balanza de pago. 

La política de demanda no sólo debe atender a las inversiones pú- 
blicas o a las ayudas a las empresas con dificultades, sino que el efecto 
querido de aumentar la demanda para salir de la crisis en mayor medida 
debe provenir del consumo interno, que supone que los salarios suban 
al menos al ritmo de la productividad. Se precisa una política activa en 
el mercado de trabajo, no para facilitar el despido, sino para mantener 
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los puestos de trabajo con salarios en alza, corrigiendo las enormes dife- 
rencias en la remuneración del trabajo. El tema central a este respecto es 
una fiscalidad, cuya función principal sea la distribución de la riqueza. La 
acumulación en pocas manos no aumenta el consumo —sucede lo contra- 
rio: los ricos no modifican su nivel de vida con la coyuntura, en cambio, 
el aumento de las rentas de la mayor parte de la población se traduce en 
un rápido crecimiento de la demanda— ni tampoco las inversiones, al no 
haber relación directa entre capacidad de ahorro e inversión. Se invierte 
cuando se percibe una perspectiva de ganancia sin un altísimo riesgo. Pero 
también es indispensable una fiscalidad que permita mantener el gasto 
social, con las inversiones en aumento en educación, ciencia y tecnología, 
sin que ello provoque un endeudamiento del Estado más allá de lo que 
permita PIB. El que los Estados se financien de manera equilibrada es un 
factor decisivo para controlar las crisis periódicas. 

La descomposición, deterioro o, si se prefiere, transformación del Es- 
tado en un mundo globalizado se corresponde con sociedades emergentes 
que difieren cada vez más de la sociedad dividida en clases fácilmente 
identificables, que caracterizó al capitalismo industrial. La automatiza- 
ción de las empresas y la deslocalización a otros países con salarios mucho 
más bajos, está suprimiendo, y el proceso no ha hecho más que empezar, 
las fábricas con miles de trabajadores. Pequeñas y medianas empresas en 
los más distintos sectores productivos y de servicios son las que siguen 
ofreciendo colocación, pero también en ellas prima la misma tendencia a 
reducir mano de obra. El que el puesto de trabajo se haya convertido en 
el bien más escaso y que haya que contar con una tasa de paro alta para 
mucho después de haberse superado la crisis, es el dato que a medio plazo 
más directamente ha de influir en la política social. 

El dato del que hay que partir es la desaparición paulatina de la 
vieja clase obrera, altamente especializada, con subidas pactadas de los 
salarios y con un puesto de trabajo de por vida, que a menudo incluso 
heredaban sus hijos. Esto comporta no sólo la pérdida de «la conciencia 
de clase», sino sobre todo el debilitamiento de sus organizaciones sindi- 
cales y políticas. Es el cambio más visible y, sin embargo, el que menos 
quieren percibir los sectores afectados, al no saber cómo oponerse. El 
capital cada vez necesita menos del trabajo asalariado, y ello obliga a 
una buena parte de los trabajadores a convertirse, antes o después, en 
autónomos, aunque no por ello menos dependientes. Surgen nuevas 
formas de trabajo, sin moverse del domicilio, o viajando permanen- 
temente, con distintos contratos, de asistencia técnica, comisionista, 
representante; lo que va desapareciendo es el trabajador fijo, con un 
contrato que fije una indemnización para el caso de que se le despida. 

El resultado es una sociedad cada vez más fragmentada que im- 
pone nuevas formas de organización. La fuerza sindical, así como los 
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partidos de clase, están en declive, y las asociaciones de todo tipo que 
van surgiendo articulan intereses muy diversos, que no se dejan coor- 
dinar en grandes acciones de masa. En relación con el Estado social 
el factor que más incide es la desaparición de la clase obrera, con sus 
organizaciones sindicales y políticas. La protesta social se queda sin su 
instrumento principal, la huelga, que incluso puede resultar contra- 
producente, al acelerar la desaparición de los puestos de trabajo, bien 
porque la empresa se traslade o se cierre. En la sociedad muy frag- 
mentada que se está configurando, en la que la familia nuclear como 
elemento de cohesión juega un papel cada vez más secundario, y el 
trabajo asalariado es un bien cada vez más escaso, el rasgo más claro 
que se divisa en el horizonte es la enorme multiplicidad de los tipos 
de seguridad social que prevalecerán en un futuro no muy lejano. Irán 
surgiendo formas nuevas, y no sólo privadas, de asegurarse, adaptadas 
a las muy diferentes condiciones de una sociedad muy fragmentada. 
Muchos sectores volverán a crear sus propias mutualidades, redescu- 
briendo la solidaridad entre personas cercanas. Y ello desde el supuesto 
que permanecerá alguna forma de democracia, es decir, de presión de 
las inmensas mayorías sobre las exiguas minorías dominantes. 

En un mundo en el que escasea cada vez más el trabajo, aumentarán 
las presiones migratorias. Se ha calculado que un 16% de la población 
adulta de todo el mundo está dispuesta a emigrar, a la cabeza el África 
subsahariana con un 38%. A la larga la globalización traerá consigo 
una homogeneización, no sólo tecnológica y cultural, sino étnica, que 
durante bastante tiempo provocará una gran conflictividad, no ya entre 
pobres y ricos, como en el pasado, sino relacionada con otros muchos 
factores, entre ellos los asentamientos de poblaciones extrañas. Esta 
nueva conflictividad étnica influirá también de manera decisiva en los 
tipos de seguridad social que vayan surgiendo. En el libro se han estu- 
diado los factores claves que configuran el mundo en el que se abrirán 
paso distintos modelos de seguridad social, estatal, pública y privada, 
cuya característica más visible, será la convivencia de todos ellos, sin 
que uno, o unos pocos, terminen por imponerse. 

Si a estos factores actuantes ya en el presente añadimos los que cabe 
prever en un plazo más largo provenientes de los grandes avances en la 
genética y la neurociencia, el panorama es estremecedor. No es total- 
mente inverosímil que la manipulación genética termine solidificando 
las diferencias entre los distintos estratos sociales, así como el saber 
que nos proporciona la neurociencia permita acoplar a cada individuo 
a las tareas previstas desde su reproducción in vitro. Han perdido toda 
credibilidad las viejas visiones utópicas, en las que, al reforzarse mutua- 
mente, la igualdad y la libertad llevarían a los humanos a su plenitud; 
sólo su involución en antiutopías nos parecen hoy verosímiles. 
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Si en una economía que sólo se sostiene creciendo se llegase al lími- 
te del crecimiento, o bien por enfrentamientos de las nuevas potencias 
ascendentes entre sí, y/o con las viejas, y se derrumbasen las modernas 
economías, o bien por catástrofes naturales imprevistas se volviese a 
la extrema escasez, lo probable es que renaciese el «colectivismo oli- 
gárquico» totalitario que George Orwell describe en su novela 1984 
(1949). Si eliminamos las grandes catástrofes, siempre posibles, aunque 
no tan probables, el futuro que se divisa en el horizonte encaja mejor en 
la antiutopía de Aldous Huxley, Brave New World (1932). 

En su novela Huxley da por supuesto que en ese futuro lejano se ha 
controlado el crecimiento demográfico y un Estado mundial ha elimina- 
do las guerras, los dos grandes males que amenazaban a la humanidad 
en el tiempo que le tocó vivir. Los avances tecnológicos habrán seguido 
su curso, permitiendo un nivel alto de vida, pero también un dominio de 
la genética que haga factible que cada individuo nazca con las cualidades 
que requiere la actividad que ya se le ha asignado antes de su concepción. 
El interés principal de los que están arriba es que nada cambie: para 
los que ocupan las posiciones más elevadas el orden establecido parece 
siempre el mejor de los posibles. El objetivo es garantizar una estabilidad 
social permanente, algo que dados los altos costes de una descomposi- 
ción social anárquica, también coincide con el de amplios sectores. Con 
tal que no mengüen las diferencias sociales, encuadra en los intereses de 
los poderosos que se consolide un Estado de bienestar con un nivel alto 
de vida. En cuanto se haya alcanzado uno satisfactorio para todos, la 
consigna de «nada de cambios ni de experimentos» alcanza un amplísimo 
consenso. La regla social más universal ha sido en el pasado y seguirá 
siendo en el futuro: «Si me garantizas mi bienestar material, puedes con- 
tar con mi servidumbre voluntaria». 

El principal afán de las minorías dominantes es que las diferencias 
arraiguen para siempre. Una reproducción en el laboratorio permite una 
manipulación genética que las convierta en definitivas. Huxley describe 
en su novela tres clases, ya inmodificables por haber sido manipuladas 
genéticamente. La población beta, una nueva especie subhumana, en- 
cargada de los trabajos rutinarios más elementales. Huxley se refiere al 
«método Bokanovsky», una premonición de la clonación, que permite 
obtener «mellizos idénticos, pero no en ridículas parejas, o de tres en 
tres, como en los viejos tiempos vivíparos cuando un óvulo se escindía 
de vez en cuando, accidentalmente; mellizos por docenas, por veintenas 
a un mismo tiempo». La alfa, la forman los guardianes y administradores 
y la alfa plus, esa pequeñísima minoría que en la cúspide del sistema se 
asegura un poder indefinido y absoluto. En esta división tripartita ob- 
viamente se trasluce una reminiscencia de la República de Platón. Cada 
una de estas tres clases está dotada de los genes específicos que necesitan 
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para cumplir su función. La división del trabajo, que ha sido el verdadero 
artífice del progreso humano, quedaría así asentado genéticamente, una 
solución a la que llegaron las abejas hace ya millones de años. 

La herencia genética se refuerza con los distintos condicionamien- 
tos pavlovianos sobre los pensamientos y muy en especial sobre los 
sentimientos, que la ciencia ha puesto de manifiesto en los últimos de- 
cenios para conseguir que las masas se muevan dentro de los márgenes 
previamente definidos. A la manipulación genética y a los condiciona- 
mientos que se llevan a cabo desde la infancia, se añaden otros meca- 
nismos con el mismo efecto de llegar a un máximo control. El primero 
y principal es un fácil acceso al sexo, ya totalmente desconexionado de 
la reproducción, que se lleva a cabo en laboratorios según la cantidad 
que se necesite de cada uno de los tres grupos de población. En segundo 
lugar múltiples formas de entretenimiento, desde los grandes aconte- 
cimientos deportivos, a la oferta ilimitada de los medios audiovisuales, 
que aplican las técnicas de la persuasión subconsciente. 

Sexo y entretenimientos desempeñan el papel que la religión tuvo 
en la Edad Media, un opio que libra al pueblo de la dura realidad. 
Refuerza estos mecanismos una dosis diaria de una droga euforizante, 
el soma, que proviene de un mejor conocimiento de la química del 
cerebro, con la ventaja de que al evitar la adicción, no arruina la salud. 
No se necesita ya recurrir al terror para conseguir un dominio total de 
la población. Sobran una vigilancia estricta, una represión generaliza- 
da, ni siquiera el castigo brutal del que manifieste el menor espíritu de 
rebeldía, como sucede en el «colectivismo oligárquico» que impone 
el reino de la escasez, sino que una absoluta dominación se consigue, 
satisfaciendo las necesidades de consumo y entretenimiento que previa- 
mente se han inducido en la población. 

Dejemos como telón de fondo la novela de Huxley para recapacitar 
sobre algunas tendencias que se divisan en el horizonte. Desde el nivel 
tecnológico alcanzado, parece seguro que el ulterior desarrollo traiga 
consigo cambios de enorme envergadura, que ni siquiera podemos imagi- 
nar. Cualquier intento de futurología falla ante el hecho de que uno de los 
factores decisivos, la innovación tecnológica, es impredecible. Ignoramos 
los descubrimientos que nos esperan en el futuro, con las consecuencias 
que tendrán sobre nuestras formas de vida. En ninguno de los estudios 
futurológicos de los años ochenta se mencionan innovaciones que, como 
internet, han cambiado por completo el acceso a la información y las for- 
mas de relacionarse. Su impacto ha superado con mucho el que ya tuvo la 
electricidad a comienzos del siglo XX, que a la vez que fuente de energía 
motriz, llegó incluso a eliminar la diferencia entre el día y la noche. 

Sean cuales fueren las innovaciones tecnológicas que nos esperan en 
un futuro cercano, no todas han de provenir de técnicas cada vez más 
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complejas que exijan enormes inversiones. En las áreas en que sea así, 
desde la utilización de la energía atómica a la industria químico-farma- 
céutica, al disponer de la tecnología más sofisticada, los grandes con- 
sorcios seguirán desplazando a las empresas pequeñas y medianas a los 
sectores con productividad más baja. Pero caben también innovaciones, 
como las habidas en las «nuevas economías» en las que empresarios que 
partían de cero han conquistado las primeras posiciones: Microsoft, 
Google, Youtube. Pero al poco tiempo se convierten también en grandes 
colosos, de modo que el proceso de concentración del poder económico 
sigue su curso. La innovación con mayor impacto que se perfila en el ho- 
rizonte es que se consiga una capacidad ilimitada de producir energía a 
un coste de casi cero. Si llegase a producirse, apenas podemos imaginar 
sus consecuencias en todos los ámbitos, económicos y sociales. 

Mientras tanto habrá que contar con la concentración del poder eco- 
nómico en cada vez menos manos, uno de los caracteres definitorios del 
capitalismo industrial desde el siglo XIX. Lo nuevo y, por tanto, sorpren- 
dente, es que a esta tendencia se vincule otra, opuesta a la que hasta ahora 
habíamos experimentado. Cada innovación tecnológica había destruido 
siempre puestos de trabajo en el sector en que se implanta, pero los crea- 
ba en otros que nacían impulsados por el crecimiento económico que 
comporta el cambio tecnológico. Gracias a la innovación tecnológica, se 
conseguían mayor productividad y nuevos empleos, por lo general, mejor 
pagados, en otras ramas de la producción o de los servicios. Pues bien, 
esta relación innovación tecnológica - mayor productividad - crecimiento 
económico - nuevos puestos de trabajo, parece que con las nuevas tecno- 
logías, por lo menos por un tiempo, ha dejado de funcionar: destruyen 
puestos de trabajo en todos los sectores, productivos y de servicios, sin 
contribuir, al menos directamente, a crear otros nuevos. Huxley no pudo 
tener en cuenta que tal vez no fuese necesaria esta clase beta de esclavos 
infrahumanos, al poder ser sustituida con robots para los más variados 
usos. La nueva economía basada en la informática destruye enormes can- 
tidades de puestos de trabajo, sin apenas crearlos. A finales del 2006 
Google compra Youtube, al año de su fundación, por 1.600 millones de 
dólares, una empresa que entonces colocaba a sesenta empleados. 

De la distribución en masa resulta también una concentración en 
grandes organizaciones comerciales, que están eliminando el pequeño 
comercio. Pero las nuevas tecnologías a las que las grandes superficies 
han recurrido para reducir personal, acabarán también con ellas el día 
no lejano en que las compras se hagan por internet, algo que ya en dis- 
tintas áreas —desde las agencias de viaje, a la venta de automóviles de 
segunda mano— ha suprimido muchos intermediarios. El hecho tozudo 
es que las empresas necesitarán cada vez menos de una mano de obra 
asalariada sin una cualificación especial. 
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Ahora bien, si el trabajador ha dejado de ser un factor imprescindible 
para el capital, lo sigue necesitando, y ide qué manera!, como consu- 
midor. Los poderosos necesitan el Estado social, porque además de 
garantizar la paz interna, un bien que los que están arriba son los pri- 
meros en valorar, ayuda a distribuir una parte de la enorme riqueza 
que se acumula en una pequeñísima minoría, sin la que no habría un 
consumo de masas, indispensable para seguir realizando beneficios. Los 
grandes consorcios económicos, que concentran el mayor poder desde 
finales del siglo XIX, saben lo mucho que se han beneficiado, y siguen 
beneficiándose del Estado social. Sus enemigos acechan más bien desde 
una izquierda revolucionaria, que lo combaten porque sirve de tran- 
quilizante para mantener sumisos a los de abajo, así como se cuentan 
sobre todo entre los autónomos y pequeños empresarios que atribuyen 
sus males a los altos costos del Estado social, pero ambos grupos están 
en claro declive. 

Conservar el Estado social exige profundas transformaciones en 
una sociedad tan fragmentada como la que a la vista se está desplegan- 
do, pero caben pocas dudas de que permanecerá, si no se produce una 
caída en picado de la economía, algo que con el grado alcanzado de 
desarrollo, sobre todo con los conocimientos científicos y consiguiente 
aplicación técnica, no parece probable. El nivel de producción alcan- 
zado permite que se sostenga el nivel de vida con una población activa 
cada vez más reducida. Ello obliga a la vieja política de la Roma impe- 
rial de panem et circenses para la masa ociosa. El «pan», en el sentido 
de que nadie descienda del nivel de sobrevivencia, parece asegurado en 
nuestras sociedades, y el «circo» que ofrecen los grandes espectáculos 
deportivos y las nuevas tecnologías audiovisuales, que no sólo cumplen 
la función de entretener a las masas con cada vez más tiempo libre, sino 
que la industria del ocio es una de las ramas que más crece en la oferta 
de puestos de trabajo. 
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